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ÍUDIGE 

lie lis ciuiiu y materias contenidas tü este ¡Voteiu Ionio 



i'onílnua«lon del «ño IHIO 



CAUSA XXVTÍh Pi " 

I). Pedro Funes contra 1). José Cfmdido Gómez por indem- 
nización Je daños y perjuicios, 

.Shwi.iWd, - I- Er¡ el contrato .te compra-venia mercantil 
negándose el comprador a recibir la especie por no ser con- 
eottftfnne á la estipulada, esta dehe ser reconocida por peritos 
En caso do resultar .le I;. calida convenida, el contrato 
queda consumado» y Ja especie vendida por cuenta del com- 
prador. 

T llelie desde ese mu mentó el [.recio cuu el mieras corriente. 

* t>i el comprador le negase á recibir la especie com- 
próla, debe esta ponerse a dispuskioo de la autoridad judi- 
«'ial, para que ordene su depñsito ó venta pública por cuenta 
del comprador. 

T.- Kn caso de depósito son de su cuenta todos los gastos 
de conservación, 

6» La escppcion sobre nulidad de un reconocimiento peri- 
cial, debe oponerse al contestar la demanda, so pena de u w 
^tfr ailmilida después. 

P Los intereses moralorios debeu abonarse con arreglo i 
T - w 40. 



586 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

m 

Pij.nu 

tos comentes en et lujcar en que debe entregarse el precio y 
no ¿ los corrientes en el lugar del juicio. 
8» El interés corriente es el que cobran los Bancos públicos 
9 o Siendo el demandado condenado á la indemnización de 
daños y perjuicios, deben contarse entre los justih'rados los 
que se ocasionen al demandante en costas judiciales para ha- 
cer declarar sus derechos 5 

CAUSA XXIX. 

D. Nicanor González del Solar, procurador fiscal en ta Sec- 
ción de Corrientes, sobre eseepcion del servicio militar. 

Sumario. — 1* La ley de 5 de Junio de 1865 no escep- 
iúa del enrolamiento en Ja üuardia Nacional á los procura- 
dores fiscales de Sección. 

2* Como gefes de oficinas están dispensados del servicio 
activo fuera de su distrito |& 

CAUSA XXX. 

Criminal, contra Elias Gutiérrez, por rebelión y homicidio. 

Sumario. — I o Los hecho* de encabeiar movimientos para 
favorecer la rebelión, sostener comhalett contra las fuerzas He- 
les al Gobierno, causar estragos poniendo en peligro la vida 
de los ciudadanos, y exigir contribuciones por medios violen- 
tos, colocan á su aulor en la categoría de promotor de la re- 
belión con circunstauciaü agravantes, 

2 o La pena que corresponde en ese caso es de diez años 
de estrañamiento, seis mil pesos fuertes de mului y las cos- 
tas del proceso. 

3" En el delito de homicidio, sin la plena prueba del cuerpo 
del delito, la confesión del reo no es bastante para condenar. 

4* Mucho menos cuando en ta confesión contradice lo decla- 
rado en la indagatoria. 

5° Para aplicar la última pena se necesitan pruebas tan cla- 
ras como la luí , .....,»...,, 18 

CAUSA XXXI. 

D. Lázaro Arbacety tontra ü. Remedios Merlo, por cobro de 
pesos. 

Sumario. — í» Conviniéndose en un contrato de obras que 
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el precio se designe por peritos, las parles tienen el deber de 
ajelarse á su Tallo, no probándose que procedieron con dolo 
al hacer la estimación. 

2" Estando conformes los dos peritos nombrados por las 
parles, es innecesaria la intervención de un tercero, 

T El litigante temerario debe ser condenado en las costas 
de! j uíc,ü 33 

CAUSA XXXII. 

U. Miguel Ballesteros contra Suulriron v C- m-r cobro de 

ptiSOS. 1 

Sumario. — El artículo sétimo del Reglamento de WV¿< 
al establecer el arbitramiento ruando el asunto es demasiado 
djlicil subre cuentas, no se refiere ¡i las cuestiones sobre cum- 
1* e,ltu de contratos escriios ni á la u -rd;.d ó falsedad de 
los hechos que motiven las cuentas presentadas ¡por las parles. 40 

CAISA XXXIII. 

El Convenio de Santo Domingo de Mendoza, contra D. lia- 
hriel Fonies, por cobro de pesos. 

Sumarió. — i" Las escrituras públicas (raen aparejada eje- 
curiun presentándose testimonio en forma. 

a u Presentándose un Ululo que trae aparejada ejecución el 
Juez debe diciar auto de solvendo conlra el deudor 43 

CAUSA XXXIV. 

Criminal, contra Casiano Videla, por rebelión. 

Sumario.- i» El hecho do levantar fuerzas para deponer i 
las autoridades nacionales, constituye el detito de rebelión. 

í» Los que ejercen un mando subalterno en la rebelión 
pueden ser penados con mil pesos fucrles de mulla, cosios y 
costas procesales 48 

CAUSA XXXV. 

D* Magdalena Videla, conlra su esposo D. Vicente García 
Aguilera, sobre entrega de bienes. Incidente sobre compe- 
tencia. 

Sumario. — i J Los Juzgados de Sección deben conformar 
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sus resoluciones á las disposiciones que en casos análogos 
dicte Ta Suprema Corle, haciendo jurisprudencia. 

2 U En las causas que se susciten entre marido y mujer so- 
bre disposición ó administración de sus bienes que lleven á 
la suciedad, no puede admitirse diversidad de sus personas 
para que surta el luero nacional, 

3 a La jurisdicción de los Tribunales de ti ¡Nación es impro- 
rogable por la ley 53 

CAUSA XXXVI. 
Ü. José Canale contra D, Martin de Aliaga, por cobro de 

- 

pesos. 

Sumario.— 1" Las obligaciones que producen los contratos 
consensúales bilaterales solo pueden extinguirse por su cum- 
plimiento ó por el muiuo disentimiento de las parles. 

á» En un contrato con un arquitecto para que presente pla- 
nos y presupuestos de una obra, no demarcándose tiempo, y 
siendo el trascurrido insuficiente para la prescripción de las 
obligaciones respectivas, no puede una de las partes dar por 
rescindido el contrato. 

3° Mucho mas cuando no lia habido interpelación por la 
demora. 

4 a No probándose qué clase de edilicio es el proyectado, 
ni estando aceptados los planos, no hay obligación de pagar 
ai arquitecto en proporción á tos que presente. 

5 o En este caso debe abonársele eu proporción ni edificio 
que probablemente se haría . 55 

CAUSA XXXVII. 

Criminal, contra José Víctor Nieto, Juan Calderou y José 
Manuel Lé, por rebelión y abijeato. 

Sumario, — 1" Los que con ocasión de la rebelión cometen 
crímenes particulares, deben ser castigados con la pena ma- 
yur correspondiente á estos delitos. 

2° La práctica de los Tribunales, modificando la* leyes es- 
pañola*, castiga el abijealo de grey con la pena de presidio 
por el tiempo que determinen las circunstancias. 

3° El delito de rebelión puede ser castigado en los meros 
ejecutores con cuatro años de servicio militar en la frontera.. 62 
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CAUSA XXXVIIL 

Criminal, contra Agustín M. Lozano y Antonio Baibiene, por 
sustracción de efectos en la Aduana. 

Sumarió. — No resultando mí rito bastante para sepiir una 
causa criminal, el acusado debe ser absuelto de toda culpa y 
carpo, y no de la instancia solamente 70 

CAUSA XXXIX. 

El Dr. Ti. Miguel Nuñez, contra el Juez Federal de Buenos 
Aires, sobre testación de palabras en un informe. 

Sumario. — Los autos de los Jueces de Sección dictados en 
virtud de la facultad que les acuerda el arl. 10 de la ley de ju- 
risdicción, son inapelables 74 

CAUSA XI,. 

D. Tomás Pacheco, por si y por sus hermanos, contra D. 
Santos íüritos, sobre entrega de bienes. 

Sumario. — Debe rechazarse una demanda ruando el actor no 
pruebe los hechos en que la funda, y si el de inunda lo en cuanto 
k sus escepciones . 77 

CAUSA XLJ. 

D. Federico Kubio y I). Tomás Foley, contra D. Eduardo 
Elcbegarav, sobre liquidación de una sociedad. 

Sumario.— 1" El lugar elegido para la cjrcucion de un acto 
de comercio, causa domicilio especial, para lodo lu relativo a 
eso acto y h las obligaciones que c.i usare. 

2" El hecho de aparecer firmado el contrato de sociedad 
en una ciudad en donde residen los socios capitalistas, úni- 
cos que llevan la firma social, y quienes facilitan su escritorio 
para llevar la contabilidad, constituye domicilio especial. 

3" El domicilio de la sociedad es el de los socios á los 
efectos del fuero nacional. 

i» No puede ocurrirse á la justicia nacional, invocando el 
Tuero de las persona», por razón de vecindad o nacionalidad, 
cuando se trata de la liquidación ó de demandarse los socios 
entre si las obligaciones que contrajeron,... 80 
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CAUSA XLI1. 

Recurso de queja Je D. Apolinario Renitcz, contra el Juez 
Nacional de Buenos Aires. 

Sumario.— 1* El cumplimiento de las diligencias de prueba 
debe pedirse dentro del término probatorio. 

2* El término para alegar de bien probado nu corre, pen- 
diente la resolución sobre el derecho de practicarle las prue- 
bas pedidas dentro del término. R6 



D. Dalmiro Huergo contra la sociedad Horca Darpo y C*, 
por cobro de honorarios. 

Sumario. — El cnhro de honorarias y costas causadas en 
una causa, debe deducirse por ante el juez <pre conoce ó ha 
conocido de ells . • • ... , ...... íW) 

CAUSA XLIV. 

D. Francisco Boero, contra D. Agustín Rodríguez, sobre ex- 
hibición de títulos. 

Sumaria.— Nadie puede ser obligado por apremio personal á 
que presente una cosa que conste estar en su poder...... 9U 

CAUSA XLV. 

Criminal, contra Félix Ayata, por rehelion y otros crímenes. 

Sumario. — La. ley 8, ti!. 10, part. 1, que condena á muerte 
al jrfe de un ayuntamiento que haya nmertu á un individuo, no 
debe aplicarse, no habiendo pruebas, por las que consta que 
el acusado fué jefe de tal ayuntamiento 95 

CAUSA XLV1. 

D. Feliz Egusijuiza con el Fisco, sobre debióse de docu- 
mentos. 

Sumario. — Los documentos que corren en ios autos de 
una causa definitivamente concluida y han surtido lodo el 
efecto porque fueron agregados al relativo espediente, pueden 
ser devueltos á su propietario . , tOO 
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CAUSA XLVI1. 

D, Guillermo Malti, contra D. Mariano Cabal, por cobro de 

pesos. 

Sumario. — El juez üel lugar del contrato es competente 
para conocer en la demanda sobre su ejecución, aunque no sea 
ése lugar el del domicilio del deudor 102 

CAUSA XLVIII. 

D. Felipe Correas por D. Claudio Man lerda, contra D. Eugenio 
Bustos, por cobro de pesos, 

Surru\rio.-~ N'n se debe admitir nueva demanda, contra la cosa 
juzgada ......... 105 

CAUSA XLÍX. 

Criminal, contra l). Alejandro Azula y Fulgencio Leiva, por 
traición á la Patria 

Sumario.— I a No se comete ol delito de traición á la Patria, 
ron arreglo al arl. Ip9 de la Constitución, por el hecho de ofrecer 
de sus intereses al enemigo que ocupa el territorio cuando esto 
fe hace con el objeto de salvarse de mayores videncias, y no so 
tienen medios de defenderse. 

2* La Ley de 14 de Setiembre de 1863 [trascribe absoluta- 
mente en su articulo 13 la doctrina de ta absolución de la ins- 
tancia. 

'd° Las sentencias definitivas deben contener decisión espresa, 
condenando ó absolviendo, y los acusados contra quienes no se 
ha justilicado cargo alguno deben ser absueltos de culpa y 
cargo . . . . . . . . ,.,,,,,,,...,,, mt ••..»».,«.,,.,.,,...,, I 08 

CAUSA L. 

D. Ambrosio P. Lezica contra Jos Sres. Ful mar y C* sobre 
preferencia de un crédito privilegiado. 

Sumario.— El inciso 12 delart. 1021 del l'.ódigo de Comercio, 
no comprende todos los créditos qin? pudiera tener el fletador 
rumo la indemnización de perjuicios por falla de cumplimiento 
al contrato de fletauieulo, sinó csclusivamenle tus que provengan 
de falla de entrega, ó de averias sufridas por culpa del capitán 
o de la tripulación...... 120 
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CAUSA Lí. 

■ 

0. Julio Arraga con D. Laureano Carballeda sohrc indemniza- 
cion de perjuicios. 

Sumario.-- Incumbe al demandado que ha deducido escep. 
cion de incompetencia por litis-pendencia el onus pfobandi, j 
negada por d actor y no probada por el demandado la iden- 
tidad de los juicios promovidos, no debe hacerse lugar á la 
escepcion , ■ . | í4 

CAUSA UI, 

D. Felipe Correa por D. Claudio Manlenda, con Eoeenio 
Bustos, sobro compensación. 

Sumario. —i" La concesión de un plazo para pagar un 
crédito, que ha devengado intereses, y la quita de estos duran» 
el plazo, no constituye una novación de la primera obligación . 

2" Pasado el plazo vuelve á revivir la obligación con H 
misma fuerza que antes tenia y con los intereses estipulados.. . . 128 

CAUSA Lili. 

Doña Hita Herrera de (¡entreras con 1). Patricio Salas por 
cobro de pesos. 1 

■Sumario. — i* El Juez que se escusa por amistad Intima 
con una de las parles, debe seguir conociendo en la causa si 
la otra á qmen perjudica la causal, se conforma manifestando 
su confianza en el juez. 

2° Los jueces deben sobreponerse á sus inconvenientes per- 
sonales, para no privar al público de los funcionarios encar- 
gados de administrar justicia _ m 

CAUSA LÍV. 

Doña Clara Rufina de Presilla contra D. Antero Barriga 
Cónsul chileno en San Juan, por cobro de pesos é indemniza- 
cion de daños y perjuicios. 

Sumario.— t» Para que el arrendatario sea obligado á pagar 
al propietario los menoscabos que sufre el fundo arrendado 
es necesario que el daño sea por culpa del arrendalario ' 

2° » g cul1 ™ «na parte de la linca arrendada 
importa la pérdida de una parle de los frutos. 
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3* En este caso el arrendatario puede á su elección 6 en- 
tregar la renla convenida, 6 los (ralos percibidos con deduc- 
ción üe los gastos. 

•i" Si el arrendatario lia pagado la renla convenida y ha 
percibido los frutos, no tiene derecho a la elección mencio- 
nada, y (| ii ed¿i obligado al pago de la miUi iwenida \M 

CAUSA LV, 

D. Lisandro OneLli, conlra la Sociedad líe Mol y C\ sobra 
ejecución. 

Sumario.— 1° El contrato de sub -arrendamiento de un bu- 
que, reconocido por c! deudor, es un titulo hábil d* ejecución. 

2" Un contrato de Sociedad contraído antes ó después por 
el subarrendatario, deudor del Hele, con el dueño del buque 
nu desvirtúa la fuer/a ejecutiva del contrato de sub-arriendo. 

3 o En este caso el sub-arrendatario, deudor del Hete, no 
puede compensar su deuda con los créditos que tuviera el 
dueño del buque lutria el suh-urrendador, nu reuniéndose en su 
persona la calidad de deudor y acreedor, 

4' Por un juicio ejecutivo no puede establecerse la com- 
pensación si nó con créditos líquidos-, y de fuerza ejecutiva. U2 

CAUSA LVÍ. 

D. Carlos Saguíer, conlra l). Francisco Cortina, sobre eje- 
cución. 

, Sumario -- t" Us buques nacionales aunque se hallen aler- 
tados al cumplimiento de obligaciones contraídas en el país 
dejan de e>lar bajo la jurisdicción de los jueces argentinos, 
desde que no se encuentran en los puertos de la República, 
y pueden ser ejecutada en el país donde se bailan con arre- 
glo á sus leyes por lleudas contraída^ 6 heéhos que se verifi- 
quen en aquel lugar. 

2" Los acreedores que pretenden privj lejío <¡ para í-er paga- 
dos con el valur del buque, deben concurrir al lujjar de la 
venia a deducir sus acciones |4l 

CAUSA LVII. 

■ 

D. Salvador Carbó con I*. Ezequiel K, Paz. por cuinpli- 
miento de contrato sobre recusación. 
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Sumario.— i" Estando legalmente inhibido un Juez de Sec- 
ción, el conocimiento de la causa corresponde al mas inmediato. 

2* Los jueces deben administrar justicia y sobreponerse ;i 
los inconvenientes qu« puedan sobrevenir, para no privar al 
público del derecho que le da la ley. 

3° Los jueces no pueden inhibirse, no existiendo recusación 
en forma par alguna de Jas causales introducidas por el art. 
13 de la ley de 11 de Setiembre de 1ST.3 150 

CAUSA LVIÍI. 

D. Apolinario Beniteí, con D. Cárlos de Mol por cobro de 
pesos.— Incidentes sobre escusucíon. 

Sumario.— Dn Juez ile Sección no puede declararse impedido 
para dictar una providencia en asunto entre partes con una 
de las cuales haya tenido desagrados, cuando la providencia 
pedida no pueda acarrear perjuicio á ninguno de los itigantes. 1ñ3 

CAUSA LXIX. 

D. Lorenzo Jordana, contra B. Manuel Medina, por cobro 
de pesos é indemnización de perjuicios. 

Sumario. — l fl Las sentencias de los jueces deben contraer- 
se á resolver los punios comprendidos en la demanda y no 
otros. 

2 ' Cuando una acción comprende varios puntos aunque sean 
diferentes, no por eso debe dividirse en otros tantos pleitos, 
sino ventilarse conjuntamente y resolverse, haciendo en la 
sentencia tantos capítulos cuantos sean los puntos de la demanda. 

3» Habiendo hechos controvertidos debe recibirse la causa á 
[i ru tf i i i . . „ - * * i» ■* i • # k t i . » 1 5n 

CAUSA IX 

D. Wiliam VValdron contra D. Vicente Fernandez y D. La- 
dislao Cbarney, sohre interdicto de recuperar la posesión. 

juntar io. — 1° Para que tenga lugar el interdicto de recu- 
perar la posesión, es necesario que conste que el demandante 
ha tenido la posesiun de la cosa que reclama, y que haya sido 
electivamente despojado de ella. 

T En este interdicto el Juez debe dictar sentencia dentro 
de tercero dia después del juicio verbal. 
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íi" El ador debe por lo Unto justificar previamente el de- 
jue reclama . •••• .......... .....,,,,.«»,. 160 

CAUSA LU 

La Compañía Argentina de i Seguros Marítimo? i con la Com- 
pañía üe Navegación á vapor « Rio de la Piala » sobre cobro 
de averías. 

Sumario.— I o El capitán y Ir pillantes de un buque fichen 
considerarse á burdo romo representantes de los armadores, 

2" Al armador corresponde nombrar, ajustar y despedir al 
capitán. 

3 o Corresponde al capitán clejir y ajustar los oficiales y de- 
más personas del equipaje. 

4* til asegurador no responde, salvo estipulación en muirá- 
rio, de la baratería del capitán ó de la tripulación. 

5° Es un caso de baratería de la tripulación de un buque, 
ahrir ó dar ocasión, por su falta de vigilancia, á que se abran 
los compartimientos y canillas de un vapor, causando tu su- 
mersión „..„.. , {(tí 

CAUSA LXH. 

Luis de Sou virón y C\ contra de Mot j 0*, por cobro de 
pesos. — Incidente sobre escusacion, 

Sumario. — En caso de impedi mentó de un Juez de Sec- 
ción, la causa pasa al mas inmediato Í7U 

CAUSA LXIII 

El i.ónsul de líolivia, D. Adolfo K. Carranza, por varios ciu- 
dadanos bolivianos, contra Cribe y C" por restitución de bie- 
nes.— Incidente sobre competencia. 

Sumario. — i° No pueden calificarse como actos adminis- 
trativos del Poder Ejecutivo Nacional, los que este practica en 
país estrangero en virtud de Ioí derechos de guerra y de 
acuerdo con los gobiernos aliados para sostenerla. 

2° Guando se propone conjuntamente dos ó mas escepcio- 
nes dilatorias, el Juez debe resolver previamente la de decli- 
natoria y la de litispendencht. 

3 a En caso de declararse competente debe fallar también las 
otras * ...» t ... , »,#■•* 472 
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CAUSA LXiV. 

PlJIllH 

D. Federica Cihils contra D. Eduardo lío» i lia, sobre prís- 
tame» a la gruesa. 

Sumario.— 1° El préstamo á la gruesa está siempre basudo 
en un riesgo marítimo. 

i" Haciéndose un conlralu á la gruesa en un pucrln de 
arribada, los fieles ú responder son los cúrrespondienles al 
viage desde este puerlo al del destino del buque. 

3 a Una liquidación aceptada primeramente é impugnada des- 
pués, adoleciendo de un error evidente, no puede alegarse 
que estaba consentida...... 187 

CAUSA LXV 

D. Manuel Ceballos contra Ih Augusto Milberg por cobro 
de fletes. 

Sumario. — l- El fletador de un buque que linna l»s co- 
nocimientos, espresando que el Hete será pagado por el con- 
signatario de la carga, garante cuando menos el cumplimiento 
de las obligaciones contraídas i\ favor del llebnle. 

2' En materia comercial, el fiador es solidariamente res- 
ponsable con el deudor principal; y no puede negar la obli- 
gación, toda vez que se constate la negativa de este; y que 
si- ha hecho lo posible para compelerlo. 

3" Espresándose en el conocimiento que el capitán ignr-ra 
el peso, número ó medida do los efectos cargados, este cum- 
ple con entregar los idéelos que, de la peilenenria del cargador, 
se encuentren en el buque, salvo que se pruebe qup buho dolo 
p'ir ¡jarle del capitán ti de la tripulación. 

4» Ajustándose el flete a lauto por tonelada, el fletan le no 
puede exigir el líete correspondiente de peso no entregado.. 10\ 

CAUSA URL 

El Pisco Nacional contra la razón Apnirrc, Carranza j í>, 
sobre devolución de fondos. 

Sumario,— i* Corresponde al Congreso arreglar «I pagn de 
la deuda interior y exterior de la Nación. 

2 o El Congreso hizo uso de esla fa- ullad, dictando las leyes 
de t« de Noviembre .le 1802 y 6 de Noviembre de 1863. 
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3* bu el artículo 2- de est,i iiliirna Inv se exceptúan ile la li- 
quidación, los créditos provenientes de cnnlralos en que hubo 
dolo, causa torpe, lesión enorme ú otro vicio que dé lugar á 
legítima excepción, en la parle á que el vicio alcance, 

4° En esta ley nu se ln querido hacer alteración alguna de 
los principio? del derecha común. 

5 n La lesión enorme es uno d«< los virios resrísorios de los 
r« ni ratos. 

6" Alegada U lesión enorme, el orí prabtmdi compete al 
que la deduce, ya sea como acción ó romo excepción. 

7 U Ni la facultad concedida al Congreso para arreglar el pago 
de la deuda interior j exterior de la Nación, ni la automación 
dada al Ejecutivo para el reconocimiento de la deuda Ilutante 
de la Confederación, alistan á los Tribunales Nanorudes para 
investigar en los casos llevados arjle ellos, la Verdad de los 
hechos alegados áUu 

CAUSA LXVII 

Criminal, contra Angel Orliz j Mercedes llustos, por falsiií- 
cacion de elecciones. 

Sumario. — i* Presentarse, á v.itar con nombre supuesto ó 
con pápetela de ra lili ración correspondiente Á olro, es un cri- 
men previsto y penado por la ley de U de Setiembre de f 8ti3, 

2" El mínimum de la pen i es í nh meses de prisión, 6 una 
inulta de ciento cincuenta pesos fuertes 

generalidad del delito, lejos de ser una escusa, es 
motivo para aplicar las penas qne lu corrijan.,.. .-, fli 

CAUSA LXVIIJ 

EJ Sr. Obispo de Cuyo contra I). José M* Bomba! , por cobru 
de pesos. 

Sumario. — i e El apoderarlo de un Obispado nombrado por 
el Vicario en Sede- Vacante para percibir de la Tesorería Na- 
cional los haberes corrttpon dientes, tiene el deber de rendir 
cuentas al nuevo Obispo nombrado. 

2« Habiendo cesado la personería del Vicario, el apoderado 
no puede escusarse con que sus mentas deben ser rendidas 
■ ai í u '-l * 415 
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CAUSA LXIX. 

Fajina» 

D. Manuel Murana contra la Municipalidad de San Fernando 
sobre ilegalidad de un impuesto. 

Sumario. — I o Una demanda dirij ida contra una Municipali- 
dad sobre ilegalidad de un impuesto, no puede I lavarse á la 
jurisdicción nacional por razón de las personas. 

2° No tratándose de derechos impuestos contra la Consti- 
tución Nacional, por las autoridades encargadas de legislar so- 
bre esa materia en las Provincias, sino de avances que se 
dicen cometidos por una corporación dependiente de lo* Po- 
llo res da la Provincia, en el uso de sus facultades que sus 
leyes les acuerdan, la cuestión no puede ser llevada ante los 
Tribunales Nacionales. 

3* Ni ta Constituciun ni las Leyes Nacionales atribuyen á los 
Jueces Federales el conocimiento de actos administrativos de 
empleados ó corporaciones de las Provincias. 

4* Solo pueden ser llevados en última instancia ante la Corto 
Suprema si se verifica el caso previsto en el inciso 2° del art. 
11 de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales. 

5" Los punios no resueltos en primera instancia no pue- 
den ser materia de apelación d!9 

* 

CAUSA LXX 

D. Cipriano Cires, contra ií. Julio R. Sichel, sobre cumpli- 
miento de un contrato. 

Sumario. — Para surtir el fueru federal es preciso que el 
derecho que se dispula pertenezca originariamente á personas 
que por su vencidad ó nacionalidad pueden respectivamente in- 
vocar el fuero ,<••., , , . .... ááu 

CAUSA LXXI 

Criminal, contra Pedro Rojas, por rebelión y robo. 

Sumario. — El delito de rebelión acompañado de robo cali- 
ficado, pero de objetos de peco valor, es penado con cuatro 
años de servicio militar en las fronteras 229 
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CAUSA LXXII 

l'*jm*- 

Folmar y Cv con D. Vicente Copel lo, sobre nulidad de un 
laudo arbitral. 

Sumario. — i" Debiendo presumirse <|uc al diciarse un lau- 
do arbitral se lian llenado las formalidades legres antes y en 
til acto del pronunciamiento, es a cargo de la parle que lo 
alara el probar que dichas formalidades no fueron llenadas. 

2 o Siendo la cuestión á resolver puramente ile bachos es 
en estos y no en la ley que los árbitros deben buscar los 
fundamentos de su fallo. 

3" La prescripción del arl. i 752 del Código de Comercio no 
comprende á los árbitros arbit radares y amigables com ponedores. 

4" El no haberse recibido la causa á prueba tío es una causa 
de nulidad que pueda alegarse contra un laudo arbitral 

*•■■ El procedimiento arbitral mencionado no tiene mas res- 
tricción que la de proceder de buena fé y sin engaño. 

O* No es tampoco una cansa de nulidad el que el budo no 
esté firmado por una de tos Ires arbitros que se negó á ha- 
cerlo, habiendo constancia que estuvo presente cuando se acor- 
dó la resolución *u 

CAUSA LXXIII 

El Procurador Fiscal contra Casaretlo H°<>» por cobro de de- 
rechos de aduana. 

Sumario. — Al determinar los artículos 249 y 3D0 déla ley 
de procedimientos, que puede pedirse ú\ reconocimiento tie 
los documentos que por si solos no traen aparejada ejecución, 
se refiere á aquellos que provienen del demandado o á cuentas 
que lleven su firma , ¿41 

CAUSA LXXIV. 

D. Miguel Ballesteros con los Sres. Soubiron y C por cobro 
de pesus. 

Sunwrio. — i" No tratándose de caso on que la ley, ó un 
convenio especial haga correr los intereses, estos se deben so- 
lamente desde el dia de la demanda. 

2° Los documentos en que se funda una contrademanda de- 
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ben presentarle con ella; y si se presentan después sin que 
conste que se hayan descubiertos posteriormente o se hayan 
podido habe» recien. 6 no sean reconocidos por la contra- 
parte no hacen fé en juicio 243 

CAUSA LXXV 

Don L. Zulvaski contra Ü. Leopollo Arteaga, por cobro eje- 
cutivo de pesos 

Sumaria. — Pío puede pedirse la citación de réntale en un 
juicio ejecutivo, suspendido en virtud de Tallos ejecutoriados, 24Y 

CAUSA LXXV1 

Criminal, contra Benjamín Aguiar y Pedro Ortega por de- 
litos de rebelión y homicidio. 

Sumario. — El Cele que se halle al frente de una parti- 
da que fusila sin derecho ¡i un hombre, es responsable de su 
homicidio . , .... . . , , ., , . , . . í¡r>2 

CAUSA LXXVII 

D. José Jacob contra D. Vicente Oro por cumplimiento de 
un contrato de minas. 

Sumurto. ~ I a Los contratos de aviación de minas están su- 
jetos á las leyes generales sobre interpretación de los con- 
tratos, en la parle en que la ordenanza de Minería no ha es- 
tablecido reglas particulares. 

2° Los hechos de ha contraíanles suhsgiuientes al contrato 
son muy atendí Mes en derecho para determinar la intención 
de ellos al tiempo de celebrarlos. 

3* No habiendo habido empleo de violencia, no puede de- 
cirse que haya habido despojo ni pedirse indemnización por 
ello t . . • ....... , d58 

CAUSA LXXYIII 

D, Estanislao de la Hela contra I). Vicente Sánchez, sobre 
excepciones de incompetencia y litis pendencia. 

Sumario. — Después de los nueve días de la notillcaciou de 
la demanda no pueden oponerse escepcioi.es dilatorias ..,, áfil 
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CAUSA LXXÍX 

Los Sres. Rubio y Foley contra ios Sres, Molina y O S0 - P,i, ■ , 
hre indemnización de un cargamento de cal. 

Sumario. - V Lo* daño* causados por choques y abordajes 
deben ser avaluados por arbitros arbilradores quienes han de 
determinar cuál de los buques ha sido el causante de ellos. 

" iNü P ueíl « gwntitirse que sean jugadas por jurisdiccio- 
nes distintas ] a causa en que ¿c trata de bs daños de un 
buque y Ja en que se trata de los daños de su carga ocasio- 
nada unos j otros por un mismo choque m 

CAUSA LXXX 

M. Usaudro ünelli contra D. Angel Ttuo sobre ejecución 
de un laudo. 

Sumario. — I" Lus laudos arbitrales dk lados cun los re- 
qu.sitos de la ley 4, til. 21, lil». t, R C. son inhúmenlos 
que traen aparejada ejecución, y solo pueden impedirla los 
recursos de nulidad que se Tunden en la falta de alguno de 
duhos requisitos. 

2" Esto no importa considerar comprendido, en la renun- 
cia general de recursos, ó el de nulidad que se tunde en 
otras causas, 

3" Esta nulidad puede ser alegada en la oportunidad seña- 
lada por el art. 268 de la ley de procedimientos, como es- 
jepcon de inhabilidad, ó como acción principal, después de 
Ja ejecución, para repetir lo que se supon^ indebidamente 

^ * 



• ■ 



CAUSA LXXXI 

D. Angel Texo contra ü. Lisandro Onelti sobre acumulación 
de espedientes. 

Sumario. — Declarándose por un laudo arbitral que la suma 
cobrada por una de las parles en juicio ejecutivo contra un 
tercero, pertenece á la contraparte, este tiene derecho á que 
se acumule A los autos del juicio arbitral los del juicio eje- 
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CAUSA LXXXH 

D. [bruteo (iarcia con U Provincia de Santa- Pe, sobre com- 
petencia. 

Sumario. — I o Pertenece á las Provincias, decidir, con en- 
tera independencia de los poderes de la Nación, sobre todo 
lo que se refiere a su régimen, su progreso y bienestar in- 
terno. 

2 o Todo lo concerniente a la apertura, delincación y con- 
servación de calles y caminos provinciales y vecinales corres- 
ponde esencialmente al régimen interno de las Provincias y es 
de su esclusiva competencia. 

3 o El poder judicial de la Nación, debiendo ser coesleu- 
sivo con el poder Icjislalivo, no puede juzgar sino de las ma- 
terias sobre que puede legislar el Congreso, a menos que una 
disposición espresa de la Constitución autorizo su juicio en 
cmos no comprendidos en dichas materias á" 

CAUSA LXXX1I1 

D. Juan Pedro i-'alvafiac y D. Martin (¡onzalez contra D. Leo- 
poldu Arleaga sobre declinatoria de jurisdicción. 

Sumario. — I o El lugar elejido para la ejecución de un aelo 
de comercio, causa domicilio especial para lodo lo relativo á 
ese acio, y las obligaciones que causare. 

2° En este caso el Juez competente para conocer de la 
gestión sobre cumplimiento del contrato es el del lugar ele- 
jido, y no el del domicilio del demandado. 

3* Se entiende elejidu el lugar de un contrato de arriendo 
de un vapor, en el cual se lia estipulado que en dicho lugar 
los arrendatarios se recibirían y devolverían el vapor, y pa- 
garían ó remitirían el importe del arriendo 

CAUSA LXXXIV 

D. Benito Guiñazú contra D. Luis Lavarca Astavuruaga, 
sobre nulidad de venta y reivindicación de ganado. 

Sumario. — 1° La compra de un ganado para revenderlo, 
es un contrato comercial y le son aplicables las disposiciones 
mercantiles, aunque los contrayentes no sean comerciantps. 
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- u i-a perfección de un contrato liace nacer las acciones á 
que da lugar uniré tus contraíanles ; pero no las que se fun- 
dan en el dominio ó señorío do la cosa. Así en el caso de 
haberse convenido en una compra- venia sobre la cosa y el 
precio y de haberse verificado la tradición de la cosa á un 
mandatario del comprador á lilnlo de depósito hasta el pago 
del precio, aunque el contrato pueda considerarse perfecto, 
no puede decirse sin embargo que haya tenido lugar la Iras- 
I ación de dominio. 

•i" El mandatario del comprador no tiene en el caso aute- 
nor titulo hábil para enagenar ta cosa en ¡regándole , y su do- 
minio permanece eu el vendedor ;'t quien corresponde por con- 
súmenle la acción reivind ¡caloría ■>$■> 

CAUSA LXXXV 

Criminal contra Denís Kspúsile, por circulación de moneda 
falsa, 

Sumarte* — 1* Las sentencias en causas criminales deben 
fundarse en pruebas concluyenos que den seguridad completa 
de la existencia del delito y de la identidad del delincuente. 

Los testigos del sumario no ratilicados en el ptenario 
no hacen prueba. 

3" La confesión es indi vi ti nal y debe admitirse con las ate- 
nuaciones ó descargos que contiene, ó descebarse íntegramente, 
k no ser asi se lomaría por base de un juicio una confesión , 
que no existe, puesto que la calibrada existe tan solo en la 
hmnn ron que sus calificaciones la presenta 290 

CAUSA UXXVJ 

El Capitán del bergantín alemán «Cloria* contra los Srea. 
lías sobn? evadías. 

Sumario. — i* Ko puede admitirse Ja prueba de la modifi- 
cación de un contrato de llelamenlo escrito ó de hechos con- 
tradictorios á el, sino por escrito, 

2 n Habiéndose convenido el modo de efectuar la carga de 
un buque, no puede esta sujetarse á las prácticas sino tan 
Solo á las eslipulaciuiies de las parles. 

3° No son imputables al capitán de un buque las demoras 
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ocasionadas en uso de su derecho, y con sujeción á las esti- 
pulaciones de su contrato 296 

CAUSA LXXXVH 

El Banco Italiano de Montevideo c unirá la administración 
de la Empresa del Gas del Rosario, ¿ubre cumplimiento del 
cunlralo. 

Sumaria, — ['i-oponiéndose una demanda sobre el cumpli- 
miento de uu compromiso contraído por el gele de una em- 
presa y entablándole contra la persona que consta ser el apo- 
derado genera) de aquel y aparece ser ademas A administrador 
de la Empresa, no puede esta rehuirse a contestar la demanda, 
alegando su falla de personería ¡ . 303 

CAUSA LX XXVII!. 

D, Daniel Carmody contra la Empresa del Gas del Kusario 
•obre cumplimiento de contrato y cubro de pesos. 

Sumarm. — Una Sociedad anónima legalmente constituida no 
puede carecer de representación en juicio ; y constando que 
hay un administrador que cobra créditos por ella y paga sus 
deudas, es este quien debe ser considerado con personería bas- 
tante en una demanda contra ella 3U~ 

CAUSA LXXXIX 

El Dr. D. Cosme Becar contra lí. Angel Texo, sobre ho- 
norarios. 

Sumario. — La inhibición de eslraer dinero del banco para 
asegurar el resultado de un juicio, no causa gravamen irre- 
parable por definitiva. 31 u 

CAUSA XC 

IL Lisandro Onetti contra I). Carlos de Mot, sobre arren- 

Sumario. — Las costas causadas en un juicio ejecutivo, cuya 
continuación se ha declarado improcedente por una causa su* 
perviniente , deben ser abonadas ct.n los bienes embargados 
basta que dicha causa se notifique á las parles... 311 
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causa xci 

Criminal, contra los Sres. Juan Lagrañi, Nicolás Ferré v Gena- 
ro Márquez, por infracción á la ley de elecciones nacionales. 

Sumaría. - U En los término* de la ley penal de 13 de No- 
viembre ile 18M, art. 5.1, se encuentran ¡pulimente comprendida* 
las iii Tracciones que consistan en su mala ejecución y las que 
consistan en la omisión de los deberes que ella impone. 

■¿•La inasistencia inmotivada de las persona* que deben presidir 
las asambleas primarias en las elecciones nacionales es una omi- 
sión ile sus deberes y una grave infracción de la ley, privando á 
los ciudananos del derecho de sufragio y pudiendo modificar el 
resultado de la elección. 

3* La pureza del sufragio h base de la formi representativa 
de gobierno, sancionada por la Constitución Nacional, y es de im- 
portancia sustancial reprimir iodo lo que puede contribuir á 
alterarla . , 3t4 

CAUSA XCII 

D . Angel Te™, contra los señores De$pau* y de Andreis, sobre 
tercena de dominio. 

Sumario. — I o Xo publicada la liquidación de una sociedad ni 
hecho saber al comercio la inhibición déla firma social á algunos 
de los socios, las transacciones celebradas por los terceros con 
los sácios que figuran en la razón social, obligan á todos los so- 
cios, 

l n La disposición del art. 106 del Código de Comercio decía- 
raudo nulos los («míralos celebrados por tus corredores, se 
refiere únicamente á los corredores matriculados que han prestado 
el juramento de llenar iielmeu le los deberes de su cargo StO 

CAUSA XCIII 

D. Agustín Milberg. c rt "lra I). Manuel J, Cebados por cobro de 
fletes. 

Sumario, — El que consigna una cantidad i cuyo pago está 
obligado, tiene el derecho de garantirse contra las gestiones que 
pudieran promoverse en virtud de documentos que lo acreditan.. 328 
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CAUS XGIV 

, ['.... 

D. Antera Barriga, cunlra los Sres Garría Zillsruelo y O, sobre 
robra ejecutivo de pesos. 

Sumario.— i'Siendoporla ley i ñápela d!e Ja resolución dada en 
un juicio verbal, no puede decirse consentida cuando tenga por 
objeto una escepckm que no puede oponerse sino en una estación 
posterior del juicio. 

2" El fiador no tiene titulo hábil para repetir contra el deudor 
lo que no ha efectivamente pagado por él al acreedor, 

3* Para que sea admitida ta compensación en un juicio ejecu- 
tivo, basta que sea de crédito liquido y qu i resulte de documento 
que tenga fu ewa ejecutiva, y no es necesario quesea de crédito 
endosable ,,.». , * , M30 

CAUSA XCV 

íi. Saturnino Fá, contra D. José Monteavaru, sobre escritura- 
ción de una finca, 

Swnario,— i° Cuando en una venta se recibe dinero como 
señal y á cuenta del precio, no puede el vendedor rescindir el 
contrato: 

2* El conlratd de compra-venta queda cnn*ii[|iíidu tomando 
el comprador ta posesión de la cusa y el vendedor la mayor parte 
del precio . ■ , * , i t r ¡-jg^ 

CAUSA XCVI 

D. Maleo Martines contra el capitán I), Luis Palma, sobre darm* 
y perjuicios. 

Sumario. — I* No se deben dañus y perjuicios cuando el deu- 
dor no ha podido dará hacer la cosa á que estaba obligado, cedien- 
do á fue iva mayor ó por caso fortuito. 

2 8 Es ca&o de fuerza mayor la rotura de ta máquina de un vapnr 
que lo inhabilite para cumplir el contrato de flelamenio. 

3° Si durante el viaje el capitán se v¿ oliga-lu a hacer repara- 
ciones en el buque por caso de IWrza mayor, el cargador está 
obligado á esperar hasta que se haga la reparación, ó podrá reti- 
rar sus efectos, pagando el flete por entero y lientas gastos imputa- 
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4 o En caso ile quedar el buque inservible y de no encontrar 
el capitán otros para Helar por su rúenla, debe recularse el fíele 
en proporción déla distancia recurrida. 

5" No es justo el cargo de iutesoses sino por la cantidad líqui- 
da que se adeude . ........... ..... ... 3d9 

CAUSA xevir 

[I. Rías Aspiazn, contra D José de Buschentat, por cobro de 
pesos. Incidente sobre competencia. 

Sumaria. — i« Los Iribunale* nacionales son competentes para 
cmiMcer en las causas civiles en que sean parle un ciudadano ar- 
gentino y un estrangero. 

J" Las excepciones dilatorias deben ser probadas p.;r quien las 
(quine. 

> La ley I a . líl. "í", parí. *l\ al declarar que nadie está obli- 
gado a ropo mi eren juicio ante «tro juez que el del lugar de su 
domicilio, se refiere a. los diferentes distritos judiciales en que se 
llall i dividida una nación. 

I" lís un principio de ilernlm internacional que el poder judi- 
cial de un Estado se esliendo á todos los casos que versen sobre 
ai'ctoru's personales, cualesquiera que sean las partes interesa- 
das en el juicio \ cualquiera que sea el hipar donde nació la 
acción, salvas las limitaciones que pongan las leyes de cada 
pai-i. 

> Con mayor ra/.on ( tratándose de actos celebrados en la Repú- 
blica para tener ejecución en ella 350 

CAÍJSA XCV11I 

D. Mqjuei Siduey contra ll. Knunt Lindinark, por cubro de 
Heles. 

Sumario.— 1" luí documento que conliene una obligación con- 
ilicional no Irae aparejada ejecución, si no se prueba que la con- 
dición se tía cumplido. 

p Ya\ presencia de dos documentos conl radie tonos, ambos 
reconocidos por las partes, no pueden precederse ejecutivamente 
sin que antes se constate cual es el que contiene el contralo cele- 
brado. . 3CVÍ 
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CAUSA XCIX 

El Dr, D. Francisco Alcobendas contra el Banco de Londres /' 
Rio de la Piala, sobre cobro de honorarios. 

Sumario, — i* En caso de abandono, el defensor nombrado á 
una compañía de seguros ausente, es en heneado del asegundo 
para que el abandono surta los efectos legales. 

2° En tales ea^os es de práctica que el asegurado abone los ho- 
norarios devengados en defensa de ia compañía ausente, sin per- 
juicio de repetir su. importe contri ella. . ( "57 

CAUSA C 

D. Diego Thompson y O y D. Federico Ledesma contra D. Ama- 
deo Lucero, por cubro de pesos. — Incidente sobre competencia. 

Sumario.— Tratándose del cumplimiento de una ubligaei*- n 
ron traida á favor de vecinos de provincia distinta á la del obliga- 
do, y en que se ha establecido amm especial para el cumplimien- 
to el domicilio de Jos acreedores, el Juez competente es el de la 
sección donde estos residen «n 



CAUSA CI 

La Sociedad « Minas y Fundiciones de San Juan» contra í) 
Félix S. Klappenbach, por despojo. 

Sumario, — i« El contrato de compra- venta queda perfecto 
una ve/ convenidos comprador y vendedor en la cosa y el precio 

V Lus hechos .le poner el vendedor ta cosa vendida á disposi- 
ción de una sociedad compradora, y de-aceptar el cargo de geren- 
te de esta con sujeción á los estatutos, constituyen I la sociedad 
única poseedora de aquella. 

3° tos actos que inquieten y perturben al legitimo poseedor 
danderecbo á deducir el interdicto de rotener la posesión actual, 
sin necesidad de titulo ni otro requisito. 

¿° Tratándose de la posesión de un establecimiento de fundi- 
ción y minas, los jueces deben proceder y fallar las cuestiones 
que se susciten con ta verdad tábida y bwmi fé guardada á estilo 
de comercio. 

5» La intención declarada por parte de una sociedad de esta- 
tjWfffP^Wftffi en un lugar, seguida de actos de residencia 

' <m el lugar declarado. 
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¥ ElarL 9" de la ley sobre jurisdicción y competencia de los'*""*' 
tribunales nacionales no se opone á la decisión anterior. 

7" El rasgo mas característico para determinar el domicilio de 
Jas personas jurídicas ó individuales se encuentra en el lugar en 
donde se halla el cenlro principal de los negocios. 

fl° El centro principal de los negocios de una corporación 
anónima se encuentra en el lugar en que reside el Directorio, v en 
donde se reúne la asamblea genera*. 

9 U EJ conocimiento de \n causas entre vecinos de d itere ni es 
provincias corresponde á la jurisiHcciini federal. ; í6 ñ 

CAUSA en 

El Dr. D. Cosme ítt-ccar con D. AnfíeJ T«xo, sobre cobro de 
honorarios. 

Sumario. — No hay derecho par í oponerse a que se libre sobre 
cantidades puestas á disposición det acreedor por un laudo arbi- 
tral mandado ejecutar J7h 

CAUSA CHI 

El patrón da la goleta i Herminia, contra Olero H«*. so h re D3 „ 
de averias. p B 

Sumario. - 1« Kl reconocimiento y liquidación de las averia, 
deben ser verilicados por peritos arbilradores. 

2" Este procedimienlo es de estricta aplicación mientras nn <» 
pruebe que el siniestro provino de culpa del capitán 37» 

11AUSA CIV 

El preso Juan Ventura M-mlarla, solicitando su escarcelacn.fi. 

Sumar \o. — I- Enron l ra nd ose una Provincia en estado de 
guerra, sin que puedan funcionar los Tribunales Nacionales ni 
Provinciales. -1 Poder Ejecutivo Nacional puede ordenarla pri- 
sión de ur individuo indiciado de >er autor principal de un ase- 
sinato y cómplice en otro. 

2" Tratándose de un delito que tiene pena corporal impuesta 
por la ley, no puede, míenlMs no se pronuncie sentencia defini- 
tiva en el juicio correspondiente, decretarse escoriación, ni 
aun bajo fianza carcelera. 

3" El recurso establecido por el art. 20 de la ley de Ude Se- 
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tiembre de 1863 para garantir la seguridad personal de los que 
habitan el territorio de las provincias, contra las prisiones arbi- 
trarias, poniéndola bajo ei amparo inmediato del Poder Judicial 
de la Nación, no puede ser invocado en los rasos en que, cons- 
tando la existencia de un delito, la prisión se lia ordenado con 
datos que hacen al detenido, sospechoso de ser autor ó cómplice 
en su perpetración. 

4" Según los términos del articulo 20 de la ley de U de Se- 
tiembre de 1863, la facultad de la Suprema Córleó de los Jueces 
de Secciun á que respectivamente se ocurra, se limita ¿decretar 
la libertad del recurrente cuando no resulla justificada la prisión, 
sin que en el caso contrario, pueda tal Tu cuitad estenderse ^-r 
interpretación hasta dar re»l«s de procedí mié tito al Poder Ejecu- 
tivo, prescribiéndole le que debe hacer respecto de presos que se 
encuentran detenidos bajo la responsabilidad del mismo Poder 
Ejecutivo. 

5° Tal ostensión de aquella facultad, no estando expresamente 
autorizada por la ley, seria contraria á la independencia del Ejecu- 
tivo, que solo do la Constitución, de las leyes o de su propio 
rrilerio, está obligado & deducir las reglas de su procedimiento 
en actos que le son facultativos y de que es responsable. 

fi" En consecuencia, el Poder Judicial no puede redamar ,\? I 
Kjecutivo queponua á su dispusicion un preso legalmente deteni- 
do, sino cuando, halándose de un delito sometido al fuero na 
cional, reclama al indiciado para su juzgamiento,- 

7 o Tratándose de un delito ordinario, perpetrado en el territorio 
de una provincia, el Poder Judicial de la Nación no tiene atribu- 
ciones suyas que defender pidiendo que el detenido por ei Poder 
Ejecutivo Nacional, se ponga á su disposición. 

8 o Si la ley nacional ha podido autorizar a los Jueces de Pro- 
vincia para levantar el sumario j proceder á la prensión de los 
reos, cuando se baya cometido en sus respectivos territorios algún 
crimen que caiga bajo la jurisdicción nacional, no habría podido 
sin embargo, á titulo de reciprocidad, hacer á los Jueces Nacio- 
nales agentes del Poder Judicial de las Provincias. 

*» Los Poderes Nacionales no pueden válidamente ensanchar, 
bajo prelestü alguno, la esfera limitada que la Constitución les ha 
trazado. 
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HL No puede por interpretación hacerse lo que no podría ha- 
cerse por disposición espresa de la ley. 

Ü. La actuación de Lúa juicios criminales debe hacerse en 
l,i misma Provincia dnmj,: se haya cometido el dtdiio AHI 

CAOSA CV 

D« Santiago Bengolea contra la Provincia de Sanla-Fé, sobre 
propiedad de un campo. 

Sumario. —I* Al establecer en el articulo 1 1 de la Cons- 
lilucion, que la Suprema Córle tenga jurisdicción originaria y 
pselusiva en los casos en qttu una Pr iviucia sea parle, nu se re- 
liare á aquellos en que quiera hacérsele responsable por los jver- 
u icios que crean sufrir los ciudadanos por ios ai tus administra- 
tivos ó jurisdiccionales que ejerzan dentro del círculo de sus 
Mribucíones, sino como lo establece el inciso I o del articulo i" 
ilcla ley de jurisdicción y competencia délos Tribunales Nacio- 
nales, en las causas civiles que contra la Provincia promoviere 
algún vecino A vecinos de olra y ciudadanos ó tübdilos eslran- 
jeros. 

2° La Suprema Córle es incompetente para conocer en una 
cuestión en que son ¡tarta dos ciudadanos que pretenden mejor 
derecho ála posesión y propiedad de un campo, por tener mejo- 
res lítulos otorgados por el Gobierno de una Provincia en uso de 
sus facultades , , , , . .11)1 

CAUSA CVÍ 

IK Apolinario IVnitw ron D. Carlos de Mol por cobro de pesos. 
— Incidente sobre personería. 

Sumario. — La demanda debe entenderse solo con la persona 
ron Ira quien se ha deducido <j\r, 

CAl'SA CVII 

D. V icen le Peralta, práctico del vapor «Uruguay» contra los 
.iimalores Salvañach y González, por cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario, - i" Kl certificado de un Consulado Argentino acerca 
de las constancias que arrojan documentos depositados en su 
íirchivo por un capitán de buque, hace plena fe enjuicio. 

2 o Para que h escepcion de inhabilidad de Ululo en el juicio 
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ejecutivo sea legalmente opuesta, debe espresarse la razón en 
que la inhabilidad se Tunda 401 

CAUSA CV1U 

Recurso directo riel apoderado general de la Provincia de Cor- 
rientes, subre cumplimiento de un exhorto del Juez de aquella 
Succión al Tribunal de Comercio Je Buenos Aires. 

Sumario. — 1» En caso en que se trata de la validez de un 
acto jurisdiccional ejercido en nombre de la Nación, contra la 
cual su resuelve en lúa Tribunales de Provindu, pue«le apelarsp 
en última instancia para ante la Suprema Corte Nacional. 

í° Siempre que un Juez Nacional dirija un despacho precatn- 
rio á un Juez Provincial, sea para hacer citaciones ó nulificacio- 
nes, á para recibir testimonios, ó para praclitar olrus artos 
jurisdiccionales, debe ser cumplido el encargo, 

df Los Tribunales Provinciales tienen el deber de ajustar su% 
resoluciones á loque disponen las leves del Congreso. 

i" Un Juez de Sección procede en uso de sus atribuciones, 
librando exhorto á un Juez de Provincia para embargar bienes 
con el objeto de asegurar las responsabilidades civiles reclama- 
das por una Provincia, en causa criminal por traición a la patria 

5" El endosatario imperfecto de una letra de cambio es simple 
mandatario para cobrarla, permaneciendo la propiedad en el 
endurante. ..,»,, . , . . , t t 4OÍ1 

CAUSA CFX 

Criminal, contra D. José M. M -squeira, por delito de rebelión 
y asesina-i. — Sobre jurisdircion. 

Sumario. — Los procesos criminales deben Irmnitarse anle Ioü 
Tribunales del lugar dunda se h¡t perpetrado el delito. . . . 414 

CAUSA CX 

El Dr. D. Severo Antonio Mujica. contra D. José Ignacio 
Flores por cobro de honorarios. 

Sumario. — 1» Para que ta violencia y miedo grave, anidan 
el consentimiento, es necesario que sean capaces de intimidar, 
rie mo<lo que constituyan la causa del contrato, j que el que 
sufre la violencia no ejecute después ni ejercite libremente 
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las obligaciones o derechos que han sido materia del consen- 
timiento. 

2» La renuncia lie un abogado al cargo de defensor, pre- 
sentada después de rendida la prueba y aceplada por el juez 
trun calidad de sin perjuicio, no probándole que fuera aquel 
el único capaz de seguir la defensa, im constituye la viden- 
cia a miedo grave que pueda anular el consentimiento prestado 
por el defendido en la modificación del convenio sobre ho- 
norarios ; mucho mas en el caso en que lué el defendido quien 
buscó al defensor para celebrar la nueva iguala, y que la razón 
de la renuncia fué rumiada en la enfermedad del defensor sin 
haberse probado su falsedad..., 417 

CAUSA CXI 

Ü. Nicolás Sachieri contra I), Bartolo Fini, por cobro de pesos. 

Sumario. ~ Todo servicio estraurdinariu prestado por un 
marinero, tiene derecho á una recompensa especial, cuyo im- 
porte puede ser determinado por arbitros arbilradores, nu de- 
biendo exceder déla cuenta que cobra el mismo marinero. . 4¿i 

CAUSA CX1I 

Üa. hiü de Contreras, contra II. Patricio Salas, por cobro 
de pesos. 

Sumario. — El objeto con que e! articulo íG6:í del Códi- 
go de Comercio limita el derecho de los acreedores en la per- 
secución del fallido, «s tan sulo para poner á este a cubierto 
de la miseria ; por consiguiente «1 fallido que recibe de otro 
lado lodo lo necesario para su subsistencia, no puede ser 
amparado por esta limitación, é impedir que lol acreedores 
denuncien y embarguen sus bienes i3u 

CAUSA CXHI 

D. José Ignacio Flores contra D. Pedro Carmeudia por co- 
bro ejecutivo de pesos. 

Sumar a,. — J • El conocimiento de Jos juicios de concurso 
sean comerciales ó civiles, corresponde á los Jueces de Pro- 
vincia. 

2* El juicio de concurso atrae a si todas las causas pen- 
dientes contra el concursado. 
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3» Declarado el concurso por el Juez de Provincia, si pide 
h remisión de una cansa que se sigue contra el concursado 
¡míe el Juez de Sección, este debe remillrstda ., 4IH 

CAUSA CXIV 

D. Marcelino Freiré con Ira D. Antonio Fajo por cobro eje- 
culivo de pesos. 

Sumario. — l u Bl conocimiento de los juicios de concurso, 
pertenece easlüMiainente k los Juzgado» competentes de pro- 
vincia. 

V Un juicio radicado ante los tribunales de provincia debe 
ser sentenciado y fenecido en la jurisdicción provincial. 

La jurisdicción de los tribunales nacionales no es pro- 
rogable sobre personas ó cosas ajenas á ella , 4;i l J 

CAUSA CXV 

D. Hamon Moyana, contra el jefe de policía de la ciudad de 
Mendoza, sobre expropiación de un terreno. 

Sumario, — Las cuestiones sobre expropiación ordenada por 
una ley provinrial por causa di? utilidad pública, no corres- 
ponden al conocimiento de los Tribunales Nacionales il'i 

CAUSA CXVI 

Los Sres. Recagno hermanos cónica D. Juan Antonio C.ndo 
sobre competencia- 

Sumario. — El conocimiento de las causas que versan entre 
dos estraugeros, aunque vecinos de distintas provincias, cor- 
responde por raion de las personas á la jurisdicción de los 
tribunales de provincia. ». ,, 

CAUSA CXVII 

D. Ambrosio Olmos contra 0. Joaquín Ferrer, por cobro 
de pesos. 

SuMiric — i" La prueba incumbe al ador y en caso de 
no probar los hecbos aléga los en la demanda, debe esta ser 
rechazada. 

¿° El actor debe presentar con la demanda todos Jos docu- 
mentos que la justifiquen, y no pueden admitírsele después 



OE JUSTICIA NACIONAL M5 

documentos de ferha anterior a Ja demanda cuya existencia 
na ha podido ignorar 

CAUSA CXVIII 

Los Sres. Arnhig [lüts, «ontra los Sres. fWglii y C» por 
cobro de peso?. 

Sumario. — l* No corresponde á la Justicia Nacional iííIio- 
Htí materia* c! conocimiento de una eueslion sobre pago de 
Herios compradas á hordn, ni sobm el de estadías por no 
haberlos recibido en el tiempo determinado en el ctmlraln de 
compra -venta. 

2* La cláusula de estadías en ese caso debe considerarse 
cuino un incidente do la compra-venta, y esta no constituye 
un contrato marítimo 4fiO 

CAUSA CXtX 

Los Sres. Uespaux y de A miréis contra I). luso (i. Butct 
sobre nombramiento do arbitros. 

Sumario. — En los arbitramientos voluntarios, la jurisdic- 
ción arbitral concluye con el plato señalado por bis parles, 
salvo que oslas convengan en prologarlo. »«»* . . 4§3 

CAUSA CXX 

D. José Kerrer y Huris contra la Provincia de Santa-Fé, por 
indeiimizaci'Ui de dones y perjuicios. 

Sumario. — Los gobernadores de Provincia son mandatarios 
de sus pueblos, y no pueden obligarlos sino por los aclos 
ipie ejecute n en la esfera legal de sus atribuciones ; por con- 
siguiente los esees-* de pnder de un gobernador responsa- 
bü:zan á él personalmente sin imponer á la provincia obligación 
alguna ( ..»» , -4üli 

CADSA GWI 

II. Guillermo Furgues, contra D, Agustín ítodriguez, por 
cobro ejeculivo do pesos. Kerurso de queja. 

Sumario. — No puede otorgarse revocatoria ni apelación de 
previdencias dictadas en cumplimiento de resoluciones ejecu- 
toriadas <>(••.!...,,..,.,., »«...».! ..,,,,,, Í¡lH 
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CAUSA CXXII 

La repartición Fiscal y Pagadora de la Marías Brasilera con- 
tra el vapor c Rio de la Plata», por cobro de pesos. 

.Su mar ta, — 1« Cuando los agente» de un vapor no con- 
traían á su nombre en el conocimiento, sino al del capitán, 
la» acciones resultantes solo pueden deducirse contra este ú 
contra los dueños del vapor. 

i" tina compañía estrangera que contesta una demanda ante 1 
la Justicia Nacional, sin declinar su jurisdicción sobre ma- 
teria de jurisdicción nacional, esta queda pro robada, cualquiera 
que sea la vecindad ó domicilio de la compañía. 

3» Determinándose en el conocimiento que el capitán no res- 
ponde de los riesgos de mar en el embarque, se reconoce 
que no exceptúa los demás que provengan de tiras causas. 

4° No es de los esceptuados, un siniestro acaecido en un 
bulto que al trasbordarlo de la lancha al vapor, cae al agua 
por el esfuerzo hecho para levantarlo produciéndcse la sepa- 
ración violenta de ta lancha *üü 

CAUSA CXXI1I 

ü. Angel Texo con D. Félix Dufourg, por cobro de pesos. 
, Sumario. — Kn el juicio ejecutivo no hay mas autos apela- 
bles que los declarados tales por la lev . . . 

CAUSA CXX1V 

Kl Rector del Colegio Nacional de Catamarca contra U. Juan 
Ignacio Ñames, sobre rescisión de un contrato de arrenda- 
miento. 

Suman», — i- No habiendo leyes especiales que determi- 
nen la Turma de arrendamientos de los bienes de Colegios, 
debe estarse á las que reglan el contrato de arrendamiento 
en general ••»•...• .... ••».••..•..,..*».,.,.*» 47U 

CAUSA CXXV 

D* Bonifacia Méndez de Aguilera solicitando la libertad d« 
su hijo Cándido Sosa. 
Sumario. El Gobierno Federal no tiene potestad j ju- 
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risriiccion permanente sobre la Guardia Nacional de las Pro- 
vincias. 

2 o Son la¿ Provincias las que ejercen la jurisdicción per- 
manente para el enjuiciamiento y castigo de los delitos y fallas 
que cometa la Guardia Nacional contra la disciplina. 

3* La disciplina es prescrita por el Congrego, pero el nom- 
bramiento de los .leles y Oficiales asi como la aplicación de 
la disciplina corresponde á las Provincias. 

4» La jurisdicción militar nacional lio puede aplicarse ¿i los 
enrolados en la milicia sino transitoriamente, mientras la guar- 
dia nacional so encuentra movilizada en servicio de la Na- 
ción, ni retenerse después que la movilización ha cesado, si nú 
en el caso de que los procedimientos hubiesen empezado mien- 
tras ella subsistía. 

5 a Un delito común, no siendo perpetrado campamento, 
en cuartel ú en acto de servicio militar, es de carácter or- 
dinario, cualquiera i¡itc sea la calidad personal del ofensor ó del 
paciente. 

6" El juzgamiento de eso delito, cuando no es ejecutado en 
lugar sometido á la jurisdicción esclusiva de los Poderes Na- 
cionales, corresponde por su naturaleza á los Tribunales de 
la Provincia en donde el hecho ha ocurrido. 

7° Los Juzgados de Sección son competentes para conocer 
de un recurso sobre prisión ilegal hecha por una autoridad 
nacional > ^ » « ■•■ • 474 

CAUSA CXXVI 

Trendelburg Scliatz y O contra el Capitán de la barca in- 
glesa * Scolland », por cobro de pesos. 

¿tomar ío. — 1" El contrato de flelamento impone obligacio- 
nes reciprocas, y por consiguiente, para exigir una parte de la 
otra el cumplimiento de sus obligaciones, debe haher cumpli- 
do con las que el contrato le imponía, y no puede demandar 
ante un tribunal al otro contratante sin someterse á la juris- 
dicción del mismo para la decisión de las acciones que contra 
ella se deduzcan. 

2» I Jema miando al Capitán ante el Juzgado de Sección por 
cobro del líele, el consignatario de la carga, dehe contestar ante 
t. ix Ai 
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el misino jaez, la demanda deducida por éste, por daños y per- 
juicios provenientes de falla de cumplimiento al contrato de 
fíela mentó. 

3» Tratándose de un contrato de fletetnento que debe tener 
ejecución en la Kfnúbl ira debe juzgarse por nuestro Código de 
Comercio, aun cuando se estipule en país extranjero. 

■i u Bl consignatario de la partía, contra quien se ha doman- 
dado por los flotes, tiene personería para exigir bu obligacio- 
nes cantraidas por el fleta ule. 

i> Confesando el Capitán que hubo demora en la salida del 
buque, puede exigirse el arraigo del juicio promovido por da- 
ños y perjuicios proveniente de esa deumra. ... 4Kt¡ 

CAUSA CXXYU 

Los herederos do !>. Manuel Olazcoaga, contra D. Nicolás 
Kotomijor, por cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario- — IM'ara que un contrato celebrad" por una 
mujer casada sin la venia de su marido sea anulado, es ne- 
cesario i|ne osle lo desapruebe es presamente. 

2" No habiendo existido es* desaprobación, pueden los he- 
rederos ratificarlo ejerciendo las acciones que nacen de él 185 

CAUSA CXXVIII 

Kl Capitán de la goleta - \hria » contra Sijvers y Meyer, 
por cobro de fletes. 

Sumario. — Kn el contrato de fletamento no puede el fle- 
tante cobrar ejecutivamente el flete sin acreditar que ha en- 
tregado la carga en el estado en que la recibió 501 

CAUSA CXXJX 

h. Pablo Fernandez contra II. Kugenio Codazzi por daños y 
perjuicios. 

Sumario. — I u Las acusaciones y denuncias declaradas ca- 
lumniosas por sentencia ejecutoriada, son castrada! con las 
penas de los testigos falsos. 

•i- Para que una acusación ó denuncia sea calumniosa es. 
menester que resulte probado que el que la hizo procediú 
con 
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i:ai:sv cxxx 

P«jnM< 

Da. Josela Laeiar, á nombre de sus bijt.s menores contra D. 
Lázaro (Jueirolo, sobre aLiiueulus. 

Sumario, — l u Todo (mitre esla obligado á dar alimenta 
¿i sus hijos menores y baslu la prueba do ia paternidad para 
luinf ii' el derecho á exigirlos. 

•J No alegándose ninguna circunstancia relativa al es Un lo 
ríe fortuna del padre ó de la madre, la obligación delie curn- 
plir.se en !a furnia que lo determine el arbitro judicial íiüü 

CAUSA CXXXI 

Kl Procurador Fiscal de la Sección ile Mendoza, contra (jor- 
reas y (lasas, sobre infracción de la ley de sellos. 

Sumario, — i ü Kl esplríin del arliculu Hi de la. ley de papel 
sellado de 1870, es terminar sumariamente y en una sola 
instancia las cuestiones que se susciten sobre el pago del im- 
puesto del papel sellado. 

á" l'or consiguiente son inapelables los autos que al res- 
pecio sií pronuncien por los Jneivs de Sección "ilO 

CAUSA CXXXIf 

Jf» Ilusa Mauriti, contra 1). Jusé Olmos, p«r cobro ejecutivo 
tle pesos. 

Sumario, — 1" La escepcion de iueompclem-ia puede de- 
< lucirse al empezarse el juicio y resolverse ante lodo. 

•i" No puede decir: e que se consienta cu prorogar la ju- 
risdicción por o) bocho concurrir a reconocer un documento 
ante e! Juez de Sección antes de iniciarse una acción en 
forma 

CAUSA CXXXI1I 

Contienda de compelenria entre el Juez Federal de lluenos 
Aires y el de l" lushncia en lo Civil de la Provincia. 

Suumrio. — I" La jurisdicción del Juzgado que conoce de 
un concurso ó juicio de partición de herencia es universal y 
avoca así el amori miento de ledas las acciones que contra 
él se promueven ó existan en tela de juicio por otros jufc- 
gados. 
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Í° El conocimiento de estas causas corresponde s los Juz- 
gados de las Provincias, aun cuando se ejerciten acciones que 
por raion de la malcría sean de jurisdicción nacional 515 

CAUSA CXXXIV 

f). Guillermo Quín y D. Estébau Sullivan, contra D. José fi, 
Lezama, por cobro de satvalaje. 

Sumario. — Espirando el término de un contrato de salva- 
mento de un buque por el que debe ponerse á (lote en tiem- 
po determinado, no hay acciones que pueda ej ere i lar el i[ue 
debíá salvarlo, ano cuando et salvamento posterior se deba en 
parte á los trabajos liedlos con motivo del contrato 519 

CAUSA cxxxv. 

D. Diego Aguiar contra D. Conrado lüos, Sobre interdicto 
de retener la posesión. 

Sumario. — En el interdicto de retener, probada la actual 
posesión y el hecho de que se intenta inquietarlo, el Juez 
debe ampararlo y condenar al que lo perturba, en danos y 
perjuicios y costas „ 524 

CAUSA CXXXYI. 

D. Diogenes Mantero, reclamando pur ser puesto en libertad. 
Sumo rio.— Puesto cu libertad un individuo que reclama de 
ilegal su prisión se archiva el espediente 528 

CAUSA CXXXVH. 

D. Pedro Romero redamando ser puesto en libertad. 

Sumario. — La prerugati va consignada en el arl. 20 déla ley 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, 
no es estensiva á los militares presos como bomberos del enemigo. MU 

CAUSA CXXXVIII, 

D. José M ' Críspin, reclamando ser puestu en libertad. 

Sumario. — La prerogsliva consignada en el arl. ád de la ley 
de jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, no 
es estensiva á los militares prisioneros de guerra 531 
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CAUSA CXXX1X. 

h. Juan Bautista Candía, reclamando iic su prisión ordenada 
por el Juez del Crimen de Corrientes. 

Sumario. — i" Por el art. 10 de la Constitución Nacional y 
[Kjr la ley de dueños Aires de 5 de Julio de I8i3, fueron 
abolidos los Tueros personales, quedanan sujetos á la jurisdicción 
de los Tribunales de los Estados, Los delitos comunes de los 
militares que no sean sometidos dentro de los cuarteles, en 
marcha ó en acto de servicio. 

2" Los Tribunales Provinciales pueden capturar á los pre- 
suntos delincuentes, aunque sean militares ó se liallcn desem- 
peñando una comisión nacional, sin que precisen autorización 
previa de sus jefes. 

> La cédula Real de t" de Agosto de 1784 que disponía 
que cuando la justicia ordinaria procediese contra un militar 
debia verificar su prisión por conducto de su jefe, está abolida. 

í La prerogaliva establecida por et art. 20 de la ley nacional 
de U de Setiembre de 1863, stdo se refiere á prisiones or- 
denadas por autoridad r persona que no este facultada por la ley. 533 

CAUSA CXL 

£1 Procurador Fiscal de la Sección de San Luis, contra el 
llohernailw de la misma Provincia.— Incidente sobre competencia. 

Sumario.— Un Gobernador de Provincia, mientras dura en el 
ejercicio de sus funciones, no puedo ser criminalmente enjui- 
ciado ante el Poder Judicial de la Nación 537 

CAUSA CXLL 

D. Tiburcio Penailillu contra D. Santiago Ruarte y otros. 
Incidente sobre competencia. 

•Sumaría. — El estranjero que contra un argentino, ocurre ante 
el Juez de Provincia, proroga la jurisdicción provincial, y no 
puede, pendiente el asunto, ir con la misma acción á la jus- 
ticia federal ..........<*. * • *•*. 

CAUSA CXLII. 

D. Narciso Tarrago, contra A . Devoto y 11", sobre entrega de 
mercaderías. 
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Aumario.- i« Comprometiéndose el cargador de mercaderías 
a. bordo de un buque, a pagar una s^ma de dinero a) recibo 
de esas mercaderías, ta obligación no puede hacerse efectiva 
con la entrega de una parle dii la carga sol ámenle. 

2» El derecho del Hitante en es'e caí o se limita á exijír fianza 
ó depósito por el importó total de la deuda U1 

CAUSA CXLIH. 

Fusoni Unos, y Maveroff contra e! capitán del vapor € Pia- 
lo >, por cobro de pesos. 

Sumario. — En un contrato de lleiameiilo de un buque en 
que se conviene que todos los gastos de este serán por 
cuenta del untador, no pueden los consignatarios en el puerto 
de la descarga exijir del capitán el pago de los gastos 
hechos ,„ ttt mm 555 

CAUSA CX1IV. 

D. Fabián Correas contra D, Juan Antonio Pando por cobro 
ejecutivo de pesos. 

Sumario. — i" Solo puede hipotecar el dueño de un bien 
raiz ó su apoderado con autorización especial para ello. 

2* El mandante no esta obligado 1 cumplir las obligaciones 
contraídas a su nombre por *¡1 mandatario, fuera ile los límites 
del mandato, sino en el caso que ratifique lo hechu por usté, 
espresa ó tácitamente. 

3° Un acreedor que recibe titulo hipotecario de apoderado 
que no tiene facultad de oloriíarlo t debe cargar con el daño 
que recibe por su culpa. 

4» Pagandu el poderdante una parte de la deuda contraída 
por el apoderado sin facultad de tomar á mutuo ni hipo- 
tecar, el crédito vale como lilulu escriturado y no como 
hipotecario , tmt 5132 

CAUSA CXLV. 

El Dr. I). Eduardo Fernandez (larcfa, contra U. Federico 
Urvalan, sobre mejor derechu. Incidente sobre personería. 

Sumario. — Cuando la escepcion de falla de personalidad 
en el demandante no es en rigor una negación de su perso- 
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d I «Sí !, Cl10 qüC reC,ama C0 ™ mat ™ principa 

M pleito, do puede oponerse en forma de un JcuJoT 

Prévm y especial pronunciamiento... . ^ ^ „ fi 

* * ...» , Sfig 

CAUSA CXLVI. 

existente d favor del deudor P ^ tTéAll ° 

mtiT 573 

CAUSA CXLVH. - 
pelosa"' 5 ^ C ° n,ra ^ J ° sé ( ** bí W cobro de 
Sumarie. - !• lío hay ningún articulo de Ja Lev de Pro 

Une * que «.„ rüitín», el reconocimiento que el finnLte 
de un documento *»k sea llamado í practicar. ^ 

* W Juez debe examinar cuidadosamente el instrumentn 
con que se deduce una arción ejecutiva para leci í s 
ejecución debe ó no tener lugar 

> Cuando la calificación opuesta en el reconocimiento es 

ZinL S eSCepC,ü " eS del J uici0 J se prueba £ 

rrinffflfjt/t de manera que dtatruv* la IWám a i V, . 

no debe libree anto Ye soS * " 

oplr S V P o ef li° n de r scri P™» « «na de Jas que puede 
oponerse en el juico ejecutivo, y p ue Je demostrarse iLZ 
Unenn por la confrontación de las fecha* 

5 I** pagarés á Ja órden son considerados como letras 
í Cm 10 J se P™*»»" como «ta. por cuatro Tos Jan 
¡£ 113 ***** judicial ó no £ sd0 Z" 

«o da especaJmente Ja deuda en documento sepandl 

b Ln lus documentos de fecha anterior á Ja sanción deJ 
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BUENOS-AIRES 
Imprenta de Pablo E. Coni, calle del Perú 107. 
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A r% O ffl K -7 o 

(COSTINUACtOS) 



l'4l*A *XV1II 



Z). /'tv/ro Ftnus mntn, ¡). ,f«sc Cin/hlo Gvmez por in<km- 
nhncion de d<oios tj perjuicios. 



Sumario.— i» En el contrato de compra-venta mercantil, 
negándose el comprador á recibir Ja especie per no ser 
conforme á la estipulada, esta debe ser reconocida por 
peritos. 
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2 o En caso do resultar de la calidad convenida, el con- 
trato queda consumado, y la .sperie vendida por cuenta 
del comprador. 

3° Debe desde ese momento el precio con el interés 
corriente. 

4" Si el comprador se notase á recibir la especie eom 
praila, debe esta ponerse lí disposición de > autoridad 
judicial, para que ordene su depósito ó venta pública por 
cuenta del comprador. 

5" En caso de depósito son de su cuenta todos los 
pos tos de conservación. 

(i° La csccpcion sobre nulidad de un reconocimiento pe- 
ricial, debe oponerse al contestar la demanda, so pena 
de no ser admitida después: 

7* Los intereses m oratorios deben abonarse con arralo 
á los corrientes en el lugar en que debe entregarse el 
precio y no ti los corrientes en el lugar del juicio. 

8° El interés corriente es el que cobran los Bancos pú- 
blicos. 

0' Siendo el demandado condenado á la indemnización 
de daños y perjuicios, deben conlaise entre los justificados 
los que se ocasionen al demandante en cosías judiciales 
para hacer declarar sus derechos. 



Caso. — En los autos seguidos por I). Pedro Funes contra 
D.José Cándido Gómez por falta de cumplimiento á un contrato 
de venta de caballos, el Juez de sección dictó sentencia que 
fué confirmada por la Suprema Corte, en que se confie nó ¡i 
V.omei en los daños y perjuicios míe halda causado ¿ Funes, 
por falta de cumplimiento al contrato. 

Pasada en autoridad de cosa juzgada esta sentencia , I» 
Adolfo Aldao por Funes se presentó el Juzgado con la si- 
guiente cuenta: 
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D. JOSE CANDIDO GOMEZ A PEDRO E. FUNES 

DEBE. 

,ftfiíí CAbaUofl númems fies. cts. 

Juni» I" l'nr l.i primera remesa, ^lur del ennir.v 

l" 570 Í0,*30 UM 

Julio 1* Por Jd ¡d Mgatí&á. reates*...,,. «5 G,t9i s.ls 

AfWfel* • id iú terrera «mesa tli i,6il 5,16 

Sliro 1* Término medí», varios j;a!ttnt 

A i¡;nii»s jmr la protesta hecha en el llu- 

Mri«i 8B. 30 

LE G;i*lm para traer l.i raliallada 
del juitrem ile los Taies ;il 
Fraile Muerto, para ser rema- 
tado* 1 i leguas |........... 50 

C fas Lo reo en e[ papero de Iiiís 
Tases, primera remesa, ilu- 
r.iitle i mese?, ;í 3 reales 
menMulespor entela aas 

Mire 7 Pagado á Peña, Canta j 01- 
ni.» E mr tener en *ns potreros 
la se ¡rumia y tercera remesa 

i 3 reate* id 300 

s t'a<Mi!n á l.imi'iii» p-*r cmnlu- 

i ir i50 caballos a los Sun- 

chita iitii 150 

ü Oimifiiiii ;d ri'iii.it.nl.ir ile ta 

D primera remecí, i 1, 3 |t. o/o 

segnn ililijenria de auto*... 115 
10. K Pairado al depositario de ta ra- 

bailada <!>■ La primera reuir*a 4(30 
• • I'or (.-asi,.* de viaje dexde (Mr- 
ilutia á lineaos Aire*;, llosa- 
rio, Villanueva, Fraile Murr- 
io y tilrus pimío* 1,000 

gH. - 1,331 *,M4 7fi 

Nhrc. T T<»r interese* a esta fecha al 
1 1/1. míe es el corriente en 

H Ho*ario 1,000 3á,R90 1,381 08 

17.5S8 ~8Í 
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HABER. 

tHbS. 

>br«. I* Imperte d<-5i«r.ilialli>* vmt¡. 

dos en remata por ñritín ju- 
.1 ir i,l .4 lo y i P »v íft¡i bdfcfa. 

n,K . gF. Ilá3 i.l 

l'or uuil.i tí Gobtrenufar (Ir 

4311 f..|.nll,< j 1.1 43ü r,,W,t 3,713 t3 

t'-T U r il>:ill<ti pcnlido ti - 

SuM" A imcmni fm* r ay 17 S73 u 

SE.» O. 

B'im.j* Aire*, ¡forictnbre 3 de IMS. 



Sustanciada la causa en todos sus trámites se dictó el 
siguiente— 

Falla riel Jun ú> Werrian. 



Huenus Aire?, Diñembre 2 tic ISliU. 

Vistos estos autos seguidos por Don Pedro $. I-unes 
ciudadano argentino contra l>on José Cándido Goroez, ciu- 
dadano brasilero, cobrándole la cantidad de 17,873 pesos 
41 centavos Inertes ¡>or danos y perjuicios procedentes de 
Ja inejecución de un contrato de compra- venta de caballos 

Quo estando determinado por sentencias ejecutoriadas 
míe el demandado debe abonar al demandante Iris da- 
nos y perjn icios que le ba causado por su falta de 
cumplimiento a! contrato, en el tiempo v bajo las con- 
diciones enunciadas en él, la cuestión á resolver es 
cuáles fueron los perjuicios causados, v el valor de 
estos. 

Y considerando: i "Que según el contrato debían 
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ser clasificados previamente en Villanucva para ser de allí 
conducidos al Rosario, donde serian recibidos al dia si- 
tíenle de su llegada, y pagados al contado al precio 
de ai pesos fuertes cada uno. (ai líenlos 2" y 4» del con- 
trato de fojas \ \. ) 

2" Que esta constatado en autos, por confesión de Ja 
parte de Gome?, en sil escrito de f. 58 y por las actua- 
ciones y dilijencias corrientes de ti 11) á \U\ seguidas 
ante el Juez de Alzadas del Departamento de San Geró- 
nimo, que el vendedor había hecho la primera remesa á 
VÍIJaniieva, dentro de! plazo estipulado, sin que la parle 
de Gómez baya objetado en su citado escrito haber Fu- 
nes faltado en algo á las obligaciones que dicho contrato 
Je imponia, y por consecuencia queda ipso fado, con ar- 
reglo al arl. SO de la ley de Procedimientos, constatado 
que el vendedor cumplí.} el contrato en esa lecha y fuera 
de cuestión la obligación en que estaba Gome* de reci- 
birlos y pagarlos con arreglo á la estipulación arriba men- 
cionada, siempre que los caballos fuesen de la calidad 
determinada en el contrato, (art. 521 del Código de Co- 
mercio). 

& Qué habiéndose negado la parle de Gómez á recibir 
los rabailos por no estar conforme con la calidad de 
ellos, debieron ser reconocidos por peritos, v en caso 
de resultar de la calidad espresada en el contrato, la 
venta debe tenerse por consumada-qucdamlo los caballos 
por cuenta deJ comprador, fart. 521 del mismo Código). 

i" ®M el reconocimiento se practicó por peritos nom- 
brados por la autoridad judicial de San Gerónimo, resul- 
tando de él, como consta de las dilijencias referidas, 
haber 50 i caballos de la calidad espresada en el con- 
trato, y por consecuencia este quedó consumado, y los 
caballos por cuenta del comprador, con arreglo al art. 
citado en el precedente considerando. 

5" One no teniendo, según queda demostrado, justa 
causa el comprador para negarse a recibir los caballos, 
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tiene derecho el vendedor de reclamar su precio, cou el 
interés corriente por la demora, poniendo los efectos á 
disposición de la autoridad judicial para que ordenase su 
deposito y remate público, por cuenta y riesgo del com- 
prador. <an. 535 det Código). 

**° Que en el presente caso fueron puestos á disposi- 
ción de la autoridad judicial de San Gerónimo, la que 
los depositd en poder de, Don Crestón™ (¡amarra. 

7° Que los perjuicios sufridos por la inejecución del 
contrato consisten en no habérsele pagado Jos caballos en 
aquella época, ni reribídolos Gómez, ocasionando asi gas- 
tos de comisión de depósito, pastoreo, venta forzada etc. 
que no habrían tenido lugar, sí Comer, hubiese cumplido 
el contrato. 

«° Que las escepciones opuestas contra las dilijencias 
practicadas en San Gerónimo sol.re nombramiento do los 
peritos y el reconocimiento efectuado por estos, no son 
admisibles, por cuanto la parte de Gome* debió oponer- 
las ai contestar la demanda de f. 5X, so pena de no 
serle admitidas después, como lo dispone espesamente 

arl 85 de la ley de procedimientos; y por consecuen- 
cia debe estarse al resultado que dieron las dilijencias 
practicadas ante la autoridad judicial de San Gerónimo 
dando por probado que liabia TM caballos conforme en 
su calidad á la espresada en el contrato. 

í* Que admitido el heelio establecido al Hual del pre- 
cedente considerando. Funes ha podido pedir v el Juzgado 
ordenar la venta pública de los caballos por cuenta y 
nesgo del comprador, como se lia hecho en el presente 
caso, de acuerdo con la disposición contenida en el art. 
536 del Código de Comercio, y sin que Gómez manifes- 
tase oposición á dicho acto al contestar ta demanda. 

ÍO. Que por consecuencia respecto á la primera remesa 
lo umco que hay pendiente es la fijación de los perjui- 
cio» causados á Funes por la inejecución del contrato; y 
estos consisten en los gastos hechos por Funes con mo- 
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mm rechazo de la caballada y diferencia entre el 
contrae ®* " VemJÍCr ° n * el CStablcciJ ° en «> 

ií Que en cuanto ¡i los gastos, están acreditados por 
ios rocdms de f. 537 v 538 y declaración t'c f. 511 | as 

saber, 100 posos bolivianos por su comisión como de 
posnarm y 8o.» peS os de igunl moneda por el pastoreo 
'lo 1,0 caballos en -i meses, debiendo tenerse en cuctiia 
no ban sulo objetadas romo excesivas, y que la úl- 
tima ha s.do acopiada por Come* en su escrito de f m 
i ?"* no . co " es l>o"<lc abonar sino el correspondiente 
<i n*t caballos que según el re con u cimiento pericial fue- 
ron los que resultaron de recibo. 

2" La partida de gastos de protesta en el Rosario por 
'a ventura de f. 30 á 32 y recibo de f. 265. 

3» La de gastos de conducción de la caballada al Fraile 
Muerto, para ser rematada, pues es evidente que su con- 
< nmon ha doludo causar gastos y que no puede tacharse 

cal, a no CeM " a ' PUeS " men ° S * Ü " real rucrte P° r caJa 

la partida concerniente, ú la comisión de venta 
pagada al rematador está justificada por el auto de f. 215 

W Uue aunque es indudable que Funes ha debido ha- 
cor gastos en los viajes ,,„e esprosa en la cuenta de f. 
m el importe de ellos no está justificado, y tratándose 
«rW^ C00sideral * lc estarse al simple 

f Que el pago de los intereses aun en las deudas ilí* 
qn.das es «le derecho estricto, á computar desde la inter- 
H«»n H«« «art. 707 y 70K d,l Cód. do Con,.) corriendo 
¡>or la in crpe ación, deben sujetarse á los corrientes en el 
lugar del juicio, 

Y considerando en cuanto a las demás partidas cargada. en 
a cuenta de f. 247. ~i« m l0(las J¿ £SEK 
a y tercera remesa de caballos. 
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2* Que aunque Funes interpeló á Comer por (a carta 
que corre en cdpia á f. 403 si mandaría un comisionado 
a lilianueva para clasificar la segunda remesa de caballos 
y que en vista de su silencio y de los aclos anteriormente 
producidos debid tener la seguridad de que no se man- 
daría el comisionado para clasificarlos; sin embargo ni 
respecto de esta remesa ni de la última se ha llenado 
la formalidad del reconocimiento pericial y venta pública 
que prescribe el art. 535 del Código Mercantil. 

3° Que dichos requisitos son una formalidad sustancial 
de la cual no ha debido prescindirse, porque ellos son 
las garantías de que el comprador resistía el recibo sin 
justa causa, como igualmente de que el precio obtenido 
en la venta es el mayor que podía obtenerse, circunstan- 
cías ambas indispensables para que el comprador indem- 
mze tos daños causados, pues esta obligación no existir-.» 
amo constatándose, por la intervención judicial, que no solo 
se resistía Gómez á recibir los caballos, sino que estos 
se bailaban en las condiciones del contrato. 

*• Que esta omisión es tanto mas injustificada por 
cuanto la venta se hizo después de iniciado el juicio ante 
este Juzgado, 

5" üuc por consecuencia Jos perjuicios que Funes haya 
sufrido le son personalmente imputables por haber omiti- 
do actos que debia practicar. 

Por estos fundamentos falto condenando á D. JosC Cán- 
dido Gómez á pagar á D. Pedro E. Funes la cantidad 
que arroje la liquidación que se practicará bajo las si- 
guíente* bases: 

I a liase.— En el debe se cargarán á Gómez las siguientes 
partidas: ■ " 

I* El impone al precio del contrato de 56 i caballos y 
sus intereses á estilo de Banco desde la fecha de la de- 
manda. 

2 a {.as partidas señaladas con las letras A, B, C, p, E 
y sus intereses en la misma forma computares desde la 
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fecha en que se presentó la cuenta de f. 247 debiendo 
reducirse ra cuenta por pastoreo á lo correspondiente i 
M caballos. 

2 a Base.-Se abonarán á Gómez 4123 pesos 43 centa- 
vos luerles, producto de la v^nta en remate de los ca- 
ballos y sus intereses desde la fecha det auto de f. 245. 

Cada parte abone sus costas. 

Repónganse los sellos. 



De esta sentencia apelaron las dos partes. 

Gome* pidió aute la Suprema Corte que se le absol- 
viera completamente y se condenase á Funes en las cosías. 

Funes pidió que se conílrmára la sentencia apelada en 
la parte que condena á Gómez al pago de las partidas 
A, lí, C y D y se revocase en la que no hace lugar al 
de las partidas restantes, agregando que los intereses de- 
bían ser ios corrientes en la plaza del Rosario» en donde 
debía recibir el precio y que las costas todas debían ser 
a cargo de Gómez, no solo porque había litigadu ^on 
temeridad, sino también porque era un perjuicio que habia 
tenido que sufrir por la inejecución del contrato. 



WmUo de la Suprema Corle. 



Buenos Aires, llano U de 1870. 

Vistos: -Por sus fundamentos, y considerando además 
«p cuanto á los intereses y costas : -Primen, que las 
partes están conformes en que el pago de los caballos 
que Funes condujo para entregar á Gómez debia hacerse 
en el Rosario, y debiendo los intereses que se deban por 
la mora arreglarse á los corrientes en el lugar en que 
uebia entregarse el dinero, teniéndose por imeres corriente 
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«I que cobran los Bancos públicos (artículos setecientos 
doce y setecientos trece del Código de Comercio : ) — Se- 
gundo, que desde que lia sido condenado Gómez por 
semencias ejecutoriadas á la indemnización de dañas y per- 
juicios, deben contarse entre los jusulicados, tos que le 
ocasiona por las costas de la causa que lia tenido que 
seguir para hacer efectivo el cobro de los que le cor- 
responden por la negativa absoluta del demandado ú sa- 
tisfacerlos: Se confirma la sentencia apelada de foja doscientas 
odíenla y nueve cou declaración que los intereses deben ser 
los corrientes en el Hosario, esto es los que allí cobran 
los Bancos Públicos; y que las costas de todo este juicio 
son á cargo del demandado Don José Cándido Gómez, y satis- 
fechas las de esta instancia y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

FeUNCJSCO DE LAS Ca HUERAS— SALVADOR Ma- 

kIa üel Cáhuil — Francisco Beldado— 
José Barros Pazos— Bemío Carrasco. 
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D. Nkanor González del Solar, procurador fiscal en la Sección 
de Unientes, sobre excepción del servicio militar. 



Sumario ^ L a Iey de 5 de Junio de 1805 no escep- 
lua del enrolamiento en Ja Guardia Nacional á los procu- 
radores fiscales de Sección. 

2" Como gefes de oficinas csún dispensados del servicio 
activo fuera de su distrito. 



Caso.— El Comandante Martínez, gefe de plaza en la 
ciudad de Corrientes, hizo citar al Dr. D. Nicanor Gon- 
zález del Solar, procurador fiscal de Sección para que asis- 
tiera a los ejercicios doctrinales de la Guardia Nacional 

El Dr. del Solar resistid la orden y ocurrió* al Juzgado 
de Sección esponiendo que, según la ley de (865,Tstán 
exceptuados del servicio activo de Ja Guardia Nacional todos 
los miembros del Poder Judicial de la Nación y de las 
Provincias. 3 

Jl\t\ m ° S , . P ° dereS r0nna parte el Parador fiscal, 
quien tamb.cn debe considerarse esceptuado, porque de otro 

modo con mot.vo del servicio militar quedaría interrum- 
pida la Administración de Justicia. 
Nombrado un procurador fiscal ad hoc, á quien se le corría 



1G 
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vista, espuso : Que el error del titular procedía de atribuir á 
la ley esta írasc : lodos tos miembros del Podrí Jiutkitil, cuan- 
do ella solo dice: los Jueces de los Tribunales de ta NViou 
y de las Provincias, Que siendo esta disposición una eseep- 
eion á la rt'gla general, no debe estenderse á personas no 
comprendidas en rila. 

Pero que, como gefe de oticina, el procurador tiscal es- 
taba eximido del servicio activo fuera de su distrito, en vir- 
tud de lo dispuesto en el maso 2> del ari. ;í- de ia ley 
citada. 



Corrientes, Enero 31 de 1870. 

Vista la solicitud del procurador fiscal de esta Sección 
para q*'e se declare es- "ptuado del servicio de la Guar- 
dia Nacional dentro del distrito de su residencia con lo 
espuesto por el procurador liscal ud Itoc y considerando — 
I" Que según el art. 2" inc. i u de la ley de 5 de Junio 
de 1KH5, están escepluados los Jueces ge los Tribunales de 
la Nación y di; las Provincias, en cuya denominación no 
están comprendidos los procuradores fiscales que ejercen 
(unciones diferentes i aquellos — Que por lo tanto, el pro- 
curador fiscal no está esceptuado por la ley del enrola- 
miento y servicio de la Guardia. Nacional dentro del dis- 
trito de su residencia; pues que la ley es de interpreta- 
ción restrictiva y no pueden ser escepluados otros que los 
«presados por ella. — Por estos fundamentos se declara que 
el procurador fiscal está obligado á enrolarse en ta Guar- 
dia Nacional, y prestar sus servicios en la misma, dentro 
del distrito de su residencia. — Hágase saber. 

Curios Luna. 

De esta sentencia apeló" el Dr. del Solar y el recurso se 
le concedió en relación. 



DE JL'STICIA NACIONAL 47 



La ¡Maroma Corle, para mejor proveer, did vista al ¡ 
Procurador General ; p M ¡ eil(io la confirmación, cspu 

so : S^iin los temimos de la ley d<rt> dej uniu 18Ü5, el enío- 
lannenio en la Guardia .Nacional es obligatorio para todo eiu.la- 
i ano Argcni.no de edad compéleme. - Ksle no es solo un 
< eber, s,no una preroga.iva de q«e deben ser celosos los ciuda- 
danos; porque pone en sus manos la fuerza publica, que 
■a de .lefeuder el pais, y hacer respetar el orden Cois- 
IHiicional. 

I-a ley lia esceptnarlo de este deher solamente á los que 
molería mente no pueden cumplirlo, como son los miem- 
bros del P. t., los Diputados á las Utftem* v los Jue- 
ces de los Tribunales Nacionales y Provinciales - Pero en 
mnguna de estas catarías puede colocarse un procurador 
liscal, ni puede ñor coiisíííiiíí'iHí. ¿m-.w^n i„, 
de la lev. '«vocar Jas escepc.ones 

La objeción de que en tal caso se interrumpiría el ser- 
vicio publico no tiene fundamento ; pues si se diera una 

W de su diento un servicio militar continuo, los negocios 
estarían en un estado en que no serian necesarios los ser- 
vicios del procurador liscal ; y es sin duda por esto que 
»a ley no lia incluido ú este empleo entre las csccpciones 
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Ayres, Marzo 30 de 1870, 
Vistos nuevamente; de conformidad con lo espuesto v 
pedido por el señor Procurador General y los fundamentos 
del auto apelado de foja treinta y dos, se confirma, y satis- 
fechas las costas y repuestas los sellos devuélvanse. 

Fra-scisco de las Carreras— Salva- 
dor María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos.— Besito Carrasco. 
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€%!*% XXI 



Criminal, contra Elias Gutiérrez, /x>r rebelión y homicidio. 



Sumario — I 11 Los hechos de encabezar movimientos para fa- 
vorecer la rebelión, sostener combates contra las fuerzas lie* 
tes al Gobierno, cansar estragos poniendo en peligro la vi- 
da de los ciudadanos, y exigir contribuciones por medios 
violentos, colocan 4 su aulor en la categoría de promotor de 
la rebelión con circunstancias agravantes. 

2 o La pena que corresponde en ese caso es de diez años 
de eslraíiamiento, seis mil pesos fuertes de multa y las cos- 
tas del proceso. 

3° En el delito de homicidio, sin la plena prueba tM 
cuerpo del delito, la confesión del reo no es bastante para 
condenar. 

4° Mucho menos cuando en la confesión contradice lo de- 
clarado en la indagatoria. 

5 o Para aplicar la última pena se necesitan pruebas tan 
tiaras como la luz. 



Caso — Elias Bulicrrcz fué acusado por el Procurador Fis- 
cal ante el Juez Federal de la Rioja de los delitos de re- 
belión y homicidio, con ocasión de ella en la persona del 
soldado Aniceto Castro, pidiendo en consecuencia contra el 
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acusado la pena ordinaria de muerte con mas el pago de 
las costas procesales. 

Los antecedentes del sumario, acusación, defensa y prueba 
se detallan en el siguiente: 

Fftllo del J„„ de gf. cr | 0n . 

■ 

ílioja, Noviembre 4 de 1869. 
Vistos: Esta causa criminal seguida contra Elias Biilierrcz 
por «nbuJncle el delito de rebelión, de ia que resultan los 
siguientes hechos: 

En el mes de Diciembre del ano de 18G6 apareció el pro- 
cesado de improviso en los Departamentos del Oeste de esla 
Provincia con Tuerza armada, alarmando las poblaciones y 
uvando la próxima llegada de F«íipe Várela rebelado con- 
tra el Gobierno Nacional. 

El Comandante D. Manuel Soaje, con el fin de conte- 
ner ei desorden producido por Buticrrez, reunió alguna fuer- 
za de Guardia Nacional y se marchó al lugar denominado 
< Hornillos t donde arribó casi al mismo tiempo Bmierrcz 
esparciendo la voz de que ese mismo dia debía llegar 
Várela con una Tuerza respetable que traía de la República 
de Chile. r 

Desmoralizada la fuerza de Soaje con esa noticia, cayo 
toda ella en poder de Bmierrcz, con todas sus armas y 
pertrechos de guerra. 

Bmierrcz, después de este tiempo, se marchó á Guan- 
iLcol ; mas como en esas circunstancias llegara á ese punto 
el Teniente Coronel Linares con fuerzas del Gobierno de la 
Provincia en su persecución, se retiró al lugar llamado la 
Brea del Nacimiento, donde esperó a Linares y le dió un 
combale en que triunfó Bulierrez, muriendo algunos indi- 
viduos. 

Esto sucedió ya en el año de 1867. 
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Después de osle cómbale, Ruticrrcz volvió á Guandacol y 
Linares retrocedió hasta Famatina, temeroso sin chuta de que 
líuliem*z, incorporado ú las fuerzas de San Juan que á la 
sazón se habían subí ovado en el Paso de Lamas, lo ba- 
tiera y despedazara. 

Bulierrez, sabiendo la espresada sublevación y otra que 
liabia ocurrido en Jachal, en fas tuerzas del Gobierno allí 
existentes, se marchó á San Juan donde se iiicorporú á Felíúfl 
Van 1 la que, medíanle esas sublevaciones pudo desee mi or de 
las Cordilleras dundo se bailaba y penetrar un esta República. 

Verificada la entrada de VarHa, Ilutierrcz. ineorpuradu á 
una división espodirionaria al ruando do un chileno llamado 
Estanislao Mcdina t hizo la oamuaña de Hornillos, Fama- 
lina y Tinogasia, alcanzando en esto último punió una vic- 
toria sobre las fuerzas nacionales allí existentes al mando 
del Coronel D. .Meliion Córdoba que murió en el combate 
junto con varios soldados de su tuerza. 

Terminada esta espedioion, ltuiierrez volvid & esta Pro- 
vincia y se incorporó al ojórcito de Varóla, hallándose en 
la batalla de Vareas en la que fueron completamente derro- 
tados por las tuerzas Nacionales. 

Poco tiempo después apareció de nuevo Tlutiorrez con los 
restos de Várela en Vinchina, de donde lué mandado por 
Várela en comisión á la República de Chile. 

Mientras desempeñaba Bulierrez osla comisión, Várela al- 
canzó algunos triunfos en los departamentos det Ueste de 
esta Provincia ; y hallándose esle en Kamalina, regrosó llu- 
tierrez. y reunió fuerzas, pero tuvo (pie huir al aproximarse 
á e*l fuerzas Nacionales al mando de los jotes Charras, I Tra- 
zaba! y Vera. 

Luego que estos Celes se retiraron de aquellos punios, 
Rtiticrrez apareció nuevamente en Cuamlacol con tuerza ar- 
mada, y tuvo un combate ¡gañes, entre Iroyctas y Rio Seco, 
que dió por resultado la derrota de eslo. 

Después de este triunfo se marchó á Vinchina, pasando 
luego á Guandacol y después a Jachal, donde fué derro- 
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lado por fumas de San Juan y regresó á Cuandacol, mar- 
chándose luc«o á Vinchina unido á oirus Gefes, y pasando 
per fin á Chile perseguido por las Tuerzas que lo derrotaron. 

En el mes de Aliril de INOS apareció otra ve* el pro- 
cesado en Cuandacol, reuní tí fuerzas y se marchó al Cerro 
Negro donde fué sorprendido y derrotado por el Coman- 
liante 1). Lázaro .Martínez, escapándose Inicia los 
de se incorporó a la montonera de MI izo ud o que 
después atacó y rindió esta Capital. 

Después de esto líul ierre/, se marchó á Cuandacol donde 
fué capturado y puesto á disposición de este Juzgado en 22 
de Enero del presente año. 

Durante es:is correrías , id procesado aparece complicado 
en espo Ilaciones y violencias ejecutadas contra algunos ve- 
cinos, en la muerte de un soldado de sus luerzas llamado 
Aniceto Castro, el mérito legal de cuyas complicaciones se 
examinará después. 

Resultando, que el procesado es acusado del delito de re- 
belión contra el Gobierno Nacional, con las circunstancias 
agravantes de haber figurado en todas las cscurcioncs rela- 
cionadas eomo cabecilla de la rebelión en los Departamen- 
tos del Oeste de esta Provincia, haber dado combates en 
que han muerto varios individuos y haber sacado contribu- 
ciones de dinero; cuya acusación 'so funda en las decla- 
raciones de D. Luis Kodriguez, D. llamón Angulo, infor- 
me de Da. Azucona V. de Carreño y declaración de D. Pe- 
dro Martínez. — Los dos primeros hacen una relación de- 
tallada de las esnirsiunes del procesado desde que apa- 
reció por primera vez en aquellos Departamentos con fuerza 
armada, la misma que, de una manera suscinla, queda arriba 
consignada, presentándolo siempre como el gefe inmediato 
de las fuerzas con que. andaba, según aparece de sus res- 
pectivas declaraciones corrientes desde f. U vía. hasta lí) 
vuelta, y de f. 90 A 38 vta. - Los mismos testigos á f. 00 
y 61 declaran, que el procesado estuvo rebelado contra el 
Gobierno de la República cuando anduvo encabezando ban- 
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dos armario» en aquellos Departamentos ; circunstancia que 
se halla comprábala por los mismos lieclios confesados por di 
en su declaración y en su confesión de f. 76 sin embargo de 
que se esfuerzan en eximirse de responsabilidad por ellos. — 
Los mismos testigos en el lugar primeramente citado y ade- 
más Da. Azucena V. üe Garren o en su informe de f. 63 y 
D. Pedro Martínez en su declaración de f. 62, declaran, 
que Buiierrez impuso y sacó contribución á I). Argelino 
Carroño y D, Benigno Sarmiento. 

Resultando, que se acusa al procesado de haber or- 
denado la muerte de Aniceto Castro, durante la rebelión, 
cuya acusación la funda el Procurador Fiscal en las decla- 
raciones de Casto Poblóte á f. 71 vía. de Francisco Vega á 
f. 74, de Tránsito Dia/. á f. 7:1, J¡ en la indagatoria del reo 
de f. n vía. 

Resultando finalmente, que el Procurador Fiscal pide con- 
tra el procesado la pena ordinaria de muerte, con mas las 
costas del proceso, con arreglo al arl. 18 de la ley penal 
de 14 de Setiembre de 1863 que prescribe, que los que 
se lia jan hecho reos de crímenes particulares durante la 
rebelión ó fon ocasión de ella, sean castigado con la pena 
mayor que corresponda á estos delitos, y con arreglo tam- 
bién á las leyes comunes sobre la materia. 

Y considerando: — I" Que el delito de rebelión de que se 
acusa al procesado &*> halla plenamente comprobado en au- 
tos; pues los testigos Luis Rodríguez y Ramón Angalo ú 
f. 60 y 61 afirman y están contestes en que Butierrez an- 
duvo rebelado contra el Gobierno Nacional cuando, en los 
años de 1866 y 1867 encabezó bandas armadas en los De- 
partamentos del Oeste de esta Provincia; la verdad de cuyas 
declaraciones resulta de una manera incontestable, recorrien- 
do y examinando los hechos producidos por el procesado 
ó en que tuvo participación : tales son, los diferentes com- 
bates dados por él contra las fuerzas líeles al Gobierno 
en loa espresados Departamentos, el haber ido á Jaclial con 
la tuerza que reunid cu esta Provincia al arribo allí de Fe- 
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lipe Várela que venia de Chile y de quien el se titulaba 
subalterno, y habérsele allí incorporado segun su propia de- 
claración, y línalmentc los hechos constatados por las de- 
claraciones del mismo test i jí o Kamon Angulo y del proce- 
sado, de haber hecho la campaña de Tmogasla á las órdenes 
de Medina, gefe de Várela» y tenido un combate con las 
fuerzas Nacionales allí destacadas al mando del Coronel t). 
Meiiion Córdoba, que dió por resultado la derrota y muerte 
de óste con algunos individuos mas de su tropa, y el ha- 
berse incorporado después á Várela y asistido á !a Batalla 
de Vargas que libró éste contra las fuerzas Nacionales al 
mando del General Taboada ; hechos iodos que, importando 
una verdadera y decidida cooperación á Jos fines y propó- 
sitos de Felipe Várela, constiiuyc al procesado en reo del 
delito de rebelión, segiin Ja ley penal de 14 de Setiembre 
de 18tí3, pues Várela, según sus proclamas y actos públi- 
cos que son del dominio de todo el país, se proponía derro- 
car al Gobierno de la República : habiéndose al efecto al- 
zado públicamente y en abierta hostilidad contra dicho Go- 
bierno. 

2» Que están igualmente comprobadas en autos las circuns- 
tancias agravantes de aquel delito : tales son, la de haber 
dado el procesado combates contra las fuerzas del Gobier- 
no en las que han muerto varias personas ; la de haber 
sido en los De parlamentos del Oeste el cabecilla y agente 
activo de la rebelión, y la de haber impuesto y sacado con- 
tribuciones de dinero. — La primera circunstancia aparece á 
toda luz comprobada por las declaraciones uniformes de los 
testigos I). Luis Rodríguez y Ramón Angulo en el lugar 
arriba citado, debiendo decir olro tanto de la segunda, pues 
los mismos testigos, al historiar los acontecimientos ocurri- 
dos en aquellos Departamentos en los años de 1866 y 1867, 
lo presentan siempre al procesado como el cabecilla ó jefe 
inmediato de loa rebeldes alzados en bando en los mis 
mos Departamentos ; y precisando mas su declaración sobre 
este punto, dicen los mismos á f. 60 y 61 qne cuando 



24 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Butierrez anduvo con fuoza armada en loa espresados años, 
se titulaba Mayor y Comandante bajo las Ordenes rte Várela, 
lo que no Jeja duda de que era el Jefe, superior de las fuer- 
zas que le acompañaban, con sujecinn fínicamente á Vareta, 
y por consiguiente el cabecilla de 1a rebelión en aquella 
parle de la Provincia. — Respecto de la tercera circunstan- 
cia, están tas deposiciones contestes de los espresados tes- 
tigos en su primera declaración, y la de Pedro Martínez 
á f. Gi que dice : que estando presos en el Y agüe D. 
Argelino Carroño y D, Benigno Sarmiento, el declarante se 
empeñó con Butierrez para que les salve la vida, á lo que 
1c contesto Butierrez que si, pero que les iba á imponer 
otra pensión, y que después sopo por la voz pública que 
les sacó contribuciones de dinero, ignorando la cantidad, — 
Tanto este testigo como l). Luis Rodríguez declaran de 
o i das sobre este punto, refiriéndose á la voz pública, y D. 
Ramón Angulo afirma «;uc sabe que los espresados Carroño 
y Sarmiento, dieron la contribución que se les impuso y 
salvaron asi la vida, sin espresar como lo sabe.— Sin em- 
bargo ta circunstancia de haber dicho Butierrez á Martínez 
que salvaría la vida de los presos, pero que les iba á po- 
ner otra pensión, agregada á tas declaraciones indagadas 
y al informe minucioso de la madre de Carreño que corre 
de f. tJ3 á 61, arrojan fuertes presunciones de veracidad 
sobre el hecho de las contribuciones; presunciones que 
se elevan á un grado de verdad indisputable, teniéndose 
en vista lo declarado ppr el procesado al rospceio. Este 
dice á f. 10 que no les impuso contribuciones á los pre- 
sos, pero que tanto Carreño como Sarmiento dieron es- 
poniáneamcnie dinero para sus fuerzas; que Carreño dio 
como 800 pesos, y Sarmiento como 100. —Después de 
esta declaración no queda duda sobre ta imposición de 
esas contribuciones, pues no puede concebirse espontanei- 
dad en los. que las dieron, bailándose como se bailaban 
presos por él mismo que las recibió, y habiendo sido ya 
asesinado uno de los capturados por ta comisión que los 
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lomó presos, D, Ramón Costas, según aparece de las de- 
claraciones de D. Luis Rodríguez á f. I7 f de D. Ramón 
Angulo á f. 2ti y del misino procesa il o á f, to vía. 

3* Que es de todo punto inverosímil la escepcion alegada 
por parte del reo, de haber servido en las filas de Várela» 
cediendo á la presión de la fuerza; pues además de estar 
constatado en autos, como queda demostrado, que en sus 
escursiones sobre los Departamentos del Oeste en los años 
de 1866 y J8ti7 fué el jefe superior inmedialo de los ban- 
dos allí alzados contra las autoridades legales, circunstan- 
cia que rechaza absolutamente la escepcion alegada, según 
el testigo D. Ramón Angulo y la declaración ralilicada del 
mismo procesado, ha ido dste durante la rebelión á la Re- 
pública de Chile y vuelto otra vez á esta, pudiendo ha- 
berse quedado allí y escapado de los peligros que aquí lo 
rodeaban y le arrastraban á seguir la ola de la rebelión, que, 
según lo dice su defensor, envolvió en su corriente las 
masas de 1 Provincias. 

■i° Que respecto de la muerte de Aniceto Castro existen 
las declaraciones siguientes : 

Casto Poblcte á f. 71 \ta. dice: que el año pasado, sin 
recordar la fecha, arribó Butierrez á Hornillos con fuerza 
armada, y que al dia siguiente oyd decir de una ejecución 
perpetrada en el soldado Aniceto Castro por drden esclusiva 
de Butierrez, que lo tenia penado desde Vinchina por he- 
chos ilicilos que allí había cometido, y porque momentos 
antes de la ejecución habia dicho soldado acometido y he- 
rido al declarante y corrido á Doña Salomé Nieva. 

Francisco Vega, contestando á la pregunta relativa á la 
muerte de un soldado de Butierrez a f. 72 dice: que el 
año próximo pasado, estando un dia cuya fecha no re- 
cuerda en casa de D. Casio Po hiele, donde se hallaba un 
soldado de Butierrez llamado Anicelo Castro, sin haber un 
motivo, le tiró este un hachazo á un individuo con quien 
conversaba, que habiendo errado el golpe did con el con- 
chillo en Ja costanera de un corredor, lo que hizo que 
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el arma se le cayera de la mano, y levantándola nueva- 
mente acometió con ella al dueño de casa, en cuya cir- 
cunstancia salid el declarante á dar parte á Gutiérrez de 
este atentado* quien le dijo, algo injuriado, que lo iba á 
hacer tomar preso para ejecutarlo, por cuanto le trajo pre- 
vención desdo Vinchina, y que en la tarde del mismo ilia 
oyó decir que Butierrez lo había hecho fusilar al espresado 
Castro. 

Francisco Díaz, contestando á la misma pregunta, á f 
73 dice : que sabe y le consta que el año próximo pasado 
fué ejecutado y muerto un soldado de Elía» Butierrez por 
orden de éste, por atentados cometidos en Vincliina, los que 
le produjeron una reconvención de Butierrez y la amenaza 
de pasarlo por las armas si cometia oíros, y agrega: que 
estando él alojado en casa del cura en Hornillos, llegó lía. 
Salome" Nieva huyendo de Aniceto Castro que la corria, y 
al llegar á dicha casa quizo acometerla con el cuchillo, pe- 
ro que el declarante lo contuvo dándole una botella de vi- 
no, en cuya circunstancia llegó una comisión enviada por 
Butierrez y lo tomó preso, debiendo haber ejecutado! o 
allí mismo, según la órden quo Butierrez le había dado, 
pero que lo llevó al campamento y antea de llegar lo fu- 
siló. 

5" Que además de estas declaraciones corren en autos 
las de los testigos Luis Rodríguez y Ramón Angulo, quie- 
nes á f. 17 y 26 vta. declaran, que Butierrez hizo ma- 
tar en Hornillos uno de bus soldados; declaraciones que, 
sin embargo de no espresar el nombre del muerto, corro- 
boran las anteriormente citada?, pues convienen con ellas 
el lugar de la muerte, en la calidad de muerto (soldado 
de Butierrez ) y en la persona que lo hizo mal ir. 

0» Que no obstante «iuc ningún" í¿ estui» testigos apa- 
rece que hayan presenciado dicha muerte, pues deponen al- 
gunos de oídas y otros no dan razón de su dicho, el he- 
cho de la muerte de Aniceto Castro se halla confirmada 
por loa mismos testigos presentados por ta parte del reo, 
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conviniendo con los del sumario en las circunstancias que 
precedieron á dicha muerte, en el lugar de la ejecución y 
nombre del ejecutado, según consta de sus declaraciones 
corrientes desde f. U3 hasta 1 45 de estos autos. A loque 
se agrega que el mismo reo en su declaración indagatoria 
de f. 48 vía., pala- (¡ñámenle conliesa que di hizo malar uno 
de sus soldados en Hornillos, previo un consejo de guerra, 
por saqueos cometidos en Vinchina y por haber corrido con 
cuchillo á una señora; declaración que concuerda con las 
anteriores en las circunstancias que precedieron al acto, 
en la calidad del muerto, lugar de la muerte y persona que 
lo hizo malar; debiéndose notar además que todos los 
testigos dan por un hecho indudable la espresada muerte, 
y que los presentados por el reo, siendo vecinos de Hor- 
nillos, (como parece serlo también Poblele, Francisco Ve- 
ga y Tránsito Uaz) punto en que tuvo lugar ese hecho, 
si no fuera él cierto lo sabrian con evidencia: como igual- 
mente que por la parte del reo se reconoce la verdad de 
esa muerte por el tenor del interrogatorio que ha presen- 
tado á ese respecto y que corre á T. 108. 

7° Que si bien los testigos no han presenciado la muerte, 
han estado varios de ellos en el lugar de la ejecución y 
presenció uno la prisión de Castro, otro ha oido á Buüerrez 
que l« iba á hacer prender y matar; la declaración de 
Bulierrcz confesando que él hizo prender y matar á uno 
de sus soldados en Hornillos, que según su confesión de 
f. ... es el mismo á que se refieren los testigos; esta de- 
claración decía, agregada á las demás examinadas y á todas 
las circunstancias espresadas, constituyen la demostración del 
cuerpo del delito y basta para aplicarse al reo la pena se- 
ñalada por la ley; pues aquella confesión, en las condicio- 
nes espresadas, hace prueba completa, Tejedor, Derecho Cri- 
minal, lom. 2", páj. UG, leyes 2 y 4, líL 13, Part. 3». 

8° Que no obstante haber rectificado el reo su declaración 
al respecto, al prestar su confesión con cargos, diciendo, 
que él no ordenó esa muerte, sino que tomó preso al sol- 



28 FALLOS DE LA SUPREMA COftTE 

Jado y lo entrego á Guevara que era el gefe de Jas fuerzas 
i que el dependía, oyendo decir que este lo halda muerto ■ 
y al contestar la reconvención que se le hace sobre esa' 
muerte con la lectora de | as derlaracioi.es relativos c-n las 
que se espresa el nombre del soldado muerto, diciendo 
que la rcchlieacion hecha restablecía la verdad d.' ese In- 
clín; que si en su declaración dijo, que él lo hizo fusilar 
fue una equivocación ; que lo que quiio decir fué, que ¿I 
rué en cierto uio.lo el que hho que le mataran, no porque 
quinen que lo maten, sitió porque fi fué quien lo puso 
preso y entregado al gefe Guevara quien lo hizo matar 
aegim había oído. - No obstante esta rectificación, decia l« 
responsabilidad del procesado por esa muerte queda subsis- 
tente: IM'orque es inverosímil é inconcebible que pueda 
haber sufrido una equivocación tan sustancial al declararse 
autor de esa muerte, tanto mas si se tiene en vista, que 
al hacer esa declaración espresa las razones que á cito lo 
indujeron, y que esto lo hizo previo un consejo de guerra- 
» l'orquc no ha probado lo conirario en el término competente 
y desvanecido la prueba acumulada en el sumario al respecto- 
8° Porque no lia probado tampoco que Guevara fué el gele 
superior de las fumas á que él pertenecía cuando ocurrid 
esa muerte, pues aunque uno de sus testigos, Itamon Nieva 
declara que Guevara era el gefe del campamento, esto no 
quiere decir que era el gefe superior de las fuerzas; cons- 
tando por el contrario de autos que cuando se ejecutó esa 
muerte, fué Butierrez, et gefe de las fuerzas rebeldes, se. 
gun aparece de las declaraciones de los testigos I» 'l mis 
Rodríguez y I». Itamon Angulo, quienes lo presentan en ese 
carácter en la relación que hacen de los hechos ocurridos 
en los Departamentos del Oeste en los años IHlRj y I8t>7 y 
a 1. 60 y tíi los mismos dicen, que en los misinos años 
se titulaba Mayor y Comandante á las órdenes de su Ge- 
neral Várela, á quien solo reconoce por superior; ciretins- 
«anc.a que unida á los hechos confesados y constatados de 
haber ordenado la prisión de Castro, de haber prometido y 
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amenazAdolo con la muerte y de haberlo enviado preso al 
campamento, no deja duda de que es el verdadero autor 
de ella. 

P Que la retractación que importa esa rectificación en el 
presente caso recae sobre una confesión que satisface todas 
las condiciones de credulidad que se requieren, pues con- 
cuerda con tos antecedentes acumulados cu el sumario al 
respecto, y por consiguiente debe aplicársele el principio 
de que una declaración tardía del acusado, dada solo en 
su propio interés, no puede destruir una prueba completa 
primitivamente presentada, á menos que se produzca sobre 
ella una prueba completa, lo que no se ha hecho por parle 
uVI reo. (Jliitormnyer. Tratado de la prueba en materia 
criminal, Cap. XXXVII.— De ia retractación déla confesión) 
IG" Que es «le todo punto inadmisible la doctrina desen- 
vuelta por el defensor del reo, de que ha'jéndosc con esa 
muerte castigado á un criminal y pretendido aflamar la 
moral y el orden en una Tuerza de suya predispuesta al 
crimen, no debe aplicársele el rigor de la ley- pues acep- 
tada esta doctrina quedaría establecido al principio mons- 
truoso, de que un delito puede servir de escusa á otro 
delito. Buiierrcz en virtud del delito de rebelión era el gele 
de la fuerza á que pertenecía Aniceto Castro ; delito que 
no dándole autoridad legal para ordenar la muerte de nadie' 
no puede de ningún modo disculpar la que ordenó en eí 
espresado soldado. Ni puede decirse que Buiierrcz procedió 
en ello de buena fe*, porque debiendo comprender que co- 
metía un detilo revelándose contra el Presidente de la Re- 
pública, no puede haber dudado de que carecía de autori- 
dad legitima para ordenar esa mucrte.-A lo que se agrega, que 
la doctrina contraria á la sostenida por el defensor del reo, des- 
conociendo toda autoridad absolutamente en el rebelde, lo deja 
en la imposibilidad de reunir y conservar fuerzas para sus 
fines y previene un delito harto frecuente entre nosotros 
nasla hoy, pues nadie lo seguirá por temor, que suele ser 
el resorte ordinario para hacer fuerzas- 
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Y omitiendo oirás consideraciones en hecho y en derecho 
que de los autos surgen, declaro: que el procesado Mías 
ISutierrez, es reo de) delito de rebelión con las circunstancias 
agravantes que quedan arriba designadas, y de homicidio 
perpetrado durante la rebelión en la persona de Aniceto Cas- 
Iro; y definitivamente juzgando, fallo: que debo condenar, 
como en electo condeno al espresado reo á la pena ordi- 
naria de muerte, de conformidad al art. 18 de la ley pe- 
nal de fi de Setiembre de 1863, y leyes I a , tít. 21, lib. 
12, N, R. y 2» tít. 8°, Part. 7 a , con mas el pago de las cos- 
ías procesales. — Hágase saber. 

Arscnio Granillo. 

Apelada esta sentencia por el reo, fue" revocada por el 
siguiente : 

Fall» 4* ta Suprem. lorie. 



Buenos Aires, Marzo 31 de 1870. 

Visloa : Considerando que de autos resulta plenamente pro- 
bado, como se demuestra en la sentencia del Juez de Sec- 
ción, que et procesado ha sido un caudillo principal de 
la rebelión de Felipe Várela, encabezando movimientos para 
favorecerla aun antes de que este invadiese la República 
desde Chile; que ha sostenido combates con las fuerzas 
ñcles al Gobierno; que lia causado estragos, poniendo en 
peligro la vida de los ciudadanos, y exigido contribuciones 
por medios violentos, lo que lo coloca en el grado de cri- 
minalidad que establece el artículo quince de la ley penal de Ja 
Nación de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 
Considerando también en cuanto al homicidio de que es acusa- 
do: que no existe plenamente probado ni el cuerpo del delito, ni 
que Elias Butierres lo hubiera perpetrado, porque para establecer 
lo primero es necesario que constase de una manera indudable 
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que el soldado Aniceto Castro había sido fusilado cd Hor- 
nillos, no habiendo en la causa ni un solo testigo que hu- 
biese presenciado la ejecución, ni aun que hubiera visto su 
cadáver; siendo tanto mas necesaria la prueba plena, cnanto 
que el hecho de haber mandado el gefe de una fuerza que 
se ejecutase un hombre de los mismos que capitaneaba y 
el haberse cumplido esta órden, es muy fácil de probarse, 
por cuanto no ha podido tener lugar sino 1 con la interven- 
ción de varias personas. Que sin la plena prueba del cuer- 
po del delito, la confesión del reo no es bastante, y meóos 
en el presente caso por haber contradicho en su confesión 
de toja setenta y seis lo que declaró en la indagatoria de 
foja cuarenta y dos vuelta, que hito fusilar en Hornillos uno 
de sus soldados . Que de los testigos que declaran sobre este 
hecho, ninguno afirma que haya presenciado la ejecución, ni 
que Ituiierrcz hubiera dado órden para que se fusilase, limi- 
tándose los del Sumario don Casto Poblcle, Tuja setenta y 
una voclta, á que oyó decir que el procesado había man* 
dado fusilar al boldado Aniceto Castro ; don Francisco Ve- 
ga, foja setenta y dos, que habiéndose quejado de la con- 
ducta de dicho soldado á Bulierrez, éste le dijo que lo iba 
á hacer tomar preso para ejecutarlo, y que en la tarde del 
mismo dia oyó decir que lo había hecho fusilar; don Trán- 
sito Díaz, foja setenta y tres, que presenció la prisión de 
Aniceto Castro, que lo condujeron en dirección al campa- 
mento, diciendo además que antes de llegar á él lo fusila- 
ron sin manifestar el modo como lo supo; mientras que 
los testigos del plenario Don Ramón Nieva, foja ciento y cua- 
renta y tres, Don Claudio Rodríguez, foja ciento cuarenta 
y tres vuelta» y Don José Castillo, foja ciento cuarenta y 
cuatro, declaran también de oídas que el soldado Aniceto 
Castro fue* preso por Gutiérrez y remitido al campamento 
A disposición del Comandante Guevara y que allí fué fusi- 
lado. Que no existiendo mas prueba en el proceso sobre 
este hecho, es de tenerse presente las prescripciones de la 
ley doce, titulo catorce, partida tercera y otras concordantes para 
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aplicarse la última pena. Por estos fundamentos y los relativos al 
delito de rebelión que contiene la sentencia apelada de fcja 
ciento cuarenta y nueve vuelta, se revoca, declarándose que 
está plenamente probado el delito de rebelión de que es acu- 
sado Ufas nutierrez con las circunstancias agravantes es- 
presadas en el artículo quince de la Ley Penal citada ; y en 
consecuencia se le condena á diez años de esirañam ionio, y 6 
la mulla de seis mil pesos fuertes, con mas las costas y 
costos procesales, y comunicándose al Poder Ejecutivo, de- 
vuélvase la causa. 

Salvador María del Cáhuil. —Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — Uenito Cabiiasco 
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caí.».* mi. 



Di Látaró Arbacety pmtra D. Remedios Maio , por 
cobro ite pesos. 



Sutmirto.-- I" Conviniéndose en un contrato Je obras que 
e) precio se designe |>or peritos, las partes llenen el deber 
de sugetarse ú su tallo, no probándose i|ue procedieron 
con dolo al hacer Ja estimación. 

2 o Estando conformes los dos peritos nombrados por las 
partea, es innecesaria la intervención de un tercero. 

3° El litigante temerario debe ser condenado en las cos- 
tas del juicio. 

Caso. — D, Lázaro Arhazety, italiano, demandó ante el Juez 
Nacional de esta Sección, á I). Remedios Merlo, argentino, 
diciendo que habían contratado la construcción de un edi- 
ficio y otras obras en el establecimiento de campo de Merlo, 
Partido de San Vicente. 

Que el trato fué obligándose Arbazety á poner algunos ma- 
teriales y la obra de mano, herramientas, peones, manten- 
ción, etc. y siendo de cuenta de Merlo los materiales que 
se invertíerao. 

Que Merlo se obligó a* pagar el importe que asignasen 
peritos tasadores, nombrados por las partes v un tercero en 
caso de discordia. 

X. IX 3 
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Que hecho el «dilicio, no ha podido conseguir que Merlo 
cumpla la úllima parle del contrato, por lo que pedia que 
se le ordenase nombrar un perito, proponiendo por su 
parte a D. Pedro Cabra). 

Corrido traslado, el procurador Uoyhenard por Merlo con- 
testé que los peritos se nombraron y verificaron la tasa- 
ción siendo D. Miguel Cabrera el nombrado por su parle y 
U. José* M. Baca por la de Arbazety, y que la tasación es 
la que adjunta y corre de f. 13 á 19 con una suma de 
73,119 ps. 7 cts. que no tiene inconveniente en abonar 
previa deducción de lo recibido por Arbazety. 

Que ademas, como Arbazety to confiesa, los gastos de 
mantención deben correr por su cuenta, y que como ellos 
han sido suministrados por Merlo á ti personas, durante 20 
meses, lo que, calculando á 10 pesos diarios por persona, 
hacen la suma de 30,000 pesos, lo contrademanda por esta 
cantidad. 

Pidió se condenase á Arbazety: 

l u A pasar por la tasación hecha por los peritos Baca y 
Cabrera con costas y 

2» A pagar la suma de 36,000 pesos por alimentos i él 
y los suyos, 

Corrido traslado de la contrademanda» Arbazety contestó 
y amplió so demanda. 

Contestando dice que los alimentos han debido ser su- 
ministrados por Merlo, porque es de práctica que el que 
encarga una construcción en el campo dá los alimentos 
necesarios á los constructores, mucho mas cuando el valor 
de la obra deba pagarse según tasación, y que de esa obli- 
gación no podría librarse sin un convenio especial al res- 
pecto. 

Que los alimentos suministrados por Merlo lian consis- 
tido solamente en parte de un carnero diario que se ma- 
taba para U gente de Arbazety y de Merlo que tenia mas 
de 10 personas en sa casa. De manen que meaos de la 
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de un carnero se cobra por 60 pesos, lo que es 
temerario é inadmisible. 

Ampliando la demanda, la hizo estemsiva á veinte mil pe- 
sos mas, procedentes : 4,800 de sueldos de su esposa que 
había servido de cocinera y lavandera de Merlo, durante 
16 meses á 300 pesos mensuales, y el resto gasto hecho 
en coñac, vino, calé, azúcar etc. dorante se conlruia la 
obra, tos que, dice, deben pagarse por Merlo que tenia 
el deber de darles alimentos. 

Volviendo sobre las tasaciones dice que tiene el dere- 
cho de rechazarlas; 

I- Porque Jas tasaciones judiciales pueden recliasar&e cuan- 
do se han hecho con error, dolo ó impericia; 
2 o Porque conticneu omisiones; 

3» Porque no han sido aprobadas por un tercero como 
era lo convenido; 

• Porque Baca y Cabrera mas han atendido á las ins- 
trucciones de su contrario que á lo que les decían sus 
conocimientos. 

Pidid se redíame la contrademanda y se aceptase la 
ampliación á su demanda. 
Üuyhenard, contestando Ja ampliación dice: 
El contrarío se contradice pues en su demanda, afirma 
que era de su obligación Ja mantención de los peones v 
en la ampliación lo niega. 

Que no existe la costumbre que sostiene, j que si eiis- 
nera la ha renunciado como consta de la demanda que 
es una confesión voluntaria de los hechos que enumera 

Que es incierto que la esposa del demandante haya pres- 
tado los servicios que pretende ; pues siempre Merlo ha 
tenido en su casa lavandera y cocinera. 

Que lo que cobra no es el valor de un carnero como 
se supone, sino también todo lo demás que constituye el 
alimento, como galleta, vino, azúcar, etc., que han «do 
suministrados á Arbazety. 
Con la prueba producida por I» partes te dicto este 4 
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F*ll» *el Ju«i de SrrclM. 

Buenos Aires, Febrero 2 de 1870. 

Víalos: Estos autos seguidos entre t»l ciudadano estraii- 
yero l>. Lázaro Arbazcty y el ciudadano Argentino D. He 
medio» Merlo, por cobro de cantidad de pesos, procedente* 
üe trabajos de albañilería practicados por el primero en el 
establecimiento de campo del último, situado en el Par 
tido de San Vicente y resultando ¡ 

\ ú Que consta por confesión de ambas partes que Arba- 
zety trabajó algunas habitaciones y algunas otras obras de 
albañilería, previo convenio en que se obligaba por su 
parte á poner loa materiales que se detallan en la cuenta 
de I :i, \d obra de mano , herramientas peones , manten- 
ción etc., comprometiéndose Merlo á satisfacer por dichas 
obras Ja cantidad en que las lazasen dos peritos tasado- 
res que nombraría uno por cada parte y un tercero en caso 
de discordia. — ( Escrito de demanda). 

U«c Arbazety mani tiesta eti su demanda que Merlo se 
negó á arreglar amistosamente sus cuentas, lo que Jo po- 
nía en caso de exigir judicialmente el cumplimiento de lo 
convenido. 

> Uue Merlo contestando á la demanda acompaña las ta- 
saciones corrientes de i', lll á 19 que fueron practicadas 
por los maestros mayores I). Miguel Cabrera y D. Jos*í 
M. Baca, que, con arreglo al convenio, fueron nombrados uno 
por cada parle, y pidió se compeliera á Arbazety á estar 
por dicha tasación, y al mismo tiempo fundándose en que 
el mismo Arbazety confesaba cu su escrito de demanda que 
la mantención de peones era de su cuenta, lo contrade- 
ii andaba por los alimeutos que habia suministrado tanto á 
Arbazety, como á su familia y peones. 

& Que Aíbaaeiy opone que no puede admitir las tasa- 
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cioncs.— I* Porque en las mismas tasaciones judiciales es 
lícito no aceptarlas cuando inedia error, dolo ó impericia.— 
2 o Porque no incluyen lodos los trabajos, 

3 o Porque no fueron aprobadas por un maestro tamo co- 
mo debieron serlo según convenio. 

Í° Porque los maestros mayores atendieron mas á Jas ins- 
trucciones de Merlo que á sus conocimientos periciales; 
de lodo lo cual concluye que deben nombrarse nuevos 
peritos. 

5* Que no ost ¿ probado que se hubiesen omitido en las 
tasacionos aígnnos otros trabajos que hubiera hecho Arba- 
zeiy, constando «al contrario por las declaraciones de los 
maestros mayores á f que Arhozely no manifestó que se 
lnibiese padecido dicha omisión, manifestándose al contrario, 
conforme con las lalaciones, á todo lo cual se agrega que 
los trabajos que dice Arbazcly no están comprendidos en 
las tasaciones, están incluidos en éstas como lo demusslra 
el maestro mayor Baca en su declaración citada. 

6 o Que aunque Arbazety confesó en su cscrilo de deman- 
da que la mantención de los peones corría de su cuenta 
y está probado que Merlo fes suministraba parte de los 
alimentos; sin embargo, de las declaraciones citadas de los 
maestros tasadores se colije claramente que las tasaciones 
se han hecho, tomando en cuenta que Merlo había dado 
la mantención. 

7" Que no ha probado que los tasadores procediesen con 
dolo a) hacer la estimación de las obras. 

Y considerando: t° Que con arreglo al contrato el pre- 
cio de las obras debe ser estimado por peritos nombrados 
uno por cada parte y por consecuencia, nombrados como 
fueron los maestros mayores Cabrera y Baca, debieron los 
contratantes someterse á la estimación que aquellos hicie- 
ron, y en caso de discordia á lo que resolviesen asociado 
á un lereero. 

2" Que habiendo sido hecha la estimación de común acuer- 
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do, no babu razón para que se diera intervención á un 
tercero qae tolo debía nombrarse en caso de discordia . 

»° Que no estando probado que se hubiesen omitido al- 
gunos trabajos al hacer las tasaciones, ni que para esto 
hubiese mediado dolo, las cuentas entre ambas partes que- 
daban terminadas según el convenio por el acto de los 
peritos, Unto mas cuanto qne Arbazctv no manifestó opo- 
sición á ellas, ni por las obras que "dice no fueron in- 
cluidas ni por e! precio en que fueron estimadas, siendo 
de notar que respecto del último punto, como concerniera.» 
a su arte d profesión no puede alegar ignorancia, y que 
aunque el precio fuese módico, debía someterse á él* por- 
que la primera ley en los contratos es la voluntad de la» 
partes, y la voluntad de ambas fué pasar por lo que de- 
terminaran dos peritos. 

4° Que adoptando por otra parte el medio propuesto por 
Arbazety, no se conseguiría la solución definitiva de la cues- 
tión pendiente, por cuanto con el mismo derecho con que 
pretende objetar como bajas las tasaciones actuales, podría 
objetar las que se practicasen nuevamente . pudiendo á su 
vez la parle de Merlo objetarlas como elevadas, sin poder 
calcular cuando terminaría tal proceder, sind es cuando am 
has partes se pusiesen de acuerdo, en cuyo caso sería inú- 
til Is estimación pericial 

5° Que la prueba producida, como así mismo el silencio 
observado por Arbazety respecto de las tasaciones al dedu- 
cir su demanda dan á esta el carácter de temeraria. 

6 n Que la contrademanda es inadmisible, puesto que, com^ 
se dejó establecido anteriormente, al hacerse las tasaciones 
se tuvo en vista haber Merlo suministrado la mantención, 
aunque no pueda decirse temeraria por cuanto las lazacio- 
nes no espresaban aquella circunstancia, 

Por estos fundamentos. Tallo absolviendo á í>. Remedios 
Merlo de la demanda interpuesta por D. Lázaro Arbazety, 
á quien se condena en las costas del juicio, y declarando 
que Merlo solo está obligado i pagar á Arbazetv la canil- 
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dad á que ascienden las tasaciones de f. 13 á 18, con de- 
ducción de las cantidades entregadas i cuenta» y abonar 
sobre el saldo el interés desde la demanda con arreglo á 
la lasa que naga el Banco de la Provincia. — Repóngase los 
sellos. 

Manuel Zavaleia. 
Apelada esta sentencia por Arbazety, futí confirmada por el 

Fall» de ta Ihhwi C«t*. 



Buenos Aires, Abril 2 de 1870, 

Vistos ; Por sus fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada «Je foja ciento veinte y siete vuelta; y ta- 
iiafcchas y repuestos los sellas, devuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Carrazgo 
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fion Miguel Ballesteros eontra Soubiron u f,V, 
fwr cobro de pesos. 



Sumario. — El artículo séptimo del Reglamento de 1813. 
al establecer el arbitramiento matulo el asunto es demasiado 
difícil sobre cuentas, no se refiere á las cuestiones sobre 
cumplimiento de ei>n tratos cserilos ni á la verdad o falsedad 
de los hechos que motiven las cuentas presentadas por las 
partes. 



Caso, — El Procurador Ra reos por I). Miguel Ballesteros, 
argentino, demandó á So ti bi ron y <>., eslrangeros, por la 
cantidad de 35,241 8 m e. provenientes de saldo en una 
negociación de pasto. 

Acompañó como justificativo, varias cuentas. 

Corrillo traslado, el Procurador Frugoni, negando las cuen- 
tas presentadas, contraje mundo, por Soubiron y (?.. á Don 
Miguel Ballesteros, peí la suma de 7.» 43 $ m/e. saldo que 
arroja la cuenta que por su parle presentó. 

Con la prueba producida por las partes, se dieló* este ¡ 

F«ll» úrl Jyn flrc*l«Ml. 

Buenos Aires, Febrero 33 de 1870, 

Considerando : — I o Que la presente cuestión versa sobre 
cuentas y olrece dificultades y diferencia graves para cuya 
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resolución se requiere intervención pericial : — 2° Que á ca- 
sos de esta naturaleza es aplicable la disposición contenida 
en el art. 7° del reglamento de Administración de Justicia 
de 6 de Setiembre de 1813 vigente, en esta parte y de apli- 
cación constante en los Tribunales de esta Provincia. — 3* 
Que en consecuencia con arreglo á la última parle de ta 
citada disposición, las dificultades ó diferencias pendientes 
deben resolverse por arbitros arbilradores y amigable» com- 
ponedores. 

Por estos fundamentos:— fallo declarando que la presen- 
te causa es de arbitramiento forzoso, ordenándose en conse- 
cuencia á las parles comparezcan á nombrar los árbitros ar- 
bilradores y amigables componedores que deberán resolver 
la. — Repdnganse los sellos. 

Manuel Zavakta. 

El Procurador Barcos apeló en relación diciendo qup la 
lev de 1813 no liene aplicación en este caso: 

I o Porque esiá en desuso; 

2* Porque esa ley es solo para lo civil; 

W Porque el ari. 7» se refiere á las causas difíciles co- 
mo las de rendición de cuentas de aluaceas ó socios, ó á 
las escandalosas como las de separación de gananciales, en- 
trega de bienes dótales de. \ que esta cuestión ni es di- 
fícil ni escandalosa. 

4» Porque el Código de Comercio es la tínica lev sobre 
la materia, y si Ja ley de 1813, comprendiera los 'comer- 
ciales estaría derogada por el Código. 

Que ademas el .hiez, conociendo de la causa, ha recono- 
cido su jurisdicción de que por su sola voluntad no puede 
desprenderse — y que si la resolución fuera justa, resultaría 
un ano perdido, gastos para poner el espediente en estado 
de semencia y 20 ó 30 mil pesos mas para pago de peri- 
tos, lo que no vale la cuestión. 
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Buenos Aires, Abril 5 de 1B70. 

Vistos: Considerando que la proseóte cuestión versa so- 
bre el cumplimiento de un contrato escrito, y sobre la ver- 
dad 6 falsedad de los hechos que motivan las cuentas pre- 
sentadas por las partes : que para apreciar estos hechos «< 
ha recibido la causa á prueba, se han producido las que 
han creído los interesados convenirles y alegado sobre ellas: 
que en tal caso lo que corresponde es que el Juez pronun- 
cie semencia apreciando el valor jurídico qne tenga Jo ate- 
gado y probado : que no son estas dificultades á las que se 
refiere el artículo séptimo del Reglamento de mil ochocien- 
los trece al establecer el arbitramiento cuando el asunto es 
demasiado difícil sobre cuentas ó que requiera la interven- 
non de peritos: se revoca el auto apelado de foja ciento 
cincuenta vuelta y satisfechas las costas y repuestos los »e- 
llos, devuélvanse. 

Salvador María bel Carril. — Kbas- 
cisco Delgado. — Iosé Barros Pa- 
zos.— Besito Carrasco, 
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CAUSA uxin 



El Convento de Sanio Domingo de Mendozi, contra Don 
Gabriel Fornes* por cobro ejecatim de pesos 



Sumario: — i« Las escrituras públicas traen aparejada 
ejecución presentándose testimonio en forma. 

2 o Presentándose un tí lulo que trae aparejada ejecución 
el Juez debe dictar auto de sol vendo conira el deudor. 



Caso.— En 15 de Julio de 1840, don Bernardino Foraes, 
español y vecino de Mendoza, otorgó escritura de obliga- 
ción á favor del convenio de Santo Domingo por el rédito 
de cinco por ciento anual en ta cantidad de 500 pesos, 
cuyo rédito debía ser pagado el I* de Julio de cada año, 

* bien entendido que no satisfaciendo el rédito al tiempo 

* que previene el derecho, se le ha de poder obligar i la 
i solución del principal y réditos devengados, ejecutivamente!. 

El 28 de Abril del año de 184$, don Pascual Roiz apo- 
derado del convento, se presentó al Juzgado Nacional 
demandando ejecutivamente á don Gabriel Fornea, heredero 
universal de don Bernardino, diciendo que loa réditos no 
se habían pagado anteriormente, y que aun toa del último 
año vencido el 1° de Julio del 68, todavía se estaban de- 
biendo; por lo que, á mérito de las cláusulas de Ja es- 



44 fallos de la suprema corte 

entura, demandaba á Forues al pago «1 o I cabial, intereses 
y cosías, y pedía auto fin solví- ndn. 

El amo de sotando se dictó, con la reserva de que s 
raion derecha tuviera el demandado para no pagar, la dedu- 
jese deniro del tercero día. 

Dentro del término, tornos se opuso á la vía cjeciniva, 
diciendo que la escritura era un contrato bilateral, y que 
solo en juicio contencioso podría averiguarse si era ó na 
ciijible el capit.il. 

Que lia pagado los réditos, al punto de no deber un 
solo peso, como lo demostraría enn los recibos que obran 
en su poder, y que siendo esto así, con arreglo :'i la es- 
critura no se le podia exijir el capital. 

Corrido traslado sin perjuicio de la oposición, Ruiz dijo 
que tornes debía presentar los recibos, y entonces contes- 
taría, j en un otrosí pidió se agregara copia de unas posi- 
ciones absueltas por Parnés cu un juicio anulado, relativo 
á este mismo asunto. 

Los recibos fueron presentados por Fnrnes y en ellos 
conMa que en el ano 0:1 pagó dos anualidades y se le dis- 
penso una por las /islas razones que bahía espuesto; qué 
las anualidades del (15 y VAS linbitiu sido pagad. is 1 *2H de 
Mirero del 67, que la anualidad vencida n Julio del <í7 
luó pagada el cinco de Diciembre del mismo año, y que 
la del íí« había sido pagada en Mayo :[ del (Hí, después 
d« iniciado este juicio. 

En (as posiciones confesó Fornes que romo mi año des- 
pués del terremoto, se le cobraron los réditos do dos años, 
que hizo presente las pérdidas sufridas, \ que, en consi- 
deración á esto y á la relijiocidad con que había cubierto 
los réditos anteriores, se te rebajaron los correspondientes 
á un año; que la costumbre observada pura el pago era que 
vencidn el año, se le mandaba del convento el recibo que 
eta pagado por el absolvenle, y que solo había guardado 
los últimos recibos. 



DE JUSTJCJA NACIONAL. 4í> 

A solicitud de ítuiz el Juzgado do hizo lugar á esta ar- 
ticulación y dictó auto de solvendo. 

Ciiado de remate el ejecutado, se opuso á la ejecución, 
repitiendo las razones ya aducidas, agregando que la canti- 
dad que se le cobra no es líquida, y que para liquidarla 
seria necesario un juicio ordinario, por lo que oponía la 
excepción de inhabilidad del titulo. 

Kuiz contestó que de autos constaba que tornes no babia 
cumplido con las obligaciones contraídas en la escritura, y 
que por lo tanto, con arreglo á ella había llegado el caso 
de que se le obligue á la solución del capital. 

El Juzgado pronunció el siguiente : 



Fallo 



Mendoza, Noviembre áfl de 1869. 

Y vistos- Este juicio principió ejecutivo, el deudor se 
opuso á este trámite alegando que se debía ordinarizar á 
virtud que el titulo porque se ejecuta es un contrato bi- 
lateral que contiene obligaciones reciprocas, y porgue el 
deudor no debe nada por rdditos devengados ■ que solo la 
prueba puede dejar establecida la verdad de estas dos ase- 
veraciones. El Juagado no hizo lugar á esta articulación 
y á la vez mandó llevar adelante la ejecución por su reso- 
lución del 2 de Julio del corriente ano, corriente á foja 22 
vuelta. 

Citado el reo de remate sale oponiendo falsedad del & 
tulo fundado en las mismas razones que espuso, cuando 
trató de contrariar la vía ejecutiva sin mas agravación que 
Ja cantidad que se persigue no es líquida, que solo á 
virtud de una liquidación se puede arribar á un resultado, 
el cual es obra de un procedimiento ordinario y no eje- 
cutivo. 
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Recibido la excepción á prueba por el encargado de la 
ley, no se ha hecho mas que reproducir la prueba ren- 
dida, durante el trámite del articulo fallado. 

Considerando: 1° Que el valor porque se ejecuta es li- 
quido, desde que la misma escritura de f, I a es Ja base 
de liquidación existente en autos según el articulo 243 de 
la ley de procedimientos, 2*. Que este es caso resuelto por 
seuleneia suprema de 38 de Setiembre de este año, t (02, 
al confirmar la de remate de once de Junio, f. 80 del mismo 
ano en espediente ejecutivo promovido por don Eugenio 
Bustos contra don Gabriel Fornes como liador de don Clau- 
dio Monlerola, 3" Que si bien es cierto, que la eicep- 
cion de falsedad del título es admisible en el ejecutivo, 
esta excepción e.itá mal opuesta, ni existe tampoco en au- 
tos, una vez que el titulo no carece de solidez y firmeza 
ni na sido redargüido de falso civilmente por ninguna de 
las cuatro causas, á saber: eficiente, material, formal y 
final, que pueden hacerlo nulo ó insuficiente para ejecu- 
tar, i" Que contra ta vía ordinaria que reclama el eje- 
cutado pesa la resolución homologada del 2 de Julio del 
año actual. 

Por estos fundamentos declaro : Que la excepción opues- 
ra no tiene lugar, con costas. Por tanto, pronuncio sen- 
tencia de (ranee y remate, mandando que la ejecución siga 
adelante por lodos aus trámites de derecho hasta llegar á 
hacer efectivo el pago al acreedor por capital, intereses y 
costas, pues asi lo tengo mandado por mi auto de sol- 
vendo, con reserva de su derecho al ejecutado con arreglo 
al artículo doscientos setenta y ocho de la ley de Proce- 



dimientos. Repóngase. 



Juan Palma. 



Apelada esta sentencia por Fornes, fué conGrmada por el 
siguiente : 
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Uuenus Aires, Abril 5 de 1870. 
Vistos : Considerando que la escritura de foja primera es 
2 tí " C,1 7 e,,í, : '« uft '™ ^«ejada ejecución con arreglo á 
los ámenlos doscientos cuarenta y ocho y doscientos cua- 
oota y nU cve de la Ley de Procedimientos y por le tanto 

aruculo deseemos encuerna y dos de la misma ley. Que 
a excepción opuesta por el deudor < inhabilidad del titu- 
lo * no es admisible por cuanto no niega que por su culpa 
s* ha hecho esijiWe el principal de la* deuda P presento 
ceibos, por los que coosia q H e no ha cumplido con la 
obl.gac.on que se impuso de pagar los intereses en el dia 
señalado equivaliendo esta condición a' plazo en que de- 
¡m vendarse el pago de la deuda, que reviste las condi- 
ciones del artículo ( doscientos cuarenta y ocho de la citada 
ey . por estos fundamentos se confirma con cosías la sen- 
enea apelada de foja treinta y ocho, y ^fechas las 
de esta instancia y repuestos los sellos, devuélvase. 

Salvado* Manía del Carril — Fkas- 
cisco Delgado-José Barros Pa- 
íob— Benito Carrasco. 



Sumario. — 1° El hecho de levantar Tuerzas para deponer 
a las autoridades nacionales constituye el delito de rebe- 
lión. 

2v Los que ejercen un mando subalterno en la rebelión 
pueden ser penados con mil pesos fuertes de mulla, costos 
y costas procesales. 



Caso. — El Gefe de Poliiía de Mendoza puso á disposi- 
ción del Juez Nacional, á Casiano Videla, con un oíhio en 
que decia que babia sido comandante de un escuadrón del 
ejército rebelde, habiendo cometido toda clase de depreda- 
ciones, mandado robar ganados y caballos en las haciendas, 
y que en San Juan babia cometido i n finitos robos. 

Llamado ¿ declarar el procesado, dijo que cuando se crea- 
ban los cuerpos para man liar á San Juan había sido obli- 
gado por su hermano el Coronel Yldeia á mandar un re- 
gimiento. — Que estuvo en la batalla de la Rinconada, y 
después del triunfo había dado á su tropa las comisiones 
que le pedia el Coronel Videla. — Que cuando volvieron de 
San Juan, su regimiento marchó también á San Luis, se encon- 
tró en la batalla de San Ignacio, y en la noche, después de 
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Ja dmola, se dispersó su fiouie > el mhwls volvió á Men- 
tía por barí |.i,is. |.asi.inlu e„ ^..ida a ( ;|iilü de donde |,a- 
l'W vuelto can la (fo $ prcsnuurse tan | Uí ., () Cümu 
i-miinra i|meij ludihisi: por él. 
. 1:1 lW¡id»r I-'Ím-üI p.di, <, f ,,lra e! Wü ja na dtf & 

u*f do fetlOTQ y A L üOüOde híuI^ considerando de re- 
bdM>n el ddito cometido. 

l>mte*mn m ® % IMé m mmhM4 la persona M Pro- 

eidero *0 «diftM el üi Jilo .^..etido, pidiendo el. eon- 
wmetm* «mu» el reo la pena de dos anos de servicio 
•«M«ar ■. ,yi. ;¡uo de muM, 

En la «densa el reo se escusó diciendo H m había sido 

a l"/' sii,r smi ™ 1.0 Labia hecho 

- « '«•"'<:• ni -ne.oh, rul,.«. ni venciones de ,üo gB « 

,Ut "' » C «M» W bien en garantir las Jim,- 

iim v las propiedades de los .vanee, de I, revolución 

de la prueba se iraid de demorar 
.|ue el reo bahía robado en San Juan un coche pertene- 
ciente a un Señor Espinela. 



r»llo del Jiiea §r«cional. 



Mendoza, Octubre 13 de 1*09. 

Y vistos: -^Casiano Videla se ha procesado en su rol de 
comándame de un linimiento de caballería de Guardia Y- 
nnnal ,¡ue renando en la rebelio;, m ^.iiicipiú el de 
W.uhre de IWHJ. _ KJ .osado ha formado '«.n su Hc- 
prnicmo en los cámbales de la .ehdion. Rinconada v .San 
■b'uwi", izándose en seguida para Chile en unión de sus 
compam-rns diversos. 

Tibien se acusa á Videla de «acciones' i rolms por 
medí., de r»mibit»iu-« a nln. izadas <|ue desprendía 
ma gente dei cuerpo que mandaba. 
t. i\ 

4 



SO FALLOS DE LA Si l»HEMA CÜHTE 

Dos fiscales acusan. — Kl uno calilica rey dé rebelión á 
Casiano ViuVIa por lia lie r ejercido un manilo subalterno en 
la cruzada de Mendoza á San Juan y de aqui á San Ignacio. 
Se pide, la pena de 5 años de destierro y 2000 j¡(. á lavor 
d.-l Tesoro Nacional conforme al art. 16 de la ley de 14 
de Setiembre de I8G3. 

Oiro fiscal sucesor de aquel, sin lijarse que la acusación 
obraba ya en la causa, atenuando la culpabilidad del reo, 
esta porque la pena se reduzca a dos años de servicio mi- 
litar en la frontera, conmutables en 300 $t a beneficio del 
Erario .Nacional, con arreglo al arl. 23 de la lev del caso. 

Kl acusado se descarga con que no ha sido revoluciona- 
rio, menos rebelde ni sedicioso, por cuanto no ba concur- 
rido su voluntad ni podía oponerse ;í la fuerza y órdenes 
reiteradas de su hermano e) Coronel Don Juan de í>ios Vt- 
dela que era el Cele del ejército revolucionario. Niega que 
haya ordenado depredaciones ni sacado auxilios para su tro- 
pa, que por el contrario mas bien se ha ocupado en ¿t- 

lantir personas y propiedades de los avances de la revolu- 
ción. 

Considerando; — !" Que el presente reo esl:i convicto y 
confeso de haber figurado en la rebelión con un mando su- 
balterno, pues era Gefe á quien obedecía un regimiento de 
Cuardias Nacionales en armas contra la Nación;— 2 Ü Que 
no hay mas prueba contra Casiano Yídela de haber come- 
tido toda cíase de déj^édaaiones «me el parte del Cele de 
Policía que corre ú f. i* el cual es insuficiente, incomple- 
to y tal vez apasionado, una vez que Ja Policía es parte 
acusadora;—;!- Que el único cargo que arguye complicidad 
de robo, es el coche perteneciente á un Señor Espinóla de 
San Juan que el reo se trajo de allá que segmi el tesiigo 
Wenceslao Atlántica presentado y abonado por Videla di ce, 
que bié r.-galado ¡i éste por su "h.-rmano el susodicho Co- 
ronel, f. i vuelta, y queet procesado alirma ser cierto <-n la 
tercera pregunta de su interrogatorio, sin mas diferencia que 
calla el regalo, pero en su dilecto sostiene que el carrua- 
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je se lo mandó D. Juan do Dios Yidela al cantón sin es- 
l»U«r por que" ni á q„e\ pero que ja se colige fácilmenle 
*«c fue regalo acoplado, desde que se lo irajo á Mend.ua 
.v m esposa tuzo uso de di, según lo afirma el subdelegado 
I». rederico Segura en su nota informe de f. 25; — * Que 
me regalo implícito ó impuro por el origen de donde pro- 
cede, responsabiliza al reo como incubridor de su hermano 
J ropartuq.c en el robo del coche &» Que el argu- 
mento iíii i a, que ba podido contrariar la acusación fiscal 
que si Casiano Videla se ba prestado á la rebelión no 
«'ra por su voluntad, sinó por obedecer á fuerza mavor 
esic pumo está improbado en el proceso y no hav mas m.e 
la atesiaciun de I). Andrés Aeosla, que a f. -il depone- « , ue 
es cierto (pie el acusado se oseusó por enfermedad , esta 
R$WM no se sostuvo con firmeza, ni el dicho de esle solo 
lesnga os suliciente para dar por jusiifieado el descargo de 
balicr obedeeidu á una intimación irresistible, «ú ti mas no 
¡Mcr », v ti» y„e b, coincidencia de fraternidad entre el 
mándame y mandatario alega mas bien, no la fuerza sinó 
simpatía por la causa que capitaneaba aquel, circuuslancia 
que a joiao del Juez, es mas atenuante, que agravante 

1 or estos lunda.nenlos y otros que se tienen presentes en 
hecho f derecho: 

Juzgo que la circunstancia atenúame se compensó con la 
agravante del titulado regalo del coche, quedando en pió en - 
lonees el argumento Jiseal que declara, Casiano Videla eier- 
neiido un mando subalterno en sosten de la rebelión sedición 

ior consiguiente se ha constituido mirador del arl IG 
til- l'\ pero mas especialmente del iít. V de la lev pe' 
nal de 14 de Stféfafó de \8GS por canto el proceder del 
reo mas Ueni de sedición, que de rebelión. 

Por tanto . -Condeno á Casiano Videla al mínimun une 
impune el arl. *2 cilado, que es el do % años de destierro 
lucra de la Jtemíblica ó 750 fuertes aplicables al Tesoro 
.Nacional y cosías de la causa. - Repónganse. 

Juan Palma. 
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Kn la segunda instniicin el S/ñor Procurador General di- 
jo: que, siendo evidente que las fuer/a* ijiir n-vanió el Co- 
ronel ll. Juan I*. Vóli'la, se armaron puní deponer ;i las ;ni 
torídades nacionales, H crimen cometido era do relmlioii \ 
no de sedición, romo ln calillaba el Juey, de Sección sin 
fundamento alpino ; y ipin la pena que correspondía al acu- 
sado por haber ejercido tm mando subalterno en esas tuer- 
zas, era la que determinaba el arl. Hl de la lev penal. — 
Pidid se le condenase a l anos de destierro o á una mulla 
de $f, 2000. 

Fallo d> I» Mnprrnm 1'orlr. 

ISueiius &ÜÜS, Abril 5 de IS70, 

Vistos: de conformidad con lo espuestn por el Señor 
Procurador General, y teniendo en í:r>n sideración que ' a ur "- 
ca prueba que resulla de la cu usa es la confesión espontá- 
nea del procesado, se revoca la sentencia apelada de Coja 
cuarenta y cuatro y se condena á Casiano Vi déla al míni- 
mum de la pena quu establece el arl i cu lo diez y seis de la 
ley penal, esto es, á mil pesos de mulla, costes y costas 
procesales. — Devuélvase la causa previo oíieio al Poder Eje- 
cutivo. 

Salvador M\ del Carril. — Francisco 
Delgado.— José Barbos Pazos.— J. 
B. GoROSTfAGA, — J f Domínguez. 
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Doña Magdalena Yiéétkt mitfca w espúsú 
•Ion Vicente Gama Agtíikm^ sabré entrega de bieties, 
titíidcttfc sobre competencia. 



SitfíMri'j:— I" Lus Jugados de Sección deben confor- 
mar sus resoluciones á las decisiones que en casos anála- 
pos dicte la Suprema Curie, batiendo jurisprudencia. 

Sí'» En las causas que se susciten entre marido y mujer, 
sobre disposición 6 administración de sus bienes que lleven 
;t la suciedad, no puede admitirse diversidad de sus per- 
sunas pura que surta vi fuero nacional. 

.í 1 La jurisdicción de los Tribunales de la Nación es 
iiif¡iiiuu»al)k' por la lev. 

Cuso. — Kn 21 de Noviembre del aíio de Í8flQy doña Map- 
tlaleha Vi.Ma, &Tj>fiíina, esposa de don Vicente García 
Aguilera, eslranjefo^ se présenlo' ame eí Juzgado d« lenas 
de San Juan con un certificado en que constaba que ha- 
bía iniciad u juicio di- divorcio perpetuo, pidiendo en trepa 
de sus bienes, adquiridos por herencia de su padre don 
Ignacio Vid. da lama, 

Uncía Aguilera declinó la jurisdicción provincial, alegan- 
do su calidad de cstraruYro, y con el asentimiento de 
la esposa, ?e pasaron los autos al Juez de Sección, quien 
üe recibidos dictó el 
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Fallo drl Jutft di> Mr«-tí»n. 



San Juan, Diciemhre -2H de 1870, 

Autos y vistos: Considerando. I" yuc los Juzgados Sec- 
cionales deben ajushir sos procedimientos y resoluciones, á 
l.i decisiones de lu Suprema 41orli?, ijnc en casos auálu^us 
dicte haciendo jurisprudencia. '¿ , yue la Suprema Oírle en 
la causa de don Manuel IVdro de la Peña con dona Eh> 
na Kyras, iiúmero 2j30j lomo entrega |*, pájina HiX, 
ha declarado : « que en las cansas <¡ue se susciten éiwrc 
- marido y mujer, Búftre disposichn ó administración de los 
t faenes tierna á la soeiedad, no puede admitirse di- 
« versidad de sus personas para que surtan el Tuero Na- 
* cíonal ; y que aun cuando conste ta demanda de divor- 
« ció, subsiste integro el matrimonio mientras aquella está 
« pendiente». 3" Que siendo esle i ti icio idéntico al del señor 
de la IV ña y su esposa Elena Kyra . por en auto se tra- 
ta de una cuestión entre los cónyuges, sobre ilispu^icinti y 
administración de bienes llevados al matrimonio, cslandn 
pendiente una demanda de divorcio, ihhe resolverse el ca»o 
del mismo modo, suliordináiidose á las declaraciones de la 
Suprema Corte. Por estos rúndame utos y teniendo en cuen- 
ta que la Jurisdicción de los Ti ¡Inundes de la Nación es 
¡niprorofíahle por la ley. Declaro que este Juzgado es in- 
competente para conocer en et presente juicio. Hádase 
saber y satisfechas las mslas devuélvase al Juzgado de sti 
radicación con el correspondiente olido. Reponiéndose los 
sellos y iiolífiquese orijinal. 

Morcillo, 

Apelada esta sentencia por r.areia Aguilera, fué confirma- 
da por el 
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,l ins Aires, Abril do 1870. 

\ vistos: por su fundamento se conlirtna, con costas 
el auto apelad© de foja catorce vm lla, v satisfechas estas , 
refíuesloe los sellos, devuélvase. 

Salvadoi» si. Carhil. — Frarosco 
llEi.iuno.— José Iíaiihos Pazos. 
Nlmto Ca musco. 



Don .lose Cuatis rmttru *Um Martin <lc 
por CObru de wsos. 



SittmmQi^ i» Lis «Ideaciones que produce» los con- 
mm mmmuáte hilan-rales solo pueden extinguirse por 
sn curaplimiemo ó por el mutuo disentimiento üc las par- 

# Kn un conlralo con un arquitecto para que presente 
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planos y presupuestos de mu obra, no tliMiiarrútulo^ tiem- 
po, y siendo el trascurrido insuficiente para la prescripción 
de las obligaciones respectivas, nu puede una de las partes 
dar por rescindido el contrato. 

3" Mucho mas cuando no ha habido intei pelacion por 
U demora. 

■i" No probándose qué ti a so de edificio es el proyectado, 
ni estando aceptados los planos, no fray obligación de ju- 
fjar al arquitecto en proporción á los que presente. 

En esto caso debe abonársele en proporción al edifi- 
cio que probablemente se baria. 

Cuso.— ííon José L. Gánale, italiano, demandó ante el 
Juez Federal de Buenos Aires á don .Martin de Alzaba, ar- 
jenlíno, diciendo que le había encargado el estudio, 
disenos, planos y presupuestos de una casa de lujo que 
queria con si rn ir en un vasto tem-uo, toda cubierta con 
bóvedas, con cor n iza» interiores y este rio res de inúrund 
macizo, y con grandes escalones y eslátuas de mármol. Que 
antes de proceder dirijíó á Alzaga una caria adjuntándole 
la (grife por la mal debia pagarle dos y medio por ciento 
|mr los estudios, diseños, planos y presupuestos, en caso 
que desistiera de hacer la ol ra. Que Alzaba se conformó, 
y después ratílicó dieiéndole (j cío (pieria que él Tu esc el 
que dirijiera la obra. Que hechos los píanos, etc. y pasa- 
dos á Alzaba, este los había dcvmdin, diciendo que habia 
cambiado de idea \ que se entendiera con don lYdro Ho- 
mero respecto al paj?o de sus honorarios. 

Que el honorario convenido, siendo de dos y medio pin 
cien l<>, y valiendo el palacio proyectad» Ati.riOiíjKHl moneda 
corriente, Alzaba le era deudor por | a suma de .> lli7,íMM 
por cuya cantidad lo demandaba eoil sus inlrreses v cosías. 

Acompañó varias carias cambiadas con mol i yo del edilicio 
proyectado, 

Alzaga contesto* que los planos no eran los convenidos; 
que él habia proyectado una casa cómoda para familia, va- 
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lor mas ó monos .1,* ,y2.:.0O,nM moneda eorricnle, y no de 
la enorjne suma propetaiía por el á^|iiitee(d ; qiie Gánale 
si* había tardado año y medio eu presentar los planos sin 
acompañar el presirpuesio ; por cuya ratón* para avilarse 
mayores perjuicios había dado cpíocaeíon al dinero, péfjai- 
cios gue por un m ío de geiíemiiJáií no reclamaba ; que 
también por liberalidad había en rara a, lo á Romero que 
abonase alfjo á Canale por su trabajo inútil : peto que no 
babia razón para que se lo robra si» la cantidad que so es- 
presa en la demanda. Pidjtí se re ctí a /a ra esta con cosías. 
Con la prueba producida se dictó este ; 



FmIIo tlrl Jur* ilr Merrian, 



Hílenos Aires, Enero 21 «te 1870. 

Víslns eslos aulos scgnidus por el ciudadano italiano don 
José I.. Camile coiilra el rimhnanu arjeniiim, don Martin 
ile Al/a^a, .sobre cobro de pesos procedentes de la enniec- 
cion de planos y preso |. muslos para la consiniei-ion de una 
casa, y resulta rulo: — |» Que <-n el mes .le Julio de INI ¡7 
rmivinicnm el arquite-lo I). José L. Cartafó f il Marlin 
ile Al/a«a, propietario <le un terreno en la' calle de la 
VUn-vh. ñu re Piedad y Caiifíüllo, que el primero le baria 

los planos y prepuesta* para la cnnslritm te un cdifi- 

cio en el leriviio mencionado, emupromelióndose el arqui- 
leeio á Uacer tres ó cnalro planos basia que el propieta- 
rio quedase complejamente, saiislecbo, todo bajo bis bases 
fijadas en la planilla de I. I' (copia de c:irlas de Canale 
á f. 2 y i, carias originales de (*fóaga á & l\ y 5, y es- 
critos de demanda y contestación. ) 

2" Que aunque Aliaga e« S« caria de I. ;t le pidió á 
Gímale que le dijese el tiempo que necesitaría para Jiaeer 
el plano, «.anafe solo le molestó mauileslámlob' por b 
cartá de I. í que desde el 2tl de Julio de 181Í7 cinpe- 
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zarta sus trabajos y que esperaba poder presentarle algu- 
nos estudios antes i)c linos ile Agosto, en que aquel de- 
bía salir al campo, habiéndose conformado ron dicha 
con testación AUaga como se vé por la tari a de í. ií. 

3" U'»e no cotisla qué clase de edil icio es el que de- 
bía proyectar Calíale, y ipie los planos y presupuestos cor- 
responden á tina casa de tuju , cubierta toda con bóvedas, 
con comisas iuterinres v esterioros, de marmol macizo v 
grandes escalones y está loas de mármol. 

t" M n :¡D de Knero de I MI *!+ Al/aga ili-vulvió por 

su carta ile f. ti los planos ipie le remitió Cnnale, diciéu- 
dole ( pie fallaba el presupuesto que ilebia ir anexo, y que 
en virtud de baber trascurrido año y medio desde «pie lo 
encargó de la formación del plano, había desistido de la 
obra proyectada, y que se eniendina con el portador de 
su carta respecto del honorario que correspondía á su 
trabajo. 

5" Que no habiendo convenido amistosamente acerca del 
último punto, Canale acompañando los planos y presupues- 
tos, estimados estos en seis millones quinientos mil pesos 
papel moneda, exíje que Alzaba le abone sobre dicha su- 
ma el dos v medio por cíenlo, de acuerdo con la plani- 
lla de f. I 

(i 1 ' Que Al/.aga se HÍega ¡í dicho payo fundándose en las 
siguientes razones: 

I" Haber ('anale mismo dcstigádosc del contrato dejando 
trascurrir tanto tiempo sin haberle presentado los planos, 
ocasionándole perjuicios que por un arto de generosidad 
un reclama. — §* Haber convenido solo la formación de un 
plano de una casa decente y cómoda para habitación y 

le mi palacio, cuyo costo moderado según Calíale es 

de li.rjOlí.lHM pesos; \ que habiendo por consecuencia Ca- 
ríate irabajadn un plano que no le fué encargado y que 
no satisfacía al propietario, no tiene obligación ¡le pa- 
garlo. 

Y considerando: — 4 Ü Que ambas partes reconocen la 
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existencia del conirato, y que siendo csm conscnsiial y 
bilateral, las oldigac|8E«$ que produce solo puoilon extin- 
guirse por su ruuipliinienlo, ó por el mutuo disenso do 
los contraíanles, condiciones que no se reúnen cu el pre- 
sente caso. 

2» Oue no habiéndose fijarlo un plazo perentorio dentro 
del cual debía Canale presentar los planos y presupuestos, 
el tiempo trascurrido sin prcscnl arlos, iiisuliciente [jara Ja 
presi-npeion de las acciuiics que lespeclivainente les com- 
pitieren, i ra causal bástanle para dar por rescindido 

el cornralo, lauto mas cnanto que no consta que A Izaga 
interpelare á Gánate por la demora, pues fas declaraciones 
de los testigos no son bástanles al objeto, porque el tíni- 
co que declara de ciencia propia es su padre político I). 
Carlos Guerrero, que por su parentesco es inhábil, y los 
domas lodos declararon por referencias al mismo A Izaga, 
circunstancia que inhabilita su testimonio, (ley ¿8 til. 
ti. p. 3". ) 

¡í Que uo estando probabo qué clase de edificio estaba 
encargado de proyectar, ni estando aceptados los 
no hay obligación por parle de A Izaga de pagar 
» aquel tomando como punto de partida el presupuesto 
del edilicio proyectado, rio solo porque no puede estar 
en el arbitrio de uno de los contrata riles el determinar 
la clase de edificio á construir, sino poique estaba con- 
venido que- el honorario se le pagaría ron sujeción á los 
planos y presupuestos que se aprobasen. 

I o Une no existiendo esie pumo de partida, y siendo 
evidente, como está ya establecido, la obligación de Al- 
zaga de requerir la formación de un nuevo plano, debe 
en el presente caso acordarse una remuneración extraor- 
dinaria, pues no puede admitirse que queden sin com- 
pensarse los trabajos de Canale. 

5" Que A Izaga manifestó á varios testigos présenla dos 
por su parle que encargó los planos de una .¡casa muy 
y decente, alia y baja, de! valor de dos millones 
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y medio de pesos papel pniximankriilv. nieelamciunes de 
I). Maleo Posae, de I). Carlos liuerrcro, h Juan Ahella. 
í). José Anarlrto Gómale/, y !>. Pablo Samíllaii. <|ue cor- 
ren de I. P á 100 y Mili ú HW j y los honorarios cal- 
ciliados según Ja planilla de I. 1 sobre (Helia cantidad serian 
lina justa compensación, no solo porque seria el mas pro- 
bable sitió porque Alzaba lema el derecho, según el eon- 
irato, de t-xijir que los [danos y presupuestos llevasen di- 
chas condiciones. 

I'or esios luiidanieuios. Tallo condenando a Martin de 
Ai/ajja al pago, dcnlro «le diez, días, después d- ejecuto- 
riada esta semencia, de la futilidad de sesenta y dns mil 
quíntenlos pesos moneda corriente, 6 sea el dos \ medio 
por ciento solnv i|os millones quinientos tmi pe>os. y sin 
especial condenación en costas — Impóngase los sellos, 

Manuel Zaialía. 

Vl/.i^a api-Id y este iué ivl 

tullo ilr In Wii|irfmii t'orlc 

Üttenos Aires, Abril M de IS"U. 

Vislos : Considerando que aun cuando aparece por ta 
carta ib 1 toja seis qm- 1)..n Martin de \l/aja desísiíií del eon- 
Iralo que liabia odehradn ron el ingeniero |>nii J nsr 1.. 
Calíale para la construcción di- un eilillriu. reconociendo 
|ii>r la misma que ilrbia alguna compensad. m por id ira- 
lujo ib- los planas y presupuestos prese nftita sin em- 
barco no puede establecerse osla por la tarifa de pHlm 
que corrí 1 ;i foja primera, 

Pirítttero. — Pon pie ella supone que los plano* sean acép- 
talo* y sirvan á la intención de quien los encomienda. 
■—SeiJUH'lo. Porque el desistimiento de Aliaga se f:nida en la 
liol ible demora para furnia r Tin planos, pues ipie auiujue 
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no s¡! 1 1 1 L ■ 1 1 manado plazo, «lohtr eslars? al ipie regular- 
mente si' eupHi para hacerse la hki, y por las ileelar;«cioiies 
de Ii'jas rí.'iiin uno \ cíenlo oe!w iludas por irtltílí^i'tili s, S ' cal- 
cula t'l lionipii ijiii: se necesitarla para ejecutar los pimíos i 
prvsupuest »s prcsctilailos, designándose uno y medio mes se;; un 
ntio y tres se^iiii otro. — Teream. (Jue os Otilo nías al^ti- 
tíflifo csio cuanto ipio el roiilnii-lo 4o la eiiríti de toja terrera 
deuMlCS&a que «leseaba que se espidiese pronto el arqui- 
terlo. l*or eslos riiinlaiiieriios y los eo-ifonlaiiEcs «le la 
sentencia apela. la do i'nja ñon lo veinte y una vuella so 
couliruia, con declaración que la remuneración que s<e 
acuenla al demandante, cuino indemnización por el trabajo 
hecho, debe esi ¡ruarse en ntarenla mil pesos inoueila cor- 
rióme-, y salisleclias las costas seguí! se hubieren eausa- 
do j re [i ti estos los sellos devuélvanse, 

Sil.VAUOII M. bel GAiiniL. — FlíANCISCo 
hKi.n.\iM>. — Josii Iíaiuios Pa- 
zos. — lÍKMTÜ r.AUUA/r.o. 
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Criminal, contra José Víctor Ninfo, luán Catttcwn ij Mv 
Manuel U\ por rebctiott # ñb§¿Mfa. 



Sumario. — \ fl Los que con ocasión de la rebelión came- 
len crímenes parlun lares, di-ben ser castigados con la pena 
mayor correspondiente á estos delitos. 

2" La práctica tle los Tribunales, nmdilieando las levos 
españolas, castiga el abíjenlo de grey co» la ¡juna de presi- 
dio por el tiempo que di-te mimen las circunstancias. 

íl" Kl delito ile rebelión puede ser castigado en los meros 
ejecutores con cualru años de servicio militar en la hon- 
trra. 



Caso. — Con focha II de Enero de IWíi, el Ministro de 
liobierno de Salta puso á dispi.skmn del Juzgado Nacional, 
dirz individuos rebeldes que lialiian sido tomados prisione- 
ros por una partida de la Quebrada del Toro. 

La causa se imc.ili contra !) de los capturados, pero la 
sentencia condena solo á tres, por haberse tugado los res- 
tantes. 

Kstos tres, que fueron José Víctor .Nielo, Juan Calderón 
y José Si. Lé, después de levantarles el correspondiente su- 
mario, fueron acusados por eJ procurador Fiscal como reos 
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íiíi 



por los (Mitos de rehuí ion y a hijea lo, pidió con ira ellos la 
pena de « años ile servicio en ta liontera ó de trabajos 
forzados, 

Oida la defensa, se dicló esle : 



rnllo drl Juez de Serrion 



Salla, ih luhre U de J8C0. 

Vistos- Hesulla: Une el Gobierno de la Provincia .icuiii.- 

esta jurisdicción á !t indi. 



ciü y sometió 

viduos, aprendidos por las uicrzas de l ? = n 
hrada del Toro y pcrlcnccñnles a la Última invasión "luíslN 
irania á ella por h. Felipe Várela: Que osos individuos, 
í iiln-pados en un principio ;i la cuslodÉ de Jas fuerzas Na- 
cionales, (i lidiaron reducidas en esc tiempo á seis, por la 
evasión de tres de elfos, como lo eslá consianciado en la 
nota al respecto del Comándame lioea, y continuado por 
el alcaide al otorgar el reciño de los restantes, v que des- 
pués, estando ya estos en la Cárcel de la Provincia, se lian 
libado aun tres de ellos, como eslii consolidado por las 
respectivas notas del alcaide ; no quedando, por consiguiente, 
mas que tres, que son José Víctor Nielo, .losé Manuel Lé 
y Juan Calderón, para ser objeto de la presente definitiva 
resolución: Cmic de las pruebas producidas, uu desvirtuadas 
por otras, ni por las confesiones, aparece que estos tres in- 
dividuos se incorporaron á Várela, en Atacama voluularia- 
¡weme, («poniéndose ú sabiendas ú arrostrar la suerte q„e él 
les deparaba, la de reliéliics, bandidos, á la vez, pe tra- 
ta lian de deponer á mano armada al Presidente de la 
Itepúbliea: que también aparece del mismo que, habiendo 
servido, a u les á Várela en otra reht -Non, con robos, asesi- 
natos y otras tropelías contra las personas y [impiedades, se 
constituí cron reiueidenles en esta vida de* crímenes, al ve- 
riliear la incorporación de Atacama, mencionada ya; Üue 
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■•I lineal, llorín. i;v r <* dtl iliérilo riel proceSu, pide ta pena 
>lr H iifius ilu servicio Militar; eu la frontera, <> la < I '» afios 
r I ■ ■ traba] s linvadns, non ¡grillete para eada mm: \ para 
(os ausente* la suspensión de la causa : Y que A defensor, 
(tara recusar á los prmvsados, lia aireado varias rimios- 
latvias, las pe, |*ara no repetir, se esprcsarán al apreciar 
el punto de derecho á que se pasa acto continuo : Y con- 
siderando, n,ue, >i Uieii aparece -¡m* b>s tres redeiiles, pre- 
sentes al juicio, n*i lian snio gefes, ui prjacipitteá, ni su- 
balternos de l,i ni.. ■'imi, también r-->uh;i >\\ie deben ser co- 
locados en *'l primer grade de l«>s meros ejecutores, Iia- 
t'ii'ii.iu substrat-rinti p*>r un m'imenlu * I *■: los otros d» Utos, 
ik-Uii-mlu niloi'ársi'li'S ;isi. por el lorigo tiempo pe ja lia- 
biau acompañado a) gefe <J« la reb.di«n. y p*»rip»\ lejos tío 

arrepentirse de esa rida criminal, reinciden libre tii«» rn 

i lla en la pfitwera ocasión que so les presenta para «*llo, 
lo ijiii'. por s) »i.lu, si no aparecieran >inó COÍOO meros re- 
bcldes. va lu> constituiría íueursos en la pena dn * :i,lt *s 
ile srnicio militar en las t'roiilctas, j en la tío la mulla correa- 
pomlicnle, cuiilonur al ari. IT de la ley prual de lí Je 
Setiembre de INl»:(: Une, sobre i-slo. apar, riendo que estos 
tres individuos, no solo han pertenecido á una robellón, sino 
laminen que con esc* mismo lircbo se lian constituida en 
bandidos, por cuanto los rebeldes, á que se incorporaron, 
batían la guerra asesinando v saqueando tomo ya lo sa- 
inan desde el momento de su incorporación los íiicnr¡mra- 
d<is, lian llevado isliis su responsabilidad á la establecida 
ir | .m. is >l.< la rilada l<\ penal, según el (pie debe- 
rán ser castigados con la mayor pena, asonadas ú cs»s 
ulros delitos por las leves generales; si Imn. con la mo- 
deración en la aplicación de ellas introducida por la práctica 
de los Tribunales, como se deduce de lo depuesto en el 
arl, !>;» de la les penal: One, siendo sevrrisimas esas penas 
establéenlas pur las leyes -- in rales, j liabiélldose interpre- 
tado la nnidcrariuii de esa severidad basta rl punto do que 
un procesado, v al lin seuleneiado, como gefü subalterno y 
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reincidente de una rebelión complicada coi) robos y asesi- 
natos, no haya merecido mas pena que la de (i años de 
destierro y HKHl posos de mulla, según resulta del Tallo 
de la .Suprema Corle en el coso de Itrli/ario Quiroga, es 
necesario tener presente usa interpretación en la presente 
resolución : Une, sin embargo, esa mil ¡-ación que se ha sos- 
tenido hasta encerrar la penalidad dentro de tos I ¡miles de 
la do los ¿jetes subalternos, meramente rebeldes, no puede 
anjorfear una mitigación para los tres procesados tle que al 
presente se trata, encerrado cu los límites de la penal ídad 
•Maldecida |i:ira los simples ejecutores de una rebelión, me- 
ramente i¡d«s; por cuanto la razón que para aquella mi- 
lijjaemn se aduce cu < ; | folio, de no haberse determinado 
ta par lie i pación individual de Üuiroga en los robos y ase- 
sinaos, asesinatos y robus que son la causa de. ostral ¡mi- 
lilarion de Ja pena, no concurre en el presente caso, donde 
está probado que Nielo l'uc uno de los tres autores de un 
robo de m animales, practicado en las Cuevas, v que él 
y los otros dos reos presentes hicieron parle de los once 
iniHvidttOS autores del segundo roliu de animales, interrum- 
pido ó frustrado, en d acto de estar para consumarse, por 
haber cauto prisioneros sus autores : Que, por consiguiente 
esleudíendo la referida pena para los meros ejecutores que 
es de servicio militar como la de los que lian desempe- 
ñado mando subalterno es de destierro. ¡í 8 míos de ese 
servicio para Ni fio, respecto del que se |.. fia determinado 
mayor participación criminal en esos robos, y á 0. para U : 
y Calderón, respecto de los que no se le lia determinado 
sino una partid par ion de esa clase, frustrada á pesar suyo, 
se habrá conseguido aplicar las disposiciones at respecto 
de las levos generales, atemperándola á la moderación de 
las penas ordenada por el arl. 03 citado, y á la jurispru- 
dencia introducida por la Suprema Corle; dejándose toda- 
vía, con este mismo propósito, á los penados la opción en 
tre esa pena, ó la de la mulla pecuniaria correspondiente, 
según la proporción establecida en dicho articulo 17: que 
t. ix. g 
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la» cirniusDncias ¡lilailas por el defensor no escusa 11 á 
eslos U reos presentes: porque la indigencia y el deseo de 
colver á su pnis que se invoca cuino ofensa, ni están re- 
conocidas como talen por la ley, respecto de crimen alguno, 
ni tampoco disminuye ni menos destruyen el propósito crimi- 
nal de su libre incorporación á Vareta, evidenciado des- 
de Atacama, no solo por el cono c i m i etilo práctico que ya 
tenían de ese individuo y de su situación d.« entóneos, que 
era la de absoluta falla de recursos, sino por la fabrica- 
ción de boleadoras, en el mismo lugar, destinadas á pro- 
veerse de esos recursos por medio del robo ; porque 1.1 vio- 
lencia, que también se invoca como escusa, lejos de estar 
justificada, se halla desmentida con loa dichos de los reos, 
asegurando su voluntad de acompañar á Varóla por volver 
al país, y con la prueba plena sugerida pur testigos presen- 
ciales, de que las autoriilades de Atacama, con lucr/as su- 
ficientes para ampararlos contra esas violencias dj Várela, 
jes ofrecieron y garantieron su permanencia en Atacama se- 
parados de este caudillo ; porque el no haUe.r eomb^íido lo* 
procesados á kt fuerza afta los tomó en ta Quebrada del 
Toro, que se invoca como muestra de su voluntad do no 
venir á esta Provincia sind á someterse á sus autoridades, 
está desmentido con el hecho constatado de que se rindie- 
ron creyendo, por ser de noche cuando fueron atacados, 
que no eran solo 1$ <5 IS hombres los que tenían de- 
lante, sino una fuerza mucho mayor á la que no podrían 
resistir ellos, que no eran sino once de los que algunos 
estaban desparramados ; y porque todas las demás circuns- 
tancias invocadas y que puede invocarse en su favor se es- 
trellan con el hecho de su incorporación libre ú Vareta á 
quien ya conocían y cuyos criminales propósitos no podía ocul- 
társeles; que respecto de los tres individuos fugados á ta 
fuerza nublar y de los otros tres evadidos de la Cárcel , 
debe suspenderse la causa, conforme á lo pedido por el ris- 
cal, mandado ya respecto de algunos de ellos y que es lo 
qne usluahueme dispone el art. 370 de la ley de procedí- 
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míenlos : y que no hay inconveniente en (aliar hoy la causa, 
aunque no haya llegado aun el di a señalado para informar 
»i n»v sobre ella, desde que, de las constancias de ayer y 
t»ÓJ resulla que tanto el Fiscal corno el defensor bao re- 
nunciado á ese informo: por estos y oíros fundamentos 
de conformidad a las disposiciones legales diadas y al arL 
01 ile la referida ley penal que halda sobre restituciones] 
dí'liriiiivamente jileándose falla declarando á José Vielor iNielo, 
José Manuel Le y Juan Calderón rebeldes i la autoridad Na- 
cional, qm á mano armada i rala tía n de deponer al Presi- 
dente de la Id publica ; tabicándoseles en | a dase do Jos 
ejecutores, con las circunstancias agravantes de resultar el 
primero uno de los tres autores del robo de 20 animales 
en las Cuevas y de resultar él también y los oíros dos, que 
acallaba de nombrarse, ires de los once amores del robo do 
olios animales frustrado por las fuer/as 411c los venció 
y aprisionó ; imponiéndose á Nielo además de la restitución 
del valor de t-se robo consumado, determinándose previa- 
mente el valor en el juicio correspondiente, así como la 
propiedad, la pena de ocho anos de servicio militar cu las 
fronleras, á designación del Poder Ejecutivo Nacional á José 
Manuel U y i Juan Calderón la de años del mismo ser- 
vicio a cada uno, y angelo ú la misma designación ; dedu- 
nemlosc de estos tiempos el de la prisión padecida v por 
padecer por causa de este proceso ; y podiendo satisfacerse 
a esa pena con la de mulla pecuniaria en la proporción 
enlre una y otra pena establecida por el citado art 17- 
oportunidad oliciese al Poder Kjeeulivo Nacional para" 
H cumplimiento de esla sentencia respecto de esios tres 
.iHlmduos: respecto á los seis Ingados, suspéndase la 
«ansa hasta que se obtenga su aprensión, recomendándose 
al hscal, al Escribano y al tUicial de Justicia practicar 
y fomuniear al suscriio las avei i-naciones necesarias al 
respecto, sin perjuicio de las que practicará el Juez, con cos- 
ías a los tres procesados actualmente présenles. 

Apalenco Armaecltca, 
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Apelada esta sentencia por los procesados, el Sr. Procu- 
raüor (¡eneral ante la Suprema Corte espuso ; 

A los ojos ilc la ley los procesados son reos de rebelión 
en la categoría de meros ejecutores, sin que basten á 
sincerarlos las observaciones que hoce el defensor sobre 
la ignorancia de estos individuos que les impide apreciar 
lo que importa una rebelión, ü sobre la costumbre de los 
botubres de campo de obedecer al i|ue lleva una espada, 
sin averiguar si su autoridad es legítima. 

Aunque baya algo de verdad en estas observaciones, no 
debe exagerarse la ignorancia de nuestros paisanos basta con- 
vertirlos en autómatas ; porque están muy tejos de ser im~ 
béciles. — Saben muy bien que atacarlas autoridades eons- 
liliieionales es un crimen ; y si los caudillos que su suble- 
van se ven siempre rodeados de numerosos secuaces, es pura- 
que les ofrecen el atractivo de uini vida de desorden y de 
salteo, y no por ignorancia de las masas. 

De "tro mudo no se comprende t 10 los acusados, aun- 
que ignorasen lo que importaba la rebelión, acompañaran y 
sirvieran á Várela, á quien veían diariamente cometer ase- 
sinatos y robos, y presenciaran con la conciencia tranquila 
el saqueo de las ciudades de Salta y de Jujiii.-— Sta se 
necesita de ilustración para conocer que estos eran críme- 
nes horrendos, de que ellos se hacían cómplices. 

Pero en cuanto á Calderón y Lé no hay eu el proceso 
otro cargo que el de rebelión, y rio puede aplicárseles mas 
pena, que la de I años al servicio de las fronteras. ¿Por- 
que ha estendido el fttez esta pena al término de ü años? 
Porque dice que estos individuos formaban parte de una par- 
tida de 1 1 hombres que mandó Várela para que Te propor- 
cionaran caballos, y que tuvieron por consiguiente ta inten- 
ción de robarlos, autii|Uü no lo hicieron porque la partida 
fué sorprendida y aprisionada. 

Pero si tal era el objeto de la partida, lo que no está 
bien prohado, esla intención no había pasado á ser un co- 
nato culpable ; porque ni habían lomado los caballos, ni 
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aun habían ¡logado al lugar dónde los hubiera, cuando íue- 
rou aprisionados en l;i Qocbrada del Toro. 

Por olía parte, ni aun osa intención puní» imputarse á 
los simples soldados Gáldproii y Lé, que ignoraban el objeto 
de la espedieion \ la* rírdenes iju<; llevaba id olicial co- 
mandante de la partida. 

En manto á José Víctor Nielo á quien se condena á 
X años tic servicio militar por haber sido uno de los tres 
individuos que en Jas Curvas robaron efectivamente f t> entre 
caballos y ínulas, esa pena no está autorizada por ley al- 
guna. 

La pena del ahijealo, en esc número de animales, según 
fa práctica de lo* Tribunales, fondada en la ley recopilada, 
que es la til. ÍO, lib. 12, S. ít., es la de presidio 
por un término que determine:) las circunstancias del caso ; 
y esta es Ja que lia decidido aplicarse, como mas grave 
que la que la lev determina para el crimen de rebelión, 
de que también está convicto. 

En consecuencia pido a V, K. se sirva reformar la sen- 
tencia apelada, condenando á .los» Víctor Meto á ¿ años 
presidio, y á Juan Calderón y José Manuel Lo á 4 años 
de Sl -vicio en las fronteras. 



Fnllo ile la ttiiprrma C*rt+. 



tíñenos Airea, Abril -21 de 1870. 

Vistos De conformidad con lo espuesto por el señor Pro 
curador General, y teniendo además presente la duración 
de la causa: se revoca la sentencia apelada de foja tres- 
cientos tres vuelta, y se condena á José Víctor Nieto á cua- 
tro años de presidio y á Juan Calderón y José Manuel Le", 
al mismo tiempo de servicio militar en la frontera, descon- 
tándose á los tres del tiempo de su respectiva condena el 
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ilt! Ja prisión que lian sufrido rimante el proceso, á la in- 
domni/acimi de daños y perjuicios, cusios y costas (le jkíí/i- 
COmurt tV Ííj solnimn. Coniuniquese al Poder l\j**culi\o y 



la causa al Juez de Sección. 

Salvador M a del Carril. — Fran- 
ciscu Delgado, — José Narros Pa- 
zos.— Benito Cabrazco. 



CrimnuiK cotttro A<jnsttii M. Lowno y Antonio fíiuhtnn\ 
por sustracción <fr efectos en lu Admum. 



Sumario. —No resultando mérito bástante para srgui r una 
causa criniitial, el acusado debe sor aüsuello de toda culpa 
y cargo, y no Je la i n si inicia solamente. 



CIAIS* XXXVIII 



Cuso. — Apustin María Lozano y Antonio Bailuene fueron 
acusados por el Procurador Fiscal ante el Juez Federal de 
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Corrientes, imputándoseles Ja sustracción en la Aduana, tic 
una bala papel de estrasa y un cajo» de planchas de fierro, 
pidiendo contra ellos la pena de uu año de trabajos for- 
zados ó 50O pesos de mulla. 

Tramitada la causa se dictó este : 

rail.» del Juez de Arcelo» 

Garrientes, ÍSovieinbic 15 de i 869. 

Vista: Ksta causa criminal seguida á instancia del Pro- 
curador Fiscal, contra Agustín María Lozano y Antonio Bai- 
biene, acusados del delito de sustracción de una bata papel 
de estraza y un cajón de planchas de li ierro de los depó- 
sitos de Aduana de Coya, de la que resultan los hechos 
siguientes: i" Que estos efectos existían desdo algunos años 
en dicho depósito, sin dueño conocido, habiéndose deterio- 
rado considerablemente en el trascurso del tiempo, y el 
mal estado del edificio, quedando reducida la bala de 
papel, á 5 ó O resmas, las que estaban dispersas mi un 
„*-■ uln del edificio denominado «Aduana Vieja - y en Ja 
mayor parle inútil por la humedad y estado de ruina cu 
que se hallaba aquel, y el cajón de planchas de seis á 
siete aherrumbradas, declaraciones de t'. Su hasta 30 y de 
I". l.M» hasta 100: 2" Quo habiendo ido de esta ciudad 
un Cuerpo de Guardias Nacionales, á la de Coya, en el 
mes de Junio del año pasado, se acuartelaron en dicha 
Aduana Vieja, y no se tomó medida alguna de seguridad, 
para uvitar que dichos electos fuesen sustraídos, antes bien 
quedaron como inútiles á disposición de la tropa que hizo 
uso det papel, sacando también algunas planchas, declara- 
ciones citadas: 3" Que en el mes de Julio siguiente fué 
el administrador Moranchol á Unenos Aires por algunos dias, 
quedando encargado de la Administración el Contador é ln- 
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Inventor Anlouio BaiMeno. .ptM n cedta el edificio para 

acuartelar el BjiiaJ] á a c Linea, .pie halda llegado en 

esas . ¡ivurKiaiictas, y á soHeitud ile su grife- *| General Mi- 
trr, habiendo enlórii^s el oli.-iaf .|.| I U-si- ti ir.l.i |.n/mi», sa- 
cad., por disposición ik> Baílíkiíe tus restos d.d pap,.| \ 
ttegbfota al cQnierciaitte p, Juan del Huerto, que \iiia .,1 
lado ib la Ailnann, llevan*!» las plaiteítas ¡i su rasa, decía- 
radones ,lti loa procesados desde f. 23 ¡i 10 y la de D Juan 
del Htieno á f. Ve y considerando : I Qué si bien resolta 
varios hechos en c-mira de los procesados, tales rutno ha- 
ber dispuesto Je objetos que r n la misma natural, /.a de 
las limarme* que desempeñaban, estaban m Li obl icario.» 
de cuidar, llevando .>1 |Ki|»cI ;i easa ¡te IX. Juan del lí.te- 
iio y las planchas á fa de l.a/an-i, .d <|it,> tío las devolvió" 
á la Aduana, á pesar del tiempo trascurrido hasta tfüe se 
formó el sumario de esta causa, á lo que se a^ieya la 
declarar i mi de Citmaúo que asevera á f. -Jtt que Lo/ano le 
dijo habia vendido el papel con autorización de líaihicue : 
illas no bastan, sin embarco, para comprobar por sí solas 
la intención criminal en los procesados, indispensable para 
la existencia del delito, por cuanto apareeen oleas, .pie re- 
vela., mas bien lo contrario : ± tjue el Adniimslrauor ins- 
Irmd el sumario para averiguar el hecho de la sustracción 
de una bala de papel y un cajón de plato has que existían 
en el depdsito; i.jierilras que de las declaraciones citadas 
resulta, .pie solo habían ipie la lo tutos restos de esos clec- 
los en muy mal estado, y por lo lauto, es mas racional 
suponer que H ex-Coulador Itaibiene, .pie se liallal.i al 
Trente de la Administración, y considerando el papel romo 
inútil y sin valor ordenase arrojarlo ó sacarlo, pues que de 
autos aparóte que presentaba este aspecto, tanto puf su 
cantidad cuanto por e>tar suHo y destruido en su n.avor 
parlo por la humedad: 3» (Jtie esta explicación se eonlirma 
mas si se atiende á que se dio la órdrn en circunstancias de 
que se iba á desocupar y limpiar el edificio para las tropas 
.Nacionales, y que fué llevado públicamente, pues asi cuino 
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h clandestinidad os iirosrini'iou de la existencia diíl delito, 
l.i publicidad lo es de que un ha habido intención de. co- 
meterlo i 1 f> u el delito de hurto es indispensable que 

resulte elafámeiUé demostrada la ¡mención de Inerar cu el 
<|UC ln ejecuta, j cu el pnsem.i raso mi lo v >ú, por 
cuanto tu/ano procedió <>u conocimiento de líaibieite, quien 
dice aprobd el hecho iba que llevasa aqiiej las planchas á su 

casa, habiendo asi iuÍmd unifeslado á lopsnn que los tenia 

á ili*|«»i<'í le la Vlinhii-traeiou, habiéndolas hecho llevar 

con el empleado 'lVn(ili) Mnrciia para desocupar el edificio, 
SCgan aparece ú f. 23 y 7 : 5" i)ur además resulla «Je la 
declaración de liipsoii citn-ta. qu- i1¡<> mema al Ailnjiiiiíi- 
iradfir de esta circunstancia, lo que continua cu cierto modo 
lo que dicen los procesados de haber dado cuanta al Admi- 
nistrador deJ umdo cauno baldan procedido iliiranlc su ausen- 
cia y que este ln aprutiú : Que, cuando el didito no resulta 
plenamente probado, debe, absolverse, á los procesados, no 
obstante de que aparezcan algunas presunciones un su con- 
tra—Ley IÜ, til. 11, pan. :t«, y íi<¡, tít, Í> part. 7* sien- 
do practica ennieute de que cu este ohmio caso lo sean 
solo de la instancia. l'or estos fundamentos. — fallo, deli- 
uiiivamcnie ju/^audo. que dehu absolver de fa instancia á 
los procesólos Afjusiin María Lozano y Antonio BaibicDc, 
pitr atiera y sin perjuicio de continuar esta cansa en caso 
de aparecer otras pruebas; y en su consecuencia póngase 
en libertad al procesado líaibieue y rbamvlese la escritura 
de fianza otorgada por Lozano y hayase saber. 

Carlos Luna. 



I Hilo *!<• lu Niipremii Cor Ir. 



Üucnus Aires, Abril Üt de i 870. 



Cimsíderando que no resulla mérito bastante para 
haberse seguido esta causa, como se demuestra por las pruc- 
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bas j los funda moni os de la semencia apelada, se revoca 
la de luja ciento setenta y cinco, en cuanto se limita íi 
absolver de la instancia á don Ant-nio Baibieue y don £giis> 
lin María Lo/aun, dec lindóse alisueltos du toda culpa y 

la causa al Juez de Sección. 

Salvador M. del Cáhuil. — Khan- 
cisco Delgado. — José Uauuos Ca- 
zos.— tarro Cauivasco. 



CAUSA Xllll. 



El Dr. fi, Mt»iU?i Muih-, ftintra t 'f Jufz Fnirrnt dt' Humo* 
Aitr.*, svhty ti'ttmivn de fmlttfna,» cu un inft>rnh\ 



Sumaria . — 1 ,os autos dr lus Jueces dií Sección dictados en 
miml do ta LVullad que les acuerda el ari. 111 de la ley 
de jurisdicción, t¡ou inapelables. 
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c^.-ki i»,, n. ajpgi Mé¿ prosemá im informc anu , 

el -ha-, Vmm en lumias Aires, cu un. ruestiun en que 
era arbitro con |i. Juan jW Meattet v D. Amonio Do- 
itero. 

Considerando el Juz»íiiIo que rn ese informe había pala- 
bras injuriosas al i y a | arlliaPÍOf M 

esas palabras, previniendo al Dr. S n f ln , |U(! |msiera 
aíeacioo en sus conatos al dirigirse al Juzgado. 

Nufiez pidió revocatoria ó apelación de este aulo. 



Fallo del Juez de Seerlo» 



Buenos Aires, Mano 18 de 1870. 

Y vistos : Considerando que de las explicaciones dadas p 0r 
el Dr ÍSunez en el juicio verbal resulta, que las palabras 
•l>|e según ,1 pronunció, D. Antonio Dodero, no se pras- 
Ud»a a los conceptos ronlenúlos cu su informe, puesto qrtr 
solo se releria á la práctica seguida por los Tribunales Na- 
cionales en casos análogos, lo que, S(!a que la práctica 
invocada fuese ó no evada, cu nada podía afectar la rectitud 
«le procederes de los Tribunales .Nacionales, y nn lo aulo- 
rizahn, pnr consecuencia, para emplear conceptos que pudie- 
sen ser interpretados m menoscabo del respeto .¡ue se drbr 
ala niajislralura, como lo bizo el espresado Dr, N uñe/, en 
el ciado informe; * y«e adu.ili.ja | a m .cva versión que dr 
las palabras dr Dodero liare, rn H cscnio últimamente pre- 
sentido, el Dr. Nuñcz no debió insinuar en el párrafo simiente 

que el Juzgado había eo mado con su proceder lo mani- 

fcslado por Dodero, a-recudo que el Juzgado |, a |>ia pro- 
veído á la ñola dr | us árbilrns, oslando su informe cuando 

" h ' nos en ,a ,,tki ™< » ho '[«<■ resulla en.oplriann falso 

según el nnsmo testimonio de la persona que ruiregó los 
autos, v que corre en Ja caria acompañada por dicho Dr 
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NtJiMv, puesto i|nc fe, que no le dieron recibo de ellos 
fundándose en que no había necesidad por haber el Juz- 
gad» ordenado que so sacaran bis mitos dcí poder del Dr. 
Suñri, y ti informe drbiú venir con b>s auius. -Por csios 
fundaiiieiilns, im ha lujjpr ú la revocatoria solicitada, y sr 
concctlc cu rclaciiui el rerur>o interpuesto, reservándose el 
Juzgado provecí sobre la mu-va dcnumía que se hace, asi 
0c estos antecedentes sean devueltos por la Suprema Corle, 
lie póngase el sello. 

Manuel Zauatcta, 



rfr la 



\islos: Habiendo la Suprema Corle, im varios casos, de- 
Harad.» inapelables los aulos que los Jueces .Nacionales dic- 
larfen cu uso de la facultad que les acuerda oí artículo diez 
y nueve de la Lev de JurUdimou y Competencia de ea- 
turce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tros ; se 
declara que no puede conocer en el presente, y devuélvase, 
satisfechas las costas y repuestos los sellos. 

Salva non M' m¡. Cáhuil. — Khan- 
r.isn. Hki.üaoo. — Josk [Unnos Pa- 
zos.— Hemto Carrasco, 
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D. Toman Pacheco, ¡wr si y /wc íf« hernia nos, contra i), 
Santos lii ritos, sohtr entrega de Ifietm. 



Sumario. — Debe rechazara Tina (loman da cuando el actor 
no pruebe los hechos en que !a funda, 5 sí el 1 
en cuan lo á sus esc unciones. 



Caso, — T>. Tomas Pacheco, por sus hermanos D. Salvador, 
Da. Mercedes, Da. liosa rio, Da. Juana y D. Ramón Pacheco, ve- 
cinos de la Provincia de Km re- Ü ios, se présenlo al Juez 
Nacional de Mendoza esponiendo : 

Une en el lerremoto de 1K(U falleció la viuda 6 hijos de 
íl. José Antonio Harroso, lio de I» madre de los deman- 
dantes, ÚqwÚQ ayunos bienes qm uslaha deleolando D. San- 
ios Itirilos, vecino de Mendoza. 

Que por tanto lo demandaba y pedia se le condenase á 
la entrega de esos bienes, y á la rendición de cuentas de 
su administración. 

Corrido traslado, [{¡ritos se escepciond pidiendo se declá- 
rese que 110 estaba obligado ú contestar la demanda. 

Que al dia siguiente ded ler remolo, se acojkí en su casa 
Juan líarroso, menor, nieto de Da. Isidora Talabcra que lia- 
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bia miarlo ta noche anterior; que desde anión ees tiene en 
sil poder á Juan liarmso aprendiondu olido. 

0't" J u íi 11 Itarroso era pues el interesado en los tiicncs so- 
bro versa la demanda; \ tomo ¿I no lia sido ni tutor ni 
curador, ni apoderado, ni ha huido jaruiis lus liienes del 
e»j irosa do Juan Itarroso, no (Ta parir legitima |>ara eon lis- 
iar sobre bienes ó derechos de tina persona á quien no 
representa legalmente. 

Corrido traslado de la excepción. Pacheco coutesld que 
Iiirilns de propia autoridad se apoderó de los bienes que 
dejó |,i Hnada Tatabera, haciéndose un detenlador arbitrario, 
porque sí no es tutor dé) (ilutado Harroso, si esie no rslá 
declarado hijo natural de quien se. dieo que lo fué, ni tam- 
poco mí le lian declarado derechos ú (>¡,a herencia, líiritos 
no !uv» derecho para adjudicarlo esas acciones. 

Kn seguida se puso á prui ba el articulo y con la producida 
por las parles se dictó este : 

rnllo drl Ju« dr Srrríon, 

Mendoza, Enero 22 de 1870. 

Y vistos: No habiendo el demándame probado que D, San- 
ios llirilos es [jarlo obligada en esle juicio por la respon- 
mbilidud de ios actos, dv haber detentado ttiena ajenos^ se- 
gún dice id primero. 

Considerando Uno el secundo ba justificado su dicho, 
que Juan Harroso es el poseedor de esos bienes, con el 
testimonio mismo Je esle último y que á mas, Itiritos jamas 
ba sido tutor, curador, apoderado en forma, ele, etc. de 
Juan Itarruso. 

Considerando por ultimo; que el hecho de haber itirilos 
practicado algunas diligencias en bien Je su protegido, solo 
arguye la voluntad de un servicio de pura humanidad ó fi- 
lanlropia hacia un huérfano desamparado, que por Ja sola 
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circunstancia de estar á su lado aprendiendo oficio, es ra- 
zón bastante [tara ayudarlo y prolcjerlo, sin obligarlo ü dar 
cuenta de sus actos mas que á su comitente, desde que 
procede en su nombro, y que este no rehusa tampoco afron- 
tar la jestion de los derechos que reclama el demandante; 
se d t;i' la ra qnc D. Santos Ui ritos no es parte Icjíiíina en este 
juicio, con costas á su contrario, al cual se le reserva su 
derecho para repetir contra quien corresponde. - 

Apidado este auto por Paclieco futí confirmado por el 



rallo de I» Suprema r#rte, 

Buenos Aires, Abril 28 de 1870. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja veinte y una, y satisfechas y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

SALVADOn M. DEL CARRIL. — FRAN- 
CISCO Delgado. — José Barros 
Pazos. — IÍexito Carrasco. 



/>. fabrico nttl>io »/ IK famas Folnt, tstmtra D. Eduardo 
Etch&jaray, iobre liquidación oV ana sociedad. 



Sumario. — l tl Kl Injíar Hp»¡íIo para la rjccucíoa do un 

a,Mo < n;reit», causa domicilio Recial, para ludo lo 

relativo á esc acto y á las obligaciones pe cansare. 

2" El liccho de acrecer l ¡imado el ton nato de sociedad 
en una ciudad en donde residi ó los socios capí ta lisias, fíni- 
cos que llevan la firma social, y quienes tacililan su es- 
critorio para llevar la contabilidad, constituye domicilio es- 
pecial. 

3o El domicilio de la sociedad es di de los socios á lo* 
efwUxi del fuero nacional, 

■i" ^o pnede ocurrirse á ta justicia nacional, ¡mocando 
el lucro de las personas, por razón de veneindad ií na- 
cionalidad, cuando se trata de la li.ptid.ii inri ó de de- 
mandarse los socios entre sí las obligaciones que con- 
trajeron. 



Caxo. — En tres de Octubre de I.Nf.7, I). Federico Rubio, 
lf. Tomas loley y Ir. Kduardo J.tcbe»aray, ar^enlirnts, ve- 
cinos de Rúenos Aires los dos primeros y de Kntre-ltios 
el último, (orinaron en Rúenos Aires una sociedad para es- 
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piolar unas caleras en el pueblo de la Vicioria en aquella 
Provmcia. La sociedad debía girar bajo la razón Rubio y 

fim Mdír CapÍlal¡Sta3 ' y ún,cos 1 ue i ,0(lian "«r de la 

Por el art. 8» se convino: « El socio industrial D. Eduardo 

* ^begaray * obliga i píestar sua servic ¡ 08 pcr80oales en 

< osla dudad d fuera de ella si fuese necesario sin remu- 
« nerac.on alguna; | los señores Rubio y Folej faciliiaráu 
« su escritorio y pondrán sus servicios personales en el in- 

• teres social, y llevarán la coniabilidad sin retribución al K u- 

< na, manirás Etchegaray sea socio industrial. , 

Con esta contrata ü. Cipriano A. Suarez por Jlubio ) Fo- 

dando al socio Etchegaray v pidiendo ; 

i* Se declarase la rescisión del contrato social por culpa 
del socio industrial. 1 v 

** Automación para proceder á la liquidación del negó- 
cío y 

& Se condenase á Etchegaray al pago de danos y perjui- 



CHIS. 



Para justilicar la jurisdicción nacional recordaron que la 
asoc.ac.oo era en.re vecino, de dis.in.a. provincia., , que 

«liad en es a andad, a.,i como lo, socio, capital** en- 
cargados de la contabilidad general. 

En nn otmi dijeron que encontrándose Etchegaray mo- 
mentáneamente m esta ciudad, pedian se I. l pt0 . 

Funde el articulo: 

»• En que, no siendo vecino de esta Provincia, no so le 
pod.a demandar sind m „, m ie *• B ; 

,u donucilio, por el principio de que el acto, ¡ene 2 
segutr el .uero del reo, segun 1, fe| 32 af&S JJ 

T. IX r * 

6 
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2° Ku que en el Enlre-Kios está el establecimiento in- 
dustria I, objeto del cotí hato social, y en donde reside el 
socio industrial y administrador, > 

3 a Iji que, no liabiémlosü constituido domicilio cu el con- 
trato social, este no puede ser otro qtie aquel donde la 
industria se ejercita, y donde están ubicados los estableci- 
mientos o líjelos ile la asociación. 

Corrido traslado de la escepcion, el procurador Suarcz j.i- 
dio* se rechazase con costas. 

Dijo que ñor el articulo 43 del Oí digo de Comercio el 
lagar elejldo para la ejecución de un acto de comercio 
causa domicilio especial para lo relativo á ese acto y las 
obligaciones que causare, y por e! hecho del contrato de 
sociedad y su inscripción en el Ilegislro de esta Provincia, 
el In-ar el ejido iué esta dudad. 

Uue esto so prueba ademas con las estipulaciones del 
contrato mismo, y así se vé que la razón social Rubio j 
l'oley es la misma establecida en el comercio de esta ciu- 
dad : la contabilidad general debia llevarse por los sucios 
lí ubio y l'olev y el escritorio de ellos en esta ciudad era 
el domicilio mercantil desloado. 

U»e no seria posible proceder á la tiimidaeion fuera del 
lugar donde existen los socios que llevan la tirina, que son 
los que, según el arl. iUT, son - margados de la liquida- 
ción. 

Uue además la liquidación no puede hacerse fuera del 
lugar en donde existen los libros de la contabilidad gene- 
ral, ni fuera del domicilio que se lia dado á la personali- 
dad jurídica. 

<Jue, l¡ nal mente, nada significa que la sociedad tenga bie- 
nes en otra provincia, ni que allá el socio industrial resi- 
da personalmente, porque su domicilio respecto á su ca- 
rácter de socio, sigue el domicilio impreso eu el acto so- 
cial, aun cuando su persona exista eu otra Provincia. 

Ku seguida el Juzgado Llamó autos v pronunció el si- 
guíente ; 
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Fallo ilel Juez de Merráon. 



Aires, Marzo 51 de 1870, 

Y víalos, considerando: I" Que es un principio de Pre- 
dio que el actor debe seguir el lucro del reo ; 2- Ouo el 
Tuero del reo es el de su domic ilio, ó en su delecto el 
del contrato o el del p^o, encontrándose en estos últimos 
pumos, y no transitoriamente, según la doctrina mas acei- 
tada, y no podiendo ser reconvenida sin» :m i e el Jue* de 
s.i domicilio ; *• Que el domicilio dd demandado es m la 
I rovmc.a de Ku ir,- 11 ios, y aunque esta ciudad es el loaar 
. unde se celebró el contrato ea que se fundan los acciona 
deducidas, el demandado solo se encuentra iransiloriameiii.. 
en esta, iodo lo cual se halla constatado por conidio» de 
los mismos demandantes, tpic en el primer oíroü de su es- 
cnto de demanda, manilicstan ser competente este Jomado 
por (Hitarse de caso en que son partes vecinos de dil,- 
remes provincias, y ( ,ue en el secundo otrosí , del mismo 
escrito dicen r,ue Kldte-aray (el demandado) se encuentra 
momentáneamente en esta ciudad ; i-> lo que se des- 
prende de los antecedentes considerandos, es que ¡tf^ 
do el demandado su domicilio en la Provincia de fcutre- 
Wm y ™ mmm» el juicio en ésta, debe ser requerido 
ante ios Ir.bunafes de aquella Provincia ; ft> Q ae aunque 
según el arl. « de. Coujgo de Comercio, el logar ek ¡E» 
P«n b ejecución de un áció de comercio, causa domicilio 
ospecal para todo lo relativo á ese acto y j fe ohlin! 
cenes que causare, y suponiendo que , sta disposición sea 
aplicable al presente caso, esto solo importaría que ios 
contralames se consideraban para dicho acto y sus conse- 
cuencias como domiciliados en el mismo lugar, y suidos 
por consecuencia, á la jurisdicción común ti local J m l 
icme, por razón de dicho domicilio, pero no á la ¡NacL 
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nal, que no siendo competente por razón de la materia, 
solo puede serlo por la diversidad del domicilio de los 
litigantes. 

Por estos fundamentos, declárase incompetente este Juz- 
gado para conocer en la demanda deducida por los seño- 
res Rubio y Folej, y cu consecuencia, déjánse sin efeclo 
ías medidas de seguridad ordenadas por este Juzgado, librán- 
dose los oficios correspondientes. Repónganse los sellos. 

Manuel Zavaleta. 

Apelada esta sentencia por el procurador Suarez, se dicto* 
este : 

ralla dr I» Suprrnui Corte. 

Üuenos Aires, Abril 28 de 1870. 

Vistos; Considerando: Primero que por el artículo cua- 
renta y tres del Código de Comercio el lugar elejido para 
la ejecución de un acto de comercio, causa domicilio es- 
pecial, para todo lo relativo ú esc acto y á las obligacio- 
nes que causare ; que en el presente caso aparece por el 
contrato social de foja primera, celebrado en esta ciudad, 
que la firma social seria la de tlubio y Foléy, compañía 
domiciliada aquí, que solo podrían servirse de ella los socios 
que aquí residen como socios capitalistas, que su escritorio 
en dsta seria facilitado para los negocios y en él se lle- 
varía la contabilidad, debiendo el socio industrial prestar 
sus servicios en esta ciudad ó fuera de ella, importando 
todo esto la elección de domicilio especial para el acto 
comercial que se proponían, csplolando la calera materia 
del contrato : Segundo Que siendo para la sociedad el do- 
micilio Buenos Aires, este mismo es el que corresponde ú 
todos los socios á los efectos del fuero Nacional, no pu~ 
diendo ocurrir á éste, invocando el de Jas personas en 
toda sociedad mercantil en que alguno de los que la for- 
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man sean estranjeros ó vecinos de diversas Provincias 
ruando se trata de la liquidación ó de demandarse tnirc* 
si las obligaciones que c o atrajo ron , con arreglo al esni- 
nlü y letra del articulo dies de la lev sobre jurisdicción 
y competencia de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres : Tercero, Que por la materia del caso, no corres- 
ponde á la justicia Nacional, como aparece del mismo con- 
trato y no pertenece como se lia pretendido en el infor- 
me i» voce ú la jurisdicción marítima ni á ninguna otra de 
las determinadas en el artículo segundo de la citada ley. Por 
eitos fundamentos se confirma el auto apelado de foja se- 
senta y cuatro y satisfechas las costas y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

Salvador María del Carril. —Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos — Betino Carrasco. 
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Recurso de queja, de I). Apotinario Bcnitcz, contra el 
Jar: iSucioml tic Unenos Aim. 



Sumario. — I* Kl cumplimiento de las dilijencias itc prue- 
ba debe pedirse dentro del término probatorio, 

i" Kl I .Minino para ale»ar de bien probado no corre pen- 
diente la resolución sobre é! derecho ile practicarse, las 
pruebas pedidas dentro del término. 

Gfiso. — Kh la causa seguida por I>. Apolinario Hcnite/., 
contri I). Hnberio l.aii^e. por (alsilicacion de billetes de 
lianro, se suscitó un incidente sobre si estaba o no ven- 
cido el término día prueba. 

Este incidente futí* definitivamente resuelto por el fallo de 
Suprema Oírte en el que entre oirás cosas, se declaró 
no poderse conceder un término mayor de dias para 
producir pruebas dentro del municipio. 

Vencido este termino y esleititido por el actuario el re- 
lativo cerliticado, poniendo los autos en la oficina ;i los nbje- 
tos del art. IT" de la ley de Procedimientos, Itenitez se 
presentó es|ionicnib) que babia alunitas diligencias de prue- 
ba pendientes, emito el reconocimiento y cotejo pericial 
de los billetes, los que habiau sido solicitados durante el 
término; que su no ciiTii|dituieiilo no podía perjudicar sus 
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derechos y pidió se ordenara á los peritos licuasen su co- 
metido. 

Fallo flrl Juez Seccional. 

dueños Air**s, Noviembre 8 de 1869. 

Ilaliicndo podido esta [>aric instar por las diligencias de 
prueba en el iruniiio correspondiente, y dé acuerdo al arl. 
177 de la ley Procedimientos, no lia lu^iar. 

lijttrrtíit. 

Reniiez pidió se revocara esie auto ó se le concedan la 
apelación en relación, diciendo que las d%en€Ías hablan 
sutn sufpeudidas de común acuerdo con la parte do Liiolt, 
v que no eía por culpa suya si el Ju/»ailo ti-» hahia de* 
signado el día para los reconocimientos periciales con arre- 
jilo al arl. I i" ine. de la ley de l*roccdhuienlos. 

GotderHo traslado* eoniostó Lanfie; i|ue no había habido 
l;d convento, de suspensión ijue la mutilación de los j u i - 
rios no punir si-r objeto de con vnicioms mire partieula- 
ivs; que su apelaeinn tic hecho á la Suprema CoftC u» 
U,i\m suspendido h jurisdicción del Juez u */"" y í|Ü0 era 
por su culpa si Beuítez había dcj;ido pasar el lérniiiio sin 
producir sus pruebas. 

Buenos Aires, Soviernbra -2<< de 

Y vistos: l'or los fundamentos del auto de fecha X del 
corriente» y siendo potestativo en el .lujado el inundar prac- 
ticar de olitio y para mejor proveer diligencias di: cotejo de 
liruias, int'oMiies ile peritos y demás que creyere necesario 
para la II ai con mas acierto, no ha lu-ur á la revocatoria ni 
apelación interpuesta y estése á lo mandado eti el auto citado. 

Ugarriw, 
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Durante la sustanciacion «le este incidente corrieron los 
seis días dentro de los cuales se puede alegar en mérito 
de la prueba. lien i tez presentó su alegato después de estos 
días, y habiéndolo el Juez rechazado, dijo ; que el término 
no había podido correr mientras se sustanciaba el incidente, 
porque los autos estaban en este tiempo en poder del Juez 
y porque no podia alegarse cuando todavía se disputaba 
sobre el derecho de producir las pruebas pendientes ; que 
el Juez mismo no había llamado autos, lo que según la ley 
debe hacerse dentro de dos dias después de vencido el tér- 
mino para alegar de bien probado, concluyó pidiendo la re- 
vocatoria del auto del Juzgado ó en caso contrarío ta ape- 
lación en relación. 



Fallo drl Juei Seccional. 



Rueños Aires, Noviembre 20 de 1869. 

Xo ha lugar á la revocatoria ni á la apelación interpuesta 
y estése á lo mandado. 

í fjarriza. 

Beniiez ocurrió directamente á la Suprema Corte, contra 
los dos referidos fallos y se dictó el siguiente : 



Fallo de I* Supremo Corle. 



Buenos Aires, Mayo 3 de 1870. 

Vistos: Considerando que por el artículo ciento setenta 
y siete de la ley de Procedimientos no puede pasar el tér- 
mino ordinario de treinta dias de prueba en el Municipio, con- 
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forme se declara en el auto de la Suprema Corte de Toja ciento 
d¡e7 y siete vuelta ; que el apelante que pidió* el cotejo de 
firmas y confrontación de tos latones de los billetes, dentro 
del término que el citado auto mandó que se contase co- 
mo hábil, por haber las partes aprovechado la próroga pe- 
dida, aun después de vencido el plazo acordado por el auto 
de foja treinta y ocho, ha podido instar porque se cum- 
pliera Ja providencia que admitía lo que pedia antes de ele- 
varse los autos por la apelación que interpuso Lange y aun 
después de haberse devuelto ; que no puede admitirse que 
se estiendan los términos que se establecen para acortar 
los pleitos, sin mas razón que el pedir una diligencia 
dentro de él, dejarlo después correr para que se alargue la 
estación de prueba , que en el presente caso la parte que 
ofrece el cotejo y confrontación no puede decir que r .cibe 
gravamen irreparable desde que el Juez en la primera Ins- 
tancia y aun la Suprema Corte en la segunda pueden mandar 
practicar esas diligencias de oficio si son necesarias ó per- 
tinentes : Considerando por otra parte en cuanto al alégalo 
de bien probado ; que dentro de los seis dias la pane de 
Bcnitcz y C 3 reclamó para que no corrieran dichos seis dias 
sin que primero se verifícase el reconocimiento pericial y que 
antes de resolver este nuevo incidente lo presentó, no de- 
biendo por consiguiente paralizarse por eso la marcha del 
pleito ; se confirma el auto apelado de foja doscientas cin- 
cuenta y nueve y el de su referencia de foja doscientas ochen- 
ta y cuatro vuelta con declaración que debe admitirse el 
alegato de bien probado si lo presentare Benilez dentro de 
tercero dia ; y satisfechas las costas devuélvanse. 

Salvador María del Carril — Fran- 
cisco Delgado — J. Barros Pa- 
zos—Benito Caraasco. 
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f>. Dalmiro Ituergo fúntra la sorirthut Rocen Durso y C*. 
por wbro (te honorarios. 

Sumario.— FA cobra de honorarios y costas causadas en 
una cansa Jebe deducirse por ante el jues que conoce ó 
ha conocido de ella. 

Caso.—U, I>alin¡ro Huerco argentino, contador público, en- 
tabló demanda ante el juzgado de esla sección, contra la 
razón Rueca Mareo y O», italianos, por cobro de honorarios 
do los trabajos hechos para ta liquidación general do dicha 
sociedad, estimándolos en 27*0,000 ps. n»'c. 

Corrido traslado Rocea Darso y C* declinaron de juris- 
dicción por haber liiis-pendencia ante el tribunal de co- 
mercio de la provincia. 

Dijeron: une II. Hartólo Costa, uno do los socios pidió 
la liquidación de la sociedad ame el Juez de Comercio; 
que hubo un juicio verbal en que se convino que los li- 
bros de Mocea 5 Darso se exhibieran á objeto de que 
Costa por si ó por perito que nombrase, los examinara á 
sü satisfacción ; qur Costa nombró* entonces á Huerco para 
examinar los libros ; que existiendo pleito entre los socios 
sobre administración y liquidación de i:i sociedad y preten- 
diendo llucrgo haber sido nombrado su liquidador, hecho 
negado por Roeca y Ihirso, el único juez competente era 
el * de Comercio mili' el cual únicamente ha podido ser 
nombrado tal liquidador. 
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Se confirió traslado del artículo y contestó lluergo; que 
el pleito entre los socios no tenia nada que ver con su 
demanda; que esta no puede considerarse como una inci- 
dencia de aquel, por ser ól un tercero respecto de la 
sociedad; que no existíanlo demanda entre lluergo y la 
sociedad ante otro tribunal por esta causa debía é\ deman- 
dar ú los socios ante el juzgado nacional por ser eslran- 
geros. 

Kuenos Aires, Marzo de 1810. 

Y vistos , considerando : I o Que- las diferentes maneras 
de surtir el fuero nacional son la naturaleza de la causa, 
y la calidad de las personas interesadas en ella; 

2 o Que con arreglo al inciso 2* del artículo 2 o de la 
hti de I I de Setiembre de 180:1, sobre jurisdicción y 
compete ni 1 ia de los Tribunales Nacionales el Juzgado es 
competente para conocer en las causas civiles en que sean 
parles un individuo arjenlino y un extranjero, que es el 
caso actual : 

3" Que aunque con arreglo al inciso i° del artículo 12 
de la misma ley, los extranjeros pueden pro rogar la ju- 
risdicción provincial, si demandados ante ella contestan á 
la demanda sin oponer la excepción de declinatoria, en cu- 
yo caso no podría ser traída la causa á la jurisdicción 
nacional por recurso alguno, de la misma esposicion que 
hacen los demandados, resulta que no lian sido reconveni- 
dos por lluergo ante la jurisdicción provincial, y no lian 
podido, por consecuencia aceptarla, lo cual es una prueba 
de que no existe litis penáenlia ante otro Juzyado ó tri- 
bunal competente. 

A ü Que, aunque con arreglo al último artículo citado, pue- 
den los eslranjeros demandados ante los Tribunales pro- 
vinciales declinar de jurisdicción, ni dicho articulo ni nin- 
gún otro los autoriza para declinar de la jurisdicción de 
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los tribunales nacionales, derecho que tampoco podria 
acordárseles sin reconocer á la vez que los Tribunaie» 
Provinciales, pueden ofrecer mas garantía ó protección á 
los extranjeros». 

Por estos fundamenta, no lia lugar á las excepciones 
opuestas por los demandados con costas ; tí intímeseles a que 
contesten derechamente, á la demanda. Kepóngasc el sello 

Apelada esta sentencia y concedido el recurso en rela- 
ción se pidieron en el día de la vista los autos pendien- 
tes ante el Juzgado de Comercio de la provincia y se dic- 
tó en seguida el 



rallo *e I» duprrm* t'art*. 

Iluenos Aires, Mayu de 1870. 
Vistos nuevamente con los autos traídos, y consideran- 
do: Pnmcro, que el demandante funda su acción en tra- 
bajos de contabilidad que ha practicado para servir á la 
liquidación de una sociedad que trata de realizarse por 
ante la justicia provincial, atribuyéndose el mismo el ca- 
rácter de contador liquidador de dicha sociedad según apa- 
rece por escritos que ha presentado y corren en los autos 
que se tienen á la vista. Segundo, que el cobro de ho- 
norarios y costas causadas en una causa debe deducirse 
por ante el Juei que de ella conoce ó ha conocido, como 
se ha declarado por la Suprema Corle en la causa ciento 
noventa y dos de sus fallos: se revoca el auto apelado 
de foja veinte y cuatro vuelta y satisfechas las cosías y 
repuestos los sellos devuélvanse, asi como al Superior Tri- 
bunal de la Provincia con oficio, los que se pidieron para 

mejor provetr. Salvador M. del Cáhuil. — Filascisco 

Delgado — José Barros Pasos. 
—Besito Carrasco. 



DE JUSTICIA NACIONAL. 9J 



D. Fiancisto Boeró, contra D. Agustín Rodríguez, sobre exhi- 
bición de t Huios. 



¡sumario. — Nadie puede ser obligado por apremio per- 
sonal á que presente una cosa que no coHste estar en su 
poder. 

Caso. — En un juicio ejecutivo i'ntre D. Guillermo Forque 
y D. Agustín Rodrigue?, se embargó y vendió en almoneda 
pública una linca de este» siendo su comprador D. Francisco 
(tuero que obló el precio y pidió la escritura correspon* 

diente. 

Intimado Rodríguez varias veces para la presentación de 
los títulos sin que los exhibiera, el actuario dió cuenta que 
no podía estender la escritura por falta de aquellos. 

Boero pidió auto de prisión contra Rodríguez sino exhi- 
biese en el acto los títulos. Este exhibió unos títulos de 
terrenos linderos, y respecto del terreno vendido en remate 
dijo: que con motivo de la apertura de las calles de Cata- 
marca y Patagones perdió algún terreno que recobró con ei 
sobrante que se le entregó en la esquina de las calles de 
Rioja y Patagones ; que esta era la linca vendida y que 
por eso no alcanzaban á ella sus títulos. 

Contestó Üoero que del escrito mismo de Rodríguez re- 
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aullaba que el terreno le fué adjudicado en compensación 
de la parle que cedió ú la municipalidad para lu apertura de 
la talle de Patagones; que esta adjudicación no ha podido 
ser Lecha verbal mente y que por consiguióme dehe exhibir 
su título. 

El juzgado pruveyú ¡i la petición de lioero con el si- 
guiente 

Fulla del Juez Hrecioiml 

Duuiius Aires, Marzu lti de 187U. 

Como se pide. 

l'ijarriza. 

Rodríguez pidió revocatoria ó* apelación en subsidio; no- 
gada la revocatoria se concedió la apelación en relación y 
se dictó el siguiente 

Fallo de I» Supremo Corte. 

Buenos Aires, .Mayo 5 de 1870. 

Vistos: Considerando que í>. Agustín Hodrigucz al presen- 
tar los títulos que tiene en su poder y el plano de sus 
terrenos, osplica en su escrito de luja trésnenlos noventa y 
seis que la parle últimamente vendida á Huero la tenia so lá- 
meme como poseedor siti título y en compensación de lo 
que perdió por la apertura de nuevas calles, sin que el con- 
trarío alirme que haya obtenido concesión por escrito de la 
Municipalidad capaz de trasmitirle el dominio ; que no puede 
obligarse por apremio de su persona á que presente una 
cosa que no consta esté en su poder; se revoca el auto 
apelado de loja trescientos noventa y dos vuelta, y satisfechas 
las costas, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Saia.uhui Sí. DEL Cáhuil. — Fkas- 
cisco Pelgadcl — José Rumos 
Pazos, — Hemto Cauuasco. 
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CAUSA *L¥ 



Criminal, contra Félix Ayahu por rebelión y otros crímenes. 



Sumario. — La ley 8, til. 10, pan, 7 que condona á 
muerte al ¡éfis de un ayuntamiento que haya muerto á un 
individuo, no debe aplicarse, no habiendo pruebas, por las 
que consté que el acusado fué jefa de tul ayuntamietilo. 



Caso. — Félix Avala había furin;ido parte de la rebelión 
de Felipe Várela eon el titulo de Sargento Mayor y se le 
imputaban varios crímenes, siendo los utas graves el ase- 
sinato de D. Manuel Amonio Quiroga y lu participación en el 
fusilamiento del Teniente Coronel de línea U. José M. Li- 
nares. 

Puesto preso, y procesado ante el Juez Nacional de la 
Sección de San Juan, el procurador liscal le acusó como 
reo del delito de rebelión y de fuerza hecha con armas, y 
pidió contra él la pena ordinaria de muerte con arreilo al 
arl. 14 de la ley penal nacional y leyes 1,2 y 8, tit. 10, 
pan. 7. 

YA defensor pidió la absolución del acusado, sosteniendo, 
que no liabia entrado por su voluntad cu las lilas de Va ■ 
rola y que no había pruebas bastantes para que se le im- 
putaran los delitos comunes.de que se le acusaba. 



ÍJÍ> 
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Producidas pruebas por ambas partes sobre los puntos de- 
signados por ti Juzgado, se dictó el sif 



rallo del Jue« ftaeelMml. 



San Juan, febrero i° de 
Vista la presente causa criminal, contra Félix Ayala, por 
el delito de rebelión, asesinato y oíros crímenes cometidos 
con ocasión de aquel, con lo espuesto y pedido por el pro- 
curador fiscal, alegado y probado por el defensor del pro- 
cesado, v considerando por su mérito : Primero, Que por 
las declaraciones del sumario y confesión del reo, consta 
jurídicamente que éste sirvió en el ejercito rebelde de 
Felipe \ arela que ocupó la villa de Jaclial a fines del ano 
mil ochocientos sesenta y seis, a principios del sesenta y 
ñete, acompañándolo basta después del combate del i Paso 
de Bargas» en la Rioja, y ejerciendo el cargo de Sar- 
gento Mavor del mismo: Segundo, Que igualmente consta 
por las declaraciones del sumario, desde íoja diez vuelta 
basta foja quince* y la de foja diez y nueve ; eon las del 
plenario de foja enmenia y seis vuelta hasta cuarenta y nue- 
ve, de foja cincuenta vuelta y cincuenta y um, de foja sesenta 
y una v sesenta y dos, que el procesado Feliz Avala en- 
cabezando una partida armada, en reunión con otra al 
mando de José Rios, asaltaron el lugar de Gualcamayo i 
principios de Mayo del sesenta y siete, saqueando la casa 
de D. Manuel Antonio Quiroga, y después la población, 
tomando preso á éste y asesinándolo en el campo a inme- 
diaciones de dicha población : Tercero, Que este lieclio ne- 
gado por el reo, y diciendo que solo fue* en ese tiempo i 
Uualcamayo encabando una partida con el solo objeto de 
hacer retirar la que antes había ido al mando de Ríos 

Felipe Várela desde Üuaudacol, 
con los testigos presenciales, 
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Carmen Guevara á foja diez y nueve. Da. Benjamina y Üa. 
Cármen Rodríguez desde foja cuarenta y seis vuelta hasla 
la cincuenta y una, y Rosa y Anjel Corlez á fojas sesenta 
y una y sesenta y don, espresando la prim:ra que Ayala se 
ilísgustó con Ríos, por no haber ejecutado ó muerto cuanto 
¿ules al tinado Quíroga; la segunda y tercera, que el dis- 
gusto por esta causa» llegó al estremo de irse a las ma- 
nos con armas; y los dos últimos que continuando este he- 
cho principal, vieron al cadáver del finado Quíroga en el 
lugar del asesinato, que fué en despoblado, resultando por 
las heridas que bahía sido degollado y aun descamado en 
¡Htrte ; Cuarto, Que si bien estos testigos no presenciaron 
el acto de degollar á Quiroga por haberlo internado al cam- 
po Avala y Rios con las partidas que encabezaban, no 
puede caber duda alguna de ser ellos los autores del he- 
cho, desde que manifestaron con tenacidad este propósito 
), y sacarlo de su casa como lo hicieron, apare- 
i su cadáver á [toca distancia de la población : 
Quinto, Aun en el caso de no haber manifestado Ayala sus pro- 
pósitos, como está prohado, apareciendo el cadáver de Qui- 
roga poco después de ser sacado á la fuerza de su casa, 
el procesado y sus compañeros son inmediatamente respon- 
sables de su muerte con arreglo á las leyes del caso, mien- 
tras no acrediten su completa inocencia, como debieron y 
han podido hacerlo en el tiempo competente del juicio, 
sin que apare/xa una sola prueba en este, que obre en ese 
sentido : Sesto, Que habiendo el procesado cometido el de- 
lito de fuerza con armas, se encuentra comprendido en el 
caso de la ley octava , titulo dirimo, partida séptima que 
dice : * Mas si con la fuerza que alguno (isiese lor- 
« ijscramcnte* con armas, fuese muerto alguno lióme, quier 
« sea de su parle del forzado, quier de ta otra, entonce 

« lamienlo, mas debe morir por ende : * Sétimo, 
las circunstancias que precedieron y acompañaron á 
este hecho, de haber saqueado la casa del finado Qui- 

7. 
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el terror y espanto en él vecindario, de perseguir y cap- 
turar ciudadanos pacíficos, entre estos á Hosas Corlez, de 
haber ejecutado la muerte, á (tesar de las súplicas y rue- 
gos de Ja esposa, y d finas familia de Quiroga, elijicmlo 
para ello un campo despoblado, son de lodo punto agra- 
vantes, que le dan el carácter de alevoso, exijiendo la vin- 
dicta pública, el rigor de las penas de la ley; omitiendo 
«Iras consideraciones, latió delictivamente juzgando, y de- 
claro, que el procesado Kclix Avala es reo del delito de 
rebelión, y además de los crimétm de fuenn con armas, 
asesinato alevoso en la persona de I). Manuel Quiroga, de 
siqneos y otras violencias, y de conformidad con lo pedido 
por el Fiscal, en cumplimiento de la ley ociara titulo dé- 
cimo, partida séptima y demás de la materia y de acuerdo 
también con el articulo diez tj ocho de la ley penal dü Ca- 
torce de Setiembre del sesenta y tres, 1° condeno á sulrir 
la pena ordinaria de muerte, en la forma, lufjar y tiemp 
que oportunamente determina el Poder Kjecutivo de la Na- 
ción, eou las responsabilidades civiles inherentes y las eos- 



Apelada esta sentencia por el procesado, se dictó el si- 
guiente : 



Vistos : Considerando, que el delito de rebelión con cir- 
cunstancias agravantes se encuentra plenamente probado en 
autus como lo demuestra la sentencia del Juez de Sección, 
y el señor Procurador (¿enera! ; que ta escepcion de haber 
servido violentado no solo no está probada corno debia ba- 




tas del proceso, llágase saber original. 



Witattacl Morcilla. 



Fallo de la Supremo Corte. 
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licrlo hecho el procesado cu la estación competente del juicio, 
sino que está en abierta oposición con la dase de CeJe 
que tubo Avala en la rebelión, y con los actos que como 
(ni ejecutó según su propia confesión y declaraciones de 
los testigos, —Considerando en cuanto á la muerte de don 
Mauucl Antonio Quirog.i, que no hay mérito bastante para 
establecer de una manera indudable y con pruebas tan ebras 
como la luz del medio dia, como dice ta Ley de Partida, 
que Félix Avala fuera el autor ó ejecutor de ese asesinato, 
desde que no puede decirse, fundándose en las constancias 
del proceso, cual ba sido su participación en él ; que tam- 
poco le es aplicable la ley ocho, titulo diez, partida séptima 
porque no se Ha probado que Avala íuera el (I efe ó Ma- 
yoral de la partida que hizo li fuerza a Qniroga que produjo 
su muerte, habiendo por el contrario presunciones de que 
el Gefe era Itios, por la declaración de testigos que afirman 
que Avala exigía de osle que cumpliese órdenes de otro 
(«efe, pues que si lo fuera no reclamaría la ejecución, 
sino que la ordenaría como superior Por estos funda- 
mentos so revoca la sentencia apeladu de foja sesenta y 
nueve, y se declara que Félix Avala es reo de rebelión 
en el grado que establece el articulo quince de la ley penal 
de la Nación, con las circunstancias agravantes que en él 
&¿ mencionan ; y por consiguiente se le condena á diez años 
de destierro y además á la mulla de seis mil pesos. 

Comuniqúese al l*od«T Ejecutivo y devuélvase la causa al 
Juez de Sección de San Juan. 

Salvador M. del Cáhuil. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. 
Benito Carhazco. 
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« Al «A UVI, 



D. Feliz Kausquiza con el Fi$r 0t sobre, desglose dé 

documentos. 



Sumario, — P.os documentos que corren en los autos dé 
una causa definitivamente concluida y han surtido lodo el 
efeelo porque fueron agregados al relativo espediente, pueden 
ser devueltos á su jiro nieta rio. 

Caso. — D. Feliz Kgusquiza, eoncluidos los autos seguidos 
contra el por el Fisco, sobre embarco de fondos del Goliierno 
Paraguayo, pidió la devolución de sus doeumonlos que corrían 
en los autos por serle necesarios. 

Conferida vista al Procurador Fiscal contestó este que lo* 
documentos no podiau desglosarse por no liabcr sido presen- 
tados por el suplicante y por formar parle de los autos ; que 
solo podía permitírselo sacar copias si le eran necesarias. 



Por lo espuesto por el Procurador Fiscal, no ha lugar 
,1 lo que se solicita por D. Feliz Egusquiza y désele copia 
si la pidiere. 



fallo del Jun «toecloiml. 



Buenos Aires, Marzo 2íi de 18~0. 
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Egusquiza apeló en relación ; dijo que el procurador no 
negaba que los documentos eran suyos ; que ct pleito estaba 
concluido y que aquellos nada lenian que hacer con este; 
que 81 habían sido presentados por el Fiscal y no por di, 
fué porque habían sido cstraidos violentamente de su casa ! 
que el temperamento propuesto por el Fiscal le imponía un 
gravamen indebido y era inaceptable teniendo él necesidad 
de los originales. 



Fallo de Suprema Certe. 



Buenos Aires, Mayo 7 de 1R70. 

Vistos; Considerando que los documentos que D. Felk 
Egusquiza pide le sean entregados, y que se han tenido á 
la vista, comprendidos en los cuadernos seis, siete, ocho, 
nueve y diez, solo contienen carias particulares que le per- 
' tenecen : Que habiendo concluido definitivamente la causa que 
se siguió contra dicho Fgusqui/.a, esos documentos han sur- 
tido ya todo el efecto porque se agregaron al espediente, por- 
que los han tenido en consideración los procuradores fiscales 
y los jueces que sentenciaron ; se revoca el auto apelado 
de Toja cuatro vuelia, y satisfechas las costas, y ic puestos los 
sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. — José Damios 
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CAIMA miYII 



fí. Guillermo J/a/fi, contra fí. Mariano Cabal, ¡w 
cobro de pesos. 



Sumar iú. — El juez del lugar del contrato es competente 
para conocer en la demanda sobre su ejecución, aunque no 
sea ete lugar el del domicilio del deudor. 



Caso. — D. Guillermo Marti presentó una letra de cambio 
y tres pagarées por el valer de 7858 i pesos fuertes, firmados 
por D. Mariano Rodríguez por pt.der de D. Mariano Cabal ; 
reconocida por Rodríguez la firma de la letra y protestados 
debidamente los pagarées, demandó ejecutivamente á tabal, 
pidiendo se le citara por ser residente un Santa-Fe para estar 
a derecho en el juicio. 

Entonce» el juez dictó este 

rallo úml Juca flceeton»! 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1870. 

Resultando que el domicilio del demandado es en la Pro- 
vincia de Sanla-Fé, y siendo un principio general que el actor 
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debe seguir el luero del reo que es el del domicilio, y que 
aunque ¡nicde con arreglo á la ley 32, til. % Pan. 3», elegir 
el del lugar del eontralo <i en e! que debe efectuarse el pago, 
es doctrina mas general limitarse al solo caso en que el 
demandado se encontrare en el lugar del contrato ó del pago; 
declarase el juagado incompiíienti; para conocer en la pre- 
sente demanda, dejando sin efecto el auto de sokendo, y 
esta parle ocurra donde corresponda. Repóngase el sello. 

Zavateta 



Matli apeló cu relación diciendo : que las obligaciones ha- 
bían sido contraídas por el Sr. Cabal en esta plaza ; que 
aquí era el punto destinado para el pago ■ que tratándose de 
una tetra de cambio y de pagarles es requisito indispensable 
la designación del lugar del pago ; que por consiguiente el 
pago debe efectuarse según la ley en el lugar d-signado ; 
que Cabal d¡ó por estos documentos una prenda de 70,000 
pesos fuertes en acciones que se conservan por el acreedor 
eu Buenos Aires; que la doctrina sentada por el juez im- 
portaría un trastorno completo en el comercio. 

Concedido el recurso, la Suprema Corte, para mejor pro- 
veer dió vista al Procuradar Cene ral quien dijo : 

Que el juez no podía declarar su incompetencia de oficio 
sino cu el caso de ser ella evidente con arreglo al art. 30 
de la Ley de Procedimientos. 

Que en este caso era él el juez competente para despachar 
la ejecución que se pedia. 

Que Cabal tenia en Buenos Aires en el año anterior una 
casa de comercio administrada por Rodríguez quien á su 
nombre aceptó la letra y lirmó los pagareis. 

Que por consiguiente era claro que con arreglo al Código 
de Comercio el pago de estas obligaciones debía efectuarse 
en esta ciudad y que Cabal según la disposición de las leyes 
tit. 2 t Part. 3», % tít. 21, l¡l>. 4, N R. se había sometido 
al luero de esta ciudad. 
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Que la doctrina general á que aludía el juez era una mala 
generalización hecha por las prácticas del caso especial con- 
templado en la disposición de la Ley 20, titulo 21, libro 
4, R. C. 

Que los pleitos han de juzgarse por el tenor de las leyes 
y por este era indudable que habiendo Cabal contratado en 
Buenos Aires y dejado aqui las prendas en garantía de su 
deuda , el juez de esta sección era competente para despa- 
char la ejecución. 



falla d« la Súpito» ferie, 



Unenos Aires Mayo It de 1870. 

Vistos : Por los fundamentos de hecho y de derecho, espues- 
109 por el Señor Procurador General, y de conformidad cou 
lo pedido en la precedente vista, se revoca el auto apelado 
de foja veinte y tres, y satisfechas las costas y repuestos los 
sello», devuélvanse al Juez de Sección, para que reasumiendo su 
jurisdicción, conozca y resuelva lo que corresponda por derecho. 

Salvador M. del Cáhuil. - Fran- 
cisco Uelüaüu. — José Uarhos Pa- 
zos. — Benito Carrasco. 
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D. Felipe Correas por IK Ctatidio Manterola ¡ contra Ih 
Eugenio Bustos, por cobro de pesos. 



Sumario.— No se delie admitir nueva demanda, contra 
la cosa juzgada. 

tW— En el juicio ordinario sobre indemnización de 



la Su pie ni a Corte de Febrero H de 1866, fué* condenado 
Manterola á pagar á liustos el importe de unas letras per- 
judicadas y sus réditos, y ¡#M ps. por danos y perjuicios 

y réditos al cí p7«- 

Ejecutoriado el fallo, ííustos entabló el juicio ejecutivo 
t|ue corrió" su trámite siendo condenado Manterola en tí 
y 2 a Instancia. 

Concluido el juicio ejecutivo Don l-elipe Correas en re- 
presentación de M ameróla, presentando varios documentos, 
entabló demanda ordinaria contra liustos, diciendo que usa- 
ba de lo acción reivindicatoría (jue le acordaban las leyes, y 
pidió se declarara que liustos dubia restituirle la suma 
recibida por pagos de perjuicios con mas los intereses 
costos y costas. 

Conferido traslado contestó Bustos que no debia hacerse 
t. ix. 8 




i no 
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lugar a la demanda |iur haber ja cusa juzgada sobre el 
pumo ; (|iic eti efecto la cuestión de la responsabilidad 
Mantcrola se liabia ventilado en vía ordinaria dando por 
resultado el falte de ¡Miar» H di- IKtili; ijnc él inicio el 
juicio ejecutivo en virtud del titulo que le daba este 
fallo ; inie confluido el juicio rjeLiimo en mir balda sido 
condenado Manirrota . se presentií este entablando la vía or- 
dinaria; »jiie Bustos le opuso la carencia de derecho para 
usar la vía ordinaria, p«n' haberse seguido el juicio eje- 
cutivo cu virtud de mía sentencia ejecutoriada recaída en 
juicio ordinario ; i|ue t i juez fundado en esto rechazó la 
demanda y su resolución fue confirmada por fallo de la 
Suprema Corle de tiS de. Si lu mbre de IXtííl; y u¡ue por 
cousi guíenle había ya qosa juzgada sobre el punto, objeto 
de la demanda. 

Conferid» traslado de. la cscepriun, contestó Correas, que 
el juicio onliuario enlabiado por el y mencionado por 
Muslos no fué consecuencia del juicio ijeculivo á ipie líus- 
tos se refiere, pe él lundaba su demanda en documentos 
que no habían sido considerados en el fallo de « de Fe- 
brero, y (pie no podía haber cosa juzgada sobre un punto 
(jue so ponía en tela de juicio con nuevos documentos. 

YA juzgado llamó autos pidiendo para Mejor proveer los 
autos referen les al fallo di) tí* de Setiembre de 1 y 
cu estos antecedentes se dictó el siguiente; 

Mendoza, Febrero 18 de 1 870, 

Y víslos: Teniendo á la vi>ta el Cuaderno pedido para 
mejor proveer por auto anterior de 11 de csle misino 
mes y año. 

En mérito de autos, declaro : Ottc | a escepcion de cosa 
juzgada opuesta á la demanda <|ue se contiene cu este 
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espediente, es admisible de derecho y por cuanto este caso 
lia sido ya resuelto por sentencia de tres de Julio del 
año pasado cuaderno dicho, Toja 4&, confirmada además por 
la ejecutoria suprema de 2S de Setiembre del mismo año 
Foja 80, guardando consecuencia y respeto con lo juzgado 
y siendo esta segunda vez en «pie se afirma este juicio por 
la cosa juzgada, impongo perpetuo silencio sobre el particu- 
lar al apoderado de I). Claudio Mimterola, con costas 
de esta causa. Repóngase. 

Juan Palma. 

Apelada esta sentencia por Correas y concedido el re- 
curso en relación se dictó el siguiente . 

I «lio de la Su|ii'eii!ii i'nrle. 

lineaos Aires, Mayo li de 1H70- 

Vistos: Por sus fundamentos se continua, con costas, 
el auto apelado de luja cuarenta y una vuelta, y salisíe- 
clias y repuestos los sellos, devuélvanse. 

SaLVADQH M.AItlA DEL CaIUUL. — FfiAN- 
CISCO DlSLGAUO. — JuS lÍAKKüS l*A- 

zus — Benito Carrasco. 
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Criminal, contra />. Alejandro AzuUi y D. Fuhjcncio Ut- 
nt, ¡ior Ira ivion a ta Patria. 



Sumario. — 1" No se cómele e! delito ilo traición á la 
Patria, con arreglo al uri. W\ tic la Constitución, por el he- 
cho de ofrecer tic su:» intereses al enemigo i^iiü ocupa el 
lerritorio cuando esto se hace con el objeto de salvarse 
de muyeres violencias, ; no se tienen medios de defender- 
se. 

2° La Ley d. I í de Setiembre de 18(>:i prescribe absoluta- 
mente en su articulo 13 la doctrina de ¡a absolución de la 
instancia. 

3° Las sentencias definitivas deben contener decisión es- 
presa condenando ó absolviendo, y los acusados contra 
quienes no se lia justificado cargo alguno deben ser absuellos 
de eulpa y cargo. 



Caso. — Durante la invasión Paraguaya en Corrientes, el 
coronel D. Alejando Azula aceptó una comisión para procurar 
a los paraguayos auxilios de hombres y caballos eu el 
Departamento de San Luis; y para el desempeño de la misma 
se trasladó allí con el ayudante Fulgencio Leiva. 

Se les formó ú ambos un proceso ante el Juzgado Nacional 
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de Corrientes, y el Procurador Pígejjl los acusó como traido- 
res á la Patria, pidiendo contra el primero !a pena ordinaria 
de muerte, y contra el segundo la de diez años de trabajos 
forzados con arralo :í los artículos I y 2 de la ley fien al 
de 1 1 de Setiembre de IKti:i. 

Los defensores de Azula y Le i va pidieron Ja absolución 
completa de sus defendidos ton espresa declaración de ipie 
debían quedar en el pleno goce de su reputación y fama. 

Recibidas las pruebas que se detallan en Ja sentencia de 
I a Instancia, se dictó el siguiente 

t'nlio <irl Jim dr Aecclon. 

Corriente*, huero 29 do ifiTft. 

Vista esta cansa criminal, seguida á instancia del Procu- 
rador Fiscal, con «ra Alejandro Azula y Fulgencio Leí va por 
delito de traición ó la Patria, con lo espuesto por aquel y 
los procesados en su defensa. — La acusación Fiscal abraza 
los punios siguientes: 

1° Que resulta del proceso haber Azula aceptado una co- 
misión de la Junta Gubernativa, creada en esta ciudad en 
tiempo de la invasión paraguaya, para procurar auxilio de 
hombres, caballos y roses al ejército invasor, en desempeño 
de la que se trasladó al Departamento de San Luis y procuró 
sublevarlo, así como al ele Caa-Caty, en contra de la causa 
argentina, é impidió que el Ejército Nacional recibiese los 
auxilios necesarios. 

2 a One Azula dirijió cartas al tiene ral I rquiza consultando 
el crimen de traición con éste. 

3" Que habiéndose trasladado desde San Luís á Caa-caly, 
donde encontró al Coronel h, Juan T. Martínez éste le con- 
cedió regresar, bajo la promesa jurada de volver con las 
fuerzas di; San Luis á engrosar las lilas del Fjército, y que, 
léjos de cumplir su palabra se vino a esta Capital burlando 
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la confianza que sus coneinria.lanos habían depositado en el, 
y fallando ¡i su juramento 

|* Que ,*n esta dudad hizo matiilestacionos públicas en 
honor del l'resi.ienle del Paraguay, en ta sonata que tuvo 
lugar en Julio di-l U5, prninmcumilo un discurso altamente 
injurioso á su l'alria, según se vé por el periódico que corre 
á toja 77 de los aulos. 

5" iíüü luego qtir- llegó ¡i San Luis despachó á sn ayiulanlc 
Fulgencio Lciva á Caa-caly ron el objeto «le inducir á los 
Gefes de ese Departamento á seynir las lunik-ras enemi- 
gas. 

t> Que «lió rúenla a la Jimia de su comisión y «le tos 
trabajos que había hecho para prrslijiar la cansa del invasor. 

Kn cnanto al procesado Fulgencio l.eiva la acusación com- 
prende los punios siguientes: 

\« Que acompañó á Azula en clase de ayudante en su 
comisión 5 San l uis. 

2" Que fué comisionado por aquel para sublevar el hopar-" 1 
tatúenlo de Caa-caly desde donde le dirijió ñolas dándote 
cuerna del resuliado de su comisión, con la circunstancia 
agravante de que, bailándose al servicio «leí Mayor Uissn, que 
militaba bajo las banderas arj entinas, se desapareció y fué 
lomado preso en el Ejército Nacional. 

Y considerando con relación al procesado Alejandro Azu- 
la : I o Que resulla del sumario y de su confesión :i toja lit. 
que aceptó una comisión de la Junta Cnhernativa creada en 
tiempo de la invasión paraguaya, para procurar á estos auxi- 
lios de hombres, caballos y roses en el Uepari amento de 
San Luis, en cuyo desempeño se trasladó allí con el ayudante 
I ¿iva. Kl procesado lia espneslo dos cscepeíoues á este 
hecho: 

i* Que se hallaba bajo el poder del invasor. 

2" Que se proponía salvar los intereses del Departamento, 
influyendo con los vecinos para que contribuyesen con alfí" 
á lirt de evitar los arreos y saqueos que ya habían hecho 
rn otros puntos los paraguayos. Kn cuanto ¡í la primera, no 
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parece baya mediado amenaza ó ffctanét» de parir <le los 
mío lo nu mhraron : sin embargo es notorio que habiendo 
un Kjcreito l'araguayo invadido á esta Provincia traidora y 
alevosamente sin previa declaración do ííiierra, su llohícnio 
lojiiimo tuvo que salir á campaña dejando la ciudad á merced 
del invasor une se apoderó de ella. Los habitamos indefensos 
podían lícitamente ohoiioeer sus órdenes, puesto une oslaba 
en posesión del poder v re> bahía ntedíos (le reaistiilos; por 
consiguiente rl acto di- acopiar una ¡omisión del enemigo 
qiir se enseñorea del lerriirmo no punto por si solo ser 
limado romo ihdiln di- inicion, sinó reMilia claramente de 
oíros hechos que el comisionado lia procnrailo voluntariamente 
auxiliarlos. Asi o! hecho de la ocupación del territorio por 
el imasor es una presunción de que A /.uta aceptó la comisión 
pur el réstelo qilB te infundía su poder, Kn cuanto á la 
sumida eseopeinn, ha prohado con los testigos B. Laureano 
Molina, D. Kjiilm Alvarez, I». Sebastian liamirez, y demás que 
nhran desde fojas t>7:¡ á tiSS : — 1 ■■ Que asi que llegó á San 
Luis convocó á las a morid a. les y vecinos del p neldo, les 
manifestó el objeto do su comisión y Las insl mociones que 
traía, les aseguró «pie halda acoplado para salvar los 
intereses del Departamento que iban á ser ariehalados por 
el enemigo, y ipic á osle lin les proponía contribuyesen 
ion algunos caballos de tos peores que tuviesen, que 
se reuniesen las fuerzas para custodia del Departamento, 
asegurándolos que no irían á engrosar las lilas de los enemi- 
gos, y autorizándolos para desbandarse en raso pretendiesen 
sacarlos para el servicio de tus paraguayos : por fin que no 
pretendía ser traidor á su l'atria ;— *¡v Que ha hiendo apare- 
cido, poros momentos después, una columna paraguaya 
en el Departamento de San Luis, en el acto se puso 
en marcha con las demás autoridades del mismo, ó hizo 
lodos tos esluerzns posibles para disuadirlos del intento 
que traian do hacer arreos de hacienda, y no pttdicnilo con- 
seguirlo, volvió á San Luis, > inan'tlestó á los vecinos la inu- 
tilidad de sus esfuerzos, y les aconsejó que ocultasen sus 
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haciendas del mejor modo posible y fuesen á engrosar las tilas 
del Ejercito Arjenlino, dando por terminada su comisión. 

La Constitución en su art. 10.1, dice: fia traición á la 
Patria, i consistirá únicamente en lomar las armas contra 
ella, ó unirse á sus enemigos prestándoles ayuda y socorro. 
De estos hechos comprobados no resulta que Azula haya auxi- 
liado, ni procurado auxiliar la causa paraguaya, pues estando 
eMos ocupando el territorio, y no teniendo las poblaciones 
medios de defensa, podían ofrecer algo de sus intereses con 
el ün de salvarse de las depredaciones y violencias que aquel 
podía cometer- 

2 o Que no está justificado plenamente el cargo de haber 
mandado á su ayudante Lena á sublevar el heparlamcnto de 
Caa-caty á favor de los paraguayos. Es verdad, que á fojas 
43 y corren dos noLis dirijidas por éste á Azula, en que 
le dá cuenta del estado de las fuerzas, de haber entregado 
á Monzón la nota, y héchole algunas observaciones al res- 
pecto, que en este Cele habia notado buena disposición, que 
te dijo que había ordenado la reunión de fuerzas en virtud 
de una nota que habia recibido de la Junta, concluyendo 
por pedirle armas con urjencia para las fuerzas que ya su 
estaban reuniendo. Estas notas revelan de una manera clara, 
que Leiva llevó una nota para Monzón é instrucciones para 
éste y oirás personas, pues de otro modo no podia referirse 
á ellas, ni darle cuenta circunstanciada de lo que ocurría, 
sinó hubiesen existido aquellos antecedentes ; pero no consta 
la ostensión de la comisión y el contenido de la nota dirijida 
á Monzón, y por lo tanto, uo resulta prueba plena, de que 
el procesado haya cometido delito de traición. Leiva en su 
confesión á foja K»0, dice: Que las referidas notas fueron 
cal ruladas y dirijidas de acuerdo con Monzón para infundir 
confianza á Azula, que se le suponia adicto a lus paraguayos, 
i lin de que éste mandase armas para las luerzas que no 
las tcnian, esta aseveración está conforme con el informe 
de Insauralde á fojas !*> y í»7, y con la carta de Ti. Cesario 
Monzón dirijida con ¡gual fecha, y por el mismo propio que 
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las de Leiva, y corriente á foja 47. De aquí resulta que 
los conceptos de esas notas no prueban suficientemente que 
Leiva llevase la misión de sublevar el Departamento de Caa- 
caiy, ni que en la nota dirijida á Monzón lo incitase á soste- 
ner la cansa paraguaya, núes debían exajerar los lieehos á 
fin de conseguir su objeto. No boy, pues, imposibilidad en 
que sea verídica la espofiieion que hace el procesado á esle 
respecto, de que la comisión de Leiva tuviese por objeto 
inlormailo de lo que sucedía en ese Departamento, y del 
lugar que ocupaban las fm-rzas arjentinas ; ó de que aquel 
hubiese pedido permiso para visitar á sus bermanos con la 
mira de pasar al ejército y que con este motivo le reco- 
mendase le trasmitiese los informes referidos. Si la nota 
dirijida á Monzón hubiese tenido un carácter grave, es racio- 
nal suponer que éste la entregase á Insauralde, como lo hizo 
con la que le dirijió la Junta Gubernativa por conducto de 
Mantilla para la movilización de las fuerzas, 

3* Que tampoco resulta justificado que Azula pidiese y 
remitiese las armas á que se refiere Insauralde en su informe 
citado, bajo la persuacion de que las fuerzas estaban á favor 
de los paraguayos. Esas armas fueron remitidas por la 
Junta con fecha 1" de Majo, según aparece de la nota de 
remisión, corriente á Toja 42. Insauralde, declara que con 
fecha 30 ó 31 de Abril llegó al Pasito donde se bailaba Mon- 
zón, v qoc después despacharon un chasque á las doce de 
esa misma noche, pidiéndolas o Azula. Kn el supuesto que 
el propio hubiese salido á las doce de la noche del dia 
30 do Abril, es dÜici) pudiesen despacharse las armas pedi- 
das el \ n de Majo, si se atiende á que desde el Pasito á 
esta ciudad hay como veinte y dos leguas de malos caminos 
y de que la petición se hacia por conducto de Azula que se 
hallaba en San Luis. Por el contrario es mas probable que 
el propio á que se refiere Insauralde, sea el mismo que con- 
dujo las correspondencias de Leiva, Cesario Monzón y otros 
despachados de Caa-caty con Techa dos de Mayn, pidiendo 
con urjencia las referidas armas; pues esta esplicacion con- 



FALLOS DK LA SUPREMA CORTE 



viene mas con H inlorme de Insauralde y tilmas antecedentes 
que obran con el proceso ; de olro modo se habrían referido 
a otro propio despachado con el misino olijeio, el día ante- 
rior, desde «pe el de fecha %\ fué despachado con conocí- 
miento de Muii/on, según I» retí ere f.eiva en las nolas cita- 
das. Como esas coiniinicacioues no llegaron al poder de 
Azula por haber pasado el que las conducía ¡í esta ciudad, 
v después fueron interceptadas por fuerzas arjenlinas, soy un 
aparece de la nota de foja resulla que no puede culpár- 
sele en virtud de ellas, pues no prueban ni que aquel re- 
mitiese las armas de San Luis á Caa-eaty. en la persuacion 
de que este Departamento estuviese ú favor de los paragua- 
yos, 

4 n Que el cargo que resulta de haber vuelto á esta ciudad 
ocupada por el enemigo, después tic estar bajo el amparo 
de las fuerzas Nacionales, arroja sospechas sobre la lealtad 
de sn conduela. Pero, examinando los autos sobre este 
hecho, resultan mas probabilidades de qu<* procedió asi, ce- 
diendo al compromiso que tenía con la que después fué su 
esposa, pues consta por la declaración del Presbítero Fernan- 
dez, que contrajo su matrimonio el día X de .Mayo, y por 
la del Comandante II. Wenceslao Martínez, á toja "21 W, que 
manifestó al Coronel I). Juan T. Martínez cuando llego' á 
Caa-caty, que tenia que volver á esta ciudad á cumplir un 
compromiso uV Aoimr, pero que después lo seguiría. Los in- 
formes de Insauralde y Martínez sobre esto punto son con- 
trarios : ti 1" dice: que Azula se comprometió bajo de jura- 
mento regresar con las fuerzas de San Luis y que lejos de 
cumplir este compromiso, no volvió, pero ni inundó un solo 
hombre; el -' por el contrario, afirma que se obligó á mandar 
las fuerzas de San Luis, y que remitió como tjO hombres 
armados al mando de N. I Miarte, loja ItÜ. Como el informe 
de Insauralde, aunque con li miad o por Monzón y Ksq nivel á 
fojas 105 y 138, lia sido contrariado en parte por I». Antonio 
Molina y el Comandante I). Wenceslao Martínez, debe aten- 
derse á las demás pruebas que resultan del proceso. Consta 
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efectivamente que Azula incitó ;í las autoridades Je San Luis, 
á sus propios deudos y oíros ciudadanos para i¡ue se reunie- 
sen al Ejército Arjentino, ofreciéndoles recursos de su esta- 
Idecimienlo, que facilitó asi mismo los medios "le tener una 
entrevista, el comisionado del Gobernador Lagaña I). Antonio 
Molina, ron las autoridades del Departamento de San Luis, 
poniendo á disposición de aquel cuantos recursos pudiera 
precisar para llenar su comisión ; por liu aparece de las de- 
claraciones de Vicente y Aquiles Azula, que aunque, parientes 
del procesado, merecen alguna fe, peste que no han sido 
lachados por el Procurador riscal, haberles ordenado busca- 
sen la incorporación de las fuerzas arjeniinas con lodos los 
hombres que pudiesen reunir, aseverando el primero, que 
llevaron como sesenta hombres, inclusos los que tenia el 
Mayor Genaro Rodríguez y marcharon hasia incorporarse al 
Ejército. Por consiguiente, merece mas crédito el informe 
de Martínez que el de Insaiiralde, tanto mas si se atiende á 
que no es exacto que Azula fuese al De parí ámenlo de <aa- 
caly con techa 8 <i 10 de Mayo, como lo asevera aquel, pues, 
además de la declaración del Presbítero IVruande/., que dice 
conlrajo su matrimonio el X de Mayo, esiá la de Felipe Es- 
calante ¡i foja que asevera que Azula regresó de Caá- cal y 
á su establecimiento de l.arabatá con Techa r» y pasó el tí. 
Por otra parte Insanralde lia sido lachado de enemigo de Azu- 
la ; y aunque no se ha probado plenamente la lacha, hay 
la declaración de un testigo, que afirma, existir entre. Azula 
A Insanralde enemistad aniigua y desde antes de la venida de 
los paraguayos. 

5" 0" c c ' ac ' u *' c ÉOüCttrrlf í( ' a serenata que se diú en 
esla ciudad en honor del Presidente López, el V Ü de Julio, 
cuando los paraguayos la ocupaban, y vijilaban la conducta 
de los ciudadanos, no puede ser mirado tomo espontáneo, 
pues que naturalmente se comprende, que el que no hiciese 
esas manifestaciones se osponia á ser tratado como enemigo. 
El procesado ha probado por las decoraciones de l>. Gregorio 
Ncgrclc y Amonio Molina á fojas 250 á 252, que pronunció 
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algunas palabras después que hablaron varios, y solo cuando 
se consideró aludido por el paraguayo Centurión, y que esas 
palabras son diferentes de las quu aparecieron en el periódico 
y han servido de base al l'rn curador Fiscal. 

fi° Que la ñola de foja SSjj en «pie el procesado dió cuenta 
dtd resudado de su comisión, no puede ser una prueba de lus 
hechos q ue re lie re, pues que, según las ñolas do tojas Í(I0 
y SKI, fué coinpelido á dar enema por eserílo de la comisión 
referida, y es natural suponer que e\ aje rase los hechos para 
no aparecer negligente en el cumplimiento de ella. 

7" Que los informes de Jos (lene ra! es Milre y Irqniza 
sobre la comunicación que el procesado dirijió al primero, 
| corrientes a fojas 94 y pueden prestarse ú diferentes 

interpretaciones, pues que, según ellos, la comunicación de 
Azula se limitaba á darle noticias ile los sucesos que se 
desarrollaban en esta, que no bahía lomado parte basia el 
presente en esos acontecimientos, y esperaba ver la aclilud 
que él asumiera con relación á la guerra para proceder. Esto 
no revela un acto positivo de traición ó conspiración, sino 
fluctuación sobre los deberes que, como arjenimo, le corres- 
pondían, y su sumisión al General Urquiza como defeque po- 
día jugar un rol importante en la guerra. 

8° Que del examen que araba de hacerse de los cargos 
hechos por el Procurador Fiscal y (le las pruebas <|iie obran 
en el proceso, ya á favor ya en contra del anisado, no aparece 
justificada la intención de cometer el delito de trainon, pues 
ha justificado las eseepríones que omiso eu su defensa, que- 
dando solo alguna duda solo-e cierltis hechos, según se ha 
manifestado. 

I,a Ley dice que las pruebas deben i>er claras como la luz. 
y según los amores hay prueba plena, * cuando resulta im- 
posible que el acusado sea inocente, » y en este caso, lejos 
de aparecer esa imposibilidad, hay mas probabilidades, á 
favor de aquel; pues cuando debia ejercitar su comisión, y 
proporcionar los auxilios que se le pedían con urjencia, no 
lo hizo, y antes por el contrario, manifestó á los vecinos 
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que no estaba dispuesto ú cumplir su comisión ; fué voluo- 
tari ámente á donde se hallaban las fuei/as arjen linas dándole 
noticia del enemigo y de Lis armas que venían en camino, 
las que fueron tomadas mediante á esos informes; y por lin 
que después de liaber vuelto ú esta ciudad, se mantuvo se- 
parado de los paraguayos, y sin ejercer empleo alguno. 

Considerando respecto al procesado Leiva : 

l u Que ha espuesto haber acompañado á Azula en su co- 
misión á San Luis, por sustraerse al poder del enemigo, que 
ocupaba esta ciudad y unirse al Ejército Arjentino ; que 
luego de llegar á San Luis pasó á Caa-caty bajo el pretcsto 
de ver ú sus hermanos que estaban en esc punto; que desde 
entonces combatió en el Ejército Arjentino á los paraguayos 
hasta que salió herido. Ya se han espueslo ios motivos 
que inducen á creer que Leiva no llevó una comisión de 
carácter grave al Departamento de Caa-caly deducidos de 
que las notas de tojas 13 y i"» fueron dirijidas bajo la inspi- 
ración de Monzón, para infundir conliauza á A /.ula que se 
le suponía adicto á los paraguayos, y obtener por este medio 
armas para las fuer/as. Ahora examinando los informes de 
aquel Jefe ú f; 105, y el de Insauralde á f. 128, resulla 
que no saben de la comisión de Leiva, ni que este llevase 
notas para algunas personas, lo que demuestra que no trabajó 
en Caa-caly á favor de los paraguayos, y que si fué arrestado 
era en virtud de que liabia venido con A/ula, que era mirado 
como traidor. 

Ü" Que resulta igualmente que ayudó al Mayor Kisso á 
organizar las milicias del Departamento, pasando en seguida 
con pasaporte ti el Juez de Pa/ al Ejército Arjentino, donde 
rom batió como < '.api Uní en ron Ira de los paraguayos, hasta 
que fué herido en la batalla del 21 de Mayo del 1>Ü, por lo 
que fué licenciado y vino ;i esta Provincia con el objeto de 
hacerse curar, declaraciones de I). Feliz y Gregorio Leyes, ú 
fojas 208 y 210. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con las LL. 12, til. 
l.$¡ Parí, 3 a , 7 a y 9, til. 31, Parí. 7 a . que mandan absolver 



tlK 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



al reo, cuando no hay prueba plnu para condenarlo, y de 
la doctrina do los Jurisconsultos que establecen sea acuello 
solo de la instancia ruando un resultan desvanecidos lodos 
los cargos, Fallo, definitivamente juzgando, que debo absol- 
ver y absui'Wu de la instancia á los procesados Alejandro 
Azula y Fulgencio Leí va, por ahora y sin perjuicio de prosc- 
gnlir la califa en '*aso apare/can nuevas pruebas; hayase 
saber y en oportunidad póngase en libertad á Alejandro Azula 
v chancélese la escritura de lianza otorgada por Leim 

Cáfhs I.Hiitt. 

El Procurador Fiscal apeij contra esta semencia por no 
haberse condenado en cosías á los procesadus. 

Kslos se adhirieron á la apelación porgue la sentencia no 
les absolvía de cargo y culpa. 

tullo «Ir Ir Niiprnita « orle. 



Buenos Aires, Mayo U de t810. 

Vistos: considerando, míe de la cansa resulta que los 
procesados no han Cometido el delito de traición á la pa- 
tria; que esto se reconoce y demuestra evidentemente en 
la sentencia del Juez de Sección al examinar los cargos y 
cscepcioiii'S que aparecen probados; que el mismo Tro- 
curador riscal que acuso se conforma con dicha sentencia, 
habiendo apelado solamente por no haber condenación en 
costas ; Considerando también que la doctrina que aplica 
el Juez a '/»o para la absolución de la instancia, no tion 
apoyo cu ninguna ley ; que después de haberse debatido 
esta doctrina por los autores de derecho y aun después de 
haberse algunas veces aplicado en los Tribunales l'ruvin- 
cialcs, se dictó por el Congreso la Ley Nacional de pro- 
cedimientos de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, en la que, lejos de adoptarla, se encuentra 
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completa y expresamente rechazada por el articulo trece de 
rila : Considerando Ihialineule que aun cuando no estuviera 
preseriplo por nuestras leyes que las sentencias definitivas 
ilében contener decisión espresa, condenando o* absolvieo- 
do ; cu el presente caso no seria aplicable la absolución 
de h instancia, que solo podría imponerse por la doctrina 
que se cita, en el caso que hubiera luerles presunciones, 
que sino bastaba» para (orinar una pleua prueba del de- 
lito y del delincuente, como para aplicar la pena tic la 
ley, no hubieran sido desvanecidas en el juicio; por euan- 
lo no se ha justificado hecho alguno de los procesados 
que constituya el delito de traición, como se dcline en el 
arlkulo primero de la lev penal de la Nación : por estos 
(undamentos, y los concordantes de la semencia apelada de 
foja cuatrocientos seis, su continua, con declaración que !a 
absolución de los procesados don Alejandro Azula y don 
Fulgencio Leíva, debe entenderse de toda culpa y cargo, 
quedando en el pleno goce de su reputación y Tama, sin 
hacerse lugar á la condenación en costas ime pide el 
Procurador Fiscal, y devuélvase el proceso. 

Silvauor M. del Carril. — r'rux- 
fíisfid Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — líi-.viiu Carrasco. 
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D. Ambrosio P. Uzica contra tus Sres. Fotmur y C a sobre 
preferencia de un crédito privilejiado. 



Sumario.— El inciso l k 2 del arl. tO&i del Código de Co- 
mercio no comprende toilos los creJitos que pudiera lener 
el fletador como la indemnización de perjuicios por falla 
de cumplimiento al contrato de lletatncnto, siitá esclusiva- 
mente los que provengan de taita de entrega, ó de ave- 
rias sufridas por culpa del capitán de la tripulación. 



Caso.— D. Ambrosio P. Lezica, cesionario de Ferreira 
l.avalle y C a , espuso que el vapor «Zenobia» de los Sres. 
('.asá y C a habla sido vendido por orden judicial para que 
lus Sres. Fu linar y C a fueron satisfechos de dos paga- 
res; y como establecía la sentencia i|iie este crédito se- 
ria colocado en el grado correspondiente, en caso se le 
opusieren otras acciones Concurrentes , venia á oponer 
tercería esclúsenle contra los referidos Folmar y C a , fun- 
dándose en la acción que tenia deducida contra et vapor 
mas de 100 mil pesos fuertes, por haber fallado su ca- 
pitán á un conlraio de Hciaincnto. 

Corrido traslado contestaron tus Sres. Folmar > C? que 
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U'iica mi tenia título para oponer tercería y enervar el 
privilejin < } ur ellos tenían y que habia sido enii* adrado pnr 
una semencia ^jeculonato. 

rallo del Juez tardona) 



Buenos Aires, Huero 31 da tS70 

Vistos osios aulos seguidos entre D. Ambrosio P. Le- 
/toa, cesionario (fe. los Sres. Ferrara, La valle y C n y los 
Sres. Foitnar y O sobre mejor derecho á ser pagados del 
precio de venta del vapor c Zenobia • de ta propiedad de 
Casá y O 1 do Montevideo y resultando: 

i v Que está reconocido en autos que el crédito de Fol- 
mar y O proviene del precio en que vendieron á Casi y 
O el espresado vapor « Zenobia, » 

2" Que el crédito de D. Ambrosio IV Lezica proviene, 
según los autos agregados, de sentencia pronunciada á su 
favor y fundada en liabcr faltado Casa y O al cumpli- 
micnlo de un contrato de Aclámenlo del mismo \apor, ó 
«le haberlo ejecutado solo después de incurrir en mora. 

3 o Que el precio de venia del vapor no alcanza para cu- 
brir ambos créditos, y por consecuencia ta cuestión vltsj 
soh re mejor derecho á ser pagado con aquel. 

V considerando: I" Que el privilejio de Folmar y C* 
para ser pagados con el produelo de fa venta del vapor, 
no solo está reconocido por semencias ejecutoriadas y por 
su conieudor D Ambrosio B, Lezica, sino* está además cla- 
ro y tenninanlcmentc consagrado por los artículos \¿m 
en su primer inciso y el 1,025 del Código de Comercio. 

2" Que dicho crédito debe, según el referido artículo 
1,033, ser satisfecho después de los enunciados en el arl. 
1.1*21. y por consecuencia para ser prelerido sobre él el 
que pertenece ;i Le/tea, seria indispensable que el iiliímr? 
estávicsc comprendido euire los -leí último articulo. 

r. \\ q 
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3 n Que un declarando la scnienria ¡nvocaJa por Lezica 
el privikjio de que goza su crédito, debe ¡uvestigarBC si 
L'Sle es de aquellos <|iie por su naturaleza cslán incluidos 
en el arl. 1,021, pues en caso negativo debería abonarse 
con preferencia el «le Pelmas y Gfc 

4« Une la lectura del art. I.Oü convence de que el 
crédito no csiú comprendido entre los enumerados en aquel, 
como lu demuestra las siguientes razones. 

1" Los créditos espresados del piimero al undécimo in- 
cisos no tienen absolutamente relación á créditos que pu- 
aiere tener el cargador d fletador, y el que cobra D Am- 
brosio 1». Lenca cesionario de Fcr reirá. I. aval le y & pro- 
viene de falla ó mora cu el cumplimiento de un contrato 
de fletamenlo. 

2 o Porque aunque el inciso tSff comprende créditos del 
fletador, no comprende lodos los créditos que osle pudiere 
tener como la indemnización de perjuicios por falla de 
cumplimiento al contrato de fletamenlo, sino solamente los 
que provenga de falla de cnlrega de efectos ó de averia 
sufrida en estos por culpa del capitán ó de la tripulación, 
y en el presente caso ni se han entregado efectos de me- 
nos, ni estos sufrieron avería alguna por culpa del capitán 
o tripulación, pues si algnn perjuicio sufrieron Kenoira, La- 
valle y C\ él fué debido csclusivamenio A los armadores 
Casa y C J que dieron la orden para el regreso del va- 
por sin lerniinar el viaje pendiente. 

Por estos fundamentos fallo no haciendo lugar á la ter- 
cería de oposición deducida por B. Ambrosio P. Lenca, 
y declarando que Folmar y C* deben ser pagados antes 
que aquel con el producto de la venta del vapor -Zeno- 
bia;» y notándose que la póliza de (lelamente corriente A 
foja 15 del espediente agregado no está esleitdido en el 
papel sellado correspondiente, y atendiendo á que la prác- 
tica ha sido estender estos domínenlos en papel común, 
por lo que no seria equitativa la aplicación de la mulla, 
intímese i U. Ambrosio P. Lenca acompañe el sello que 
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correspondo según la escala Je la l«y de papel sellado 
Repónganse lus sillos. 

filnmtcl Züvahta. 

Co/ica a¡»H.i : qu-'. su cielito era preferente al de 

Fotntar y O 1 ; que su contrato de flctamcuto del «Zeno- 
bia* había sido celebrado con estos señores; que el oa- 
pilau füHó al conlralo causando perjuicios; que su crédito 
estaba comprendido en los privilejios designados p,>r el in- 
ciso 12 del art. 1021 del Código de Comercio y el de 
l-'ulmar y C\ aunque fuesen aeree llores por parte de pre- 
ño, no oslaría comprendido siuó cu el art. 102)1; quo 
por consiguiente su crédito era mas prívilejiado ; eme por 
ii ¡limo Jos Sres. Folmar y C n no habían inscrito en el 
registró de Comercio la deuda del buque por parle de 
precio, con cuyo motivo no habian podido ellos lomar 
sus garantías como primeros lletatilcs. 

Conferido traslado, contestaron Folmar y C a que era eicr- 
to que lemira La val te y C :t Helaron á ellos c) vapor 
« Zenobia ; * pero que ellos vendieron el buque á Casá y 
O quien fué reconocido por los demandamos continuando 
cou él las ulleriuridades del negocio ; que los perjuicios 
alegados por los demandamos provenían de la demora que 
osperiinentó el * Zenobia » por las órdenes de Casá ] C a 
y no de a veíais ó de la falta de cnlrega de que habla el 
a rl. Hhíl ; que su pri vi lejío eslaba por último dcfiniliva- 
iiieulo establecido por cl fallo ejecutoriado de la Suprema 
Corle* 

La Suprema Corte para mejor proveer mandó iraer los 
autos sobre cl vapor i Zenobia - y llamó u mayor número 
de jueces, resullaudo conjuez por la insaculación cl Dr. h. 
Vicente Qucsada. 
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tullo ln Nprcmn Corte. 



lliieuus Aires, M&yü t7 ile t«TO, 

Vistos mn-va monte : |>or sus fmnlaim'iitos se ronlirma la 
sentencia apelatla de faja quince y satisfechas las cosías v 
repuestas cellos, devuélvanse. 

S.\i.v.ih<Ht M. iiki. C&ttnll» — Fbas- 
r.tsr.o Uri r.Ano. — José IUruos 
Pazos. — ¡ukmto ^amusco. — 
VtCEXTE Ct. Qi¥S.\u\. 



f) Jiiií» Ári'tfffi ton fí, Lmmtno Carlmlfala 'átim intlmi* 
nitncion dé }Wijiii,<io$. 

Sumario. — Incumbí; al demandado que ha deducido ex- 
cepción ile incompetencia por liUs-pendencia el mm pro- 
tntiuti; y ne»aila por el aclur y no prohada por el deman- 
dad" la i den li Jad tic los juicios promovidos, no deue lia 
errse lugar ;i la excepción. 
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Cu$o.— b. Julio Arroga oriental cspusn halicr comprado 
:*i I). LYaneisco Valle un terreno siiuailo en las Canchas, 
otorgando la escritura el Escribano 1>. Laureano Carballeda 
que dio tú de haber leu ¡tío á la vista ul espediente lesta- 
mcutario de 1). Tomás Amonio Valle asegurando que cons- 
taban de aquel loilas sus referencias; que descubrió en 
seguida que estas referencias eran completamente inexactas, 
especialmente en la ostensión y ubicación del terreno; que 
por consiguiente demandaba al mencionado Carballeda para 
que fuera condenado á abonarle el terreno indicado en la 
escritura, quedándose él con el verdadero terreno del que 
le baria traspaso sin sujetarse á evicciun ti otras respon- 
sabilidades. 

Corrido traslado Carballeda declinó la jurisdicción nacio- 
nal diciendo que este mismo asunto liabia sido iniciado an- 
te el juez de primera instancia en lo civil de la provin- 
cia lir, Agido. 

Conferido traslado de la excepción contestó Arraga que .-I 
juicio iniciado era sobre stibsauaciou de titulo cuyo espe- 
diente se había eslraviado en poder del apoderado de Car- 
balletla; que no habiendo espediente no balda litis-pcn- 
dencia ; que además este juicio era ¡sobre daños y perjui- 
cios o i*as io nados por vicios ó ta 1 seda i les en los títulos, cu- 
yas acciones eran completamente distintas de la deducida 
en el espediente eslraviado. 

Se puso ú prueba la excepción. I Vi ni ero: sobre si Ai-ra- 
ga había interpuesto la misma demanda ante los Tribuna- 
les de la Provincia. Segundo: sobre si se habían e>tra\ia- 
dn Ins autos. Tercero; sobre si se Labia gestionado pnr 
Arraga después de este eslía vio. 

('inducidas las pruebas por ambas parles se ditlit el >i~ 
guíente: 
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mil» drl Juey- Krrvlaiiftl. 



Unenos Aires, Abril M Je 1870. 

Y vistos estos autos, en lo relativo al incidente promo- 
vido por la parte «Jo l>. Laureano Carballeda, sobre de- 
clinatoria «le jurisdicción por razón tío litis-pendencia y 
considerando : 

1» Que dé los autos agredios ad c¡)W\mn vioWí, re- 
sulla que las jestiones judiciales iniciadas por F> íútto 
Arraya, ante H Juez de primera Instancia Doctor Agreló 
eran referentes á la subsanacion de unos títulos, cuando 
la demanda en esta jurisdicción se dirijo á obtener la re- 
paración de daños y perjuicios por referencias in exactas del 
escribano Carballeda en una escritura pública; 

'§ \}nc de los mismos resulta, l. .. que el espidiente en 
que funda Carballeda su excepción, se baila estravbdo en 
jio.ler del apoderado de este, y que su tramitación ba si- 
do interrumpida por esla causa; 

3" Une habiéndose deducido la excepción por la parto 
del demandado corresponde i esto el OJMtá pn,r«ut>l¡, y 

¿> (Jue habiéndole negado por Arrala que el jimio en- 
tablado ante la jurisdicción provincial fuese dirijido al mis- 
mo objeto que el présenle no se ba probado lo contrario 
por quien correspondía, resultando mas bien de los ante- 
cedentes agregados, que son dos jun ios diversos ; por es- 
tos fundamentos se declara no haber lugar á la declina, 
loria opuesta, en su consecuencia I». Laureano Carlinlledi 
contesto derechamente ú la demanda, con costas; devuél- 
vanse los autos abrogados con el olicio respectivo, repon 
jpiuse tus sello*, y bógase saber. 
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Apeló Carballeda, y concedido el recurso cu relación se 
di ció el siguiente: 

Fallo de In Suprcm» Corte. 

Buenos Aires, Mayo 10 de 1870. 

Vistos: por sus fumín memos se continua con costas el 
nutn apelado de foja cincuenta > octio, y satisfeclias y re- 
puestos los sellos devuélvanse, 

! it.vsr,ifir o í>ELf;Ai>o.— Josf, Bauiios 
Pazos -Kkmto Camiascu. 



<\«.SSA I.E3. 



rea ¿- Claudio ¿lauta ubi, con D. Ettg&ttú 
UuUos, sofov compensación. 



Sumario. — I o La COttccsS o D de un plazo para paqar un 

cródito, que ha devengado i$0m t U # ta d 
durante el plazo, no constituye una novación de la primera 

obligación. 
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2" Pasailo el plazo vuelve á revivir la obligación con la 
misma fuerza que a «íes tenia y con los intereses cstipuh- 
dos. 



Caso. — D. Felipe (forrea en representación de D. Claudio 
Mame rola en los autos ejecutivos seguidos contra el por h. 
Kugcriio Kustos, por coliro de daños y perjuicios, presentó ú 
embargo, para compensarse, un crédito de I Í70J s 75 cls. 
oro i|uc Manterola habia comprado á la testamentaria de I). 
Francisco Vidcla contra Ituslos. 

Kstc crédito resultaba de un convenio entre la referida 
testamentaria y Humos en el qué se estableció por capital ó 
intereses al f '/t o/" mensual devengados basta el IB de Fe- 
brero de iHfrl un sabio á favor de la testamentaria de la in- 
dicada suma tic I 1T0;S 6 75 cls. Iji el mismo convenio 
se estableció un plazo de 5 anos á favor de I Sustos para 
pagar dieba cantidad sin interés alpino ; y Bustos constituyó 
á favor del arreedor una hipoteca conviniendo en que, cum- 
plido este pla?,o sin realizarse el pago, pudiese el acreedor 
iluijir su acción contra la cosa hipotecada, hasta conseguir 
el reintegro del capital, intereses y cosías. 

Aceptada la compensación por Ituslos, Correa pidió se 
declarara que la re (crida cantidad después de vencidos los 
5 años ile la espera devengaba los intereses del I ' : " „ metí* 
stiat. Dijo que la deuda era de origen mercantil; que id 
interés fué suspendido por el solo plazo de los 5 año» de la 
espera; que Manterola comprando el crédito ú la testamen- 
taria Vidcla le pagó también los intereses devengados al 
1 '/> %; que Bustos le cobraba á él el I % mensual 
por las letras perjudicadas, y i ra justo que le pagase á él 
sobre su crédito el misino interés. 

Conferido traslado contestó llustos diciendo que snlo estaba 
obligado á pagar el interés del ti anual desde la fecha 
en que íné requerido judicialmente ; que el convenio con la 
testamentaria Vidcla fué una novación del primitivo crédito; 
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que cu el convenio un se estipularon intereses ; que era 
absurdo pretender que estuviera obligado por un contrato 
que caducó ; que en la época del convenio regia en las 
provincias el Código de Comercio Español que dispone cu 
el art. ;i!H que los intereses nunca se presumen y es nece- 
saria la estipulación escrita, en el art. 38S que no habiendo 
estipulación escrita solo se deben después de requerido 
judicialmente el deudor y en el art. :M7 que el interés legal 
es del ii l, ;„ al año. 



tallo «!< I Juez lie Sección. 

Mendoza, Febrero Ude- 1870, 

V vistos: Considerando, que aunque es cierto que el con- 
genio escriturado que corre á f; I 1 fué celebrado antes que 
el tVnl. de Com. Arjentino se reconociese como Ley Nacio- 
nal en las provincias del inlerior ; laminen lo es que el 
Cód. de Com. Español que regia en tiempo del convenio 
dicho, tampoco se puede citar con éxito en el presente caso 
por cuanto la legislación mercantil solo tiene imperio entre 
comerciantes propiamente dichos. 

Considerando : Que ambos litigantes no son tales y que 
la legislación mercantil en causas silgólas al fuero ordinariu 
sitio se puede recurrir ;í ella por analogía ruando no hay 
ley espresa común que diga al caso contravenido. 

Considerando : Que la ¡mención del convenio no es otra, 
que libertar á l>. Kh genio Bustos del pago de intereses du- 
rante los u años de espera, mas no después de vencidos estos, 
desde (pie la escritura de I". (0 á 25 no escusa interés basta 
el reintegro &, 

Por último, que á nada conduce el argumento del apodera* 
do de Mantcrola, que la deuda de líustos á lavor de l>. 
Francisco V niela antes del Ül de Mayo de IHIH pagaba éj 
interés «fe uno y medio por ciento, desde que hubo novación 
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y que en rila no se estipula rédito deicrminado, que desdo 
juego rigt" la lej del país» tic fe» tic Octubre ile 1857, que por 
su art. - ' declara, * ijue no habiendo estipulación espresa 
t el interés legal será, el odio por ciento anua!. * 

Sií declara que la escritura de Mayo citada, gana <-*» ¡nteréá 
legal de ocho por ciento anual desde la fecha del vencimiento 
de la espera i|uc es el !."> de Febrero do t8G7, para adelante, 
cada parte paga sus costas. Repóngase, 

Palma. 

Correa apeló de esta sentencia por la parle que uVctora 
que el interés «pie deliia ganar su crédito era el 8 
Concedido el recurso en rclocion, se dictó el siguiente 



r*llu ilr I» S«*|ireum l'orl?. 



Uueuus Aires, Mayo 21 de 1t¡70. 

Vistos : Considerando que para el pago de intereses debe 
estarse ante lodo al que han estipulado las parles contratan- 
tes : Que en t?l presente caso el crédito que présenla Don 
Clan lio Manierola para compensar el que te robra Don Fu- 
genio liuslos venció hasta el quince de Febrero de mil 
ochocientos sesenla y dos al uno y mediu por ciento mensual, 
y asi lo liquidaron en Mayo del mismo año, estando confor- 
me los interesados ; Que lanío por el derecho común, cumo 
por el Código de Comercio, la liquidación de la deuda y los 
i nlerese» que se capital i za ron en la feclia indicada, estable* 
riendo que se acordaba un plaso de cinco años al deudor 
para el pago, sin interés alguno, y garantiendo el crédilo con 
hipoteca, no constituye novación, por ctianlo dichos pactos 
no importan la eslincíon de la primera obligación ; sino tina 
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espera y una quila de interés por cieno tiempo determinado, 
pasado el cual la obligación queda con la misma fuerza que 
antes tenia ; esto es, pagarla con el interna estipulado : ley 
quince, titulo catorce, partida quinta, y H capitulo cuarto de 
Código de Comercio : Que una ve/, constituido en mora el 
deudor dejando vencer el plazo acordado, es deudor de los 
intereses devengados en la forma que lo era antes de que 
se le acordase dicho plazo y la quila, que futí concedida en 
la escritura de mil ochocientos seseuia y dos: Por estos fun- 
damentos, se revoca el auto apelado de foja cuarenta y tres 
vuelta y se declara que el crédito de Don Claudio Manterota 
dd,c ganar el interés de uno y medio por cíenlo desde el 
quince de Febrero de mil ochocientos sesenta y siete, fecha 
del vencimiento del plazo como se declara en dicho- aulo. 
y satisfechas las costas y repuestos loa sellos, devuélvanse. 

Savadou MabU del Carril — Fius- 
cisco Delgado — J. Üarhos Ta- 
zos — Hesito Car «asco. 



\ \[.U>S W. LA Sl-PUEHA COH LK 



111*1 tigMÉ, 



liviia fiitu tlnniv ik Cuntirías ron /l htftiao S'h/im 

poi fahrú tk pm, 



Sumario.— I a Kl Juez que se escusa por amistad intima con 
na do las parles debe seguir conociendo en la causa m 
la otra á quien perjudica la causal se conforma manilos- 
landt) su conliaiiza »*k el juez. 

2" Los Jueces deben sobreponerse ;í sus inconvcnirnlcs 
personales para no privar al público de lus fu m: i o ti ai ios 
encargados de administrar justicia. 



Caso.— Dictado el fallo de la Sii[imna Corle en los autos 
seguidos por Ü a Hila Herrera do (lonlreras conlra li. Patricio 
Sala», por cobro ile pesos, la di mandante, pidió se des- 
pachara el aillo de solvondo 

Fnlto «Irl Jucx Mrrriminl. 

Huenos Aires, SIa> 7 Jo IK7M. 

Teniendo ul inirascrito intima amistad con muí do \m 
pártcs, ipio lo inhabilita para conocer en usía causa, ocur- 
ra donde corresponda 

'/.'tr.tf.-til 
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ta sefmra tl^ Coniferas apeló en relación diciendo : que 
t>$U! a tilo le infería mi stírio perjuicio ñor la ausencia uVl 
otro Juez de Sección de esta provincia; que el carácter 
del juicio iniciado no le permiiia ocurrir á oirá provincia ; 
que por lilti'iio tüiiia plena conlianza en la rccliluil del 
.luí 1 '', que se cscusaha, 

Concedido el recurso se dictó el siguienlfl : 



rallo ti* I» *iiiir«-«í« 4'orlr. 



Inicuos Aires, Mayo 28 tic 1810. 

Vistos; Consagrando q»e la parle apelante á quien úni- 
ramcnlc podra perjudicar I» causal que el Juez niani fies- 
la para cscusarse, se conforma espesamente que siga co- 
nociendo en el asunto, aun cuando lucsc ella cierta, por 
t^ncr plena conlianza en su rectitud y justicia : conside- 
rando ademas que los Jueces eslán obligados á hacer los 
esfuerzos necesarios para sobreponerse a" los inconvenientes 
que puedan sobrevenir, para no privar al público de los 
funcionarios encargados de administrar justicia; se revoca 
el auto apelado de Toja ciento diez y siete vuelta, y sa lis- 
lechas las costas y repuestos los sellos devuélvanse para 
ipie conozca y resuelva con arreglo á derecho. 

Salvador &f. BEL Cáhuil. — Fius- 
casr.o Delgado. — José [Unnns 
Pazos —Hesito Caiiuasco. 



iíil FjUitOs im la si;rnEM \ con re 



t ll»l MV- 



M t;ínne ¡hipno </*■ /Vi-sÍMi iMH/fti 0. Aniño Barrica, 
Cónsul chileno en San Juan, pt (Bflftf» rfe fp« ¿ ÍH- 
i/f»i ni arción i/e daifa lí ¡wt-j nkios. 



Snintirii). — ^ Para que el arrendatario sea obligado a* pa- 
jjar al propietario los uii'itoscahos que sufro i;1 fondo ar- 
rendado, es necesario que el daño sea por culpa del ar- 
rendalarto. 

SP La falla ríe cultivo de una parle de la linca arreu- 
dada importa la pérdida de una parle de los friiius. 

\\« Kn esle caso el arrendatario puede á su elección, ó 
tmtrcgar la renta convenida, ó los frutos percibidos con 
deducción de los pastos. 

+» Si el arrendatario ha papado la renta convenida, y 
ha percibido los frutos, no lieno derecho á Ja elección 
mencionado, y rjuédá obligado al pago de la renta con- 
venida. 



€as9:— Wara Rufino de Presilla dio en arrendo á l>. 
Antonio I tarrifa dos manzanas de terreno en el den a llá- 
menlo del Pósito por la suma de ÍHK) ¿ aiturles cada una. 

DesptlüS de rescindido este contrato, la arrendadora de- 
mandó al arrendjttrio líjrriga: l ü p<»r indemnización de 
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daños y perjuicios causados en la manzana del oriente por 
tulpa del arrendatario, haciendo ascender el valor do es- 
tos i la suma de 2051 2-' por cobro de 000 im- 
porte del cjnon del último semestre vencido con arreglo 
al contrato en U de Diciembre «le 1808. 

Conferido traslado, el arrendatario Barriga contesté, en 
cnanto á lo primero, que la falla de cultivo cu la manza- 
na del orienie procedía de la carencia de agua que le 
hahia usurpado O. Marcos Rufino arrendatario de otras 
manzanas de la demandante en el mismo departamento; y 
reconvino á la demandante pidiendo" \° la devolución de 
775 ff por diminución tic canon en los tres últimos se- 
mestres en razón de la referida falta de cultivo ; 2° el 
pago de 42 $ por canon pagado de mas por una parte 
de terreno que no le fué entregado; 200 # por honora- 
rios per estudio y diligencias en un asunto de la de- 
mandan le, y 31 £ por saldo de cuenta del adelanto del 
primer semestre del arriendo. 

En cuanto á lo 2" contesití que debían detraerse de la 
simia demandada la de 225 £ por la razón referida y re- 
convino á la aclora por el pago de unas tapias que dc- 
hia abonarle con arreglo al contrato. 

Conferido traslado de la reconvención, contestó la de- 
mandante: que ella no era responsable de los hechos atri- 
buidos á fk Marcos lluüno; que ella liabia entregado 
todo el terreno arrendado; que no debía honorario algu- 
no; que los 31 (t provenían do algunas partidas pagadas 
en oro por Barriga, las que no arrojaban precisamente este 
importo ; que por úllimo era falso que ella le debiera al- 
go por construcción de tapias. 

Se llamó la causa a prueba sobre la verdad de las 
partidas, cuyo pago reclamaba barriga en sus reconví- 
nonos. 

presentadas las pruebas y alegaciones por las dos par- 
les se dieló el siguiente 
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del Juez Mreetonal 

San Juan, Setiembre 11 ilu IHDfl. 

Vislos estos autos entre U* Clara Rufino tic Presilla y 
el Cónsul de la llcpública de Chile cu esta Provincia I). 
Amero Barriga, por cobro de cantidad de pesos proceden - 
te de un contrato de arriendo que liare la primera at se- 
gundo» con lo reconvenido por el reo alegado y probado 
por las parles y considerando: 

i° yue después de rescindido el contrato de arrenda- 
miento de la finca del Posilo, celebrado entre H< Clara 
Hulino de Presilla como arrendadora, y D. A ulero Barri- 
ga como arrendatario, la primera deduce contra el segun- 
do. 

Primero—La acción de daños y perjuicios por falta ile 
cultivo de una parte de la manzana del oriente, cansado 
por el abandono y culpable desidia del arrendatario, ha 
ciendolo carecer del riego y deterioro de cercos j edi li- 
rios, haciendo ascender su valor A la suma de $Q$A pe- 
sos, segiin se detalla en la cuenta de f. 2; y 2" la aeriou 
por cobro de MMJ pesos valor del canon del último se- 
mestre vencido con arreglo at contrato de f. 1:1 del m- 
fom de Diciembre del año 08, cuyas acciones deducidas 
por cuerda separada se mandó acumular por auto de fe- 
cha ocho de Mayo último, corriente á f. (JO. 

Segundo — Que el demandado contestando á la acción de 
daños, dice que es de todo punto inculpo lile de la íatta 
de cultivo de la manzana del oriente de la Tinca arren- 
dada, procediendo aquella de la carencia de agua, que el 
socio y encargado de lo arrendado D. Mareos Moverás líii 
tino, le usurpa ha en el tiempo de su arriendo, sin haber 
podido obtener de aquella le diese el agua que necesitaba 
para su cultivo, y reconviniendo á su ve? á la adora* 
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pide la devolución de 225 pesos de cada uno de los tres 
últimos semestres que tiene pagados con arreglo al contra- 
to, como parle correspondiente á la diminución del cánon 
por la falta de cultivo de las cincuenta cuadras, y por una 
de lesión enorme del contrato de arrendamiento, y el pa- 
go de las partidas cuarta, quinta, sesta, séptima y octava 
de la cuenta de I II, procedentes la primera de no ha- 
berse entregado al arrendatario el terreno de las alamedas 
comprendido en el contrato, de la demandante como al- 
iácea de la testamentaria de so finado esposo y saldo á su 
favor del canon del primer semestre pagado a dicha señora. 

En cuanto á la acción por cobro del cánon del último 
semestre, sin negar la deuda el demandado, 225 pesos 
como las anteriores, por la misma razón alega y deduce 
reconvención con la misma cuenta antes relacionada agre- 
gando una partida, por construcción de unas tapias de la 
linca arrendada, conforme á lo establecido en el contrato. 

Tercero — Que establecida asi la cuestión, lo que cor- 
responde al derecho se reduce á saber: I" Si el arren- 
datario de un fondo, es responsable de la falla de cultivo 
ó parle de él, y en qué caso. 2 o Si en el caso de ser 
el arrendador el reponsalilc del deterioro ó falta de culti- 
vo en perjuicio del arrendatario, hay derecho para repetir 
contra aquel por los cánones é pensiones vencidas y pa- 
gadas con arreglo al contrato. El primer punto es de fá- 
cil resolución. 

Es doctrina constante que el arrendatario no responda 
del deterioro, falta ó vicio de la casa arrendada que no 
provenga de su culpa, pues como tal presta solo la cul- 
jHt l'Tf, como en lodo contrato convencional y de buena 
té con las cscepciones espresamente determinadas por la 
ley séptima, lít. octavo, partida quinta, consta de autos 
por la prueba rendida, que la falla del cultivo del terre- 
no que motiva este juicio provino de la falta de a^ua bas- 
tante para regarlo; esta falla era origiuada por las comí- 

Í0. 
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nuas usurpaciones que de ella hacía en perjuicio del ar- 
rendatario I tarrifa, I). Marcos Lloverás II n lino, administra- 
dor y encargado de ta finca contigua á la arrendada de 
propiedad de la Sra. Itulino. Que á pesar de las repelidas 
reclamaciones de aquel, ante la comisión de irrigación del 
lugar, que le impuso mulla al referido D. Marcos L. Itu- 
fino, continuaron las usurpaciones haciendo imposible el 
conveniente riego de la parte de la finca hoy inculta; lo 
que también se demuestra eu el plano de I. li acepta- 
do por las parles. ítesuiia, pues, que llarriga ha pres- 
tado toda la diligencia necesaria para obtener el cultivo 
de toda la linca, lo que no consiguió por culpa de un 
encargado y pariente de la misma arrendadora, no cons- 
tando de autos que el proceder de Lloverás Itulino fuese 
por dd i o ó mal querencia Itácia el arrendatario, único ca- 
so en que por la ley citada seria este responsable de la 
falta de cullivo*; la ley octava siguiente es mas csplicila, 
pues declara sin obligación alguna al arrendatario, cuando 
se pierde la cosa sin su cuipa esccpluamlo los casos en 
que este se obligó espresamcnlc, cuando fué moroso en 
entregar la cosa, y cuando el caso fortuito provino por su 
culpa lo que no sucede en el presente; el segundo pun- 
to está también resuelto por la ley del mismo título 
y partida. La falla de cultivo de una pttrle de la tinca, 
importa la pérdida de una parle (le los frutos, en cuyo 
caso queda ¡i elección del arrendatario, ó entregar la ren- 
ta convenida ó los frutos percibidos con deducción de los 
gastos hechos en el cullivo. La renta, con escepcion del 
último semestre, ha sido abonada al dueño del fundo, á 
pesar de la fulla habida en el terreno inculto; es evi- 
dente, pues, que el arrendatario Barriga optó por el pa- 
go de la rema y no tiene derecho á indemnización algu- 
na en este sentido. Por la misma razón es deudor de 
lodo el canon del ultimo semestre que se le cobra, pues 
habiendo percibido los frutos del arriendo en este tiempo, 
sin entregarlos al dueño del fundo, no ha lugar á la elec- 
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ñon que le acuerda la ley 22 y debe pagar los 900 pe- 
sos convenidos en el contrato. 

Cuarto — Que con relación á las demás partidas que fi- 
guran en la demanda y reconvención, de los autos y la 
prueba producida resulta : 

i ' Que las partidas procedentes de honorarios curíales, 
y no entrega del terreno de la alameda, negados por la 
demandante, no están justificados en autos, ni aun se ha 
intentado su prueba por parle del demandado. 

2" Que la procedente de construcción de tapias, no tie- 
ne otro justificativo que la confesión calificada del actor, 
diciendo que le han sido pagadas todas las tapias man- 
dadas hacer por Barriga, en cuyo caso, siendo la confe- 
sión indecisa, debe ser desechada, por falta de otra prueba, 

3° Que con relación a la ultima partida de la recon- 
vención por sabio de 31 pesos, no ha sido negada por la 
Sra. Rufino, sin determinar la suma á que asciende, y 
está también reconocida y confesada por el demandado la 
última partida de SO pesos por el deterioro del edificio 
de la finca arrendada, en cuyo caso debe hacerse la com- 
pensación y descuento de ambas partidas. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten: 

Fallo definitivamente juzgando y declaro : I o Que D. An- 
tera Barriga no es responsable del daño causado en la 
finca de D 3 Clara Rulino de Presilla, que tuvo en arrien- 
do, por la falta de cultivo, de la manzana del naciente. 
2 o Que el mismo Sr. Barriga es deudor del canon del úl- 
timo semestre del arriendo, deduciendo once pesos que re- 
sultan á su favor en la compensación de las últimas par- 
tidas de las cuentas de f. 2 y 14 de los autos, con el 
interés corriente á estilo de comercio desde la contesta- 
ción de la demanda de f. 152. 

Cada parte pague sus costas, pudiendo el actuario noti- 
ficar original esta sentencia fuera de la oficina, y ropón - 

Natanacl Morcillo. 
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Apelada esla sentencia por las dos partes y concedido 
el recurso libremente, la parle t!e D a Clara Rufino de Pre- 
silla espresando agravios dijo: que Barriga se había com- 
prometido por el contrato de arriendo á devolver la linca 
eu el mismo buen estado en que le toé entregada; que 
no bastaba alegar la escasez de agua en una determinada 
época, si nú que era necesario probar que esta había sido 
la causa de la pérdida de los cultivos; qu«: la verdadera 
causa del deterioro del fundo fué que Barriga sembró una 
cantidad de trigo y empleó toda el agua en el cultivo de 
este dándole 07 riegas en lugar de l o 6 que era lo 
que necesitaba : y pidió se abriera un corlo término de 
prueba para jiistilicar este hecho que recién había venido 
á su conocimiento. 

En 28 de Febrero de 1870, en rebeldía de la parle de 
Barriga, se vio la cansa por la Suprema Oírle que devol- 
vió los autos al Juez. d¿ Sección para que recibiese á 
prueba sobre el nuevo punto alegado por la demandante. 

Producidas las pruebas de una y olra parte, la demandante 
alegando sobre el mérito de ellas dijo : que resultaba de 
la deposición de testigos que Barriga habia hecho una 
sementera de trigo para cuyo cultivo habia necesitado un 
excesivo número de riegos; que aunque no se habia po- 
dido precisar el número de estos riegos, era indudable 
que habían sido excesivos, poniéndolo en el caso de dis- 
traer á este efecto toda el agua de la linca. 



Fulla 4e tm ftuprcM* C«rte. 

Buenos Aires, Mayo 28 de 1870. 

Vistos, Considerando: que según la terminante disposi- 
ción de la Ley siete, titulo ocho, partida quinta, para que 
el arrendatario tenga obligación de pagar al propietario los 
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menoscabos que sufriere til futido arrendado, es necesano 
que conste que el daño provino ile culpa del arrendata- 
rio : que en el présenle caso ni la primera ni en la se- 
gunda instancia se ha probado este hecho que es el fun- 
damento de la acción deducida por Doña Clara Rufino de la 
Presilla sobre este punto ; pu>'S que habiendo pedido en 
esta instancia que se le asignara un término para probar, 
que el arrendatario fué culpable de la destrucción de la 
¡í llalla de la manzana en cuestión tic la linca arrendada, 
por haber dado á una sementera de trigo, en lugar de 
euairo ó seis riegos que era lo que necesitaba, sesenta y 
siete, empleando en dicha sementera toda la agua que 
pertenecía á la linca, dejando por esta causa secar la 
manzana del Oriente ; no lo ha verificado por cuanto nin- 
guno de sus testigos deponen sobre el número de rieles 
que dió al trigo, ni aun que hubiese privado á la manza- 
na destruida del necesario para conservarse, limitándose á 
declarar que Barriga sembró veinte y cinco cuadran de 
trigo y que la regó mucho : por estos fundamentos y los 
de la sentencia apelada de foja cíenlo cincuenta y una, 
se confirma, y satisfechas las costas y repuestos los se* 
líos devuélvanse. 

Salvador M. del Cáhuil. - Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — Benito Carrasco. 
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f-.tr** Mr. 



Don lisandro Onetti, contra h Sociedad De Mot y Ca., 
sobre ejecución. 



Sumario. — i n El contrato de sub-arrend amiento de un 
buque, reconocido por el deudor, es un título hábil de 
ejecución. 

2" t il contrato de Sociedad contraído antes d después por 
el sub-anendalario,, deudor del flete, con el dueño del buque 
no desvirtúa la fuerza ejecutiva del contrato de sub-arriendo. 

3° En este caso el sub-arrendatario, deudor del Hele, no 
puede compensar su deuda enn los créditos que tuviera el 
dueño del buque hacia el suh-arrendador, no reuniéndose 
en su persona la calidad de deudor y acreedor. 

4° Por un juicio ejecutivo no puede establecerse la com- 
pensación sino con créditos líquidos, y de fuerza ejecu- 
tiva. 

Caso. ^ En 24 de Febrero de 1869, D. Lisandro Onetti 
arrendó á D. Angel Teso el vapor «Porteño» por la can- 
tidad de X mil pesos Tuertes mensuales. Surgieron entre 
Onetti y Tcxo algunas dificultades que fueron sometidas á 
Arbitros arbitradores. Durante la tramitación de este juicio 
Onetti fuh-arrendó « I vapor á la Sociedad De Mot y 0\ de 
la que formaba parte Texo por la cantidad de II mil pesos 



DE JUSTICIA NACIONAL. i 43 

fuertes mensuales. Onetti inició contra la Sociedad un juicio 
ejcculívo ante el Tribunal de Comercio tic la Provincia. 
La Sociedad declinó de jurisdicción y One t ti ocurrió al Jurz 
de Sección pidiendo se reconociera puf la Sociedad la 
tirina del contrato de sub-arricudo. qilé en rebeldía de la 
Sociedad se dio por reconocido, pin es.e reconocimiento 
siguió juicio ejecutivo contra la Sociedad por ta cantidad de 
33 mil pesos ím-rlcs correspondió Mes ¡i tres meses vencidos. 
Hecha la citación de remate opuso la Sociedad las esceptiones 
de inhabilidad del titulo, compensación y pa»o. 

Dijo; que Texo quien formaba parle üc la Sociedad era 
el dueño del vaper y un titulo de sub arriendo no es hábil 
contra el propietario; que esta cansa era una emergencia 
de la otra que estaba sometida al juicio de arbitros \ debía 
ser resuelta por estos : que la Sociedad bahía depositado 1 1 
mil pesos Inertes importe de un mes , de sub-arriemlo á 
disposición de los referidos arbitros; que con esta cantidad 
y los arrendamientos debidos por Oneltí á Texo en 28 mil 
pesos fuertes estaba abundantemente pagada y compesanda 
la cantidad que él cobraba. 

Conferido traslado contestó Onetti ; que la ejecución se 
fundaba en el titulo de Büb- arriendo 5 que no reconocía 
en este juicio ninguna personería á Texo que era accidental- 
mente socio en participación de la compañía De Mol: que 
esta ejecución 110 era una emergencia de la otra y él había 
ocurrido á la jurisdicción nacional por haber declinado los 
demandados la jurisdicción provincial ; que babia contradic- 
ción entre la inhabilidad de título y la compensación y paga ; 
que la compensación no podía hacerse sí 110 con créditos 
líquidos y de luerza ejecutiva. 

Absueltas unas posiciones por el apoderado de Onctti y 
recibido un informe del Juzgado de Comercio de la Provincia, 
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Knenus Aires, Abril 23 de 1870. 

Y vistos estos aulos ejecutivos seguidos por I). 1/rsandrn 
Onetti, contra los SS. Ch. De Mol y C a por coltro d<> 33 
mil pesos fuertes y sus intereses, procedentes del comraio 
de suh-arremlamicnio d<>l vapor * Porteño, « el qiiL- corre en 
eópia á f. Ü y resultando : I o Que iniciado el juicio ante el 
Jiicí de Comercio de la Provincia y librada ya la ejecución 
se presentaron los SS. Cl). De Mol y O declinando de la 
jurisdicción provincial ; 2° Que habiéndose adherido á ella 
el ejecutante se pronuncio do común consentimiento de parles 

el auto de f declarándose incompetente el J u/gado de 

Comercio ; 3" Que traídos los aulos ante la jurisdicción na- 
cional se pidió por la parte de Onelti el reconocimiento 
de la firma que suscribe el documento de f. 21, á lo que 
se de Itrio por anio de f. 2G vía. ; \ n Que noli lirado De Mol 
de csla providencia, se negó á firmar esta diligencia, au- 
sentándose en seguida sin concurrir á la citación para e) 
reconocimiento, dando asi molivo á que se proveyera el 
auto de i. :M vta., dándose por reconocido en su rebeldía; 
5« tjnc citados de remate Opusieron los ejecutados las csce|i- 
cíones de inhabilidad del titulo, compensación y paga, fun- 
dando la primera en que habiendo contraído una Sociedad 
con D. Angel Texo, propietario del vapor sub-arrendado, 
lo que constaba de la escritura de I". 157. era conlra este 
úllimo dirijida la ejecución, y que un conlrato de su b- arriendo 
no puede invocarse como un título hábil conlra el misino 
propietario, la segunda en que debiendo Onetti cantidades 
Je dinero á Texo, procedentes del arrendamiento del mismo 
vapor debían eslas compensarse con el crédito que se re- 
clama una vez que por la Sociedad coniraida había venido 
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á reasumirse cti la persona de Texo, el doble carácter de 
fletador y fletante de acreedor y de deudor, y la tercera en 
que no debiéndose á Onciti, sino la diferencia de 3000 & Fies, 
mensuales entre el precio del arriendo y sub-arriendo, y estan- 
do estipulado en el mismo contrato, que los gastos del buque 
eran á cargo de Gnetti, este último estaba ya pagado de su 
crédito con tos 11000 ¿ depositadas en el lianco y los gastos 
del viaje que habían sido satisfechos por Ch. De Mot y O; 
tt° Que abierta esta causa á prueba por los diez dias de la 
ley, el ejecutado lia presentado el pliego de posiciones de 

r é i n forme de I. 8 i. 

Y considerando: I o Que el documento de f. 2i, quv es 



entre estos últimos y CU. De Mol y C\ 

- a Que habiendo sido reconocida la firma de este do- 
cumento y teniendo las condiciones espesadas en el artí- 
culo H8G del Código de Comercio, es un titulo hábil de 
ejecución contra Ch, De Mol y G 1 , según el arl. 1 187 del 
mismo, y arl. 210 de la ley de Procedimientos. 

:'r Que los contratos subsiguiente» ó anteriores que hayan 
podido tener lugar entre Ch. De Mol y & con Texo no 
pueden alterar la tuerza de este piincipio ni d:ir a este último 
el carácter de parte en este juicio en el que no lo tiene, 
ni por el contrato en que no ha intervenido contrayendo 
obligaciones ni adquiriendo derechos, ni por la demanda que 
es solamente dirijida contra Ch. De Mol y ü% arl. 220 del 
Código de Comercio, 

¥ Que en esle concepto cualquiera que pueda ser la ver- 
dad de los créditos de Texo contra Onctli, no puede fundar- 
se en ellos la cscepcion de compensación desde que para 
que tenga fugar esto es necesario la reunión en una sola per- 
sona de la calidad de deudora y acreedora, art. 058 del Có- 
digo de Comercio. 

5 o Que aun en el caso de que hubiera de considerarse 
á De Mot y Texo como una sola persona al rícelo de oponer 
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sus créditos á la demanda de Onetli, no siendo los primeros 
líquidos por cuanto no resulta de la prueba producida en 
autos que Onetli no hubiese pagado los gastos á su cargo 
por el contrato, ni mucho menos á cuanto ascienden estos, 
no puede establecerse compensación en un juicio ejecutivo, 
art. 270 de la Ley de_ Procedimientos. 

Y 6° que la escppcion de pago que se ha opuesto está 
reducida á la de compensación que se lia cxaminailo en los 
anteriores considerandos, siéndole aplicable cuanto se lia 
dicho sobre esta última. 

Por estos fundamentos, declaro que el ejecutado un ha 
fundado sus escepciones, y en su consecuencia, llévese ade 
lante la ejecución haciéndose trance y remate en los bienes 
embargados, con costas al ejecutado ; hágase saber y repón - 
ganse los sellos. 

Andrés Ugarriza, 

Apeló De Mot y O* y concedido el recurso libremente se 
pasaron los autos at relator á pedido de la parte de Onetli 
por ser el juicio ejecutivo y se dictó el siguiente 

- 

r«II» tic I» MfM*t* Con*. 

filíenos Aires, Mavo 31 de )H10. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma ron rostas, la 
sentencia apelada de foja doscientos veinte y ocho y satisfechas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvado» M. del Carril.— Francisco 
Delgado. — -José Barros Pazos. 
Besito Carrazco. 
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fk Carlos Satjttirr, contra I>. Francisco Cortina, 
sobre ejecución. 



Sumario.— 1« Los hnques nacionales aunque se hallen 
afeeiados al cumplimiento de obligaciones contraídas en el 
país dejan de eslar bajo la jurisdicción de los jueces arfen - 
linos, desde que no se encuentran en los puertos de la 
República, y pueden ser ejecutados en el país donde se 
hallan con arreglo á sus leyes por deudas contraídas ó 
hechos que se verifiquen en aquel tugar. 

2'» Los acreedores que pretenden privítejios para ser 
pagados con el valor del buque, deben concurrir al lugar 
de la venia á deducir sus acciones. 



Ca¿o. — D. Francisco Cortina se reconoció deudor de D. 
Carlos Saguicr por la cantidad de 4 mil pesos fuertes, hipo - 
tecando por esta cantidad el vapor i Uruguay i de su pro- 
piedad. 

Saguicr inició juicio ejecutivo contra Cortina y pidió y 
obtuvo el embargo del vapor que se encontraba en este 
puerto. 

En csle estado ocurrió al Juzgado esponieudo que et 
vapor no se había embargado como correspondía y que se 
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hati ta ido para la Asunción ; que el Cónsul A rj entino en 
aquella ciudad había ordenado allí su venia ; que esto per- 
judicaba á sus intereses porque el vapor tío se habría 
vendido en la Asunción ni por la quinta pane tic su va- 
lor; pidió se dirijera oficio ul Cónsul Arji-mino en la 
Asunción por intermedio del Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores para que suspendiera la venia. 

i'nlla del Jufi de íM-ftion 

Uueiuts Aires, Aliril H\ de I8TO. 

No dependiendo los Cónsules de este Juzgado, no ha 
lugar á lo pedido. ^ 

Apeló Saguier diciendo que si los Cónsules no estaban 
sujetos al Juzgado, lo estada el vapor que se habia nuil- 
dado embarcar ; que los aelus del Cónsul respecto del va- 
p)r no podian consentirse por el Juzgado en menoscabo 
d: su jurisdicción. 

Concedido el recurso en relación se paso vista al señor 
Procurador J enera) quien pidió se revocara la sentencia, 
diciendo que la cuestión no era si los Cónsules eran ó no 
sujetos al Juzgado ; que lo pedí'! i era un oficio al Mi- 
nisterio de ¡(elaciones Esteriores, par hacer suspender la 
venta del buque ordenada por el Cónsul ; que habiendo el 
Juez ordenado el embargo del vapor era su deber impedir 
que se vendiera antes de estar resuello este juicio. 

F.llo de I* Muiirem» forte. 

Rueños Aires, Mayo 31 de 1HT0. 

Vistos: Resultando que la demanda ejecutiva enlabiada 
por Don Carlos Saguier, contra Don Francisco Cortina, se di- 
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rijo á la cosa hipotecaria r|uc es el vapor i Uruguay » : que 
ilícho vapor no calaba en este puerto cuando so dedujo 
la acción contra él, apareciendo por la dilijencia de foja 
catorce que no se lia practicado embargo como corresponde : 
que según el demandante se halla dicho vapor en la ¿¿un- 
ción, donde eslá para venderse con el objeto de pagar lat> 
«leudas que se le rechinan en aquel puerto: y conside- 
rando no obstante lo pedido por el Señor Procurador Jene- 
ral, que los buques, aunque sean nacionales y se hallen 
alectus al cumplimiento de obligaciones contraída^ un el 
pais, dejan de estar bajo la jurisdicción de nuestros Jue- 
ces desde que no se encuentran en los puertos de Ja 
República ■ que pueden ser ejecutados en el pais donde se 
hallan con arreglo ú sus leyes por deudas que provengau 
de contratos ó hechos que se verifiquen en aquel lugar, 
artículos mil diez y seis; que si tiene mas acreedores que pre- 
tendan privilejios para ser pagados con el valor del buque, 
deben, por consiguiente, concurrir al lugar de la venta 1 
deducir sus acciones para que sean juzgadas como corres* 
ponda: que cualquiera sea la autoridad que en la Repú- 
blica del Paraguay, conozca de la venta del vapor ■ Uru- 
guay», el Juez de Sección de Buenos Aires, no tiene ju- 
risdicción para inhibirlo : por estos fundamentos se cen- 
lirma la providencia apelada de foja veinte y dos y sa- 
tisfeebas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador H. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado, — José Barros 
Pazos. — Bemto Carrasco. 
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CAUSA liVll. 



fí. Salvador Carbó ton D. Ezequiel N. Paz, pv cumpli- 
miento de contrato — sobre recusación. 



Sumir ¡o. — i° Estando legalmente inhibido un Juez de 
Sección, el conocimiento de la causa corresponde al mas 
inmediato. 

f Los jueces deben administrar justicia y sobreponerse á 
loi inconvenientes que puedan sobrevenir, para no privar al 
público del derecho que le dá la ley. 

3 a Los jaeces no pueden inhibirse, no existiendo recusación 
en forma por alguna de las causales introducidas por el art. 
43 de la ley de 1 i de Setiembre de 4863. 

Caso. — Dictado el Tallo de la Suprema Corte de 15 de 
fthrzo de 1870 en la causa seguida por D. Salvador Carbó 
contra D. Ezequiel N. Paz sobre cumplimiento de un con- 
trato, y puesto el % cúmplase* por el juez en comisión Dr. 
Ferrcyra, Paz recusó á este por haber manilcstado opinión 
en el asunto. La recusación fué aceptada y se pasaron los 
autoi al Juez de Sección de Entre-Hios quien los pasó al Juez 
litulir de Sania-Fé, Dr. Zuviria, que había entrado en ejerci- 
cio del juzgado. El Dr. Zuviria los pasó de nuevo al Juez 
de Ínlre-Rios que se encontraba en el Rosario, en atención 
a L notoriedad del impedimento de é\ en esta causa. 
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Fallo del Juez Seccional. 

Rosario, Abril 8 de 1870. 

Habiendo sido el infrascrito recusado por Paz en la causa 
criminal que se le sigue de oficio por amenazas é injurias 
proferidas al Juez Nacional de csla Provincia, cuya recusación 
lia sitio declarada legal ; y existiendo un este asumo la misma 
ta usa de recusación, debe inhibirse para conocer en él y re- 
mitir tos autos al Sr. Juez Seccional en lo Civil de la ciudad 
de Hílenos Aires, de acuerdo con lo establecido en el arl. 36 
de la ley de procedimientos. Por lo tanto declárase el infras- 
crito inhibido para conocer en este asunto y á los efectos 
de la citada disposición remítanse con el olido correspon- 
diente al Sr. Juez ante dicho. 

Echagiie. 

Conlra este fallo interpusieron Paz el recurso de nulidad 
y apelación, y Carbó* él de apelación. 

Paz dijo : que la ley nacional dispone que recusado el juez 
pasen los autos al mas inmediato ; que nada importa que el 
nuevo juez tenga ó no causales para esc usarse, porque de 
todos modos debe ir el espediente á su juzgado y solo allá 
puede conocer, no teniendo jurisdicción fuera del lugar de 
su residencia. 

Carbó dijo: que el fundamento de la esc usar ion no era 
equitativo porque los hechos que lo han producido eran las 
injurias ¡menciónales vertidas por Paz en la prensa conlra el 
Juez del Paraná para motivar su recusación: que si tales 
actos fuesen causales bastantes de inhibición, no habría ad- 
ministración de justicia posible. 

El juez negó el recurso de nulidad y concedió á ambas 
partes el recurso de apelación en relación. 
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Falla 4c la Suprema Caite 



Buenos Aires, Mayo 31 de i 810. 

Vistos : Considerando <|tic este asunto fué el que dio origen 
j la causa criminal que se sigue contra don Kzequiel N. Paz, 
y que por consiguiente se halla evidentemente impedido de 
conocer en ella el Juez de Sección de Santa Fe : que el de 
Entre Itios como mas cercano según la ley de procedimien- 
tos, es á quien corresponde conocer de la ejecución de la 
sentencia definitiva, asi como conoce de la causa criminal : 
que es obligación de los jueces el administrar justicia y tienen 
por consiguiente el de1><T de sobreponerss á los inconvenien- 
tes que puedan sobrevenir para evitar que se prive el público 
del derecho que le da U ley, con el menor gravamen posi- 
ble ; que en este asunto no aparece recusación en forma del 
Juez del Paraná por alguna de las causales establecidas en el 
articulo cuarenta y tres de la ley de catorce de Septiembre 
de mil ochocientos sesenta y tres ; se revoca el auto apelado 
de foja doscientos ochenta y seis, y satisfechas las costas y 
repuestos los sellos, devuélvanse al Juez del Paraná para que 
conozca y resuelva con arreglo á derecho. 

SAVAQOR MARIA DEL CARRIL — Fn AS- 
CISCO Delgado— J, Uarrüs Pa- 
zos—Besito Carrasco. 
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D. Apolimrio Benitez, con B. Carlos de Mot ¡mr 
cobro de pesos — Incidente sobre escusaciott. 



Sumario. — Un Juez do Sección no puede declararse im • 
pedido para dictar una providencia en asunto entre partos 

videncia pedida no pueda acarrear perjuicio a ninguno de los 
litigantes. 

Caso. — D. Pedro lloUcrHofr, por D. Apolinario Benilez, 
argentino, dentando* i D. Cárlos de Mot, cstrangero, al pago 
de 21,400 jjf 8 i es. fuertes, valor de unos caballos. 

En un comparendo verbal se convino en sujetar la cuestión a 
juicio arbitral» debiendo los arbitros ser nombrados en el 
término de 8 dias. 

£1 representante de Benitez nombró su arbitro, y no ha- 
biendo hecho de Mot, dentro del término, el Juez le ordenó 
lo hiciera, bajo apercibimiento, señalándole después el tér- 
mino de 2 i horas. 

Hasta aquf conoció el Juez Dr. Ugarriza. 

Vencido el término de 2 i horas el representante de Benitez, 
pidió di Juez Dr. Zavalcla. por ausencia del Dr. Ugarriza, 
hiciera efectivo el apercibimiento, nombrando de oficio un 
árbilro por de Mol. 



t. a, 
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Fallo del Juei «le Seeeion- 



3 de 1810. 



Hallándose impedido el infrascrito para conocer en osla 
causa por desagrados ocurridos con una (le las parles, no 
ha lugar ¿ lo pedido. 

Notilicado HoltcrholT, apeló en relación, diciendo que no 
se trata aqui de seguir un juicio, sinó simplemente del nom- 
bramiento de un arbitro, lu i|iic ja estaba mandado por el 
otro Juez ; y que oslo en nada puede afectar á la parte de 
de Moi. 

Fallo de la Suprema Car te. 



Buenos Aires, Junio 2 de 1870. 

Vistos : Considerando, que cu el presente caso no se trata 
do juzgar ninguna cuestión cnlre las parles, sino" simplemente 
de poner en práctica reglas de procedimiento, que no pueden 
causar ningún perjuicio á los interesados, mientras que de 
otro modo los obliga á demorar su asunto hasta que vuelva 
el Juez que de él conocía d á ocurrir al de Santa-Fé, lo que 
traería graves inconvenientes, porque aquel Juez tendría que 
nombrar según el compromiso un comerciante de la matricula 
de esta ciudad : se revoca el auto apelado de foja cuarenta 
y dos, y satisfechas las costas y repuestos loa sellos, de- 
vuélvanse. 

M. del Cáhuil. — Frax- 
Delcado. — José 
zos. — Besito ! 
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D. Lorenzo Jordana, contra D. Manuel Medina, por 
cobro de pesos á indemnización de 
perjuicios. 



Sumario, — i° Las semencias de los jueces deben con- 
traerse á resolver los punios comprendidos en la demanda 
y no otros. 

2" Cuando una acción comprende varios punios aunque 
sean diferentes, no por eso debe dividirse en otros laníos 
pleitos, sinó ventilarse conjúntame!) le y resolverse, haciendo 
en la sentencia laníos capítulos cuantos sean los punios de 
la demanda. 



Caso. —b. Lorenzo Jordana, eslrnngero, demandó anle 
el Juez Federal en Buenos Aires, a l). Manuel Medina, 
argentino. Dijo que estando Medina en Madrid le remitid 
cien ejemplares de su obra titulada i líenlas de los géneros 
y pretéritos de Nebrija » para que los vendiera al precio de 
20 £ m/c. cada uno ; y que negándose Medina á rendir cuen- 
ta de su comisión, lo demandaba para que fuese condenado 
á ello con pago de capital, intereses y costas. 



Dijo también, que algún tiempo después de la remisión 
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de los cien ejemplares, apareció en venta en la librería de 
Medina en París la misma obra, poro en fórmalo en cuarto, 
cuando los remitidos estaban impresos en octavo, lo cual 
demostraba que ia obra liabia sido reimpresa por Medina, ó 
que, cuando menos él era cómplice y responsable de la re im- 
presión. Que esa reimpresión le habia ocasionado perjuicios 
que estimaba en 80,000 £ m c, por cuya suma también lo de- 
mandaba. 

Medina contestó diciendo que era verdad que se le habían 
remitido los cien ejemplares para vender á razón de 20 ¿ m c. 
cada uno ; pero que esos ejemplares fueron como un ensayo 
solamente para bacer conocer la obra. Que por esta razón el 
esponente tuvo que hacer morbos gastos en avisos, catálogos, 
via-e tic los libros de Madrid á París, etc., ascendiendo el lodo 
á 1056 .y 75 cls, m e., por cuya suma enlabió reconvención 

contra Jordana. 

Pasando al segundo punto de la demanda, dijo que no era 
cierto que la obra hubiese sido reimpresa. Que en su catá- 
logo está anunciada en cuarto, porque la edición de Unenos 
Aires no es propiamente octavo español, y porque anunciada 
asi se le di mas importancia. Que aun suponiendo que la 
obra hubiese sido reimpresa, Jordana carecería de derechos 
para demandarlo por ello, puesto que la líepdblica no licué 
ningún tratado subre propiedad literaria. 

Jordana contestó la reconvención diciendo que rechazaba 
lodos los cargos por gastos que decía haber hecho Medina, 
los cuales por oirá parte no tenia ya derecho á cobrar desdo 
que se había quedado con la obra por mas de cuatro años, 
á pesar de habérsele exigido su devolución ó su importe. 

t ullo tl«l Jurz ile Serrtom 

Buenos Aires, Mano 30 de 1870. 

Vistos estos autos seguidos por el ciudadano csliangero D. 
Lorenzo Jordana, contra el ciudadauo argentino D. Manuel 
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y perjuicios. 

procedentes de la reimpresión en el estertor de la obra i Regla 
de los géneros y pretéritos de Nebrija », obra nueva publicada 
en esle [tais por I). Lorenzo Jorriana, vista la contrademanda 
deducida por Medina por cobro de pesos procedentes de 
gastos hechos para hacer conocer y vender la referida obra, 
srgun órdenes de Jorriana. 

Y resultando: 1° Que prescindiendo de la cuestión de lie- 
dlo, á saber, si es verdad que Medina reimprimió la obra es- 
crita y publicada por Jorriana, suponiendo probado el hecho 
de la reimpresión á pesar de la negativa categórica del de- 
mandado y de las capitaciones que verbalmente lia dado al 
Juzgado, y que constan de la acta precedente — la cuestión 
á resolver es si por el hecho de haber Jordana publicado 
una obra dentro del pais puede impedir su reimpresión hiera 
de él y ocurrir á nuestros tribunales en demanda de perjuicios 
procedentes de actos ejecutados fuera de nuestro territorio. 

Y considerando : 1* Que es un principio universal, 
leyes que garanten la propiedad en general no son 
á la propiedad literaria y artística, tomada en su acepción 
mas lata, eslo es, por el derecho de copia ó de reimpresión 
reservado al autor ó cesionario de él con esclusion do cualquier 
otro, punto sobre el cual no están completamente de acuer- 
da ni los jurisconsultos, ni los economistas. 

2" Que como una consecuencia de la diversidad de opi- 
niones sobre esta materia, se ha establecido en principio, 
la necesidad de una lejislacion especial que establezca la 
propiedad literaria, reglamente su duración y determine las 
penas en que incurrieran los que perpetraren actos viohlorios 
de dicha propiedad, sin la cual esta no seria sino una 
quimera. 

3° Que las leyes de un Estado solo obligan a los que 
residen dentro de sus límites territoriales y por actos ejecu- 
tados dentro de los mismos, no pudíendo, por consecuencia 
ser aplicadas á actos ejecutados fuera de su 
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salvo las esecpcioncs introducidas por los tratados públicos 
ó por la ley de las naciones. 

í s Que afdirando estos principios á la cuestión sub-}udia\ 
para que lord ana pudiera reclamar ¡ndcmniiacion de per- 
juicios por la reimpresión fuera de nuestro país, de una 
obra suya, seria indispensable que hubiera una ley que le 
acó rilase el derecho esclusivo de reimpresión ó de copia, y 
que tratados internacionales hiciesen respetar aquella ley en 
el punto donde dicha reimpresión se hizo. 

5" Que no S2 invocan ley, ni tratado publico al respecto, 
v la acción deducida carece, por consiguiente de lodo fon- 
damcuto legal. 

l»or estos fundamentos, fallo, absolviendo á I). Manuel Me- 
dina de la demanda que le ha interpuesto I». Loren/u Jordana, 
salvándose á aquel su dcreclio para reclamar los gastos que 
dice haber hecho para procurar la venta de los ejemplares 
que le remitió Jordana, quien deberá abonar las costas de 
esta instancia. Repónganse los sellos. 

Manuel Zavakta. 

En la apelación, Jordana pidió ante la Suprema Corte que 
se devolvieran los autos al Jucí de Sección para que fallax 
sobre el primer punto de la demanda omitido en la senten- 
cia, y para que abriese la causa á prueba, pues babia hechos 
contradichos por las parles. 

Fallo *t m SupreM Corto. 

Dueños Aires, Junio 4 de 1870. 

Vistos : resultando que la demanda entablada por Don Lo- 
renzo Jordana, contra Don Manuel Medina abraza dos puntos 
diferentes, el uno sobre rendición de cuenta de la comisión 
que le confirió para la venta de cien ejemplares de la obra 
t Reglas de los géneros y pretéritos de Nebrija >, y el otro 
por los daños y perjuicios que dice haberle inferido el de- 
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mandado por haber reimpreso en Europa ta misma olí ra 
anunciándola en venta por su cuenta propia : que el deman- 
dado al contestar la de-manda confiesa la comisión recibida y 
coutrademaiula por los gastos que dice ludios para llenarla, 
y por lo que dtibe abonársele en compensación, negando 
que hubiese hecho la reimpresión en que tunda el demandan- 
te su acción de perjuicios 

Y considerando : Primero que la semencia apelada se contrae 
á resolver un punto de derecho que no ha sido sometido á su 
juicio, porque nada positivo determina sobre el primer punto, 
y sobre el segundo se pronuncia en el concepto que Jordana 
persiguiese la reimpresión de su obra en general, mientras 
que solo se limita á reclamar los perjuicios que dice le ha 
inferido su comisionista en el negocio de que se trata, men- 
cionando la reimpresión que dice haberse verificado por 
Medina como el hecho demostrativo de la violación del contrato 
y por lo que cree que queda obligado á la indemnización que 
reclama. 

Segundo Que si bien no necesita prueba el contrato de comi- 
sión ó mandato que confiesa el demandado, no puede resolverse 
ia conUademanda, ni la acción sobre perjuicios sin que se 
reciba ia causa aprueba sobre los hechos en que se fundan. 

Tercero Que cuando una acción comprende varios puntos 
aunque sean diferentes, no por eso debe dividirse en otros tantos 
pleitos, sinó ventilarse conjuntamente y resolverse como se 
prescribe en el artículo catorce de la Ley de Procedimientos 
de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
cuarenta y tres vuelta y satisfechas las costas y repuestos los 
sellos, devuélvanse para que, recibida la causa á prueba, se 
siga y determine como corresponda, 

SALVADOR M. DEL CARRIL- — FRAN- 
CISCO Delgado. — José Barros 
Pazos. — Benito Carrasco. 
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Don Wüiam \\ aldrán contra D. Víanle Fernandez y 
Ü. Ladislao Ckarney, sobre interdicto de reentrar 

la posesión. 



Sumario. — i* Para que tenga lugar el intcrtliclo de recu- 
perar la posesión, es necesario que conste que el deman- 
dante ha tenido la posesión do la cosa que rocSaaia , y que 
haya sido efectivamente despojado de ella. 

2" En este interdicto el Jukz debe dictar sentencia dentro 
de tercero día después del juicio verbal. 

3 o El actor debe por lo tanto justificar prt-viamenic c' de- 
recho que reclama. 

— Don Francisco Vizcaíno por D. William Waldron, 
eslrangcro, se presentó al Juzgado Nacional de 



Que á fines de Julio del año I8G9, Waldron se hallaba con 
3,2ti0 ovejas y un carro de su propiedad, amparándose ac- 
cidentalmente del Fortín Ciudadano, frontera Sud, por temor 
de una invasión de indios. 

Que estando allí, el Mayor Vicente Fernandez y el Teniente 
Ladislao Olíame), por medio de intrigas, amenazas y prisio- 
nes, to despojaron del carro y de casi la totalidad de sus 
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ovejas, 5 lo obligaron ¿ abandonar su establecimiento, por lo 
que pedia al Juzgado le mandase restituir la posesión de las 
ovejas y carro* para lo que entablaba el correspondiente in- 
terdicto. 

Convocados á juicio verbal, asistieron el demandante y el 
Mayor Fernandez, incurriendo en rebeldía el teniente Charney. 

En el acta del juicio verbal consta que el demandante re- 
produjo su demanda; que el demandado dijo que era cierto 
quu Watdron, por temor de los indios se habia amparado á la 
fuerza de! Fortin ; que un dia, en vista de algunos desórdenes 
que había cometido Waldron por bailarse ebrio, le intimó 
que se alejase con su gauado ; que después supo que se ha- 
bia retirado solo, dejando las ovejas y un carro; que él 
(Fernandez) hizo entdnces remitirlas y díd cuenta al Juez de 
Paz para que se recibiese de ellas ; que las entrego á un 
alcalde en número de 1,400» según consta délos documen- 
tos que exhibid. 

El Juez preguntó a Fernandez si se apoderó de las ovejas 
y carro que reclama Waldron, y contestó que nó; pregun- 
tado Vizcaíno sobre el mismo hecho, contestó que de hecho 
vino á apoderarse de citas, porque con su presencia, autori- 
dad y amenazas, obligó á Waldron á abandonar el punto, y 
porque creyó que recibiendo una parte de los ganados acep- 
taba completamente el despojo del resto. 

En el juicio vurbal Fernandez presentó un recibo del al- 
calde Lino Herrera en que consta haber recibido del Mayor 
Fernandez l,iG0 ovejas; una nota del Juez de Paz de Tapal- 
quú en que le dice haberse impuesto de lo ocurrido con Wal- 
dron y que haga cuidar las ovejas hasta que las reclame su 
dueño, otra del mismo Juez en que le dice que va á lomar 
las medidas necesarias para recibir las ovejas, y linalmentc 
otra del Comandante Francisco Borges en que ordena á Fer- 
nandez no se haga cargo de las ovejas y las entregue cuanto 
antes al Juez de Paz. 
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Fallo aVI Jura a> Seerieii. 

Uueuos Aires, Mayo 3 Je 1B70. 

1' visios, resultando : i° Que el actor no ha presentado en 
el juicio verbal las pruebas que deben arredilar la acción 
intentada. 2 a Que consia por el recibo de f, 48 que existen 
en poder del alcalde I». Lino Herrera l,»CO ovejas, como 
pertenecientes á Waldron y considerando : I o Que del art. 
;{;í i de la ley de Procedimientos se deduce que el juicio debe 
ser tan sumario, que él Jue/. debe, dentro de tercero día, des-* 
pues del juicio verbal, pronunciar sentencia, lo cual es la 
prueba mas acabada de que el demandante ha debido, para 
obtener el derecho que reclama, justificarlo previamente. 
Que dicho justificativo no existe en el presente caso, pues 
los corrientes en autos no han sido considerados bastantes por 
el mismo actor. Por estos fundamentos no ha lugar á lo pe- 
dido por D. Guillermo Waldron, á quien se entregarán las 
ovejas existentes en poder del alcalde I), Lino Herrera, li- 
brándose el correspondiente oficio, y salvándose al deman- 
dante su acción para ejercitar su derecho por la vía ordinaria. 
Repóngase el sello. 

Manuel Zavakla. 
Habiendo apelado el demandante se dictó este 

Falla ú9 la Suprema Carie. 

Buenos Aire», Junio de 1870. 

Vistos : Considerando, Primero, que para que tenga lugar 
el interdicto de recuperar la posesión según el artículo tres- 
cientos «inte y ocho de U ley de Procedimientos, es necc- 
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sario que conste que el demandante haya tenido la posesión 
de la cosa que reclama y que haya sido efectivamente des- 
pojado de ella : Béfitoét, que en el presente caso no apa- 
rece probado el número de ovejas que tenia flmi Cuillermo 
Waldron, porque aunque se considere bastante el informe ucl 
Juez de Paz que corre á foja veinte y cuatro en ¿1 no se 
espesa de una manera cierta el número, ni tampoco que se 
1c hubieran quitado con violencia, apareciendo de dicho do- 
cumento que el comandante le ordenó se retirase con todo 
lo que le pertenecía y él prefirió dejarlo : Tercero, que esto 
mismo ha asegurado en sus escritos el demandante : y por 
consiguiente no aparece despojo violento de los bienes : Cuar- 
to que de los documentos que corren en autos resulta que 
inmediatamente después de ausentarse Waldron del fortín 
Ciudadano dejando la majada, el Comandante dió parte del 
hecho á su Gefc, v cumpliendo las órdenes recibidas puso á 
disposición del Juez de Paz la majada abandonada : Quinto, 
que el no hacerse lugar á la restitución de tres mil doscientos 
y sesenta ovejas que se pide, sino* solamente al número que 
consta existir depositadas de su propiedad, no importa negarle 
el derecho de demandar en vía ordinaria las que dicen le 
fallan y demás que le corresponda, porque tratándose de ™s- 
litucion de una majada no se puede, sin que se haya probado 
el número de ovejas de que se componía ordenar que se de- 
vuelvan mas de las que en realidad existen : Sedo, que en 
la acta de foja cuarenta y siete se confiesa por el demandado 
que también lenia Waldron un carro. Por estos fundamentos 
y los del auto apelado de foja cincuenta y dos vuelta, se con- 
firma con declaración que debe restituirse también á Don 
Guillermo Waldron el carro que demanda, y satisfechas las 
costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador MaiUa del Carril — Fran- 
cisco Delgado — J. Barros Pa- 
Carrasco. 
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La Comjmñia Argentina de < Seguros Marítimos i con la 
Compañía de Navegación á vapor » Wo de la Plata*, 
sobre cabro do averias. 



Sumario. — 1« El capitán y tripulantes de un buque deben 
considerarse ú burdo como representantes de lus armadores. 

2" Al armador corresponde nombrar, ajusiar y despedir al 
capitán. 

3" Corresponde al capitán elcjir y ajusiar los oficiales y de- 
más personas del equipaje. 

\ n El asegurador no responde, salvo estipulación en contra- 
rio, de la baratería del capitán ú de la tripulación. 

5" Es un caso de baratería de la tripulación de un buque, 
alírir 6 dar ocasión, por su taita de vigilancia, á que se abran 
lus compartimientos y canillas de un vapor, causando su su- 
mersión. 



Cuso. — La Compañía Argentina de Seguros Marítimos, ase- 
gurú á la Compañía de Navegación á vapor ííio de la Piala e' 
vapor < Yacaré i por la cantidad de (8,000 pesos fuertes, bajo 
las condiciones espresadas en la póliza. 

A consecuencia de una sumersión acaecida at vapor asegu- 
do, se siguió un juicio de abandono que fué fallado por el 
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Juez de Sección» no haciendo lugar al abandono, j condenan- 
do á la Compañía Rio de la Piala ú pagar tos gastos que se 
acreditase de legítimo abono por el salvamento del vapor, 
considerando ta sumersión como una avería, Tallo que fué 
confirmado por In Suprema Corte. 

Vueltos los autos al Juez de Sección, el vapor fue entre- 
gado á los asegurados, después de presupuestados y aceptados 
los gastos de 5,200 .•> m/c. para dejar el vapor en completo 
estado de navegar. 

En este estado, el Procurador Lamas por la Compañía de 
Seguros se presentó diciendo, que en uso de los derechos 
salvados á la Compañía, acompañaba la cuenta documentada 
de los gastos de salvamento y conservación del Yacaré*, (fue 
asciende á 29,(382 | 83 es. moneda corriente, y 6,000 pesos 
fuertes. 

Dijo el Procurador Lamas que la sumersión del vapor ha- 
bía provenido indudablemente de algún descuido del capitán 
ó <le la tripulación del buque, lo que se corroboraba con el 
informe de los peritos que dice» ser evidente que el vapor 
se ha ido á pique por causa de algunas canillas abiertas, por 
lo que el siniestro debe pesar eselusivamente sobre los dueños 
del buque, sin perjuicio de sus acciones contra aquellos que 
lo hubiesen causado. 

Que habiéndose recibido del «Vacaré» la compañía de nave- 
gación, y debiendo ser á su cargo lodos los gastos hechos, 
podía se la condenase á su pago, con loa intereses á estilo 
de banco y tas costas del juicio. 

Corrido traslado, D. Antonio Dodcro por la Compañía Rio 
de la Plata, contestó y contra demandó con la cuenta de los 
gastos hechos para la salvación del vapor, y los trabajos ne- 
cesario para ponerlo en estado de navegar, por la suma de 
28,107 f > m/c. 

Dijo que la doctrina del seguro es que et asegurador res* 
ponde de toda pérdida ó daño que espresamentc no este* 
exceptuado por la ley ó por la póliza. 

yue puesto que la Compañía de Seguro» pretende que la 
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sumersión fué producida por hechos del asegurado ó sus re- 
presentante»* y cumpliendo la prueba al que afirma un hecho, 
y para conlrarestar la prueba contraria por otra parte, se hacia 
necesario que la Compañía de Seguros nombre la persona ó 
personas que han hecho la sumersión y que hecho ó hechos 
practicaron para sumergirlo. 

Que aun admitiendo para la discusión que hubiera habido 
omisión del capitán en la sumersión del i Yacaré**, el asegurador 
respondería por el daño causado con arreglo á los arls. 630 
y 13"t) del Código, porque no seria esc un hecho exceptuado 
como lo son ei cambio de rula, la prolongación del viage, 
la mora en emprender viage, etc. 

Pidió se absolviese á su parte de la demanda y se conde- 
nase á Ja Compañía de Seguros al pago de la cuerna qne pre- 
senta esta parte, con los intereses y costas. 

Corrido traslado de la contrademanda, e! rcpresenlanle de 
la Compañía de Seguros contestó que ya habia dicho, apoyado 
en el iniorme de los peritos, que el « Yacaré* > se sumergid 
porque sus tripulantes habían dejado abiertas varias de su 
canillas. 

Que no es necesario demostrar que la tripulación de un 
buque representa á su dueño, y que el hecho de esa tripu- 
lación se halla en las condiciones de los artículos GííD y 
iií'O del Código, eiimicudo á los aseguradores de sus con- 
secuencias. 

Que si el asegurador no está obligado á responder al ase- 
gurado por la sumersión del t Yacaré », es evidente que no 
debe soportar los gastos hechos por este, y que eslá en su 
derecho para reclamar el pago de las sumas mencionadas gas- 
tadas por el asegurador con los intereses correspondiente y 
las costas del juicio. 

En seguida se puso la causa á prueba para acreditar los 
siguientes puntos: 

t Si la sumersión del vapor provino de hechos del ase- 
gurado ó de los que lo representan. 
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%> Exactitud de tas respectivas cuentas presentadas por a 
bas partes. 

Con la prueba producida por las partes, se dictd el 
Fallo del Jaez de Sección. 



Buenos Aires, Abril 5 de 1870, 

Vistos, estos autos seguidos entre la Compañía de Navega- 
ción <r lUo de la Plata i y la Compañía Argentina de Seguros 
Marítimos, cobrándose respectivamente gastos efectuados para 
poner á íloie y en estado de navegar el vapor i Yacaré», de 
la I a y asegurado por la v 2\ 

Y resultan il o : I o Que el espresado vapor se fué ú pique en 
balizas interiores el día \ de Mayo de 1868. 

2° Que fundado en aquel hecho se presentó la Compañía 
propietaria haciendo judicialmente su abandono, c) que no 
fué admitido á virtud de no haber tomado los aseguradores 
sobre sí las diligencias respectivas al salvamento. 

3° Que el vapor fué puesto á flote por ta Compañía asegu- 
radora, resultando estar su casco sin avería alguna, á tal 
punto que extraída el agua encerrada en él, el vapor quedd 
á lióte sin que se hiciera reparaciones de ningún género. 

-1- Que la Compañía aseguradora reclama el pago de los 
gastos que hizo para poner el buque á flote á la Compañía 
propiciaría, quien á su vez reclama de aquella el pago de 
los gastos hechos por su parte para ponerlo en estado per- 
fecto de navcgabiUdad. 

5° Que la Compañía aseguradora se funda en que, no res- 
pondiendo con arreglo al arl. G39 del Código, de los daños 
que sobrevenga); por hechos del asogurado ó de sus repre- 
sentantes, no es responsable de los daños causados por la 
sumersión del vapor, por haber tenido lugar esta á causa de 
haber la tripulación dejado abiertas varias canillas del vapor. 
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G* Que el asegurado funda sus prcl endones en que el ase- 
gurador responde con arreglo á los artículos y 1300 del 
Código, ilo los daños causados por omisión del capiiau por 
no ser hechos exceptuados, y porque dibc manifestar y acre- 
ditar que hecho ó hechos practicaron los representantes del 
asegurado para sumergir el vapor, 

7° Que las cuentas dü gastos están implícitamente recono- 
cidas por las parles con arreglo al ait 80 de la ley de Pro- 
cedimientos que establece que el demandado uHcrá confesar 
ó negar los hechos rspueslos en la demanda, pudiendo su 
silencio estimarse como confesión de aquellos ; á lo cual se 
agrega que casi todas las cuentas han sido reconocidas por 
los firmantes en las declaraciones que corren en autos. 

8* Que de la prueba producida resulla que la sumersión 
del vapor fué producida á virtud de tener este algunas canillas 
y compartimientos abiertos, puesto que después de cerrados 
j acotada el agua lloló; lodo lo cual está constatado por las 
declaraciones de D. Luis Mac Lean, D. Cirios Damon, D. 
Gustavo llanison, corrientes de fe. 1-13 á 147, ¡ Í9 y 1 50, y 
conlirmadas por las de D. Guillermo Siephens, D. Guillermo 
Üallacher y D. Luis Saidi que corren de fs. 150 á i 55. 

9° Que á juicio de los testigos espresados en el precedente 
considerando, personas todas competentes en la materia que 
haré á la cuestión, dichas canillas ó compartimientos no han 
podido ser abiertas sino por los tripulantes del vapor d por 
una persona eslraña a Cl que hubiere penetrado por falta de 
vigilancia á bordo. 

Y considerando: i° Que el capitán y tripulantes de un bu- 
que deben considerarse representantes de los armadores con 
arreglo a los arts. 1050 y 1005 del Código de Comercio, 
puesto que al armador corresponde nombrar y ajustar, como 
asf mismo despedir al capitán, quien forma á su vez ta tripu- 
lación del buque, eligiendo y asustando los oficiales y mari- 
neros y demás personas del equipaje, sin que pueda obser- 
varse en contrario en el presente caso que las facultades del 
armador han sido restringidas por la póliza del seguro» por 
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cuanto en esta apresamente se determina que el seguro es 
responsable cualquiera que si-a el capitán del vapor «Yacaré». 

%° Que está probado en este caso que los daños sufridos 
por el vapor asegurado lian siJo ocasionados por culpa de su 
tripulación. 

3» Que aunque no están aceptados en la póliza los danos 
provenientes de culpa del capitán, el seguro no responde, 
salvo estipulación contraria en la póliza, de la tontería del 
capitán ó de la tripulación, y la póliza no contiene cláusula 
al respecto. 

4" Que el hecho prohado de haber la tripulación abierto ó 
dado ocasión por su taita de vigilancia á que se abrieran los 
compartimientos y canillas del vapor, causa de la sumersión, 
constituye por lo menos la culpa lata que en derecho se equi- 
para al dolo, y por consecuencia la baratería definida por el 
art. 1370 en su último párrafo. 

5 o Que por consecuencia el seguro no es responsable, en 
este caso, de los daños provenientes de la sumersión del va- 
poa i Yacaré », y tiene derecho á ser recmbolzado de los 
gastos fiechos para ponerlo a (lote. 

Por estos fundamentos, fallo, declarando no haber lugar a 
la demanda interpuesta por la Compañía » Rio de la Plata i, y 
coink-nanilo á esta á pagar a la Compañía Argentina de Se- 
guros Marítimos, dentro del término de diez días, el importe 
de las cuentas que corren de fs. Ü7 á Í00 ambas inclusive, 
con los intereses de banco computados desde el desembolso 
y costas del juicio, salvando á la Compañía «Rio de la Plata» 
su acción contra al capitán y tripulación del vapor. Repón- 
ganse los sellos. 

Manuel Zavaleta. 



Habiendo apelado el representante de la Compañía de nave- 
gación, se dictó este 
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Fallo de la Suprema Corle. 

Buenos Aires, Junio i i de 1870. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja doscientas una, y satisfechas do vuél- 
vanse, reponiéndose los selles. 



M. DEL Cáhuil. — FlUS- 

cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Hemtu Caiihascu. 



tj Ca., contra de Mol ;/ Ca. 



Sumario. — En caso de impedimento de un Juez de Sec- 
ción, la causa pasa al mas inmediato. 
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Cono. — Luis de Souviron y C* seguía autos por cobro de 
pesos, contra tos Sres. de Mol y C a aulc el Juez déosla Sec- 
ción Dr. I garriza por csciisacion del Dr. Zavalcta. 

1.a conlestacion ;1 la demanda loé presentada á este último 
por haberse ausentado el Dr, t'garriza* y en este 



Buenos Aires, Abril 30 de 1870. 

Estando el que suscribe impedido para conocer en esta 
causa por enemistad con una de las parles, ocurra donde 
corresponda. 

Zar aleta. 

Notificado Son vi ron y C n pidió se librara oficio al P, E. para 
que nombre el Juez que ha de entender en esta causa. 



Fallo del 

Dueños Aires, Majo 9 de 1870. 

Con arreglo al arl. 30 de la Ley de Procedimientos, pásese 
esta causa al Juez de Sección del It osario de Sanla-Fií con 
citación de los interesados y previo pago de cosías. 

Zamlcta. 

De esta providencia apeló Souviron y C a , diciendo que era 
ilegal Ja aplicación que el Juez hace del art. 30 de la Ley 
de Procedimientos, que no era dictado para este caso. 

Fallo de la Suprema Corte. 

Buenos Aires, Junio 11 de 1870. 

Vistos : considerando, que el auto de foja once se halla 
consentido, y siendo de rigorosa aplicación el artículo treinta 
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y seta de la Ley de Procedimientos, que dispone que en caso 
de impedimento pase al mas inmediato, se coiilirma el aulo 
anulado iU foja Ucee, y satisfechas las costas y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
ciscu Delgado. — José Barros Pa- 
zos.— Besito Carrasco, 



CAIMA Ulll. 



El Cónsul de fíolima D. Adolfo E, Carranza, por varios ciu- 
dadanos bolivianos, contra Utí!m#C* pór restitución 
de bienes, — Incidente sobre competencia. 



Sumario. — I o No pueden calificarse como aclos adminis- 
trativos del Poder Ejecutivo Nacional, los que este practica 
pu país eslrangero en virtud de los derechos de ¡juerra y de 
acuerdo con los gobiernos aliados para sostenerla. 

2* Cuando ae propone 'conjuntamente dos ó mas escepcio- 
nes dilatorias, el Juez dt*bc resolver previamente la de decli- 
natoria y la de litispendencia. 
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3° En caso de declararse competente debe fallar también 
las otras. 



Caso, — D. Adolfo Carranza. Cdnsul de Rolivia, se presentó 
ante el Juzgado Nacional de Buenos Aires, con los siguientes 
documentos : 

i° Una caria dirijida á él desde la Asunción con fecha 
20 de Agosto de IHtiíJ, en que se lo dice que los Srcs. I). 
Benigno Gutiérrez, D. Tristan Roca y D. Lisandro Vaca habían 
sido inmolados por López, junios ton los demás bolivianos» 
que vinieron por el Alio Paraguay. 

2" Cúpia de un contrato de sociedad celebrado en Santa Cruz, 
República de Bolivia, el I a de Mayo de 1867, entre D. Pedro 
Ignacio Franco, ü. Benigno Gutiérrez, D. Cosme Gutiérrez, 
I). Pastor Gutiérrez, D. Cirios Jbañcz, l) a Pclrona Salvatierra 
y 1). Pedro Antonio Gutiérrez. La Saciedad tiene por objeto 
negociar con mercaderías ultramarinas, artículos del país y 
animales, en tas plazas de Curumbá y Asunción, con un capital 
aumentablc de 17,000$. La copia de csic contrato no tiene 
autenticación. 

3° (Jn poder otorgado por ante Notario público por Ü a 
Pclrona Salvatierra de Gutiérrez y D. Cosme Gutiérrez á favor 
de 1). Adolfo Carranza para que á nombre de la Sra. como 
madre legitima y heredera forzosa de D. Benigno Gutiérrez, 
y el Dr. B. Cosme como socio administrador de la sociedad á ijue 
antes se hace referencia, haga los reclamos condiicei.ies para re- 
coger y asegurar los intereses que corrían á cargo del Jinado 
hr. D. Benigno Gutiérrez. 

Ksle poder eslú certificado por dos escribanos en Santa Cruz, 
el 2íi de Octubre de IKlií). 

4 n Una partida de bautismo olorgada por el Cura coadyutor 
del Colegio en Santa Cruz, en que se dice haberse bautisado 
el 21 de Agosto de 1835 á Lorenzo Benigno Agapilo, hijo 
legitimo de D. Juan Antonio Gutiérrez y de D* Pe» una Sal- 
vatierra. Este documento no está autenticado. 
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5° Uoa partida otorgada por el mismo en que consta el 
casamiento de D. Juan Antonio Gutiérrez con D* Pelrona 
Salvatierra, celebrado el 30 de Diciembre de 1820. Tampoco 
está autenticado. 

0° Uu certificado espedido por el Prefecto y Comandante 
General del Uepartamenio de Santa Cruz de la Sierra, en que 
afirma que I* 1 Pelrona Salvatierra de Gutiérrez es madre le- 
gítima del finado D. Benigno Gutiérrez, y el Dr. [). Cosme 
Gutiérrez es liijo oV esta Sra. y hermano legitimo del finado 
como se espresa en el memorial y poder de su referencia, 
y que los funcionarios que han intervenido en dicho poder 
son notarios \ ni lili eos de ese distrito. La firma del Prefecto 
está autenticada por el Ministro de Relaciones Estcriores de 
Bolivia. 

7" Una solicitud de D a Francisca J. de Yaca y de Q. 
Nicolás Cuellar, vecinos de Santa Cruz, al Ministerio de 
Relaciones Estertores de Bolivia, en que dicen que sus le- 
gítimos hijos Uizandro Vaca y Manuel M LI Cuellar habian sido 
inmolados en el Paraguay según se los había hecho saber 
el Gobierno, por lo que habían dado sus poderes en forma 
para que reclamasen sus intereses, sobre los que pedían pro- 
tección y amparo. DI Ministerio de Relaciones Estcriores, 
cun fecha IT de Novtumbre de 1Xli!>, mandó remitir esta soli- 
citud al Cónsul en esta ciudad para que apoyase las jestiones 
que tenia iniciadas con los poderes de que se hace mérito, 
á fin de que recoja los bienes de los hijos de los ocurrentes 
que se cree fueron victimas en el Paraguay. 

Una partida del casamiento de I). Manuel Nicolás Cuellar 
con Df Manuela Eatremadoiro celebrado cu la parroquia de 
la Catedral de Santa Cruz el 31 de Marzo de 183!), Esta 
partida está certificada por el Cura coadyutor Rectoral de la 
misma eiudad. 

•J Lúa solicitud de Ü. Nicolás Cuellar al Juez instructor 
de Saeta Cruz, en que dice que, no habiéndose encontrado 
en tos archivos parroquiales la partida de bautismo de su hijo 
legitimo Manuel M 1 Cuellar, y siéndole necesario hacer constar 
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su filiación, para redamar del Paraguay los intereses de la 
tenencia de aquel, pedia se levantase información de testigos 
sobre la filiación. 

Con la declaración de tíos tcs^gos que dicen que D. Manuel 
M a Cuellar es hijo legítimo de D. Nicolás y de D a Manuela 
Estremad oiro, y que nació en el mes de Mano de 1865, se 
mandó devolver la solicitud. Este documento no tiene auten- 
ticación. 

10. Una información de tres testigos, producida por D a 
Francisca Justtniana viuda de D. Francisco Javier Baca, para 
justificar que D. Lisandro Baca Ünado en el Paraguay es su 
hijo legítimo. 

Con la declaración uniforme de los tres testigos se mandó 
devolver !o actuado. No está autenticado este documento. 

11. Testimonio de una escritura de sociedad celebrada en 
Santa Cruz el 21 de Abril de 4807 entre 1>. Nicolás Cuellar, 
D. Pedro José Sunrez, D. Ramón Campos, l> a Francisca 
Jusliuiano, D. Teodoro Menocho y D. Pastor Baca. La So- 
ciedad tenía por objeto negociar con el Gobierno del Paraguay 
y se nombró de socio gerente á Ü. Lisandro Baca. El contrato 
no está autenticado. 

12. Una escritura de poder otorgada el 25 de Octubre de 
Ysm por D» Francisca Jusliuiano de Baca y D. Nicolás Cuellar, 
ante un notario público de Santa Cruz para que el Cónsul en 
esta ciudad D. Adolfo E. Carranza reclame los intereses de- 
jados en poder del Cónsul de Italia en el Paraguay por Lisan- 
dro Baca pertenecientes á la Sociedad Baca y Cuellar de que 
fué gerente el finado Lisandro y Manuel M a Cuellar. 

Este poder está legalizado por dos escribanos ; después por 
el Ministro de II. E. de Bol i vi a y finalmente por el Cónsul 
General Argentino en aquella República. 

Con estos documentos D. Adolfo E. Carranza, Cónsul de 
Bolivía se presentó al Juzgado de esla Sección demandando 
á los Sres. Cribe y C l á nombre de los herederos y socios de 
D. Liza miro Baca, D. Benigno Gutiérrez y D. Manuel M a 
Cuellar ciudadanos bolivianos sacrificados en el Paraguay. 
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Dijo que cuando los ejércitos aliados entraron en la Asun- 
ción, los ciudadanos bolivianos espesados, habían sido fusi- 
lados, y sus intereses pcriuanecian en los depósitos en que 
los dejaron. Que algunos individuos se presentaron entonces 
á reclamar la entrega de esos intereses, y la comisión que 
se nombró por los Generales del ejercito aliado para resolver 
sobre esas solicitudes, bizo entrega de los bienes do sus 
poderdantes á diversos individuos, y principalmente á los Sres. 
Uriñe y C» que solicitaron se les pusiera en posesión de los 
depósitos ríe tabaco existentes en los almacenes de ellos. 

Que instruidos los padres de tos bolivianos de este proce- 
dimiento, y sabiendo que una parle de los intereses ha sido 
recibida por tribe y C\ entablaba Corma I demanda contra ellos, 
pidiendo se les condenase á la devolución de 1 1. OLIO ¡& 2 litis, 
de tabaco paraguayo recibido por ellos, ó su importe al precio 
de plaza con tos intereses desde la feclia en que lo recibie- 
ron. 

Que el asunto corresponde á la justicia nacional, por ser 
sus representados bolivianos y tener los Sres. tribe y C* su 
domicilio en esta ciudad. 

Corrido traslado, I). Juan Agustín Tritio y O, sin contes- 
tarla opuso las escopetónos de Culta de jurisdicción en el 
Juzgado y falla de personería en los demandantes y en su 
apoderado. 

Respecto á lo primero, dijo que en Marzo de 1800, los 
Generales del ejército aliado crearon un tribunal misto que 
entendiera en las reclamaciones que presentaran las personas 
que se considerasen con derecho á lus cueros y otros géneros 
de producciones paraguayas, encontradas en lus depósitos de 
la capital del Paraguay y sus dependencias. 

Que este tribunal se componía de 7 miembros, y la iorma 
de sus procedimientos era sumaría, indicándose en el arl. 9 Ú 
de la resolución que lo creó, la siguiente forma para entablar 
las demandas. ■ No se admitirá reclamo alguno sin solicitud 
i escrita, la que deberá ser acompañada de documentos en 
f que el reclámame funde su derecho, debiendo asi minino 
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t presidiarse el interesado personalmente, i la audiencia que 
c le fuese señalada, para dar las explicaciones que los jueces 
t juzguen necesarias i, 

Que el erecto de las sentencias de este tribunal ora defini- 
tivo, como se vií por los arls. O y 7 de la resolución citada 
que lambien trascribe de la memoria del Ministerio de Re- 
lajónos Esteriures de la República, año de página 
45 y Ui. 

Que el tribunal una ven instalado, publicó edictos llamando 
ú los que se creyesen con dereclio ü los productos embar- 
gados. 

Del ejemplar que acompaña de los edictos resulta qnc los 
Generales aliados resolvieron que dentro del plazo de 15 días 
á contar del 3 de Marzo del Cí>, debían presentarse lodos los 
qnc poseyesen depósitos de cueros y demás frutos del país 
para dar cuenta á la comisión creada á este fin etc. 

Que cu virtud de esta orden, l'ribe y O se presentaron 
con los comprobantes de sus derechos, y con ellos jusliticaron 
debidamente la propiedad. 

Que en esos autos intervino el Cónsul Italiano en repre- 
sentación de los bolivianos; pero que, ante la prueba evi- 
dente que se produjo, el tribunal pro mine i ó la sentencia que 
acompaña en copia testimoniada en que consta que el tribunal 
internacional por mayoría de votos acordó entregar a\ Juan 
Agustín Cribe OíH fardos de tabaco depositados en la casa 
calle de la Estrella IV, 011 del mismo artículo, depositados 
en la casa calle de Justicia n° 17; 28 fardos de cerda en la 
misma casa; 10 Tardos de cerda en la casa de D. And res lrda< 
píllela en el campo Grande; 20 fardos de garras en la misma 
casa, y los cueros que con la marca á luego T se hallen en 
las casas de Urda pille la y Arsa y en dos ranchos inmediatos 
á esla última. 

Que anlcs de ejecutarse esta sentencia, agrega, el Cónsul 
Italiano renovó la solicitud, y elevada al conocimiento de los 
Generales aliados, de conformidad al art. (i, estos coitlirma- 
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ron la resolución del tribunal, y los efectos les fueron entre* 
gados. 

Que ante estos hechos, el Juez Nacional no puedo poner 
en tela de juicio la resolución definitiva de un tribunal creado 
por los gobiernos aliados, tribunal cuyo fallo hace cosa 
juzgada, y que lia sido legítimamente organizado. 

Que el derecho que lia asistido á los Generales Aliados para 
crear este tribunal misto es Indudable, y asi lo estableen el 
Derecho de gentes, y así lo proclamaron los plenipotenciarios 
de tas naciones aliadas cu los arts. 5 y G del protocolo del 
S2 de Abril de 180!), 

Que el tribunal internacional habiendo sido constituido 
por las tres naciones aliadas, ninguna de ellas tiene facultad 
para revisar las resoluciones que dictó. 

Que siendo ese tribunal argentino y estrangero, por su 
composición, en ninguno de estos dos caracteres puede el 
Juez Nacional, conocer de sus resoluciones. 

Nú como argentino, porque esa facultad no le está acor 
dada por la ley de Í8Ü3 sobre jurisdicción y competencia de 
los tribunales federales. 

No como eslrangero, porque la independencia de las nacio- 
nes hace que los tribunales de una no puedan conocer en 
las resoluciones de las otras, y porque cuando las sentencias 
de los tribunales estrangeros son iu reta, como en el caso 
presente, no pueden ser desconocidas por otras autoridades 
judiciales, y mucho menos siendo en tribunal compuesto 
también por jueces argentinos. 

Hespeclo á la falta de personería dice que no puede reco- 
nocerla en el Sr. Carranza. 

i" Porque se invocan derechos hereditarios sin haberse 
probado que los causantes han fallecido. 

2" Porque el título de heredero de t>. Benigno Gutiérrez, 
invocado por D 1 Peí ron a Salvatierra, no le corresponde sino 
después que pruebe que su hijo ha fallecido soltero, sin hijos 
en Rol i vi a ni en el Paraguay. 

3 Ü Porque D. Nicolás Cuellar no ha probado que su hijo 
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D. Manuel haya fallecido sin descendientes en Bolivia ó en 
el Paraguay. 

4 o Porque él mismo no lia juslillcado ser padre legitimo 
de D. Manuel, puesto que la información producida no lia 
sido aproliaila judicialmente, ni hay á su favor declaratoria 
de heredero. 

5" Porque la información producida por Francisca Jus- 
tiniana para acreditar que es madre legitima de lí. Lisandro 
Haca, adolece del mismo defecto de la anterior, y no se ha 
pretendido tampoco justificar que Baca haya muerto sin 
sucesión. 

O n Porque ni la Sra. Salvatierra ni la Sra, Jusliniana han 
justificado su estado de viudez. 

Y 7 d Porque el poder de la Sra. Justiniano es condicional 
para el caso en que haya fallecido I). Manuel Cuellar, y no 
se ha probado el cumplimiento de la condición. 

Concluye pidiendo que el Juzgado se declare incompetente, 
y en caso contrario que redíase la demanda por falta de 
personería en los demandantes, con espresa condenación en 
costas. 

Corrido traslado de las rscepciones, D. Máximo del Mármol 
con poder sostiluido de Carranza, contestó pidiendo se recha- 
zasen con costas las escepciones, y se ordenase á trihe y 
C 3 contestasen derechamente la demanda. 

Respecto á la primera escepcion de falta de jurisdicción 
en el Juez, dijo que el domicilio de los demandantes es en 
Buenos Aires y el domicilio determina la competencia de las 
autoridades para el cumplimiento de las obligaciones de los 
domiciliados. 

'}ne de acuerdo con estos principios, la presente demanda 
dehia venir á los tribunales argentinos. 

I o Porque este es el domicilio de Urihc y G» como ellos 
lo lian determinado. 

2 o Porque los ciudadanos bolivianos que demandan tienen 
que seguir el fuero del reo. 



3« Porque aquí están, d se han traído, los frutos del Para- 
guay que son objeto de esta reclamación. 

4 o Porque no se trata de contratos celebrados en el cstran- 
gero con domicilio elegido, sinó de individuos que, diciéndose 
dueños de los bienes de oíros, lian obtenido al favor de cir- 
cunstancias estraordinarias, la entrega de esos ó : nos para 
trasportarlos al territorio argentino; y los legítimos dueños 
vienen á reclamarlos en virtud del derecho de propiedad que 
tiene abierto todos los tribunales del mundo. 

Itespecto á la resolución del tribunal creado por los Gene- 
rales aliados, dijo que L'ribe y O confunden ese tribunal 
csccpcional y la resolución dictada por él, con los tribunales 
de presas y con las sentencias emanadas de estos, y precc- 
ilidas de las formalidades requeridas por el Derecho de gen- 
tes. 

Que en la Asunción no ha habido presas ni Tribunal de 
Presas, sinó bienes dd Gobierno enemigo, bienes de ciuda- 
danos paraguayos, y bienes de neutrales como los demandan- 
tes, y que du estos últimos no podían apoderarse tas potencias 
aliadas. 

Establece en seguida la diferencia que eviste entre propie- 
dades marítima» y propiedades terrestres, como las de que 
se traía ; y agrega, que en las espolie iones por tierra es re- 
conocida por todus los pueblos civilizados la inviolabilidad 
de las propiedades particulares, y que los demand^us incur- 
ren en una profunda equivocación, cuando dan al tribunal 
que establecieron los aliados el carácter de Tribunal de Pre- 
sas, citando en su apoyo las opiniones de Sir Williaui Scoit 
de kutit y olrcs tratadistas. 

Que el tribunal creado por los aliados fué para que su 
pronunciase sobre los bienes que pertenecían al enemigo, y 
los que pertenecían á los particulares, y no para resolver 
cuestiones partícula tes, cuestiones de derecho civil, para to que 
las potencias aliadas y por consiguiente su tribunal, carecía 
de derecho. 

Que el tribunal internacional entregó los bienes parlicu- 




lares al que los reclamaba y justificaba brevemente que los 
babia tenido y no eran propiedad del Gobierno del Paraguay ; 
pero si el reclámame tenia estos bienes á lilulo de dominio 

pielario, P no entraba ni ^odia cnirar tú las atribuciones del 
tribunal. 

Que las decisiones de ese tribunal no tienen, pues, otro 
alcance que declarar que los bienes no eran del Gobierno 
Paraguayo, y jarnos el de declarar un lilulo de propiedad. 

Que siendo eslo así, los propietarios d a mn ideados licnen 
espedíto su derecho para reclamar su propiedad y alcanzar 
justicia. 

Que el procedimiento del tribunal corrobora lo que acaba 
de decir, porgue habiendo ese tribunal señalado el termino 
angustioso de 15 dias para presentarse á reclamar, no pedia 
esc ttírmino comprender á los que se hallaban en las cárceles 
de López y ú los herederos de los que fueron sacrificados y 
que se hallaban en el estrangere, y todos estos no podian 
llegar al tribunal en el término de 15 dias. 

Respecto á la falta de personería en los demandantes y en 
su apoderado, dite que por desgracia la muerie de los Sres. 
Haca, Cucllar y Gutiérrez está comprobada de un modo bien 
doloroso para sus familias. 

Que no podrá presentar partidas de entierro porque López 
no espedía esas partidas, pero acompaña la publicación oficia! 
de los individuos que fucrou ejecutados. 

Que los poderes presentados son bien regulares, y que 
cuando Uribe y C a entreguen los frutos demandados, han 
de satisfacer ampliamente los escrúpulos que hoy tienen sobre 
la viudez de la Sra. Salvatierra y sobre la falta de descendien- 
tes de D. Lisandro Baca. 

£1 documento acompañado es un ejemplar de la <¡ Nación 
Argentina » en que aparecen varias listas de personas que se 
dicen asesinadas ene! Paraguay en el mes de agosto de 1868. 



Corrido traslado del documento Uribe y C a contesto que 



una lista publicada en un periódico, sin que conste su au- 
tenticidad, no puede llamarse seriamente una prueba judicial. 
Con estos antecedentes, el Juzgado pronuncio' el siguiente : 



Fallo del Juez de Sección. 

Dueños Aires, Abril 18 de i 870, 

Vistos y considerando, en primer lugar respecto a la escop- 
etan de incompetencia — 1 11 que es un principio de derecho 
que el actor debe seguir el tuero del reo, ó sea el del domi- 
ciliado de este — que los demandados están domiciliados 
en este país, y por consecuencia es ante los tribunales de él 
que deben deducirse las acciones que contra ellos pudieran 
ejercitarse — que la eseepcion de incompetencia se Tunda 
cu el presente caso en la de cosa juzgada, eseepcion peren- 
toria que estinguc el derecho del ador y que no puede, con 
arreglo al art. 72 de la Ley de Procedimientos, proponerse 
como articulo previo á ta contestación á la demanda — i" que 
sin embargo, no basta que Jos tribunales del país sean com- 
petenles T para que lo sean en el caso los Nacionales que 
no ejercen jurisdicción en lodos los asuntos contenciosos 
entre parles, si nú solo cu aquellos en que la Constitución y 
las leyes del Congreso se la conüercn, sea por razón de la 
materia, sea por razón de las personas — 5 o que el presente 
caso no versa sobre puntos regidos por la Constitución ó Leyes 
del Congreso, pues se limita á evigtr la restitución ó devolu- 
ción de bienes que se dicen pertenecer á individuos particu- 
lares, y por consecuencia su conocimiento no corresponde á 
ta justicia Nacional ralionc maUricc — l¡° que no consta tam- 
poco que este juzgado sea competente por razón de las per- 
sonas interesadas en ct caso que se le ha sometido, pues 
aunque consta que tos dcmandanies son estrangeros no consta 
que loi demandados sean ciudadanos, ni esta circunstancia 



ha sido invocada en justificación de pertenecer el conoci- 
miento de csia causa al fuero federal — "" considerando en 
segundo lugar en cuanto á la csccpcion de Talla de persona- 
lidad en los demandantes. 

1° Que estos se presentan en el carácter de herederos ó* 
socios, ó en uno y otro juntamente, de Ü. Benigno Gutiérrez; 
D. Trislan Hoca y l>. Lisandro Daca. 

2 n Que no ejerciendo un derecho propio, puesto que se 
traía de bienes que no poseyeron, deben con arreglo al arl. 
4' de la Ley de Procedimientos acompañar con su escrito 
de demanda los documentos que acrediten su personalidad, 
esto es, su calidad de herederos ó socios ó de ambos a ta vez. 

3° Que la calidad de herederos de los espresados Gutiérrez, 
Hoca y Haca no está constatada: 

I o Porque no hay constancia de la r.jcrle de los causan- 
tes, pues no es bastante á dicho objeto la publicación corriente 
á f. 86 que no tiene carácter olieial, ni aunque lo tuviera 
bastaría tampoco para acreditar la identidad de las personas, 
y es una verdad inconcusa que no hay herencia no habiendo 
fallecido ci causante; 

2" Porque no hay declaratoria de heredero, hecha a favor 
de los demandantes por tribunales competentes. 

A* Que no constando el fallecimiento de D. Benigno Gu- 
tiérrez, I). Trislan Hoca y D. Lisandro Caca que según los 
demandantes fueron ejecutados por órden de) Gobierno Pa- 
raguayo, solo tos representan les de aquellos podrían reclamar 
judicialmente los bienes de su pertenencia, y no revisten este 
carácter los demandantes ó su apoderado, 

H n Considerando en cuanto al carácter de socios de aquellos 
de cuyos bienes se trata que tendrían los demandantes según 
algunos documentos exhibidos, que estos no son bastante* 
para justiiicarlo de manera que no haya dudas por ser otor- 
gados fuera de la República y carecer de la debida legaliza- 
ción pues esta se limita únicamente ¿ Jos poderes exhibidos. 

Por estos fundamentos, se declara que los Sres. Uribe y O 
no están en el deber de contestar la demanda mientras lo* 
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demandantes no acrediten su personalidad y que el Juzgado 
es competente para conocer en ella. ftepúngase los sellos. 

Manuel Zamida. 

De esta sentencia Trbc y O pidió y obtuvo la siguiente 
aclaración. 

Buenos Aires, Abril 22 de 1810. 

Visto lo espucslo en el precedente escrito, se declara, 
que U sentencia, de que se pide aclaratoria, dispone, que 
los demandados no están obligados á contestar la demanda 
mientras los demandantes no acrediten los siguientes puntos : 
I" Su personería. 2' La compi-ienria del Juzgado para co- 
nocer en esta eausa por razón de las personas : no haciéndose 
lugar ú la condenación en costas por no considerarse temeraria 
la demanda. 

Zamlda. 

Carranza apeló y el recurso se le concedió en relación. 

Después de v isla la causa la Suprema Corte para mejor 
proveer dió vista al Sr. Procurador General quien se espidió di- 
ciendo; Que A su juicio la sentencia apelada del Juez, de 
Sección no está arreglada á derecho, ni al orden de proceder. 

Juzgando un articulo de declinatoria el Juez ba declarado, 
que los demandados no están obligados á contestar á la de- 
manda por tres razones. 

I a Porque aunque conste que los demandantes son cslran- 
geros, no consta que los demandados sean argentinos;, como 
se necesita para surtir el fuero de los tribunales nacionales. 

Falta en efecto en el proceso la constancia de que los Srcs. 
Trine y fe* sean nacionales ; pero esta no es una razón para 
desechar la demanda, sino para recibir á prueba el articulo 
eligiendo esa constancia. 

2 a Que presentándose el demandante á nombre de personas 
<jue se dicen herederas de los ciudadanos bolivianos, Roca, 
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Gutiérrez y Baca, fusiladas en el Paraguay por el Presidente 
López, no se lia presentado un documento auténtico de su 
muerte. Supongo que el Juez no lia pretendido exijir una 
partida de entierro de cadáveres que no se sepultaban, y á 
quienes no se prestaban los auxilios de la religión cristiana; 
y no sé a qué documento puede referirse. 

Pero la muerte de esos desgraciados, consta del diario del 
General Besquin, lomado en la batalla de Lomas Valentinas, 
y publ icado olicialmcntc por nuestro Gobierno en el folleto agre* 
gado á los autos, á la página t>0. Consta en la declaración 
del Coronel Paraguayo Lúeas Carrillo á f. i| del mismo 
folíalo, y de la esposicion hecha por D. Bartolomé Quinla- 
nilla á f. 108. 

Si se necesitaran mayores comprobaciones de la muerte 
de estos individuos, bastaria la evidencia pública de que López 
hizo morir á todos los cstra ligeros que había en el Paraguay, 
con muy raras escepciones de personas bien conocidas. 

El Juez, pues, no lia podido decir que no estaba probada 
Ja muerte de los individuos Roca, Gutiérrez y Baca. 

La tf n razón de la semencia es que el demandante no ha 
presentado un título jurídico, que comiera a sus representados 
Ja calidad de herederos. 

Pero estos representados son los padres de las víctimas, 
y por derecho un heredero forzoso :iene su titulo en la Ley: 
no necesita ni de declaración de Juez, ni de adición de la 
herencia para ser dueño de ella, y reconocido heredero por 
todos. Este fundamento es pues contrario á derecho. 

En consecuencia la opinión del Procurador General es, 
que la sentencia apefada debe ser revocada, ordenándose ai 
juez que reciba á prueba el articulo para hacer constar que 
los Síes, l'ribe y C a son nacionales; y que en et caso de 
resultar comprobado, substancie y determine la causa con 
arreglo á derecho. 

Francisco Pico, 
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Falto de la Suprema Corte. 



Buenos Aires, Junio H de i 870, 



Vistos : con lo espucsto por el Señor Procurador General, 
por los fundamentos relativos, y considerando que no es apli- 
cable el inciso cuarto de! artículo primero de ta Ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales de 
catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, por 
cuanto no pueden calüicarse como actos administrativos del 
Poder Ejecutivo Nacional, los que este practica en paíscslraño 
en virtud de los derechos de guerra, y de acuerdo con los 
Gobiernos aliados para sostenerla. Considerando además que 
cuando se proponen conjuntamente dos ó mas escepciones 
dilatorias» el juez con arreglo al artículo ochenta y tres de la 
Ley de procedimientos dehe resolver previamente la de decli- 
natoria y ia de lilis pendencia, hilando también sobre las oirás 
en el caso que se declare competente: que en el presente 
mientras no justifique el demandante que corresponde a la 
jurisdicción Nacional por razón de las personas, no puede 
resolverse sobre la personería, porque si resultase que el caso 
no corresponde á ella, aparecería juzgada esa escepcion por 
juez incompetente y por consiguiente nula y de ningún va- 
lor : se confirma ia semencia apelada de Toja nóvenla y 
cinco, en cuanto declara que no es compéleme por razón de 
la materia y exige los justificativos necesarios de que lo es por 
razón de las personas, dejándose sin efecto lo que determina 
sobre la personería del demandante para que sea juzgado ese 
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Don Federico Cibils contta D. Eduardo Bonilla, 
¿obre préstamo á la gruesa. 



Sumario. — El préstamo á la gruesa está siempre ba- 
sado en un riesgo marítimo. 

2° Haciéndose un contrato á la gruesa en un puerto de 
arribada, los fletes á responder son los correspondientes al 
viage desde csie puerto al del destino del buque, 

3° Una liquidación aceptada primeramente é impugnad» 
después, adoleciendo de un error evidente, no puede alegarse 
que estaba consentida. 

Caso. (1) — Dictada por el Juez de Sección la sentencia 
de 5 de Diciembre de 181)9, mandando llevar adelante la eje- 
cución y confirmada por la Suprema Corte, el actuario hizo 
la liquidación correspondiente, incluyendo entre las cantidades 
í responder el Hete integro del buque < Üccan Bell a desde 
Cádiz á esta ciudad, importe 1,178 ■"> lis. 

Hecha saber la liquidación, Bonilla la observo* diciendo que 
la sentencia de la Suprema Corte no ie hacia responsable de 
todos los (leles, sinó úe los del último viage, es decir, desde 
Rio Janeiro basta este puerto. 



(1) Véase Causa XX, tomo 8', 
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Que si antes había depositado el valor integro del flete, 
laú porque así lo había ordenado el Juzgado en previsión del 
resultado linal que no podía ser prejuzgado. 

Que la cantidad depositada fué 1,178 $ as. aun cuando 
solo le debían corresponder H83 ps. fls. como lo establece 
el liquidador al formar el prorateo de las averías. 

Pero que Ql aun de esta cantidad es responsable según lo 
resuelto por la Suprema Corle, porque en la liquidación debe 
calcularse solo el importe del flete del viage de Rio Janeiro i 
Buenos Aires en proporción con los 883 pesos calculados 
para el viage total desde Cádiz ¡* este puerto, de lo que úni- 
camente es responsable. 

Que tampoco puede exigí iscle el délicil que aparece de la 
liquidación, pue* toda su responsabilidad se reduce al abono 
del flete correspondiente al viage desde Rio Janeiro á Buenos 
Aires, y esc déficit se basa en responsabilidades nía) ores que 
uo se le lian impuesto. 

Pidió que el actuario practicase la liquidación con las mo- 
dificaciones indicadas, y que se le devolviera el saldo que 
resulte a su favor, entre el importe del flete parcial de que 
es responsable y la suma depositada. 

Corrido traslado, Cibils pidió no se hiciese lugar á la 
modilieaeiun, con espresa condenación en costas. 

Que Üonilla en escrito anterior dijo que la liquidación 
practicada por el actuario, estaba ajustada á lo resuelto en 
las sentencias recaídas, y con arreglo á estas no pudria opo- 
nerse á la entrega del saldo, á cuyo abono se le liabia con- 
denado. 

Que después de esta declaración, no puede desaprobar la 
liquidación que aprobó implícitamente, porque suponga ahora 
que la Suprema Corle no le hace responsable de todos los 
fletes. 

Que ni la Suprema Corle ni el Juzgado de Sección han 
bu puesto que el último viage del i Occan Bell » fuese de Rio 
Janeiro á Buenos Aires, sinó que los fletes afectados al privi- 
legio de la letra á la gruesa, eran los del último via^e de 
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Cádiz á Buenos Aires, siendo Rio Janeiro, puerto de arribada, 
y por cuyo motivo so hizo allí el préstamo, y su aplicaron 
los arts. 1021 y 1022 del Códigü de Cumcrcio para determi- 
nar el privilegio. 

Que el 4 U considerando de la sentencia de la Suprema 
Corle solo tiene relación á determinar cuales son los objetos 
que deben estar cspuesios á riesgo marítimo, para responsa- 
bilizar & los fletes del último viage, y espresar ojie los que 
Bonilla hubiese pagado al capitán al lomar el buque por en- 
tero, no tienen nada que ver con los que Bonilla recibió 
como lo dice la sentencia del Juez de Sección. 

Que es una impertinencia sacar de este considerando que 
el último vi age se cuenta solo de Itio Janeiro á aquí, porque 
alti tomó el préstamo á la gruesa, y no desde Cádiz punto de 
salida de la espedí ció n y ajuste de Heles. 

Que el viage lo determina el puerio de la salida, de donde 
se lia recibido la carga y lirmado el conocimienlo, y ;i esc 
puerto se refieren los arts. Uí¿t, 1022 y 1 182 del Código, 
que hablan de los privilegios de los créditos sobre el buque. 

rallo di-1 Juez de Sección. 

Buenos Aires, Mayo 11 de 1870. 

Vistos: y considerando, que por la sentencia de I a Instancia 
t. tíl se declara, que el (lele á responder [tara el pago de la 
letra á la gruesa lomada en Rio Janeiro, es el del viage res- 
pectivo. Que la confirmatoria dictada por la Corle Suprimía 
fs. 172 á 175 determina claramente, que el viage respectivo 
es, desde el Janeiro basta este puerto. Que no podría ser de 
olra manera, por cuanto el préslamo ú la gruesa está basado en 
el riesgo, ari. 1280 del Código de Comercio, y que los Iktcs 
hasia Rio Janeiro, ganados ya, no corrían riesgo alguno. 
Que aun cuand ) la parle de Bonilla manifestó primeramente, 
que no impugnaba la liquidación, fs, 217 á 219, por estar 
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ajustada á lo resucito por : 'sefiicñci«ejccñVonaJas t la observó 
desuucs fs. 2r*7 y "loH, Que aun en el caso de que hubiese 
¿ido ella aprobada, que no lo estaba, adoleciendo de un error 
claro á todas luces, y contrario á las resoluciones citadas, no 
puede alegarse que clin estaba consentida» porque era nula 
en su base. Declárase que la liquidación practicada á fs. 217 
a no está ajustada á lo resuello, y refórmese. Repón- 
gase el sello. 

Ztn-akta. 

Habiendo apelado la parle de Cibits, se dicló este 
Fallo de 1* Suprema Corle. 

Buenos Aires, Juniu 11 de 1ST0. 

Vistos : por sus fundamentas se confirma con costas el anlo 
apelado de Toja doscientos sesenta y cinco ; y satisfechas de- 
vuélvanse, reponiéndose los sellos. 

Salvador María i>ei. Cáhuil, — Frakcisco 
Delgado. — Bemto Carrasco. 
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D, Manuel Ceballos, contra D, Augusto Milberbg por 
cobro íle fktes. 



Sumario. — i* El flotador ilo un buque que (irma los co- 
nocimientos, ospresando que el líele será pagado por el con- 
signatario de ta carga, garante cuando menos el cumplimiento 
de las obligaciones contraídas á favor del fletante. 

2" Kn materia comercial, el fiador es solidariamente res- 
ponsable con el deudor principal ; y no puede negar la obli- 
gación, toda vez que se constate la negativa de este, y que 
Se ha hecho lo posible para compelerlo. 

íl ü Espresándose en el conocimiento que el capitán ignora 
el peso, número d medida de los efectos cargados, este cum- 
ple con entregar los efectos que, de la pertenencia del car- 
gador, se encuentren en el buque, salvo que se pruebe que 
hubo dolo ñor parle del capitán ó de la tripulación. 

¥ Ajustándose el flete á tanto por tonelada, el fletante 
no puede exigir el flete correspondiente de peso no entregado. 



Caso. — D. Manuel Ccballos, propietario del bergantín « Rio 
Negro >, demandó ejecutivamente á D. Augusto Milbcrg con 
un conocimiento en que consta haber recibido en este puerto 
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para conducir al de Las Palmas, en el Paraguay, 130",, to- 

ñazú, quien nagaria ni flete de If (f por cada laudada tic 
carbón entregada. Acompañó también un recibo en que 
consta q ( 'e Federico Sicbcr por Guíñazú recibió 1523 tinas 
de carbón en las Palmas. 

La demanda ejecutiva fué rcrhn/mla por no constar de los 
documentos exhibidos que se hubiese entregado toda la carga, 
y no constar tampoco que tóitberg fuese personalmente obli- 
gado 4 pagar los líeles, cuyo tallo fué confirmado por la 
Suprema Corle. 

Vueltos los autos al Juzgado, el Procurador Miranda por 
Cchallos enlabió la vía ordinaria, diciendo que el carbón se 
recibió bajo la condición de ignorar contenido romo so prueba 
por la carta de I). Gervacio Paez que acompaña bajo el nú- 
mero I. 

Que esa reserva demuestra que al ponerse la cantidad de 
toneladas de carbón, fué para determinar ei ^sto de su lleic 

pesador como consta de la cuenla y recibo que acompaña con 
el número 2. 

Que llegado el carbón :í las Palmas, el consignatario Gni- 
ñazú mandó un pesador que Iiizo aparecer que solo habían 
110 1 \ toneladas en vez de 130' i que espresa el conoci- 
miento. 

Que efectuada la descarga en virtud de intervención judicial 
j medíante el pago de una fuerte pero legal estadía , Guiñazú 
rehusó dar el recibo total de la carga y a pagar el Hete pac- 
tado, por lo que liubo de conformarse por entonces con el 
recibo provisorio que presentó en el juicio ejecutivo. 

Que como la merma era solo aparente para no pagar el 
Hete, Guiñazú no la hizo conslaiar judicialmente dentro de las 
21 horas que marca el art. 12 M» del Código de Comercio, 
por lo que ha perdido todo derecho á reclamo. 

Que en vista de la conduela del consignatario ocurrió á 
Milberg quien á su vez se niega ú pagar el líete íntegro, sí 
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ántos no se le abonan las 20 toneladas de la supuesta merma, 
ó solo el flete de las 110 1 a toneladas. 

Que no pudiendo acoplar esa propuesta, demandaba al 
cargador Milberg para que fuese condonado al pago de líJil 
pesos fuertes importe del flete pactado, sogun conocimiento, 
y las costas del juicio. 

Corrido traslado, el Procurador Frugnni, por Milberg, pidió* 
se recluían la demanda con espresa condenación en costas. 

I* Porgue Milberg no licué personería para ser demandado 
desde que no consta de los documentos que exhibo Coba líos, 
que está personalmente obligado á hacer el pago de los fletes 
que se cobran. 

Que después de la sentencia, no batiendo lugar al juicio 
ejecutivo, no se comprende la insistencia de Ceballos en 
reiterar las pretonoiones reobazadas. 

2 ,} Por defecto legal en el modo de proponer la demanda. 

Que no liay acción posible en juicio, entre un capitán y 
un cargador sin que se acompañe un ejemplar del conoci- 
miento, espedido en la forma que exige el Código de Comer- 
cio, en ct que conste el recibo completo de la carga para 
poder cobrar c) flete. 

Que si Ceballos Iiubicsc presentado el recibo en forma de 
la carga, Milberg, no obstante no estar obligado le babria 
pagado el floto, porgue no es su ánimo sostener pleitos inú- 
tiles. 

3" Porque puede Ceballos haber celebrado algún arreglo 
con Guiñazú en las < Palmas >> lo que se hace tanto mas vero- 
símil cuanto que Ceballos le presentó una libranza jirada por 
Guiñazú por el líete de las 110 l / s toneladas de carbón entre- 
gadas, del que debia deducirse el valor de las 20 toneladas 
que faltan, y que esa libranza ó está en poder de Ceballos ó 
ha sido cliancclada por Guiñazú. 

Que, por otra parte, consta, por el mismo conocimiento 
presentado por Ceballos, que recibió Í3G ' ^ toneladas; de 
manera que el peso y medida han sido espresamente consig- 
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Que si et pesador de Guinazú solo militó 110' s toneladas 
en vez de tas líMí 1 , que debió entregar el capitán, fot? porque 
dsle no hizo entrega de lodo lo recibido en liuenos Aires, y 
que, si la medición no se hizo con exactitud, el capitán debió 
nccerla presenciar y formular su protesta, estableciendo )a 
verdad de lo ocurrido. 

Que las proposiciones de arreglo de Milhcrg solo prueban 
su buena voluntad para evitar un pleito. 

Que el recibo presentado en el juicio ejecutivo de nada 
sirve, ya, porque su confusión á nada conduce, ya porque 
no lia sido otorgado por el Sr. (¡uiñazú ó por persona auto- 
rizada por é\. 

Quc, finalmente, del escrito de Ceballos resulta, que hay 
litis pendencia sobre el abono que exijo á Milberg, de manera 
que Ceballos debe dirijirsc primeramente contra Guiña/u, en 
el puerto de las < Palmas », porque así se convino ¡ porque allí 
han ocurrido los hecho» posteriores al contrato y relativos á 
su cumplimiento por parte de Ceballos, y porque allí existen 
los antecedentes desde que se bi/n intervenir ;í la autoridad 
local, según lo afirma el demandante. 

Ya seguida el juzgado puso la causa ¡i prueba sobre tos 
puntos siguientes : 

Í° Si es verdad que el capitán entregó la cantidad de carbón 
espresada en el conocimiento, y que por un fraude del pesador 
encargado de recibirlo, es que aparece entregada una canti- 
dad menor. 

2" Si existían autoridades judiciales en el puerto de las 
t Palmas » ó en algún otro punto de la Hopúhlica del Paraguay, 
ame quien hubiere podido Ceballos exijir el flete, cuando 
hizo la entrega del carbón. 

3 o l*o r qué no se hizo el reeonoc ¡míenlo judicial que pre- 
viene el arl. tálli del Código de Comercio, 
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Talla del Juez de SeecUiii. 

Dueños Aires, Abril 18 de 1870. 

Visla la demanda interpuesta por I). Manuel Ceballos conlra 
D. Augusto Milbcrg por cobro de íletcs. 

Y resu lian tío : l ü Que I). Augusto Milbcrg cargó en el 
bergantín « Rio Negro > con deslino al puerlo de las Palmas 
de la República del Paraguay, % toneladas de carbón de 
piedra que debía ser entregado en el mencionado puerto á 
0. Faustino Cuiñam, quien debería abonar al íletatite, becba 
que fuese la iiel entrega del carbón, el Hete de catorce pesos 
fuertes por tonelada de carbón entregado, todo lo que esiá 
constatado por el conocimiento de foja primera (autos agrega- 
dos) presentados por la parte de Ceballos, fletante, y firmado 
y reconocido por Milbcrg. 

2" Que llegado el buque al puerto de las Palmas entregó 
el carbón dándosele recibo por 52K linas (f. 1.1 de los autos 
agregados), equivalentes según lo afirma Ceballos en su es- 
crito de demanda a f. 8 vuella de lus aulus corrientes y según 
la caria de Guiñazú presentada por Milbcrg, y que corre de 
f. 42 á la 43, á 410 '/ a toneladas de carbón. 

3 o Que el capitán del bergantín « Kio Negro » no tuvo inter- 
vención en el aeto de entregar y pesar el carbón, tii en este 
puerto ni en el de las Palmas. Declaración de los pesadores 
á Tojas 107 y 115 á 110. 

i- Que Guiñazú dió á Ceballos una «talen conlra Milbcrg 
para el pago del flete (carta de Guma/.ú á Milbcrg de fojas 
42 y 43), pago que no fué efectuado por Milberg por haberse 
resistido Ceballos á recibir el flete correspondiente á la can- 
tidad de carbón que el recibo acreditaba haberse entregado, 
pretendiendo que debía pagársete por lodo el carbón espresado 
en el conocimiento por contener el ejemplar entregado á 
Milbcrg la cláusula de ignoro peso. (Kscrito de Milbcrg á 
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f. 27» 28 y vuelta de los autos agregados y escrito de deman- 
da de Ceballos á f. 7 del segundo cuerpo, 

5» Que no se lia exhibido en aillos el ejemplar del cono- 
cimiento entregado á Milberg, quien il^spiies de rielar á f. 
20 y vuelta que el conocimiento que reeibió estuviese con- 
cebido en tos términos espesados por la porte de Ceballos, 
absolviendo posteriormente ú f. 85 la posición que sobre el 
mismo punió se le propuso por el demandante, contesta que 
remitió á (iuiñazii el conocí miento titnicd i at amenté de reci- 
birlo |>or el primer vapor que salió, ignorando en qué tér- 
minos estaba concebido. 

f»° Que I). Gervacío Paez intermediario en el contrato de 
Hctamenlo, en la corta reconocida de foja primera y en su 
declaración de f. i);í y vía. afirma que el conocimiento entre- 
gado á Milberg fué firmado por aquel á ruego del capitán po- 
niendo la cláusula ignoro peno por no haber el capitán pesado 
el carbón, agregando ser esta la práctica en los buques de 
cabotage. 

"■' (Juc no pagada por Milberg la libranza que contra él 
hizo (itiiñazú» fué este demandado por Ceballos en el puerto 
de las Palmas ante et Comandante del vapor Pavón, única 
autoridad existente en dicho puerto, no pudiondo dicho Gofc 
entender en la demanda por haberse presentado Ceballos en 
momentos en que dchia ponerse en marcha con deslino al 
de Villeta para conducir á esta capital la noticia de la Victoria 
obtenida en las Palmas; informe de I. lo vía. confirmado 
en parte por la declaración de h. Juan Y. del Campo á f. 100. 

8> Que á virtud di; los hechos a iilerí oríllente espuestos acu- 
dió Cebaltas ante este Juzgado en demanda ejecutiva contra 
Milbirg y rechazada esta, entabló demanda ordinaria,; y el 
demandado después de haber en el primer juicio manifestado 
que pagaría el flete, una vez constatada la entrega de toda la 
carga, ó pagar solo el correspondiente á la caiga entregada, 
contestando á la demanda ordinaria opone la cscepcion de 
no parte, por haberse estipulado en el conocimiento que el 
líele se pagaria por Guiñazú en el puerto de las Palmas. 
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Y considerando : I o Que la cscepeion de no parle espucsta 
por la parte de Hilberg no es fundada. — 1° Porque como 
firmante de los conocimientos y contraíanle del flete garantía 
cuando menos el cumplimiento de tas obligaciones contraídas 
á favor de este, y en tal caso de acuerdo con el espíritu del 
arl. Otl del Código de Comercio que declara á los fiadores 
solidariamente responsables como el deudor principal, no puede 
negar la obligación toda vez que está constatada la negativa de 
Guiñazú ú pagar el líele y haber Ccballos hecho lo posible 
para interpelar á aquel. — 2" Porque de la caria de f. 42 de 
Guiñazú á Milberg y presentada por esle, se deduce que el 
negocio era de ambos, al recomendarle que sea exigente hasta 
el último punto con Ceballos, así como este lo hizo con no- 
sotros (M las estadías. —3» Porque Milberg anks de iniciado 
el juicio ejecutivo, como durante* este, como consta de sus 
mismos escritos citados anteriormente, reconoció la obligación 
de pagar, ó no hizo objeción al pago, toda vez que se justifi- 
case por el fletante haber cumplido las obligaciones de tal, 
hecho que importa reconocer una obligación preexistente o* 
una novación en la obligación y que esc tuve de lodo punto la 
escepcion de no parle, que ni aun en el carácter de fiador 
habría podido oponerla después de haber opuesto «acepciones 
sobre el fondo de la obligación. — 3° Que no hay obligación 
en el présenle caso de parle del capitán ó (letame de indem- 
nizar las veinte toneladas de carbón que, según el recibo 
exhibido habría enf regado de menos en el puerto de las Palmas 
y esto por las siguientes razones : 1° Porque aunque por regla 
general el capitán está obligado á entregar toda la carga espre- 
sada en los conocimientos, cuando en estos se declara por 
el capitán que el peso, número ó medida le son desconocidas 
cumple el capitán con entregar en el puerto de la descarga, 
como terminantemente lo dispone el art. 1200 del Código de 
Comercio, los feclos que, de la pertenencia del cargador, se 
encontraren en el buque, á no ser que probase que hubo dolo 
por parte del capitán ó de la tripulación, y en el presente caso, 
el hecho de contener el conocimiento entregado á Milberg la 
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cláusula ignoro peso debe considerarse constatado en vista de 
no hatior exhibido dicho conocimiento á pesar de las exigen- 
cias manifestadas |ior Cfballos en esc sentido, sin que para 
esto haya alegado estravio ni razou plausible, no siendo de 
presumir «|uc sí el conocimiento no tuviere dicha cláusula se 
omitiese su presentación para patentizar la verdad y buena fe" 
del demandado, cuando su presentación habría sido decisiva 
de la cuestión en este punto ;— á todo esto se agregan : I o ía 
contradicción en que ha incurrido Milbcrg, y de que se ha 
hecho mérito en el 5" párrafo de esta sentencia, y no ser 
verosímil que ignorase en qué términos estaba concebido el 
conocimiento que tírnió, tratándose de un hecho propio y de 
gran importancia ; ni siendo racional admitir que, dada esa 
ignorancia, y fundada su demanda en la espresada cláusula, 
omitiese pedir informe sobre esle hecho a Guiñazú ; y 2° el 
testimonio del intermediario D. C. Paez, cuyo testimonio no 
es tachable, por no ser fundado lo que contra él opone la 
parte de Milberg. 

2 Ü Porque aun suponiendo que ct conocimiento no contuviese 
la referida cláusula, tampoco tendría el capitán la obligación 
de indemnizar el valor de las 2Ü toneladas que según el recilio, 
resultan de menos, pues consta por el mismo pesador que 
el capitán no presenció la operación de pesar, operación en 
que ha podido haber equivocación y que no ha sido practicada 
toda por una misma persona, sino por tres que se sucedieron 
una á una, y sin que la operación haya por otra parte sido 
rectificada d repetida para constatar su exactitud, y porque no 
se ha practicado el reconocimiento judicial prevenido por los 
arts. 1210 y siguientes del Cód. de Com. y dentro de los 
plazos que cMos determinan, pasados los cuales no hay lugar 
á reclamación alguna ; sino que pueda objetarse que dicho 
reconocimiento no ha podido verificarse por falta de autoridad 
competente que pudiera ordenarlo, pues Milbcrg ha sostenido 
y procurado probar durante el juicio, y consta de autos, que 
habían en el puerto de las Palmas autoridades encargadas de 
dirimir cuestiones entre particulares, y ni la talla de estas 
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era motivo suficiente para que dejara de constatar por personas 
competentes, en el número proscripto por la Ley para dar le 
á su testimonio, la cantidad de carga entregada de menos, 

Considerando en tercer lugar, i|uc si bien está probado el 
derecho del capitán, según resulta de los precedentes consi- 
derandos, para cobrar el Hele sin deducción del valor de las 
20 toneladas de carbón ; estando convenido el Hele á tanto por 
tonelada y no constando que el capitán entregase sinú lifi.'/i 
toneladas, solo puede cobrar el Hele correspondiente á estas. 

Y considerando 11 nal mente, que el Helante cobra mas de lo 
que legítimamente se lo debe, y que aunque en el juicio or- 
dinario se opuso totalmente Milberg ú las pretericiones de aquel, 
habiéndose manifestado durante el juicio ejecutivo conforme 
con pagar el Hete correspondiente ú la cantidad de carbón, 
cuya entrega estaba justilicada, no puede decirse que ba sido 
un litigante temerario, puesto que si Ceballos se hubiese li- 
mitarlo ú lo que legilim amenté tenia derecho y á lo que Milberg 
le reconoció cu el escrito de f. 20 del primer cuerpo de autos, 
del que se le corrió traslado, habría podido terminar entonces 
el juicio. 

Por estos fundamentos,, fallo, condenando á 1). Augusto 
Milberg á pagar á D. Manuel G. Ceballos, dentro del término 
de 10 días el líele correspondiente a 110 1 „ toneladas de 
carbón á razón de ti pesos fuertes cada una, con los intereses 
de Banco desde la demanda y sin especial condenación en 



Manuel Zavalcta. 
De esta semencia apeló la parte de Ceballos. 

FrIIO de lR Wiiprritti» «ortr. 

Buenos Aires, Junio 21 de 1870, 
Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja ciento cuarenta y siete; y satisfechas 




y repuestos los sellos, devuélvanse. 



Fiiancisco Delgado. — José Bar- 
ros Pazos. —Besito Carrasco. 
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Í.11SA IXVI. 



El Fisco Racional contra la razón Aguirre, Carranza y C 3 , 



Sumario. — I o Corresponde al Congreso arreglar el pago de 
la deuda interior y exterior de la Nación. 

2" El Congreso bizo uso de esta lacutlad dictando las luyes 
ile 1° tle Noviembre tic 1802 y G de Noviembre de 1863. 

■ ' Kn el articulo 2" de esta última ley se exceptúan de la 
liquidación los créditos provenientes de contratos en ijuc Hubo 
dolo, causa torpe, lesión enorme ú otro vicio que dó lugar 
á legitima excepción, en la parte ü <|ue el vicio alcance. 

4" Kn esta ley no se ha ijiicrido hacer alteración alguna de 
los principios del derecho común. 

5 o 1.a lesión enorme es uno do los vicios rescisorios de los 
contratos. 

Ü" Alegada la lesión enorme, el omts probandi compete 
al que la deduce, ya sea como aecion ó como excepción, 

7 o Ni la facultad concedida al Congreso para arreglar el 
pago de la deuda interior y exterior de la Nación, ni la auto- 
rizacion dada al ejecutivo para el reconocimiento de la deuda 
flotante de ta Confederación, obstan á los Tribunales Nacio- 
nales para investigar en los casos llevados ante ellos, la ver- 
dad de los hechos alegados. 




■ 
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Caso. — Los Sres. Aguirre, Carranza y C* de Córdoba cele- 
braron en 18íil con el Presidente Je la Confedaracion, dos 
emiratos: l'no por 1,5(10 lanzas por el precio de 4 pesos 
piala cada una : otro, por el que se obligaron á abaslecer de 
tudas las reses que necesitara el ejercito hasta salir de la Pro- 
vincia de Córdoba, á 10 $ las vacas, á 12 los novillos yá 15 
los bueyes» devolviéndose el cuero y la gordura. El pago debió 
hacerse en documentos conlra el Tesoro Nacional, á 2, 3, \ 
y ti meses, los cuales ganarían un interés de 27,, mensnal, 
si no eran pagados á su vcncitnienlo. 

En IKlki, Agn ir re, Carranza y C« se presentaron al P. E. N. 
pidiendo el payo de unos libramientos otorgados con motivo 
de este contrato, y tramitado el espedirme se liquidó un cré- 
dito á su favor por 38,0-17 S es. de 17 en onza, los que 
les fueron abonados cu fondos públicos, computando en mo- 
neda boliviana los precias expresados en los libramientos, y 
no haciendo lugar al reconocimiento de intereses. 

En Abril de 18l¡8, Aguirre Carranza y C* ocurrieron de 
nuevo ante el P. E. diciendo que la designación arbitraría 
tle la moneda en que habían sido reconocidos los libramientos 
v ta eliminación de los intereses los bahía perjudicado con- 
siderablemente y sin derechos ; y pidieron se mandara hacer 
una nueva liquidación en que se les abonara la diferencia de 
moneda y el interés de uno por ciento con arreglo á la ley, 
reconociéndose su monto como deuda pública. 

El P. E. después de oir á la Contaduría, mambí tener por 
resolución el siguiente dictamen del Sr. Procurador General. 
Exmo. Señor: 

En el pago de la deuda de los Sres. Aguirre y Carranza 
se han infringido varias disposiciones de las leyes del caso. 

Por una parle se ha olvidado lo dispuesto cu el art, 1- de 
la ley deO de Noviembre de I8I¡.J, en la parte que dice : a que 
no so comprenderán en la liquidación aquellos créditos en 
cuyo contrato hubo lesión enorme en la parte á que ef vicio 
alcance ». Lo que quiere decir que cuando se cobren efectos 
entregados cargándolos con un recargo que exceda de la mi* 
T. íx 14 
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lad del justo precio, deben liquidarse solo por el justo precio. 

Pero en esle caso se ha abonado la carne de las roses 
suministradas por el proveedor, sin contar cuero y gordura 
ú razón de 1 1 pesos ; y las lanzas á razón de i pesos, cuando 
por el informe de la Contaduría consta, que la carne de una 
res valia en üirdoba solo G pesos bolivianos, es decir i pesos 
MU es. de 17 en onzas: y las lanzas solo 3 pesos bolivianos, 
que equivalen a* 2 pesos -10 ets, moneda nacional. 

Hubo pues en el contrato de los Sres, Aguirre y Carranca 
una lesión enorme, que debió liabersc reparado al liquidar el 
crédito, abonando, según lo que la ley dispone, solo el justo 
precio de los efectos suministrados. 

I'or otra parte, y como para compensar esta concesión in- 
debida, se lia violado el art. t" de la ley de 20 de Octubre 
de 18U3, negando el abono de intereses á libramientos que 
los llevaban pactados, y se ha convertido en boliviana la 
cantidad que espresaban esos libramientos, que evidentemente 
era en moneda nacional. 

Pero estas transacciones son inadmisibles, y en esta el Era- 
rio ha perdido muchos miles de pesos. 

La liquidación de los créditos debe hacerse con arreglo A 
la ley, dando á los acreedores lo que esta les 'acuerda, pero 
nada mas que eso. 

Para reparar los vicios de este pago mi dictamen es que 
V. E. mande hacer una liquidación nueva, ajustada á la ley y 
abonando las roses á razón do 6 pesos bolivianos, y las lanzas 
á razón de 3, abonando intereses de uno por ciento hasta el 
dia en que fin 1 pagado Aguirre. 

Si de esta liquidación aun resulta Aguirre acreedor, será 
justo abonarle el exceso ; pero si como es evidente resulta 
que lia recibido mucho mas de su crédito será también justo 
que se le obligue á entregar los fondos públicos que lia re- 
cibido de mas. 

V. E. sin embargo resolverá como lo considere mas justo. 
Bueno» Aires, 24 de Julio de 1868. 

Francisco Pico, 
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Se bizo Ja nueva liquidación, y de ella resultó un saldo en 
contra de Agnírre, Carranza y O hasta el 31 de Diciembre 
de 1HÜ8, de 6,797 g 10 es. en fondos públicos y £¿¡1-$ 
35 es. en plata por intereses cobrados. 

Intimada la devolución de esta cantidad, Aguirre, Carranza 
v O se negaron á pagarla, protestando contra la resolución 
del P. E., y fue" por esta razón que se pasaron los autos al 
Juez [de Sección. 

Entablando demanda en furnia, e! Procurador Fiscal dice 
que en la primera liquidación se cometieron dos errores: 

I o Se negó á los reclamantes los intereses á que tenían 
derecho, con arreglo á la ley ; y 2- se Lomó por base para la 
liquidación, precios eshorbiiauies que importando una lesión 
enorme para el Fisco, debian ser reducidos á sus justos lí- 
mites. 

Que notados esos errores por reclamación que los intere- 
sados hicieron después, el Gobierno se apresuró á recono- 
cerles los intereses, y mandó rectificar la liquidación sobre 
la base de los verdaderos precios de las cosas, de lo que ha 
resultado el saldo que los demandados se niegan á pagar, por 
lo que se «$ en la necesidad de demandarlos* 

Que á las constancias del expediente solo debe agregar : 

I" Que la Constitución lia encargado al Congreso, no á los 
tribunales, el aircglo y pago de la deuda interior y exterior de 
la Nación — art. 07, inciso 6", Constitución Nacional, 

2» Que el Congreso ha usado de esa facultad, estableciendo 
las condiciones, bajo las cuales reconoce como legítima la 
deuda de la pasada Confederación, y encargando á su vez á 
una comisión especial y al Poder Ejecutivo* del examen y 
liquidación de esa deuda, con sujeción á las reglas y condi- 
ciones por él fij atlas. 

3 o Que cutre esas condiciones figura la de que no se reco- 
nocerán los cródilos en qu«. hubiese lesión enorme, arl, 2» de 
la ley de (> de Noviembre de 1803. 

4" Que los únicos jueces para el reconocimiento de la deu- 
da, y por consiguiente para juzgar si hay lesión enorme en 
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los precios, bou la Comisión clasificadora Je la deuda y el 
Gobierno. 

5» Que no corresponde, por consiguiente al füiá decidir sí 
los precios que en esle caso se han cobrado, son ó no justos, 
sind simplemente si los demandadas deben devolver al Tesoro 
Nacional, lo que se les lia pagado por error contra las pres- 
cripciones de la ley. 

Corrido traslado, í>. Arístides Aguirrc por sí y por D. Emi- 
liano García y D. Manuel Amonio Carranza, pidió no se hi- 
ciese lugar á la demanda y se declarase que rio ha existido 
lesión enorme en el contrato. 

Dice qu para dictar sentencia el Juzgado tiene que averi- 
guar si hubo ó no lesión enorme en el contrato, desestimando 
la pretensión del Procurador Fiscal de que no pague si los 
precios son d no justos. 

Que los precios lijauV en el contrato y que sirvieron de 
base al reconocimiento de la deuda no fueron oxborbilantes, 
y que si necesario fuera ofrece probar que, dadas aquellas 
circunstancias y la responsabilidad del Gobierno contratante 
entonces, esos eran los precios corrientes, los verdaderos pre- 
cios de las especies vendidas. 

Que la ley 50, tit, 5", Parí. 5 a espresamente impone la 
obligación de ta prueba al que alega la lesión enorme cu la 
e*pnca y en las circunstancias en que se hizo el contrato ; de 
manera que en el caso el Procurador Fiscal necesita probar 
que el valor corriente cu Córdoba de los objetos comprados 
por el Presidente Dorqui, en esas circunstancias excepciona- 
les de crisis y escases, valían la mitad menos del precio en 
que se contrató. 

Que el informe de la Contaduría no es prueba bastante, 
porque proviene de una repartición del P. K., es decir, del 
interesado en las resultas del pleito. 

Que además la Contaduría no ba dicho asertivamente que 
esté probado que las especies vendidas á la sazón de la venta, 
valían menos de la mitad del precio pagado, sind que se li- 
mita á csr 
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cíos, y se funda para esle juicio general, sin concretarse á 
la sazón del contrato, en informes que dice haber obten ido, 

Que si el P. E. pretendiese por si y ante si establecer que 
hay lesión enorme en les precios pagados, y mandase que la 
suciedad le devolviese el dinero y fundos públicos recibidos, 
alcmaria contra la inviolabilidad de la propiedad, garantida 
por el art. 17 de la Constitución, porque lo liaría sin sen- 
tencia fundada en la ley que establece cuando hay lesión 
enorme en los contratos. 

Que el art, (¡ti, inciso G° de la Constitución no tiene apli- 
cación al caso Mh-jutlki'i porque arreglar el pago de la deuda 
es designar la forma y la especie en que debe pagarse, y es 
por eso que, siendo deudor do dinero, el Congreso mandó 
pagar en fondos públicos ; pero que por ese arl. no se dá 
facultad al P. E. para invocar leyes civiles en lo que lo fa- 
vorezcan, y pretender no cumplirlas en lo que limitan sus 
pretensiones, 

Que si el art. 2* 1 de la ley de G de Noviembre de 1803. 
excluye de la liquidación los contratos en que buho lesión 
enorme, no exime al mismo del deber de probar esa lesión 
en los casos que la pretenda. 

Que por otra parte, es doctrina jurídica establecida que no 
existe ni puede alegarse lesiou enorme en los contratos que 
se celebran por licitación, [u rque el hecho mismo de aceptar 
el precio propuesto es la mejor prueba de que ese era el pre- 
cio en las circunstancias de celebrarse el contrato ; y que en 
el caso presente el Presidente Derquí llamó á propuesta para 
la proveeduría del Cuerpo del ejército que organizó en Córdoba 
en I8lil, y de la licitación resultó la propuesta de la sociedad 
la mas ventajosa. 

Que lejos de haber lesión en los precios calculados en mo- 
neda nacional, la hubo mas bien centra la sociedad, puesto 
que el pago se hizo en fondos públicos que cuando fueron 
entregados valían solo 42%, y este quebranto cu la mitad 
del precio convenido, irrogó á la sociedad un verdadero per- 
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del 




Dueños Aires, Marzo 28 da 1870. 



Y vistos estos autos cutre el Procurador Fiscal por una parle 
contra los Srcs. D. Arislides Aguirvc, Manuel Antonio Carranza 
y Emiliano García por devolución de 67Ü7 pesos 10 centavos 
en fondos públicos y 1 139 pesos -10 centavos en plata por 
intereses hasta el 31 de Diciembre del 08, de conformidad á la 
liquidación practicada por la contaduría á I. 10 vía. en virtud 
del decreto de f. 40, y resultado de cito. 



i- Que habiendo los Sres. Aguirrc, Carranza y P presentado 
a la comisión clasificadora creada por Ja Ley de l (l de No- 
viembre de 1802 varios libramientos procedentes del Gobierno 
de la Confederación, por provisiones de raciones y armas al 
cuerpo del ejército, levantado en Córdoba por el cx-Presidenle 
Dcrqui, se reconocieron a su favor 35050.25 pesos, cuya 
cantidad fué convenida á moneda boliviana al cambio de 21 1 ( 
por onza, quedando reducida i 28.0i~.-iO pesos de á 17 por 
onza las que le Turrón pagadas cu fondos públicos. 

2" Que los mismos pidieron al Gobierno reforma del decreto 
de Marzo del 05, por el que se reconocía esta deuda, por 
cuanto se decidía por él que las cantidades espresadas en los 
libramientos debiau entenderse ser en moneda boliviana, y 
no se liana lugar al reconocimiento de intereses por no estar 
justificado que se hubiesen pactado. 

3° Que el Gobierno, previo los informes de la Contaduría 
i U 25 vía., el Procurador Fiscal á f. 27 vía. y Procurador 
General á I. 20 y audiencia de la parle á í. 21, proveyó el 
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decreto de Diciembre 11 de 1808 mandando lener por reso- 
lución el dictamen del Procurador General. 

4° Que en su consecuencia se practicó por la Contaduría 
una nueva liquidación bajo la base espuesla en dicho dic- 
tamen. 

5" Que por esta liquidación, en que se reconoce el interés 
del uno por cierno á favor de los reclamantes; pero se reducen 
los valores de las especies suministradas á los precios indica- 
dos en el dictámcn-rcsolucion, resulla un saldo al cargo de 
aquellos de H7«7 diez centavos en fondos públicos y # 1439 
40 por los intereses hasta el 31 de Diciembre de 1808, sobre 
lo que habian recibido en virtud de la liquidación anterior, 

O' Que exigida sobre esta úllima cantidad por la Tesorería 
General D, Eloy Caldentcy á nombre de los Sres. Arísiidcs 
Aguirrc, Carranza y C a formuló la protesta de f. 42 dando lugar 
al decreto de f. 45 por el que se manda pasar los autos al 
Fiscal para que entable su demanda ante el Juzgado de Sec- 
ción. 

7 o Que en esta virtud el Fiscal deduce su demanda á f. 47 
pidiendo la devolución de los valores espresados y establecien- 
do para fundar las resoluciones del Gobierno: l u Que ta Cons- 
titución lia encargado al Congreso no á los tribunales de arreglar 
el pago de ta deuda interior y esterior de la Nación (arU 67 
ínc. 6). 2» Que el Congreso ha usado de esta facultad esta- 
bleciendo las condiciones bajo las que reconoce la deuda de 
la Confederación y encargando í una comisión especial y al 
ejecutivo del examen y liquidación de esa deuda con sugecion 
á las reglas y condiciones por él prefijadas, 3° Que entre esas 
condiciones está la de que no se reconoce los créditos en que 
hubiese lesión enorme <art. 2 de la Ley de G de Noviembre 
de 1863). 4° Que los únicos jueces para el reconocimiento 
de la deuda y por consiguiente para juzgar si hay lesiou enor- 
me en los precios son la comisión clasificadora y el Gobierno. 
Y 5* que no pertenecen al juzgado resolver si los precios son 
ó no justos sinó si los demandados deben d no volver lo pagado 
por error. 6» Que corrido traslado de esta demanda se con* 
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testó sosteniendo la facultad {le) juez para decidir si lia habido 
no un vicio recisorío en el comíalo, la obligación por parte 
del fiscal de probar la existencia de la lesión enorme alegada 
como fundamento de su acción, y negando linalmcnlo que hu- 
biese tenido lugar esto ofreciendo para mejor abundamiento 
justificar que los precios eran los rorrientes en el mercado, y 
1P Que recibida ta causa ú prueba sobre este último punto 
no se ha producido ninguna por parle del Fiscal, y los Sres. 
Aguirre, Carranza y O lian presen lado el interrogatorio de f. 
íi7áeuyo tenor han declarado los lesivos Nicolás .Soto Mayor 
f. 00; Mateo Loque, f. lili y Felipe C. Nmíez, f. 102 vía., y el 
de f. III activo tenor han declarado Josu F. Alvarez, f. 112 
y l>. Juan Carranza, f. Mi yante el Juez Na< ional de Córdoba 
han declarado los u: silgos IL Kmilio Achabal, f, 125^ José. C* 
Ft rreyra, f. 127, Abitón Ciadas, f. 129, Cesa rio Ordoñoz, f. 
131, Trislan Achabal, I. wfy Marlin Hamos, f. 137 vía., Luis 
Rueda, f. vta y Carlos Üocr, f. 1 10 vía. 

V considerando; T Que la acción enlabiada por el Procu- 
rador Fiscal tiene por fundamento la lesión enorme que dice 
haber padecido el erario Nacional por el contrato con los Srcs. 
A gn ir re, Carranza y C\ 

2 o Que correspondiendo al Congreso arreglar el pago de 
la deuda interior y eslerior de la Nación, ha hecho uso de 
esta facultad dirlando en consecuenria las Leyes de Noviembre 
i* de t8íi2 y Noviembre ft de INti3 reconociendo por la I a 
á cargo de la Nación la deuda 11 oíanle que dejó pendiente el 
estinguido Gobierno de la Confederación y encargando por la 
2 a á una comisión especial la clasificación y liquidación de 
dicha deuda bajo las bases y condiciones espresadas en la 
misma. 

3" (.loe en el art. 2- de esta última Ley se esccpliian de la 
liquidación los créditos en cuyo con I ralo hubo dolo, causa 
torpe, lesión enorme ú otro vicio cualquiera que dé lugar á 
legítima cscepcion, en la parte ú que el vicio alcance. 

4° Que de la enumeración que hace esta Ley se deduce 
claramente que el Congreso no ha querido hacer alteración 
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albinia de los principios del derecho común, sino* referirse i 
(íl en cuanto a los remedios rescisorios que til concede contra 
Jos contratos. 

r>" Que en este concepto y de acuerdo con las mismas leyes 
del Congreso dictadas en uso de una facultad innegable son 
aplica Liles al caso presente las disposiciones de las LL, 3 y 5 t 
til, 10, lib. 3-, Y. K. y 56, iíl 5, i». 5* q,, e establecen que 
la lesión enorme es uno de ios vicios resetsorios de los con- 
tratos. 

0» Que en el concepto de estas leyes el mtts pretendí 
compete al que lo deduce cu juicio, ya sea como fundamento 
de su acción d como escepcion dirijida á invalidar la acción 
contraria, 

7" Que ni la facultad concedida al Congreso para arreglar 
ci pago de la deuda interior y esteríor de la Nación ni la 
automación dada al Ejecutivo para el reconocimiento' de la 
deuda llotantc de la Confederación obstan á la jurisdicción de 
los tribunales Nacionales fiara investigar en el presente caso 
la verdad del hecho alegado por el fiscal como fundamento 
de su acción. 1» Porque es un principio constitucional con- 
signado en el art. 1UO de la Constitución, que la jurisdicción 
de los Tribunales de la Nación alcanza á la decisión de lo- 
dos los casos que versen sobre puntos regidos por la Cons- 
titución y leyes del Congreso. ft> Porque babiendo salido esie 
asunto de los limites administrativos, conviniéndose en con- 
tencioso por requisición del mismo Gobierno que lia recurrido 
ú ta Justicia Nacional para obtener la devolución de lo que 
supone haber pagado por error, compele á esta la interpre- 
tacion y aplicación de las leyes del Congreso, y decidir en 
conformidad si son ó uó arregladas á ellas las pretenciones 
del Gobierno, art. |#, ley de Octubre 16 de 1862. 

8" Que el informe de ta Coniaduría Nacional sobre los prc- 
cios de las especies provistas por los Sres. Aguirro, Carranza 
y C\ si bien constituyen un antecedente que el Gobierno lia 
podido ó no tener en cuenta en su resolución administrativa 
sobre el reconocimiento y liquidación de la deuda á cargo de 
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la Nación, no constituye prueba en juicio y so refiere además 
á informes indeterminados y sobre ¿pacas diferentes al con- 
trato de los Sres. Aburre, Carranza j 

9' Que el Procurador Fiscal en la estación de prueba no 
ba producido ninguna para justilicar el hedió de la lesión 
enorme alegado como fundamento de su acción. 

lü. yue la prueba producida por ios demandados demues- 
Ira que en la época del contrato fueron sus propuestas las 
mas equitativas que se hicieron entonces, y que tos demás pro- 
veedores suministraron en el Kosario las mismas especies á 
mayor precio, lodo lo que establece una presunción vehemente 
en favor de lo ajustado de sus propuestas al precio corriente 
en plaza y 

II. Que correspondiendo el otitis probandi al actor y no 
habiéndolo hecho salislaeloriamente, corresponde absolver al 
demandado. L l\ tit, 14, P. 

Por estos fundamentos, declaro que el Procurador Fiscal 
no ha probado su acción; y en su consecuencia dase por libres 
y quilos de la demanda á lo* Sres, Aguirrc, Carranza y C\ 
sin especial condenación en costas } hágase saber y repón- 
ganse los sellos. 

Andrés Lgamza. 
Habiendo apelado el Procurador Fiscal, se dicld este 

Fallo de la Suprema Carie. 

Dueños Aires, Junio 21 de 1870. 
Vistos : por sos fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de foja cíenlo cincuenta y una, y satisfechas las costas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — Iose Barros 
Pazos. — Kemto Carrasco. 
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Sumario. — 1° Presentarse ¡í volar con nombre supuesto 
ó con papeleta de calificación correspondiente ;í otro, os un 
crimen prevista y penado por la ley de M de Setiembre de 



2" El mínimum de la pena es seis meses de prisión, ó una 
mulla de ciento cincuenta pesos fuertes. 

3° La generalidad del delito» lejos de ser una escusa» es 
motivo para aplicar las punas que lo corrijan. 



Caso. — Con fecha de Enero de 1870, el Sub-dctegado de 
Junin, Provincia de Mendoza, puso ;i disposición del Juez Na- 
cional á los reos Angel Ortiz y Mercedes Bustos, que con 
nombre supuesto, habian votado en las elecciones de Dipu- 
ladus Nacionales del J J de ese mes. 

Kn la indagatoria levantada por el Sub-delegado, Angel Or- 
tiz declaró que habia ido ú la mesa electoral ú votar con otro 
nombre» en razón de que, con el propio no podia hacerlo» 
por no estar calificado. Ojie á eso lo indujo D. (¡avino Riva- 
rola, dándole la boleta de otro individuo llamado N. Aslorga. 
Que lo había hecho inocentemente sin comprender lo que 
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hacia, y que no sabiendo leer, no pudo saber que no iba su 
nombre en la papeleta. 

Mercedes Bnslos declaró que no estaba calificado : que fué 
A la mesa y dio* su voto con el nombre supuesto de Orlos 
liustos que era de los clasificados, yuc esto lo hizo inducido 
por M. Julián A»u¡rn\ 

Llamado It i varóla a declarar, dijo que no conocía á Ortiz, 
y que por lo lanto era lalsa su declaración, en la parle que 
á él se referia. 

Recibidos los autos por el Juez de Sección, el 11 de Enero, 
mandó permanecer en arreslo á los procesados, y con fecha 
31 del mismo se puso en libertad bajo fianza al reo Ortiz. 

Kn seguida se mandó agregar lesiimonio de las aeias elec- 
torales en que consta el hecho de la votación con nombro 
supuesto, y con estos antecedentes se convocó A juicio verbal 
al que concurrieron los acusados con sus defensores y el 
Procurador Fiscal. 

El Procurador Fiscal dijo que estando los reos convictos y 
confesos de la falsificación, debían ser castigados, 

Pero que falla ley argentina que haya previsto el delito, 
porque el art. r>(¡ de la ley de elecciones, se refiere A las in- 
fracciones de los que presiden las asambleas primarias y mesas 
escrutadoras, y el art. ¡II de la ley penal del tí: t se refiere á 
tas autoridades que falsifican elecciones, inscriben ó hacen 
inscribir nombres supuestos. 

(¿ue á falta de ley argentina, debe aplicarse la legislación 
española, y cita al efecto las leyes & y & Üt, 7 o , Parí. 7\ que 
penan al que con nombre supuesto, comete falsedad. 

Pidió que, haciendo uso el Juez de la facultad de moderar 
las penas discrecionalmeulc, aplicase A cada uno de los reos 
una multa de 20 ú 25 $M*i en razón de que no han pro- 
cedido con plena conciencia y premeditación del aclo. 

El defensor dijo que no había crimen propiamente dicho, 
porque (altaba la voluntad de cometerlo, y la conciencia de 
que lo que se hacia era contra la ley, por la ignorancia de 
los acusados. — Pidió les se absolviese. 
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Resulta en definitiva : que la acusación fiscal no está arre- 
piada ;i derecho. I o Porque no es cierto que la ley patria 
silencie la infracción y pena que corresponde :í este caso. 2° 
Que el art. 31, tít, 6<\ de la ley de i\ de Setiembre de Í863 
determina clara y categóricamente la pena que tiene, él que 
falsifica una elección Nacional, sea inscribiendo ó liacieudo 
inscribir nombres supuestos, aumentando ó disminuyendo los 
votos. 3 o Los acusados lian infringido el mencionado articulo 
porque lian sufragado, teniendo conciencia que para hacerlo 
preciaron calificación, que no la tenían. 4" Que la ignoran- 
cia del derecho presunta solo favorece :í personas determi- 
nadas por la ley en manto al derecho civil, pero en cuanto 
al público como es el sufragio, no encuentro disculpa y es 
mi deber aplicar la lev con moderación v Icnitud en razón 
que los acusados por carácter y pr sicion social, son dignos 
de consideración. 

En su consecuencia condeno á Mercedes Bustos y Angel 
Ortiz al minumun de la pena que señala dicho art. 34 que 
es la prisión por seis meses contados desde e) dia de su 
arresto ó mulla de ciento cincuenta pesos fuertes á favor del 
Tesoro Nacional con costas, y reposición de sellos. 

Juan Palma. 

Do esta sentencia apeló el defensor de los reos, y concedido 
el recurso libremente, el defensor espresó agravios pidiendo 
revocase el auto apelado, declarando suficientemente pur- 
gada su falta con la prisión sufrida, y ordenando en conse- 
cuencia su libertad. 

Que en los delitos que provienen de actos electorales, la 
ley tiene que ser blanda, porque los abusos que se han co- 
metido en todas las Provincias, inclusa Buenos Aires, vienen 
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de tan atrás, han sido tan escandalosos, y lian partido muchas 
veces de hombres lan altamente colocados, que la generali- 
dad ha llegado á cstraviarsc hasta el grado de creer que lodo 
es lícito y permitido tratándose de elecciones. 

Que basta la circunstancia de no saber leer, para compren- 
der que al presentar la boleta no poilian saber si era su nom- 
bre ó el de otro el que se registraba en elta *, que hombres 
mas prácticos, interesados en el éxito de la elección los in- 
dujeron á dar ese paso, y es claro que al entregarles la 
boleta, les hicieron comprender que era el documento legal 
que precisaban para ejercer el acto electoral á que los lle- 
vaban. 

Se corrió vista al Señor Procurador General quien espuso : 
que el delito está plenamente probado y confesado; y Ja prin- 
cipal razón que alega el defensor de la generalidad del abuso, 
lejos de ser un motivo para cscusarlo, lo es para aplicar las 
penas que lo corrijan, y que sirvan de ejemplo moralizador A 
poblaciones estraviadas por los malos hábitos. 

Que puede ser que la impunidad haya pervertido las con- 
ciencias hasta el punto de hacer creer que una falsificación no 
es un crimen ; pero que por lo mismo es necesario restable- 
cer la moral, y que se comprenda que los falsos votos han 
de ser seguidos de una condenación y una pena. 

Por tanto, pidió la confirmación de la sentencia apelada. 

Fallo de la Suprema Corte. 

ftuenos Aires, Junto 21 de Í8"0. 

Vistos, de conformidad con lo espuesto y pedido por el Se- 
ñor Procurador (i enera) y los fu ud amentos de la sentencia 
apelada de foja treinta y una, se confirma con costas, y de- 
vndlvanse. 

Salvador M. iif.l Carril.— Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos. 
— Iíenito Carrasco. 
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El Señor Obispo (fe Cíí^o fótíiftt /), José If* Bombilla 
por cobro tic pesos. 



Sumario. — i" El apoderado de 1111 Obispado nombrado por 
el Vicario en Sede- Va cante para percibir ilc la Tesorería Na- 
cional los haberes correspondientes, tiene el ilelicr ilc rendir 
cuentas a) nuevo Olnspn nombrado. 

2° Habiendo cesado la personería del Vicario, el apoderado 
no puede eseusarse con que. sus rúenlas deben ser rendidas 
á aquel. 

Qtso, — Don Adolfo Carranza, en representación del señor 
Obispo de Cuyo, se presentí» al Juzgado Nacional de Buenos 
Aires, esponiendo : Que D, José M a Itnmbal, vecino de estt 
ciudad, habia sido comisionado por el representante del Obis- 
pado para cobrar del (üobierno Nacional, los haberes corres- 
pondientes; en virtud de cuya autorización habla recibido de 
la Tesorería la cantidad de 3,19T> ,y fuertes. 

Que como esos fondos no lian sido entregados al Obispo 
que es el único representante de la Diócesis, pidió explica- 
ciones al Sr. líombal quien ha contestado ser cieno el recibo 
de la cantidad, pero que los había entregado á D. Rizerio 
Molina que le babia dado el poder para cobrar ; que esta 
explicación ;í mas de ser inexacta, es inadmisible, porque I), 
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Rizcrio Molina otorgó el poder ¿ Rombal en su calidad de 
Vicario y Provisor de la Diócesis de Cuyo, para representar 
al Obispado y no á Molina particularmente. 

Que cuando Rombal recibió esos fondos, la personería de 
Molina había terminado, pues no solamente había dejado de 
ser Vicario de la Diócesis, sinó ijue el Señor Obispo estaba, 
hacía tiempo, en ejercicio de sus funciones, y que, siendo 
esle hecho conocido por Bombal, los fondos debían ser en- 
tregados al Señor Obispo. 

Que, negándose Rombal a verificarlo, lo demandaba por la 
cantidad de 3,105 $ fts., con los intereses vencidos desde el 
di a del recibo en Tesorería, y las costas del juicio. 

Corrido traslado, Rombal contestó : 

Que nombrado l>. Rúe rio Molina (¡ohernador de la Diócesis 
de Cuyo, debia recibir en Unenos Aires los emolumentos que 
el presupuesto señalaba al Prelado Diocesano d<; Cuyo, para 
lo que le dió poder de robrar, no solo lo que le correspon- 
día personalmente, sínó también lo que correspondía al Kiscal 
eclesiástico y al Secretario, cuyos emolumentos bahía estado 
supliendo Molina de su propio peculio, como habia suplido 
los gastos curiales mientras se recibían los toudos asignados 
en el presupuesto. 

Qne perteneciendo, además, á la Iglesia los Espolios que 
se debían al Imada, Sr. Obispo Alda/.ur, sus poderes se es- 
tendieron á cobrarlos, para que Molina les diese la aplicación 
debida. 

Que de todos estos créditos se íormó la planilla corres- 
pondiente cuya constancia existe en las oficinas del Gobierno 
Nacional, y que aun cuando no puede determinare! monto del 
crédito que se cobraba, puede al menos asegurar que el de 
Molina por sus emolumentos, y el del Secretario y riscal, y 
los suplementos hechos para cubrir el servicio de la Curia 
duranln los dos años que Molina gobernó el Obispado, for- 
maba un haber personal i simo de Molina que ascendía, según 
el presupuesto á ;t,ít;Hí ¿j- 

Que de esta cantidad solo ha cobrado 3,105 que fueron 
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entregados al Sr. Molina, de quien procedían sus poderes, y 
la única persona para quien j á nombre de quien se le babia 
dadn esa cantidad. 

Que las cantidades que Molina ganó durante el tiempo que 
sirvió su empleo, y lo que se le debía también por los su- 
plementos que babia hecho al Secretario y Fiscal, y lo que 
se le debía por los gastos curiales que suplió de su peculio, 
no pueden ser jamás propiedad del Obispado, sinri personal y 
esc lu si va de Molina. 

Que si s« tratara de los Kspolios, estaría el Obispo en el 
derecho de cobrarlos para aplicarlos a la Iglesia, pero que no 
han sido pagados hasta ahora. 

Que su poder no podía ser sinó en calidad de Vicario del 
Obispado de Cuyo, desde que era para cobrar tos sueldos 
que le señalaba el presupuesto como tal Vicario. 

Pero que pretender deducir de aquí que habiendo cesado 
Molina en ta Vicaria, su poder por el hecho había caducado, 
es pretender un despropósito, porque tratándose de un cré- 
dito que s.iguc á la persona del acreedor, aun después de 
haber cesado en el carácter que lo produjo, el que fué en- 
cargado de recaudarlo continúa siéndolo basta desempeñar el 
mandato, y mucho mas si este se hubiese empezado ¡í ejercer. 

Ti di« se rechazara la demanda con espresa condenación en 
costas. 

En seguida el Juzgado puso la causa :í prueba, debiendo 
versar la de testigos, sobre los puntos siguientes : 

Si D. José María liombal ha cobrado de la Tesorería 
Nacional, como apoderado del Presbítero D. Itizerio Molina, 
la cantidad de 3,195 £ Rs. pertenecientes al Obispado de Cuyo. 

$q Si el poder conferido por Molina fue* en su calidad de 
Vicario en Sede, vacante de la Di ícests, y 

íi" Si las cantidades cobradas por Bombal procedían de 
sueldos del Vicario Molina y adelantos del mismo, de los del 
Fiscal ccb-siáslieo y Secretario, devengados en el tiempo que 
desempeñó la vicaría general de la Diócesis de Cuyo. 

Con la prueba producida por las parles, se dictó el 
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Falto 4*1 Jne« d* Ht*rkom. 

Buenos Ares, Abril 23 de i 870. 

Y vistos, estos autos seguidos por D. Adolfo Carranza en 
representación del Obispo de Cuyo contra Don losé María 
Bomba!, por cobro de pesos que este último bahía percibido 
del Tesoro Nacional, como apoderado del Obispo: y consi- 
derando : X a Que abierta esta causa á prueba se presento 1 el 
poder que el Presbítero D. Rizcrio Molina otorgó á Rombal, 
del que resulta que lo fué en su calidad de Vicario en Sede- 
vacante y para cobrar los haberes del Obispado. 2 o Que lia» 
riendo uso de este poder percibió de la Tesorería Nacional 
la cantidad de tres mil ciento noventa y cinco pesos, por 
haberes del año de mil ochocientos sesenta y seis, del riscal, 
del Sochantre, lo asignado para ia Fábrica y la Curia y los 
sueldos del Obispo predecesor, declarados cspolios, y además 
1,034 pesos por haberes del Presbítero Molina, informe de 
de f. 30 vta. 3" Qt:o recibido el nuevo Obispo de la Silla de 
Cuyo, y cesando por consiguiente Molina de &u Vicaría, no 
dió cuenta a" aquel de las sumas recibidas dcli Obispado, como 
lo confiesa al absolver la séptima posición det pliego de f. 21), 
V 4° Que habiendo aceptado d poder para representar al 
Obispo de Cuyo, su obligación era dar cuenta al Gefe prin- 
cipal y representante, sin que pueda csciisarse con hacerlo á 
una persona cstraiia. Por estos fundamentos, declaro que D. 
Adolfo Carranza en representación del Obispo de Cuyo, ha 
probado su acción y en su consecuencia Don José María 
Rombal está en la obligación de entregar las tres mil ciento 
noventa y cinco pesos que se le demanda con costas, repón- 
ganse el sello y hágase saber. 

Andrá Cgarriza. 
Habiendo apelado D. José M 1 Rombal, se dictó esle 
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o de Ir Suprema Corte. 



Junio 21 de 1870. 




con cosías !a 
as y 



Vistos: por sus fundamentos se 
sentencia apelada de foja cuarenta y 

devuélvanse. 

Francisco Delgado.— José Barros 
Pazos.— Besito Carrasco. 



CAUSA HIX 



D. Manuel ñf arana contra ta Municipalidad de San Fertmn- 



dc un ii 



Sumario.— \ n Uua demanda dirijid» contra una Municipa- 
lidad sobre ilegalidad de un impuesto no puede llevarse á la 
jurisdicción nacional por razón de las personas. 

<* 1 No tratándose de derechos impuestos contra la Consti- 
tución Nacional, por las autoridades encargadas de legislar 
sobre esa malcría en las Provincias, sinó de avances que se 
dicen cometidos por una corporación dependiente de los 
Poderes de la Provincia, en el uso de las facultades que 
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■ua leyes le acuerdan, la cuestión no puede ser llevada ante 
los Tribunales Nacionales* 

3<> Ni la Constitución ni las Leyes Nacionales atribuyen á 
los Jueces Federales el conocimiento de actos administrati- 
vos de empleados ó corporncioucs de las Provincias. 

4° Solo pueden ser llevados en última instancia anle la 
Corle Suprema si se verifica el caso previsto en el inciso 
2" del arl. H de la ley sobre jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Nacionales. 

5<* Los punios no resueltos en primera instancia no pue- 
den ser materia de la apelación. 

Caso.— En 15 de Noviembre de ItíGí), D. Manuel Mara- 
ña, vecino del pueblo de San Fernando* se presentó al Juez 
Nacional de lluenos Aires, espoliando que el oebo del mis- 
mo mes había sido citado al Juzgado de Paz, para oblar 
un derecho establecido por la Municipalidad sobre las mer- 
caderías cargadas y descargadas por embarcaciones en el 
Canal de diclio pueblo. Que compareció al Juzgado, y allí 
se le habia intimado el pago, dentro de ti dias, de dere- 
chos marítimos del Canal, importantes como O, 200 £ in/c. 

Haciendo la historia de este impuesto dijo : que en el 
mes de Setiembre de 1808, la Municipalidad decretó que 
las embarcaciones que entrasen en el Canal tendrían que 
pagar derechos de carga y descarga, é hizo efectivo el co- 
bro. — t)uc solicitada del Cobieruo la aprobación del impues- 
to, este, de acuerdo con el Fiscal y Asesor, autorizó el 
cobro pero solo por el uso que se hiciera del muelle, según 
el peso ó volumen de lo que se descargara sin relación 
alguna al tonelaje de los buques, y siempre que el muelle 
fuese de propiedad provincial ó municipal. 

Que del muelle, que es sumamente chico y casi inservi- 
ble, el solicitante jamás ha hecho uso para cargar ó des 
cargar sus efectos, usando únicamente la ribera. 

Que posteriormente, varios patrones de buques y trabaja- 
dores de las islas, se presentaron al Gobierno Nacioiwl, 
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quejándose del impuesto, y el Sr. Procurador General, á 
quien se pasó la queja, dió un dictamen en que condenó 
el impuesto, cualquiera que fuese su origen, por ser con- 
trario á la Constitución Nacional y violatorio de Jas prero- 
gativas del Congreso, única autoridad que puede legislar 
imponiendo contribuciones ú la navegación y al comercio, 
concluyendo con estas palabras : 

i Mi dictamen en consecuencia es que se pida al Gobier- 
« no de la Provincia ordene al Juez de Paz de San Fer- 
f nando t¡Hi se abstenga de, seguir cobrando este impuesto y 
i que se deje á los recia mantés su derecho á salvo para re- 
i petir las entidades que han pagado indebidamente. » 

A mérito de lo cspueslo pidió": 

1° Se librase oficio al Juez de Paz de San Fernando in- 
hibiéndole de entender en el asumo basta la resolución del 
Juzgado. 

2° Declarase ilegal el impuesto municipal de Canal esta- 
blecido por la Municipalidad de San Fernando* 

3*> Se condenase á la Municipalidad al pago de las su- 
mas exijidas antes al demándame— y 

4° Al pago de costos y costas. 

Corrido traslado, el Procurador Doylicnard por la Muni- 
cipalidad, sin contestar Ja demanda, promovió 1 artículo de 
previo y especial pronunciamiento, por incompetencia del 
Juzgado Nacional para conocer del asunto* 

Dijo que en el año (38, siendo el demandante municipal 
tesorero, y por indicación especial suya, se acordó en la 
Municipalidad, pedir autorización al P. E. de la Provincia, 
para establecer el impuesto de que hoy reclama, — cuyo 
impuesto fué debidamente autorizado como consta de la 
nota del tenor siguiente : 

En contestación á la nota de V. Techa 23 de Enero pa- 
sado en que pide la aprobación del Gobierno sobre un im- 
puesto de <t h por tonelada á los buques que descargan 
en el Canal; el infrascrito transcribe á V. la resolución 
recaída en ella: 
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De conformidad con lo dictaminado por el Fiscal y acon- 
sejado por el Asesor, contéstese al Presidente de la Mu- 
nicipalidad de San Fernando, que puede cobrar por el uso 
que se haga del muelle según el peso, volumen, etc. de 
lo que se descargue, sin relación alguna con el tonelaje 
de los buques; siempre que díclto muelle sea de propiedad 
Provincial d Municipal.— Alsisa.— M. Várela. 

Dios guarde á V. 

M. Várela. 

Que por consiguiente, admitiendo el Juzgado la demanda, 
entra á conocer de un acto administrativo de un Gobierno 
de Provincia, del que en todo caso tendría que conocer la 
Cdrte Suprema con arreglo a la ley de la materia. 

Que además, después de esto, dicho Gobierno ha soste- 
nido y sostiene ante el Nacional, Ja autorización conferida 
á la Municipalidad, y sobre el particular no ha recaído re- 
solución alguna ni se ha comunicado á la Corporación la 
suspensión del cobro del impuesto. 

Que, por otra parte, no se trata de un derecho maríti- 
mo, sino* de un impuesto municipal creado con anuencia 
del demandante, por el que se cobra el uso de un muelle 
perteneciente á la Municipalidad, en un Canal que no es 
navegable, Canal artificial y construido por el vecindario 
de San Fernando. 

Corrido traslado de la excepción, el Procurador José M a 
Ortiz por Maraña pidió no se hiciese lugar á olla, con es- 
presa condenación en costas. 

Dijo que para justificar un derecho municipal de Canal, 
presenta la Corporación una autorización gubernativa para 
cobrar un derecho j¡cr el uso del muelle , siempre que este 
sea de propiedad Provincial ó Municipal ; pero que el mué* 
lie, sin saberse á quien pertenece, no es otra cosa que 
unas tablas imítites, plantadas sobre una parte de la ribera 
del Canal, y que forma, para el desembarco de los pro- 
ductos, un embarazo de unas 10 6 50 varas de largo,— 
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tablas do que Marana nunca ha hecho uso, sirviéndose 
siempre d« la rihera que, svgun todas las leyes, como lo 
declara el Sr. Procurador General, es de uso común sin 
retribución alguna. 

Que lo que la Municipalidad le exije no es derecho de 
muelle siiió" derecho de Canal, como lo indica la citación 
que le hizo la Municipalidad* 

F»ll« del Juex «le Seerton. 

Buenos Aires, Marzo 31 de 1870. 

Y Vistos, considerando: I o Que la demanda de D. Ma- 
nuel Maraña contra la Municipalidad de San Fernando es 
dirijida á eximirse de un impuesto que sostiene sobre este 
último por derechos del Canal, y 2 o Que siendo evidente 
que por el arl. 67 inciso 12 de la Constitución, pertene- 
ce eselusivamente al Congreso dictar leyes de impuestos 
sobre el comercio marítimo, debe serlo también la juris- 
dicción de los Juzgados Nacionales para entender en las 
cuestiones relativas á esta facultad, articulo segundo de la 
ley de mil ochocientos sesenta y tres. 

Por estos fundamentos, declárase que es compéleme este 
Juzgado para entender en la demanda; y en su consecuencia 
la Municipalidad de San Fernando conteste derechamente á 
ella y repóngase el sello. 

Anaies vgaTnzü 

Habiendo apelado el representante de la Municipalidad se 

dictó este 

Fnlle de 1» Buprem* Corte. 

Dueños Aires, Juniu 21 de 1870. 
Vistos: Considerando : — Primero, Que la acción que en- 
tabla Don Manuel Maraña contra la Municipalidad de San Fer- 
nando, no se dirije á la persona civil que inviste esta 
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Corporación, por haber celebrado algún contrato en esc 
carácter con ella, y por consiguiente no corresponde ú la 
jurisdicción Nacional por razón de las personas : Segundo, 
(jue tampoco es competente por razón ele ta materia ; por 
que aun cuando fuiTa aplicable el inciso doce del articulo 
sesenta y siete de ta Constitución, por considerarse el Canal 
de que se trata navegable, y sujeto ;'< la jurisdicción Nacio- 
nal á pesar de convenir las parles que es arliticial y cons- 
truido mucho tiempo antes de establecerse en la República 
el raimen actual ; no se trata de derechos impuestos con- 
tra la Constitución Nacional por las autoridades encargadas 
de legislar sobre esa materia en las Provincias, sino' de 
avances, que se dice, haber cometido una Corporación de- 
pendiente de los Poderes de ia Provincia, en el uso de 
las facultades que sus leyes le acuerdan, pues que, repe- 
tidas veces man i tiesta el demandante en sus escritos, que 
él demanda á la Municipalidad de San Femando, porque 
le cobra un derecho por el uso de la ribera del Canal, 
estando solo autorizada por sus superiores, para cobrarlo 
por el uso del muelle sí lucro de su propiedad ó de la 
Provincia: Tercero, Que en tal caso, la cuestión que se 
propone es, si la Municipalidad de San Femando como 
autoridad subalterna Provincial, ha excedido ó no las atri- 
buciones administrativas que las leyes locales le acuerdan: 
Cuarto, Que ni la Constitución, ni las Leyes Nacionales, 
atribuyen á los Jueces Federales el conocimiento de actos 
administrativos de empleados ó corporaciones de las Pro- 
vincias, debiendo ocurrir á sus superiores, con arreglo á 
sus leyes, los que se crean con derecho á reclamar de 
cualquier falta en el cumplimiento de sus deberes; pulien- 
do conocer los Tribunales Nacionales en el caso que se 
verifique lo previsto en el inciso segundo del articulo ca- 
torce de la Ley sobre jurisdicción y competencia de cator- 
ce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo pedido por el 
señor Procurador General, se revoca el auto apelado de fo- 
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ja cuarenta y sois; y satisfechas las costas y repuestos los 
sellos, devuélvanse; no proveyendo la Suprema Cdrle sobre 
Ja petición de que se testen algunas palabras del escrito 
de foja veinte y nueve presentado en primera Instancia, 
por cuanto no lia sido resuelto ese punto por el Juez a quo t 
y por consiguiente no corresponde a) presente recurso. 

Salvador M a Carril,— Francisco Delga- 
do.— José Barros Pazos,— Hesito Car- 
rasco. 




B. Cipriano Cires, contra D. Julio R. Sicheh sobre ckm- 
pimiento de un contrato. 



Sumario.— Para surtir el fuero federal es preciso que el 
derecho que se disputa perlcncza originariamente á personas 
que por su vecindad ó nacionalidad pueden respectivamente 
invocar el fuero. 

Caso.— D. José H. Huergo en representación de D. Ci- 
priano Circs, argentino, se presentó al Juzgado de la Sec- 
ción de Buenos Aires, demandando á D. Julio R. Sichel, 
estrangero. 



32G 



FALLOS DE LA SUME» A CORTE 



Dijo que en i" de Octubre de I8G9, Circs vendió A Si 
chel por intermedio de I», Eduardo Gregory, 30,000 pesos 
ile londos públicos nacionales que debían entregarse el 31 
del mismo mes, al precio de íí7 y por ciento. 

Que llega «lo el dia del vencimiento, Sicliel se negó á re- 
cibir los fondos y abonar su importe, dando con su con- 
ducta lugar á la protesta que formuló Gregory, clíyti le^ti- 
moiiio so acompaña. 

Que Circs, en ia necesidad de realizar esos fondos el 
dia señalado, tuvo que venderlos al precio de 5H 1 , por 
ciento, sufriendo un perjuicio de l 2MI £ 17 es. fuertes, 
por cuya cantidad lo demandaba con los intereses, comi- 
siones y costas. 

Corrido traslado, D. Julio Sichel promovió artículo de 
previo pronunciamiento, diciendo que el Juzgado era incom- 
petente para conocer del asunto. 

Que siendo esto asi, y siendo además Gregory y Sicliel 
cslrangcros, la causa corresponde á la justicia provincial. 

Que además, el Juzgado de Comercio de la Provincia, á 
solicitud de varios corredores con quienes había hecho ne- 
gociaciones de fondos públicos, lo había declarado en quie- 
bra; pero que el Tribunal Superior revocó el auto, y de- 
claró nulas esas negociaciones, y que esta es la razón por 
que Gregory buscaba á Gires como instrumento para venir 
á la justicia nacional. 

Corrido traslado de la excepción, llucrgo contestó pidien- 
do no se hiciera lugar con costas á la excepción deducida, 
y se ordenase^ á Sichel contestar el traslado dentro del tér- 
mino de la ley. 

Que Sichel sabe esto mejor que nadie y como una prueba, 
transcribe el siguiente párrafo de un escrito presentado en el 
Tribunal de Provincia. 

c Jamás se compran 6 venden fondos públicos sinó por 
c medio de un corredor de bolsa. Este hace la oferta en la 
f rustía, que solo puede ser aceptada por otro corredor, sin 
« que el proponentc pueda rechazarla, y queda asi terminado 
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t el negocio. Jamás, ni antes ni después de terminado el con- 
* trato suena para nada el nombre del comitente » 

Que entre los corredores que pidieron la declaración de 
quiebra, Gregory no (¡gura para nada, ni ha tenido inter- 
vención en los autos, desde que la acción no le correspon- 
día ú él sino" ni entíntente. 

<Uue el arl. K de la ley de procedimientos es el (juc 
debe aplicarse en el caso presente, porque Gires no jes- 
liona cuino cesionario ó representante «le Gregory, sino por 
derecho propio, y que si la acción se dirijo contra Sicltcl 
es porque se ha negado á manifestar el nombre de su co- 
mileiite, haciéndose por este hecho responsable directamente 
dé sus actos, con arreglo al art. 97 del Código de Co- 
mercio. 

Finalmente, dice que ta sentencia del Superior Tribunal 
de la Provincia no declaró nulo el auto declaratorio de 
quiebra como dice Su: lie I, sino que no pudo admitir la 
personería de ios corredores para jostionar como acreedores 
legítimos de Sichel. 

Pidió" no se hiciera lugar al artículo con espresa conde- 
nación en costas. 

Fnllo del Juez de 8eeel«n. 

Duchos Aires, Abril 18 de 1870. 

Y Vistos: Considerando — I" Que tanto en el boleto de 
compra de f. como en la protesta de f. 3 la única 
persona á cuyo nombre es hecha la venta es O. E. Gre- 
gory, cuya responsabilidad, y nó la de oirá persona, es la 
que se encuentra comprometida en los espresados docu- 
mentos. 

2" Que no es de presumirse que si Gregory hubiese in- 
tervenido solo como corredor en la negociación y esta hu- 
biese sido hecho por cuenta del demandante I). Cipriano 
Ciros, ya que no se espresó esta circunstancia en el boleto, 
su ta omitiese igualmente en la protesta, por cuanto el 
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erecto de dicha omisión era producir una sostilucion en la 
persona del vendedor, constituyéndose por este medio el 
intermediario Gregory responsable de la solvencia del ven- 
dedor Circs, aunque á ocultas, contra lo dispuesto en el 
arl. 08 del Código de Comercio. 

3 o Que es un principio de derecho que no debe presu- 
mirse la trasgresion de la Ley cuando el acto ha podido 
romo en este caso, efectuarse legalmente entre Gregory y 
Sicbel, aun siendo corredores, por versar sobre negocia- 
ción de fondos públicos (articulo 107 del Código), y aun 
admitiendo dicha trasgresion, de esta no puede surgir de- 
rechos sino es contra el trasgresor que en este caso es 
Gregory y no el demandado Sichel. 

A ú Que tas precedentes consideraciones son mas conclu- 
ycnics en el caso sub judia, por contener el boleto la 
cláusula de no ser irasmisíblc. 

5° Que prescindiendo de si la carta de f. "2 es bastante 
para acreditar que el boleto pertenece á Ciros, los derechos 
que esta pudiere acordar solo pueden pertenecer al deman- 
dante por cesión, y no originariamente. 

6" Que no invocándose otro fundamento para surtir el 
fuero Nacional, que la diversa nacionalidad de las partes, 
y no perteneciendo el derecho disputado originariamente al de- 
mandado, la justicia Nacional no es competente con arre- 
glo al arl 8 de la ley de Í4 de Setiembre de 18G3 so- 
bre jurisdicción de los Tribunales Nacionales que, á mas 
de la diversa nacionalidad exije que el derecho disputado 
pertenezca originariamente ú los litigantes. 

Por estos fundamentos; declárase este Juzgado incompe- 
tente para conocer de esta causa, y previo pago de costas, 
devuélvase original estas actuaciones al demandante para 
que haga el uso que v : ere convenirle. Repónganse los 
sellos. 

Manuel ZavaUta. 



Habiendo apelado el demandante se dictó este 
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Fallo de la Suprema Corte. 

Buenos Aires, Junio 21 de 1870. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma, con cosías, el 
auto apelado tic foja veinte y cuatro vuelta, y satisfechas 
devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

Salvador MaiiIa del Carril — Fran- 
cisco Delgado— J. Barros Fa- 
zos —Benito Carrasco. 



CAl*% LUI. 



Criminal, contra Pedro Hojas, por rebelión y robo. 



Sumario. — El delito de rebelión acompañado de robo cali- 
ficado, pero de objetos de poco valor, es penado con cuatro 
anos de servicio militar en las fronteras. 



Caso. — Pedro Rojas fue 1 acusado ante el Juez Federal en 
Calamarca de los deliios de rebelión á las drdenes del cau- 
dillo Medina y de saqueo en la casa de Don Abel Micbel. 

Los antecedeutes del proceso se detallan en el siguiente 
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Fallo d>l Jum de ffeccion. 

Calamarra, Febrero 19 do 1870, 

Vista esta causa criminal soguilla por el Procurador Fiscal 
contra Pedro Hojas, natural de la Rioja y avecindado en 
Tinogasla, jurisdicción de esta Provincia, por haberse alzado 
públicamente y en alócrla hostilidad contra el Cobicrno Na- 
cional, bajo las órdenes del caudillo chileno Kstanislao Me- 
dina y lomado pane en el sabuco de dicha Villa ú principios 
del año de 1K(»7 : de la que resultan los siguientes hechos. 

En el mes de Febrero del citado aíio 67 existía en el 
Distrito de Copa rabona una compañía de milicias (de que Ro- 
j.is formaba parle), por orden del Tinado Coronel I). Me) i ton 
Córdoba, la que se sublevó contra su comandante I). Remigio 
Coniferas, pronunciándose en favor de la rebelión, encabe- 
zada entóneos en aquellas inmediaciones por Severo Cbumliita 
á quien los sublevados se le incorporaron en los « Sauces » 
Provincia de la Rioja, y pocos días después á las fuerzas del 
caudillo Medina, bajo cuyas órdenes se pusieron unos y 
oíros ; marchándose en seguida en dirección á Tinogasta, con 
el nianíliesto propósito de batir y como en efecto pelearon 
y derrotaron en la plaza de esta Villa La división Nacional al 
mando del citado Coronel Córdoba, en el «lia í del siguiente 
Marzo — Declaración indagatoria de í. P f puntos I o y 2° — 
Declaraciones del sumario ¡i fs. 15 y 10, 45 y Hi H D. Abel 
Micbel, D. Ramón Rracamontc y D. Ciad ¡si ao Salcedo, y 
confesión de fs. 55 a 58 á los cargos 3" 5", y 7". 

Inmediatamente de obtener los rebeldes dicho triunfo se 
entregaron al saqueo general de la población, habiéndose 
introducido el procesado Rojas con otros soldados n.as á la 
casa de D. Abel Micbel y saqueándola, llevándose aquci varias 
piezas de ropa de uso de Micbel y do su señora, e* incitado 
al retirarse á la casera Carmen Diaz para que se apoderase 
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de lo que quedaba ; después de lo que continuó como antes 
de .soldado en las filas de los rebeldes hasta la batalla de 
Bargas, donde fueron derrotados.— Indagatoria citada, puntos 
oa y 44 _ Declaraciones do la I>iaz á f. 2 :i , de Michel, Rra- 
camonte y Salcedo, y confesión del reo á los cargos 6, 7, 
8 y también citados. 

Y considerando : I o Que según resulta de lo antedicho Ho- 
jas como Hiero ejecutor en tul rehethn se halla comprendido 
en el caso previsto y penado por el arl, 17 y como saqueador 
en la del arl. 18 y 01, con la moderación cu las penas, áque 
se refiere el art. 02 de la Ley Venal del M de Setiembre 

• de 1803. 2* Que aunque por el derecho común la pena del 

robo calificado es la de muerte según las leyes 18, titulo 14, 
P. 7 a ; y 7 a , til. H, Líb. 8\ R. C, cu la práctica de lus 
tribunales ha sido moderada reduciéndola á la de presidio por 
6 hasta 10 años según lo acreditan Kscruh en las palabras 
((Rapiña y Hurlo* pár. ¡V\ mím. 0°, al fin; el Dr. Tejedor 
en su proyecto de Código Penal, páginas 38i> y siguientes, 
y Alvares, pág, 501 pár. 1130. 9 o Que en esta virtud y atenta 
la no existencia de otras circunstancias agravantes en esta 
causa, la mayor pena aplicable al reo según lo dispuesto por 

» el arl. 18 de la Ley Penal citada, debe entenderse ser mas 

bien la de (i y no la de 10 años de presidio, por deberse en- 
tender reservada esla última pena para iguales delitos en que 
concurran circunstancias de extraordinaria gravedad. Por lo 
tanto fallo, condenando al reo Pedro Rojos á sufrir la pena 
de trabajos forzados por años, c indemnización de los obje- 
tos robados á mas de la prisión que ha sufrido y las costas 
del proceso. Hágase saber. 

Joaquín Qu troya. 

Habiendo apelado el defensor, ante la Suprema Corte el 
Señor Procurador General respondiendo espusú: 

El crimen de rebelión está plenamente probado por la 
confesión del mismo Rojas, sin que haya indicio alguno de 
la violencia con que se excepciona el defensor. 
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Rojas fué uno de los que empezaron la rebelión de la ftioja 
siendo soldado de las milicias que se sublevaron contra su 
Comándame Conlreras, y derrotaron la fuerza Nacional que 
mandaba el Comandante Córdoba, en Tinogasta ; desdo enton- 
ces ha seguido constantemente á los Gefcs rebeldes hasta el 
combate del Pozo de Bargas, sin separarse de ellos, á pesar 
de las numerosas proporciones que ha tenido de hacerlo ; y 
principalmente una vez que le dieron licencia para retirarse 
á su casa, donde solo permaneció 7 días. Había tomado gusto 
al desOrdeu y al saqueo y seguía animado por este estimulo, 
como la mayor parle de sus compañeros, aunque se suponga 
que no comprendía bien los fines políticos de la rebelión. 

Por consiguiente la sentencia apelada es justa, en cuanto 
lo declara culpable de rebelión en la categoría de mero eje- 
cutor. 

En cuanto á la acusación de robo en casa de D Abel Mi- 
ebel, está también probada por la confesión del delito, y por 
haberse encontrado en su poder las prendas robadas. 

La pena de este delito, siguiendo la práctica de los tribu- 
nales, es la de presidio, debiendo graduafsc el tiempo de la 
condena por la importancia del robo, y las circunstancias de 
violencias que lo lian acompañado. 

Lo que Rojas robó, según su confesión, y el dicho de los 
testigos, se reduce á un poncho, una levita y un pantalón de 
casimir, todo usado. 

Y en cuanto á la violencia parece que no hubo ninguna, 
porque la casa estaba sola, habiéndola abandonada su dueño 
D. Abel Michcl, según lo declara este mismo, 

Rojas dice, que pasando por la casa vid que alguno de sus 
compañeros la estaban saqueando: que entró y tomó las 
prendas referidas. 

No hay del hecho mas prueba que esta confesión ; porque 
no aparecen testigos presenciales ; y es preciso creerla en los 
términos en que se ha dado. 

Es indudable que el saqueo de un pueblo hecho por sol- 
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calificado, que es la denominación que le di la semencia 
apelada. Pero el que cometió Rojas en este caso, es de tan 
poca importancia, y tan exento de circunstancias agravantes, 
que me parece excesiva la condenación á 6 años de presidio. 

Habría sido mas conforme á ta justicia y á ta equidad el 
aplicar la pena señalada por la ley al delito de rebelión, y 
condenarlo al servicio militar de fronteras por el término de 

Esta es la petición del Procurador que somete al juicio 

la 



Francisco Pico. 



B mos Aires, Junio 23 de 1870. 

Vistos : por los fundamentos respectivos y de conformidad 
con lo espucsto y pedido por el Señor Procurador General ; 
se revoca la sentencia apelada de foja ochenta y dos vuelta, 
en cuanto á la pena, condenándose á Pedro Rojas á cuatro 
años de servicio en la frontera y se confirma en lo demás; 
devuélvase el proceso y comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Salvador M* del Carril.— Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos.— 
Carrasco, 
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CALSA L1III. 



y L> con D. Vicente Co/W/o, solar nulidad 
de un laudo arbitral. 



Sumario. — l' 1 Debiendo presumirse 911c ni dictarse un lau* 
tío arbitral se lian licuado las formalidades legales antes y en 
el aclo del pronunciamiento, es á cargo de la parte que lo 
ataca < l probar que dichas formalidades no fueron llenadas. 

2° Siendo la cuestión á resolver puramente de hechos es 
en estos y no en la ley que los arbitros deben buscar los 
fundamentos de su fallo. 

H' La prescripción del art. 17 Vi del Código de Comercio 
no comprende á los árbilros arbilradorcs y amigables com- 
ponedores. 

í Kl no haberse recibido la causa á prueba no es una 
causa de nulidad que pueda alegarse contra un laudo arbitral. 

f>* Kl procedimiento arbitral mencionado no tiene mas res- 
tricción que la de proceder de buena fe* y sin engaño. 

0" No es tampoco una causa de nulidad el que el laudo 
no esté firmado por uno de los tres arbitros que se negó 
á hacerlo, habiendo constancia que estuvo presente cuando 
se acordó la resolución, 



DE JUSTICIA NACIONAL. 



235 



Caso. — A consecuencia de un choque ocurrido en el Río 
de las Palmas entre la goleta italiana « Emilia &, patrón P. 
Vicente Copello y el vapor i Edward Everot», propiedad de 
l-olmar y C\ las partes sujetaron la resolución de todas las 
cuestiones existentes ó que se suscitaren, ó la decisión de 
arbitros arbitradores, amigables componedores, renunciando 
esprcsamcnle á toda apelación, recurso ú remedio legal. En 
estas condiciones se nombraron á D. Antonio Dodcro, al Dr. 
í>. Miguel Muñe/, y como tercero i D. Juan José Méndez. 

Los arbitros Dodcro y Méndez pronunciaron un laudo que 
presentaron al Juez de Sección con una exposición en que 
decían ; que habiendo discordado los arbitros Dodcro y Nuñcz 
uó llamado el tercero ; que después de dictadas varias pro- 
videncias y estando la cuestión para resolverse señalaron dia 
para el pronunciamento. 

Que el dia convenido el Dr. Nuñcz que decía estar en des- 
acuerdo, se negó á firmar el laudo, alegando ser innecesa- 
ria su tirina. El Dr. Nuñez para su parte, presentó también 
una exposición contradiciendo la de Dodcro y Méndez. 

Hecho conocer el laudo á los interesados, Don Domingo 
Giraldo por l o I mar y C\ pidió fuese declarado nulo y de 
ningún valor, fundado en las causales que se detallan eu el 

Fallo del Ju« de Seeeion 

i 

Dueños Aires, Abril 19 de 1810. 

Vistos los autos seguidos cutre Don E. Ü. rol mar y fr y 
lían Vicente Copello, sobre nulidad del laudo pronunciado 
en la cuestión sobre averías causada por el choque entre la 
goleta c Emilia * de la que es patrón Copello, y el vapor 
i Edward Evercll», de la propiedad de Folmar y C a , resulta 
lo siguiente: 

La nulidad deducida es apoyada en los siguientes funda- 
mentos: I a Haber los peritos arbitradores nombrados de 
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acuerdo con el arl. U29 del Código para determinar cual de 
los buques fuó el causante del daño, prescindiendo de las dis- 
posiciones contenidas en los reglamentos de Puerto contra lo 
prescripto por dicho artículo, agregándose á esto, que no se 
hace mención espresa de la prescripción del Código aplicada 
al caso, omisión que por sí sola hace insanablemente nula la 
sentencia, con arreglo al art. 1752 del mismo, citando como 
justificativo del primer punto el informe del arbitro Dr. Nu- 
íiez y como comprobante del segundo punto el mismo laudo. 

2° No haber recibido la causa á prueba y haber prescin- 
dido de la constante en autos. 

3 o Haber laudado solo dos de los árbitros, a* pesar de 
estar en discordia, contra lo prescripto por la ley 32, lít. 4% 
Part. 3a. 

\ a No haber los árbitros ocu púdose un solo momento de 
las cuentas presentadas, cuentas que contenían los perjuicios 
y daños, recíprocamente demandados. 

5" Establecer tos árbitros caprichosamente una seVic de 
hcclios que sirven de fundamento al laudo, porque no ha- 
biendo recibido la causa á prueba, ni estando á bordo en el 
momento del choque, y siendo contradictorias las exposicio- 
nes de los interesados, no pueden conocer los hechos que 
han establecidos como base de sus fallos. 

Y considerando : i" Que consta por la escritura de com- 
promiso corriente á fe. 8 y 0, que las personas que debian 
resolver las cuestiones suscitadas revestían el carácter de pe- 
ritos árbitros arbitradores y amigables componedores, y por 
las constancias de autos, que los tírmantes del laudo atacado 
fueron los nombrados para decidir las cuestiones pendientes. 

2 a Que debiendo presumirse que se han observado Jas for- 
malidades legales antes y en el acto de pronunciarse la sen- 
tencia, es á cargo de la parte que la ataca el probar que 
dichas formalidades no fueron llenadas. 

3° Que en cuanto á ia I a causa de nulidad invocada, no 
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tieran a lo que determinase el reglamento de Policía Fluvial 
de 2 i de Maya de 18132, pues aunque el arbitro Dr. Nnñez 
en sus informes de fs. 151 y 209, afirma que los arbitros 
J todero y Mcnde? en la reunión que tuvieron el Jueves 7 de 
Octubre último, declararon que el reglamento Fluvial no 
estaba en uso, este hecho está contradicho ñor los espresados 
Méndez y Dodcro en sus inlbrnics corrientes á ís. 199 y 203, 
debiendo eu caso de estarse á lo declarado por los Arbitros 
admitirse mas bien la versión de los últimos por ser el mayor 
número. 

4* Que reconocido por la misma parte de Folmar y O á 
fs. 151* vía, y ItiG que los Sres. Méndez, Nuñez y Dodcro 
fueron nombrados para determinar cual de los buques fue" el 
causante del daño, la cuestión á resolver era puramente de 
hecho, y por consecuencia no en la ley, sino fuera de ella 
debían buscar los fundamentos de su decisión, no siendo por 
tanto aplicable el art. 1752 del Código, el cua) por otra parte 
no comprende á tos arbitros arbitra do res y amigables com- 
pon adores, carácter que, como se lia establecido anterior- 
mente, revestían en este caso los Sres, Méndez, Dodero y 
¡Suilcz, y que con arreglo ú Ja ley 23, til. 4°, Parí. 8% los 
autorizaban para librar la contienda en cualquier manera que 
lo tuvieran por bien. 

5° Que la segunda y quinta causa de nulidad indicada por 
Folmar y O no son legales — Porque solo el Juez es el 
que aprecia la necesidad de recibir la causa a* prueba (art. t i 
de la ley de Procedimientos), de lo cual se colije que puede 
también a) tiempo de resolver, prescindir de la que se hubiese 
producido, debiendo notarse que nada podria observarse con- 
tra esta prescripción, porque los jueces pueden en un caso 
considerar probados los hechos por las mismas parles, y en 
el otro considerar que aquellos sobre los que versa la prueba 
no son pertenecientes á la cuestión, 6 que esta es de puro 
derecho. 2 Ü Porque la ley 23, tít. 4», P. 3% autoriza á los 
arbitros arbitradores y amigables componedores, como se ha 
sentado en uno de los precedentes considerandos, « para resol- 
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ver en cual manera quisieren, é maguer no ficiesen ame si 
comenzar los pleitos por demanda é por respuesta, á non 
catassen aquellas cosas que les oíros jueces son temidos de 
guardar, con lodo eso valdría el juicio, ó la avenencia que 
ellos liziesen cnlre amas las partes, solo que sea fecho á 
buena fe* ésin engaño > ; de lodo lo cual, como igualmente de 
la diferencia que la misma ley establece entre los arbitros 
juris y los Arbitros arbitradores y amigables componedores» d 
sea entre los arbitros y entre los arbitradores para emplear 
sus mismas palabras, se colige que pueden prescindir de toda 
prueba, puesto que dichas palabras solo contienen la restric- 
ción de proceder con buena fe ú sin engaño, al paso que á 
los árbitros les impone la obligación de hacer comenzar los 
pleitos por demanda y por respuesta, recibiéndolos ú prueba 
y sentenciándolos según derecho. 3" Porque la ley lit. 
\\ P. 3\ á pesar de enumerar las causas de nulidad, no in- 
cluye la que invoca en este caso la paite de l olmar y C a , 
siendo de notar que tanto la ley como la jurisprudencia 
tienden á restringir este recurso. A° Porque aunque parezca 
injusto que en causa de hecho no se admita prueba ú las 
partes, debe tenerse presente que cuando el arbitramiento es 
voluntario lian podido las parles restringir las facultades de 
los arbitros, y en todo caso nombran ó pueden nombrar per- 
sonas que les inspiran confianza por su educación ó probidad, 
circunstancias que disminuyen aquel peligro, mientras que 
la admisión del recurso de nulidad vendría á violar la fé de 
los contratos puesto que los contratantes esprc&amente se 
comprometieron á acatar lo que las personas por ellos desi- 
gnadas decidieren. 

G° Que aunque el laudo solo está firmado por dos de los 
árbitros á pesar de haberse pronunciado en discordia, tal 
hecho no importa verdaderamente la nulidad declarada por la 
Ley 4\ tít. 20, P. 3 a , al declarar nula la sentencia « en que 
no se acertaron ó judgarla lodos los judgadores, ¡i quien 
fuese ecomendado que judgasen el pleilo. * 
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!• Porque ta mente de la ley no puede ser la de eiijir 
unanimidad de votos en los jueces, puesto que las leyes, pre- 
viendo la discordia, ordenan el nombramiento de tercero para 
dirimirla y la 52, til. t% P. 3% dispone se esté á lo resuelto 
|>or la mayoría, (mayor partida de ellos). 

2* Porque las palabras citadas de la ley 4 a , tít. 20, P. 3\ 
no obligan á lodos los jueces á firmar la sentencia, limitán- 
dose á eligir que esla haya sido dada por lodos tos jueces, 
esto es que lodos eslén presentes y manifieste su opinión ai 
tiempo de acordarla, y esto para evitar el peligro de que 
aisladamente se pronunciaren semencias que no habrían pro- 
nunciado á haberla acordado en común, oyendo las razones 
de lodos, como se deduce de la ley 32, tít. 4 a , P. 3\ peli- 
gro que no existe cuando la resolución ba sido acordada en 
presencia y previa discusión cnire todos los jueces, y que 
justifica la práctica observada en varios casos de no firmar 
todos la sentencia, y de fundar su voto aisladamente los di- 
sidentes. 

3» Porque la jurisprudencia, contraria á saber, la que ad- 
mitiera la nulidad de las sentencias que no estuviesen firma- 
das por todos los arbitros, abriría una ancha puerta al fraude, 
pues no seria difícil que so pretesto de falla de di&cusiou se 
negasen á firmar, procurando ganar tiempo basta la espira- 
cion del plazo acordado para laudar, burlando el compromiso 
celebrado ; al paso que la práctica contraria, siu desatender 
los derechos de los litigantes y sin perjuicio del mayor acierto, 
facilita mas la misión de los arbitros y el respeto a) com- 
promiso celebrado por las parles. 

4* Porque aunque el árbitro Dr. Nuñez declara que nada 
se acordó definitivamente, lo contrario afirman los árbitros 
Modero y el tercero, siendo de notar lo que dice el último 
en su i ii (orine, de que interpelado por el primero, Dr. Nuñcz, 
para que manifestara su opinión después de haberlo hecho el 
árbitro Dodero, contestó el señor Méndez, que no había 
llegado el momento de darla como tercero, y que el Dr. Nu- 
iiez no contradice en su segundo informe de U 201), lo que 
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probaria que se observaron rigorosamente las formalidades 
legales, 

7* Que respecto de la 4 a causa de nulidad debe observarse 
que solo está fundada en la palabra del Dr. Nuñez contradicha 
por sus co-árbilros, pues aunque aquel invoca el testimonio 
de dos personas agenas á la cuestión, resultando de su misma 
exposición, que solo tienen conocimiento de lo ocurrido en 
la última reunión, cuando se presentaron con el laudo fir- 
mado, no pueden saber si antes de laudar se habían ó no 
ocupado de las cuentas presentadas por los damniücados, á 
todo lo cual se agrega, que son aplicables á este punto las 
considraciones espucslas al examinar la segunda y cuarta cau- 
sas de nulidad deducidas. 

Por estos fundamentos, fallo, no haciendo lugar al recurso 
deducido por Folmar y O, sin especial condenación en costas. 
Repónganse los sellos. 

Manuel Zavaleta. 
Habiendo apelado la parte de Folmar y C\ se [dictó este 



Falla de la Suprema Corte. 

Buenos Airea, Junio 28 de i 870. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma; con costas, la 
sentencia apelada de foja doscientos y treinta, y satisfechas 
las de esta instancia y repuesios los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril, — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Iíemto Carrasco. 



DE JUSTICIA NACIONAL. 241 



< 41*1 LXXI1I. 



El Procurador Fiscal contra Camrctio fíaos. f 
por cobro de dmxltos de aduana. 



Sumario. — Al determinar los artículos 2i0 y 250 de la 
ley de procedimientos que puede pedirse el reconocimiento 
de los documentos que por sí solos no traen aparejada eje- 
cución, se refiere á aquellos que provienen del demandado 
ó ú cuentas <|uc lleven su firma. 



Caso — La Contaduría General de ta Nación puso en cono- 
cimiento del Ministerio de Hacienda que existia un eargo de 
472 pesos 50 es. contra la casa de comercio de Casa reí to 
Unos, por derecho de importación y depósitos en Abril de 
1KG8 según la cuenta acompañada. 

Se pasó el espediente al Juzgado Nacional para que vi 
Procurador Fiscal entablase ejecución por esta cantidad. 

El Procurador Fiscal para preparar la ejecución, pidió que 
Casarcllo linos, reconocieran las cuentas. 

t. ix. 17 
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Falto del Juez de Seeeion 

lluonus Aires, Mayo de 1HT0. 

Con arregla á ios artículos 108 y 55 de la ley de 
Oimientos, no ha lugar. 

Zavaleía. 

Este auto fue apelado en relación |ior el Procarador Fiscal 
diciendo que el reconocimiento puede legalmente practicarse 
con arreglo al arl. 250 de (a kf & Procedimientos, pues no 
se trata de absolver posiciones. 



Fallo de la Suprema Corte. 

Vistos ! Considerando que los artículos doscientos cuarenta 
y nueve y doscientos cincuenta de ta ley de Procedimientos, 
al determinar que puede pedirse el reconocí miento de los do- 
cumentos que por sí solos no traen aparejada ejecución, se 
reliercn claramente á aquellos que provienen de la parte de- 
mandada ó a cu. litas que llevan su Jimia; por este funda- 
mento y por el del auto apelado de toja cuatro vuelta 6C 
continua, y devuélvase. 

Salv.vdoii M a del CaRFíIL.— FraSCISCO 
Delí;\do. — Josí; Uaiuios Pazos.— 

CaKUASCO. 
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/>. Miguel líalle^eros con tos Sres. Soübiroñ y C-\ por cobro 

de vesos. 



Sumario. — 1° No tratándose de caso en que la ley, ó 
un convenio especial haga correr los intereses, estos se de- 
ben solamente desde el dia de la demanda. 

2" Los documentos en que se funda una conirademanda 
deben presentarse con ella; y si se presentan después sin 
que conste que se bajan descubierto posteriormente d se 
bajan podido haber recién, ó no sean reconocidos por la 
no hacen lé enjuicio. 



Caso. — ft. Miguel ballesteros, argentino, demandó á los 
Sres. Soubiron y C\ eslrangeros, por la cantidad de 35.241 
pesos m c. importe de una cuenta procedente de la venta 
de fardos de pasto, atfalla y barra caje según contrato. 

Corrido traslado, Soubiron y O, contestaron rechazando 
varías partidas de ta cuenta do llallesleros reduciéndola á 
la cantidad de 14.727 pesos, contra cuyo saldo opusieron 
dos créditos por las cantidades de 19.970 pesos valor de 
i 50 fardos do pasto y de 7087 pesos valor de 47 fardos 
de alfalfa entregados á Ballesteros, sosteniendo resultar asi 
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acreedores de este por la cantidad de 7143 pesos m.'c, 
por la que dedujeron coniradcmanda. 

Conferido traslado de la conirademanda, Italleslcros pidió 
se recli azara por no haber presentado los demandados do- 
cumento alguno en ajmv> de los cargos que ellos habían 
opuesto \ que él negaba. 

Kl juez Mam í la eausa á prueba sobre la exactitud de 
las varias partidas objetadas, 

Presentadas las pruebas de una y otra parte, se dictó el si- 
guiente 

rallo drl Juez Becetoi»!. 

Buenos Aires, Mayo 27 de 1870. 

Vistos estos autos seguidos entre el ciudadano argentino 
l>. Miguel Itallcsloros y los ciudadanos eslrangcros J). Luis 
de Soubiron y O 1 , por cobro de cantidad de pesos y re- 
sultando: — I" i»ue líallcstero dedujo demanda contra Soubi- 
ron y C\ cobrándoles la cantidad *Ie 35,211 pesos moneda 
corriente, importe de la cuenta de f. ü, y procedente de 
la venta de laníos do pasto y alfalfa y de barracaje, según, 
el contrato de f. 30. 

<■>" y u e Soubiron y O. contestando la demanda á f. ftl, 
rechazan las siguientes partidas ; í* la cuenta de f, I a , cu- 
yo importo forma la última partida del debe de ta de f. a 
fundándose en que procede de intereses por un saldo ima- 
ginado, y en que es contrario al articulo ±i:> del Código 
de Comeré i«. — 2' La cuenta tic f. 2, quinta partida de la 
de f. 0, por ser referente ú comisión de venta de 200 lo^ 
neladas de pasto, cuando estas fueron compradas por Ba- 
llestero por su cuenta propia, y no había por consiguiente 
motivo para cobrar comisión. 

3 U La cuenta de I. 3, refundida en la i* partida de la de 
í. (í procedente del barracaje de (Í7 fardos, durante el pla- 
zo de meses, y se funda para rechazar dicha cuenta en 
que Ballestero se negó á entregar dichos fardos. 
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4 a La cuenta de f. i, ó tercera partida de la de t. G, 
por proceder del barracaje de tardos de pasto que no esta- 
ban listos en la techa á plazo determinado por el contrato. 

5° La comisión de 20 pesos por tonelada de pasto ven- 
dido á Lczaina (6,433 arrobas ) cuyo importe figura en una 
partida de la cuenta de f. 7, y se halla refundida en la 
primera partida de la de f. 6, es observada como excesiva ; 
debiendo reducírsela á la mitad según Sotihiron y l>. 

3» Que Soubiron y C\ reducen, con las supresiones 
prcindicadas, la cuenta de liallestero á la cantidad de 11,727 
pesos contra cuyo saldo oponen haberse omitido cargarles 
en su haber las siguientes partidas: 

I a La cantidad de 10,070 pesos moneda corriente, valor 
de 150 Tardos de pasto con Oí, 115 libras de peso, que 
Soubiron entregó á liallestero para que los vendiese, y que 
vendió el último á 010 la tonelada. 

2* La suma de 7087 pesos, valor de 17 fardos alfalfa, 
con peso de GNÍÍ arrobas 7 libras que Soubiron remitió á 
la barraca de liallestero y de que este dispuso, los que, á 
!K)0 pesos la tonelada, hacen la suma arriba espresada. 

4* Que admitida ta exactitud de las observaciones hechas 
por Soubiron y O, resultarían acreedores contra IJalicsicro 
por la cantidad de T! i í pesos m c., que cobran á su vez, 
deduciendo al efecto conlrademanda en forma. 

¥ considerando: i u Que no tratándose de caso en que 
la ley lia»a correr esprcsomenlc los intereses, ó de hallarse 
estos estipulados en el contrato, solo se deben los intere- 
ses corrientes sobre el saldo desde el dia de la demanda, 
de acuerdo con lo prescrito por los» artículos 2*25, 707 v 
713 del Código de Comercio, y por consecuencia lialleste- 
ro no puede legítimamente cobrar la I 1 partida observada, 
de 2021 pesos, por proceder de intereses anteriores á la 
demanda, 

2" Que consta por la propia confesión de Soubiron al 
absolver la 3 ;i y 7 a posición del escrito de f. 125, que 
Ballestero no compró por su cuenta, si mí por la de Fer- 
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reirá, La valle y C\ las 200 toneladas dé pasto á que se 
roñero la $> partida observada, y que la cu misión ofrecida 
fui- Je 20 posos por tonelada, lodo lo cual justifica la le- 
gitimidad Je «!sia partida, íni[Kurlanle -tOOO pesos moneda 
corriente. 

3» Oue consta asi mismo por confesión de So ubi ron, al 
absolver la 8» posición ;í f. 126, que no os ovado ijuc 
Ballestero se negase á entregarle los 07 fardos, cuyo barra- 
cajo forma la partida rechazada, puesto que absolviendo 
la posición citada no dice ya que hubiese negativa «le parte 
de Ballestero, sino que este quería entregar paja y no pas- 
to en las condiciones del contrato lo que cambia de espe- 
cie; y no lia producido Soubiron prueba bastante para 
acreditar el nuevo hecho alegado, y ni aun alega haber 
hecho reclamaciones por la mala calidad del pasto, todo 
lo cual es la justificación de la espresada partida, impor- 
tante 2010 pesos con sugecíon al articulo 8 o eu el final 
del céntralo de f. 36. 

4 o Uue tratándose en este juicio de actos pasados y con- 
sumadas con arreglo a" un contrato, sin que Soubiron se 
hubiese quejado siquiera de violación de aquel, debe pre- 
sumirse que el contrato fué* Belmente cumplido por la parte 
de Ballestero, y que por consecuencia los fardos estuvieron 
listos ó hechos dentro del plazo determinado por el con- 
trato, lauto mas, cuanto que Soubiron no ha producido 
prueba cu contrario y que absolviendo á f. 127 la po- 
sición que, sobre este punto contiene el escrito de f. 125 
dice, que Soubiron se negri á entregarle el pasto en las 
condiciones del contrato, queriendo entregarle pitja, lo que 
prueba que los fardos estaban listos, no pudiendo ni de- 
biendo darse importancia al nuevo hecho alegado acerca de 
la mala calidad del pasto, por no haber prueba que lo 
acredite, y por no estar espresado en la contestación a" la 
demanda, ni en el auto de prueba. 

5 ft Que por consiguiente de lo espuesto en el precedente 
euusi dorando, debe reconocerse que Ballestero lione perlec- 
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to derecho para cobrar los MÍN) pesos que carga por bar- 
raca] e do fardos recibidos después de vencidos los plazos 
del contrato, para io que este lo autoriza en el artículo 3 o 
ya citado. 

ti Oih la legitimidad de la partida de J0 12 posos por 
comisión de venta du pastas á Le/ama está justificada por 
Souliiron absolví en Jo la t* posición escrito tle f. 12r> 
Y consiilc raudo en segundo lugar respecto a las parti- 




l" Que los justificativos en ijiie se apoyan son los docu- 
mentos acompañados por Sonliiron, después de recibida la 
causa á prueba, los mismos que corren de t 9S a 102. 

2" y ue dichos documentos debieron presentarse en la 
contestación a la demanda como terminantemente lo dispo- 
ne el art, II de la Ley de procedimientos, salvo que los 
hubiere descubierto posteriormente. 

;l" One al acompañarlos el representante de So ubi ron nn 
manifestó que los habla descubierto después de contestada 
la demanda, á b> nial s*> agrega que. hay mas bien la 
presunción de que di c líos documentos se tuvieron en vista 
al contestarla, pues de lo contrario no se csplicaría de una 
manera natural el hecho de que al contestar la demanda se 
determinen ron exactitud matemática el peso de los lotí 
fardos de pasto y el tle los i."» fardos, ú que se refieren 
el documento def. 98 y ol papel de f. 90, y el sabio de 
la cuenta tle Art caga, que se encuentra en la cuenta de 
f. 102. 

A n yue a dichos documentos no puede darse completa 
fe en juicio mientras no sean pura y simplemente recono- 
cidos, no solo por el hecho de no haber sido presentados 
antes de la recepción ó prueba sino porque lo lian sido 
al espirar el término de prueba, cuando Ballestero no podia 
de ninguna manera, por falta de tiempo, justificar las cs- 
r opciones que tuviere á su respecto, á todo lo cual se 
agrega además que la cuenta de I, 2 présenla indicios 
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vehementes tic no haber contenido, al pasarle las dos últi- 
mas cantidades de ella, que al parecer están escritas por 
otra persona y con pluma y tinta diferente, hecho objetado 
por otra parte por Ballestero al absolver las posiciones de 
f. U% 

Por estos fundamentos fallo condenando a los Srcs. Luis 
de SoubiroD y C* á" pagar á l>. Miguel Ballestero, dentro 
del término de 10 días el impone de la cuenta de f. 6, 
con deduceinn de la partida á que se refiere el primer 
considerando de esta sentencia, y al pago de los intereses 
sobre dicha suma, desde la demanda, sujetándose ú la lasa 
que cobra el Banco, sin hacer lugar á la conlrademanda 
ded uc'nla por Soubiron y O á quien se salvan sus dere- 
chos para ejercitarlos en un nuevo juicio y sin especial 
condenación en costas.— Ilepúnganse los sellos. 

Manuel Zavaleta. 

A pela ila en relación esta sentencia por los demandados, 
y concedido el recurso se dicto el siguiente 

Fallo de la Suprema Corle. 

Buenos Aires, Julio i de 1810. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja ciento setenta y cinco vuelta, y 
satisfechas devuélvanse reponiéndose los sellos. 

Salvador M a C utn Francisco Bxlc.a- 
imi.— José B a míos Pazos.— Besito Cau- 
rasco. 
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causa . 



Don L. ZulraslU contra D. Leopoldo Arteaga, por cobro 
ejecutivo de pesos. 



Sumario. — No puede pedirse la citación tle remate en un 
juicio ejecutivo, suspendido en virtud de fallos ejecutoriados. 



Cuso. — En los autos ejecutivos seguidos ante el Juzgado 
de Sección do Santa-Fe\ por I). L Zulvaski contra I). Leo- 
poldo Aricaba por cubro de pesos se Jialiia HicuuLu pur ci Juez 
de Sección el siguiente 



Visto el certificado que adjimla esta parte, mandado espedir 
por el juez de Comercio de ta ciudad de Buenos Aires, y 
atestaciones <pic lo autentican; y considerando lo dispuesto 
por los artículos J T:*ll y I7 W del Código tle Comercio, leván- 
tese el embargo decretado sohre el vapor * Leopoldo », sus- 
pendiéndose los pro cedí mié utos ejecutivos en este asunto 
hasta <|tic, establecido deliuttivauiente el juicio sobre las res- 
ponsabilidades do !>. Leopoldo Arlela se vea claramente, se- 



[í osa rio, I ii liili re lt> de IK0O. 
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según lo dispuesto por el art. 12, inciso I" de la ley juris- 
diccional de 1 1 de Setiembre. Ilcpóuganse el sello. 

Ziuiria. 

Interpuesto recurso de apelación, la Suprema Corle modificó 
este auto en los términos siguientes 

Fallo de I« ffuprrnia Cort*. 

Ruenus Aires, Noviembre Kt tic íífi'.K 

Vistos, v considerando: que el Juez de Comercio que co- 
noce déla solicitud de moratorias que ha presentado Don Leo- 
poldo Arteaga, solamente ha mandado suspender los proce- 
dimientos en los juicios ejecutivos que contra él se siguen, 
de acuerdo con la disposición del artículo mil setecientos 
y noventa del GftiífcO de Comercio : que la suspensión no 
importa la revocación, y por consiguiente estando ya trabada 
el embargo del buque, debe conservarse basta que el juicio 
sobre las moratorias se resuelva favorablemente al ejecutado; por 
estos fu mi amentos, se revoca el auto apelado, en cuanto 
manila alzar el embargo del vapor * Leopoldo >• y satisfechas 
las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

I*'ii\:«:]>rn dé las Cahukh as.— Sal- 
va non M. BEL ('a un »..— I'n así- 
cisco Delíiaoo. — J»sf: líviuios 
Pazos. — Hesito Camiasc». 

Devueltos los autos al Juzgado de Sección, Zulvaski pidió 
se citara de remate á Arteaga. 

Hijo : que por oí tallo de la Suprema Corle estaba obligada 
la contraparte al pa»o inmediato de la cantidad demandada; 
que por el auto del Juez de Comercio de Uuenos Aires no 
se liabian suspendido las ejecuciones enumeradas en el art 
I7i¿ del Código de Comercio; que su crédito procede de 
Aclámenlo, lo que le daba el privilegio de la no suspensión 
por las moratorias pedidas por la contraparte, con arreglo al 
art. HM» del mismo Código. 
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Fallo ilfl Juez Srretanal . 

Rasarlo, Mayo 13 de 1870. 

Autos y vistos, y considerando :— l" Que la Sn^rrma Corlo 
de Justicia Nacional, ha confirmado el auto de este Juzgado 

causa, 4 hasta que establecido definilivamente el juicio sobre 
las responsabilidades ile I). Leopoldo Artc;iga, se vea clara- 
mente sí puede ser seguida ¡por d Juzgado federal, ó ha de 
ser atraído al lucro que corresponde según lo dispuesto por 
el arl. 12. inciso i° de la ley jurisdiccional de 14 de Setiem- 
bre, b 2" Que en lo relativo al embargo del vapor a Leopoldo» 
quedó convenido cutre las partes, según consta de autos, 
que se sustituyese al re lo rulo embarco, ta garantía del Flanco 
de Londres y Rio do la Plata, que se constituyó responsable 
á las resultas del juicio, Y considerando por último, que 
mientras por fallos ejecutoriados está suspendido lodo proce- 
dimiento en el juicio ejecutivo que se inició ante este Juzgado 
Federal, es de todo putilo improcedente la petición quehaec 
la parte de Zulvaskv; no lia lugar, con costas, á lo pedido, 
y estése á lo resuello por la Suprema Corte en su referido 
fallo. Zttríri't. 

Apelada esta sentencia por Zulvaski y concedido el recurso 
en relación, se dictó el siguiente 

rallo de la Suprema Corte. 

Hítenos Aires, Juliu 12 de 1870. 
Vistos: por sns fundamentos se confirma cou costas el auto 
apelado de foja ciento veinte y seis, y satisfechas, devuél- 
vanse, reponiéndose los sellos. 

Delgado.— José Baríios Pazos. 
— Bbmto Camusco. 



FALLOS DE LA SUNIEMA COfíTB 



Criminal ¡ contra Benjamín Aginar y Pedro (Mena 
por delitos tic rebebion y homicidio. 



Sumario. — El t¡cfe que se halle al frente de una par- 
tida que fusila sin derecho ú un hombre es responsable de 

Caso. — Cuando los rebeldes encabezados por Juan de Dios 
Vidria entraron en la ciudad de San Juan en Junio de IK(Í7, 
sacaron (le la cárcel, adonde estaba preso, a 1 José llenjaiuiu 
Aguiar, y le dieron el mando de la partida de policía, en 
cuyo carácter sirvid al ^ohierno rebelde, siendo ejecutor de 
las violencias que este cometió. 

Una de estas fué el asesinato alevoso cometido en la per- 
sona de D. Abraham Laclar, fusilado en Angaeo, por los sol- 
dados que mandaba Aguiar. 

Reducidos á prisión en el mes de Mayo de 18W el referido 
Aguiar y uno de sus asistentes Pedro Ortega con otro sol- 
dado llamado disanto Romero, fueron acusados por el pro- 
curador liscal ante el juzgado nacional de San Juan por los 
delitos dft rebelión y homicidio. 



los acusados, se dictó el siguiente 




y las defensas de 
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Fallo del Juea Seccional. 

San Juan, Marzo \ do 1870. 

Vista osla causa criminal contra José Benjamín Aguiar, 
Pedro Ortega y Crisanto Romero, por delito de rebelión y 
de muerte dada á D. Abralian Laciar, con lo cspueslo y pe- 
dido por el Procurador Fiscal, alegado y probado por los 
defensores de los procesados. 

Y considerando por su mérito : 1* Que por las declara- 
ciones de los testigos del sumario, corrientes desde f. 10 
hasta 25 y desde f. 28 vta. hasta t 37, están plena y jurídica- 
mente acreditados los hechos siguientes : 

Que el reo Aguiar sirviendo el empleo de Comandante 
de la Partida de Plaza en esta Ciudad, en el mes de Marzo 
del año 18G7, durante la época que dominaron los rebeldes 
contra la Nación, encabezados por Juan de Dios Videla, se 
dirigió al Departamento de Cauceta acompañado de Pedro 
Ortega, que le servia de asistente y demás en el mismo 
carácter, armados de tercerola, reuniéndose en el camino á 
un piquete de 25 a 30 hombres, que perteneciendo á la gente 
de Caucetc, se dirigid al misino punto desde ta Ciudad, donde 
habia estado sirviendo de escolta al Gobierno rebelde de D. 
José Bernardo Molina. Que llegado á Cauccle por ta larde 
y después de entrado el sol, invitando á algunos oficiales 
de dicho piquete, y sin conocimiento del Comandante del 
lugar, D. Fcrnaudo Correa, se dirigió Aguiar acompañado de 
estos, el piquete dicho y los asistentes, á la finca de los 
SS. Moreno, anunciándoles que iba á buscar armas y hom- 
bres ocultos, y no habiéndolos encontrado, á la cabeza siem- 
pre del piquete y con igual propósito se dirigió á la linca 
de D. Ballazar Sánchez en ci Departamento de Angaco, á 
donde llegó en altas horas de la noche, haciendo rodear la 
casa con la gcute, y penetrando en ella coa el resto de la 
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fuerza á sus órdenes. Que luego de entrar á las piezas, y 
después de preguntar por el dueño de una cama, al pare- 
cer recientemente desocupada, contestándole tos que allí 
vivían que era de un huésped, los soldados que rodeaban la 
linca le presen! arou á su jefe al tinado Abrahan Lacia r que 
había sido aprehendido al saltar un cerco por los fondos 
de la casa, recibiendo además una herida grave de lanza, 
hecha por uno de los aprensores. Que íí¿ continenti. Aguiar 
ordenó atar á Laciar con los brazos para atrás, sin permi- 
tir que se llamase á un vecino que éste solicitó, ni que 
aceptara un poncho que se 1c ofreció; fué" conduciilo á la 
calle por órden del Jefe Aguiar, y á pocos pasos de su litira 
se cometió el hecho de su muerte, ejecutada a tiro de bala, 
con 4 descargas, después de hacerlo hincar al finado Las- 
ciar, y de permitirle por uno de tos presentes que escri- 
biera algunas palabras á su madre, sobre un dinero que tenia 
oculto en su casa habitación de esta Ciudad. 

2 y Que aunque el procesado niega estos hechos, soste- 
niendo que él fué con la partida, simplemente á buscar ar- 
mas á la (inca de Sánchez, atribuyendo la órden y ejecu- 
ción de la muerte de l.aciar al Comandante de Caucete I). 
Fernando Correa, no tiene valor alguno legal esta esposi- 
cion, dc&de que ni en el sumario ni en el tiempo compéleme 
de la causa hay un solo testigo ni el mas pequeño indicio 
de verdad, resultando por el contrario, que la misma órden 
li miada por U. José Manuel Arias de f. 12í> que ha pre- 
sentado el reo Aguiar en su defensa confirma el hecho que 
resulta plenamente acreditado en el sumario, añadiéndose 
lo declarado por 1). Fernando Correa, que dice haberle 
reprobado su proceder cuando al siguiente dia del suceso, 
Aguiar hacia alarde de haber aprovechado el tiempo, refi- 
riéndose á Ta noche anterior, y recibiendo de este por úni- 
ca contestación, que estaba bien garantido con la órden que 
había recibido. 

3° Que aun suponiendo cierta la relación que del suceso 
hace el procesado, el hecho de recabar del titulado Jefe 




DE JUSTICIA NACIONAL 

ilc Policía Arias una drdcn terminante para dar muerte á 
Laciar, como lo afirma, no tiene esplicacion alguna que 
pueda favorecerlo, sirviendo por el contrario para agravar en 
sumo ^rado su conducta, pues con ese acto se constituía 
un ejecutor oficioso del crimen que se proyectaba, presenlá n- 
íido de una orden que él solicito sin duda 
acerinas difícil, sino imposible la salvación de la victima. 
•I" Que constando de autos, haber sido Aguiar el Jefe de 
la partida que invadid la finca de Sanclicz, y el que ordenó 
atará Lasciar y cacarlo á la calle donde fue 1 muerto, no pue- 
de salvar su responsabilidad el hecho de no haber oído los 
testigos, que diera cspresamenle la orden de malar á aquel, 
por cuanto esta circunstancia, dados los hechos que prece- 
dieron y siguieron a la muerte solo es un simple accidente 
que en nada desvirtúa su criminalidad, siendo por el contra- 
rio, csplicable el que Aguiar al perpetrar el asesinato guar- 
daba todas las precauciones posibles para ocultar sus inten- 
ciones, quedando por lo tanto subsistente su responsabilidad 
como reo de asesinato alevoso. 

5 o Que aun suponiendo el hecho de no haber tenido Aguiar 
participación directa en la muerte de Laciar, hablándose co- 
metido por este el delito de fuerza con armas en la inva- 
sión á la linca, y resultando de ella la muerte de un individuo, 
está comprendido en la pena que señala la ley 8, tít. 10, 
Pan, 7 a , 

G° Que respecto del procesado Pedro Ortega, confesando 
haber acompañado á Aguiar en la clase de asistente y arma- 
do de tercerula ó arma de fuego, que también llevaban sus 
dos ó tres compañeros que salieron con Aguiar desde esta 
Ciudad, y resultando del sumario que los demás de la par- 
es de presumir, aunque no consta 
que Ortega fue* uno de los tiradores que hicieron 
fuego sobre Laciar, liacidndosc mas fuerte esta presunción 
con las diferentes contradicciones en que ha incurrido al 
declarar ante el Juzgado; pero no estando plenamente probado 
este hecho, y teniendo en cuenta además, que su ínfima coa- 




25G FALLOS DE LA SUPREMA COUTE 



* «lición de asistente, le eximirla en Lodo caso de la mayor 
pena de la ley, siendo siempre responsable del delito de re- 
belión que cometió sirviendo al lado de Aguiar, sin alegar 
escusa alguna. 

7" Que con relación á Crisanto Romero, consta por la 
prueba rendida por su delensor, que siempre ha pertenecido 
y servido á las autoridades legales de la Provincia, y de 
la Nación, y ijue tomado por los rebeldes se desertó dos 
veces de sus lilas, cuyos bechfs demuestran en el proce- 
sado su falla de voluntad en prestar los servicios que estos 
1c exigieran. Que también aparece del sumario haber igno- 
rado Homero el objeto que los conduela á la finca de San-' 
che?., siendo el único que trató de o¡wierse aunque sin rxito, 
á que se ejecutara la muerte de Lanar, pudiemlo darse por 
compurgada legalmente su pequeña responsabilidad en no 
oponer una fuerte resistencia para impedir el hecho, con la 
prisión que ha sufrido basta el presente. 

Omitiendo otras consideraciones. Fallo definitivamente juz- 
gando, y dt-claro: que el procesado José lieiijamin Aginar 
es reo responsable de los delitos de rebelión de fuerza con 
armas y de asesínalo alevoso perpetrado en la persona do 
I). Abra han Laciar. Pedro Ortega, de rebelión, en clase de 
mero ejecutor y Crisanto Romero de complicidad leve en el 
delito de fuerza ; y de conlormidad á las leyes, 2, lít, 31, L. 
¿2 N. It„ concordantes de la 10, tit. 2:1 y 10, til. 21», L. 
8, K. C. ta ley 8, til, 10, Parí. 7\ y del art. 18 de la ley 
penal de 14 de Setiembre de lWí.'í, condenó al procesado Josd 
benjamín Aguiar á la pena ordinaria de muerte, en la forma, 
di a y lugar que designe el Poder Ejecutivo de la Nación ; á 
Pedro Ortega, á -i ii/joí fie servicio mili tur en las Fronteras, 
| declarándose compurgaila la pena que corresponde á di- 
santo Romero, que será puesto en libertad, con las respon- 
sabilidades civiles del caso y cargo de costos de mancomun 
el in soliduin á los dos primeros. Hágase saber original y 
repónganse los sellos. 



Katanael Morcillo, 
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Ajelada esta semencia por los reos Aguiar y Ortega, su 
deiensor pidió* se absolviera á lus dos del crimen de ase- 
sinato, se diera por computada la complicidad leve de Aguiar 
en ese delito y en la rebelión poi la larga prisión sufrida, 
se declarara inocente de los dos delitos á Pedro Ortega y 
se pusiera inmediatamente á los dos en libertad. 

Hespeeto á Aguiar dijo; que el cargo que 6\ ejerció le 
fui- impuesto por los rebeldes que dominaban la Provincia ; 
que la prueba de haber sido violentado era la renuncia que 
¿I presentó varias veces; que es incierto el grado de |iar- 
ticipaeion de Aguiar en la muerte de Laciar. que los tes- 
tigos que declaran liaber él dado la orden de fusilarle no 
eran atendibles; que este crimen debía atribuirse al gobierno 
rebelde y que no se prueba contra Aguiar sino una com- 
plicidad leve en su ejecución. 

Respecto á Ortega dijo; que ia única prueba de haber 0*1 
formado parle de la partida mandada por Aguiar consistía 
en su misma declaración la que debía ser indivisible; que 
el fundamento de la sentencia dictada contra e*l estaba ba- 
sado en una mera inducción que no puede bastar para ha- 
cer prueba. 

El Sr. procurador general, evacuando ta vista conferida 
pidió se confirmara la sentencia. 

Dijo que estaba probado que Aguiar era reo de rebelión 
en la categoría de jefe subalterno y que había mandado fu- 
silar por sus soldados á Abrahan Laciar, sin forma alguna 
de juicio, en ejecución de nna urden de un empleado que 
no podia tener poder sobre la vida de nadie y movido ade- 
más por espíritu de ódio particular y de venganza ; que 
respecto á Ortega era también justa ta sentencia apelada por 
no haber ninguna constancia en autos de que sirviera el 
gobierno rebelde contra su voluntad. 



T. IX, 
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Fttllc d© Itk ffitpr^tusi Corte 

Buenos Aires, Julio 12 de 1870. 

Vistos: de conformidad con lo espueslo y pedido por el 
señor Procurador General y por los fundamentos de la sen- 
tencia apelada de foja descierna, se confirma con costas, 
y pase la causa al Poder Ejecutivo con el correspondió me 
oficio. 

Salvador fe del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos — 



CAVIA 



D. José Jacob contra D. Vicente Oro por ci 
miento de un contrato de minas. 



Sumario. — i 9 Loa contratos de aviación de minas están 
sujetos á las leyes generales sobre interpretación de los con- 
tratos, en la parte en que la ordenanza de Minería no ha 
establecido reglas particulares. 

2 o Los hechos de los contratantes subsiguientes al con- 
trato son muy atendibles en derecho para determinar la in- 
tención de ellos al tiempo de celebrarlos. 
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3» No habiendo liabiiio empleo <lc \iolcncia no puede de- 
cirse que baya habido despojo ni pedirse indemnización por 
ello. 

Caso. — U. Vicente C. de Oro y ü. José Jacob, condominos 
de la mina el < Pique 1 en Gualilan con 12 barras cada uno, 
celebraron en Octubre del año de 18í>5 ci siguiente contrato 
verbal de sociedad. 

1). Vítente C. de Oro se obligó á suministrar los recursos 
necesarios al avio de la mina. El reembolso del capital se 
efectuarla con los primeros productos de la mina, dividiéndose 
los subsiguientes por mitad entre los condominos. 

Este convenio lué reducido ú contrato escrito en 2 de Enero 
de i 869. 

Jacob tuvo la administración de la mina en clase de minero 
basta el mes de Octubre de IN6Ü, en que Oro, quien babia 
vendido precedentemente la mitad de su propiedad á D. San- 
tiago Pérez, se presentó ante el diputado de minas acompa- 
ñado del apoderado de Pcrez pidiendo el nombramiento de 
socio de temporada. 

En este juicio Jacob desconoció ta personería de Pérez y 
su apoderado, por no haber sido notificado de la venta hecha 
por Oro y protestó contra el nombramiento de bocio de km- 
parada, por el contrato de sociedad que tenia celebrado con 
el mismo Oro. 

No obstante esta oposición *c hizo el nombramiento por 
Oro en la persona del mismo Pérez, quien se puso en pose- 
sión de la mina en clase de administrador, retirándose de ella 
Jacob. 

Jacob demandó á Oro ante el Juez de Sección de San Juan 
por falta de cumplimiento del contrato, rendición de cuentas 
desde el dia de su salida de la mina y reparación de dimos y 
perjuicios por haber sido despojado de su administración. 

Corrido traslado contestó Oro que en el contrato no se ha- 
blaba de administración ; que por deferencia había ¿I permi- 
tido que hasta entonces administrara Jacob ; que hallándose 
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en desacuerdo hahia pedido conforme;* las ordenanzas el nom- 
bramiento de socio de temporada. Interpuso además recon- 
vención por los alimentos dados á la familia de Jacob por i 
años estimándolos en l k 2(H> pesos inertes á razón ile % 
pesos pur mes y por la rendición de cuentas de su adminis- 
tra c i e-n. 

('.uniendo traslado de la reconvención contestó Jacob que 
el socio despojante no podia pedir cuentas al despojado, máxime 
habiéndosele quitado á este lodo el archivo ; 4110 la única 
persona de su familia era su señora quien bahía sitio por sus 
eonmuinienlits y acliwdad el inejur ir rite de la faena eu la 
administración de la mina ; que ya que su socio babia co- 
brado los alimentos de ella, él también le cobraba por sueldo 
de la misma la suma de .'iO pesos mensuales. 



Fallo üel Jurz Seccional. 

Sai) Juan, Marzo 18 de i 810. 

Vistos estos autos entre 1>. José Jacob y H. Vicente Celes- 
tino de Oí», demanda el primero al segundo el cumplimiento 
de un contrato de avío y sociedad para la csplolacion de la 
mina « Kl Pique » en el mineral de (lualilan, rendición de 
cuenta y salislaeciun de daños \ perjuicios, con lo alegado 
por las partes, do lo que resulta lo siguiente : 

i» I). José Jacob y 1>. Vicente C. de Oro, dueños de la 
mina « el Pique con l fc 2 barras cada uno, celebraron un 
contrato verbal de sociedad en Octubre del año 1KU8, para ta 
explotación y beneficio de la mina, siendo ratilicado por el 
escriturado que corre ú f. 1* y que lir marón en dos de Enero 
del año siguiente. 

2* Kn virtud de este conlraío\ í). Vicente C. de Oro, re- 
presentando las doce barras que posee en nombre de D. Ma- 
nuel José Zavalla, se obliga por el art. i» del contrato de 
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proveer de los recursos necesarios á los trabajos, que con- 
duzcan al progreso y pronta conclusión de desaguar y desaterrar 
dicha mina, de cuya administración se liace cargo D. José 
Jacob en clase de minero, estipulando ta manera de reembol- 
sar los gaslos hechos por el aviador Oro y el minero Jacob, 
una vez que la mina osló en producios. 

3* En esle estado D< Vicenle C. de Oro vende á D. San- 
tiago Pérez, seis barras de las doce que lema en la mina, y 
con fecha 2(1 de Oiluhre drl mismo año 6í>, se presentó anle 
el Diputado de Minas D, Josú Gnduy acompañado de 1). Ramón 
(ion/alez con una carta poder de Pérez para que lo represente 
en él juicio, y pide el nomhramienlo de socio (le tentjwrada. 
En esie juicio Jacob dcsconorc la personería de González y 
la de su poderdante, por no habérsete notificado la venta de 
las seis barras para hacer uso del derecho de relraerlas, y 
protesta del nombramiento de socio de temporada por tener 
un contrato de sociedad con Oro ; á pesar de esto, se hace 
el nomhramienlo por González y Oro en la persona de Pérez 
y sin que el Diputado de Minas tome resolución alguna ni 
ordene el desalojo de Jacob, se presenta Pérez en clase de 
Atlittinisfrtubr, y se pone en posesión de la mina haciendo 
salir ú Jacob que la administraba. 

I o Jacob viéndose despojado y privado de los recursos para 
administrar la mina, se presenta entablando demanda contra 
ítro por falla de cumplimiento del contrato, rendición de 
cuentas desde el día ü> la salida de la mina y reparación de 
daños y perjuicios. Oro contesta : que en el contratoque se in- 
voca, nada se prevee respecto de la administración de la mina, 
y queda esle punto para ser rejido por las ordenanzas ; que 
por deferencia lia consentido en que hasta ahora haya ad- 
ministrado Jacob la mina, pero que hallándose en desacuerdo 
en la manera de proceder de Jacob, que no hace producir 
aquella, haciendo gastos ingenies sin provecho, pidió conforme 
á las ordenanzas el nombramiento de socio de temporada. 

Interpone reconvención por los alimentos dados á la familia 
de Jacob, estimándolos en 25 pesos mensuales y ascendiendo 
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a la suma de 1200 posos. Jacob contesta á este panto, que 
como administrador debió vivir en la mina y de la mina, que 
lo hacia de una manera humilde, y que su señora, única per- 
sona de su familia, era por sus conocimientos y servicios 
en la administración nno de sus mejores agentes, que debía 
gozar un sueldo, y desde que se le cobraban sus alimentos, 
él pedia el pago de un sueldo de 30 pesos por sus servicios. 

Resultando pues, de los hechos alegados y consentidos por 
las parles, que la presente cuestión se reduce á determinar 
los derechos de las partes en virtud del contrato de f. 1* y 
de las ordenanzas ile minas. 

Y considerando : i° Que el arl. I o del contrato espresa ter- 
minantemente la obligación de Oro de habilitar en recursos 
los trabajos de la mina que tienen en sociedad. 

2 o Que si b' en na< ^ a se establece sobre el que debe ad- 
ministrarla, por lo que de él se deduce, resulta que Jacob era 
el administrador, por cuanto en él no se estipula ningún 
premio á favor de Oro por el adelanto de fondos, lo que prueba 
que se compensaba este servicio con el personal de adminis- 
tración prestada por Jacob, condueño y socio de la mina, y 
■demás, por mutuo acuerdo, Jacob se hizo cargo de la admi- 
nistración desde hace 4 años, según lo confiesa Oro. 

3° Que en este caso, y siendo indefinida la administración 
de Jacob, por cuanto no se ha determinado plazu alguno en 
el contrato escriturado ni verbal mente, una vez que existe 
desacuerdo entre los socios y condueños de la mina, pueden 
estos dictar las providencias necesarias, para el avio, admi- 
nistración y servicio do tas minas de acuerdo con lo dispuesto 
por los arls. 5 o y 0" del lít. 11 de la ordenanza de -ninas, 
que determinan la forma en que ba de dictarse dichas pro- 
videncias. 

4° Que la reunión habida ante el Diputado de Minas á 
solicitud de Oro, para el nombramiento de un socio de lem- 
ponda, no tiene valor alguno legal: — í° porque la votación 
fué de dos consocio* que representaban solo la acción de Oro, 
• cuya mitad vendió á Pérez sin prévio aviso a Jacob. — Porque 
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á mérito de la protesta de Jacob, el Diputado debió llamarlos 
á un acuerdo, y en caso contrario remitirlos á ventilar sus 
derechos ante los tribunales, suspendiendo la elección. —3 o 
Porque hecha esta debió dictar las medidas necesarias respecto 
de la administración de la mina — A° porque el nombramiento 
de socio de temporada no espresa el objeto que debe deter- 
minarse con claridad si la temporada es para la administración, 
el avío, la dirección, ó esplotacion, espresándose los puntos 
de desacuerdo de tos socios y lo proveído, nada de lo que 
ha tenido lugar en este caso. 

5° Que siendo nulo lo obrado ante el Diputado, no ha po- 
dido Oro despojar á Jacob de la administración, como lo hizo, 
sin la intervención del Diputado, no pudiendo hacerlo tampocu 
de su sola cuenta, aun en el caso de que hubiera sido legí- 
tima la elección del socio Pérez pues por el convenio entre 
Oro y Jacob, este tenia derecho á seguir administrando hasta 
que por mutuo consentimiento ó mandato judicial se dispu- 
siere lo contrarío. 

0° Que en este concepto, es ilegítimo el procedimiento de 
Oro, y tiene que responder al perjuicio causado á Jacob por 
el desalojo de la mina, y omitiendo otras consideraciones. 

Fallo definitivamente juzgando de conformidad á los artí- 
culos quinto t sesto y décimo, título once de las ordenanzas de 
minas, y declaro: I o que el socio D. José Jacob debe ser 
inmediatamente repuesto en la posesión y administración de 
la mina «el Pique i basta que por solicitud de alguno de 
ellos se disponga lo contrario por votación ante el Diputado 
de Minas de acuerdo con los artículos 5* y tí" ya citados. — 2" 
Que D. Vicente C. de Oro debe rendir cuenta á Jacob de la 
administración de la mina desde el dia en que saltó de ella 
hasta el de su reposición, abonándole por vía de daños y 
perjuicios la suma de 40 ¡¡esos manuales en que se estima por 
lodo este tiempo. — 3* Con relación al incidente sobre inter- 
ventor, se declara que, de conformidad al art. 23 del tít. 3° 
de las ordenanzas y por las razones espuestas por Jacob, 
puede este nombrar un interventor á su satisfacción mientras 
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no Jo administre, revocándose el auto de fecha 12 de Febrero 
de f. 30. I^acsc por Oro las costas de esle juicio ; avísese 
esta resolución al Diputado de Minas en oportunidad y ropón* 
íjause los sellas. 

Ndtanacl Morcillo. 

Apeló Oro d¿ esta sentencia y concedido el recurso libre- 
mente, espresaudo agravios, pidió se revocara el auto api-lado, 
declarándose no haber lujjar ú la reposición en la adminis- 
tración de Jacoh, ser válido y subsistente et numbramiento de 
Pérez, y estar Jacoh obligado á lo pedido en la contrademauda 
con espresa condenación en costas. 

Dijo; que no se habia bccíio ninguna estipulación solire 
la administración de la mina, lo pe quedaba rejído por las 
disposiciones de las ordenanzas; «pie eran inconducentes las 
analogías basadas en la legislación mercantil tratándose de 
un asunto de minas; ijüc Oro celebró el contrato en cuestión 
para evitar «pie Jacob fuera á buscar aviadores esirafios ; que 
nada hay que pruebe el despojo constando por el contrario que 
el nombramiento de IVrez se hizo ante el Diputado de Minas ; 
que la obligación que se le impone de rendir cuenta de una 
administración que no tiene es el colmo de la injusticia; que 
mi consta en autos ni el daño sufrido por Jacob, ni que este 
haya procedido de colpa de Oro. 

Conferido traslado con les tú Jacob pidiendo la continuación 
con costas de la sentencia apelada. 

Dijo; que Oro y él estaban obligados á poner igual capital 
para la csplotacion de la mina común ; que siendo pobre 
propuso él á Oro que pusiera él el capital, á condición de 
ser descontado en las primeras utilidades sin interés alguno 
y que él lucra el administrador sin remuneración alguna ; que 
esta fué la base de su contrato de sociedad, el cual, á no ser 
asi, no tendría esplicacion ; que el nombramiento de l»erez 
es nulo, porque la venta hecha á él debía serle notificada, 
teniendo él el derecho de comprar pur el mismo precio. 
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Fallo de In Suprema Corle. 

Buenos Aires, Julio 13 iJc 1810. 

Vistos, Considerando : Primero, que las únicas cuestiones 
que se hallan en estado de resolución sun ; á quién corres- 
ponde la administración de la mina, según el contrato de Toja 
primen, y si Jacob lia sido ú no despojado de dicha admi- 
nistración debiéndole por ello indemnización; porque en lo 
relativo á la venta de las seis barras á I). Santiago Pérez y si 
este tiene ó no voto en tos casos en que debe concurrir la 
mayoría de los socios, no puede decidirse sin que antes se 
justifiquen los hechos cu que se Tundan, y sobre los cuales 
no están conformes las parles: Segundo, considerando, que 
aun cuando el de foja primera es un contrato de aviación de 
mina entre condóminos de ella, y que se halla por esto rejido 
por las ordenanzas de Minería, no por eso dejan de ser apli- 
cables las leyes generales sobre interpretación de los con- 
tratos, en la parle que dichas ordenanzas no han establecido 
una regla particular : Tercero, que por el artículo doscientos 
noventa y siete del Código de Comercio debe estarse al uso 
y la práctica cuando se hubiera omitido en el contrato alguna 
cláusula esencial, como sucede en el presente caso respecto 
á ta administración y término de su duración, siendo ta prác- 
tica y la ley en materia de minas el proceder con arreglo á 
las ordenanzas, sugetándosc al título once de ellas en cuanto 
á la administración : Cuarto, que estando á las reglas comu- 
nes de interpretación de los contratos, es muy atendible en 
derecho los hechos de lus contratantes subsiguientes al con- 
trato para determinar su intención al tiempo de celebrarlo, 
y los que han tenido lugar respecto del de fuja primera son 
que Jacob tenia la administración de la mina y que cuatro 
años después redujeron á escritura el convenio verbal porque 
se habían rejido hasta entonces, y continuaron hasta la de- 
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•avenencia del mismo modo: Quinto, que aun cuando Jacob 
fué privado de la adminislracion que tenia en virtud del modo 
como loa contratantes entendían el contrato, no puede decirse 
que fuera despojado» porque para que se considere con los 
derechos i ser indemnizado por ello, debe haber violencia, 
lejos de alegarse, consta que Oro ocurrid á la autoridad para 
que separase á Jacob de la administración: Seato, que no 
pudo aplicarse en este caso el proceder que establece el titulo 
citado de la* ordenanzas de Minería, sin que primero se ven- 
tilase y resolviese si lo* socio* eran solo dos como aparece 
en el contrato d tres como se dice en la acta de Toja cuarenta 
y seis, resolución necesaria desde que uno de los socios ne- 
gaba que el tercero que aparecía tuviera ese carácter y fuese 
por lo tanto capaz de imponerle obligaciones. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja cuarenta y nueve se confirma en cuanto manda 
reponer á Jacob en la adminislracion que tenia antes de la 
citada acta de foja cuarenta y seis, con declaración que el 
socio Oro tiene derecho a* nombrar interventor con arreglo al 
articulo veintiuno del titulo tercero de las ordenanzas de Mi- 
nería, en la misma forma que se le acuerda i Jacob, mientras 
no se le entrega la adminislracion de la mina ; debiendo man- 
tener esta adminislracion hasta que no se resuelva quienes 
son los que deban concurrir al nombramiento de socio de 
temporada con arreglo á los artículos cinco y seis, título once 
de las ordenanzas, y se revoca eu lo demás por cuanto no ha 
habido verdadero despojo ni se han probado perjuicios, ni 
tampoco aparece temeridad en ninguno de los litigantes, y 
•atisfcehas las costas de esta Instancia y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Salvador M. mi Carril, — Fr as- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Benito Carrasco. 
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Don Estanislao de la Beta contra D. Vicente Sánchez, 
sobre excepciones de incompetencia y litis pendencia. 



Sumario. — Después de los nueve días de la notificación de 
la demanda no pueden oponerse excepciones dilatorias. 



Caso. — Don Estanislao de la Reta demando* ante el Juez 
Federa! de la Sección de Mendoza á D. Vicente Sánchez, por 
cumplimiento de contrato. 

Muchos dias después de conferido el traslado y acusada ya 
la rebeldía. D. Mauricio Cavallier en representación de Sán- 
chez, pidió sin evacuarlo dos meses de próroga para traer 
algunos documentos de Chile. 

El Juez no hizo lugar y mandó su contestara la demanda 
en el término de 24 horas. Dentro de estos opuso Cavallier 
las excepciones de incompetencia y lilis pendencia. 

Corrido traslado pidió de la Reta no se hiciera lugar al 
articulo; dijo que había vencido con exceso el término de 
9 dias establecido por la ley de procedimientos art. 75 para 
la oposición de las excepciones dilatorias. 
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tallo del Juei ftereion»!. 

Mendoza, Abril 8 ile 1870, 

Y vistos: Consta de autos <juc el 8 de Marzo último fue* 
notificada la demanda a D. Vicente Sánchez, el 2i del mismo, 
% Mauricio Cavallier se hace parte y recién el 5 de Abril 
sale este oponiendo ta excepción de incompetencia de furis- 
ilicrion y litis penúenciú. 

Como el articulo 72 de la ley de procedimientos dice; 
< que dentro de los O «lias subsiguientes al de la notilicacion 
de la demanda podrá el demandado proponer las excepciones 
dichas » siendo pasado el término con exceso, las referidas 
excepciones no tienen ya lugar en consecuencia del articulo 
citado 

En su virtud rija el decreto de 31 de Marzo, con costas 
del articulo al opositor. 

Pahua, 

Apelada esta sentencia y concedido el recurso en relación, 
se dictó el siguiente 

F*llf> de I» Suprema Corte. 

Rueños Aires, Julio 16 de 1870. 

Vistos: por sus fundamentos se conlirma con costas el 
auto apelado de foja veinte y cinco vuelta, y satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvado» M* del Cáhuil. — Francisco 
Délg.umv. — Josí: Barbos Pazos. — 
Besito Carrasco. — Marcelino 
L'garte. 
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tos Sres. Rubio tj Folty contra los Sres. Molina y C», 
sobre imlvmmzacion Je un cargamento áe cal. 



Sumario. — i° Los daños causados por choques y abordajes 
deben ser avaluados por árbilros arbilradores quienes han de 
determinar cual de los buques ha sido el caúsame de ellos. 

2° No puede permitirse que sean juzgadas por jurisdiccio- 
nes distintas la causa en que se trata de los daños de un 
buque y la en que se trata de los daños de su carga ocasio- 
nados unos y otros por un mismo choque. 



Cuso. — El buque « María » con 525 fanegas de cal, remol- 
cado por el vapor «Aguila» y navegando en dirección al 
puerto de Buenos Aires, chocó con un ancla del vapor « Ro- 
sario d fondeado frente á San Fernando, ocasionándose con 
dicho choque la pérdida del buque y de su cargamento. 

Rubio y Folcy propietarios del cargamento demandaron ante 
el Juez de esta Sección á Molina y O propietarios del vapor 
t Rosario i por el importe del cargamento en 2,475 jf m/c M 
sus intereses y costas. Dijeron que el ancla del c Rosario » 
no tenia boya y que por consiguiente los demandados eran 
responsables de las pedidas ocasionada». 
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Corrido traslado, contestaron los demandados que el ancla 
tenía su boya, la que solo se había enredado en la cadena á 
causa de una fuerte correntada de la noche anterior; que los 
capitanes del vapor remolcante y remolcado habían sido opor- 
tunamente avisados de la presencia del ancla y era debido á 
su impericia el choque y la pérdida del buque < María ». 

Convocadas por tres veces inútilmente las partes á juicio 
verbal, la de Molina y O manifestó que se seguía un juicio 
arbitral ante D. Antonio Dodcro sobre el choque y pérdida 
del buque. 

Con estes antecedentes se dictó el siguiente 

Fallo del Jun 8*«I«mI. 

Buenos Aires, Junio 10 de 1870. 

Por lo que resulta de la precedente diligencia, y habiendo 
manifestado el actuario, que la causa i que se reitere el re- 
presentante de Molina se halla en poder de D. Antonio Do- 
dero para resolver cual de los dos buques ha sido el causante 
de las averias ; y considerando, que según el arl. 1428 del 
Código de Comercio el daño que sobrevenga al cargamento 
en virtud de choques ó abordajes debe ser reparado por el 
capitán y buque que lo hubiere causado. Que según el art. 
1429 del mismo Código todos los daños causados por choques 
y abordajes, deben sea avaluados por árbitros arbitradores, que 
deberán determinar cual de los buques ha sido el causante de 
los daños. Que por consecuencia de lo espuesto en los pre- 
cedentes considerandos, la presente cuestión debe ser resuelta 
por el mismo arbitro Dodero, que entiende de las cuestiones 
suscitadas entre los propietarios de los buques y con motivo 
de las averias sufridas Unto mas cuanto que según el art. 
1427, tratándose del cargamento todo abordaje se presume 
fortuito mientras no se pruebe impericia, ó negligencia del 
capitán, ó de la tripulación; impericia ó negligencia de que 
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debe conocerse por peritos arbilradores. Que admitir la di- 
visión de causa ya se trate del daño sobrevenido al buque, 
ya se trate del daño sobrevenido á la carga, es esponerse á 
que recaigan dos resoluciones contrarias en el fondo del mis- 
ino negocio; puesto que en uno de los juicios podría de- 
clararse que el choque habría provenido de culpa de uno de 
los buques, mientras en el otro juicio, que la culpa era i 
cargo del otro buque. Que por otra parte siguiéndose dos 
juicios separadamente, hay el peligro de que absuelto el de- 
mandado en este tendría el demandante que dirigir su acción 
contra el capitán, ó propietarios del otro buque, y ha; con- 
veniencia en evitar la duplicación de juicios sometiendo i una 
misma resolución todas las diferiencias entre los cargadores 
y capitanes de buques respectivos. 

Por estos fundamentos se declara : que U presente cuestión 
es de arbitramiento forzoso y debe resolverse por árbitro nom- 
brado para resolver cual de los dos buques i María té • Ro- 
sario > ha sido causante de las averías sufridas respectivamente 
por ambos, y por consecuencias de las sufridas por la carga, 
Reponiéndose el sello. 

Manuel Zavateta. 

Apelada esta sentencia por Rubio y Foley, se concedid el 
recurso en relación. 

FUI* d* im Suprem» C«te. 

Buenos Aires, Julio 16 de 1870. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja veinte y cinco vuelta, y satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvador H. del Carril.— Francisco 
Delgado. — Jos¿ Barros Pazos. 
—Benito Carrasco. 
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IK Lisamtro Onetti coaita I). Angel Tero sobre ejecución 

tíe un hvtdo. 



Sumario — i. Los laudos arbitrales dictados con los re- 
quisitos do la ley i. Lít. 21. lib. i. R. C. son instrumen- 
tos que (raen aparejada ejecución, y solo pueden impedirla 
los recursos de nulidad que se funden cu la falta de al- 
guno de dichos requisitos. 

2. Esto no importa considerar comprendido, en ta re- 
nuncia general tic recursos, ó el de nulidad que se funde 
en otras causas. 

3. Esta nulidad puede ser alegada en la oportunidad 
señalada por el art. 2GS de la ley de procedimientos, co- 
mo escepcion de inhabilidad, ú como acción principal, des- 
pués de la ejecución, para repetir lo que se suponga inde- 
bidamente pagado. 



Caso. —Surgidas algunas diferencias sobre el cumplimiento 
de un contrato de arrendamiento del \apor « Porteña i en- 
tre los Srcs. Onelti y Teso, sometieron estos sus cuestio- 
nes al juicio de arbitros arbilradorcs, renunciando todo 
recurso. 
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l.os áru¡tros tildaron su laudo condenando á Ouclli, 
quien outabló recurso do nulidad, ante el Juez, de esta 
Sección. 

Texo solicitó su librara el mandamiento ilu apremio para 
la ejecución del laudo. Dijo : que ningún recurso tiene 
electo suspensivo contra los laudos de arbitradores dictados 
dentro del término y sobre ct punto sometido á su de- 
cisión. 

titilo drl Juei, Meccictml 

Ilueiius Aires, Jumo 18 de de l¿na 

Xo entendiéndose renunciado el recurso de nulidad cu 
La renuncia general de recurso que solo comprendo los 
ordinarios, uo lia lugar á la ejecución i|ue se solicita y 
estése á lo proveído boy en la nota de remisión del Sr. 
Juez de Comercio Dr. Barra, repóngase el sello. 

Zuvaicía. 

Interpuesto y concedido en relación id recurso de ape- 
lación :'i la parle de Oactlí, se dictó el siguiente 

fr'nllo de la üuiireui» Corle. 



Uuenos Aires, -21 de Julio de 1N70. 

Vistos: y considerando — Primero: que, según el párrafo 
segundo, articulo doscientos Cuarenta y nueve de la ley de 
procedimientos, los laudos arbitrales con los requisitos de 
derecbo son instrumentos que traen aparejada ejecución. — 
Segundo: que aquellos requisitos son los que espresa la ley 
cuarta titulo veinte y uno libro cuarto Recopilación Caste- 
llana, conforme á la cual los laudos en esa forma deben 
ser ejecutados, aunque se pida reducción á albedriu de buen 
t k. 10 
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barón, se diga de nulidad, ó se interponga otro recurso. 
— Tercero: que, por consiguiente, solo la nulidad que se 
funda en la falla de alguna de esas condiciones esenciales, 
pueden impedir la ejecución de las sentencias pronunciadas 
por arbitros. — Cuarto: que esto no importa considerar rom- 
prendido el de nulidad que se fundo cu otras caucas, en 
la renuncia general de recursos que contenga el compro- 
miso, por cuanto la nulidad en tal caso puede ser alega- 
da» bien sea en la oportunidad que establece el artículo 
doscientos sesenta y ocho de la ley de procedimientos, 
como razón que afecte á la habilidad del titulo, bien sea 
como una acción principal, después de la ejecución, para 
repetir lo que se suponga indebidamente pagado. — Por 
estos fundamentos se revoca el auto apelado, corriente á 
foja trescientas una vuelta, y devuelvánse los de la mate- 
ria, después de satisfechas las costas y de repuestos los 
sellos, para que se cumpla la sentencia arbitral bajo la 
fiama que espresa la citada ley de Itccopílacion Castellana. 

Salvador María del Cáhuil — Fuak- 
cisco Delgado— j. iuhiuk ra- 

zos— ItENiTo Carrasco.— Marce- 
lino Ugartb. 
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Sumario. - Aclarándose por un laudo arbitral que la suma 
oohr.Ua por una de las partes en Juicio ejecutivo coulra un 
tercero, pertenece a la contraje, este licnc derecho a uue 

múm aUl0S dCl juícia arbUral 108 deí juic¡0 c '»- 

r« M -D. Angel Tcxo por la sociedad Cli. de Mol y ® 
p.d.0 que el espediente ejecutivo seguido contra la sociedad 
por IJ. Lisandro Onetli sobre stib-arrcndaniieuio del vanor 
i lortcna , se acumulara el espediente arbitral seguido entre 
P ° mU cumplimiento del eootrato d, tomento 

íigo ; que el ju.c.o ejecutivo no era sino un incidente deJ 
ürb.tral ; que habiéndose pronunciado el laudo ddiniiivn , JO r 
los arbitros, halda llegado el caso de acumular los espedien- 

l'ull* del Jun «rrrluunl. 

Itueuos Aires, Junio fN de 1870. 
Kstando pendiente en este Juzgado dichos autos para resol- 
ver en el meidenic promovido por I). Angel Tcxo relativo 
fl los honorarios, no ha lugar. 
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Teso apeló cu relación. Dijo que el juicio ejecutivo no 
podía continuarse por haber quedado sin credo por el laudo : 
quo no podía dividirse el conocimiento de la causa sobre el 
mismo objeto. 

Concedido el recurso y traídos á la ^isla los espedientes 
relativos se dicld el siguiente 

ralla de la Nuprcma Carie. 

Iiuenos Aires, Julio 21 tle 187U. 

Vistos, y considerando ; primero, que la sentencia pronun- 
ciada por los árbitros, á cuya decisión sujetaron voluntaria- 
mente sus diferencias Don Angel Texo y Don Usando Onetti, 
manda poner á disposición del primero las cantidades pro- 
venientes del sub -arriendo hecho á Don. Carlos de Mol y compa- 
ñía, del vapor c La Portcua * : segundo, que en consecuencia, 
Don Lisandro Onetti no tiene personería -para continuar la 
ejecución por el cobro de una cantidad que lioy no pertenece 
á él, según la citada resolución arbitral, sind á Testo, uno de 
los que constituían la firma «Carlos de Mot y Compañía », y 
qne es dueño csclusivo de los bienes embargados ; se revoca 
el auto apelado, corriente á foja primera vuelta y devuélvanse 
los de la materia, con los mandados traer á la vista, después 
de satisfechas las costas y de repuestos los sellos, para que 
se haga la acumulación pedida por Don Angel Texo á foja 
primera, quedando la ejecución sin efecto. 

Salva non M. del Cáhuil. — Fiiay 
cisco Delgado. — José Marros 
Pazos. — Kkm r» Carrasco. 
Marcelino Ücarte, 



[JE JUSTICIA NACIONAL 277 



íl Doroteo Garete lóh 1<i Provincia th- Snnht-lr, svfar 

competencia. 



a. — I o Pertenece á las Provincias, decidir, con cil- 
lera independencia de los poderes de la Nación, sobre ledo 
lo <juc se refiere ¿ su régimen, su progreso y bienestar in- 
terno. 

f> Todo lo concerniente ¡í la apertora, delincación y con- 
servación de calles y caminos provinciales y vecinales corres- 
ponde esencialmente al régimen interno de Jas Provincias y 
es de sn eselusiva competencia, 

> El poder judicial líe la Nación, debiendo ser «osten- 
sivo con el poder lejislativo, no puede juzgar sino" de las ma- 
terias sobre <juc puede Icjislar el Congreso, á menos que una 
disposición espresa de la Constitución autorice su juicio en 
casos no comprendidos en dichas materias. 



Cíwo.~ Doroteo García, oriental, demandó ante la Suprema 
Ccric á la Provincia de Santa-Ké, pidiendo fuera condenada 
¿ abstenerse de la venta, mandada por ella, de una calle 
pública á <]ue daban frente sus propiedades, al pago de las 
costas y daños y perjuicios. 



278 



FALLOS DE LA SUPREMA CORie 



Corrido traslado, el representante riel Gobierno «te la Pro- 
vincia dedujo declinatoria do jurisdicción. Dijo: que la cues- 
tión era municipal y del resorte de los tribunales de Santa -l-V ; 
t|uc juzgar diversamente seria alterar los procedimientos esta- 
blecidos en la provincia para las causas conlencioso-adnii- 
nisiraiivas, y atacar por su base la soberanía provincial. 

Conferido traslado de la escepcion contesto García que la 
cuestión era puramente civil versando sobre derechos de 
propiedad, y que era de la competencia ric la Suprema Corte 
por tratarse la cuestión entre una provincia y un subdito cs- 
trangero y vecino de otra provincia. 



Vistos, y considerando : primero, que la facultad reservada 
á las Provincias por el artículo ciento cinco de la Constitución 
Nacional, de dictar sus propias instituciones y regirse por 
ellas, nombrando al efecto sus Lcjislaturas, Gobernadores y 
demás empleados, quedaría de bocho anulada, si todos los 
actos de la administración Provincial, de cualquier naturaleza 
que fueren, pudieran ser traídos, en la forma de un caso 
judicial, al conocimiento y decisión de esta Suprema Corte : 
segundo, que de este modo resultaría falseada la base funda- 
mental de las que el Pueblo Argentino lia adoptado para su 
gobierno, según las que pertenece á las Provincias decidir, 
con entera independencia de los Poderes de la Nación, sobre 
todo lo que se refiere á su régimen, su progreso y bienestar 
interno : tercero, i ( ue la demanda interpuesta por Don Doroteo 
García contra el Gobierno de la Provincia de Sanla-Fé, no se 
funda en derecho de dominio que alegue sobre el terreno ú 
cuya venta se opone, sino en el supuesto, contradicho por el 
plano con que él mismo instruye su demanda, y que corre 




Fall* de la 



. Corte. 



Uuenos Aires Julio ±1 de 1870. 
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lo á toja cinco, de <|uc esc terreno es calle pública : 
cuarto, que, aunque lo lucra, ludo lo concerniente i la aper- 
tura, delincación y conservación de calles y caminos provin- 
ciales y vecinales, corresponde esencialmente al régimen in- 
terno de las Provincias, constituye su derecho municipal , y 
es, por tanto, de su competencia esclusiva, sin que sus deci- 
siones á ese respecto, sean convenientes ó inconvenientes, 
puedan caer, en ningún caso, bajo la jurisdicción del Poder 
Judicial de la Nación, que, debiendo ser coestensivo con el 
Poder legislativo, no puede juzgar sin ó de las matcriaB sobre 
que puede legislar el Congreso, á menos que una disposición 
empresa de la Constitución autorice su juicio en esos casos, 
sometiéndolos á su jurisdicción. Por estos fundamentos la 
Corte se declara incompetente para conocer de la presente 
demanda, y previo pago por el demandante de las eoslas y 
reponerse, archívese el espediente. 

Salvador M. dei. Cáhuil, — Fran- 
cisco I ►km; aiio , — José Barros 
Pazos. — Hemto Carrasco. — 
Marceijko Ugarte. 
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I). Juan Pedro Snlvaüac y l). Martin González mitra 
D. fjcopotdo Arlmgn sobre declinatoria 
tic jurisdicción . 



Sumario. — 1 n El lugar elejido para la ejecución de mi 
acto tic comen-jo* causa domicilio especial para lodo lo rela- 
tivo á ese aclo, y las obligaciones n,uc cansare. 

2° En osle caso el Juez competente para conocer de la 
gestión sobre cumplimiento del contrato es el del lugar elc- 
jido, y no el del domicilio del demandado. 

3" Se entiende elejido el lugar en un contrato de arriendo 
de un vapor, en el cual se ha estipulado que en dicho lugar 
los arrendatarios se recibirían y devolverían el vapor, y pa- 
garían ó remitirían el impone del arriendo. 



Caso. — Salvañac y Gonsalez arrendaron á Arlcaga el vapor 
« Uruguay • ■ 

Entre las varias condiciones del contrato de arriendo ce- 
lebrado en Rueños Aires, se estableció qoe el vapor se re- 
cibiría y devolvería en H puerto de Buenos Aires ó Tigre. 

Arteaga demandd á Salvañac y f.onzalcz ante el juzgado 
nacional de esta sección por Talla de cumplimiento al con 
trato 
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Los demandados promovieron artículo de previo pronun- 
ciamiento pidiendo que el juzgado se declarase incompetente. 
Dijeron que su domicilio no era en Hílenos Aires, sinii en 
Concordia, provincia de Entre-Rios y que por consiguiente 
el juez compéleme era el de la sección de Entre-Rios. 

Corrido traslado de la eseepcion contestó Artcaga que el 
actor tiene el derecho de elejir d el lugar del domicilio del 
demandado ií el del contrato, y que era compéleme el juez 
do esta sección por ser Ttuenos Aires el lugar del contrato. 

rallo Sun d+ ffrvrlon, 

lluenos Aires, Junio de ÍB"0. 

Y vistos: considerando, que el contrato de arrendamicntt 
del vapor Uroguaj corriente á f . 1 y 2 fué celebrado y otor- 
gado en esta ciudad. Que por el art. 2 a se estipula, que los 
Sres. (ionzalez y Salvañac al recibirse del vapor abonarán al 
Sr. Arteaga dos meses de arriendo: esto es, dos mil pesos 
fuerics en el acto de celebrarse el contrato, * y los cuatro 
c mil restantes de los fletes y remolques, que haga el vapor : 
« dando para esto orden de pago ó los fletadores ;í favor del 
* Sr. Arteaga ; debiendo remitir ú este Sr. de la Asunción, 
cd destino, que llevan las cargas y buques, los recibos o" 
'justificativos de babor llevado los remolques rí entregado 
i las cargas»; y por el art- 1°; que la entrega y devolución 
del vapor se hará en el puerto de Buenos Aires, d del Tigre, 
Que del tenor de este art. se desprende claramente, que el 
fuero, á que se han sugetado las partes para el cumplimiento 
de las obligaciones contraídas es el de esta ciudad ; y es el 
caso comprendido en la Ley 2l\ tit. 21, Lili. +\ K. C. Por 
estos fundamentos, fallo, no haciendo lugar al art. deducido 
sobre incompetencia, > mandando se conteste derechamente 
la demanda llopónfiasr el sello. 

Manuel Zitrulcht. 
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Apelada csia sentencia y concedido el recurso en relación 
se dictó el siguiente 

Falto d« I» tfuprem* tort*. 

Buenos Aires, Julio 20 de 1870. 

Vislos : por sus fundamentos y con arreglo al artículo cua- 
renta y tres del Código de Comercio, se confirma con cosías 
el auto apelado de foja treinta y seis vuelta; y satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M a del Carril.— Francisco 
Delgado. —José Ha uros Pazos.— 
Hesito Carrasco. — Marcelino 
Ucarte. 



Don limito Gummi contra ih Luis lavarca Miammmja, 
wbre nulidad de venta n reivindicación de ganado. 



Sumarto. — i* La compra de un ganado para revenderlo, 
es un contrato comercial y le son aplicables las disposiciones 
mercan tiles aunque los contrayentes no sean comerciantes. 

2° La perfección de un contrato hace nacer las acciones á 
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que da 1 ligar entre los contratantes ; pero no las que se fun- 
dan en el dominio ó señorío de la cosa. Así en el caso de 
haberse convenido en una compra-venia sobre la cosa y el 
precio y de haberse verilicado la tradición de la cosa á un 
mandatario del comprador á título de depósito basta el pago 
del precio, aunque el contrato pueda considerarse perfecto, 
no puede decirse sin embargo que haya tenido lugar la tras- 
lación de dominio. 

S° El mandatario del comprador no tiene en el caso ante- 
rior título hábil para enagenar la cosa enlrogádolc, y su do- 
minio permanece en el vendedor á quien corresponde por 
consiguiente la acción reivindicatoría. 



Cbm. — Don llenilo Guíñazú demandó ante el Juzgado de 
Sección de Mendoza á D. Antonio Urizar Garfias, sobre cum- 
plimiento de un contrato de venta de 200 cabezas de ganado 
vacuno é indemnización de daños y perjuicios por la falla de 
pago, y pidió baje su responsabilidad el embargo del ganado 
vendido. 

Dijo : que había vendido el ganado a Urizar Garfias como 
comisionado de la casa Reta Isaza Muos. de Chile; que el 
precio debia pagarse con un giro contra dicha casa; que 
hasta que se pagase ó aceptara el giro, el ganado debia que- 
dar en depósito sin poderse disponer de él ; que aun no se 
había podido conseguir ni la aceptación ni el pago de la letra 
en Chile ; que mientras tanto el ganado había sido esi raído 
del lugar de su depósito por D. Luis Lavare», so prctesto de 
haberlo comprado á Urizar Garfias pretendiendo defraudar de 
este modo al demandante y á la Sociedad compradora. 

Decretado el embargo se presentó 0. Luis Lavares Astavu- 
ruaga diciendo que el ganado le pertenecía á él ; que lo 
había comprado al Sr. Urizar ; que todo el ganado tenia su 
marca ; pidió por consiguiente se suspendiera el embargo con 
id solo trámite del reconocimiento de su marca y se conde- 
nara á Guiñazú á ta indemnización de los daños y perjuicios 
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Corrido traslado de la oposición de Lavares, contesto" Guí- 
□azú pidiendo su rechazo con cosías. 

Dijo: que Lavares sabia el contrato celebrado entre él y 
U rizar ; que Urizar compró por la casa Reís, haza linos, 
como resultaba de la letra que acompañó, girada contra di- 
chos señores y protestada ya ; que él no se había desprendido 
de la propiedad del ganado mientras no se le pagara ; que 
por esta razón no se habia contramarcado el ganado; que 
Urizar no podía por lo tanto venderlo, y La varea se hiliia 
hecho responsable de un abuso. 

El Juez abrid la causa a* pmeba sobre los siguientes puntos: 
1° Justificación de Lavarca sobre ser suya la marca de las 
200 cabezas. 1 n Justificación de Guiñazú sobre la anterioridad 
<lc su marca. 3° Justificación de Guiñazi'i sobre el carácter 
de comisionado de Urizar, sobre la convención de no poder 
este disponer del ganado sin el pago prdvio de la leí ra, y 
sobre el protesto de esta. 

Presentadas las pruebas y los relativos informes de las par- 
ios, se dictó el siguiente 

Falla útil Juta ft#e«i«nal. 

Mendoza, Abril I o de 1870. 

¥ vistos: teniendo & la vista la Ley de Provincia mandada 
cumplir el 2 de Julio del año pasado sobre Marcas, que re- 
cien ahora llega al conocimiento oficial del Juez por haberla 
pedido especialmente y de la cual solo se tenia una noticia 
vaga t por cuanto la Provincia no lleva nn Registro oficial 
como antes y que el Juez de Sección para salvar las leyes 
del pafs tiene que procurárselas especialmente &* & a . 

Considerando: 4° Que el Juez al fijar como punto de prueba 
la contramarca registrada, era porque se hacia ver este argu- 
mento por el demandante con aires de sur su principal ca- 
ballo de batalla, está visto y probado en autos hasta la sacie- 
dad qne es un punto impertinente. 
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2" Que la dicha ley tal como se comprende y m usa en 
esta Provincia, es con relación al trálieo interior del Estado 
de Mendoza á sus establecimientos de campo &■ &*, y no al 
comercio que la Nación Argentina sostiene con la Cordillera, 
con relación á ganados que no hacen mas que pasar por 
Mendoza como producción argentina en tránsito ( art. li de 
la Constitución .Nacional). 

3" Que es constante en autos que el ganado en litis es 
comprado en Buenos Aires con destino á Chile, y que es regla 
en iodos los que traJican en este artículo no contramarcar, 
ya por no estropear los ganados ó por no hacer defectuosa 
sus pieles y que esta costumbre es aceptada por la autoridad 
de Provincia, una vez que esta no comisa la especie ni co- 
bra el exorbitante derecho que impone el arl. 7« de la ley- 
sobre marcas á los ganaderos que compran y venden con 
deslino a Chile. 

4° Considerando que el comercio de ganados en la Repú- 
blica Argentina, no es un negocio que se regla por el Código 
de Comercio propiamente dicho, muchos menos desde que los 
litigantes no lian probado que pertenecen á este gremio, ni 
que están matriculados en v\. 

5» Que desde luego el caso propuesto al juicio de la Jus- 
ticia Nacional por el fuero de las personas y no de las cosas, 
se debe regir por la ley común que regla el contrato de 
compra- venta ordinaria. 

5 U Que bajo este punto de vista el contrato aludido, no es 
perfecto ni consumado, una vez que falla la condición (sitie 
qm non) de Ja entrega del precio, porque si bien hubo con- 
sentimiento, tradición de la cosa, fijación del precio, este al 
lin futí nominal ó no cierto, res pretium ct consensus, ley 
I a , til. 5°, P. 5 a . 

7° Que siendo recíproca la condición de entrega de la cosa 
con la del precio de ella, uno que llegue ú fallar, es señal 
inequívoca que el contrato no es perfecto ni consumado. 

K" Que es regla de derecho, que el comprador que paga el 
precio, se hace acreedor de la cosa vendida (ley til. 5*. 
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Pan. ,V) y el vendedor deudor de ella ; en el caso que nos 
ocupa falta esta circunstancia ; porque si bien hubo tradición 
de la cosa, la del precio faltó, desde luego el vendedor no 
se ha hecho deudor de aquella, y por la acción reivindicatoría 
hay derecho a tomar la cosa á su poder, donde quiera que la 
encuentre, pues ni posesión de ella ha tenido el comprador 
(ley 48, tít. 28, Part. 3»). 

& O u e sin embargo que el vendedor no ha justificado que 
hizo la entrega del ganado bajo la condición de quedar este 
en depósito en poder del comprador Urizar Garfias, porque 
uno de sus dos testigos (D. A u rellano de la Reta) ha sido 
tachado y demostrádose con claridad que no es imparcial : el 
otro (Eduardo Giménez) no basta por sf solo aunque diga que 
fué 1 presencial ; el demandado tampoco ha alegado ni probado, 
que el ganado fué liado á trizar con seguridad ó sin ella ó 
á un plazo cierto, y determinado en la forma de un pagaré. 

10 Que iodo induce á creer en esta causa que la compra 
del ganado no ha sido para la agencia de Reta é Isaza en 
Chile, sinó para D. Antonio trizar Garfias, el cual habría 
podido muy bien trasmitir la especie a un tercero si la hubiera 
pagado de un t do que hubiera hecha suya aquella. 

11. Que la letra importe del ganado siendo protestada im- 
porta negación de pago sin que obste la informalidad del 
protesto confesado por la escritura de f. 70, ya que este se lia 
hecho en país cslrangcro á donde no alcanza el imperio de 
nuestras leyes, ó por lo menos se suponen ignoradas, según 
el Derecho de Gentes que es obligación de los Jueces de 
Sección respetar y cumplir, « Palios de la Corle » causas 
CXCVIJ, CCXVJil, y artículo 21 sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales Nacionales ; y 

12. Considerando por último, que la imputación que se hace 
en autos á D. Luis Lavarca Astavuruaga de haber procedido 
maliciosamente apoderándose de un ganado que no corres- 
pondía á Urizar es injusta y calumniosa una vez que ella no 
aparece de autos justilicada; que también Guiñaztk entregó 1 á 
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Urizar sin contramarca, y por fio, que Lavarca no cslá obli- 
gado á saber como hicieron aquellos su trato. 

Se declara: rescindido el contrato verbal á que se refiere la 
letra proletaria. En consecuencia el ganado corresponde á 
D. Benito liuiuazú con reserva de su derecho para repetir 
contra U rizar por lucro cesante y daño emergente, intereses 
y costas. 

Se declara igualmente : que D. Luis Lavarca Aslaviiruaga, 
como comprador de buena te no está obligado á satisfacer el 
costo del ile pósito ó retención del ganado por ser esta una 
carga que solo afecta por ahora al que se declara dueño del 
ganado. Cada parle paga sus costas. 

Juan Palma. 

Apelaron las dos parles y se concedió el recurso libre- 
mente. 

Lavares, espresando agravios, dijo : que debía aplicarse al 
caso el Código de Comercio por ser acto mercantil toda com- 
pra hecha para revender ; que según el Código de Comercio 
toda compra- venia queda perfecta desde que se ha convenido 
en la cosa y precio ; que por consiguiente no corresponde á 
liuiñazú el derecho de reivindicación sobre una cosa enaje- 
nada, entregada y por cuyo precio había recibido una letra. 

Guifiazú contestó, que la venta á Urizar se hizo á nombre 
de Reta Isaza linos, y bajo la condición de ser aprobada por 
estos, á cuyo fin se les envió la letra ; que ellos no la apro- 
baron y por consiguiente la venta quedó sin efecto ; que el 
ganado se entregó á Urizar á titulo de depósito ; que Drizar 
entregándolo á Lavarca obró fraudalmente y Lavarca fué cóm- 
plice del fraude ; que por consiguiente son los dos responsa- 
bles de los perjuicios que le han ocasionado. Concluyó pi- 
diendo la revocación de la sentencia apelada : I", en la parle en 
que no condena á Lavarca al pago de los costos y perjuicios ; 
2 o , en ta parte en que considera á Urizar como comprador del 
ganado ; 3°, en ta que considera á Lavarca como comprador 
de buena fó ; \\ en la que considera las leyes provinciales 
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sobre marcas no aplicables a las compra-venias .lo \M ti- 
nados que deben ser llevados á Chile. 



Kueiius Aires, Julio íü tic i 810. 

Vistos, resultando : trímero, que Don Antonio limar Gar- 
fias com'prd á Don Benito C.uiñazú la cantidad de doscientos 
animales vacunos para remitir á Chile por cuenta y como 
mandatario de la sociedad Kcta, Isaza y Hermanos, de aquella 
Ueuública, como aparece por los términos de las carias de 
fojas primera, veintinueve, Ireínta y treinta y uno : Segundo, 
que el precio convenido no debía pagarse por el mandatario 
sind por la casa á cuyo nombre contrataba y á cuyo efecto 
se giró la letra de foja treinta y dos, y escribid trizar la carta 
foja treinta y uno : Tercero, que el ganado vendido no 
fue* entregado á ilftwr á título de venta, no solo porque el 
no era el comprador que debia pagar el precio sino un in- 
termediario entre los verdaderos contratantes, la casa ttcia 
Isaza Hermanos y Cuiñazú, sind porque dos testigos presen- 
ciales afirman que el ganadu se trasladó de los potreros en 
que los tenia Guiñazu i otros, con la condición de que no 
podría disponer de ellos hasta que la casa de Clule aceptase 
el contrato y la letra que &c le envid, porque la tacha puesta 
á Don Aurcliano de la Reta por ser sobrino de Gumazu no 
se ha probado que lo invalide por no haberse manifestado por 
Lavarca el grado de parentesco, habiendo por el contrario 
asegurado Guiñazii sin contradicción que la mujer de Don 
Anreliano es sobrina de su esposa, en cuyo caso no existe 
parentesco, porque la afinidad no produce afinidad : Cuarto, 
que mientras se remitia la letra á Chile y resolvia la casa com- 
pradora si aceptaba ó no el contrato y la letra, esto es desde 
veintisiete de Noviembre á veintidós de Diciembre de mil 

ochocientos sesenta v nueve, Don Antonio Uñar Garfias luzo 
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la Tenia que se dice 1 Don Luis Lavarca Aslavuruaga del 
ganado que debía comprar para la casa de Chile, y se ausentó 
del país : Quinto, que, no se lia probado como corresponde 
que esta venia á Lavarca se verificase, ni por consiguiente 
cual es el título justo para que este pueda retener el ganado; 
prueba tanto mas necesaria cuanto que Urizar por ningún 
título era dueño de la especie, y cuando no consta que 
Lavarca la hubiese pagado, porque unas veces dice que lo 
hizo en dinero efectivo, y otras que por medio de un crédito 
contra Urixar, consinnte de escritura pública que conservaba 
en su poder sin haberse chancelado. 

Y considerando, que desde que las parles afirman que tanto 
GuinaaS como trizar Garbas á nombre de Reta, Isaza Her- 
manos compraban el ganado para revenderlo, el contrato es 
una compra-venia comercial, según el artículo quinientos 
quince [del Código de Comercio, correspondiendo juzgarse por 
Iris disposiciones merc;in liles aunque el acto se hubiese ve- 
rificado entre personas no comerciantes, artículo seslo ; que 
aun Cuando se pueda considerar perfecta la compra-venia, 
pur el consentimiento de las parles, en cuanto á la cosa y al 
precio, no por eso pueile decirse que se transfiere el dominio, 
porque la perfección de un contrato hace nacer las acciones 
áque dá luyar entre los contratantes, pero no las que se mu- 
dan en el dominio ó señorío de la cosa: queGuiñazú por el 
contrato que hizo con trizar Garfias no le trauslírió el do- 
minio, porque no se verifico* la tradición con ese objeto, 
sinó como simple depositario, mientras que se acoplaba la 
letra por medio de la cual debia pagarse el precio ; que no 
teniendo drizar titulo hábil para poseer el ganado no ha po- 
dido enagenarlo válidamente, y el dominio lia permanecido 
de Don Hcnito Guiña/tí ; que en tal caso le corresponde la 
acción reivindicatoría por el derecho común y por el lilulo 
nueve, libro cuarto del Código de Comercio, aplicable á este 
caso por la ausencia de Don Antonio trizar Gardas, sin dejar 
quien Jo represente en el negocio pendiente con Guiíiazú : 
que es tanto mas evidente el derecho de reivindicación contra 
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Don Lnic Uwci Astavuraaga cuanto que este no ha justi- 
ficado que hubiese comprado el fañado ni que hubiese pagado 



el precio. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja ciento diez y ocho, se confirma, y satisfechas 
las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 



Criminal contra' Denis Espésite, por circulación de 
moneda [aba. 



Sumario. — 1° Las sentencias en causas criminales deben 
fundarse en pruebas concluyentcs que den seguridad com- 
pleta de la existencia del delito y de la identidad del delin- 
cuente. 

2" Los testigos del sumario no ratificados en el plcnario 
no hacen prueba. 

3° La confesión es individua y debe admitirse con Jas 
atenuaciones ó descargos que contiene» ó desecharse fntegra- 



Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Bemto Carrasco. — 
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mente, á no ser aai se lomaría por base de un juicio una 
confesión que no existe, puesto que la calificada existe tan 
suloen la forma con que sus calificaciones la presentan. 



Caso — Vicente José Cardoso y Denis Espósite fueron re- 
mi litios al juez nacional de la Sección de Corrientes bajo la 
acusación de haber espendiilo y puesto en circulación unas 
libras esterlinas falsas. 

En el proceso que se formó á los dos reos, confesó Espósite 
haber entendido las libras esterlinas falsas pero de buena fe* 
y sin conocer su falsedad, y los testigos que habían declarado 
en el sumario, no se ratificaron en el plenario. 

Quedó absuelto Cardoso y condenado Espósite por el si- 
guiente 

F*llo del Juez S«cei««al. 

Corrientes, Abril 8 de 1870. 

Vista e&ta causa criminal seguida á instancia del Procurador 
Fiscal ad hoc contra Denis Espósite y Vicente José Cardoso, 
acusado de haber espendido moneda falsa en el Pueblo de 
San Luis, jurisdicción de esta Provincia; con lo cspueslo 
por el Procurador Fiscal y los defensores de los procesados. 

De su estudio resultan los bechos siguientes: 1° Que Es- 
pósite fuó desde et Paso de la Patria á dicho pueblo, el año 
(17, con el objeto de comprar víveres para llevar al ejército 
que operaba coiiira el Paraguay, y habiendo pasado en casa de 
Cardoso, veriticó varias compras pagando con libras esterlinas 
falsas. 

2" Que luego que supo que los vendedores habían descu- 
bierto que la moneda recibida en pago era falsa, se fugó de 
San Luis, quedando Cardoso, quien pagó con buena moueda 
á los vecinos perjudicados. 
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3° Que del ensayo practicado por los peritos nombrados 
al efecto, resulta que las libras depositadas en este ¡juzgado, 
que son las mismas espendidas por Kspósitc. como lo < onli s i 
en su declaración, son completamente falsas, y de peso in- 
ferior a las legitimas, según aparece del informe de aquellos, 
corriente á f. 70 y de la esplicacion dada por uno de ellos 

á f • 8 \* 

4° Que el número de libras espendidas en San Luis re- 
sulta del sumario ser diez, habiéndose remitido solo nuevo 
por el Juez de Paz de San Luis al Juzgado del Oímen, en 
donde se esiraviaron tres, remitiéndose ú este Juzgado las 
seis restantes, como aparece de la nota de f. IR. 

Y considerando con relación á Espósite: I o Que está pro- 
bado por las declaraciones del sumario y su propia confesión, 
que bizo circular en el Pueblo de San Luis las libras ester- 
linas falsas, á que se lia hecho relercncia arriba, las que 
siendo de una falsedad notable y de un peso inferior á las 
legitimas, no pudieron ser espendidas de buena fé ; tanto mas, 
si se atiende á que esta clase de moneda circula y ha circu- 
lado con abundancia especialmente cuando el Ejército estaba 
en el Paraguay. 

2 (> Que la mala fé con que procedió, se deduce también 
de que se fugó de San Luis luego que supo que se habla 
descubierto la falsedad de las libras entregadas por él ú ios 
vendedores de los víveres, cuya fuga verificó de acuerdo con 
Cardoso, según su confesión, aceptando por lo tanto la res- 
ponsabilidad que de tal hecho resultaba. 

3° Que Espósite apareció en San Luis con el nombre de 
Francisco, mientras que en este Juzgado ha declarado lla- 
marse Denis Espósite. 

4 o Que según el art. 00 de la ley penal Nacional los espendü- 
dores de moneda falsa, de especie que tenga curso legal 
en la Nación, deben sufrir la misma pena que los falsifica- 
dores ; á no ser que la hubiesen recibido en pago de buena 
fé, cuya csccpcion corresponde oponer y probar al reo, 
cuando consta la falsedad de la moneda espendida por él. 
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5°. Que si bien hay presunciones de que Cardoso es 
cómplice de Espóslle en el espendio de la moneda folsa, no 
residía datu alguno que pruebe que este recibiese de- aquel 
las monedas espendidas ; y ames bien aparece | contrario 
del hedió de su fn»a dejando en su poder diez libras buenas, 
(|ue dtec le entíifffd, y por lo lanto es inadmisible la esceprion 
opuesta por aquel en su confesión, de haber sido engañado 
por Cardoso, especialmente no habiendo producido prueba 
alguna como era de su deber hacerlo. 

Considerando: ("con respecto á Cardos, que aunque resulla 
de las declaraciones de ¡i. Miguel Aguirrc á f. veinte y tres 
y la de I)' Lorenza Mieres de Maidana á f. treinta y tres, (¡no 
aquel gastó en casa del primero dos libras falsas, y trató cutí la 
segunda en unión con Espósile por 12,000 naranjas, recibiendo 
a esto seis libras falsas como parle del precio, el procesado ha 
negado estos cargos, que por si no hacen plena prueba p..r S < T 
testigos singulares. * Que si bien hay fuertes presunciones de 
que procedieron los procesados de común acuerdo deducidas de 
los hechos siguientes: I" Une Cardoso permitió á Espósile parar 
en su casa siendo persona desconocida. 2" La luga de este, que 
al parecer se verilieó con conocimiento de aquel, y por fin 
el haberse constituido fiador pot Espósile, pagando éon buena 
moneda Jas libras falsas espendidas. Sin embargo exijiendo 
la Ley que las pruebas sean datas para imponer la pena al 
reo, debe absolvérsele cuando no hay contra él sino presun- 
ciones. 

Por estos fundamentos de acuerdo con el art. GO de la 
Ley penal \acional y de la doctrina de los jurisconsultos que 
CSpfican su disposición, fallo definitivamente que debo con- 
denar como condeno ú Denis Espdsite á la pena de 4 años 
de trabajos forzados y quinientos pesos fuertes de multa 
computándose el tiempo de prisión sufrida en la pena im- 
puesta, con costas; absolviendo de la instancia á Vicente 
José Cardoso que sera puesto en libertad en oportunidad y 
1 los sellos. 

Carlos Luna. 



294 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Espósile apeló y concedido el recurso libremente, su de- 
fensor, espresando agravios, dijo ; que nadie puede ser penado 
por el solo hecho de encontrarse en su poder moneda falsa ; 
que no consta de autos que Espósile la espendicra conociendo 
ser falsa ; que en autos no liabia mas prueba que su propia 
confesión en la que dijo no haber conocido su falsedad ; que 
los testigos del sumario, no habiéndose ratificado en el ple- 
nario, no hacían fe" ; que el acusado no estaba obligado á 
probar su buena fe* porque < nemo prasumitur malas done 
prohelnr». 

El Sr. Procurador General contestó; que en osle proceso 
se notaba la (alta de ratificación de los testigos del sumario; 
que sin embargo este defecto no desvirtúa en el presente 
caso la sentencia ; que era absolutamente improbable la buena 
fé* de Espósile, porque la falsificación era patente en el caso 
según el testimonio de los peritos, porque Espósile era pobre 
y los pobres examinan cien veces las monedas que caen en 
sus 
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Buenos Aires, Julio 28 de 1870. 

Considerando : Primero, que, según las leyes doce, título 
catorce, partida tercera; veintiséis, titulo primero; siete y 
nueve, título treinta y uno, partida séptima, las sentencias 
en causa criminal deben fundarse en pruebas eoncluyenles, 
que den seguridad complela de la existencia del delilo y de 
la identidad del delincuente. Segundo, que, no habiéndose 
ratificado en el plcnario los testigos que han declarado en 
el sumario, conforme á lo prestriplo en el articulo trescientos 
cincuenta y ocho de la ley de procedimientos y en la quince, 
título siete, libro dos. Recopilación Castellana, no queda mas 
elemento de juicio que la confesión del procesado. Tercero, 
que» siendo esta confesión calificada, debe ser admitida con 
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las atenuaciones y descargos que contiene, ó desechada ín- 
tegramente, porque, separando el hecho principal de las cir- 
cunstancias con que ha sido confesado, y sin las que el in- 
culpado no ha man i feslado la intención de confesarlo, se 
tomaría por base una confesión que no existe, por cuanto i:» 
hecha no existe simplemente, sinó en la forma con que las 
calificaciones ta presentan. Cuarto, que, según la que en 
el proceso consta, al entregar Espósiic la» libras esterlinas 
falsas, que asegura haber recibido de Vicente Cardoso, lo hizo 
de buena le sin conocer su falsedad. Quinto, que, en con- 
secuencia, no aparece de un modo suficiente comprobada la 
intención criminal, que es indispensable para la existencia del 
delito y la imposición de la pena. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada, cor- 
riente de fojas ochenta y cinco á ochenta y seis vuelta, y se 
absuelve á ücnis Espdsite, que deberá ser puesto en líber lad 
sin cargo alguno de costas, á cuyo efecto se devolverá el pro- 
ceso. 

Salvador M. del Car n i l . — Fn anc i seo 
Delgado.^ José Barros Pazos. 
—Benito Carrasco, — Marcelino 

ÜGARTE. 
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El Capitán del bergantín alemán c Gloría », contra 
los Sres, Uax linos,, sobre estadías. 



Sumario. — i° No puede admitirse la prueba de la modifi- 
cación de un cohtrato de lletamenlo escrito <i de hechos con- 
tradictorios á él, sino por escrito. 

2" Habiéndose convenido el modo de efectuar la carga de 
un limpie, no puede esta sujetarse á las prácticas siuú tan 
solo ¡i las estipulaciones de las parlss. 

3° \o son imputables al capitán de un buque las demoras 
ocasionadas en uso de su derecho, y con sujeción á las esti- 
pulaciones de su contrato. 



Caso. — Los Sres. Bax Unos, fletaron el bergantín aloman 
t Gloria j, para conducir a Burdeos 100 bordalesas y 200 
cuarterolas de seho y los fardos que pudiese cardar el buque. 

Kl contrato se celebró en Diciembre A de I80ÍI, y se acor- 
daron 20 dias para la ra rúa á contar del dia (i del mismo 
mes y se convino que deteniéndose el buque por mas tiempo 
á causa de los cargadores, pagarían estos 4 libras esterlinas* 
diarias de estadías. 

El Sr. Laacb capitán del buque demandó á los Sres. Bax, 
por el pago de las estadías en la cantidad de 'J80 pesos fls. 



OE JUSTICIA .NACIONAL 297 

correspondientes á 49 días do demora. Dijo que el 27 de DU 
cicmbre venció vi plazo establecido para la carga; que cu 
<>se dia escribid él á los demandados avisándoles que empe- 
zaban ú correr ¡as estadías convenidas ; que la carga se con- 
cluyó el dia ÍH de Febrero. 

Conferido traslado, contcslaron los demandados; que la 
demora de la carga se debía atribuir á ta cíala voluntad del 
capitán ; que este había asegurado no poder recibir mas de 
ÍI30 fardos y después pidió mas ; que es admitido en mate- 
ria de carga de buque* de alta mar que cuando hay á bordo 
3/1 partes de lastre en sebo debe recibirse otra tanta carga 
en fardos; que el 14 de Diciembre el buque había cargado 
las 3/i partes del sebo contratado; que el capitán no quiso 
sin embargo recibir 250 fardos que ese mismo dia fueron 
arrimados al buque para su carga, so pretcsto que debia reci- 
bir antes lodo el sebo convenido; que el mismo capitán 
no quiso soslituir borda lesas :í las cuarterolas de sebo, y que 
exigió otros fardos, causando de este modo la demora del 
buque para ganar las estadías. Pidieron se rechazara la de- 
manda y contrademandaroo al Capitán por et pago de 1 ,000 
pesos fueries importes de daños y perjuicios. 

Dado traslado de la contrademanda contestó el capitán ; que 
e*l no tenia ningún interés en producir estadías no constitu- 
yendo estas ningún lucro sinó tan solo una indemnización ; 
que en sus exigencias relativas á la carga él no hizo sinó 
arreglarse al contrato de lletamento reconocido por los de- 
mandados, Pidió se rechazara la reconvención con expresa 
condenación en costas. 



rail» del Jum *eeci*rt»l. 

iJuenos Aires, Junio 27 de 1870. 

Vislos estos aulos seguidos por Dccljeii y «>, en represen ~ 
tacion de D. Juan Federico Laaeh capitán del bergantín ak- 

T. IV. 
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mío < Gloria > contra Bax hermanos, por cobro de estadías 
y resultando: 

1» Que en i de Diciembre último celebraron las fiarles un 
contrato de fletamento del buque alemsu < Gloría l para con- 
ducir al puerto de Burdeos un cargamento completo consis- 
tente en cien borgalesas sebo, 200 cuarterolas de la misma 
mercancía y el reato de fardos» no eicediendo de lo que razo- 
nablemente pueda cargar, estipulando el flete que debía pa- 
garse por tonelada de peso y métrica, 20 dias para la carga 
i contar desde el ü de Diciembre, y <l"e el exceso sobre 
dichas estadías se pagaría al fletante á razón de 4 libras es- 
terlinas por cada día de demora, como consta de la contrata 
original y traducción que corren en autos de fe. 4 á tí. 

So Que el dia 24 de Diciembre el capitán «lió aviso á los 
cargadores de que el 96 del mismo terminaba el plazo acor- 
dado para la carga, y que desde el día siguiente, 27, empe- 
zarían á correr los dias de demora á razón de 4 libras ester- 
linas por dia, como consta de la carta de f. I a no contradicha 
por los demandados. 

& Que la carga terminó recién el dia i'¿ de Febrero y que 
los fletadores retuvieron sin firmar los conocimientos basta el 
18 del mismo mes, puntos que están justificados, el \° por H 
recibo de f. 3 no contradicho por los demandados, y el 
último por el silencio guardado por los mismos al contestar 
la demanda, silencio qwe con arreglo al arl. 86 de la ley de 
Procedimientos puede estimarse como confesión. 

4° Que fondados en los precedentes hechos, los represen- 
tantes del capitán deducen demanda contra los fletadores, 
cobrándoles 080 pesos fuertes correspondientes á 49 dias de 
estadías á 4 libras esterlinas cada uno. 

5 n Que los fletadores han opuesto las siguientes excepcio- 
nes: Que habiendo aceptado la obligación de cargar el 
buqnc en 30 días, en vista de haber el capitán dcclarádoles 
en presencia del consignatario y d«l corredor interventor, que 
en el buque a mas de I a carga de sebo espresada en la póliza 
solí» tendría capacidad cuando mas para ¡MIO ú 350 lardos de 
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lana; los que calaban á bordo el «lia 14 de Enero, lo mismo 
que lotlo el sobo convenido, pnro que habiendo el capitán 
pcdidoles mayor cantidad de tardos, cuando creían concluido 
e) cargamento, 1c mandaron hasta completar la suma de 4U8 
haciéndole saber que este pedido inesperado y contrario á las 
primeras indicaciones suspendía los efectos del contrato en 
cuanto á estadías. 2 o Que la demora había sido ocasionada 
por el capitán, puesto que teniendo á bordo el dia 14 de 
Diciembre cien bordalcsas y cien cuarterolas de sebo y i 
lióle para cargar 225 fardos de lana, se negó i recibirlos 
mientras que no se le entregaran las 400 cuarterolas restan- 
tes de sebo, permaneciendo los fardos diez diis en las lanchas 
basta que fué notificada al capitán una protesta del lanchero; 
con cuyo motivo recibió inmediatamente los 120 fardos de 
lana que lenian los lancheros á su costado, y porque el ca- 
pitán se resistid además sin razón á admitir 50 borda tesas de 
sebo en tugar de la cien cuarterolas del contrato, que no pu- 
dieron conseguir inmediatamente en plaza los fletadores. 3° 
Que la negativa del capitán á recibir á la carga hizo que los 
dueños de esta la dirigieren a otros buques, con tanta mas 
razón cuanto que se habían puesto la carga para el mismo 
puerto á precios mas reducidos, causándoles perjuicios que 
estimaban en 1,000 pesos fuertes, por lo que deducían recon- 
vención. 

6 a Que el demandante rechaza la conlrademanda fundándose 
en que tenia derecho con arreglo á la póliza para resistirse á 
recibir los fardos de lana mientras no estuviese á bordo lodo 
el cargamento de sebo, como igualmente á recibir el sebo que 
no estuviese en los cascos determinados en la póliza, agre- 
gando que su negativa no era caprichosa, porque no es indi- 
ferente para el buque por razón de la estiva recibir unos 
cascos en lugar de otros, que !as estadías no son sinó la in- 
demnización de los gastos del buque, y que respecto al hecho 
alegado por Itax linos, de haber aceptado el plu/o de 20 días 
para la carga por haber el ra pilan manifestad» que el máxi- 
mum de fardos que podía cargar era el de tienen 
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conocimiento de ¿I sus representantes en el juicio, pero que 
<le todos modos no tiene importancia en presencia de la pó- 
liza, que vale como una escritura pública y que no ha podido 




quedar invalidada por dicha circunstancia. 

Y considerando : 1° Que siendo corridos los 20 días acor- 
dados para la carga, y debiendo empezar á correr desde el fí 
de Diciembre, terminaban aquellos et 25 del mismo mes y 
debían empezar á correr las sobreestadías desde el día si- 
guiente, desde el cual hasta él en que terminó la carga han 
transcurrido mas de los 49 días de estadías que se cobran. 

2° Que rio se puede objetar contra )o espuesto en el pre- 
cedente considerando el hecho de haber los demandados 
aceptado el plazo de 20 días para ta carga bajo ta seguridad 
dada por el capitán de no poder el buque contener mas de 
350 fardos de lana, no soto porque este hecho no está pro- 
bado, tinó porque para que pudiese surtir el efecto de modificar 
en esta parte el contrato de fletamento, debía constatarse por 
escrito con arreglo al art. 1185 del Código de Comercio, á 
lo cual se agrega que aun admitiendo el hecho de haber el 
capitán manilestadoles á los fletadores el máximum de fardos 
que podia cargar, la prueba de que ese hecho no imponía 
una responsabilidad legal al capitán ni modificaba el con ve* 
nio es que habiendo tenido lugar según los demandados en 
el momento de celebrar el contrato y en presencia del corre- 
dor, nada se consignó en la póliza, lo que no se habría 
omitido, si el hecho hubiese tenido otra importancia que la 
de un simple cálculo. 

3* Que tampoco son fundadas las demás excepciones opues- 
ta» por los demandados, por cuanto la póliza designaba la 
carga que debían entregar primero los Heladores, como tam- 
bién los cascos que debían contenerla, lo cual se deduce no 
solo del orden en que está determinada sinó de que cargando 
primero los fardos de lana, cantidad no determinada y 
desconocida, podia resultar que no quedase la cavidad bas- 
tante para la carga de las cien bordalcsas y 200 cuarterolas 
de sebo, aparte de que para la estiva no es indiferente que 
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tal especio de carga vaya primero ó después, coma no 
serlo la forma y voldmcn de los cascos. 

4° Que del precedente considerando resulta cr derecho que 
et capitán tenía para negarse á recibir los fardos de lana sin 
que primero se le entregase la carga y sebo, y para no ad- 
mitir esta sinó en los casos determinados en la póliza, y 
por consecuencia cualquier demora que esta justa negativa 
hubiese causada i los (folclores y cualesquiera perjuicios que 
de ella pudieren seguírseles, no son imputables al capitán 
que hacia uso de un derecho perfecto, stnd á los Heladores 
que habian aceptado una obligación sin tener los medios de 
cumplirla en todas sus partes. 

Por estos fundamentos, falto: condenando á los señores 
Bax linos, á pagar dentro del término de 10 dias ¿ Ü. Juan 
Federico Laach, capitán del buque i ti loria • la cantidad de- 
mandada, con los intereses de llanco desde la demanda y 
las costas del juicio, y además á otro tanto de la multa pa- 
gada por los demandantes. Repónganse los sellos. 



Bax linos, apelaron cu relación, pidiendo se recibiera 
tausa á prueba 



Fallo dr 1* 



Buenos Aires, Julio 30 de 1870. 

Vistos: considerando en cuanto á los hechos que el ape- 
lan le pretende probar, y por lo que pide que se deje sin 
oléelo la sentencia y se ordene que se reciba la causa á 
prueba : Primero^ que estando conformes las partes en la 
verdad del céntralo de lletamento de foja seis; cuyos tér- 
minos son bien esplícilos, sin que se haya alegado por el 
demandado que hubiera fallado ú ellos el capitán del «Gloria*, 
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no hay objeto en admitir prueba de hecho* contradictorios 
á ilícito contrato reconocido, porque a ello se opone la regla de 
derecho tcontra testimonium scriptutn, Usíimotmtm non scriji- 
íum non fertur *. Segundo t que lanío la prueba ofrecida 
para demostrar que el capitán calculó y dijo al Helante que 
después de cargado el sebo, podría recibir de trescientos á 
trescientos cincuenta fardos de lana, no aprovecharía al de- 
mandado, asi como si es ó no costumbre en el comercio lo 
que asegura el apelante respecto 1 las dos terceras partes 
de la carga ; por cuanto no es á las prácticas si nú á la esti- 
pulación de las partes que debe sugciarse el ca.to ; por calos 
fundamentos, y loa de la sentencia apelada de foja setenta y 
seis, y con arreglo á las leyes cuarta, título sesto, libro 
cuarto, Recopilación Castellana y séptima título catorce, partida 
tercera, se confirma con costas, y satisfechas y repuestos Jos 
sellos, devuélvanse. 

Salvadoii M. del CAnuiL. — Fuancisco Del- 
gado. — José Barros Pazos. — Iíemto 
Carrasco. — Marcelino Ugarte. 
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El Hamo Italiano de Montevideo contra ta Adminis- 
tración de ta Empresa del Gas del Rosario, 
sobre cumplimiento del contrato. 



Sumario, — Proponiéndose una demanda sobre el cumpli- 
miento de un compromiso contraído por el gefe de una em- 
presa y entablándose contra la persona que consta ser el 
apoderado general de aquel y aparece ser además el admi- 
tí isirador de la Km presa, no puede esta reli usarse á eontosiar 
la demanda, alegando su falta de personería. 



Cnsn. — Kt Ilaneo Italiano de Montevideo reclamo* en IHfiH 
de l>. Leopoldo Arleaga, que se consideraba enliinces como 
diurno de la empresa de la iluminación á gas del It osario, el 
pajío de un crédito y obtuvo di- él un documento en tjue se 
obligó á garantir diebo crédito entregando en prenda acciones 
de la Kmprcsa basta la soma de 100,(K)0 § Ktes. En \o- 
viembre de diebo año f>. Francisco Arteaga compró tic su 
bermaoo J). Leopoldo la usina del gas obligándose á garantir 
el anterior compromiso. 

No lialiiéndosc cumplido este compromiso, el Banco Italiano 
de Montevideo demandó auto el Juzgado Federal de Santa- luí 
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i li Administración de la empresa para que se la obligara é 
otorgar al Banco un título provisorio de dichas acciones 
con la calidad de renovarlo cuando «e formalizara la com- 
pañía. 

Corrido Inalado á D, Alfredo Arteaga administrador de 
la fabrica del gas, contestó este que la demanda no debia 
enlablane contra él que era un solo administrador de la 
fj lírica, aind que debia entablarte contra la Empresa ó contra 
ana habitadores que según contrato de Febrero 6 de 18G0 
aparecían aer loa Sres. Mauá y C\ Thompson, Bemberg y 
demás; que oponía por consiguiente la escepcion dilatoria 
de defecto legal en el modo de proponer la demanda. 

Corrido traslado de la escepcion, contestó )a parte del 
Banco, que no se luciera lugar o ella con costas; que la 
administración, que se escusaba con su falta de personería, 
ae babia dirigido al público en su propio carácter sosteniendo 
los derechos de la Empresa contra pretensiones deducidas por 
otroa sobre ella; y que además resultaba del art. 3» del men- 
cionado contrato de Febrero de 1860, que D. Francisco 
Arteaga daba i su hermano D. Alfredo poder bastante para 
representarle basta la terminación del contrato. 

Llamada la causa á prueba y producidas estas de una y otra 
parle se dicto* el siguiente 



WmUm del Jwtc Seceiml. 



llosa rio, Junio 20 de 1870. 

Y visto*, Considerando : í* Que para la resolución de este 
incidente sobre la personería legal de la Empresa demandada, 
es necesario atender á la naturaleza y origen de las acciones 
entabladas, remontándose á sus antecedentes en este Juz- 
gado. 

2° Que el Banco Italiano, acreedor de D. Leopoldo Arteaga, 
reclamó á este que se consideraba entónecs como dueño de 



DE JUSTICIA NACIONAL 305 

la Ivmpresa ilc iluminación á gas del Itosario, el pago de un. 
ert'ilito, j obtuvo con fecha 4 de Agosto de J8C8, un docu- 
mento del deudor, en que se obliga i garantir diclio crédito, 

< entregando en prenda acciones de la Compañía, hasta la 

* «un* de 100,000 ¿L Fie»., comprometiéndose á llenar las 

* formal idades con el Directorio de la Compañía, hasta dejar 

< al Banco en perfecta aptitud para disponer de dichas ac- 
ceiones», 

»! Que eJ 20 de Noviembre del misma año, D. Francisco 
Arteaga apareció coma propietario de la usina del gas, por 
compra hecha á su hermano I>. Leopoldo, pero obligándose 
aquel á garantir los compromisos contraídos por éste en favor 
del Banco Italiano. 

+° Que el apoderado del precitado Banco, demandé entonces 
á I). Francisco Arteag», pidiendo el cunipli miento de aquella 
obligación con el depósito de las acciones en el lia neo Mauá 
y obsta se resolviera así, por sentencia de este Juzgado de 
fecha 10 de Julio, confirmada por la Suprema Corte el 21 
de Setiembre del mismo año. 

5° Que en este estado y Irasrurrído algunos meses, se 
presentó de nuevo el Raneo Italiano contra la Empresa del 
gas, pidiendo le estienda títulos provisorios por las cien ac- 
ciones ofrecidas, debiendo ser revalidados por el directorio 
de la Compañía cuando esta se formalice. 

0° Üue D. Alfredo Atfcaga administrador de la fábrica del 
pas, oscepciona la demanda, por defecto legal en el modo de 
proponerla, y dice carecer de personería en el caso, por 
reputarse solo un mero administrador de la fábrica y entender 
que la demanda debe dirigirse contra la Empresa y sus há- 
bil i (adores ó acreedores. 

Y considerando, además, V Que desde la ¿poca en que 
ftió demandado O. Francisco Arleaga sobre la entrega de las 
acciones en el liempo estipulado y contestó dircci ámenle la 
demanda, nada ha ocurrido que haga cambiar ó olierc su 
I monería como demandadle legalmente en el mismo asunto, 
¡mes que su condición de propietario, empresario y dueño de 



306 KA LIOS DR LA SUI'ltBHA COHTB 

li usina del gas en el Rosario, y las obligaciones que lia 
contraído en (al carácter, no se han alterado fúndame má- 
meme por el contrato de 6 de Febrero, celebrado con los 
Sres. Maná, Thompson y demás contratantes. 

2» Que en esa misma estipulación (art. 3° del contrato), 
y de acuerdo con los demás contratantes D. Francisco Artcaga 
dió poder bastante i sn hermano D. Alfredo, para represen- 
tarlo hasta la terminación del mismo. En consecuencia y 
siendo el referido D. Alfredo administrador de la Empresa 
del Gas y representante legal de su hermano D. Francisco, 
propietario del establecimiento ; conteste aquel derechamente 
la demanda, que sobre obligaciones de su poderdante y en 
relación á la Empresa del Gas, se ha interpuesto por el lianco 
Italiano. Repónganse los sellos, 

Zuviria. 

Apelado este auto por D. Alfredo Artcaga y concedido el 
recurso cu relación, se dicto el siguiente 

Buenos Aires, Agosto 9 de 187Ü. 

Vistos: por sus fundamentos y siendo Don Alfredo Arteaga 
apoderado general para pleitos de su hermano Don Francisco, 
según consta í foja treinta y cuatro vuelta del espediente agre- 
gado, se confirma con costas el auto apelado de foja veinti- 
siete y satisfechas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del CAniw..— Fhakcisco 
Helgado. — Josf: lUnnos Pazos, 
—-Hesito Carrasco, — Mauceliso 

tíCAKTE. 



DR JUSTICIA NACIONAL, 



307 



B. Daniel Carmody contra la Empresa del Gas del 
Ilosario sobre cumplimiento de contrato 
y cobro de pesos. 



Sumario. — Una Sociedad anónima legalmente constituida 
no puede carecer de represen tacion en juicio; j constando 
que hay un administrador que cobra créditos por ella y paga 
sus deudas, es este quien debe ser considerado con perso- 
nería bastante en una demanda conlra ella. 



Caso. — D. Daniel Carmody demandó á la Empresa del gas 
del [(osario, pidiendo se le mandara entregar según contrato 
11 ti título provisorio por tres arciones de la Empresa, abo- 
narle 800 # importe de mensualidades que se le debían, y 
devolverle algunas herramientas de su propiedad ó pagarle 
el importe de su valor. 

Esta demanda se notificó á D. Alfredo Arteaga, quien 
alegó que el traslado de la demanda debía ser notificado ú la 
empresa, no podiendo él contestarlo, por ser simple admi- 
nistrador de la fábrica y no comprenderse en sus atribuciones 
la representación y gerencia de la empresa. 
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Corrido traslado del artículo contestó Carmody que no debía 
hacerse lugar á la escepcion ; que según los aviso» y mani- 
fiestos publicados cxislia en el Rosario una administración 
de la Empresa con personería para responder á cualquier ges- 
tión; y que este administrador era D. Alfredo Artcaga quien 
contaba además haber celebrado varios contratos por la em- 
presa. 

Mamada la causa á prueba y producidas estas, se dicto* 
el siguiente 



del Jura ttmioiMl 

Rosar», Junio 20 ile 1870. 

Y vistos, considerando : i 9 Que la Empresa de iluminación 
a* gas de la ciudad del Rosario, está registrada como Sociedad 
anónima en el libro respectivo del Tribunal de Comercio, y 
como tal ba constatado su personería para figurar en este 
juicio y otros ante este mismo Juzgado Federal. 

2 o Que constituida así legalmente la Empresa, funciona en 
esta ciudad, produce, cobra y paga sus créditos, por medie» 
de un administrador que es, en el hecho, su agente, con 
quien se celebran contratos y se rescinden en nombre de la 
Empresa. 

3° Que dicko administrador representa también al que 
hasta boy aparece como propietario de la Empresa, en virtud 
de ser apoderdado para la gestión de los negocios déla misma. 

4° Que sea cual fuere la dcriomi nación que se dá á ese 
agente, que, como se vé de autos, contrata y habla á nombre 
de la administración de la Km presa del ga», es la tínica per- 
sona que basta boy aparece como demandablo en juicio, por 
las obligaciones de la Empresa ; no riendo de modo alguno 
aceptable, ni legal, que ella careica de loda representación, 
cuando se trata de un juicio, lo que sucedería si fuera ¡í 
buscársele cu otra parle, ó indirectamente en personas mas 
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d menos est rañas al establecimiento del gas, y á su adminis- 
tración directa. 

r>" Que al présenle, solo se traía de la personería legal 
del que ha de contestar la demanda instaurada, no del valor 
y alcance de las acciones enlabiadas, ni del mérito de las 
obligaciones que bubiese contraído la Empresa ; todo lo que 
será materia del juicio en <|ue se ventilen los derechos de 
ambas partes litigantes. En consecuencia, contéstese dere- 
chamente la demanda por D. Alfredo Arteaga, administrador 



Apelado este auto por Arteaga y concedido el recurso en 
relación, se dictó el siguiente 



Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas el 
auto apelado de foja cuarenta y cuatro vuelta, y satisfechas 
; repuestos los sellos, devuélvanse. 



de la Km presa del Gas. 



Ztwiria. 





Salvador M. del Cáhuil. — Frax- 
cts»;o Delgado. — José Barros 
Pazos. — Hesito Carrasco. — 
Marcelino Usarte. 



310 FALLOS DE LA SUPREMA COUTB 



Él Dr. I), Cosme Secar contra 1). Angel Tt'xo % 
sobre ti añorar fox. 



Sunutrio. — La inhibición de eslraer dinero del Banco para 
asegurar el resultado de un juicio, no causa gravamen irre- 
parable por definitiva. 

Caso. — El Dr. D. Cosme Becar bahía dirigido como abo- 
gado en varios asuntos á D Angel Tcxo. Algunos de sus 
honorarios estaban regulados. Por estos y por otros cuyo im- 
porte alegó ascender aproximativamente á 7,000 # fls. pidifí 
se inhibiera la eslraceion de la cantidad de 11,000 # fts. t «ue 
Texo tenia depositado en el Banco de la Provincia. 

Valí* del Jura gecclenal. 

Dueños Aires, Juliu 2(1 de 1K70. 

Como se pide, pudiendo la parte de Texo dar lianza en 
tuyo caso se levantará el embargo. 

/.avaleta. 

Apelo Te vo y concedido el recurso en relación, se dictó el 
siguiente 
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rail» 4e la laymw V.rtm. 

riiieiios Aire§ t Agosto i 3 Je 1870. 
Vistos : no halándose debido conceder apelación del auto 
de foja...., conforme i lo dispuesto en el artículo doscientos 
y seis de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sescnt:i y tres, por cuanto, aun en el supuesto de que cau- 
sase gravamen, no seria este irreparable por la definitiva, 
devuélvanse los autos al Jnez de la causa para que lleve sus 
procedimientos adelante, prévio pago de costas y reposición 
de sellos á cargo del recurrente. 

Salvador M. del Cáhuil, — Fuah- 
cisco Dki.catk). — José Bahros 
Pazos. — Hesito Carrasco. — 
Marcelino Ugarte. 



— * 



fMI'M.t \V. 



IK Lisiuulro Omití amlnt fí. Cintos ,U }foi, Wm- 
arrendamiento. 



Sumario. — Las costas causadas en un juicio ejecutivo, cuya 
continuación se ha declarado improcedente por uua causa 
superviniente, deben ser abonadas con Jos bienes embarga- 
dos basta que dicha causa se imliliqiic ;i las partes. 
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Caso, — Condenado D. Carlos de Mol eo el juicio cje^uiivo 
seguido por Don LÍBandro Ouelli sobre arrcndamicnio, el 
actuario solicitó se mandara abonar la planilla de las coatas 
con el dinero embargado á de Mol. 

D. Angel Texo sustituido á los derechos de Onelti en vir- 
tud de un laudo arbitral, que inutilizó el juicio ejecutivo, 
pidió se declarara que no estaba ¿1 obligado á pagar esas 
costas por haberse declarado por sentencia de ia Suprema 
Corte que el dinero embargado pertenecía á él y no al eje- 



Buenos Aires, Julio 27 de 1870. 

Habiéndose sustituido la parte de Texo en los derechos* 
que contra Carlos de Mol y C* respondían á Üon Lisaudro 
Onetti, y por consecuencia asumido contra los primeros el rol 
de ejecutante ; y no pudiendo con arreglo al art. 298 de la 
ley de Procedimientos ser reintegrado el ejecutante de su 
crédito con preferencia á las costas de ta ejecución ; se de- 
daia, que las costas, á que se refiere el auto de que so pide 
aclaratoria, deben ser abonadas de los fondos embargados, y 
sin perjuicio del derecho de Texo contra los ejecutados Carlos 
de Mot y C a . Repóngase el sello. 

ZavakUi. 

Apeló Texo en relación y se dictó el siguiente 



t ullo de la Suprema Corle 

lluenus Aires, Agosto 13 de 4 «70. 

Vistos : considerando. Primero, que las cosías que se co- 
bran en este espediente, son Jas causadas en el juicio ejecu- 
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livo que ha seguido Don l.isandro Onclti rotura Carlos de Mot 
y Compañía ; Segundo» que en dicho juicio ha sido conde- 
nado el ejecutado con arreglo al articulo doscientos setenta 
y siete de la ley nacional de procedimientos, y por consi- 
guiente, debe hacerse el pago con los bienes embargados ; 
Tercero, que aun cuando posteriormente se tta declarado 
improcedente la continuación del juicio ejecutivo, eslo no 
afecta la cosa juzgada, por cuanto ha mediado [tara ello unn 
causa supcrvinicnie, el laudo arbitral, sobre ía misma mate- 
ria de la ejecución ; por estos fundamentos y los del auto 
apelado de foja veinte y siete, se continua, con declaración 
que las costas causadas en el juicio ejecutivo de Don Lisan- 
dro Ünetti contra Cirios de Mot y Compañía deben ser abo- 
nadas con los bienes embargados hasta que se nolilico i las 
partes el lamió arbitral que hizo inútil la ejecución, siendo 
desde esa fecha en adelante de cuenta de la parte que baya 
sido condenada en costas, ó comunes cuando no se hubiera 
determinado quien deba pagarlas : y satisfechas las de esta 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del CAnnrt. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Benito Carrasco, — 
Marcelino ügarte. 



t. a. 



22 
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CAUSA XCI. 



Criminal, contra los Srcs. Juan Ugraüú , Nicolás Ferré y 
Genaro ¿Margues, jm infracción á lu ley de 
elecciones nacionales. 



Sumario. — i° En los términos de ta ley penal de 13 de 
Noviembre de 1803, art. 55, se encuentran igualmente com~ 
prendidas las infracciones que consistan en su mata ejecución 
y las que consistan en la omisión de los deberes que ella 
impone. 

2° La inasistencia inmotivada de tas personas que deben 
presidir tas asambleas primarias en las elecciones nacionales 
es una omisión de sus deberes v una grave infracción de ta 
ley, privando á los ciudadanos del derecho de sufragio y 
pudiendo modificar el resultado de la elección. 

3° La pureza del sufragio es la base de la forma represen- 
tativa de gobierno sancionada por la Constitución Nacional, 
y cé de importancia sustancial reprimir lodo lo que puede 
contribuir á alterarla. 



Cffio. — Algunos vecinos de ta ciudad de Corrientes acu- 
saron ante el Juzgado de Sección ú los Srcs. Dr. Lagraña, 
Juez del Crimen, Nicolás Ferré, Diputado provincial, y Cenaro 
Marques, Juez de Paz, por uo haber concurridu á la apertura 
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de Ja ascmblca primaria para la» elecciones nacionales, á 
nip presidencia habían sido designados. Pidieron coolra ello* 
el máximum du la pena señalada en el arl. 55 de Ja ley de 
Elecciones Nacionales. 

Kl Juzgado pworú á los pones á juicio verbal y ordenó 
informaran el Dr. Me ti ti i a médico de Ierre sobre su enferme- 
dad, y el Ministro (le llobicmo sobre las renuncias del misino 
Turré y de Marques. 

Con estos antecedentes se dictó el siguiente 



Fallo del Juc/ de ttertton. 



Corrientes, Abril 2H de 1870. 
Vista esta causa seguida i solicitud de los Señores Díaz 
Cancvaro y Gauna, pidiendo se imponga la inulta de treinta 
on:tts de oro á los miembros de la mesa primaria, por no lia 
ber asistido al local designado el día en que debieron veri- 
ficarse las elecciones de Diputados al Congreso Nacional, y 
lo espucsto por ios acusados en ta defensa, que se reduce 
á lo siguiente : El I*r. Lagraüa, alega, que la ley no designa 
pena por la no asistencia, sinú por las infracciones cometidas 
por los (jue presidan las asambleas primarias en el acto de la 
elección, lo que se deduce mas claramente del art. 52 de la 
misma, que impone multa á Jos Electores de Presídeme 
cuando no asisten á Ja elección. Uue además él se dirigía 
' 1 íiü 1:1 «-deerioii al [ocal designad», pero que tuvo no- 
ticias, por un empleado del Cobierno, que sus colegas no 
iban a asistir, y que por esta razón se volvió á su casa. 
1 erré ha opuesto Ja excepción de haberse bailado enfermo el 
día designado para la elección, dando cnenta oportunamente 
al Kxmo. (iobierno de Ja Provincia. Por ün Marques dice 
baber renunciado oportunamente ta comisión que se le había 
conferido. 
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Y considerando : — i" Qtic el ari. 5"» de h ley de eleccio- 
nes habla jcneralmcutc de las infracciones que cometen los 
(pie jiresiden las asambleas primarias, y no hay razón para 
limitar su rancian ;i las comeiidas cu el acto de la elección ; 
pues, siendo sn objeto garantir la legalidad *lel sulíajio, base 
del sistema t|ue nns rije, es indudable que infrinje la ley y 
merece, por consiguiente la pena, el que no cumple con el 
deber que ella misma impone, de presidir las asambleas pri- 
marias, ó impedir, de esle modo, que se realice la elección. 
Uc lo contrario la lev no llenaría su objeto, y podría impro- 
visameule usurparse el voto popular, impidiendo l.i elección de 
los distritos populares, sí ellos fuesen desafectos á los can- 
didatos de los miembros que deben presidir la asamblea pri- 
maria, ("nade sus prescripciones es que las personas desig- 
nadas presidan aquellas, si se niegan ;í hacerlo é impiden la 
elección, es claro que infringen la ley y por lo tanto incur- 
ren en la mulla que- ella impone. No puede pues dársele otra 
interpretación sin violentar su testo y su espíritu. Tampoco 
es aceptable la segunda eseepeion opuesta por el Dr. Lagraña, 
aun dado caso que fuese verdad ipie el empleado á que se 
refiere le hubiese dicho que sus colegas no iban asistir, pues 
entonces debió con mayor razón concurrir, lanío para salvar 
su responsabilidad cuanto porque pudo lomar alguna medida 
aun hallándose solo, dando cuenta al K\mo. (lohieruo de lo 
que ocurría, pues este está facultado por el arl. 51 de la 
misma ley, para salvar las dificultades que surjeu en el acto 
de la elección. — 3" Que establecido el hecho de no haber 
concurrido ninguno de los miembros que debían presidir la 
asamblea primaria, surge la presunción legal, de que han 
obedecido á un plan convenido paja evitar se verilieasen 
aquellas ; pues que no puede suponerse que lodos tuviesen 
inconvenientes en un mismo dia y hora señalada, cuya pre- 
sunción les impone la obligación de probar, que efectivamente 
tuvieron un motivo justo que les impidiese cumplir con esle 
deber. — 3 U Que la csccpcion opuesta por I). rucóla* Ferré 
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no está completamente probada , pues aunque del informo del 
iiiiMiru l)r. Meudía, resulta que se cataba asistiendo de una 
enfermedad crónica i|iie padece, desde el 15 de Marzo, y 
que el día anterior al designado para bis elecciones 1c consultó 
sipoiliit t'slar sentado ím Aonis, á lo que le contestó, que 
evitase esto, ¡mu- cuanto podia repetirle el ataque de que es- 
taha ya bástanle mejorado, atendiendo a la naturaleza de la 
enfermedad, y á la mejoría conseguida, no puede decirse que 
estuviese impedido, especialmente desde que no era de abso- 
luta necesidad que estuviese sentado las tres horas, pues 
podía pedir penniáo luego que se instalase la mesa, para re- 
tirarse. Póf otra parle 8Í Ferré hubiese tenido efectivamente 
impedimento para asistir, debió comunicarlo en oportunidad 
al Exilio. Cu bienio para que tomase las medidas del caso, y 
consta por el contrario según el intorinc de l". i:> que la nota 
de aviso fué introducida al despacho de lio bienio con fecha 
■i del presente, es decir un día después del designado para 
las elecciones —4" Que I). Genaro Márquez tampoco ha pro- 
bado la escepcíon de haber renunciado ni l i . - n i p • . la comi- 
sión que se !e contirió. A la verdad musía que Márquez 
tenia una hija gravemente enferma el £!* del pasado habién- 
dose restablecido el l\ del présenle, que al saber por el se- 
rón- damia el I" del ¡nrst'ith', que habiendo sido designado 
para presidir la asamblea primaria, manifestó vcrhalmenle al 
Sr. Gobernador en su despacho, que se ese usa ha por aquella 
razón, y este le contestó que no tenia inconveniente en acep- 
tarla, peni que era menester la formulase [o»r escrito para 
designar otro; que ese mismo día recomendó al Sr. Vivar 
entregase al Sr. Ministro de Gobierno una nota cerrada, cuyo 
contenido ignora al parecer aquel, pues no lo espresa en su 
informe la que fué puesta en el buzun de la casa del señor 
Segó vía en la misma fecha, lodo lo que resulta de los do- 
cumentos de f. 8 ;i 12. IVro estos antecedentes no bastan 
para probar la escepciou deducida. ■ 1- Porque Márquez debió 
informarse en los días simúlenles si la renuncia había llegado 
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á poder de! Sr. Ministro, ya que la mandó en horas en que 
oslaba cerrado el despacho de (iobierno. - 2 o Porque | a , l0l¡l 
que llevó Vivar pudo ser sobre olro asumo diferente, pues 
este no dice que aquel ta contuviese la renuncia.— Y 3» ¡Wir 
del informe del Sr. Ministro aparece que el dia í encontró 
en el buzón la nota referida que tenia fecha I» del presepio 
y no es posible suponer que estanco desde el i" la obtu- 
viese aquel, recién el i; siendo mas probable por raiisiguien- 
le que la renuncia lia sido aulidalada y dejada en el buzón, 
después que han pasado tas elecciones". — 5* Que si bien ta 
infracción cometida es una de las mas graves que pude tener 
lugar, por las razones consignadas en el primer considerando, 
existen algunas presunciones á favor de la mayoría de los 
miembros de la mesa, que aunque no suuYienlés para exi- 
mirlos de la pena, deben lomarse en consideración para im- 
poner ta que sea justa. Por estos fundamentos, lallo, conde- 
nando al Dr. I), Juan Lagraña, D. Nicolás Ferré y 1). Genaro 
Márquez, á la multa de diez y ocho onzas de oro á prorrata 
que deberán entregar en tesorería, con costas y repóngase 
los sellos. * 

(Virios Luna. 
esta sentencia por los procesarlos, se dictó este 



Fallo de I» Suprema forte 



Uuenos Aires, Agosto 18 de ItíTü. 

y considerando. — Primero. Que el articulo cin- 
cuenta y cinco de la ley de trece de Noviembre de mil 
ochocientos sesenta y tres establece pena en general para las 
infracciones de la misma ley, cometidas por los ciudadanos 
que presidan las asambleas primarias y los que forman las 
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mesas escrutadoras. — Segundo, Que cu esos términos se 
encuentran igualmente comprendidas las infracciones que con- 
sistan cu la ejecución de hechos contrarios ú sus disposicio- 
nes, y las que consistan en la omisión ó falla de cumpli- 
miento de los deberes que ella impone. — Tercero. Que la 
inasistencia inmotivada do las personas á quienes corresponde 
presidir las asambleas, es una omisión en el cumplimiento de 
deberes que les están impuestos, y una grave infracción de la 
ley, que priva á los ciudadanos del derecho de sufragio, y 
puede modilirar el resultado de la elección, constituyendo una 
mayoría Jietieia por la ausencia «le votos que, de aquel mudo 
su haya impedido omitir ¡i la mayoría verdadera. — Cuarto. 
(¿no la inasistencia simultánea del Ductor Uou Juan Lagraña. 
Don Nicolás Kenv y Dou Cenaru M.itqiiez, al acto qtie .so 
dehid celebrar en la ciudad do Corrientes el dia tres de Abril 
del presente año, no resulta justilicada, como lo manifiestan 
los fundamentos de la semencia apelada, corriente de foja 
treinta y cinco á Cuja treinta y siete vuelta. — Quinto. Qoe 
es de sustancial importancia mantener la pureza del sufragio, 
que sirve de base á la forma representativa de gobierno san- 
cionada por la Constitución .Nacional, y reprimir todo lo que 
de eualqitier manera, pueda contribuir á alterarla, dando al 
pueblo representantes que no sean Jos que él ha tenido la 
voluntad de elegir; por estos fundamentos y los concordantes 
de la sentencia apelada, se continua, y previo pago de costas 
y reposición do sellos, devuélvase el proceso. 

Salvador M. i>el Cáhuil. — Fius- 
<:js(:o Delgado, — José Baiwujs 
Pazos, — Horro C.uuusco. — 

MaUCELISO I'OIITE. 
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D. Angel 7V.ro, contra los Señores Despaux y de Andreis, 
sobre tercería de dominio. 



Sumario. — I o No publicada la liquidación de una sociedad 
ni hecho saber al comercio la inhibición de la iirma social 
á algunos de los socios, las transacciones celebradas por los 
terceros con los socios que liguran en la razón social, obli- 
gan á lodos los socios. 

2 o La disposición del art. 10*> del Código de Comercio 
declarando nulos los céntralos celebrados por los corredores, 
se reliere únicamente á ¡os corredores» matriculados que han 
prestado el juramento de llenar lid mente los deberes de su 
cargo. 



Caso, — Los SS. Ücspaux y de Andrcis demandaron ejecu- 
tivamente á losSS. de Mot y compañía la cantidad de 15,;iG5 
fuertes importe de fletes. 

Los ejecutados depositaron la cantidad demandada y el 
juicio siguió su tramitación basta la sentencia de 1* instan- 
cia que uo hi/.o lugar á la ejecución. 

Apelada esta sentencia, en el dia de la vista de la causa 
pidieron las partes de conformidad su suspensión por estar 
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en vías de transacción, y transaron en efecto conviniendo en 
que debian entregarse á los ejecutantes los 15,365 fuertes de- 
positados. 

Aprobada por la Suprema Corte esta transacción y solici- 
tada su ejecución por Despaux y de Andrcis, ante el juzgado 
de sección, ocurrid á él I). Angel Texo oponiendo tercería 
do dominio sobre la suma entregada. Dijo que según los con- 
tratos que exhibía era él la única persona que podia bacer 
uso de la lirma de i Carlos de Mol y compañía * ; que él 
mismo había desembolsado esta suma, y era él el único dueño 
de lo que pertenecía á la razón social. 

Conferido traslado contestaron los ejecutantes, que no tenían 
que ver con los contratos intervenidos entre Texo y de Mot, 
á los que eran estraíios y que ignoraban y que era un absurdo 
la tercería opuesta de dominio ya sea que recayese sobre el 
derecho al depósito, ó sobre el mismo dinero depositado. 

Texo por drden del juzgado manifestó qtie los contratos 
exhibidos por él no habían sido registrados ni publicados en 
los diarios. 

Oidos los informes in voce de una y otra parte se dicto el 
siguiente 

Fallo del Juez de Seeetou. 

Dueños Aires, Julio 22 de 1870. 

Vistos, y resultando : — 1° Que los SS. Despaux y de 
Andreís siguieron ante este juzgado un juicio ejecutivo con- 
tra Carlos de Mot y compañía por cobro de cantidad de pesos 
procedentes de tletamenio, juicio que quedó terminado por 
la transacción celebrada en el escrito de f. 65, ánte la Su- 
prema Corle, conviniendo las parles en que el dinero de- 
positado en el Banco Mauá y compañía luesc entregado en 
pago á Despaux y de Andreís. — 2* Que vueltos los autos 
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para ejecutar lo convenido, y después de librarse oficio al 
Raneo Mauá y c o mpa nía para la esl race ion de la cantidad 
que tenia cu depósito á las resultas del juicio f. 7:*, se pre- 
sentó I). Angel Teto deduciendo tercería de oposición es- 
clu vente, fundándose en que él bahía hecho el depósito, y á 
él esclusivamente le pertenecía la cantidad depositada, y en 
que la transacción celebrada era nula por ser él el único 
sucio do la razón Carlos de Mol y compañía autorizado para 
usar dicha firma, y no haber sido él, sino sus socios los 
que hicieron la transacción : —.'i' 1 Que corrido traslado % I>es- 
paux y de Andreis de ta tercería deducida, ordenando la 
suspensión de la entrega de ta cantidad, dichos señores 
pidieron, por su escrito de f. «i á K(¡, que cu el dia y sin mas 
trámite se hiciera la entrega del depósito, condenándose á 
Texo, ó en su defecto, al juez infrascrito, al pago de las costas 
y á la indemnización de daños y perjuicios, ó en caso con- 
trario, que se les concediera apelación para ante ta Suprema 
Curte, aduciendo en su justificación los síguiciiiis liiodaun n- 
tos: — i» Que Texo «o era parle en este juicio : ---2" Que 
suponiendo que diese verdad, que en virtud de contratos 
pasados con sus socios, solo él (Texo) tenia el uso de fa 
firma social, este hecho solo lo autorizaría para deducir las 
acciones convenientes contra los que, sin facultad alguna ha- 
bían usado de la firma social:— A" Que la tercería excluyen- 
te, deducida por Texo, es una monstruosidad jurídica que el 
juzgado ha debido rechazar m tintine : — -l" Que ta parte 
de Texo acompañó los testimonios de escritura corrientes de 
I. 90 á 08 y presentó tas posiciones de f. Í03 que fueron 
absucltas á f . KM vía. y 10-*: — : *'' U ue t,it,ias escrituras son: 
I i primera de \ de Agosto dul año próximo pasado, ánle 
el escribano D. José Victoriano Cabial, por la que D, luán 
Cruz Várela, representante de la razón social Carlos de Mol 
y compañía, traspasó á l>. Angel Texo la mílad de una ne- 
gociación de proveeduría de caballos al ejército ilrasilcro, es- 
tableciendo que la futura dirección y manejo de la n( 
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rinn, se haría con arreglo á las bases, que en comíalo privado 
se establecería, sr^inid.j . i|iie es un documento privado, 
lirmado por I». AngH V. Texo en que haciendo referencia al 
contrato anterior, reconoce algunos ensillos pendientes contra 
la sociedad, y entre ellos uno á favor de los SS. Dcspaux y 
de Andreis, por gastos hechos en favor de la negociación, 
sin espresar la cantidad. Por dicho documento se coto promete 
ademas, Texo á proporcionar el capital que se necesitase 
para la continuación de la negociación, recibiendo él las letras 
tjUC viniesen de la Asunción, y á devolver á Carlos de Mol 
y compañía el capital «iiie intro .ujeron . ;í- luz escritura 
privada, di; lecha M de Octubre último, en que los tres socios 
dan por concluida la negociación y haciendo cesión completa 
á favor ile Texo del contrato que Carlos de Mol y compañía 
tenían celebrado con el Gobierno del Brasil para la proveedu- 
ría de caballos, debiendo sin embargo continuar la negocia- 
ción bajo la misma ra/.on social, (Etilos de Muí y compañía, 
—i" íhra escritura privada de lecha M de Diciembre, en 
que se supone existente la soi i '-dad y se estipula que l>. An- 
gel Texo como único dueño y responsable del negocio para 
la provisión de caballos, tendrá el uso de la linua Carlos 
de Mol y compañía, por lo que es el único responsable desde 
el 30 de Octubre, á los objetos y razón espresada, con 
t'si'titsitm tlf htto'r )*ujq$ y lomar dinero hasta tanto se ob- 
tuviese del Gobierno del llras.il que el contrato se pusiere á 
nombre de dicho Texo. — ti" Que no se publicó |ior los diarios 
la disolución de la sociedad, ni se previno al comercio o¡uc 
li. Angel Texo era el único que podía usar de la razón so- 
cial Carlos de Mol y compañía. —7 ' Oue líespaux y de An- 
dreis niegan de haber tenido conocimiento de que solo don 
Angel Texo continuase autorizado para usar la lirma Carlos 
de Mol v compañía. — 8" üjte al absolver la;, posiciones de 
I'. HKJ, reconocieron los SS. Dcspaux y de Andreis, ser cor- 
redores marítimos, pero no mairicu lados, en cuyo hecho se 
fundó i>. Angel Texo para deducir en el informe, la nulidad 
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de los contratos celebrados por Uespaux y de Andreis, por 
estar prohibidos y declarados nulos por el art, J(H> de! Có- 
digo de Comercio. 

V considerando, respecto u la petición deducida por la 
parle de Uespaux y de Andreis, quejándose «Id procedimien- 
to adoptado por el juzgado y pidiendo contra este la con- 
denacionen costas, que ella es irreflexiva y contraria á fa lev. 

I o Porque la ley nacional de procedimientos, en su artículo 
301, ordena sustanciar las tercerías de oposición que en el 
juicio ejecutivo se dedujeren, de lo cual su colije que el juez, 
solo puede juzgar acerca de su fondo y del derecho con que 
ha sido ó no deducida después de sustanciada y que no ha 
podido ni puede en ningún caso, rechazarla t» timim, cerno 
lo pretende la parte de Hespaux y de Andreis. 

2" Porque la suspensión de la ejecución de lo convenido 
entre Carlos de Mol y compañía y llcspaux de Andreis, que 
se dice por los últimos, ser contraria á la ley, por serlo la 
tercena deducida á las nociones mas elementales d» ta cien- 
cm, esta perleramente ajustada á la disposición contenida en 
el art. 302 de la ley citada de procedimientos cuando fuese 
deducida, como lo fué, en esle caso, tercería de dominio, 
sin que valga el decir que es absurdo ejercerla sobre un depó- 
sito, aduciéndose por razón que solo podrían ser susrejui- 
bles de dominio las mismas piezas ó monedas que fueron 
entregadas, lo cual no se 1 ataba actualmente, por cuanto 
había, sin embargo, un derecho para disponer de la canti- 
dad .pie había constituido el deposito, y no podría disponer- 
se de esle, sin conocimiento del que se consideraba con 
derecho á él y habiendo ta parle de Teso manifestado que 
era él quien tenia ese derecho, no solo por haberlo constituido 
el mismo con fondos propios, sino por ser el único autori- 
zado para usar de la jimia Carlos de Mol y compañía, lo que 
arrastraba, según él, (a nulidad de la transacción, no s.do 
debia sustanciarse la tercería, sino que en el caso en que 
fuesen cienos los hechos espuestos por Texo, y de teuer 
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conocimiento ilc ellos Ucspaux y de Andreis, la Iransaccion 
celebrada por estos con personas que no tenían et uso líe 
la firma, habría sido nula, y la tercería deducida por Teso, 
al contrario de ser una monstruosidad jurídica, habría des- 
truido la acción ejecutiva ejercida por Despaux y de Andreis. 

Considerando, en secundo lugar, sobre la tercería dedu- 
cida. 1'undada en la nulidad de la transacción. 

1" Que para que ella pudiera ser admitida sería indispensa- 
ble, no solo que los socios que formaban la razón social 
Carlos de Mol y compañía, hubiesen autorizado al socio Texo 
para usar tic dicha firma con eselusion de los demás, sinó 
que Despaux y de Andreis hubiesen tenido perfecto cono- 
cimiento de aquel hecho, pues, de lo contrario, no publicada 
la liquidación de la sociedad, ni hecho saber al comercio 
la inhibición de la lirma social u los socios, con eselusion 
de Texo, las transacciones que los terceros celebraron con 
bis socios que (¡•turan en la razón social, obligarían á esta 
con arreglo á los arls. 455 y lr»7 del Código de Comercio, 
y muy especialmente en el presente caso cu que los socios 
de Texo siguieron el juicio bajo la razón social y con cono- 
cimiento del último, puesto que dice que él constituyó el 
depósito á las resultas de dicho juicio, 

tí' Que ninguna de las condiciones antes indicadas como 
indispensables, concurren con el presente caso, pues la pro- 
hibición del uso di' la lirma Carlos de Mol y compañía á los 
socios de Texo, no ha sido estipulada en et contrato exhi- 
bido y al conlrario, la concesión á Texo del uso de dicha 
íirma con eselusion de él, para hacer pagos y contraer cré- 
ditos en plaza, es una prueba tic que los otros socios la con- 
servaban para estos objetos, puesto que la sociedad tiene 
lleudas de las que tenia conocimiento Texo, entre ellas la 
de Despaux y de Andreis á cuyo forzoso pago no se había 
provisto por el contrato, y por cuanto cualquiera que sea 
el alcance que se dé a* la espresada cláusula del contrato 
privado no rejislrado, de 31 de Diciembre último, esta cláu- 
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sula no futí comunicada al comercio, como lo ha confesado 

Texo H, y por consecuencia los actos celerados por 

los socios, cuyos nombréis están incluidos en la razón social 
y con la íirma social obligan á iodos los sucios, con arreHo 
ü lo dispuesto en los arts. 455 y 457 del ('¿diga d c Conicr- 
CÍOi aplicables ;i este caso, puesto que la transacción celebrada 
por Depaux y de A mi reís, tutf con socios cuyo nombre estaba 
influido t n [ a razón social y bajo dicha razón. 

Considerando, en tercer lugar, respe-elo á la nulidad del 
contrato celebrado cutre Despaui y de Aild reís y Carlos de 
Mol y compañía. 

1" Que siendo Teso socio de Caries de Mot v compañía 
y afectándole, por consecuencia, los contratos celebrados por 
dicha razón social, puede ejercer, respecto á ellos, todas 
Jas acciones conducentes á cxliotierarsc á sí mismo de íos 
efectos de la ejocuceion de una obligación prohibida por [a 
ley, y no puede negársele personería, cuando se trata de 
defender intereses fjue son suyos en parte, v alguna vez en 
su totalidad, puesto que las obligaciones de los socios son 
solidarias. 

Que la nulidad deducida por Texo se funda en el ar- 
ticulo 196 del Código dc Comercio, que declara la nulidad 
de los contratos celebrados por corredores, y en el hecho 
de ser Despaux y de Andreis corredores marítimos. 

3" Que, aunque Despaux y de Andreis hacían las funcio- 
nes de corredores marítimo», no constan que estén malricu- 
culados como ules en el Tribunal de Comercio, y Texn at 
deducir la acción en el informe ha admitido que no son cor- 
redores matriculados. 

4' Que la prohibición contenida en el an. 100 del Código 
se refiere íncuesliot.ablemeiUr á los corredores matriculado^ 
que antes de entrar al rjercicio de sus funciones hubiesen 
prestado juramento de llenar fielmente los deberes de su car- 
go (art. W y ÍM) p UCSt0 <1UC | a raztífl de ^ ptmm 

á los corredores toda especie dc negociación es la de que 



DE JUSTICIA NACIONAL 



327 



desempeñan, basta cierto punió, funciones públicas, puesto 
que las ñolas y certificaciones espedidas de conformidad á 
los asienlos de sus libros, liaccn fé entre los contraíanles, y 
que las pólizas de flctamciuo Urdías con su intervención, 
valen como escritora pública í arl. 192 y IS7 del Código) 
lo cual es una prueba de que, las disposiciones del Código, 
cu lanío son aplicables en cuanto se relicren á corredores 
matriculados y juramentados» pues sostener lo contrario seria 
admitir, que aun sin el reipiisiln del juramento y matricula, 
únicas garantías de su fiel desempeño, merecer i an b: sus cer- 
lilieaciones lo que sería absurdo ó que mías disposiciones le 
son aplicables y otras nú, lo que es inadmisible. 

Por estos fui ntumentus, no ha lugar, con costas, íi la tercería 
deducida por I). Angel Texo, y en consecuencia, llévese ade- 
I:iiiU' !;i ejecución d<- S;i lr;ii)s.ieriini n-le1>r;ida entre Despaux 
y de And reís y Carlos de Mot y compañía. — He punga use 
los sellos. 

Manurf Zavakía. 

Apelada esta semencia por Teso y pasados los autos al 
relator se dictó el siguiente 

i uli > de ln Suprema i <»ri«- 

buenos Aires, Agosto 20 de Í8"Ü 

Visios: por sus fundamentos, se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja cieni» diez y odio vuelta y satis- 
lecbas y repuestos lus sellos, devuélvanse. 

Salvaimml M. uní. C.aiiiitl. — Fran- 
cisco I>ei.i;aimi. — José Humos 

Pa/US. — IttMIO ClIUtASCO. — 
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[i. Augusto Milberg, contra D, Manuel I. Ccbalios 
}>or cobro de fletes. 



Sum<trio. — F.\ que consipna una cantidad ¡l cuyo pago eslá 
obligado, tiene el derecho de garantirse contra tas gestiones 
que pudieran promoverse en virtud de documentos que lo 
acreditan. 



Cíwo. —Confirmado por la Suprema Corte el fallo del juez 
de sección condenado á Milberg al pago de una cantidad que 
liquidada resultó ser 1773 pesos 12 centavos Tuertes por im- 
porte de fletes, ejecutoriada la liquidación y pedido manda- 
miento por la parte de Cehatlos, Milberg consignó la indi- 
cada cantidad y se opuso á su entrega, mientras no devolviese 
Ccbalios una letra, que tenia en su poder, relativa i este 
asunto. 

Negándose Ceballos á la devolución de la letra le defirió 
Milberg unas posiciones, en cuya absolución confeso Ccbalios 
haber recibido de Guifiazú una orden de pago por el Ilute 
contra Milberg, que él endosó á D. Felipe Pairó y que Mil- 
berg no aceptó. 



iu% justicia nacional 



Fallo «leí Jm-/ ile fteerlon. 

Huenos Aires, Julio ü de 1H70. 

Constando por la absolución de posiciones de i". 90 que 
u|ir;i cu jiuiliT di' Ct'h.iliqs urta letra de cüujIuo, u ónb'n de 
pago, endosada en favor de l), Felipe l'oiró, intímese á aquH 
Jo exhiba dentro de tí i horas, ó en su defecto preste la lian/a 
prevenida en ul ari. HiU del Código do Comercio; líbrese 
olicio al Itaneo para la extracción de la cantidad ordenada. 

Zavaleta. 

Cobaltos pidió revocatoria ó apelación en subsidio fundán- 
dose en ijue las semencias ejecutoriadas condenan á Milbcr» 
al pago sin restricción alguna, en que él obló el importe 
del Hele sin reserva y en que ninguna excepción válida puede 
oponerse á u entrega. 

Concedido el recurso de apelación en relación, se dictó 
el siguiente 

Fallo de la Suprema Corte. 

Hílenos Aires, Aguslu >A do 
Vistos, considerando: Que el que paga mía cantidad en 
cumplimiento de una obligación, tiene el derecbo de garantirse 
contra las gestiones que pudieran promoverse por documentos 
que la acreditan, y estando consignada un el Banco la suma 
que se demanda; se confirma con costas el auto api-lado de 
foja doscientos diez y odio vuelta y satisfechas y repuestos 
los sellos, devélvause. 

Salvaoor M. OKI. Caiiuíj..— Kiiam;is<;(» 
flKu;um Josí: Rumo* Rvzns, Hk 

VITO CAItliiSCít.— MaIICELWO ICUUK. 
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11 Antera lia ruja, contra los SS, Garda ¿Hiérvelo v £X 
íoftrí! cobro ejecutivo de jxsox. 



Sumario. — í° Siendo por la ley inapelable la resolución 
dada en un juicio verbal, no puede decirse consentida cuando 
tenga por objeto una excepción que no puede oponerse sitió 
en una estación posterior del juicio. 

2 o El fiador no tiene título hábil para repetir contra el deudor 
lo que no ha efectivamente pagado por ¿I al acreedor. 

3 o Para que sea admitida la compensación en un juicio 
ejecutivo, basta que sea de crédito líquido y que resulte de 
documento que tenga Tuerza ejecutiva, y no es necesario que 
sea de crédito cndosablc. 



Caso. — D. Anlero Barriga, cónsul de Chile demando" ante 
el juzgado federal de San Juan, en vía ejecutiva, á los se- 
ñorea García, Zillcruclo y compañía la cantidad de !ÍKI pesos 
75 centavos bolivianos, que como fiador había pagado por 
ellos á la aduana. 

Notificado el auto de soivendo, los ejecutados depositaron 
ti 1/2 cóndores, pidiendo un juicio verba! para liquidar la 
deuda. 
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Kn el juicio verbal líarriga dijo que la deuda estaba Jtijuiilada 
cu la cantidad demandada y ([ue se le debía un saldo de 
íKX pesos ÍH centavos no formando los 41 1/2 candores sino 
la suma de ií>2 pesos 81 centavos. 

Los ejecutados dijeron que de la suma demandada debían 
deducirse:— t\ 50 pesos lil es, por direrencia en la partida 
«le intereses que ellos debían desde el dia de la cancelación 
de la letra de ía aduana y no desde el dia de su vene ¡míenlo 
como cobraba Barriga;— 2% H);i pesos 21 es. por una cuenta 
do la testamentaria de Alcota, reconocida por Darriga y en- 
dosada á los ejecutadns por D. Julián Aguíar. 

Habiéndose opuesto Barrica á estas deducciones, los ejecutados 
retiraron por el momento la cuenta de la testamentaria y ellos 
y el ejecutante pidieron que el juez resolviera sobre la cues- 
lion de los intereses. 

El juez resolvió que debia quedar subsistente la partida. 

En este estado las partes acordaron que ci ejecutante se 
re tibiera de la cantidad depositada, quedando pendiente el 
piicio ejecutivo por el saldo. 

Seguido este juicio y depositado el resto de la deuda, los 
ejecutados citados de remate, opusieron las excepciones de 
inhabilidad de titulo respecto ú los intereses» y de compensa- 
ciun respecto á la cuenta de la testamentaría. 

líarriga contesto" que se le debian los intereses como ¡i liador 
subrogado en los derechos que tenia la aduana v que no 
debía la cuenta de la testamentaria. 



San Juan, Junio 1 i ik IHTO. 
\ vistos estos autos por los que el cónsul de Chile Don 
Amen. Uarriga demanda el pago ejecutivo de la canlidad de 
H 'SI pesos 7,*» centavos bolivianos, d los SS. García Zillcnielo 
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y compañía procedentes del saldo «lo una letra de aduana 
alionada por aquel como fiador de estos, con el ¡nenio de los 
autos y lo alegado por ha panes. 

Y considerando : — 1° Que los cjecuiados han opuesto l,¡ 
excepción de compensación, presentando una menta á favor 
de la testamentaria de Aleóla, representada por I). Julián 
Aguiar y endosada por este á favor de los ejecutados por la 
cantidad do trescientos cincuenta y cuatro jw.«m con sus inte- 
reses desde la fecha del reconocimiento. 

2 o Que los ejecutados, desconocen además la cuenta de 
intereses presentada por Barriga, por cuanto eso» intereses 
deben correr desde la lecha de la cancelación de la leí ra, y 
no desde su vencimiento, por cuanto consta del cerlilícado 
del administrador de Rentas que acompañan, corriente á f. II, 
que el ejecutante no lia pagado intereses. 

ít* Que respecto del primer punto, importando el recono- 
cimiento del actor de b cuenta de f. 2:1, una simple obliga- 
ción que no es cndosatde sin los requisitos establecidos en 
el Código de Comercio, no es transferí Id c ni puede servir 
para la compensación (arts, 5UI1 y 1H del Código de comercio. y 

4 o Que con relación al segundo pumo, está ya resuelta la 
cuestión sobre intereses en el acta de I. I i vía. y la parle 
de los ejecutados ha consentido en la resolución no pud nu- 
do por lo mismo abrirse sobre ella nueva cuestión. 

5° Que respecto del cambio de la moneda boliviana con 
relación al peso fuerte, lia sido tácitamente aceptada por el 
apoderado de los ejecutados, por no haber hecho observa- 
ción alguna en el acta ya mencionada. 

Y omitiendo otros consideraciones, — Fallo esta causa de 
remate, y declaro de conformidad á los artículos del Código 
citados, se lleve adelante la ejecución contra los SS. García 
Zilleruclo y compañía, por la cantidad cspresaila, con costas, 
llágase saber original y repóngase los sellos. 



NatahaH Morcillo. 
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Apelada osla semencia por los ejecutados \ concedido e| 
recurso cu relación se dicló el siguiente 



rallo de Ih Huprrma l «n<> 



íluenos Aires, Agosto -2" de I «70. 

Vistos: resultando qim los ejecutados lian opuepio cu la 
estación compéleme del juicio dos excepciones ; una fundada 
en la inhabilidad del Ululo para cobrarles los intereses que 
han corrido desde el dia del vencimiento de la letra hasta su 
cancelación, y la otra de la compensación basta donde al- 
cance un crédito que presentan contra el ejecutante. — Y con- 
siderando cu cumio ¡i la primera, que siendo admisible por 
el articulo doscientos setenta de la lev de procedimientos, no 
puede decirse que ha sido juz.-ada de modo que no pueda 
volverse sobre ella en la citación do remate, porque es en- 
tonces que corresponde oponerse, y tampoco consentida la 
resolución dada en el juicio verbal cuja acta corre á foja 
catorce vuelta, por cuanto, con arreglo al artículo trescientos 
de la cilada lev es inapelable, pudíendo romo lodos los otros 
del juicio ejecutivo que se hallan en el mismo caso, ser con- 
siderados en la sentencia de rcmale. —Une el titulo conque 
se ejecuta ¡¡ los señores García Xillcruclo y compañía es por 
lo que pajíó don A u tero Barriga por ellos, como Dador, y este 
Ululo según consta de los documentos presentados y confesión 
del ejecutante, no comprende intereses que no lia pagado, 
y por consiguiente no es liáliil en esa parle para repetir 
contra aquellos por cuya cuenta hi/.o el desembolso. — Con- 
siderando en cuanio á la Segunda excepción, que también os 
admisible en el joicin ejecutivo siempre que sea de crédito 
túmido que resollé de documento que tcn^a fuerza ejecutiva. 

Que la cu en la de foja ve i ule y Ircs tiene el reconocí ni ¡en- 
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tu al (iié linoado por «Ion Autero tlarriga. i]i¡ L flemas de 
confesar la deuda en juicio, lia reconocido cu Turma su Itr- 
ma á foja cuarenta y dos vuelta, lo ijuc da á dicha cuenta 
tuerza ejecutiva con arreglo al articulo doscientos cuarenta y 
nueve de la ley de procedimientos, que además contiene can* 
lidad líquida y exigible. — Que por revestir los requisitos qm- 
exigc la ley citada y el Código de Comercio artículo odio 
cientos cincuenta y dos, es compensable el crédito que se 
presenta por los ejecutados. —Que | a circunstancia de no ser 
cndosabJe, no te quita las calidades requeridas, ni impide 
que los señores Carcia Zillerueln y compañía sean dueños del 
crédito por cesión, consentida tácitamente ñor el deudor según 
el artículo quinientos sesenta y cuatro del Cógico de comer- 
cio. — Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada 
de loja cuarenta y tres, y se declara que son admisibles las ex- 
cepciones opuestas, contra la ejecución, de los intereses de 
la cantidad que se colira, desde la fecha del vencimiento de 
Ja letra hasta su cancelación, y la compensación del crédito 
constante de la cuenta de foja veinte y tres, debiendo prac- 
ticarse por el actuario en primera instancia la correspondiente 
liquidación, y satisfechas las costas y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

ritAN<:is<;o Dklcaími. — .losí: Ituim^ 
IVi/.os HemtoCaiiuasí.o -M.IU- 

' LUV> I CAIt lt 



OE JL'STiniA MAClhNU. 



cu !*1 xe\, 



ih Saturnino t\'t,rontnt ÍLJot- Montea varo, sobre escrituración 

de una finca. 



Sumario. — I" Cuando cu una venta se recitic dinero como 
señal y ;'i cuenta del precio, no puede el vendedor rescindir 
el contrato 

4 2" Kl coniriilií de «LMiTi|»ra-vo[)ta i|iicil;i cnusiimado lomando 
el comprador la posesión de ia cosa y él vendedor la mayor 
parte del precio. 



Caso. — Kn 10 de Julio de IS(>S J>. José* Montea varo ti rmri 
y entregó á I). Saturnino K;i un recibo por H»0 pesos por 
cuenta de una casa que le vendió en !t00, debiendo entre- 
garse el resto del precio así que le estendiera la escritura 
de venta. 

Kn 5 de Junio de 1Rtí!> KA consignó los 10Ü pesos que 
debía, y demandó á Monleavaro el título escriturado de ta 
linca. 

Montcavaro contestó que antes de celdirar el contrato hizo 
presente ;i l a que parle del sitio de la casa aun no tenia 
escritura» por no habérsela eslenditlo lodavia [)' Cármcn llnr 
gos v quu bajo la inteligencia de esperar se liruió el boleto 
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Que si Fa no queria csprrar, se recibiese mas bien de sus 
100 pesos para curiar lodo pleito. 

Fá por su parle, negó la comí ¡clon y digo que no recibía 
su dinero porque había hecho imporlanles mejoras en la linca. 

El juzgado recibióla causa a prueba para que Monicavaro 
justifícase que el céntralo se ajustó bajo la inteligencia que 
no daria escritura á Fá mientras I) 1 Carinen Burgos no se 
la diese á él. r 

La ¿nica prueba que se produjo finí unas peticiones alisucl- 
las pur Fá. 



1 tillo iU l Jiipz <Li- «ii'rriiifi. 



Meudo/a, Al»ri) iü de 1K70. 

V \ jsios ; el argumcnln de eme pleito es el siguiente : 
¡>. Salurnitin l-a, argentino, ríi-immdñ ;í |>. 4<isé Montcavaro, 
español, para que el ju</ obligue á este ¡i esteniler y f'orma- 
"/n" la escritura de venta de u¡¡a casa, sila en la Chimba, 
vendida por el ti" al I " en TiíHI pesos, cnii am-geln á la boleto 
que consta á f. 2 que. por eslar en papel simple, quien ta 
presentó pagó la mulla á que se refiere la diligencia de í*. I!. 

El demándame dice: « Exijo la estritura, a! electo lie de- 
positado en el Banco los cien pesos para que no se diga 
que rehuso complementar el tenor ile la boleta de venia de 
la case. » 

El demandado cornetín: » El contrato \ la ludria tiorto, 
pero un me es dado por aluna otorgar la escritura mieulms 
!>' Carmen Burgos mi me cstiruda la suya de una parle 
del ierren» eu que ubica la í asa ele Fá, por ser esta una 
condición que luce presante á este cuando lirmó la dicha lío- 
lela. O bien Sr. Jiiiv. estoy piorno á devolver los U Mi pesos 
\ que < l me restituya la casa con sus alquileres. » 
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MI juzgado recibe ;í prueba la canso pata que el demandado 
jastiÚque la circunstancia alegada de su parle, de no estar 
obligar» n á dar escritura mientras D a Cármen Burgos no se 
la otorgue i él, eir. etc. 

La prueba rendida solire este particular es la posición 
puesta á Fá constante á f. 27 en la cual confiesa esle último 
que es cierto <pfe cuando se catendiu cí recibo de f. 2 ( ó 
boleta ) le dijo Monieavaro que aun no le habla dado escri- 
tura T)* Cármen IJurgos, que tan pronto que Jo liieiesc le 
estén iteria escritura, es decir ;í Fá, el cual convino en esto 
pero este modifica la pregunta agregando, que el convento 
asi fué pero siempre que la espera nc< pasase de 1T> días, 
contados desde el dia en que Monieavaro le dijo esto, sin 
recordar quti dia. Esta es la única parte pertinente de las 
posiciones de f. 27, y teniendo el juez i la vista el escrito 
mandado desglosar por decreto de v 2l de. Marzo de esle ath 
foja 35. 

Considerando: l 1 ' «¿uc el recibo de T. 2 pro-luce obli- 
gación perfecta por estar reconocido en toda forma. —2 o Que 
dicho recibo no emplaza el ','toiga miento de la escritura y la 
circunstancia de la posición, lejos de perjudicar al aliso! vente 
mas bien le favorece por ser calificada é indivisible que 
destruye la intención del pro pon en te y lia sido incumbencia 
de esle probar que es falsa la modificación, lo cual no ha 
hecho.— W Que el contrato de Compra- venta de la casa es 
consumado por estar el comprador eu uso y posesión de la 
casa y el vendedor fie la mayor parle del precio. — 4" Que 
ta escusa alegada por Monieavaro, que no puede dar escritura 
m ¡entras no afine el juicio con lt' (firmen líurgos. desdi» 
<pie ha sido negada por su contrario no puede perjudicar á 
este por ser un tercero que no ha tomado parle en esle 
pleito. — 5" Que para que tenga lugar la devolución de la casa 
v dinero es indispensable i¡ue concurra el consentimiento 
de ambos contrayentes por ser el contrato bilateral v fallar 
r\ asi iilimieiilo del comprador quien se opone á su rescisión. 
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l*or estes fundamentos y ulpos que w . tiene présenlo 
licciio y en derecho, con arreglo á la lev <!«. Ul. íi" Pan 5« 
y H tit. I-, rib. 10 de la N. It 

Se declara que Ü. José Monteavaro debe eslender la es- 
critura de la casa .1 I». Saturnino H en término de 3« «I,:, 
bajo apercibimiento que si no lo hace el juzgado lo mandará 
cstenderdc olicio bajo su nombre v responsabilidad con cosías 
al demandado. 

El actuario líjese que Don, José Monteivaro no ha sai ¡sucho 
la mulla que le corresponde como firmante del recibo de 
t. 12. Hágale saber la haga electiva v si no lo consigue, dé 
cuenta. Repónganse. 

Juan Patiti . 
Habiendo apelado Montea varo se dictó este 
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Hucnos Aires, Setiembre 3 de 1870 

V istos : por sus fundamentos y con arreglo á la ley sétima 
título (¡uinto, partida quinta, se continua la semencia apelada 
de loja cuarenta, en cuanto manda otorgar la escritura, y de 
conformidad con el articulo veinte de la ley de papel sellado 
de veinte y nueve de Agosto de mil ocliocicnios sesenta y síele 
se revoca en la parte que manda pagar mulla por el documento 
de foja dos, y satisfechas las costas y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

Salvador M. Caiiril.— Fiiakcisco 
Delgado.— Josí; Humos Pazos 
—Besito Ca museo. Minen i- 

NO l.'CAME 
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a MttU-o Murtinez tonda ct mpitan fh Luis J fritm.t, sobre 

daños y perjuicios. 



SiunarÍo t ~\" No se debe» danos y perjuicios cuando el 
•feudo r no lia podido dar ó bacer la cosa á que estaba obli- 
gadu, cediendo á fuerza mayor A por caso fortuito. 

Ks caso de fuerza mayor la rolura de la máquina de 
un vapor que lo inbabilile para cumplir el coutralo de lle- 
lanienio. 

3" Si durante el viaje el capitán se ve obligado ú nacer 
reparaciones en el boque por caso de fuer/a mavor, el eor- 
gador está obligado á esperar basta que se baga la repara- 
ción, ó podrá retirar sus decios, pagando el Hete por cn- 
icru y demás gastos imputables á I» carga. 

4* Kn caso de quedar el buque inservible y de no encon- 
trar el capitán otros para fletar por su cuenta, debe regu- 
larse el (lele en proporción de la distancia recurrida. 

r» No os justo el carpo de intereses sitié por la cantidad 
ln|m<l;i ipif se adeude 



(■•tM.-Eu 2ít de QetilbN de IXüít I» Main» Martínez se 
pieseuló al Jn/gado Nacuma! di* Hueuos Aires, C3|iünícndo 
[tic en i 2*¡ tic \mk bahía celebrada r<-tt el capitán del va 
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por «Teresa » I). Luis J, Palma un contrato de lleiamemo 
para cargar en este puerto á bordo del vapor y de dos re- 
molques de 20 á m mil a> de maiz desganado que debía 
conducir á la Asunción, en donde seria descargado en e 
acto de su arribo en las lanchas del vapor por cuenta de 
los ileladorcs. 

Uuc el capitán del vapor arribó á la Asunción el 20 úe 
Julio sin los remolques, y que interrogado por eí hermano 
de csponeme que debía recibir la carga, contestó haber de- 
jado los remolques a* |,ig„ as; p cr „ qm ¡| )a ;i l01|iar C8| ,_ 
bon para conducirlos en seguida. 

Qip en efecto, al día siguiente zarpó; pero en ve/, de to- 
mar los remolques, se presentó en este puerto, v aseguró 

al agente Pacz qu<- b.s rcnmlqu.-s aban entrando ú h 

Asunción, cu cuya virtud Pacz pidió nueva carga que no 
trepidó en darle con la seguridad riel arribo de la anterior. 

One después lia resultado que los remolques habían que- 
dado frente á llumailá, y so | ñ arribaron a" la Asunción el 
de Agosto, es decir, un mes después del primer viaje 
del vapor y de la época en que debió entregarse la carga. 

Que tan luego como finí posible levantó la correspondien- 
te protesta por el engaño y la ¡nrjcriicinn del contrato, y 
que su hermano también protestó en la Asunción. 

Que el proceder riel capitán le ha ocasionado los siguien- 
tes perjuicios: 

I ' La rescisión de un contrato que tenia celebrado eon 
H. Manuel lloclla por el que debía entregar el maiz en el 
mes de Julio en la Asunción á razón .le 7 reales plata 
siendo solo 4 í i reales el obtenido después. 

2" Los gastos de la descarga que riebia hacer el capitán 
con sus lambas y que no verificó dando ocasión :í un mayor 
gasto de mas de 500 pesos fuertes. 

3" El alquiler de la casa cu que rué necesario depositar 
el maíz a causa de la rescicion del contrato de venta. 

i" Los intereses del precio riel maiz desde fines de Julio 
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i ri quu habría sido pagadn á haberse verificado ta entrega 
*-n W plazo convenido. 

.V Ka dilemieía .le precio de la furnia remesa que st > 
hit» cu el supucsio ,1, halarse hciho la entregare Ja pri- 

Los intereses del precio denle que se hi^la nueva 
«ri¡a y los gastos mismos ,| e trasporte, porque á tener no~ 
»icim c, 4 «le Agosto fecha de su espedido.. ,le que el 
primer mm no había llegado cu tiempo y debía en con- 
socuenna „„ wr Vl<lldij]0 (lfl |as comjiciomíS fl Jtibja cf 

venücido el anterior, se bubiera abstenido de hacer esta 
nueva remesa. 

fl^ á imírilo de estos antecedentes, demandaba al ca- 
pa I , ma y pedia que oportunamente fuera condenado 
a pagar los c anos y perjuicios que había ocasionado, con 
las cosías tlei juicio. 

Corrido traslado, el capilar, I>alma pidid se rechazara con 
costas la úwsmá 9i y se condenase á Martínez a pagar lo 

denle! ^ ^ ^ '° 8 * Maríaí > tPrcsi - 

U"c los hechos enunciados por Martínez son falsos, pues 

ÍmL. eo.° i* 4 V , - n * Curupuilf marchando 1 la 
Wáqmia con |¿ hb m de va por, el marinista paró di- 

--tole que la máquina estaba rola y que era ccesario 
toüdetir en e acto. Que dos horas después, viendo qu 

a rotura de la máquina era de consideración, dio orden á 
l« buque, remolcados de que aprovechando el buen viento, 
taminasen a vela como lo hicieron. Que se ir.diajó en I 
rifftttj rcs.u de „c día y la noche para sacar' las p¡ ! 

as rotas y poder marchar á media fuera, con la nica de 
toW a nu p Qe ,io en donde pudiesen encontrarse re- 
cursos. 

Ou« el dia el maquinista dijo que andando despacio 
la maquina podía funcionar ron un solo cilindro, y mió,,- 
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ees resolvió llegar ¡i la Asunción principalmente pard .le 
sembarear los pasageros, 

Que en ilumaitá eocoulraron los rcmolr|ucs que por innl 
tiempo no podían dar ta vuelta de ese nombre . 

Que viendo qnc con un solo cilindro el vapor marchaba 
regularmente, consultó a los maquinistas si podrían ayudar 
i los remolques á subir la vuelta de Ilumaitá ; - Que los 
maquinistas consintieron en probarlo; pero á los pocos 
minutos se convenció que era necesario largarlos para no 
romper la otra parle de la máquina. 

Que llegados á la Asunción el 27, y no encontrando allí 
recursos para componer la máquina, se puso en marcha 
aguas abajo. 

Que el mismo dia de la llegada 4 esta ciudad, se hizo 
á Martínez por intermedio de los agentes 1*302 y Gomeoao- 
ro, una relación exacta de todo lo sucedido, y Martínez se 
convenció y conformó, limitándose «í exijir preferencia para 
hacer un nuevo contrato y cargar el patacho altaba Uniia,» 
haciéndolo marchar adelante a vela para que una vez compuesta 
la máquina, el vapor «Teresa» to remolcase hasta la Asun- 
ción, cuyo contrato se hizo bajo las mismas condiciones 
del anterior, y fué fielmente cumplido. 

Que según esta relación se vé qtie lo ocurrido con los 
patachos «María» y "Presidente» procede de un caso for- 
tuito, y que Martínez conociendo la circunstancia del hecho 
con lo ocurrido no hizo reclamo alguno. 

Que en cuanto á la relación que Martille/ hace de los 
perjuicios, la rechaza en todas sus partes, y por cuanto 
sostiene que nada debe pagar, no insiste sobre este pumo. 

En seguida el Juzgado puso la causa á prueba, sobre los 
puntos siguientes : 

I Causa por qué el \apnr abandonó los remolques «María i 
y "Presiden le,» y si el capitán ha llenado las formalidades 
prcscriplas por los artículos HKt7, IIKK) y JHHt del Código 
de Comercio. 



*'M i-s verdad uue ca|liIah «Teresa» dc- 

< aro en la Asuncinn al cmsignaiarío 4c la carga que n 0r 
«ft * mm había tenido que abandonar lo, remolques, 

-|iic al llegar á osle puerto manifestó ,mc 4 Sll sa |jj a (íc 
la Asuncmn entraban a dicho puerto los rcmofu.uí.s 

& (Jitd clase de reparaciones demandaba la máquina v si no 
lidian hacerse en la Asunción. 

lo^cm"l l „es mtÍUS " a imÚOtmU 31 **** ,a te » * 
Con f:i prueba producida por las panes, se dictó osle 

rallo dp| Jura-, **><-rtuii»l 



Dueños Aires, Agosta 9 de !N7n. 

• l.m» José I'alma. capitan del vapor inplés .Teresa, po 
■ Hicmni. con ,1c taita, v perjuicios prov c ,uc n ,„ 8 de f „' 
Je cumplimento á un conlraio «obre llcamciiio ,h .1 ! 
vapor, y resollando: "° 

H Que I). Mateo Jlarline* y |>. |.„¡ s j. Vltm ecMlruon 

f 7 m "'° c °™»«> * f S. para carpar on W I 
bordo del vapor .Ta». , sus dos rem „|,,„ cs Z 5 o 

do al puerto ,1c la Asunción dei Vmga ¿ 

* o c ::z *¡ r ,la 80 irrobas * '•««» 

- Que en Julio del ano próximo pasado siürf «i «, 

- Teresa, remolcando los patachos v .its dem 

5¡*?* «* CO ° ,l<;s,i "° i Nuncio,,;. ,/,,, ^ 

«apor el J del mismo mes sin los remolques ¡„„ „ u0 „ . 

idcme el y el pa.aclio . María, el *,( de .Woslo ,„ „ 
I" cua os,;, co„s,a,ad» por los eonocimiemos v t '„ 
•"rrienlca de f. :, á ,; ,| S|lc , licnl(> , - l « aI,M 
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3° Que según Martínez al llegar el vapor i Teresa i á la 
Asunción habia el capiian Palma manifestado á i>. Gabriel 
Martines que loa remolques quedaron a 30 leguas, perú que 
iba á tomar carbón para conducirlos en seguida, y que aun- 
que al día siguiente zarpó de la Asunción, en vez de lomar 
los remolques como lo prometió siguió, basta esle puerto 
donde aseguró al agente Sr, Paez que los remolques que- 
daban entrando en la Asunción; beelir) falso, mediante el 
cual obtuvo nueva carga, 

4" Que los hechos ocurridos importaban fallar al contra- 
to, Talla que le habia irrogado los perjuicios que Je recla- 
maban v que consistían en lo siguiente: 

4° Haberse visto obligado á rescindir el contrato que te- 
nia celebrado con D. Manuel Rocha para entregarle maiz 
en la Asunción en todo el mes de Julio, pagándosele sirte 
reales fuertes por arroba, siendo el de cinco reales é pre- 
cio que el maiz tenia á ta llegada de los remolques. 

2" Los gastos de la descarga que debía el ^apilan hacer 
con sus lanchas y que no verificó. 

3 o El alquiler de los almacenes en que fué necesario de- 
positar el maiz. 

4° La diferencia del precio entre siete y cinco reales ar- 
roba en la segunda remesa de 224,644 libras que no ha- 
bría espedido sinó es por la falsa aseveración del capitán. 

5° Los intereses del precio de ta i a remesa de maiz desde 
Julio, los del de la 2 a remesa desde que se hizo la nueva 
carga y los gasios de transporte de la última. 

G° Que ct capitán niega la verdad de los hechos en que 
se apoya la demanda, diciendo ser falso que hubiese ase- 
gurado á I). Gabriel Martínez que por falla de carbón dejó 
los remolques y prometiéndole volver por ellos, como igual- 
mente falso que él afirmase al llegar á Rueños Aires que 
á su salida de la Asunción entraban á este puerto los re- 
molques, pues la causa que manifestó á Martínez to habia 
obligado á dejar los remolques fud haberse roto la máqui- 
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na, I» que, tío pntJíi'iiili» eomponerse en la Asunción, obli- 
ífü al vapor á venir á componerla en Buenos Aires \ <,„,. 
importando ilicli» accidente un caso fortuito que impos.bi- 
I'IíiI'ü el rm.if.hu.i-M.tn ,1,1 contrato, no tenia derecho Mar- 
Iuuíi l»ara cxijir h ¡nUemiiiiaicíoii que reclamaba, y lo tenia 
Palma |»ara pedir se condenan á Martínez a | nago de lo 
que le debía p„r ÜVie de fus palurdos . María - * «l'residcn- 
<<■*: ■> b. .pie .•oim.-sió M.nifir/. que no calaba obligado á 
C^" I slw 'l" r <: 'l>¡«."' " ( 1 balea cumplido el contrato. 
tP Qm recibi.la la causa á (.rucha eou el íin ,1c uereditar 

cual rtitS ta causa po* la mal el v r llegó á la Asumió,» 

sin «os remolques, y ,,„,: , t)> M) | n „ Martin../ por el 

,Ji * 1,0 ^l'resadu, fas parles Inri producido las .pie corren 
de f. lií viii lia á 8& v de i. mi á 107, 
* Qoe consta por las declaraciones de los comerciantes 
,lnl,ü l{aS! ' ro >' J "'«» Síápo que iban <!e pasageros 
en el vapor .Teresa-, fdcclaraeiones de f. f^, 66 y Ü7; por 
las de líariolo Valle, baqueano .pm fué d< I mismo vapor 
en el mismo viaje, de Tadeo baneri il. füi, que sirvió en 
calidad do lri|iulanle del buque, que la causa pur la cual 
el vapor dejó los remolques luc haberse rulo ó descompues- 
to h máquina, y haber mauilestado el maquinista .pie no 
podía continuar con los remolques, declaraciones que se ba- 
ilan continuadas en su parle sustancial por h del Comi- 
sario del vapor á I". M y las de los maquinistas, |j. Car- 
los Tader (f. T.'t) que examinó la máquina al llegar á la 
Asunción, y .1,- fi. r ;ini , n | <; íirt| || a , tí Ul/i> 

relácenme al llegar á esle ,»„eiio, s^un euva opinión el 
vapor no podía Mesar remolques aguas arriba. 

W Oue las reparaciones que evijia la máquina uo podían 
hacerse en la Asunción. Induraciones citadas de Tader 
Npiro y Garulla, 

Nt Uue no está justificado por la prueba producida que 
el capitán dijese al llegar á Itucnos Aires que ¡í su salida 
de la Asunción entraban á dicho puerto los remolques ni 
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que esta fuese la ra/.on <|iic impulsó á Martínez á hacer la 
tí a espcdicion de maíz. 

11. t)ue estén probados los perjuicios «pío sufrió Martínez 
por no haber llegado los remolques en el ■ Teresa,» con- 
sistentes dichos perjuicios en la diferencia de precio que 
haliia cutre la llegada tlel vapor y los remolques (declara- 
ciones de i>. Manuel [locha I. á :C» y t 70 y de íl. 
Manuel Molina á t. Sfify; y que lo está igualmente que Pal- 
ma no descargó ron las lanchas «le su vapor, como estaba 
obligado por c! artículo *2" del contrato; y ijtíe no está ple- 

cíenle jusliheado cuanto abonó Manioc/, por dieho servi- 
cio pof ciianlo no se lia presentido nías comprobante que 
i-I recibo de I", pero Miyo iin pMil i-, ¡Hendido su monto V 
id plazo aordado p:ira la descarga que era el di- ilOfee días, 
es latí módico que no puede haber dilieullad en admitirse 
pues, pagándose á cada remolque M\ pisos fuertes por ca- 
da día deexei so que se empleara en h) desearla, y habióu- 
ilose comvilidí» doee días para la descarga, es evidente que 
el servicio do la desearla valia euaii 'o menos bis dore días 
que para dicha operación se acordaban } por consecuencia 
la cuenta de MK» pesos fuertes es mas módica que los 
gastos calculaos. 

Y considerando: l" Qtte eon arreglo al art. ±¡0 del l'ó- 
digo de Comercio, no se dehen düóos y pi-rjiltCtOS cuando 
el deudor no ha podido dar • » haerr la cosa á que estaba 
obligado, redíendo a fm*rza mayor ó j-or caso fortuito. 

tí" Que Según queda demostrado en los resultandos de 
esta sentencia, la causa porque id vapor tTcicsa* no Ijegui 
al puerto de la Asunción con los remolques «María» y «'Pre- 
sidente* filó mía rotura ó oescomprislura de la máquina que 
no permitía al vapor coniíiiuar con remolques aguas arriba, 
lo cual rousiiluye mi caso de (berza mayor, a o imputable 
ai capitán Pahua y exhotiera á este con arreglo á los artí- 
culos ti 1 1 » \ ±í!) del Código de Cono icio «le tmla responsabilidad 
por perjuicios que hubiere sufrido el Helante I). Maleo Martínez. 
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3' One sín embalo los policios sufríaos por Martínez 
w ,1 hecho de no lialn-r las h„H,.is dH vapor efectuado 
la descarga de los ^moi^m no se encuentran en el mis- 
mo caso nue ios procedentes de haber dejado dicho wpor 
a l<» limpies remolcados y haber llegad» sin dios á la Asun- 
to". P»- s estos provienen de tmm mayor no imputable al 
rajóla.. dH va t ,o r , mi.-tiiras amiHlos ha,,' p,„|j,Jo evilarap 

7 H,Tl " :, : ,(> la «• "anchas, , f , ,„ ¿J,. 

.... e| contrato, ya enmendó á otra persona de ha- 

<*r dnrha operación por su emula, y p„ r r,.i uemia los 

Puentes de m Mlt la d , 

Mes y debe por lo tanto ipdmtadok 

■i" Que no estando prohado <:on,o se ha demoslrado 
jnk. s , cjne el rápita,, huhi,s, imh.,-,do ;i M¡mjnejP 
alaa rHae.on de lo ocurrido e„ el prirn-r viaj,, á hacer Ja 

do ^j., c.k ,¡er perjuicio ,,„,. á Martina 

* , ''"bit'se se^i por hechos ,,„ i,„p, lt ,ldcs á Palma 

»« ' "■»« *T a cargo dH úliin,,,, ,,i.r n „ n ,rrien.l., no. las 
35H" * * - Podía soportar sul 



V"e aumiue l'aln.a r.o cumplió ...» todas sus partes v 

Z T **\ l ' S,,r05,,lt ° ^ »«W ■■ « trall 

m ema odM con Marti..™, lo ha cumplido en parto 

* vapor * los patachos „W v ,pL¡- 
dtnlert hasta (.urupaíli. 

fi' One en casos de esta naturaleza dispone el Código e„ 
sus amento* ItUI v iStó, q I n.^ior ,s.á ohlj,. d„ 

f*** 9 6 s " *J" " b r,paracion dH h., ; 

a retirar sus efectos pag, , ¡») rid, por e ro. estadías 

ele , y en de „„ adu.inr reparaci-u, „„ WIMlllw 

, n,i>fl:,J ' ° ,rnS * A H'-le del.,. n-MMlarsc el Hete dH 

NqUü que uuedó iusen.lde en ra/o., de la dionea re- 
corrida. 

7 tfuc psiá probado 4W ,| i „ <T 
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ni en la Asunción y por consecuencia que el timador esta- 
ba obligado á esperar que se hicieran las reparaciones, ú 
ú pagar el dele proporcional á la distancia recorrida, tanto 
mas cuanto que no está probado que hubieran en ta Asun- 
ción vapores que pudieran Helarse para remolcadores, pues 
los Sres. Caray y Velasqucz declaran ó f..„que no encontró 
ningún vapor que pudiera Helarse para remolcador, y D. 
Manuel Lalduando á C 81 no afirma que hubieran en la 
Asunción cuando llegó el capitán Palma vapores que pudie- 
ran hacer ese servicio, limitándose á afirmar que era raro 
que faltasen de la Asunción mas de dos ó tres (lias los va- 
pores «Unions y -hoque de Saxem que se Helaban para re- 
molcadores, siendo por otra parte el único testigo que de- 
pone acerca de este hecho. 

8" Que por consecuencia el capitán Taima tiene derecho 
para cobrar el Iktc basta Curupaill, 

0" Finalmente. — Considerando que ambos litigantes han 
acompañado cada uno un ejemplar del contrato de fleta- 
mento, que no está cstendido en el papel sellado corres- 
pondiente, y no ha bien do sido de práctica cobrar la mulla 
por los documentos presentados antes del mes de Cuero del 
presente año, no es justo imponerla en este caso, bastando 
por dicha consideración con exigir la reposición del sello 
que debió emplearse. 

Por estos fundamentos fallo absolviendo á I). Luis Palma 
de la demanda que contra él ha interpuesto D, Maleo J. 
Martínez á quien se condena al pago de la cuenta de f. K 
del espediente agregado importante dos mil cuatro tiernos 
treinta y un pesos cuatro cenia vos fue ríes, con sus intere- 
ses desde la demanda, y debiendo deducirse de dicha suma 
la de 305 pesos fuertes que importa la cuenta de f. 101 y 
el flete proporcional de Curupaili á la Asunción. 

Cada parte reponga el sello de las pólizas de ti el a mentó 
y abone sus costas. 

Repónganse los sellos. Manuel '¿aválela. 
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Martínez apelo en relación. 



¿id 



Fallo .le I» Suuremu Corl* 



Üuenus Aires, Setiembre 3 de [870. 

Vistos: por sus fundamentos, y no siendo justo el cargo 
do intereses sitió ¡mr la t.inlid.id li^iti la <[u<> se ;idi"u<le, 
confirma la sentencia apelada de foja cierno calotee, con 
declaración de <|iiií los intereses deberán sulurneiite compu- 
ta r»e sobre el saldo r|ue remite después de lieeha la dc- 
dnecion de | Ub ueseienlos rineo | M <sos de la cuenta 
de luja cierno cuatro, y de b parle |>r<>¡ »onio nal del Hete 
corrüfi|iomJtente á los patachos tMaria, v . Presídeme , : sa- 
lisleclus las costas y repuestos lo* sellos, devuélvanse. 

Salvídoh M 1 dkl Cáhuil — Francisco 
Delgado, — José Líauhos í'azus, — 
Bemto Carrazco, — Majicei.i.vu 
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CAI* 4 TLC VI I. 



D. Blas Aspiazu, mitra B, Jo*,> tk ¡ImchenUtl , f wr cobro de 
pesos. -Incidente sobre competencia. 



— i" Los tribunales nacionales snn competentes 
liara conocer en fas cansas civiles en que sean parlo un ciu- 
dadano argentino y un eslran^rro. 

2" Las excepciones «lihilnrías deben ser probadas por quien 
las opone. 

3" La iey i", lít. par!. :í\ al declarar que nadie está 
obligado íi respmnler e¡\ juicio anlc otro jur/. que el del 
liifMr ile su domicilio, se reliere á los diferentes distritos ju- 
diciales m que se India dividida una nación. 

i" Ks un priuripi'» de do re el i o internacional ijuc el poder 
judic ial de un lisiado se esliendo á «.dos los casos <|uo ver- 
sen sobre ae< iones personales, cualesquiera quesean las partes 
interesadas en el jnieio y cualquiera que sea el lugar dondo 
iiacin la acción, salvas las limitaciones que pongait las leyes 
de cada país. 

5 o Con mayor razón, tr al undoso de actos celebrados en fa 
" lica para tener ejecución en ella. 
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ta cantidad de T.SI7 onzns de oro, provenidnos de tinas Ir Iras 
jimias por el (¡obieruo Nacional del Paraná, en Muyo l'.i de 
IS.'jít, contra Bitscbenlal en virlud del contrato de empréstito 
de 10 de Mayo del mismo año. 

Corrido iraslado de la demanda, I). Miguel Iludí en reprc- 
prcsenlacion de I), José de liuscliemal, sin contestarla, pro- 
movió articulo diciendo i|iie iSusdieiiial si- eneuittraba de trán- 
sito en esta ciudad, pues era notorio que su domicilio era -n 
la llc|>úhtjca del l ru<;uay a cuyos tribunales debía ocurrir 
A spia/.u en prosenicbm de su derecho. 

Kl juzgado ordenó que el demaudanle mauilcslasc en el 
aelo ile la nolilicaeion si el domicilio de Uuscbeulal era en 
Montevideo. 

ftsjridztl ÉnániléStd que lo ignoraba, 

Kuiouees se recibid la causa á prueba fiara acreditar que 
el domicilio de \). José de Ibischenlal rra en esta ciudad. 
Durante el ternnno probatorio solo declaró por pane de 

Uiii li, D. M;ni:nw Casare-, ipn- r| domicilio de hiiscbeiital 
es cu Montevideo, lo que |<> consta pnr tener relación con 
él; que aquí rm time establecimiento de ninguna ennecie y 
solo viene transitoriamente. 



tullo del Jiin de Kerrion 



Buenos Aires, Ayusto 8 ilc 

Y vislos, considerando : ~ p' (Jue segun el inciso 2" del 
art. ± de la ley tic ti de Setiembre de \m\\ sobre juris- 
dicción y no pcleneia de los tribunales nar ¡míales, son estos 

competentes para c n-r de las cansas civiles en que se.m 

parles, un ciudadano arjíeniino y un estt,iii»ero. — tjue el 
p/esetitc caso se halla comprendido en la eilada ley: J" Porque 
cobrándose cantidad de pesos procedentes de unas letras de 
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caml.ro, Ja acción que se ejercita es civif,_*> Von\w so» pane 
en <H el ciudadano argentino I). lilas Aspiazu v «I cimladar,., 
estranyero !>. /osé de Ib.sclu.ntel. -:i - Oue la exeepuon -le 
incompetencia de jurisdicción opuesta por el demandad.., ex- 
cepción fundada en lener el demandado so domicilio cu Mon- 
tevideo y de hallarse de iránsi n esta ciudad, no está jus- 

(¡h'cada yes inadmisible pur Lis siguientes razones: — |- |»„ r . 
que aunque según la le; i-, m, :i , |iarL & e | demandado 
no esta obligado á responder en juicio „„/,. oho „/. vfW ... si 
non ante aquel .pie es pueblo para juzgar I.. tierra, rio el 
mjjra cotidianamente, salvo los casos determinados por la ley 
3% til. 8% de la fiiis-n;, partida, la primera citada lev se re- 
fiere evidentemente á los dilerenies distritos judiciales en que 
se halla dividido un lisiado ó Nación en cuvo caso el do- 
miciliado en el disidió de un j„/»a,| mbunai no ,-Mana obli- 
gado, según la ley, a contestar la demanda . r i,- contra el 
se dedujere ante el juez .i tribunal de otro distrito, romo 
se deduce de otro concepto de la misma lev, según H nial 

no podría escusas de contestar a I It-v, "si IVre fnttuth 

en su (.orle por la razón de ser la Corte del Hoy f w« co- 
munal de todos, razón qM, no pttdhjmlo ser ostensiva sitió á 
ías Naturales lí otras personas domo-ihadas v im á los ,Mrm- 
geros transeunles, no» revela que la ley se relien- á aquellos 
y lio a estos, -2- Porque es un principio de derechos inicr- 
nacional que id poder judieiario de un Estado se estiende 8 
todos los casos que versen sobre acciones personales, niales- 
quiera que sean las partes interesadas en el juicio y 
cualquiera que sea el lugar donde nació la anión, salvas 
las limitaciones que las leyes de cada país | «an en ejer- 
cicio, deesle|K>der.-Whcaimi, • ívtéjiienls dn droil interua- 
lional.,^ edil. Leipzig, 1K5H. lomo hparr. lít. pág. I U y 
iio. — r Porque no habiendo nuestras leves limitado el ejer- 
cido de este poder, puesto que, como ya se lia visto, o., se 
relieren ellas á casos de esta naturaleza/ debe estarse al prin- 
cipio internacional diado que hace esiensiva la jurisdicción 
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k casos fie la naturaleza del presente, cualesquiera que sean 
las personas interesadas cnél, y aunque se;m meros lr:inseiitites. 

1'nr estos fundamentos, declarase enmiélente este juzgado 
para conocer en la ilrmamh deducida por l). tilas Aspiazu, 
rontra [>. José liuscliental y en consecuencia intímese al úl- 
limo conteste derechamente á la demanda y sin especial con- 
denación en costas, — Repónganle los sellos 

Habiendo apelado el apoderado de Buschental, se dictó el 
Fallo dr la Suprema t'orl*. 

Buenos Aires, Setiembre Ui de 1870. 

Vistos : por sus fundamentos s considerando ijue la deman- 
da interpuesta por d<m tilas Aspiazu contra don José «le 
liusclteutal, procede de actos celebrados en la República para 
tener ejecución en ella, se confirma con costas el auto ape- 
lado corriente ;í tuja cuarenta y una, satisfechas y repuestos 
los sellos devuélvanse. 

Salvado» M. iju, Cuutii.. — Fius- 
ctsco DFacADO, — José Ramios 
Pazos, — Besito Ca musco. — 
Mahceu>o le ahí e. 
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í ai sa *c Yin 



l>. Miguel xidftstj contra f). Knunt Lindmark, 
por cobro </«■ fletes. 



Sumario. - I a Vn documento que contiene una obligar imi 
condicional no trae aparejada ejecuctón, si un se praeba pe 
la condición se ha cumplido. 

2° Eq presencia «lo dos documentos contradictorios, ambos 
reconocidos por fas parles, no puede proeederse ejecutiva- 
mente sin que anlcs se constate cual es el que contiene el 
contrato celebrado. 



Caso.— En de Junio de 1K70, I). Miguel Sidncy, capitán 
de la barca inglesa * Oconal ra * »<* presento" al litigado de 
Sección en IJuenus Aires con Ins sí^uiculeb documentos: 

i° Una cuenla en que diré «|iie Lindmark le adeuda por 
un mes de Hete del buque, ilesde 18 de Abril al 18 de Mavo 
300 $ Kles. y 100 por sueldo del 

2" I Ha contraía de uYiamculo lirmada imr Sidncy y Lind- 
mark el 18 de Marzo, en la que se pone el buqué ¡i dispo- 
sición de esie por un término que no excederá de un mes, 
á contar desde el 94 de Febrero, tí anles si lo exijia Lindmai k 
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para sacar unos cascos de este puerto, por el precio de 300 
d Res. ¡ocluyendo sueldos de marineros ele. 

3" l'n borrador firmado por Jas parles, sin lecha y con varias 
testadoras é ink-rliiieaciunes, en <|tic se dice que el conlraio 
se prolonga á lo mas hasta el 15 de Abril, testado — mar-o 
de este uno. 

* Una declaración de Lindmark del 18 de Marzo en que 
promete al capiian Síduey por ,.| trabajo <|ue ejecutara en 
sacarla barca , itesrta la suma de MHi iS |i«.s. por mes ó 
esa misma suma si el irabajo no durase ese tiempo, 

,r ' í!:i |»>r Lindmark la iirma de los tres ullimos do- 

rumenlos, el capitán enlabió di-manda ejecutiva |ior 400 pe- 
sos fiHTtes. 

Oblados por Lindmark los MH) $ Fies, v cilado de remate, 
opuso las cscepeiones de inhabilidad dei Ululo y de paga. 

Fundó la primera diciendo míe el documento Icira C es 
nulo puesto que no fue mas <|tic un mero borrador sin valor 
algUIIO, y que en el tiempo de prueba presentaría d .u^mal, 
redai -lado de o; ra manera. 

Fundó la paj-a. diriendo que Sidm-v le balda entregado en 
Maj'O un documento por Hiam < Liriou .i.- memas. Une el 
capitán cobra desde el IX de Abril cotuo si el tiinjiie hubiera 
empezado á ocuparse el JH de Mar/o cuando con arreglo al 
contrato él fue ocupad» después y por móios tiempo que el 
convenido, baliicmlo sin eiubar»o pagado un mes entero. 

El capitán Sidney ne¡-ó los hechos en que se luudan jas 
excepciones, ofreciendo prueba por su parte. 

Con la prueba producida por ambas parles, se dictó el 

rallo del Jurx ilr ft*rrinn 

Buenos Aires, A^oslu tu de 1870. 

Vistos es >s autos ejeetilivos_seguidos por li. Miguel Sídney 
contra I). kiiuut Lindmark por cobro de pesos, procedentes 
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de fletamenlo de la barca t Cleopalra » y sueldos del primero 
como capitán de dicho buque. 

Y considerando : f* Que el Reculante funda la acción en 
el documento reconocido de f. ;í, sin fecha, íirmado por ambos, 
y según el cual se prorogaba el contrato tic i 2. 

2° Que dicho documento á mas de no tener fecha como se 
ha espresado, contiene palabras interlineadas y horradas que 
no aparecen salvadas. 

3 o Que el ejecutado lia opuesto la excepción de inhabilidad 
del título, fundado en que el titulo no fué mas que un bor- 
rador sin valor alguno. 

4° Que recibida a prueba la excepción ha exhibido Lindmark 
el documento de f. £J en el que se conviene la próroga del 
contrato celebrado respecto al t Cleopatra i en caso que l.ittd- 
mark Jo exigiese, documento que el ejecutante ha reconocido 
ai absorber la quinta posición de f. :«í. 

5° Que según dicho documento para que la próroga del 
contrato obligara á las parles debía probarse que Liudtriark 
había exigido su continuación ; y por consecuencia no había 
una obligación liquida, cuyo cumplimiento pudiera exigirse 
ejecutivamente. 

ti° Que en presencia de dos documentos contradictorio:', 
ambos reconocidos por las partes, no puede precederse eje- 
cutivamente, sin que antes se constate cuál es el que contiene 
el contrato celebrado, y menos aún en el presente caso pre- 
firiendo el que no tiene fecha, y contiene inlerlineaduras y 
palabras borradas al que no tiene tales defectos, 

É*o r estos fundamentos y con arreglo al articulo -111 de la 
Ley de Procedimientos, declaro no haber lugar á la ejecución 
con costas al ejecutante. líe pónanse tos sellos. 

Manuel Zavalcta. 
Habiendo apelado Sidnej be dictó esle 
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l'«ll< dr I» Miipi-rm» forte. 

IJueiios Aires, Setiembre 13 de 1870. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma, con rostas, el 
auto apelado d<- foja ásenla v cinco, j satisfechas > repuestos 
lus sellos, devuelva use. 

Salvador M. iu:l Cáhuil. — Francisco Det- 
uaihk — .losé KAimos Pazos. — Bmm 

CaIIHASCCJ. — MaIICKLINU LGAftTE. 



ÜIM lili 



El Dr. fh Francisco Akobautas contra el lianca de húndrü 
V Ido de la Piafa t sol/re cobro (té Itvnvrariús, 



Sumario. — í" En caso de abandono, el defensor nombrado 
;'i una lo m pama de seguros ausente es en beneficio del ase- 
gurado para que el abandono surta los efectos legales. 
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2° En tales casos es ríe práctica que el aserrado abone 
ios honorario, devengados en defensa de la Compañía au- 
sente, siu perjuicio de repetir su importo contra ella. 

(."aso. - Habiéndose incendiado el vapor < Vi » en el puerto 
de ituenos Aires, la noche del 13 de Marzo de 18(>íl su ca- 
pitán I). Domingo Maceio y los acules v 'consignatarios \l- 
varez y |{,sso, se presentaron al Jijado de Sección. diciendo 
quo el vapor estaba asegurado en paite po, la Compañía 
Argentina de seguros marítimos y por dos compañías bra- 
sileras. > qm, para baar el abandono em am , y | () ;i tlrTt}clii} 
JHMha se rilase á la Compañía Argentina v SO nombrase de- 
tensor a las brasilera». 

Se nombró al efecto al Dr. I». Krancisro Aleonólas, y 
COn m Ittlenention se siguió el juirio de abandono que luí 

tfilrvr».. y " n vi ' ,ml iM su < * o " ,i,, " i ;i ia (: ° ,n " 

pama , rge na a pa»ar .!,».IMMI ,? Ku>«. en que ei buque rilaba 
asegurado por ella, los etoales ( ü $ m recibidos (wir e , ¡¿^ 
de landres tenedor de la póliza del seguro argentino. 

Cuando se Otto el nombramiento del Mr. Alrob.-iida* evis- 
l.an algunos restos del vapor, que fuenuneudidos v d. positado 
s.i importe en el íi.neo, de donde se sacó con asentimiento 
«IH «anco de Londres para cubrir gastos beclios por los con- 
signatarios. 

%CJilOWada la sentencia sobre el geg W0 ,L. | a Compañía 
Argentina, el hr. Abobadas pidió se ,e;.ula„„ Sljs , |01 ' lura . 
nos y se pagasen por el «aneo de I .ó odres. 

Él Procurador Dojl.c nard por el «anco de Lómires ». omiso 
tht-i.-ia.fo MU » ,d |> r . Abobendas no í.ab.a sido su abuelo 
má de las nunpamas de segura e^angeros, eu„,s gastos 
no Lema el deber de pagar. 

Uue el «anco „. | jlllj|f ; ¿l Cuhrar 8| , y ^ 

espina en que disposiri | e denu bo puede fundarse el de- 
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lieelios por otro ó por personas que creían tener algún derecho 
pira demandar a la compañía de seguros. 



rallo «Id Jan «le 



Ituenos Aires, Agosto 24 de 1870. 

Vistos, considerando: I* (>ie la intervención del Dr. AJ- 
cobemias en estos autos lia si*lo en calidad de defensor de los 
seguros, y á virtud de nombramiento del Juzgado, sujetándose 
á la practica corriente, y en interés del mismo asegurado para 
que el abaiidom> surtiese los electos á míe hubiere In-ar en 

■ ■ Jfi Vil 

derecho. 

2" Une en tales casos es de práctica que el asegurado 
alione los honorarios tic los defensores de las compañías de 
seguros ausentes, sin perjuirio de repetir su importe contra 
los lili itnos. 

3" (Jue por olía parle cuando se hizo el nombramiento del 
fJr. Alcoheiidas, evislian los resto* del vapor asegurado, 
bastantes j.ara asegurar el honorario del defensor, y habién- 
dose dispuesto del precio de so venta con consentimiento 
espreso del Ham o de Londres, tenedor üc las pólizas de se- 
guros, hedió aquel que está constatado á f. 66, desapareciendo 
por consiguiente la garantía que tenían los honorarios por hecho 
del asegurólo, es natural que este los abone, (aillo mas cuanto 
que la acción de abandono la dedujo acompañando como an- 
tecedentes los actuados en que intervino el defensor. 

Por estos (uietammlos, declárase que el pago de, los ho- 
norarios del defensor l>r. I). Francisco Ai.obcn.las son á 
cargo del Banco de Londres y Itio de la Piala, y cn conse- 
cuencia Intímese su abono dentro del término legal. Repón- 
ganse los sellos. 



Manuel Zavaleta. 



Habiendo apelado el Procurador del lianco se dicto este 



de la iupremi Cwle. 



Buenos Aires, Setiembre 13 de 1870. 
Vistos; por sus fu nd ámenlos, se confirma, con costas el 
auto apelado de foja cic nio tres vuelta y satisfechas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Sai.VAIHIII H. DEL CAHUIL. — FlUM- 

mm Delgado. — José Barbos 
s. — Bknito Cabiusco. — 
Ugakte. 



CAVA v 



D. Diego Thompson y O y D. Federico brtinma mitra IK 
Amador Lucero, jw cubro de pesos. — Incidente 



Sumario. — Tratándose del cuiij|ilimienlu de una obligación 
coutraida á favor de vecinos de provincia distinta á la del 
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Aligado, y en que se ha establecido como especial para el 

l™^™«"> brillo -lo |,„ acreedow*. el Juez Lp* 
Iftttfl es el de Ja sección donde estos 



J ¡ \ Rt,n,ar,, ° ,le W«« e « representación 

n ' 'Milano de los Sn*. Diego Thoropiw y C« y Fede- 
rico Mrfcsttiai ro¡ , das , s ,, roIesta(los w ' 

J«g».»o ¡le la Sección ,1o lineóos Aires, diciendo que D 
Amador Lucero, vecino de la Provincia de San Lu s , era 
Mtt do %P00 3 Res. por los que pedia aulo de sol" 

Kii un otrosí dijo que habiéndose señalado expresamente en 
os parces osla dudad para ol pago, y midiendo ol deudor 
n la racial de San Luis, p,,|ia & e librase exhorto ,1 i m 
edera de a ; ,u,l| a fe**, para m nolilicasc ef auío de 
sul codo, embarre b,, IKS ? llt;iM; (U . rr||jal0 a| ijt . u<Jyr 

Asi se proveyó y ol ufíi-in loe opurtun me librado 

^l.heado | jlu -,ro, se exerpeiono ante ,| J 1JPZ l)c 
Luis diciendo que era deudor á Ledosma, no de los im A 
que cobra sim ¡ do 7..MMI * Fies, cn.emdos on tre, pagarées 
P« ir*** í su f.W ,mto que de esla suma hahia 

cniWdO, según convenio al Dr. I». j„ a „ A, Itarheiiu ÍIÍ5 
9 nem como representante de Thompson y (? por lo que 
solo restaba 0555 $ Fies. * 1 1 c 

AdeuKÍs hi/o presente que en poder de Thompson y £> 
UM..a dos espedi ;: u.es a eohrar del Grifen» Nacional por va- 
lor de i,,!»* i í u , s . niU)S (lsJ) , ))¡nj((ls I(i se |c (ulj¡aa Jc _ 

vuelto ni lema mnina si se habían cnbrado ó no. 
Agregó que ciRoiitnimlosc i n lalencia pedia • 
I Se le devolviesen los espediente que si , l0 han sido 
obrados debe,, o.isúr en pod,r de Thompson y Ud^ 

i" Que sus aeroedores en el urnmo do dos meses nom- 
bre,, un representante en aquella ciudad, ante quien bacer 
«WM de b,enes y contra quien pueda seguirse Ja ejecu- 



ción. 

T. II. 
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El Juez de San Luis ordenó se devolviesen las actuaciones, 
por importar la petición de Lucero una reconvención, y por 
no tener los demandantes apoderado en aquella ciudad. 

Vueltos los autos á este Juzgado el Dr. írigoyen se pre- 
sentó nombrando apoderado en San Luis y pidiendo se rei- 
terase el oficio librado. 

Fallo del Jkce de Sécele». 

Buenos Aires, Agosto II de 1870. 

Resultando de autos, que el firmante de ios pagarles eligid 
esta ciudad para el pago de aquellos, y que por consecuencia, 
con arreglo al artículo 43 del Código de Comercio, el deudor 
ha constituido domicilio especial para este caso en ta ciudad 
de Buenos Aires, que es según la información producida 
el domicilio de los demandantes : y no siendo el juez cnin- 
peteute para conocer en esta causa por razón de la materia *, 
ni siéndolo para conocer de causas civiles, en que sean partes 
personas domiciliadas dentro de los limites de su jurisdicción 
sinó es cuando ella sea entre argentinos y estrangeros, punto 
que no se lia justificado en autos, intímese á esta parte 
acredite que el Juzgado es competente por razón de las per- 
sonas y se proveerá. 

Zavaleta. 

E! Dr. Irigoyen pidid revocatoria de este auto, d en sub- 
sidio apelación en reLcion para ante la Suprema Corle. 

Dijo que el punto de la competencia ya había sido resuello 
y consentido por ambaí partes, por lo que no podia volverse 
sobre ¿1. 

Que en el auto del juez hay confusión, pues el artículo 
del Código de Comercio, al establecer un domicilio especial 
para ciertos actos, no ha hecho mas que reconocer los prin- 
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cipíos generales de la materia, puesto que es natural que lo 
que debe ser ejecutado en un lugar determinado sea deman- 
dado en esc mismo lugar, pero que este principio no es 
alterado en lo dispuesto por la ley nacional que llama á 
su jurisdicción las causas que versen eulre vecinos de dis- 
tintas provincias. 

Utie j a ley, al sujetar al fuero federal estas cuestiones, ha 
querido evitar los peligros que podrían resuliar de las reso- 
luciones de los Juzgados de Provincia, en asuntos en que 
intervienen vecinos radicados y con intereses y relaciones 
arraigadas en esas provincias, resoluciones que podrían ser 
no siempre imparciales. 

Que además, por nuestra organización, los Estados son 
completamente independientes los unos de los otros, y se 
lia querido evitar contlielos entre ellos, quitando á sus tri- 
bunales el conocimiento de causas en <jue podrían encontrarse 
comprometidos los intereses, la dignidad ó los derechos de 
olías provincias. 

Que el arl. 43 del Código sirve para determinar cual ea 
el lugar donde debe ser demandada la ejecución de la obli- 
gación, en el caso presente en esta ciudad; y el art. de la 
ley de jurisdicción determina que esa demanda debe hacerse 
ante el Juez Nacional cuando las parles son como ahora 
de distintas provincias. 

El juzgado, teniendo presente el caso de Rubio y Foley 
contra Eclirgaray resuelto por la Suprema Corle, negó la 
revocatoria y concedió la apelación en relación. 



rallo de I» Nuprtmu 



Dueños Aires, Setiembre 13 de 1870. 
Vistos: Considerando que aun cuando srgun el artículo 
cuarenta y tres del Código de Comercio el lugar elejido para 
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la ejecución de un acto, causa domicilio especial para todo 
lo relativo á ese acto y i las obligaciones que causare ; esto 
no es bastante para determinar si es ó no la jurisdicción 
Nacional ó Provincial de ese lugar la que deba conocer; pues 
que para ello debe estarse á lo dispuesto en el articulo segun- 
do de la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales 
nacionales: que el caso de Rubio y Koley con Ecliegaray á 
que se refiere el Juez a quo en su auto de foja treinta y dos 
vuelta es diverso del presente, porque en aquel se trataba 
de una cuestión entre los miembros de una sociedad que 
tenia su domicilio establecido, y contra el cual se pretendía 
hacer prevalecer, á los electos del fuero, la vecindad de los 
socios, y en este se trata de una cuestión entre vecinos de 
diversas provincias: por estos fundamentos, se revoca el 
auto apelado de foja veintiocho, y salisfuclias las costas y 
repuestos los sellos, devuélvanse para que se provea lo que 
corresponda. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Besito Carrasco. — 
Marcelino Ugarte. 
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(USA 



Ui Sociedad * \ finas y Fundiciones de San Jnan i 



contra D. Félix S. 




Sumario. — ]" VA contrato de compra-venta queda perfecto 
una vez convenidos comprador y vendedor en la cosa y el 
precio. 

2'* Los hechos de poner el vendedor la cosa vendida á dis- 
posición de una sociedad compradora, y de aceptar el cargo 
de gerente de esta con sujeción á los estatutos, constituyen 
á la suciedad única poseedora de aquella. 

3" Los actos que inquieten y perturben al legítimo poscc- 
dor dan derecho á deducir el interdicto de retener la posesión 
actual, sin necesidad de título ni otro requisito. 

A" Tratándose de la posesión de un cstabloi i miento de fun- 
dición y minas, los jueces deben proceder y fallar las cues- 
tiones que se susciten tan ta verdad muida y buena fé guardada 
á estilo de comercio. 

5" La intención declarada por parte de una sociedad de 
establecer su domicilio en un lugar, seguida de actos de 
residencia efectiva, radica formalmente el domicilio en el 
lugar declarado. 

(i* El art. 9° de la ley sobre jurisdicción y competencia 
de los tribunales nacionales no se opone á la decisión anterior. 
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7° EL rasgo mas característico para determinar el domicilio 
de las personas jurídicas ó individuales se encuentra en el 
lugar en donde se halla el centro principal de los negocios. 

K" El centro principal de los negocios de una corporara- 
cion anónima se encuentra en el lugar en que reside el 
Directorio, y en donde se reúne la asamblea general. 

9° £1 conocimiento de las causas entre vecinos de diíc- 
rentes provincias corresponde á la jurisdicción federal. 



Caso. — En I o de Octubre de 1868 se formó en la ciudad 
de Buenos Aires, una sociedad anónima con el Ululo de « Mi- 
nas y Fundiciones de San Juan », con el objeto de comprar a 
F. S. Klappenbach y O el negocio de minas y fundiciones 
que tenían establecido en aquella Provincia, el de trabajar 
dicha fundición y minas, comprar metales, y beneficiarlos etc. 
Por el arl 2 o se señaló el domicilio legal de la Compañía en 
Buenos Aires. 

Por el 22" se d ; ó á la Comisión directiva la facultad de 
nombrar gerente ó director de los trabajos, á quien por el 
23 se confiere la dirección activa de aquellos y de las minas, 
cumpliendo en todo las instrucciones que reciba de la Direc- 
ción, y por el art. 25 se dice que el Gerente dará una garantía 
suficiente á juicio de la dirección, la cual podrá ser en ac- 
ciones que se depositarán en poder del Directorio, mientras 
ejerza la gerencia. 

El precio de la compra se señaló en 452,000 fls. cu 
acciones de la Compañía á la par; y el sueldo anual del 
Gerente en el 10 p. % de las utilidades liquidas, ó el com- 
plemento hasta 3,500 íf fls. si ellas no alcanzasen á esa suma. 

Después se nombró Comisión directiva ; y Gerente de los 
trabajos á D. Félix Santiago Klappenbach. 

En 20 de Noviembre de 1809, D. Félix Santiago Klappen- 
bach publicó en el periódico de San Juan un aviso al Co- 
mercio en que dice que no habiendo los directores cumplido 
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lo estipulado, haciendo efectiva la compra, y habiéndose lan- 
zado en un camino de errores y de hostilidades liúcia él, los 
cuales habían producido ingenies perjuicios á la negociación, 
había lenido que promoverlas un pleilo, redándoles prévia- 
menle la posesión del establecimiento y lodas las minas, 
como que aun no habían salido de su dominio. Que en con- 
secuencia avisaba que todo esto quedaba como anles de pro- 
yectarse la sociedad anónima, bajo su esclusiva dirección y 
responsabilidad, en la inteligencia que ¿1 no aceptaba ningún 
acto ejercido en nombre del Directorio. 

En un escrito de demanda presentado por la parle de 
Klappenbach ante el Juez de Provincia, decia que confiado 
de buena (u en que los directores compraran el negocio, puso 
todo desde luego á sus órdenes, acto que no podia tener sino* 
el carácter de interinarlo, mientras no se cumpliese el arl. I o 
de los estatuios; y que aceptó la gerencia de los negocios 
por cuenta del directorio que habia entrado en posesión sin 
haber efectuado la compra. Que la acción que deducía no 
era como socio sino como tercero contra el directorio por 
no haber cumplido con comprar formalmente el estableci- 
miento etc., por lo que deducía formal demanda para que se 
les obligase á la compra mencionada, y al pago de los daños 
y perjuicios. Finalmente en un otro sí dijo que tomaba po- 
sesión de iodo el negocio que anles habia puesto bajo la 
dirección de la Compañía. 

Con estos antecedentes, Don 
apoderado soslituido de la Sociedad anónima, se 
ante el Juzgado Seccional de San Juan diciendo que nom- 
brado Klappenbach gerenlc asumió la dirección de los tra- 
bajos materiales, percibiendo los beneficios con obligación 
de rendir cuernas, y sujeto á lo demás que espresan los es- 
tatutos. 

Que poseyendo quieta y pacificamente la sociedad lodo el 
negocio, Klappenbach de propia autoridad le arrebata la po- 
sesión, usurpaba sus derechos, vendia de su cuenta grandes 
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canillados i'e piala, Udo sin dar cuenta á la dirccion por lo 
que osla le miró la gerencia. 

Que el adjunto escrito revotaba que Klappeabach, no como 
socio, i.i como gerente, y si cuino tercero, se apoderó de 
lodo lo que tenia á su cargo, desconociendo la sociedad 6 
invocando protestos inadmisibles. 

Que liaciemlo á un lado las reclamaciones que pudiese 
lener Klappenbacli contra la sociedad ó esla contra aquél, v 
concretándose a la cuestión de posesión, interponía interdicto 
rtxu¡HTtiml^ contra el despojante Klappcitbacii por todas las 
existencias de la sociedad anónima, 

l\ira justificar el fuero nacional, recordó que la sociedad 
anónima tenia su domicilio en Buenos Aires y el desaoja n te 
era vecino de San Juan. 

El Juez, dando por constatado el fuero nacional, llamo á 
las partes á juicio verbal. 

El juicio verbal se realizó en los términos que espresa el 
siguiente 



Fallo del Jura dr Srrcicn 



San Juan, Mayo 1 o de 1870. 

Vistos: entre l>. Santiago Hecabarren apoderado sustituto 
de la sociedad anónima « Minas y Tundiciones de San Juan 
residente cu liuenos Aires, y I). Félix Santiago lílappenbacli, 
deduciendo el 1" contra el segundo inlerdicto resiituloiio por 
despojo del Establecimiento el « Argentino », minas y dem.ís 
existencias que le pertenecen, con lo alegado por las paites 
en juicio verbal y con si d eran do por el mérito de los autos: 

1 ,J Que de los títulos, estatutos, copias é impresos presen- 
tados por las parles y que corren en autos, consta que e! i" 
de Octubre del año GS, se formó en Iluenos Aires una socic- 
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pora comprar á la sociedad Klappenbach y C a el establecí- 
míenlo el ■ Argentino >, Minas de la • Huerta», y demás 
existencias de su propiedad, que desde el año 6í esplotaba 
bajo la administración y dirección absoluta de D. Futix S. 
Klappenbach. 

2" Que forma l.i la sociedad, con sus respectivos estatu- 
tos, á fm de realizar la compra, y explotar por su cuenta el 
negocio, se formó un inventario del establecimiento, minas, 
y existencias, resultando m valor liquido, después de deducir 
hs deudas, de 152,000 $ lis., que se fijó como precio, paga- 
dero en acciones de i, 000 # fu», de la misma sociedad, sien- 
do de cargo de osle el pago de las deudas que pesasen so- 
bre la sociedad vendedora Klappenbach y C a . 

3 o Que nombrado el directorio tic la nueva sociedad, como 
también su gerente, encargado de la administración inme- 
diata, en la persona de D. fé\t Santiago Klappenbach, este 
entró á ejercer sus funciones de tal, con arre«lo a* los esta- 
tutos y de conformidad á las instrucciones del directorio. 

4 o Que en 20 de Noviembre del Gil, Klappcnhach, en un 
aviso publicado en la * Voz de Cuyo » de esa fecba, hace 
saber al «Comercio de San Juan i, que no habiendo cum- 
plido el directorio con los fines para que fue" formada la so- 
ciedad anónima, comprándole el estable cimiento y minas, que 
administraba de cuenta de la misma, le retiraba ta posesión 
interina que le habia cedido, continuando en la explotación 
del negocio de su propia cuenta, como efectivamente lo hizo. 

5" Que llegado á conocimiento de la sociedad, la asamblea 
de accionistas destituyó de su cargo de gírenle al Sr, Klap- 
penbach t el presidente I). Constani Santa María, nombró un 
apoderado en la persona de D. Jorge R. Walker, para que 
se traslade de esta ciudad, tome posesión, y administre en 
nombre de la soeiedad el establecimiento el i Argentino i minas 
y demás existencias, presentándose en juicio en caso necesario. 

6* Que establecidos así los hechos que constan de autos y 
que no son negados por las partes — el sustituto de Wacker 
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entabla tute el Juzgado el interdicto de recobrar la posesión 
de lat minas y establecimiento mencionados, de que ha sido 
despojado por Klappenbach — acompañando loa estatutos de la 
sociedad anónima, por los que consta el nombramiento de 
gerente en la persona de aquel , que no ha podido por si 
retirar la posesión dada en virtud del contrato de compra, 
como lo ha hecho» a prelesto de Taita de cumplimiento de 
las obligaciones que contrajo la sociedad, pues que esta cir- 
cunstancia solo le daba derecho a reclamos judiciales, ante 
quien corresponda — Klappenbach, contestando, dice : que la 
sociedad anónima se formó para comprarle el establecimiento 
y minas en cuestión, según terminantemente se espresa el 
inciso primero, articulo primero de los estatutos presentados 
— Que no habiendo hecho estender la correspondiente escri- 
tura ni abonado su precio, elidiéndosele las acciones por U 
cantidad convenida, esta en su derecho de retirar la admi- 
nistración que ejercía por cuenta de la sociedad, la que en 
ningún tiempo ha poseido el establecimiento y minas, que 
siempre han estado y están bajo su inmediata dirección, co- 
mo su verdadero dueño, hasta que se hiciera efectiva la 
compra acordada. Que el acto de retirar la confianza que en 
ella había depositado, administrando por su cuenta el nego- 
cio, no importa un despojo, para el que se necesita una po- 
sesión real y efectiva. Que no pudiendo pedir restitución de 

10 que no ha poseído, el interdicto deducido solo debe in- 
tentarse, para adquirir la posesión* para lo que necesita 
presentar Ututo bastante, lo que no ha hecho ni hará, pues 
carece de él completamente. Que los títulos de propiedad 
que él presenta son legítimos, y no puede ser desposeído sin 
que se presenten mejores. 

Fijada asi la cuestión y considerando por lo que respecta 

11 derecho. 

1° Que desde el momento en que formada la sociedad anó- 
nima con sus estatutos, á los objetos espresados en los mis- 
mos (art. !•), hecho el inventario, y fijada la cantidad de 
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ciento cincuenta y don mil pesos fuertes pagaderos en acciones 
de mil, como valor liquido del establee i miento y minas que 
pertenezcan á la sociedad Klappcnhacli y O, aceptando Don 
Fe*lix S. Klappenbach el empleo de gereole de aquella, y po- 
niendo á su disposición el referido establecí miento de minas 
para esplotar el negocio de su cuenta, quedé perfecta ta 
compra-venta, celebrada entre ambas sociedades, por haberse 
convenido en la cosa y el precio, (art. 514 del Cód. de Com.) 

2° Que los mismos hechos producidos por Klappenbach, 
representante de la compañía vendedora, de poner á disposi- 
ción de la anónima, compradora, el establecimiento y minas, 
y aceptando el cargo de gerente de esta última con sujeción 
á sus estatutos, constituye á la sociedad anónima única po- 
seedora de aquellos, no podiendo considerarse Klappenbach 
con otro carácter que en el de simple empleado de la sociedad, 
y en su rol de vendedor, aun sin recibir el precio de la cosa ven- 
dida que tiene en su poder, ei un mero depositario de la misma, 
como terminantemente lo establece el art, 531 del Cód. citado. 

3" Que siendo la sociedad anónima la poseedora, los actos 
propios y personales de su gerente Klappenbach, separándose 
del contrato de compra, desligándose de sus obligaciones, 
como gerente y administrando el establecimiento de su sota 
cuenta, mediante aviso publicado en los periódicos al co- 
mercio, si bien no importan actos materiales de despojo, son 
suficientes á inquietar y perturbar al legítimo poseedor, y 
dan derecho á deducir el interdicto de retener la posesión 
actual, sin necesidad de título ni otro requisito, (art. 237 de 
la ley de Procedimientos de 14 de Setiembre de 18U3). 

4» Que aun suponiendo el caso del interdicto de adquirir, 
como lo pretende Klappenbach, la sociedad anónima tiene el 
titulo de compra que está perfecto como queda dicho, me- 
diante el convenio de la cosa y el precio y de haberse puesto 
aquella á disposición del comprador; título que siendo pos- 
terior á los presentados por Klappenbach es preferible á estos, 
y legitimarían su acción. 
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5° Que Klappenbach como tenedor del establecimiento y 
minas vendidas, no ha podido por sí y ante si, retirar la po- 
sesión conferida al comprador, á preleslo de falla de cum- 
plimiento del contrato ó demora en el pago del precio : pues 
el arU 533 del Código de Comercio solo di derecho á ser 
preferido con dichos bienes, para el pago del precio y sus 
intereses. 

6° Que en casos como el presente, en que se trata de la 
posesión de nu establecimiento de fundición de metales y 
minas para su esplotacion, las ordenanzas de Minería de 
Nueva España, que rijen el caso, recomiendan con insistencia 
á les Jueces que deban conocer y determinar las cuestiones 
que se susciten, especialmente en los arls. 5 o y G n del titulo 
3*, que procedan y Tallen con la verdad sabida y buena f¿ guar- 
dada á estilo de comercie, y en consecuencia debe acordarse á las 
partes las acciones que les correspondan por el mónto de 
autos, sin sugecion estricta á lo deducido en juicio por las 
mismas. 

7 o Omitiendo otras consideraciones: fallo, definitivamente 
juzgando y declaro: de conformidad á los artículos de la ley 
de Procedimientos, Código y Ordenanza* citadas : que Don 
Felii S. Klappenbach, perturba la posesión del establecimiento 
el t Argentino », las minas y demás existencias determinadas 
en el art. i°, inciso i°, de los estatutos de f. 21, que le 
corresponden á la sociedad anónima i Minas y Fundiciones de 
San Juan » y por lo mismo no tiene derecho á continuar al 
frente de su administración. En su consecuencia póngase 
en posesión material de todo ello á la sociedad anónima ó 
sus encargados á et.te objeto, en el término de 10 días de la 
notificación ; quedando á salvo todos los derechos y acciones 
que pueda tener el Sr Klappenbach contra dicha sociedad ó 
sus miembros, 6 terceros, respecto de este asunto, con cos- 
tas á la parte de Klappenbach. Hágase saber original y re- 
pónganse los sellos. 

Natanael Morcillo. 
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Notificado 
y nulidad. 
Para fundar este último dijo : 

Que el juez había conocido de la causa en la creencia de 
que demandante y demandado eran vecinos de distinta» Pro- 
vincias. 

Pero que esto era un error, pues la sociedad anónima 
hahia sido establecida para ncgnciar en la esploiacion de 
minas y en el beneficio de minerales en la misma Provincia 
en que reside el demandado, y según el arl. 9 de la ley de 
jurisdicción, esta clase de sociedades se reputan para los 
efectos del fuero, como vecinos de la misma Provincia en que 
se hallan establecidas y hacen sus negocio». 

Que el becho de fijarse en tos estatutos la ciudad de Bue- 
nos Aires como domicilio de la sociedad no bastaba para 
designar su vecindad, pues debía tenerse en cuenta la Pro- 
vincia en que lodos sus negocios debían hacerse y en que 
estaban radicados los cstablecimienlos para cuya esplolacion 
se había constituido. 

Que no apareciendo de la 'demanda que ella corresponda 
al fuero nacional, el juez con arreglo al art. 3á de la ley 
Procedimientos habia debido rechazarla de plano, aunque las 
partes se hubiesen conlormado en atribuirle jurisdicción, pues 
esta es improrogable según el art. 1 u de la misma ley» 



Buenos Aires, Setiembre 20 de 1S70. 

Vistos, y considerando: — Primero, que la socidad anónima 
de c Minas y Fundiciones de San Juan > ha sido creada en 
la ciudad de Dueños Aires, según resulta de lo» estatuios 
los, y esta misma ciudad designada por su domicilio 
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legal. — Segundo, que et>a designación , acompañada del hecho 
de residir aquí su Directorio y de reunirse aquí sus Asam- 
bleas, ta constituye vecina de Buenos Aires, conforme á los 
principios generales de derecho, según los cuales la intención 
declarada de establecer su domicilio en un lugar, seguida de 
actos de residencia efectiva, radica formalmente el domicilio 
en el lugar declarado. — Tercero^ que á esta decisión no se 
opone el articulo noveno de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Nacionales, cuyo objeto sustancial 
no es otro que esteblecer la regla de que la vecindad de las 
corporaciones anónimas es independiente de la que personal- 
mente tengan los miembros que las componen, sin variar 
respecto de ellas los rasgos generales que sirven para deter- 
minar el domicilio de las personas, jurídicas ó individuales.— 
Cuarto, que el mas característico de esos rasgos se encuen- 
tra en el lugar en donde se halla el centro principal de los 
negocios, c unde non sit discessurus, si nihü avocet » — Quin- 
to, que el centro principal de los negocios de una corporación 
anónima se encuentra sin disputa en el lugar en que reside 
el Directorio y en donde se reúne la Asamblea general, por- 
que ese es el lugar desde donde se imprime la iniciativa y 
dirección, donde so lleva la contabilidad general, donde se 
aprueba, desaprueba y finiquita lodos los actos de la admi- 
nistración, de donde parte y á donde retro vierte el movi- 
miento de los fondos, y donde se conserva el archivo de los 
papeles sociales. -Sato, que el articulo quince, titulo pri- 
mero, sección primera, libro primero del Código Civil, que, 
aun antes de la ¿poca de su vigencia, debe mirarse como 
una autoridad decisiva, después que ha recibido la sanción 
del Congreso Legislativo Nacional, declara que c las personas 
jurídicas, nacionales ó eslrangeras, tienen su domicilio en el 
lugar en que se hallaren, ó donde funcionen sus direcciones 
ó administradores principales, no siendo el caso de compe- 
tencia especial *. — Séptimo, que debiendo, en consecuencia, 



anónima demandante, y siendo vecino de la Provincia de San 
Juan el demandado, según su propia confesión á Tojas setenta 
y siete y noventa y tres vuelta, la causa se soBtiene entre 
« vecinos de diferentes Provincias », y corresponde, por tan- 
to, á la jurisdicción federal, conforme al artículo c>n de la 
Constitución Nacional. — Por estos fundamentos, no lia lugar 
al recurso de nulidad deducido conjuntamente con el de ape- 
lación, en el escrito de foja setenta y siete ; y por los de la 
resolución apelada , corriente de fojas sesenta y nueve á foja 
seteuta y dos vuelta, se confirma con costas : satisfechas las 
de esta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 



Salvador M. Carril.— Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos. 
—Besito Carrasco,— Marceli- 
no Ucarte, 
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CAUSA CU. 



El Dr. D, Cosme Itcccar con D. Angel Texo sobre cubro 

de honorarios. 



Sumario. — No liay derecho para oponerse ¡i que se libre 
sobre cantidades puestas i disposición del acreedor por un 
laudo arbitral mandado ejecutar. 

Caso. — El Dr. D. Cosme Beccar que había sido abogado 
de D. Angel Teso en varios asuntos pidió regulación de 
sus honorarios, y practicada esta por la suma de 1800 ¿f Ftcs. 
pidió - se librase oficio al Danco para eslraer esa suma de 
una mayor consignada por D. Lisandro Onelti en ud juicio 
arbitral seguido con Teio. 

Falle del Juez de fiecrioii. 

Dueños Aires, Setiembre 9 de 1870. 

Líbrese oficio al Banco para la eslraccion de la cantidad 
de mil ochocientos pesos fuertes, que importan los honorarios 
del Dr. Beccar, y practiquen la liquidación de tas costas 
solicitadas. 

ugarma. 
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Notificado Onelli apeló y espus» que no podía ordenarse 
esa estraccion porque la suma depositada no pertenecía á 
Teio ni podia disponer de ella mientras no alianzara la eje- 
cución del laudo. 



Vallo de la «uprenm Corte. 



Hneiiüs Aires, Setiembre ¿2 de 1870. 

Vistos: considerando que la eanlidad que existe depositado 
y sobre la que se manda librar por el honorario del doctor 
íieccar, ha sido poesía á disposición de I). Angel Tlüo por 
mi laudo arbitral que se ha mandado ejecutar, se confirma 
fia providencia apelada de foja treinta y siete vuelta y satis 
echas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M 1 del Carrii Francisco 

Delgado, —José Barros Pazos,— 
Benito Carrazco. - Marcelino 

L'üARTE . 
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CAI' 9 A (III 



El patrón tk ta goleta «Herminia » contra Otero Huos,, 
sobre \uujo de amias. 



Sumario.— 1" El reconocimiento y liipii jacion de las averias 
deben ser verificarlos por peritos ai bin adores. 

2" Este procedimiento es de estríela aplicación iiiienu 
lio se pruebe que el siniestro provino de culpa del capitán 



Cojo.— En II do Mayo del año 1870 el capitán de la 
goleta Herminia se presentó ante el Juez Ente ral del Rosario 
con los siguientes documentos : 

1° Una protesta formulada en 2;> de Octubre de 180!} ante 
el escribano del Juzgado Eederal de Buenos Aires, en que 
dice que el día I ¡ de esc mismo mes balda salido del puerto 
de Montevideo con carga consignada ¡i Luis Roselto y «>, 
Otero Unos, del Rosario, y Casarini y G a del Diamante. Que 
á causa de una tempestad sufrida en su marcha, el buque y 
la carga baldan sufrido las averias que espresa, quedando eJ 
buque iubábil para navegar en el lianco de las Calmas, por 
lo que oportunamente hizo trasbordar las mercaderías á la 
goleta Aníbal para que las condujera :i su destino, dirigiéndose 
el protestante al puerto de Ituenos Aires con su buque re- 
molcado, á donde llegó el dia 21, no bajando á tierra, por 
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ser necesaria su presencia á hortlo, hasia el día Sábado 23. 
En comprobación do lo qm espresa en ta protesta, présenlo" 
ante el escribano la ilf-t-larncMin «lo ires individuos de la 
diputación, quienes, previo juramento, continuaron lo es- 
puesto por el capitán. 

2" Unas actuaciones seguidas ante el Juez de Sección cu 
linenos Aires, ton d lin de constatar el valor del buque 
después del siiiíusira, el de tas averías sufridas g el monto 
de los »aslos del sálvame ti la. 

3 " Seis conocimientos de ta carga embarcada en Monte- 
l'ídco consignada á bis coinemames antes espresados. 

•i" Un detalle de ta carga con una nula al pié de ta pér- 
dida á causa del temporal. 

h ' Va documento cu ipie los Sres. Casarini Hnos., Otero 
II ims. y Luis Koselln y O, garanten et importe del Hete, 
averías y demás g.isios ijne correspondan á tas mercaderías 
ipie á su nutsi "nación conducía el Herminia, y que á con- 
secuencias de averias subidas por esle limpie, fueron tras- 
bordadas al Aníbal, l iste documento fué jud i . ¡a luiente re- 
conocido por Otero linos. 

0" Una cuenta por 4li7¿('ies. 72 ctft. importe de la» re- 
(acciones y demás gaslos liedlos en el buque después del 
sinieslro. 

Con estos antecedentes el capilan dijo; que siendo comuit 
la avería sufrida, y eslamlu ya lasadas tas dd limpie, pedia 
se lasaran las mercaderías salvadas y tas pérdidas, para que 
oportunamente se liieiera d proraleo correspondiente. 

Convocados á juicio verbal, Otero Unos, se opusieron, fun- 
dándose cu que, no estando juslilicada la averia común, de- 
bía descebarse como ilegal la petición del capilan. 

Que ta protesta de f. I 31 no lia sido lalirada en el tiempo 
ni con la formalidad, ni ante quien corresponde, pues los 

de un buque quo sufra avenas, debe ralilkar la protesta 
formada á burdo cu el primer puerto á que llegue, dentro 
de 2t horas y ante ta autoridad competente, haciendo visar 
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su libro diario de navegación: y en el caso preséntela pro- 
testa ha sido formul ida ante el escribano y no ante el Juez, 
no habiendo sido jurada la protesta, la que además se biza 
después del dobl- del tiempo señalado por la ley, y que el día- 
rio de navegación ni ha sido visado ni lo llevaba el capitán, 
notándose además que et juez ni ha interrogado al capitán ni 
á los individuos de la tripulación. 

Corrido traslado, I). Joaquín FÍllol por el capitán Mongior- 
dino contestó diciendo : que b obligación de Otero linos, á 
contribuir al pago de las averías está establecida por el art. 
\m del Código de Comercio y reconocida por ellos en el 
documento de f. 2ti, en que se obligan á pagar dichas ave- 
rías sin condición alguna. 

Que los tres artículos citados por (Uero Unos, se refieren 
á los capitanes ib 1 buques de ultramar y no á los patrones 
de los de cabotaje, de los que no hay uno solo que lleve los 
libros que ex ¡je el Código. 

tfne aun en el supuesto de que esas disposiciones lucran 
también estensivas á los patrones, su omisión no bastaría para 
hacerlos perder lodo derecho, porque en el Código no hay 
una disposición que imponga tal pena. 

(Jue la protesta ha sido hecha en tiempo oportuno, pues 
habiendo podido bajar á tierra recien el Sábado 2¡í, la for- 
mulo el Lunes 25, esto es, dentro de las 21 horas que marca 
la ley. 

Pidió w» desestimara con costas la oposición de Otero linos. 
Los otros consignatarios se conformaron con el proralco. 

Fallo de Juex <!*' Wwlon 

Rosario, Agosto I" de 1870. 

Y vistos, considerando : \" yuc el hecho a establecer en 
esta causa para seguir su legal tramitación, es el de las ave- 
rías sufridas por la goleta oriental « llcrmini:*, ■> y consiguiente 
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deterioro en el cargamento ipie conducta y <luo fué trasbor- 
dado á la galela nacional Aníbal, ■> 

2 1 (Jue ese hecha sobre ipic reposa esta causa está com- 
probado por el documento de I*. H! suscrito por los dueños 
de la car¿<a, ¡ucluso los Sres. Otero linos. <pie lioy suscitan 
la oposición á que esas averias sean avaluadas y pandas por 
ipiii'n corresponda. 

'ó" Que las deficiencias d Tallas ipie se señalan por los 
opositores Sres. Otero tinos*, en las diligencias i trae Liradas 
por el patrón, no son ríe lal naturaleza quo alcancen á des- 
virtuar los hechos en cuanto á las averias sufridas por ese 
cargamento v á las obligaciones o,ue legalmente hayan ile 
surjir para el pago de los peí juicios causados, notándose «pie 
bis tíllenos di- la carga, á escepcinn de los míe hacen la 
oposición se muestran dispuestos á pagar ;í pro ra la la ave- 
ría común, una vea justificado en forma el deterioro cansado 
en las mercaderías, por el siniestro; no apareciendo, hasta 
ahora, nada cu autos o,uo pruebe haya ocurrido esto por 
omisión del patrón 6 capitán, viniendo entonces á tener su 
plena aplicación al caso los arls. I ÍÍIN y siguientes del Có- 
digo de Comercio 

|*or tanto: no lia lugar, con costas, ;í la oposición dedu- 
cida y precédase al nombramiento de peritos conforme al 
artículo l-iUG, á sus efectos. 

J. M. Zuviria. 

Otero Unos, apelaron de este auto. 

I Mil» ile I* *ti|»rrinft <ort*. 



Dueños Aires, Setiembre ii de 1H7i>. 
Vistos; por sus fundamentos, se conlirma con costas el 
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auto apelado de foja sesenta, y sstisfeclias y repuestos los 
sellos devuélvase. 

Salva non M" iiel Carril.— Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos.— 
Benito Carrasco , — Marcelino 

UCARTE. 



C AI MA € IV. 



Et preso Jmm Ventura Montum, .soliahiwta mí ftcam-tacitw . 



Sumario.-. 1" Kijeonlrándose mía l'ruvim-ia en estado de 
guerra, sin que puedan funcionar los Tribu miles Nacionales 
ni Provinciales, el Poder Ejecutivo Nacional puede ordenar 
la prisión do un individuo indiciado di 1 ser auUr principal 
de un asesinato y cómplice en otro. 

Ü" Tratándose de un delito que iietie p»*iia corporal im- 
puesta por la ley, no puede, mientras no se pronuncie 
sentencia definitiva en «I juicio correspondiente, decretarse 
cscanetacion, ,,, aun l»ajo lianza carcelera. 

3 o fcl recurso establecido por el arl. "2.U de la ley de 14 
de Sctiemure de 1863 para garantir la seguridad personal 
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de los que habitan el territorio ile Ins provincias, contra 
las prisiones arbitrarias, poniéndola bnj° $ amparo inmediato 
del Poder Judicial de la Nación, no puede ser invocado en 
los casos en que, constando la existencia de un «Mito, la 
prisión se ha ordenado con dato* que hacen al detenido 
sospechoso do ser autor ó cómplice en su perpetración. 

I o Según los términos del articulo 20 de la ley de 1 t do 
Setiembre de lsti;i, la facultad de la Suprema Corte ó de 
los Jueces de Sección á que respectiva me ote se ocurra, se 
limita ú decretar la libertad del recurrente cuando no resul- 
ta justificada la prisión, sin que, en el caso contrario, pueda 
tal facultad estenderse por interpretación hasta dar regias 
de procedimiento al Poder Ejecutivo, prescribiéndole lo que 
debe hacer respecto de presos qu« se encuentran detenido» 
bajo la responsabilidad del mismo Poder Ejecutivo. 

5 a Tal «tensión de aquella facultad, no estando espesa- 
mente autorizada por la ley, seria contraria á la indepen- 
dencia del Ejecutivo, que solo de la Constitución, de las 
leyes 6 de su propio rrilerio, csuí obligado á deducir las 
reglas de su procedimiento en actos que le son facultativos 
y de que es responsable. 

ti" En consecuencia, el Poder Judicial no puede reclamar 
del Ejecutivo que ponga á su disposición un preso legal- 
mente detenido, sin ó cuando, tratándose de un delito some- 
tido al fuero nacional, reclama al indiciado paro su juzga- 
miento. 

7° Tratándose de un delito ordinario, perpetrado en el ter- 
ritorio de una provincia, el Poder Judicial de la Nación no 
tiene atribuciones suyas que defender pidiendo que el dete- 
nido por el Poder Ejecutivo Na fio nal, so poiga á SU dispo- 
sición. 

Si la ley nacional lia podido autorizar á los Jueces de 
Provincia para levantar el sumario y procedrr ó la aprensión 
de los reos, cuando se haya cometido en sus respectivos 
territorios algún crimen que caiga bajo la jurisdicción nacio- 
nal, no habria podido sin embargo, á título de reciprocidad, 
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hacer á los Jueces Nacionales agentes del Poder Judicial de 
Jas Provincias. 

9° Los Poderes Nacionales no pueden válidamente ensan- 
char, bajo preieslo alguno, la esfera limitada que la Cons- 
titución les ha trazada, 

10. No puede por interpretación hacerse lo que no podría 
hacerse por disposición espresa de la ley. 

11, La actuación de los juicios criminales debe hacerse 
en la misma Provincia donde se haya cometido el delito. 



Caso. — Juan Ventura Montaña, preso en la cárcel pública 
de Buenos Aires, presentó un escrito á la Suprema Corte, 
iliciendo : Que hacia 68 dias que estaba preso y á disposición 
del Gobierno Nacional, sin que se le hubiese hecho saber 
la causa de su prisión ni los jueces á que se hallaba so- 
metido. Que negocios particulares lo llevaron de la Uru- 
guayana (territorio del Brasil) donde rusidta á Entre ftios, 
en donde se encontró cuando estalló la revolución de 1 1 de 
Abril de 1874). Que pocos dias después, regresando á su 
domicilio, en el vapor argentino «Orlencia», fué bajado de 
á bordo, por fuerza armada, en el puerto oriental de Santa 
llosa en donde fué despojado de cuanto llevaba y conducido 
en seguida á Montevideo. Que de Monieviiico fué mandado 
á los calabozos de Rueños Aires, en donde se encontraba. 

Invocando el arl. 20 de la ley de 1-1 de Setiembre de 
184)3, pidió á la Suprema Corte que investigase el origen 
de su prisión, y la causa de su continuación en ella sin 
que se le juzgara, y que resultando evidenciado que había 
sido un atentado de las autoridades orientales, se le pusiese 
en libertad. 

La Suprema Corle, dio vista al Sr Procurador General, 
quien dictaminó que debia pedirse informe al Poder Ejecu- 
tivo Nacional. 

El Poder Ejecutivo informó que el preso Juan V. Montaña 
era acusado de ser uno de los cómplices en el asesinato del 
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General l'rquiza, y actor principal en el de uno de sus hi- 
jos; que ñor la notoriedad de osla acusación fue lomado 
preso en el Estado Oriental, habiéndose pedido posterior- 
mente su cstradieion. Que el preso no había podido ser 
sometido a juicio por el estado de fierra en que se en- 
contraba ta provincia tic Entre Itios, no siendo posible que 
funcionaran en ella los tribunales nacionales ui provinciales. 

En este estado, se presentaron ¡í la Suprema G)rto el Dr. 
Ü. Diógenco de Urqnisa y el Coronel 0. Simón do Sanla- 
Crnz, hermanos de l>. Justo Carmelo y de J). Waldino de 
ícquiza, esponiendo que estaban dispuestos ;í perseguir ante 
la justicia el castigo del crimen de asesinato, del que Mon- 
taña era uno de los principales autores y ejecutores; y ofre- 
ciendo la prueba posible en el estado de la provincia de 
Entre-Rios, pidieron no se hiciera lugar á La cscarcclacion 
solicitada. 

El Sr. Procurador General á quien se corrió vista, espuso 

Suprema Corte de Justicia : 

S. E. et Sr. Ministro de Justicia dice en su informe que 
D. Juan V. Montana se mantiene preso, porque, según los 
dalos que se te han suministrado por el Ministerio del In- 
terior, era uno ,ic los cómplices en el asesinato del General 
i'rquiza y actot principal en el de uno de sus hijos; y que 
no ha sido sometido á juicio por el estado de guerra en 
que se encuentra la provincia de Eulre-ltios, donde no fun- 
cionan los tribunales nacionales ni provinciales. 

Es indudable que, en el estado de sitio en que se halla 
esa provincia, el 1*. E, tiene la facultad de arrestar á las 
personas; y por otra razón, si tiene datos de la criminalidad 
de Montaña, debía también aprenderlo por sus Facultades de 
Policía, Por consiguiente la prisión ha sido ordenada por 
autoridad legitima. 
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sin que consten las pruebas que la jusl ¡liquen, y sin hacer 
saber al acusado cual es su causa iniciándose el juicio, Ks 
cierto que fió| no están en ejercicio las justicias provin- 
ciales de Etitrc-Rios, á quienes compele juzgar á los jisoinos 
del General Irquiza y de sus hijos; pero para prender á 
un criminal y levantar el sumario es competente cualquier 
juez que tenga jurisdicción ordinaria. 

Así, por el inciso M ' del articulo 12 de la ley de 14 de 
Setiembre de IXü:J se lanilla a" los Jueces de Provincia 
para aprender lus reos y levantar el sumario en todos los 
delitos que raen bajo la jurisdicción nacional, y esla dispo- 
sición implica necesariamente la reciprocidad del servicio. 

Si Montaña lia sido preso por la autoridad nacional y se 
halla en llueiios Aires, es preciso que el Jue/, Nacional de 
esta Sección levante el sumario, y lo ponga en libertad si 
por él resulta justificado, ó lo entregue en oportunidad a 
sus jueces naturales, si se conlirman y prueban los cargos 
que se le hace». Pero el mantenerlo preso indefinidamente 
sin tener juez que lo juzgue es contra derecho, y la violación 
de la principal garantía del ciudadano. 

En esta virtud, pido á V. E. se sirva solicitar del Poder 
Ejecutivo, ponga el reo á disposición del Juez Nacional de 
eMa Sección, con los autos que justifiquen su prisión, en- 
cargándose á este Juez levantar el sumario correspondiente, 
para lo cual podra dirigirse á las autoridades civiles ó mili- 
tares de la Concordia. 

Francisco Pico. 

En seguida se mandaron iccibir algunas diligencias pro- 
batorias, de las que resulto en concepto del Tribunal que 
existían motivos bastantes para sospechar racionalmente que 
Montaña era uno de los ejecutores del asesinato perpetrado 
en la persona del Coronel ü. Justo del Carmen Urquiza. 
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Fallo de la ftuprem» Corte. 



buenos Aires, Setiembre 22 ite 1«7(). 



Visto en í'I acucido el présenlo recurso deducido por Juan 
Ventura Monlana, para <juo se le mande poner en libertad, 
con lo espueslo y pedido por el señor Procurador General. 
Resollando de los informes dados por c( Poder Ejecutivo á 
foja ir ree. y veinticinco vuelta, de las declaraciones prestadas 
ante esta Suprema Corle, que corren de foja treinta y ires 
á trcinla y siete, y del sumarió levantado por el Cele militar 
de la Concordia, que se registra di' bija cuarenta y una á 
foja cincuenta y dos. Primero, que Juan Yeniura Montaña 
se lialln preso á disposición del Poder Ejecutivo Nacional, 
que pulid y obtuvo su estradicion del Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, eoino indiciado de ser uno de 
los cómplices en el asesinato del General Erqui/a y actor 
principal en el de uno de sus hijos, sin que haya podido 
sometérsele a" juicio por el estado de guerra en que se en- 
cuentra la Provincia de Enlre-Kios, en la que no es posible 
que funcionen los Tribunales Nacionales ni Provinciales. 
Su/ututo, que existen motivos bástanles para sospechar ra- 
cionalmente que Juan Ventura Montaña es uno de los ejecu- 
tores del asesinato perpetrado en la persona del Coronel Don 
Justo del Carmen Erquiza, y considerando: Primero^ que, 
con esos antecedentes, la prisinn del referido Monlana tía 
sido ordenada por autoridad que tiene facultad por la ley 
para ordenarla, y esta justificada por la disposición del artí- 
culo segundo del decreto de 23 de Noviembre de 1MM, y 
pitr la del artículo quince, capitulo tercero, sección ruarla 
del Reglamento de Ires de. Diciembre de 1 SI 7. Scjitmto, 
que, mientras no se pronuncie sentencia delitiiliva en el 
juicio correspondiente á que debe ser sometido, tratándose 
de delito que tiene pena corporal impuesta por las leyes, 
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no puedo la escarcclacion decretarse, ni aun bajo la lianza 
carcelera, conforme i lo dispuestro en la ley diez y seis, 
Ululo primero, panilla sétima. TViccrtt, que id recurso es- 
tablecido pnr el artículo veinte de la ley de catorce de 
Seliemhrc de mil ochocientos sesenta y l rus, fiara garantir 
la seguridad personal de los que habitan el territorio de bis 
Provincias unidas, contra las prisiones arbitrarias, poniéndola 
bajo el amparo inmediato del Poder Judicial de la Nación, 
no puede ser invocado en los casos en une, constando la 
existencia de un delito, la prisión se lia ordenado cotí datos 
que hacen al detenido sospechoso de ser autor <í cómplice 
en su perpetración; porque, pudiendo servir, en tales casos, 
para otorgar la impunidad a los delincuentes, se daría á 
aquel recurso un efecto contrario á su proposito, inmoral, 
subversivo del orden, peligroso para la misma seguridad que 
con él se lia querido garantir, y que resulta siempre com- 
prometida por la ejecución de crímenes y delitos, que no 
son reprimidos con las penas legales, y que estimulan su 
repetición con el ejemplo de la impunidad. Considerando, 
ademas, respecto de la petición del señor Procurador General 
contenida en su vista de foja veintiuna y veintidós. Primero, 
que, según los términos del articulo veinie de la ley de t i 
de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, la facultad 
de la Suprema Corle ií de los Jueces de Sección á que res- 
pectivameute se ocurra, intentando el recurso que ese articulo 
establece, se limita á decretar la libertad del recurrente 
cuando no resulte justificada la prisión, sin que, en el caso 
contrario, pueda tal facultad csteuderse por interpretación 
hasta dar reglas de procedimiento al Poder Ejecutivo, pres- 
cribiéndole lo que debe liacer respecto de presos que se 
encuentran detenidos bajo la responsabilidad del mismo Poder 
Ejecutivo, que debe hacerse electiva en la forma provista 
por la Constitución Nacional. Segundo, que tal estension 
de aquella facultad, no estando esprcsaniente autorizada por 
la ley, seria contraria á la independencia del Ejecutivo, que 
solo de la Constitución, de las leyes d de su propio criterio, 
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está obligado á deducir las reglas de su procedimiento en 
actos que le son facultativos y de ijuc es (responsable. Tercero, 
1(111', en consecuencia, el Poder Judicial no puede reclamar 
del Ejecutivo i]iie ponga si su dispusieron un preso legalmente 
detenido sino* cuando tratándose de un delito sometido al 
Cuero nacional, reclama al indiciado para su juzgamiento, 
porque entonces procede cu defensa de sus propias atribu- 
ciones, sin agresión á la independencia del Ejecutivo. Cuíf/o, 
«pie, no apareciendo liasla aliora mas que un delito ordinario 
de que es sospechado el preso, perpetrado en territorio de 
una provincia y sujeto, por lauto, al fuero judicial de esa 
provincia, el Poder Judicial de la Nación no tiene atribucio- 
nes suyas que defender pidiendo que el detenido se ponga 
á su disposieion por el Poder que lo detiene. Quinto, que, 
si el artículo tercero de la ley de catorce de Setiembre, 
citado por el señor Procurador General, lia podido autorizar 
á los Jueces de Provincia para levantar el sumario y proceder 
;'t la aprensión de bis reos, cuando se haya cometido en 
sus respectivos territorios algún crimen que caiga bajo la 
jurisdicción nacional, haciendo para ese efecto á los Jueces 
de Provincia agentes del Poder Judicial de la Nación y re- 
vistiéndolos del carácter nacional, sin el cual no podrían 
proceder, no habría podido, sin embargo, ;í titulo de reci- 
procidad, hacer á los Jueces Nacionales agentes del Poder 
Judicial de las provincias, revistiéndolos con el carácter ¡u*o- 
vincial sin el cual no pueden proceder en causas sometidas 
al fuero de las Provincias, estralimitaudo sus atribuciones 
fuera de la línea trazada por la Constitución, ni aun con el 
consentimiento espreso de los Poderes Provinciales, porque 
Jos de la Nación no pueden válidamente ensanchar, bajo 
protesto alguno, la esfera limitada que te Constitución les lia 
trazado. Scsfo, que no puede, por consiguiente, aceptarse 
la interpretación ijue da al mencionadla artículo el señor 
Procurador Ceneral ; ponpie no puede por interpretación 
hacerse to que no se podría hacer por disposición espresa 
de la ley. Sétimo, que, si las funciones del Juei de esta 
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Sección se redujeran á la simple formación del sumar¡o 1 el 
procedimieplo i[iie aconseja el señor Procuradrr General seria 
ineficaz, porque siempre quedaría pendiente por tiempo iti- 
defiuido la prosecución del juiiio plcuario y el pronuncia- 
miento de la sentencia definitiva; y si el procedimiento se 
huliicra de estender hasta la linalizacioii did juicio, á mas 
de invadirse la jurisdicción provincial, á la cual aparece 
hasta ahora corresponder la causa, se violaría el a metilo 
tiento dos de la Constitución, según el cual, la acl nación 
de los juicios criminales debe hacerse en la misma Provin- 
cia donde ,.¿ haya cometido el delito. Ocian; que, por 
ultimo, el Juez de esta Sección carecería de medios para 
instruir bien el sumario, porque los dalos solo pueden ser 
prolijamente reeojidos en el lugar mismo de los hechos. 
Por estos liindaniciUos no ha lujíar á la e> a ir el ación sotí- 
citada por Juan Ventura Iflontaña, ni á la petición deducida 
por el señor Procurador General en su citada vista do hija 
veintiuno y veintidós , salUleclias las costas y repuestos Us 
sellos, archívese el espedíanle. 

Salvaron M a del Cahrii.. - Francisco 
Belüado. — José 1 Ja unos Pazos. - 
Benito Ca Bit asco.— Marcelino Ugarte. 
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CAI»* t'V 



Ü. Santiago Iteugolia contra la Provincia de Santa- Fe, 
sobre propiedad de mi campo. 



Sumario. — I 1 Al establecerse cu el artículo 101 de la 
Constitución, í\üt> la Suprema Curie tenga jurisdimnii uri^í- 
uaria y eselusiva cu los rasos cu que una Provincia sea 
liarte, do sc nliere á a^UL-llus cu ijue ijiücra hacérsele res- 
ponsable por los perjuicios q ic crean sufrir los ciodddanus 
l<or los arlos administrativos ti jurisdiccionales ({tic ejerzan 
dentro ilcl circulo de sus atribuciones, simí como lo esta- 
blece el inciso I ' del ariículu I" ilc la ley de Jurisdicción 
y competencia de los Tribunales Nacionales, cu las causas 
civiles que couira la Provincia promoviere n!**nti vecino ó 
vecino* de oda y ciudadanos ó subditos cstranjeros, 

*2 La Suprema Corle es ineonipoiciiie para conocer cu 
una cuestión en que son ¡«arle dos ciudadanos une pretenden 
mejor derecho á la posesión y propiedad de un campo, por 
leuer mejores títulos otorgados por el (¿obterno de una 
Provincia eu uso de sus facultades. 

Caso. — YX \'2 de Noviembre de ISfiS, lí. Juan lícrnahé 
Molina en representación de I». Santiago Bengolea, que se 
decía vecino de ta Provincia (te Buenos Aires, se presen IÚ 
ante la Suprema Corle, esnoiiiendo : 
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Qae en ¿poca anterior su representado denunció como de 
propiedad pública de la Provincia de Santa-re* un terreno 
ubicado en los fondos de su estancia del Arroyo del Medio. 

Qne D. José* Lili* Barrera pretendió entonces tener dere- 
cho de propiedad en el terreno denunciado, y sohre eslo 
Besiguid un pleito en que Barrera fue vencido, declarándose el 
campo de propiedad fiscal ; por lo que, de acuerdo con Iü 
ley de l~> tic Setiembre de el terreno fué puesto cu 

público remate, y adjudicadas á Barrera como mejor postor, 
las dos terceras parles, y la otra á lien golea como poseedor 
de mas de i O años, de acuerdo cotí el art. 26 de la misma 
ley, estend i endósele con Techa 18 de Marzo de IHtiS, h 
escritura que a compaña. 

Que vino después la revolución contra el Gobierno da I). 
Nkasio Uroño, \ habiendo sido nombrado D. Mariano (labal 
de quien es partidario Barrera, este se ha presentado pi- 
diendo escrituración de todo el campo, habiendo conseguido 
su propósito como se \é por la resolución de aquel Gi.bier- 
no publicada en el periridieo que acompaña, por la que se 
manda eslender escritura a favor de Barrera de lodo el 
campo, 

Que siendo arbitraria y atentatoria de su derecho esta 
resolución, demandaba lormalmenle al Gobierno de Santa-Fe 
pidiendo que la Suprema Corle declarase que no habla te- 
nido derecho para anular los títulos de su representado 
sobre la (ierra en cuestión que hoy constituye su propiedad, 
ronden and o además á la Provincia al pago de las cosías e 
indemnización de daños y perjuicios. 

La Suprema Corte ordenó que se justificara en forma la 
vecindad de Bengolea en esla Provincia. 

Molina produjo entonces declaración de tres testigos que 
dijeron que Bengolea tenia su principal domicilio en e 
Pueblo de San Nicolás de los Arroyos y que su familia 
reside en esta ciudad. 

Kutónces se corrió traslado de la demanda. 

El Dr. D. Pedro Palacios, apoderado general de la Pro- 
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vincia de Sanla-Fé, sin contestarla, promovió las escepciones 
dilatorias de incompetencia de jurisdicción y falta de perso- 
nalidad en el demandante como vecino de Sania-Fé, 

Que al enlabiar la demanda el representante de Bengolea 
lia debido empezar por justiü'car el hecho de la vecindad de 
sa representado, de acuerdo con lo que dispone el inciso 
1° del artículo 1" de la ley de 1-Í de Setiembre ds 1863; 
pero que por el contrario Mu ti na reconoce que Bengolea 
tiene su estancia en la Provincia de Santa-Fé, y que lia 
habido liiis-pendencia ante su Gobierno y ante ios tribu- 
nales provinciales. 

Que el art. II de la misma ley establece la vecindad, á 
los efectos del fuero, por tener en una provincia bienes 
raices d un establecimiento de industria, y en el présenle 
caso, estando reconocido en el escrito de demanda que Ben- 
golea es propietario de una estancia en Santa-Fd, es evi- 
dentemente vecino de aquella Provincia y no puede por lanto 
ocurrir á la justicia nacional en pleito contra el Gobierno 
de la misma. 

Que por otra parte, desde el momento eu quu Bengolea 
se constituyó en la Provincia de Sanla-Fé á denunciar un 
terreno como perteneciente á la Provincia, aun suponiéndolo 
vecino de otra, en ese juicio de denuncia quedó bajo la 
jurisdicción de los Tribunales Provinciales, sujeto á sus reso- 
luciones, desde que son estos los únicos competentes pan 
determinar sobre los terrenos que le pertenecen, y ante los 
que ha debido ocurrir Bengolea en reclamación de su dere- 
cho si cree tenerlo ; pero jamás ante la Suprema Corle, 
mucho mas cuando no se lia atacado la Constitución ni 
ninguna ley del Congreso con la resolución de que se queja 
Bengolea. 

Que si porque una sentencia de autoridad provincial tra- 
jera perjuicios 4 una de las panes del juicio, fuera causal 
bástanle para que el agraviado pudiera deducir demanda por 
perjuicios ante la Justicia Nacional contra la autoridad pro- 
vincial, seria esto un semillero de pleitos en que se verían 
T* a. 87 
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envueltas todas las provincias, de (al manera nu* la Corle 
no tendría el tiempo material de recibirlas. 

Corrido traslado, Molina pidió se rechazara el articulo con 
espresa condenación en cosías, y se ordenara al Dr. Pala- 
cios contestar derechamente la demanda; 

Que la vecindad de Bengolea en esta Provincia está plena- 
mente justificada por las declaraciones que corren en autos 
y aceptada por el Tribunal en el tieebo -le correr traslado 
de la demanda. 

Que esa misma vecindad lia sido reconocida por el Cuerpo 
Legislativo de San la- Te* al no querer aceptar como diputado 
á fiengolea por no ser vecino de la Provincia. 

Que no es cierto que baya litis pendencia sobre este asun- 
to, puesto que habiendo sido demandado Bengolea ante el 
Juez de i* Instancia del Itosario por la posesión, el traslado 
no ha sido contestado basta la fecba, porque el apoderado 
de Bengolea declinó de jurisdicción por haberse antes pre- 
bentado á la Suprema Corte. 

Que para ocurrir á ella se Tunda principalmente en el arL 
17 de la Constitución Nacional que proicjc la propiedad de 
que nadie puede ser privado sino en virtud de sentencia 
fundada en ley. 

Que acepta la teoría de que el Gobierno es el único Juez 
en las cuestiones sobre tierras fiscales ; pero que en el pre- 
sente caso ya no había cuestión sobre esas tierras, puesto 
que un Gobierno en virtud de la ley había dado la propiedad á 
Bengolea, y la sentencia que le liabia dado esa propiedad liabia 
pasado en autoridad de cosa juzgada, sentencia que no fué ape- 
lada, lo que demuestra que no hubo juicio ni parle contraria. 

Que aun en el supuesto de que hubiese juicio después y 
que Bengolea hubiese sido parte, la sentencia serta nula 
puesto que no se funda en ley, y porque un Gobierno no 
puede desconocer los actos de otro Gobierno, y tanto mas 
cuando los del primero son fundados en ley. 

Que cuando el actual Gobierno dictó el decreto porque 
lo demanda, ya no tenia jurisdicción sobre los terrenos. 
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1» Porque ya no era tierra pública puesto que Bengolea 
tenia en su poder los títulos de propiedad. 

2* Porque no habla cuestión sobre esos terrenos. 

3 o Porque aun en el supuesto de que hubiera reclamo, el 
Juez era el ordinario. 

<fr> Porque aun cuando el Gobierno fuera el Juez, é\ tendría 
que fundar en ley su sentencia. 

5* 1 Porque en la suposición anterior y que la sentencia 
fuera fundada en ley, ella seria de efecto retroactivo, lo que 
es prohibido por las leyes generales, y 

O* porque ningún Gobierno puede desconocer los actos 
de otro Gobierno, ni menos fundarse en ese desconoci- 
miento para arrebatar la propiedad á los ciudadanos que la 
han adquirido conforme á las leyes de propiedad, cuyos 
principios garante la Constitución Nacional. 



rallo de lo Suprema Corle. 



Buenos Aires, Setiembre tt de (870. 

Vistos : resultando, que la demanda entablada por Don 
Santiago Rengolca contra la Provincia de Santa-Fe", se funda 
en el derecho que le acuerda la escritura de foja dos á 
veintitrés, otorgada á su favor, en virtud de la que dice 
eorresponderle por una ley do la Provincia demandada, f 
que ha sido desconocidas otorgando otros títulos á Don 
José Luis Barrera que los pidió invocando también leyes 
locales; que el Gobierno de dicha Provincia se despojó de 
la propiedad del terreno que se disputa, quedando por con- 
siguiente reducida la cuestión actual á resolverse cual de 
los dos, Bengolea ó Barrera, tienen mejor derecho á la 
propiedad y posesión de los terrenos, entendiéndolo así el 
mismo llcngolea según se espresa eo sus escritos y con 
especialidad á foja cincuenta y siete vuelta. Que por lo 
tanto el Gobierno de Santa-Fé no puede ser pane en una 
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«ustión de propiedad y posesión que no disputa, ni tiene 
interés directo en sostener que sea uno ¡i otro de los liti- 
gantes el verdadero propietario. 

Y considerando : primero, que al establecerse en el articulo 
ciento uno de la Constitución, que la Suprema Corte tenga 
jurisdicción originaria y esclusiva en los casos en que una 
Provincia sea parte, no se refiere á aquellos en que quiera 
hacérsele responsable por los perjuicios que crean sufrir los 
ciudadanos por los actos administrativos ó jurisdiccionales 
que ejerza dentro del circulo de sus atribuciones, sindeomo 
lo establece el inciso primero del artículo primero de la 
ley de jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacio- 
nales, en las causas civiles que contra la Provincia promo- 
viere algún vecino ó vecinos de otras d ciudadanos d sub- 
ditos extranjeros. 

Segundo, que según la esposicion del demandante, en el 
presente caso no tiene ninguna acción civil que ejercitar 
contra la Provincia, porque demandando la propiedad y am- 
paro en la posesión del terreno de que se trata, no es la 
Provincia la que pretende los mismos derechos sino Don 
José Luis Barrera; quedando como parles en ente juicio estos 
dos ciudadanos que pretenden mejor derecho por tener me- 
jores títulos, sin que le atribuya á la Provincia el mi de 
parte en esta cuestión, el haber su Gobierno en uso de sus 
facultades otorgado los títulos en que fundan las partes sus 
acciones : por estos fundamentos se declara que la Suprema 
Corte es incompetente para conocer en la presente demanda, 
pudiendo el interesado ocurrir donde corresponda, y satisfp- 
chas las costas y repuestos los sellos por el demandante 
archívele el espediente, 

Salvador M» del Car ml. — Francisco 

• 

Delgado. — José Barros Pazos - 
Benito Carrasco — M. ügarte. 
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Don Apolinar io Benitez con Don Carlos de Mot por cobro 
de pesos. — Incidente sobre personería . 



Sumario, — Xa demanda debe entenderse solo con la per- 
sona contra quien se ha deducido. 



Caso. — Don Pedro Holtterhoff ñor Don Apol i nario Benitez, 
argentino, demamió á Don Cárlos de Mol, estrangero, la 
cantidad de 21,-iOfí ps. fts. 40 es. por falta de cumplimiento 
i un contrato de venta de caballos para el Ejército Brasi- 
lero en armas contra el Gobierno del Paraguay. 

Entre los documentos que acompaña á la demanda se en- 
cuentra una carta de Don Cárlos de Mol, fecba de Mayo de 
1869 en que propone á Ueuitez un negocio de caballos, le 
esplica las condiciones dil contrato y le dice que él se hace 
con Don Juan Cruz Várela. 

Convocados á juicio verbal, D. Carlos de Mot y el repre- 
sentante de Benitez convinieron en sujetar la cuestión á juicio 
arbitral. 

Apremiado de Mot para que nombrase su arbitro, contes- 
tó que no podia hacerlo, porque siendo este un negocio en 
sociedad, su consocio quiere anle todo contestar á la de- 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



manda, por lo que pedia se dejara sin efecto el nombramien- 
to de Arbitro, y se le diera traslado de la demanda. 

El Juzgado con la contestación negativa de llolllcrholf pro- 
veyó no haciendo lugar á la petición de Mol, por no apare- 
cer sinó este como demamhdo y ser el único que como 
(al firmó el acta de compromiso. 

I>e Mol apeló de esle auto fuera del termino por lo que 
se negó el recurso. 

Resuelto después por la Suprema Corle un incidente so- 
bre cscusacion del Juez, Dr. Zavalcta, Charles de Mol y O. 
se presentaron nombrando de arbitro por su parte á Don 
Julio Cramer. 

El Juzgado ordenó que Nolt toril nfl" manifestase su confor- 
midad y con ella se tuvo por nombrado á Cramer, 

Después de esto, los Arbitros Cramer y D. Juan Carranza 
se escusaron de conocer del asunto. 

Hecha saber la escusacion, el Procurador Sagasla por Don 
Juan Cruz Várela pidió se lo tuviera por parle y el Juzgado 
proveyó traslado. 

Iloltterhnff contestó pidiendo no se hiciera lugar ;i la per- 
sonería del Procurador Sagasla por no ser contra Várela la 
cuestión sinó contra CArhs de Mot y fA 

El Juzgado para mejor proveer ordenó que se manifestara 
si de Mot y Várela tenian la lirma social, y el Procurador 
Sagasla manifestó que si. 

Después el Procurador Sagasla por Várela y el Procurador 
Silva por de Mot propusieron por su árbiiro al Dr. Don Ma- 
nuel Obarrios, y por un otrosí dijeron que teniendo interés 
en este asunto Don Angel TYxo, declarado socio capita- 
lista y tínico responsable de Jas operaciones de la sociedad 
Orlos de Mol y ÍX, pedían se le citase y se le diese in- 
tervención en esle asunto. 

El Juzgado preveyó que Texo y Don Juan Cruz Várela ma- 
nifestasen si estaban conformes con el árbiiro propuesto. 

Enlónces Tcxo se presentó esponiendo: 

I o Que el contrato que se supone celebrado entre Renilcz y 
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de Mot fué en Junio de I8GÜ, Techa en que él no erg socio 
de I), Curios tic Mot, por Lo que no podía estar ligado á obli- 
gaciones que se contrapon en aquella época. 

2 U Que si liicu es verdad que en un contrato de 4 de Agos- 
to se le cedió ta mitad de las utilidades que hubiesen dado 
las negociaciones anteriores de Cárlos de Mol y C% también 
Jo es que en el mismo contrato se señalaron tos únicos cré- 
ditos que se reconocerían á su cargo.no estando incluido en 
ellos el de Benitez. 

3 U Que por esto mismo la demanda se enlabió solo contra 
de Mol quien lia concurrido al juicio como si él solo hubiera 
celebrado el contrato, 

4° Que hay cosa juzgada respecto á que es solamente de 
Mol Oi el demandado. 

5 o Que la sociedad que se formó en 4 de Agosto se disolvió 
postoriurinenie, según consta en tos contratos de 30 de Oc- 
tubre y 31 de Diciembre, por lo que no lo obliga el uso de 
la firma social que indebidamente hacen de Mol y Várela. 

C" Que los contratos de disolución de la sociedad se han 
registrado, y publicado ios avisos respectivos, á fin de que los 
terceros no aleguen ignorancia. 

7 o Que si él fuera parle en este asunto, el Juzgado care- 
cería de jurisdicción por ser llcnilez argentino como éj, no 
siendo la causa de jurisdicción nacional por razón de la ma- 
lcría. 

Pidióse le declarase no parle en el asunto con espresa 
condenación en costas á de Mol. 



del 



Dueños Aires, Agosto i de 1870. 

Constando de autos que la demanda ha sido deducida 
contra D. Cirios de Mol, que es quien sometió á juicio ar- 
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biiral la decisión de la cuestión promovida por D. A pol ¡na- 
no Benilez, y que por consecuencia no son partes D. Juan 
Cruz Várela ni D, Angel Texo, ni podrían serlo no estando 
justificada en tal caso la competencia de este Juzgado, há- 
»e por nombrado al Dr. D. Manuel Ol.ar rio como arbitro por 
la parte de Mol cometiéndose la aceptación f y no dándose mas 
intervención en esté juicio á D. Juan Cruz Várela y á Don 
Angel Texo. Repóngase el sello. 

Z l í 

Habiendo apelado la parle de de Mot, se dicto' este : 



■ 

Buenos Aires, Setiembre 24 de 1810. 

Vistos ; por sus fundamentos se conlirma con cosías, el au- 
to apelado de foja ochenta vuelta y satisfechas y repuesto» loa 
sellos devuélvanse. 

Salvador M« del Carril.— Francisco 
Delgado — José Barros Pazo*. — 
Benito Carrasco— M. Ugarte. 
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Duti Vicente Peralta, práctico del vapor « Uruguay » coaita 
los armadores Salvañach y Gonzakz, por cobro ejecutivo 

de ¡mos. 



Sumario. — \° El certificado de un Consulado Argentino 
acerca de las constancias que arrojan documentos depositados 
en su archivo por un capitán de buqut;, hace plena fe" en 
juicio. 

2° Para que la escepcion de inhabilidad del título en el 
juicio ejecutivo sea legalmente opuesta, debe espresarse la 
razón en que la inhabilidad se funda. 



Caso. — En 21 de Junio de 1870 Procurador Joñas, por 
D. Vicente Peralta, entablo demanda ejecutiva contra Salva- 
ñacb y González por la cantidad de 284 pesos fuertes, á mé- 
rito de un documento en que el Consulado Argentino en la 
Asunción cerUÚVa que el vapor * Uruguay », debía el 28 de 
Febrero á D* Vicente Peralta, vaquea no del mismo, según 
el contrato ««tente en ese consulado, 284 ps. fts. por sueldos. 

Se tramitó el juicio ejecutivo hasta la citación de remate, 
en cuyo estado el ejecutado opuso la escepcion de inhabi- 
lidad del titulo, sin espresar en que consistía. 

i. m 28 
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El Procurador Joñas pidió se desestimara la excepción, por- 
que no baBta decir que un Ululo e* inlialitl sinó que es n«- 
cosario alegar la razón que se tiene para suponer la inha- 
bilidad, y que ademas el titulo presentado trac aparcada eje- 
cución, según el arl. 310 de la ley de procedimientos y el 
3° de la ley sobre documentos auténticos. 

Se puso la causa á prueba para justificar la escepcion. 

La ú ii i ra que se produjo, fue' por parte del actor, con- 
sistente en las siguientes : 

Posiciones absuellas por Salvañach. 

1* Como es cierto que han tenido en arrendamiento el 
vapor c Uruguay » en el presente año. Que es cierto. 

2 a Como es cierto que durante este arrendamiento, e! va- 
queano del vapor lia sido D, Vicente Peralta. Que no le 
consta porque él no andaba en el vapor sinó D. Martin 
Gomalez. 

Buenos Aires, Setiembre I a de 1870. 

Vistos : estos autos seguidos por h. Vicente Peralta con- 
tra los Sres. González y Salvañach armadores del vapor* Uru- 
guay i por cobro ejecutivo de pesos, procedente de los sa- 
larios del primero como vaqueano en dicho buque y re- 
sultando : 

i" Que el ejecutado lia presentado el certificado de foja 
1* autorizado por el Canciller del Gosulado Argentino en la 
Asunción del Paraguay, en cuyo certificado so da fé que 
según contrato depositado en dicho consulado el vapor « Uru- 
guay * era, el 28 de Febrero del corriente, deudor del mis- 
mo señor por la cantidad de 284 pfts, 

2° Que, opuesta por el ejecutad la escepcion de inhabi- 
lidad del titulo, no se ha producido prueba por su parte. 
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Y considerando: f* Que el certificado del Consolado Ar- 
gentino acerca do las constancias que arrojan documentos 
depositados en su archivo por el mismo Capitán del vapor 
f Uruguay » hace plena fé contra dicho vapor, por impor- 
tar dichos documentos la confesión de su verdad de parte 
de quien las presenta; 2 o Que no se ha probado la inhabi- 
If'lad de dicho título. 

Por tanto, se declara no haber el ejecutado justificado su 
escepcion, y mando llevar adelante la ejecución hasta el com- 
pleto pago á D, Vicente Peralta de la cantidad de doscien- 
tos ochenta y cuatro pesos fuertes intereses y costas. Repón- 
gase los sellos. 

Manuel Zavaleta. 

El ejecutado apeló y concedido el recurso en relación, se 
dictó este : 



Falla út> la Supreat* Carta, 

Buenos Airea, Setiembre 29 de 1870. 

Vistos: por sus fundamentos, y considerando ademas que 
la escepcion de inhabilidad del tíiiilo, opuesta en el escrito 
de foja catorce sin i spresar la razón en que la inhabilidad 
se funda, no ha sido deducida legalmente ; Primero. Porque, 
debiendo, conforme el articulo doscientos setenta y uno de la 
ley tic procedimientos, conferirse traslado al actor y en seguida 
recibirse á prueba la causa, no se puede dejar al árbitrio del 
ejecutado la facultad de esterilizar la audiencia y la prueba 
del ejecutante, como sucedería si pudiese guardar aqueJ en 
reserva, basta después de agregadas tas pruebas, la enuncia- 
ción de los hechos y la mención de las leyes en que fun- 
da su cscepcion; Segunda, Porque, teniendo el ejecutado, 
en cuanto á las escepciones que opone, el carálcr de actor, 
según la incontestada doctrina de derecho in exceplionibus 
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dieéndum ai rmm partibus actoris fttiujt aporten está obli- 
gado á observar, para oponerlas, todos los requisitos que el 
actor está obligado i guardar para interponer su demanda ; y 
catando el actor obligado, según las leyes quince, veinte y 
cinco, veinte y seis, treinta y uno y cuarenta, titulo segundo, 
partida tercera, i esponer circunstanciadamente los hechos y el 
derecho en que apoya su demanda < ca de otra manera non po- 
t dría responder el demandado, nin el Juez dar su semencia ■>, 
está obligado del mismo modo el reo á esponer circunstanciada- 
mente los hechos y el derecho en que basa su cscepcion ; 
Tercero. Porque esa obligación se baila impuesta espresamcnle 
en el proemio del titulo tercero, partida tercera que dispone 
« que aquellas cosas que el demandador debe catar ante que co- 
t míenze su demanda, que esas mismas cosas deve catar 
< el demandado, ante que responda á ella * por esto, se 
confirma con costas la sentencia apelada, corriente á foja treinta 
y ocho vuelta, y se devuelve los autos después de satisfechas las 
causadas en esta instancia y de repuestos los sellos. 

Salvador M. del Carril.— Francisco 
Delgado. — Jo3é Barros Pazos. — 
Benito Carrasco. — Marcelino 

ÜGAKTE. 
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Recurso directo del apoderado General de la Prorincia de 

Corrientes, sobre cumplimiento de un exhorto del Juez 

de aquella Sección al Tribunal de Comercio de Buenos 
A ires. 



Sumario.— i° En caso* en que se trate de la validez de un 
acto jurisdiccional ejercido en nombre de la Nación, contra 
la cual se resuelve en los Tribunales de Provincia, puede 
apelante en última instancia para ante la Suprema Corle 
Nacional. 

2 o Siempre que un Juez Nacional dirija un despacho pre- 
catorio á un Juez Provincial, sea para hacer citaciones 6 
notificaciones, ó para recibir testimonios, ó para practicar 
otros actos jurisdiccionales, debe ser cumplido el encargo. 

3° Los Tribunales Provinciales tienen el deber de ajustar 
sus resoluciones i lo que disponen las leyes del Congreso. 

I a Un Juez de Sección procede en uso de sus atribucio- 
nes, librando exhorto á un Juez de Provincia para embargar 
bienes con el objeto de asegurar las responsabilidades civiles 
reclamadas por una Provincia, en causa criminal per traición 
a li patria. 

5° £1 endosatorio imperfecto de una letra de cambio es 
simple mandatario para cobrarla, permaneciendo la propiedad 
en el endosante. 
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Caso. —En 15 de Abril de 1865, D. Anacarsis La mis jiro 
desde la Asunción del Paraguay contra los Sros. LaiiúsHns. 
de Buenos Aires, y á la drden de D. Sinforoso Cáceres, por 
la cantidad de 46,225 ps, -tris, fls , á 6 meses de plazo por 
valor recibido en yerba. 

La letra fue* endosada en Mayo 20 por Cáceres á la órden 
de D. Rafael Gallino, y por este en Junii 25 & Jaime Lia - 
vallo! é bijo (valor en cuenta), quienes la protestaron á los 
jirados por falla de pago, y por cuya razón la devolvieron 
i Gallino. 

En 20 de Abril de 1839 el Procurador Valle por Gallino 
se presento entablando demanda ejecutiva contra Lanús 
lino*, ante el Juez de Comercio de Buenos Aires, por el 
valor de la letra, intereses y costas. 

Corrido traslado sin perjuicio, Lanús Hnos. asociado al 
Apoderado General de la Provino ¡a de Corrientes, declinó 
la jurisdicción del Juzgado de Comercio, por pertenecer la 
cantidad reclamada al Gobierno de Corrientes, & cuya dis- 
posición está en su poder T como bienes pertenecientes á 
Cáceres, traidor á la patria, y que siendo una de las partes 
la Provincia de Corrientes, el pleito debía ser resuello por 
la Suprema Corte. 

Con la contestación del Procurador Valle, el Juez de Co- 
mercio no hizo lugar a* la declinatoria de jurisdicción, fun- 
dado en que, aun cuando ta propiedad de la letra no había 
dejado de pertenecer i Cáceres, y aun cuando la Provincia 
de Corriente* tuviese derechos sobre los bienes de aquel , 
en el presente caso no podrían deducirse sind formalizando 
la correspondiente tercería. 

El juicio ejecutivo siguió su tramitación hasta dictarse sen- 
tencia de trance y remate, y depositarse en el Banco la su- 
ma reclamada. 

En este estado el Juez de Sección de Buenos Aires diríjid 
al de Comercio el siguiente oficio : 
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Buenos Aires, Enero 31 de 1810. 

Al Sr. Jurt de Comercio, Dr. D. Tomás Islas, 

Habiendo dirigido un exhorto á este Juzgado el Sr. Juez 
Nacional de la Sección de Corrientes, á fin de que se embar- 
gue la suma de cuarenta y seis mil doscientos «inte y cinco 
pesos y cincuenta centavos fuertes, pertenecientes á Sinforoso 
Casares, uno de los individuos que formaban la Junta Guber- 
nativa creada en tiempo de la invasión paragnaya en esa Pro- 
vincia, y existente en poder de los Srcs. Lanús Unos., y ha- 
biéndoseles notificado á estos el auto recaído en dicho exhorto 
para que depositen en el Banco de la Provincia la mencio- 
nada suma, han contestado estar ya depositados por drden 
y á disposición de ese Juzgado. 

En virtud de esto, tengo la satisfacción de dirigirme á 
V. S. á fin de que se sirva ordenar lo necesario para que 
la mencionada suma se ponga á disposición del Sr. Juez Na- 
cional de la Proviocia de Corrientes, por cuenta de D. Sin- 
foroso Cáceres. 

Dios guarde á V. S. 

Andrés Vgarriza. 

Hecho saber el contenido de este oficio, el Procnradar 
Valle, por Gallino. espuso : que para que se pudiese dar cuno 
al exhorto, seria necesario que lo que en él se pide no se 
entrometiese en la jurisdicción legítima del Tribunal de 
Comercio, ni hiriese los derechos de los ciudadanos que es- 
tán bajo la salvaguardia de sus leyes y tribunales ; y q«e para 
juzgar si el exhorto afecta la jurisdicción y derechos de la 
Provincia, era necesario, como es de práctica, que se hubiese 
espresado clara y terminantemente la naturaleza de 1 1 causa, 
y en favor de quién se había pedido el embargo. 

Que sin embargo de que todo esto se oculta, de los autos 
y del laconismo mismo del exhorto se desprende que iu 
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origen 6s la causa criminal por traición que se signe á Cá- 
ceres, y que los fondos se piden para indemnizar á la Pro- 
vincia de los perjuicios que dice le infirió Cáceres, pero que 
habiendo éste fallecido, como es notorio y lo confiesa el 
apoderado de la Provincia, no comprende como el Juez Fe- 
dera) ha podido abrir causa criminal contra un muerto, cuan- 
do ann contra el ausente se lo prohibe el artículo 370 de 
la ley de Procedimientos. 

Que si la causa es por las acciones civiles que emanen 
del delito, estas tienen que comprobarse en juicio contra- 
dictorio, porque sí de é\ se prescinde y se arrehatan en globo 
los bienes porque una Provincia enuncie un delito y per- 
juicio sin especificación, se comete entonces un atentado que 
•e llama confiscación, condenado especialmente en el art. 17 
de la Constitución Nacional. 

Que la comprobación de esa acción por la Provincia debe 
hacerse ante la Corle Suprema, y no ante el Juez de Sec- 
ción, según el art. (01 déla Constitución y la ley de 14 de 
Setiembre de 1863. 

Que sobre todo, está ya resuelto que las acciones que pueda 
tener la Provincia de Corrientes, debe deducirlas ante el 
Juez de Comercio en forma de tercería, la que abandono 1 y 
deserto el apoderado de aquella. 

Finalmente, que el eihorto no puede cumplirse porque en 
él se pide el embargo de la letra como propiedad de Sin- 
foroto Cíceret, cuando ella es de Gallino, como se com- 
prueba por los endosos sucesivos, por lo que nada tienen 
que hacer con ella loa que se digan acreedores de Cáceres. 

Pidió no se cumpliera y mandase devolver el eihorto. 

VmUm 4ml TwHmmml de CMerel». 

Buenos Aires, 7 de Mayo de 1870. 
Tomando en consideración el exhorto de foja 105, y en 
atención, primero, á que por el auto de foja 15 se consignó 
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en uno de sus considerandos, de acuerdo con las disposicio- 
nes legales, que el ejccuiante no tenia otro rol que el de 
simple mandatario; segundo, que en el escrito de foja 68, 
Gallino ha reconocido esto mismo, y aun cuando ha soste- 
nido la propiedad de la letra, en virtud de halársela devuelto 
la casa Llavallol, lal fundamento carece de consistencia legal ; 
se invoca para ello el art. 800 del Código, que no iien¿ 
aplicación á la letra de que se trata, y se olvida sin embar- 
co el único artículo aplic-ahlc que es el 805, á monto de 
que el mandatario solo puede transferir la letra á los mismos 
efectos que alcanzaba su autorización ; y tercero, que tampoco 
puede oponerse la circunstancia mencionada en el amo cita- 
do, respecto de que la Provincia de Corrientes estaba ohli- 
gada á deducir sus derechos en la forma de una tercería, 
por cuanto mt ei» la Provincia la que viene requiriendo la 
retención de fondos, sind el Juzgado Federal, en virtud de 
causa ante él pendiente; sin que por último sean mas pertinentes 
las otras observaciones, referentes á la incompetencia del Juez 
exhortante, en razón de que los i [¡trascriptos no son los lla- 
mados para resolver si es 6 nd competente aquella autori- 
dad en los juicios en que es parte una Provinca, Por todo lo 
que mandamos se haga saber al Juez Federal de esta Sec- 
ción, por medio del oficio respectivo, que en la fecha se ha 
notificado al Banco tenga á disposición del Juzgado Seccional 
de Corrientes los fondos provenientes de esta ejecución. 

Islas.— Barra. 

Apelada esla resolución por el Procurador Valle, fué re- 
vocada por el siguiente fallo del Tribunal en su Sala de lo 
Criminal. 

Señores : — Font. — González. — Dommguez. — Lmigum- 
heim, — Eguia. 

Vistos : considerando que en los autos ejecutoriados fojas 
15 y 49vta. T se consignó el principio t de que si la Pro- 
vincia de Corrientes tenia derechos que ejercitar sobre los 
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bienes de Cícercs, en el presente caso no podrían deducirse 
linó formalizando la correspondiente tercería i; que á pesar 
de esto, el representante de dicha Provincia no dedujo esa 
tercería, dejando que el juicio principal avanzára en su tra- 
mitación basta sancionarse en todas instancias el derecho de 
Gallino; que en este estado se recibe el exhorto foja 105 
procedente del Juzgado de Sección de Corrientes, el cual 
viene desnudo de los requisitos necesarios para darle debi- 
da ejecución, pues ni se espresa la naturaleza del asunto, ni 
i petición d en lavor de quien se libra el embargo, ni se 
insertan los recaudos que sean del caso : que mientras tanto, 
estas circunstancias son requeridas por nuestro derecho para 
apreciarse por el Juez exhortado la legitimidad de la requi- 
sitoria y competencia en el exhortante para dirigirla, que con- 
sultando Jos antecedentes de autos y el hecho de haberse 
presentado en esta instancia un apoderado de la Provincia 
de Corrientes para sostener la petición del exhorto, es ella 
quien lo ba solicitado, además de las irregularidades notadas, 
se comprende lo espuesto en el considerando primero; y 
por último, que de lo manifestado resulta : que debe dene- 
garse el cumplimiento del exhorto mencionado, se revoca el 
auto apelado corriente á foja 114, y satisfechas las costas 
devuélvanse 

( Hay cinco rúbricas). 

Confirmada esta sentencia por la Sala de lo Civil, el Dr. 
Gómez por la Provincia de Corrientes apeló para ante la 
Suprema Corte, fundando el recurso en que se trata de 
actos de la justicia y jurisdicción nacional, y por consiguiente 
db !«ves de la Nación. 

El recurso fué negado por no considerar el Tribunal que 
el caso estuviese comprendido en las escepciones espresadas 
en el artículo 14 de Ja ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Entonces el apodera>lo de la Provincia de Corrientes ocur- 
rió de hecho ante la Corte Suprema, espouiendo que el Su- 
perior Tribunal con su fallo ha puesto en cuestión las leyes 
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del Congreso que castigan la traición, delito cometido por 
Cáserca, y por cuya» indemnizaciones civiles se sigue juicio 
ante el Juez de Sección exhortante, y las leyes del Con- 
greso que garanten i las Provincias ser juzgadas por la 
jurisdicción nacional, declarando que Corrientes debe so- 
meterse á la jurisdicción provincial de Buenos Airen y de* 
ducir ante ella tercería. 

Que encontrándose el caso en los tres incisos del artículo 
U de la ley de Setiembre de 1863, pedia se ordenase que 
el Superior Tribunal informe con autos, y con bu mérito 
revocara el auto recurrido ó le acordase espresar agravios. 

Pedido informe y remitidos los autos, se dictó este; 

■ 

Fall* úe> la Suprema C*rte. 

Huenos Aires, Setiembre 29 de 1870. 

Vistos, resultando -.—Primero. Que la cuestión recae sobre el 
cumplimiento del exhorto librado á foja ciento cinco por 
el Juez de Sección en Buenos Aires, á lin de que se de* 
ejecución al que le fué dirijido por el Juez de Sección en ia 
Provincia de Corrientes, que se ha mandado traer á la vista 
para mejor proveer, y corre hoy agregado a Toja cíenlo se- 
tenta y tres, embargándose la cantidad de cuarenta y seis- 
mil doscientos veinte y cinco pesos cincuenta centavos fuer- 
tes, pertenecientes á Sinforoso Ciceres, existentes en poder 
de Lanús hermanos, y depositados por estos en el Banco de 
la Provincia á disposición de los Jueces de Comercio. Se- 
gundo. Que el Superior Tribunal de Justicia en la Provincia 
de Buenos Aires, ha negado la ejecución al referido exhorlo 
en tos autos de fojas ciento veinte y cuatro vuelta y ciento 
treinta y siete vuelta. Tercero. Que se trata en consecuen- 
cia de la validez de un acto jurisdiccional ejercido en nom- 
bre de la Nación, contra la cual se ha resuelto, y el caso 
se encuentra por tanto comprendido en la disposición del 
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artículo catorce de la ley de catorce de Selicmbre de mil 
ochocientos sesenta y tres, sobre jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Nacionales *, y considerando : Primero. Que 
el artículo trece de la citada ley de catorce de Setiembre, 
al que deben ajusiar sus resoluciones los Tribunales de 
Provincia, conforme á lo prescripto en el articulo treinta y 
uno de la Constitución Federal, dispone preceptivamente 
que será cumplido el encargo, siempre que un Juez Nació* 
nal dirija un despacho precatnrio á un Juez Provincial, sea 
para hacer citaciones ó notificaciones, ó para recibir testi- 
monios, ó para practicar otros actos judiciales. Segundo. 
Que, habiéndose librado el exhorto por el Juez de Sección en 
Corrientes, para asegurar las responsabilidades civiles que 
reclama aquella Provincia, en la causa seguida á Sinfbroso 
Cáccres por el delito de traición sujeto al enjuiciamiento 
del fuero federal , aquel Juez ha procedido en uso de atri- 
buciones que no pueden serle desconocidas, ni disputadas ; 
porque el Juez de lo principal es el Juez de las inciden- 
cias, y el delito de traición, que es la materia principal 
de ta causa, pertenece al conocimiento del Juez de Sección 
en la Provincia en que ha sido perpetuado, según el arti- 
culo ciento dos de la Constitución. — Tercero. Que, aun pres- 
cindiendo de resolver ai una Provincia puede ser obligada 
i comparecer ante los Tribunales de otra Provincia á de- 
ducir tercería de oposición, con renuncia del fuero especial 
creado por la Constitución en su favor, cuando tiene un 
conflito de derecho ó de interés con vecinos de otra Pro- 
vincia, hay error en afirmar que la de Corrientes ha debi- 
do ejercitar sus acciones como tercer opositor, en el jui- 
cio seguido entre Don Rafael Gallino, endosatario irregular 
de la letra de Cáceres y Lanús hermanos que la debían pa- 
gar; porque la tercería de oposición supone necesariamente 
que el tercer opositor se presenta como acreedor del eje- 
cutado, acreedor de dominio cuando deduce tercería eso lú- 
jente, y acreedor de preferente derecho cuando comparece 
como coadyuvante, y la Provincia de Corrientes no se pre- 
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lenile acreedora de La mis hermanos, sino de Sin toroso Cáce- 
res. — Cuarto. Que siendo imperfecto el endoso hecho a favor de 
Gallino en la letra agregada á Toja primera, él es simple mandatario 
para cobrarla, permaneciendo. la propiedad en Cáceres, endosan- 
te irregular, segun lo dispuesto en el articulo ochocientos cinco 
del Código de comercio. — Quinto. Que, aun suponiendo, lo 
que no es exacto, que el endoso hecho por Don Rafael Ga- 
llillo á Don Jaime Llavaltol 6 hijos, hubiesen transferido á 
estos la propiedad que el endosante no tenia, y que no 
podia, por consiguiente, transferirles, no se podría sostener, 
como lo pretende Gallino, que la anotación puesta por Lia- 
val lol é hijos, al devolverle la letra, le transfirió la propiedad 
á él mismo ; pues esa anotación no tiene mas importancia 
que la de dejar sin efecto el endoso precedente, restablecien- 
do las cosas al estado que tenían antes de qnc tal endoso se 
hiciera. —Sesto. Que el estado de cosas que se restablecía 
de ese modo, dejaba á Gallino en el carácter de mero man- 
datario para el cobro, y á Cáceres propietario de la letra.— 
Sétimo, Por último, que el cumplimiento del exhorto no em- 
baraza, ni menoscaba, el ejercicio de la jurisdicción que cor- 
responde á los jueces de la Provincia de Buenos Aires, en 
el juicio ejecutivo seguido entre Gallino y \m\As hermanos; 
pues ese juicio ha quedado concluí Jo con el depósito judicial 
de la cantidad reclamada, cuya retención se pide para los 
efectos de otro juicio, pendiente ante la jurisdicción federal 
por responsabilidades civiles del que resulta dueño de la can- 
tidad espresada. Por estos fundamentos, declarándose bien 
interpuesto el recurso, se revoca el auto apelado del Supe- 
rior Tríbucal de Justicia en Hítenos Aires, corriente á foja 
ciento veinte y cuatro vuelta, y su confirmatorio á foja ciento 
treinta y siete vuelta y se confirma el de los jueces de co- 
mercio, corriente á foja ciento catorce : satisfechas las costas 
y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

Salvador M* del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. - 
Benito Carrasco — Marcelino LJgarte, 
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CAUSA CXI. 



Criminal* contra José M. Mosqueira, por delito de rebelión 
y asesinato. — Sobre jurisdicción. 



Sumario. — Los procesos criminales deben tramita rae ante 
loi Tribunales del lugar donde se ha perpetrado el delito. 

Caso. — José M. Mosqueira, preso en la cárcel de Buenos 
Aires por presunta complicidad en la rebelión de la Provin- 
cia de Eut re-Rio* y en el asesinato de su Gobernador Ge- 
neral D. Justo José Urquiza, ocurrid á la Suprema Corte 
pidiendo se le mandara juzgar por el Juez de Sección de 
Buenos Aires en razón de estar la Provincia de Entre Ríos 
perturbada por la rebelión y no poder funcionar el Juzgado 
Federal de acuella Sección. 

La Suprema Corte dió vista al Sr. Procurador General, 
quien se espidió en los términos siguientes : 

Viíía del Señor Procurador General. 

Sírvase la Suprema Corte pedir informe al V E. con los 
dalos que justifiquen la prisión de este individuo. — Buenos 
Aires, Agosto 28 de 1870. 

Francisco Pico, 
La Suprema Corte pidió el informe y datos indicados, y 
el P. E. informó que con fecha 4 de Marzo de 1870, el 
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General en Gefe del Ejército del Paraná remitió varios pri- 
sioneros hechos por las fuerzas á sus ordenes eu un cóm- 
bale parcial, entre los que se hallaba José M. Mosqueira 
clasificado corno uno de los asesinos deJ General Urquiza, 
manifestando que creia perjudicial la presencia de esos in- 
dividuos en el Paraná ; y que por este motivo y por la sospe- 
clin de ser Mosqueira uno de los asesinos del General Ur- 
quiza, si le liabia mantenido hasta ia fecha en seguridad en 
esta ciudad. 

El Dr. D. Diógencs Urquiza habiendo conocido eitraju- 
dicialmente la petición de Mosqueira, pidió por sf, por la 
viuda del General Urquiza, y demás hijos de este no se 
hiciera lugar á aquella y se le mantuviera en segura prisión 
ofreciendo presentar testigos presenciales para demostrar la 
complicidad de Mosqueira en el asesinato de dicho General. 

Se lomaron declaraciones, y á la vez se mandó agregar 
una petición de vecinos de Gualeguaychú solicitando la sol- 
tura de Mosqueira, se pasaron los autos en vista al Señor 
Procurador General. 

Vista del Señor Procurador General 
El Procurador General en vista de la solicitud de í>. José 
M« Mosqueira, preso en Ja cárcel á disposición del P. E., 
para que se le forme causa por el Juez Federal de esta Sec- 
ción, dice: que este individuo fué preso por el crimen de 
rebelión, hallándose con las armas en la mano ; y después 
se ha averiguado, por Ja declaración de tres testigos pre- 
senciales, que fué uno de los que asesinaron al General 
Urquiza en la norhe del 1í de Abril. 

Sea pues que haya de juzgársele por rebelión 6 por ho- 
micidio, la causa compele á los jueces nacionales 6 provin- 
ciales de Enlre-Rios ; porque los juicios deben tener l U}í ar 
en la Provincia donde se cometieron los delitos ; y por tanto 
no corresponde al Juez de Sección de Buenos Aires el tomar 
pane en la que ha de formarse á Mosqueira. Creo pues que 
V, E. no debe hacer lugar á esta solicitud, y si reservar 
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estas actuaciones para trasmitirlas en su oportunidad al juez 
competente. — Buenos Aires, Setiembre 27 de 1870. 

Francisco Pico. 

i «II» de I* Suprema Corte. 

Sueños Aires, 1" Uelubre de lífiU, 
Vista en el acuerdo la presente solicitud deducida por José 
María Mosqueira, para que su le someta ú juicio ante et 
Juez de Sección do Buenos Aires, con lo apuesto y pedido 
por el Señor Procurador General : Resultando del informe 
dado por el IVidcr Ejecutivo ú foja seis vuelta, y de las de* 
claraciones prestadas ante esta Suprema Corte, de lujas vein- 
ticinco á veintiocho, que José Maria Musqucira se halla preso 
á disposición del Poder Kji'ciilivu Nacional, cuino cómplice 
de la rebelión que perturba la Provincia de Entre Hios, en 
rujas lilas fué tonudo con las armas en la mano com- 
batiendo contra las fuerzas de la Nación, y como racio- 
nalmente sospechoso de complicidad eu al asesinato del 
ex-üobemador de esa Provincia, General lion Justo José 
Irquiza ! y Considerando que. sea que se le juzgue por 
complicidad en el drlito de rebelión, sea que se le juzgue 
por la que pudiera tener en el de asesinato, la actuación debe 
seguirse en la Provincia de Km re Kios, en que han sido 
perpetrados, conlóeme á lo dispuesto cu el articulo ciento 
dos de ta Constitución Nacional : no ha lugar ó la solici- 
tud deducida, y archívese el espediente, previo pago de cos- 
tas y reposición de sellos. 

Salvador W del Carril. — Kkan- 
cbco Delga no. — José Baurus 
Pazos. — Benito Carras!"". 
Marcelino Loarte. 
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CAVÍ A CX. 



El Dr. B. Severo Antonio Mújica, contra D. José Ignacio Flores 
por cubro de honorarios. 



Sumarto.— i» Para que la violencia y miedo grave, anulen 
el consentimiento, es necesario quesean capaces de intimidar, de 
modo que constituyan la causa del contrato, y que el que 
sufre la violencia no ejecute después ni ejercite libremente 
las obligaciones ó derechos que lian sido materia del con- 
sentimiento. 

2 o La renuncia de un abogado al cargo de defensor, pre- 
sentada después de rendida la prueba y aceptada por el juez 
con calidad de sin perjuicio, no probándose que luera aquel 
el Unico capaz de seguir la defensa, no constituye la violen* 
ría ó miedo grave que pueda anular el consentimiento prestado 
por el defendido en la modificación del convenio sobre ho- 
norarios ; mucho mas en el caso en que fué el defendido quien 
hused al defensor para celebrar la nueva iguala, y que la 
razón de la renuncia fue* fundada en la enfermedad del de- 
fensor sin haberse probado su falsedad. 



Caso.— En Mayo de 1868 el Dr. Mújica y D. José Ignacio 
Flores celebraron un contrato, por el que Mújica se obligó á 
defender á Florea en una causa criminal sobre rebelión y en 

' i. 11. 29 
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una civil con D. Federico Day por la soma de 400 bolivianos, 
de lo* que Flores pagó en el aclo 300, firmando un vale poi 
los 100 róstanles. 

tu Marzo de 1809 otorgaron un nuevo documento en el 
cual dijeron, que considerando que la iguala anterior no guardaba 
proporción con el valor del asunto y id trabajo de la drfensn, 
acordaban espontáneamente modificarla, eslendiéudoia »2,10n 
bolivianos á pagarse en el caso que el fallo de la Corle fuera 
favorable. 

En Febrero de i 870, Flores escribid á Mújica desde Bue- 
nos Aires, comunicándole haberse ganado el pleito en segunda 
instancia. 

Con esta carta, y la segunda iguala, reconocidas por Flores, 
Mújica entabló contra él demanda ejecutiva por la suma de 
2,100 bolivianos. 

Flores opuso en la citación competente del juicio las in- 
cepciones de pago y miodo grave. 

Dijo ; que Mújica se Uabia obligado á patrocinarlo por 100 
bolivianos, los que b; bi.m sido ya pagados por él, que Mújiea 
prevaliéndose de que su dirección le era indispensable, se 
presentó al juzgado renunciando su defensa en el momento mas 
angustioso de la causa, obligándolo así á aumentar la iguala 
convenida, á lo que tuvo él que consentir por el temor de 
perder su libertad, su lionra y su fortuna. 

Corrido traslado, pidió Mújica se rocliazaran las escepciones 
opuestas con expresa condenación en costas, 

Dijo, que la escepcion de pago no se reTeria al documento 
que era materia del juicio, que él tuvo que renunciar por el 
mal estado de su salud; que su renuncia fué acoplada en 
calidad de sin perjuicio; que Flores en un escrito que pre- 
sentó al 'ribunal, reconoció la justicia de la re icia por no 

serle pusiblc el desempeño de tareas personales, aunque 
no le fuere difícil abogar desde su estudio, qu*t le pidió 
entonces hacer un supremo esfuerzo y ú cale efecto convino 
espontáneamente en la segunda iguala, en consideración de 
que la primera liabia sido estipulada en la creencia de que 



DR JUSTICIA NACIONAL 419 

haalaria para salvará Flores un solo articulo de incc ni|ielen- 
cia, que su renuncia no pudo constituir un miedo grave, por 
no laliar olios ahogados, á quiénes recurrir en la provincia. 
Producidas las pruebas, se diclú el siguienle: 



Fallo del Juez «le Keeelon. 



San Juan, Julio IG de 1870. 

Vistos estos anios seguidos entre el Ür. I). Severo Antonio 
Mujica y D. José Ignacio Plores cobrando el primero al se- 
gundo doscientos cóndores o dos mil den pews bolivianos,, pro- 
iTib'iites de una iguala fiara la delensa en el juicio criminal 
sobre n belion y civil del mismo origen que se le siguió á 
Plores ante este juzgado, ton lo espuesio por el aelor, es- 
«Tucinnado por el reo, y considerando por el intimo de los 
amos y la prueba rendida. 

Que consta de auios, que ames de celebrar \ formar 
la iguala de los dómenlos cóndores en caso de victoria 
ante la Suprema Cdrle, del juicio criminal y civil mencio- 
nado, ya estaba celebrado otro anterior para la defensa del 
mismo juicio por la de cuatrocientos pesos, y satisfecha en su 
mayor parle por el peculado Plores y en su totalidad cuando 
se lia promovido este juicio. 

P U«JC Plores al reconocer la lirira de la iguala poste- 
rior y en estación compéleme del juicio, ha deducido las es- 
aciones de violencia y miedo yfttf», arrancándole la firma 
de Ja referida iguala, mediante la renuncia que hizo del car- 
go de defensor, protestando una falsa enfermedad en la cslacion 
mas avanzada del juicio, eslando para vencerse el termino 
probatorio. 

.I*» yue respecto de esta eseopdon, consta de autos y de 
la prueba rendida los hechos siguienle : i" yue c) defensor 
.Miijica hizo su renuncia y la presentó personalmente al juez 
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el i6 de ¡Harto del año pasado. 2" Que en «a fecha iban cor- 
ridos 47 ile los 60 (lias porque se abrió á prueba la causa. 
3° Que Mújica no avisó preVia mente á Plores de su renuncia. 
4° Que el mismo dia de aceptada esta, se hizo la iguala de 
los doscientos cóndores, se eslembó por eseritnra redactada por 
Mújica en casa de D. (Virios l.con y fue* lirmada por ambos 
según consla de la Techa del documento de f. K 5 o Que 
incontinenti de firmada dicha ¡guala, Mújica redactó el escrtlo 
de Flores, proveído con fecha diez tj ocho del mismo mes de 
Marzo, pidiendo la continuación del cargo de defensor, en 
la persona del Dr. Mújica, conjunta me ti le con D. Segundo 
Benavidcs. o Que Flores con la noticia de 'a renuncia, re- 
cibió una fuerte impresión que manifestó i sus amigos, te- 
niendo que hacer cama por algunos dias. 

4' Que ademas, aparece falsa la esposícion de Mújica 
de no haber dado aviso á Flores de su renuncia, por no haberlo 
encontrado en su casa cuando lo buscó para esto objeto, pues 
el infrascrito recuerda la circunstancia de haberle interrogado 
en el acto de presentar su renuncia si lo halda comunicado 
á au defendido, contestándole Mújica que no lo había hecho 
por na darle un mal ralo. 

5» Que esta circunstancia y los hechos enumerados cu el 
tercer considerando, demuestran de una manera clara y 
evidente, que fué falsa la enfermedad en que fundó su renuncia, 
y que esta tuvo por objeto ríe obligar á su defendido con el aban- 
dono de la defensa de su causa que comprometía su honra y lor- 
tuna por una cantidad mayor de la pactada en caso de triunfo. 

ti Que atenta la naturaleza é importancia del juicio cri- 
minal y civil promovido contra Fin res, y el estado del pro- 
ceso cuando el defensor lo abandonó, atentas las condicio- 
nes personales de Flores de ser de edad avanzada, ignorante 
del derecho, y con escasos abogados en la Provincia, ha 
debido infundir en su ánimo el miedo grave de perder su 
honra y fortuna, si no accedía á las prevenciones de su defen- 
sor, con quien, no podia tener diferencia alguna sin perder 



DE JUSTICIA NACIONAL 421 

7°, Que Mújica al renunciar el cargo de defensor y cele- 
brar b ¡guala de los 200 cóndores con su defendido, ha 
procedido con fraude j sin derecho alguno. I o Porque acep- 
tando el cargo de defensor, contrajo obligaciones reules y 
perfectas inherentes al mismo cargo de las que no «odia 
apartarse sin uua jusia causal, resudando falsa la enfer- 
medad alegada, é ilejitimo lo que consta del documento 
de f. í*, pues como abogado, al celebrar su primer con- 
trato, debid saber si era ó no muí compensado su tra- 
bajo con la suma convenida. 2 o Porque si era mal 
compensado, no ha debido limitarse al caso de la victoria 
en el |ileito, pues el irjbaju es el mismo en cualquier 
caso. 3 rt Porque ya tenia celebrada una iguala con la parle, á 
que debió sujetarse basta Ij terminación del pleito no pu- 
d i elido escusa rse de la defensa sin el consentimiento espon- 
táneo de hii defendido, i" Porque aceptando como abogado 
tina cantidad de su diente por razón dd triunfo, como apa- 
rece en la iguala de f. I a ; demuestra claramente la falsedad 
de la razón que en la misma se espresa de ser mal com- 
pensado, y ejerce un acto reprobado y un delito punible y 
previsto en la ley 22, tit. 22, lib. 5", N. R., concordante 
con la octava, til. 10, lib. 2, H. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, fallo esta 
causa, declarando que la escepcion de miedo grave opuesta 
por el ejecutado, es Irjílima y está jurídicamente probada 
cu autos, j por lo mismo no ha lugar á la ejecución soli- 
citada, con costas. Hágase saber el original y repónganse los 
sellos. 

Xatanad Morcillo. 



Apelada esta sentencia p»r Mújica y concedido el recurso 
en relacioti, se dictó el siguieoie 
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rail» «W 1» iupremi 



Huenos Aires, Oclubre 1' de 1870. 

Vislos ; resultando que c) conlralo de Toja primera recono- 
cido á toja cinco con la caria de foja siete que se mvo |ior 
reconocida á foja diez vttelia y no contradicha, constituyo 
un documento ejecutivo con arreglo el artículo doscientas 
cuarenta y nueve de la Ley de Procedimientos. Que las 
escepciones opuestas por el «jeculado en la estación compe- 
tente del juicio, son de pago y de violencia y miedo gravr. 

V considerando qu<> la primera cscepcion se relieru al 
honorario que liahian contratado por oirá iguala anterior v 
que no cobra actualmente c¡ demandante, según aparece de 
autos por los lerminos de la demanda y confesión de las 
parles. Que en cuanto á la segunda para que la violencia 
y miedo grave anule el consentimiento es necesario que sea 
capaz de intimidar de modo que. el miedo cunsiiinja la causa 
del contrato, como se deduce de ta Ley sicic, titulo treiula \ 
tres, Partida sélima, y que el que sufre la violencia, no eje* 
cute después libremente los actos a que se íddigú, ó rji-ic Hi- 
los derechos que el mismo coniralo le acuerda, Ley veintiocho, 
Tiltil» once, Partida quima. Que en el présenle caso apa- 
rece que la violencia sola ha cousislido cu la renuncia que 
el doctor Mújica hizo del cargo de defensor y que le fué 
aceptada con calidad de sin perjuicio, lo que no podía causar 
á Flores la clase de mitdo que se pretende. Primero, porque 
no se ha probado que dicho doctor Mújica fuera el único 
capaz de comí mu r la defensa en San Juan. Segundo, porque 
la calidad con que fué aceptada la renuncia, le permitía á 
Flores ejercitar las acciones que en lales casos acuerdan fas 
leyes veintidós, titulo diez y seis, libro segundo y trece, tí- 
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tuto nueve, libro tercero, Recopilación Castellana, y laminen 
las que le correspondían |ior su primera iguala, pudiendo 
pr>r lo lanío rechazar e] mn'vn cmilralo sin peligro de su 
vida, honra ó fie perder la mayor parte ilc sus bienes. Tercero, 
porque según el ejecutado loja v<*1nlicin.C0 y '"ja tésenla y 
cinco, la cau>.a se hallaba en estado de presentarse en infor- 
me en derecho, lo que se verifica después de rendida la 
pnielia. Cutirlo, poique después de iirniarfo el documento 
de Inja primera, Florea présenlo el escrito cuja copia corro 
a foja treinta y una sin alegar que para ello fuese laminen 
violentado, aun se nianifiesia satisfecho del doctor Mújica 
en su caria de fnja siete, escrita después líe concluido favo- 
rablemente el pleito. Quinto, porque srgun aparare por los 

testigos presenciales del conirsio no fué el ejecntame quien 
buscó al ejecutado para eclchiar la nueva iguala sitió este 
á aquel. 

Considerando que no se ha probado que fuera falla la en- 
fermedad mi que el defensor fundaba su renuncia, porque 
no son bástanles los hechos enumerados en el tercer con- 
siderando de ka sentencia apelada, y mucho menos los re- 
cuerdos del lúe?, que sentencia la causa, para cnableccr 
hechos que ni se lian leulado probar por la parle interesada. 
Y liiialinente que no habiendo oirás excepciones que juzgar 
que las opuestas por el ejecutado, no es aplicable a este 
caso la Lev ocho, título diez y seis, libro segundo, Recopi- 
lación Careliana; lamo mas, cuanto que por el arliculo 
segundo del Arancel para el cobro de los derechos procé- 
salos en los Tribunales Nacionales, sancionado por el Con- 
greso en veintiséis de Aj¿osto de mil ochocientos sesenta y 
ires, se autoriM á los abogados para contratar sus honora- 
rios, con tal que observen tas leyes generales que reglan las 
convenciones entre partes. Por eslos iuudamenlos se revoca 
la sentencia apelada de foja ciento dos y se declara que el 
ejecutado Don .losé Ignacio Flores no ha probado sus ex- 
cepciones, v en consecuencia debe llevarse adelante la ejecu- 
ción hasta hacerse completo pago de la cantidad demandada. 
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sus intereses desde el día de la demanda y cosías del juicio, 
y satisfechas las de esta instancia y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Salvador M' del Carril. — Francisco 
Delgado. — Jo jé Darnos Pazos. — 
Benito Carrasco. — Marcelino 
lie arte. 



CAUSA CM 



Ú. Ricotas Hachar i contra Ú. Bartolo Futí, por cobro 

de pesos. 



Sumario. - Todo servicio csi ra ordinario prestado por un 
marinero, tiene derecho á una recompensa especial, cuyo im- 
porte puede ser determinado por arbitros arbitradores, no 
debiendo eiceder de la cuenta que cobra el mismo marinero. 



Caso. — Nicolás Sachíeri enlabió demanda contra f). llar- 
tolo Kioi proletario de la barca < Wliiicring • por la can- 



DE JUSTICIA NACIONAL 425 

- 

tidad fie H.O20 ps. m e. saldo de importe de trabajos de 
buzo, practicados para dicha barca, 

Corrido traslado, contestó Pini que debía rechazante con 
costas Ja demanda. 

Dijo : que di compró la barca que estaba á pique en ta 
boca del Gunzú por 4000 ps. ¡ que lomó por socios á tus 
Sres. Pcrazzo y Canessa ; que contrataron en calidad de 
marinero al demandante por ¿0 Mes. mensuales; que este 
propuso entrar en la sociedad, lo que se le aceptó; que 
puesta á flote la barca y surgidas algunas dificultades eulre 
los socios, convinieron lodos en disolver la sociedad reci- 
bi.'mlo cada uno de ellos 2000 ps., quedando o\ dueño del 

Puesta la causa á prueba y producidas la* que se exami- 
nan en la sentencia del Juez de Sección, se dictó el si- 
guiente: 

Fallo «el Juffi BweitMl. 



Buenos Aires, Julio 30 de 1870. 

\ista la demanda deducida por D. Nicolás Sachirri contra 
l>. lia rio lo Finí y O por cobro de la cucnia de foja pr¡* 
mera, importante once mil veinte pesos moneda corriente 
procedentes de trabajos efectuados en la barca inglesa ■ Whi- 
icring > á pique en la Boca del fiuazú para ponerla á flote 
y descargarla. 

Y resultando : I 1 Que el demandante espone en la deman- 
da haber trabajado durante mas de tres meses, como buzo, 
en la Boca del Guazú en la barca inglesa « Whitering » que 
se enconiraba cargada y á piquo, alentado por grandes pro- 
mesas que le fueran hechas, las que no le fueron cumpli- 
das por los demandados, quienes se limitaron á entregarle 
lan solo dos mil pesos moneda corriente, cantidad que no 
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era siquiera aproximada al valor de su trabajo, cuando por 
este habían adquirido un buque del valor de mas de cien 
mil pesos moneda corriente, lo que lo obliga á deducir su 
demanda por cobro de la cantidad espresada en la citada 
cuenta de f. 1". 

2° Que D, Bartolo Finí asumiendo toda Ta responsabilidad 
del negocio con prescindem-ia de sus consocios demandados, 
y sin negar csplícilameme un la contestación á la demanda 
los trabajos que Snchieri dice haber hecho y -huí se detalla 
en la citada cuenta de f. I», juth negándolos implicilafiicnie 
al decir que lo concha\ó como marinero, pide el rechazo 
de la demanda rumiándose en los siguientes hechos : 

1 i>c habiéndose asociado á ü. José' l'erazzo y á Don 
Francisco Cancssa para el negocio de la luí re a, y siendo ne- 
cesario ante todo sacarla á flote, comíalo en la boca del 
Riachuelo en calidad de marinero á D Nicolás Saciríuri á 
razón de veinte patacones mensuales. 

2" Que llegados á la líoea del Uuazú les proposo Sachícri 
aceptar las mismas condiciones establecidas con E'erazzo y 
Cauessa, esto es, do ser socios por partes iguales, proposi- 
ción que fué aceptada por Fíni y sus consocios, quedando 
asi modilicado el primer convenio. 

;}■■ Que puesta á lime la barca, la trajeron hasta la cana- 
leta de la Uoca donde se varó ; y suscitándose posterior- 
mente algún desacuerdo cutre los ocios, les propuso Finí 
romper 3a sociedad, entregando á caib uno de sus consocios 
dos mil pesos moneda corriente, libres de todo gasto, los 
que aceptaron los últimos, recibiendo cad.i uno los dos mil 
pesos, y quedando por consiguiente Finí único proprielario 
de la barca. 

4° Que recibida la causa á prueba para acreditar los he- 
chos alegados, las parles han producido los que corren de 
Tojas ocho á ochenta y dos. 
5 n Que de dichas pruebas resulta justificado : 
I o Que Sachieri fué contratado como buzo por Finí, y no 
en calidad de marinero como lo pretende el último, no 
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estipulándose salario alguno, sinó baja ia promesa que le 
hizo Finí de que no se quejarían de di y que la recom- 
pensa seria con arreglo á lo que cacasen del buque, declara- 
ciones de Santiago ftocro tojas ZA vi. á 35, de Cayetano 
Torriginí, f. i6 á 48, 

2 o Que consta por las declaraciones de José Areco á f. 
15, José Casanello a I. 21, Antonio Teto f. 57 y bH y 
Francisco Novaro f. fil y 02, que después de haberse irlo 
:i la Hora del Cuazú convinieron en que tachieri entraba 
como socio en la empresa de poner á Dote la bar til, y que 
después de puesta á flote convinieron separarse de dicha 
sociedad dando Finí á cada uno de sus socios la cantidad 
de dos mil pesos moneda corriente, y consta por la confe- 
sión de Saehierí que recibió efectivamente dicha cantidad. 

Y considerando* I o Que aunque está probado que Saehierí 
prestó servicio» de buzo para poner á flote la barca inglesa 
< Whileriüg >, constando igualmente que él entró en dicha em- 
presa en calillad de socio y en que convino recibir y reci- 
hió por la parte que tenia en ilírba asociación, la canti- 
dad de dos mil pesos moneda corriente, no puede exigir otra 
compensación por sus trabajos, pues de lo contrario seria 
volver contra la convención que celebró, convención que es 
la ley para los contraíanles como lo dispone el artículo dos- 
cientos nueve del Código de Comercio. 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo á [>. Hurlólo Finí 
ile la demanda que contra él ha deducido It. Nicolás Sa- 
cíiien, con costas, al demandante. Kcpónganse los sellos. 

Mu nucí '¿amida. 

Sachieri apeló y concedido el recurso librenienie, espresó 
agravios, pidiendo se revocara la sentencia y se le mondara 
abonar la cantidad que cobraba. 

Dijo : que aun colocándose en la hipótesis de la existencia 
y disolución de ta sociedad, resn baria que los dos mil pesos 
entregados serian como pago de su parle social, y que siem- 
pre se le debería su trabajo de buzo. 
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Finí contestó, que Sachieri debía respetar de toda mane- 
ra la convención, que habiendo sido celebrada legalmente, 
era ley para iodos loa contrayentes. Pidió se confirmara 
con costas el auto apelado. 

Fallo <l« l« Dutrrnu « «iris 

Buenos Aires, Octubre + de 1870, 

Vistos: resultando. Primero. Que lo único que aparece 
probado en autos es como jo esiablcce el Juez á quo ; 
que Sachieri lúe contratado como buzo por Finí para Ira- 
bajar en la boca del Guazú, en poner á lióle la barca inglesa 
i Whiiering - perteneciente a Fio] y sus socios, que se baila- 
ba á pique cargada de lana. Que Suchieri trabajó debajo 
del agua como tal buzo ; que no convinieron en lo que de- 
bía pagársele por su trabajo ; que pusieron la barca á (lote y 
la condujeron al Riachuelo. Segundo. Que los demás hechos 
relativos á la sociedad formada y su disolución, no pueden 
considerarse justificados, alemas las contradicciones en que 
incurren ios testigos cu panes sustanciales de sus declara- 
ciones, pues que unos dicen que estaban lodos los marineros 
en la cámara cuando arreglaron la sociedad, porque eslaba 
lloviendo, otros dicen que habia buen tiempo y que estaban 
algunos no todos, y respecto á la disolución, los que apare- 
ren mas esplícitoa son los mismos socios, sin que consto 
que dejaron de serlo cuando se entregaron los dos mil pesos 
á Sachieri, siendo por lo tanto sospechosos sus dichos. V 
considerando : que desde que Sachieri prestó servicios estraor- 
dinarios en la salvación del « Whiiering » aun cuando fuera 
cierto que fué contratado como marinero por veinte pesos 
Fuertes por mes, con arreglo al articulo mil cienlo setenia 
y tres que es aplicable ú este caso, su trabajo de buzo puede 
dar lugar á una recompensa especial. Que tiene tanto mas 
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derecho á ella cuanto que no se lia probado que se hubiera 
hecho ajuste por su trabajo al trasladarse j la Boca del 
(itiazú. Que la cantidad do dos mil pesos moneda corriente 
no puede ser compensación bastante, por cnanto apenas re- 
presenta cuatro meses de servicio de marinero á razón de 
veinte pesos fuertes por m^s, no siendo verosímil que se 
contentase con esta cantidad ya sea por su trabajo de buzo d 
por toda utilidad como socio en el negocio de salvación de 
un buque que puede tener el valor que le asigna la nota 
de foja setenta y nueve después de puesto á (lote y condu- 
cido de la Boca del liuazú al Riachuelo. Que esta inverosi- 
militud unida á las deficiencias de la prueba sobre los he- 
chos en que Tunda Fini su csrapcion, dejan esta improbada 
y por consiguiente subsistente la obligación de pagar á -Sa- 
cliieri los servidos que confiesa haberle prestado. 

P«| estos fundamentos, se revoca ta sentencia apelada de 
le j ciento seis vuelta y se. declara que Don Bartolo Ti ni 
debe pagar los servicios que como buzo le prestó Don Nico- 
lás Saclneri en el salvamento Je la barca inglesa «White- 
rii]g \ y no estando justificado Milicieuiemente el tiempo y 
el valor de dicho servicio, se determinará por peritos con 
enhilad de arbitros arbilradores la cantidad que debe abo- 
narse, no iludiendo exceder de la importancia de la cuenta de 
foja primera, y ¡satisfechas las costas y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

■ 

Salvado» M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Baiiros Pazos. — Be- 
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Da. Rita de Contreras, contra D. Patricio Salas, 
por cobro de pesos. 



Sumario.^ Kl objeto con que .■[ articulo itíttt del lYidi- 
go ile Comercio limita el derecho de tus acreedores en la 
persecución del fallido, es um solo para ponerá este a cu- 
bierto de la miseria; por consiguiente el fallido .jue recibe 
de otro lado todo lo necesario para su subsistencia, no uui±- 
de ser amparado por esta limitación, é impedir que los 
acreedores denuncien f embarguen sus bienes 



Cajo.— I'or auto det Juez de Comercio del Kosarío, de 
7 de Setiembre de 18fi;i, st- declaró la clausura del con- 
curso formado íí los bienes do l>, Patricio Salas por insu- 
ficiencia de bienes para cubrir los gastos, y se . entregaron 
á los acreedores los justiliialivos de sus créditos para h.i- 
cer de ellos eJ uso que les conviniese. 

D J Rila Herrera de Contreras, acreedora de Salas por la 
suma de 2,000 pesos moneda nacional en virtud de autori- 
zación recibida del mismo Juez para ejecutar á su deudor 
con la limitación del inciso 2" del arl. 1003 de! Código do 
Comercio, inició ante el Juez de Sección por dicha cantidad 
sus intereses y costas, el corres ¡io ¡id ¡ente juicio ejecutivo. 
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V.\ Juzgado no hizo lugar á la ejecución., y llamó La causa 
á prueba á liu «le acreditar si á Salas quedaban medios 
bastantes para atender á sus neresidades y las (le su familia. 

Producidas las pruebas |mr ambas partes y Iraliado el em- 
bargo provisorio sobre una cantidad adeudada á S-das por 
el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, se. dictó el 
siguiente : 

t allo del Juca de Sección 

Rueños Aires, Agosto 18 de 1810 

Vistos estos autos seguidos por Da. Itita II. de Conlre- 
ras, ciudadana chilena, contra td ciudadano argentino I) Pa- 
tricio Salas, por cidtro de cantidad de pesos, y rt'Siillando : 
I o <>e consta por el recibo tJtr l'.ja 1' y testimonio de foja 
ti, ijiiu D. Patricio Sidas es deudor á Da Etita II. de Con- 
tretas de la cantidad de dos mil pesos moneda nacional ; 
CABIO igualmente, (|uc dicho Salas luc concursado en la ciu- 
d;id del liman o, d -clarándose ci rr¡ido el rnneurso |ior insu- 
lieieucia del activo para ocurrir á los gastos que demandaba 
su prosecución, ordenándose la entrega á los acreedores de 
los correspondientes justificativos de sus eruditos para que 
hirieran el uso que mejor les conviniera, con arreglo al 
¡nin-ulo IW3 del Código ile ('.»•!! .Trio. — 2" Que consta de 
autos que el Juei del concurso autorizó al acreedor para 
ejecutar á D. Patricio Salas por el pago de la ¡«presada 
deuda, con la limitación que establece el artículo citado en 
el precedente párrafo : y considerando ; — 1" que según la 
autorización referida y lo dispuesto en el articulo UWyA del 
Código de Comercio, dicha autorización solo es concedida 
en cuanto le quede al fallido medios bastantes para atender 
.i mis necesidades \ á las de su hmilía. L 2" Que la prue- 
ba de que el fallido se halla en la situación á que se re- 
fiere el precedente considerando corresponde al acreedor, 



RALLOS DE LA SUPREMA COliTE 



por cuanto ello soto puede resollar de ta denuncia justifi- 
cada de que posee bienes bastantes para efectuar el pago de 
lo quo debe, sin perjuicio de poder atender á sus necesida- 
des y los de su familia, no podiendo sostenerse que la carga 
de la prueha recaiga sobre ei fallido, por cuanto dicha prue- 
ba seria negativa, y es un principio de derecho, que la 
prueba incumbe al que afirma y no al que niega. — Qm? 
la prueba producida por ta demandante al objeto de acre- 
ditar que el demandado puede pagar la deuda que se le re- 
clama, quedándole medios bástanles para su subsistencia, 
no es inficiente — I" Porque dicha prueba se limita á tas 
declaraciones de D. Ignacio Saturnino Megia y D. Federico 
Kern, siendo el primen» de oídas, circunstancia que inva- 
lida su testimonio con arreglo á la ley 28, lít. 16, P, 3* ; 
resultando por consiguiente que solo hay un testigo hábil, 
ar o testimonio no liare fe, con arreglo á la ley 32, lít. i 6, 
P. 3*. — 2° Que por rúa u lo dichos testigos solo manifiestan 
su opinión de que Salas se encuentra en situación de pagar 
sin perjuicio de las necesidades propias y las de su lami- 
lla, y sin que se le denuncien bienes que justifiquen aquel 
juicio, — 3 o Porque aun que consta que Salas debe recibir 
una cantidad de pesos del Gobierno de la Provincia, no 
consta que ella sea bastante *>n los términos establecidos 
en el ari. i 660 del Código, y no se podría trabar ejecu- 
ción en ella, sin que so denuncien otros bienes con que 
pudiera atender á sus necesidades y las de su lamilia. — 
4» Pti ripie el hecho de estar el demandado y su esposa 
viviendo á espensas de su hermano político el Dr. D, iosé 
Roque Pérez, a que se reiteren l.ts declaraciones citadas, 
no importa la obligación de parte del último de continuar 
prestándoles la misma asisleneia. — Por eslos fundamentos 
(alio, no haciendo logar á la demanda entablada por Da. 
Rita II. de Conlreras contra D. Patricio Satas, sin especial 
condenación de costas. Repóngase los sellos 
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Habiendo apelado la Señora de Conlreras, entesando agra- 
vios pidió la revocación de la semencia anterior y que se le 
mandara enin-pir la suma embargad» ¡i cuenta de su crédito. 
Dijo que la quiebra de Salas, siendo corredor , se consideraba 
fraudulenta, por lo que no podía ambararse en el articulo 16(53 
del Código. Que por consiguiente lodo cuanto ganara Salas 
de cualquier mamara que fuera, perteneció á sus acreedores, 
no batiendo shio legalmente clasurado el concurso. 

Salas contestó que el ángulo Dilili no se referia solamen- 
te á los fallidos cuya quiebra se declare inculpable. Que el 
min o Juez competente para declarar la clausura del concur- 
so futí el de Comercio y su fallo no podía ser enmendado por 
la Suprema Corte. 



Vistos, y considerando:— Primero: que, según la propia con- 
fesión del demandado, él tiene cu la casa y por la benevolencia 
de su hermano político el Doctor Don José Hoque Pérez, me- 
dios bastantes para atender á sus necesidades y las de su fa- 
milia, como resulta de estas palabras contenidas á foja setenta 
y siete : < tanto yo como las personas de mi familia, vivi- 
i mos en casa y á espeusas de mi hermano político el Doc- 
< lor Don José Hoque Pérez, que es quien costea nuestra 
i subsistencia y provee á todas nuestra* ucecsidades. > — Se- 
gundo ; que, mientras reciba iodo lo necesario para la subsis- 
tencia cu la casa de su referido hermano, se halla de esc modo á 
cubierto de la miseria, que es el objeto con que el artículo mil 
seiscientos sescnia y tres del Código de Comercio limita el derecho 
de los acreedores en la persecución del fallido. — Tercero : que 
I'. Patricio Salas no puede, en consecuencia, sostener que se 
encuentra amparado por esa limitación coima acreedores que 





Buenos Aires, Octubre 6 de 1870. 




:íü. 
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pueden hallarse en mas difícil situación de fortuna que la 
suya. — Por estos fundamentos se revoca la resolución ape- 
lada, corriente á foja ciento se lenta y sieie, y se devuelven 
los autos, orévio pago de costas y reposición de sellos, á fin 
de que se mande entregar á l>uña Rila Herrera de Contrcras, 
la cantidad retenida por el auto de foja ciento veinte y 
ires vuelta, á cuenla de su crédito, con reserva de su de- 
recho á denunciar liasla su completo pago otros bienes del 
deudor ; haciéndose saber al Poder Ejecutivo Provincial, por 
medio del correspondiente oficio, que aquella cantidad que- 
da á disposición del Juez de la -Sección en Rueños Airea. 

Salvador M. del Cáhuil. — Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos. — 
Besito Carrasco . — Marcelino 
ücarte. 




I)n. José Ignacio Flores contrato,!, redro Garmendia por 
cobro ejecutivo de pesos. 



SufTuirw.— 1 o El conocimiento tle los juicios de concurV.0, 
sean comerciales ó civiles, corresponde á los Jueces dePro- 
viuda. 
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El juicio de concurso atrae á sí todas las causas pen- 
dientes contra el concursado 

3 o Declarado el concurso por el Juez de Provincia, si pide 
la remisión de una causa qu? se «igue contra el concursado 
ante el Juez de Sección, este debe remitírsela. 



Caso. — Ü. José Ignacio Flores fiidiü ) obtuvo del Jutgado 
de Sección de San Juan un auto de solvemlo contra D. Pedro 
<>armen<lia por la cantidad de 2,850 ¿ bol. importe |de las cos- 
tas en que había sido condenado un los autos que siguió 
ton ira Flores como procurador expensado de D Federico 

Notificado tiarinendia del auto de solvendo, espuso que 
había hedió cesión voluntaria de biene3 ante el Tribunal de 
Provincia ; que Flores había sido judicialmente citado á las 
reuniones de los acreedores; que lodos sus bienes estaban 
en poder del Sindico, Pidió no se hiciese lugar á la eje- 
cución y se {tasaran los autos al Juez del Concurso. 

Tórrido traslado, contestó Flores pidiendo no se hiciera fugar 
á lo solicitado por GarmeDdia y se despachara el mandamien- 
to en forma. 

Dijo : que GarnieiuUa fui! condenado en costas como apo- 
derado expensado do Day y obligó especialmente al gozo de 
ellos algunos bienes situados en la Provincia de San Juan; 
que después hizo cesión de bienes con el objeio de arras- 
trarlo al concurso; que sin embargo no puede admitirse la 
|n ticíon Iraudub'uia tic Fiurmendia por tratarse aqunle no cré- 
dito coutra Day y no contra iH.y por haber sido los bienes 
señalados por él, hipotecados en garaulia del pago de las 
costas. 

Llamados los autos, y recibido por el juzgado uu oticio del 
Juez de letras de la Provincia comunicando haber sido ad- 
mitida la o , imi de bienes de (iarmendia y pidiendo la remi- 
sión del i \ : edieuie, se dictó el siguiente 
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Fallo del Ju«i 4c SeeeioA. 

■ 

San Juan, Julio 4 <lc 1870. 

Visto», y cousiderand'o : — i ' Que la simple solicitud de con- 
curso voluntario para ta cesión de bienes y la admisión de ella 
por el Juez, no importa que el concurso este constituido y 
declarado como es necesario para la suspensión de los juicios 
particulares contra el deudor. 2" <Jue según !a nota de f. 33 
del Sr, Juez de Letras, aun no ha tenido logar la *' juma 
de acreedores, sin cuyo requisito no puede quedar constituido 
un concurso, ni aceptada legítimamente la c^iuiide bienes, 
la que bien puede quedar sin efecto por anicrdo de la ma- 
yoría de los acreedores. 3" Uue este principio ha sitio de- 
clarado por la Suprema Corte en la Causa CCX entre D. Mau- 
ricio Ürihuela y Ü. Selerino Fcrreira, la cual se registra en 
el tomo i' ■ Fallos de la Suprema Corte» a', fólio 280. 

Por estos fundamentos no se bace lugar á la solicitud de 
D. Pedro Garmeodia, de f. 2Í, con costas — contéstese al Juez 
requirienle transcribiendo la presente resolución, solicitando 
se sirva comunicar al juzgado si insiste en su primera dispo- 
sición, para en su caso, continuar el procedimiento á remitir 
los autos á la Suprema Corle, a Tin de que se resuelva la 
competencia. Repóngase los sellos. ^ ^ ^ ^ 

Comunicada esta resolución al Juzgado Provincial, se dió 
vista al procurador liscal de la misma Provincia y se dícló el 
siguiente: 

■ 

Fallo del Juez de • Imrtonei», 

San Jnau, ifi de Julio de ÍH70. 

Vistos: de acuerdo con lo dictaminado por el Procurador 
Fiscal en cuanto sostiene la jurisdicción de csltí juzgado para 
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pi-dir la remisión de los autos que sigue D Ignacio Flores 
¿me el Sr. Juez de Sección por cobro de pesos con ira I). 
Pedro llarmendia, y por lo dispuesto en la 1' y - J Sección 
del título 20, L. de E. Provincial, oficíese al Sr. Juez Fe- 
deral comunicándole que este Juzgado insiste cu ta remisión 
de los autos referidos para acumularlos al juicio universal de 
concurso, remítase en consecuencia á la Suprema Corle Fe- 
deral originales Jas piezas relativas á la competencia, y en 
copia las de cesión de bienes hedía por 1). Pedro (iartnen- 
dia, y uotifiquesc original. 

Rosauro Doncel. 

Insistiendo los dos jueces en sostener sin jurisdicción, y 
apelada por Oarmendia la semencia del Juez de Sección, se 
elevaron los autos á la Suprema Corle, 
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Buenos Aires, üclubre 11 du 1870. 

que la presente ra usa viene al cono- 
cimiento de la Suprema Curie por apelación concedida por 
el Juez de Sección y por la competencia suscitada entre este 
y el Juez de Letras de la Provincia de San Juan. 

Y considerando: Primero: que el juicio de concurso de 
acreedores corresponde al Juez de la Provincia, y este juicio 
una vez establecido es universal y alrae á la misma jurisdic- 
ción lodas las causas pendientes contra el concursado, ya sea 
por caso de quiebra, ó civilmente por cesión de bienes. Se- 
cundo : que para que se produzca este efeclu solo se requie- 
re que se declare formado el concurso por el Juez compé- 
leme. Tercero : que no babiendo Ley Nacional que regla- 
mente el procedimiento en el caso de cesión de bienes hecha 
por ctnjjdanos que no son comerciantes, sin cuyo requisito 
no pueden considerarse quebrados según el artículo 1512 del 
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Código de Comercio, debe calarse con arreglo al articulo 21 
de la Ley de Jurisdicción y competencia de l -l de Setiembre 
de 1863 á las leyes de ta Pravincia donde tiene lugar el juicio 
de concurso. Cuarto : que por consiguiente la cesión de bie- 
nes h«cha por Don i'edro tiarmendia y admitida por el iuez 
de Letras de San Juan, con arreglo a, los artículos 759 y 
763 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Provincia, 
debe producir lodos sus erectos leales y así declarlo el Juez 
de Sección, aplicando como lo prescribe el articulo citado de 
la Ley de Jurisdicción y competencia, la ley particular de la 
Provincia. Quinto: que en el presente caso concurren las 
dos ci reunía uc i as que se requieren s^gun lo resuello poi 
la Suprema Corle en la Causa (XX de los tallos; esto es que 
el concurso sea declarado y admiftdo y que so pida la sus- 
peneion de la causa particular por el Jnez compéleme del 
juicio universal; S&fo:quesi Don José* L Flores considera ile- 
gal ó gravosa á sus derechos la declaración y admisión del 
concurso es al Juez que de él conoce :i quien debe octtr 
rir para deducir las acciones que creyere io responderle. 

Pur estos tunda memos, se revota el auto upe lado de leja 
treinta y cuatro y se declara eu virtud de la compelemia sus- 
citada que. el Juez de Sección debe remitir la causa que Don 
José 1. Flores sigue conira Don Pedro tiarmendia, por cobro 
de costas al Juez de Letras de la Provincia de San Juan que 
ta pida en virtud de haber declarado concursado á dicho Gar- 
memtía, admitiendo la cestón de bienes hecha ante él, y sas- 
tisfechas las costas .y respuestos los sellos, devuélvanse. 

SaLVADUR tíKL GaRRIL FRANCISCO 

Ukix.aoo, - José Barrus Pazos. 
Benito Caurasco. Marcelino 
(JgajiTG. 
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CAIS* CXIV 



D. Marcelino Freiré contra D. Antonio layo ¡m cobro eje- 
cutivo de paos. 



Sumario, - I" El conocimiento de los juicios de concurso, 
pertenece esclusivameiite á los .hilados competentes de pro- 
vincia, ..i» 

2 o Un juicio radicado a me los tribunales de provincia de lie 
sit si'iiii'iH'iailo y tenceido en b jurisdicción provincial. 

* La jurisdicción de los tribunales nacionales no es pro- 
rozable sobre personas ó cosas ajenas á ella. 



Caso.— I). Marcelino Freiré, argentino, demandó ejeculi 
yamente á ll. Antonio Fayó, español, por la cantidad de 
35,280 pesos plata, que dijo adeudarte en virlu l de obliga- 
ción hipotecaria. 

Corrido traslado, pidió Fayó no se luciera lugar á la eje- 
cacion, por no ser cierto que Freiré hubiese pagado las 
sumas g.ira.ili.la.s, sin cuyo requisito carecía de luerza la 
obligación hipotecaria. 

Dijo : que Freiré liabia sitio nombrado sindico del con- 
rurso de su quiebra, que *>n tal calidad dispuso del importe 
de sus bienes, cuyo producto destinó lal vez al pago de los 
créditos que el paraulió y por cuyo valor lo comprometió á 
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lirmar la escri'ura hipotecaria; que Freiré no había hasta la 
fecha rendido cuenta de su administración. 



Rosario, Setiembre 3 de 1870. 

Autos y vistos : resultando del mérito de tas piezas cons- 
tantes en ellos:— \° Que se trata de ventilar ante la justicia 
nacional, invocando la calidad de las partes, una causa ínti- 
mamente ligada al juicio de concurso, promovido contra D. 
Amonio rayó y que puede considerarse una dependencia del 
mismo juicio, pues el demandante acompaña para formalizar 
su acción, una escritura hipotecaria que constituye una parte 
esencial en las piezas judiciales del concurso; 2° Que el 
demandante en este juicio, fué sindico de ese concurso, en 
el que parece pendiente la rendición de cuentas de la ad- 
ministración, que le fué ordenada por el Juez de la quiebra; 
3° Que el juicio sobre esta, no se puede decir terminado 
según las formas del derecho, porque el Juez de ta quiebra 
haya decretado ka rehabilitación del fallido, en virtud del 
abandooo que los acreedores hicieron de sus gestiones y su 
no concurrencia, á pesar de las ordenes del Juzgado : 1 Que 
según la resolución en testimonio de foja quince y diez y 
seis, aparece que se ordenó la verificación de créditos, sin 
que se hubiese presentado á ella ningún acreedor, no pu- 
diéndose en tal estado del juicio darlo por terminado á los 
efectos que se tienen en vista en esta causa. Y conside- 
rando : — J° Que el artículo 12, inciso I" de la I.ey Juris- 
diccional de I i de Setiembre, atribuye á los Jueces de Pro- 
vincia et conocimiento de todo juicio de quiebra por obvias 
consideraciones que es inútil detallar. — 2* Que el articulo 
1 i manda que lodo juicio radicado ante la Justicia Provincial 
termine ante ella, y por el articulo 1" de la Ley de Proce- 
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dímientos se establece que la jurisdicción de los Tribunales 
Nacionales no es prorogable sobre personas ó cosas ajenas 
á ella, aun cuando los migantes convengan cu la nroroga- 
ciou. Por lamo: eNuzgado Federal se declara incompetente 
en la presente causa, debiendo ocurrir las parles donde cor- 
responda. 

Zuvina. 

Apelada esta sentencia por Fajó y concedido el recurso 
ni relación, se dictó el siguiente 

Fallo de Ib ftuprrma C'orlr. 

Buenos Aires, Octubre 13 de 1870. 

■ 

Vistos : por sus fundamentos se confirma, con costas, el 
auto apelado, corriente á foja veinte y tres vuelta, y satisfechas 
y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado.— José Barros 
Pazos- — Benito Carrasco. 
Marcelino L'garte. 
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CAI» A CTL\ 



I). Ramón Moyano t contra d jefe de pálida de ta ciudad de 
Mendoza, sobre expropiación de un terreno. 



Sumario.— Us cuestiones sobre expropiación ordenada por 
una ley provincial por causa tic utilidad ¡«ú tilit-u. no corres- 
ponden al conocimiento de (os Tribunales Nacionales. 

Cííso-— El jete de policía de ta ciudad de Mendoza, ordenó 
á D. Ramón Moyana nombrara perito para lasar un terreno 
de su propiedad, que se quería expropiar para la prolonga- 
ción de una calle. 

Moyano ocurrió al Juzgado de Sección pidiendo se man- 
dara suspender dicha orden, y seguir el juicio de expropia- 
ción ante el juzgado nacional. 

Dijo; que no constaba la utilidad pública de la expro- 
piación ; que el jplc político no era la autoridad compéleme 
para resolver sobre el asunto ; que al juzgado nacional cor- 
respondía el conocimiento de la causa por wt la inviolabi- 
lidad de la propiedad rejilla por una ley nacional. 

El juez pidió informe al ministerio de gobierno de la pro- 
vincia, que contestó que se había dictado en la provincia una 
ley para la expropiación de varios terrenos declaiándose esta 
eipropiacion de utilidad pública; que el terreno de D, Ramón 
Moyano estaba comprendido en la ley mencionada y que Ge 
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dio* órdea al jefe de policía para que le notificara que si do 
estaba conforme cod la tasación del agrimensor del Gobierno, 
nombrara uno por su parle en ud ie*rmino perentorio. 



Fallo drl Juez Seccional. 

Mendoza, Agosto 4 de 1870, 

V vistos : uniendo presente la disposición del arl. 3- de la 
ley de I i de Setiembre de I8tí:l, solire procedimientos. 

Apareciendo de estos autos que la expropiación que se re- 
iste por í). II a ni r) n Moja no, no corresponde juzgar de ella 
al Juez Nacional, por cuanto se trata de una ley de provin- 
cia v ai|u<dla es esencialmente provincial ; también, sin re- 
Ijcíou ninguna con la ley nacional de 13 de Setiembre de 
IMtiíi, míe puramente reglamenta las expropiaciones naciona 
fes por causa de utilidad pública nacional, previamente cali- 
licada por el Congreso. 

Considerando que lu querella del recurrente es por abusos 
de autoridad de la provincia que no es de competencia 
nacional, según lo resuello en la Cansa CVXV, «Fallos de la 
Corle y , y en el caso de I). Kusebio illanco con 1). Laureano 
Naiar, míin. 528, «salvo los rigentes provinciales que cumplen 
o ejecutan ordenes ineonstitucionales. » 

Se declara incompetente el Juez de Sección para conocer 
en esla c.tusa ; cu su virtud, I). llamón Moyano ocurra donde 
corresponde. 

Trascríbase esta resolución al Secreta rio de Gobierno di? 
la Provincia en contesto á la nota de 10 de Julio último. 
Hepóngase. 

Palma. 

Apela Ja esta sentencia por Moyano y conced do et recurso 
en relación, se dictó el siguiente: 



441 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallo de ■■ Suprema Curte. 



IJueiios Aires, Octubre 13 de 18"0, 



Visms: Por sus lundameiilos, se confirma con cusías el 
auto apelado, corriente á Tuja cuarenta y odio vuelta; sa- 
tisfechas y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 



¿o? Sres. ticcaqno hermano* contra Ih Juan Antonio Pando, 

sobre, competencia. 



Sumario.— El conocimiento de las cansas que versan entre 
dos extrañaros, aunque vecinos de distintas provincias, cor- 
responde por razón de las personas á la jurisdicción de los 
tribunales de provincia, 



Salvador M* del Caiuul. — Fran- 
cisco Delgado, — José Barros 
Pazos. — Benito Carrasco, — Mar- 
celino Ugarte. 




4 Al HA VI. 
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Caso.— Los Sres. Recagno hermanos, vecinos del Rosario, 
demandaron ejecutivamente á Do. Juan Antonio Cando, vecino 
de Mendoza, ante el Juez de Letras de esta provincia, por la 
cantidad de fW30 pesos ptata. 

nielado el auto de solvendo, Pando declinó la jurisdicción 
provincial y pidió se pasarán los autos al Juez de Sección, 
fundándose en el artículo 2% inciso 2° déla ley de proce- 
dimientos nacionales. 

Corrido traslado contestaron los demandantes que la causa 
correspondía á la justicia provincial, por ser entre estrange- 
ros, aunque vecinos de distintas provincias, y por no ser la ju- 
risdicción nacional prorogable 

Ful lo del Juez de Letra». 

Mendoza, Abril I o de 1870. 

Vistos: se declara que el conocimiento de esta causa cor- 
responde á la Justicia Provincial sin costas, líbrese manda- 
miento de ejecución y embargo en forma y con arreglo á de- 
recho. Repóngase este sello. 

Apelada esla sentencia por Pando, fué confirmada por el 
siguiente ; 

t»lt« de Ik lánmra de JartleJ*. 

Mendoza, Junio 22 de 1870. 

Vistos, y considerando: que la Corle Suprema de Justicia 
Federal en ¡guales casos al presente ha resuelto que no cor- 
responde á la Justicia Federal su conocimiento como lo acre- 
dita la semencia apelada en cuatro de Marzo de 4805 á f. 
iV2 de los Fallos de la Suprema Corte, interpretando el ar- 
ticulo 100 de ta Constitución Nacional, se conlirma el auto 
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apelado de I o Je Abril del corriente año, con cosías, y sa- 
tisfechas previamente se devuelven. 

García.— Estrella.-- Goine:. 

Pando apeló para ante la Suprema Corle, invocando el in- 
ciso 3 del art. 14 de la ley sobre jurisdicción y competencia 
de los tribunales nacionales. 



Fallo dr tu Suprcmn ( orfr 



HtuMios Aires, Octubre ¿0 de 1870. 

Vistos: poi sus fundamentos se confirma con costas el (Hi- 
to apelado de foja veinte y una, y satisl'<'clias y repuestos los 
sellos, devuélvanse con olicio al Superior Tribunal de la Pro 
vincia de Mendoza. 

Salvado» M. de i. Carril, Fran- 
cisco Helgado. José Barros 
Pazos, Benito Carrasco. — 
Marcelino L'gakte. 



DE JUSTJCU NACIONAL, 



U7 



t u s* t*vn 



/'. Af/i/írúiio 0/rno.v contra D. Joaquín F> rreT, jtor cobro 

iíe pesos. 



Sumario — I" La prueba incumbí: al actor j cu caso de 
no probar los Uccbns alegados en la demanda, debe esta ser 
rechazada. 

2" El actor debo presentar con Ja demanda lodos los docu- 
mentos que la justifiquen, v no pueden admitírsele después 
ducu raen los de fecha anterior á ta demanda cuya existencia 
no lia podido ignorar. 

Caso. • - D, Ambrosio Olmos, vecino de la provincia de Cór- 
doba, remitió en Febrero de IStül á I). Joaquín Ferrer, ve- 
cino del liusnrio. una panilla de cueros y tana para mandar 
á Huertos Aires, consignada á los Srcs. Goñi y C*. 

Ferrer cargó diclms frutos en la goleta i Fray lientos *, y 
esta entregó ú lu$ Sres. Gtifii la carga, con escepcion de 
ile 35 fardos de lana que pasó, bajo su responsabilidad, al 
buque ■ Antonia Lezna » que uaufnigó. 

Olmos demandó á Ferrer por el importe de dichos fardos, 
fundándose en que, fallando Ferrer á sus instrucciones hábil 
dejado de asegurarlos. 

Entre varios documentos, presentó Olmos una carta con- 
testación de Ferrer, diciendo ser verdad que tenia anterior- 
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mente órdcn de asegurar, pero á consecuencia de sus obser- 
vaciones había convenido Olmos en que no se gastara mas 
en seguros. 

Corrido traslado, contestó Fcrrer que se debia rechazar la 
demanda con cosías. 

Dijo que los Sres. I.om, se habían hecho responsables de 
h falta de los 35 fardos, por no haberlos reclamado del ca- 
pitán del ¿Fray liemos » ; — que desde 48ti8 tenia órdenes 
de Olmos de no asegurar y no aseguró nunca su carga desde 
aquella ¿poca con constante aprobación de sus cuentas por 
parte de Olmos; y que reconvenía por último á Olmos por 
5ÍM9 fuertes y 74í) bolivianos que le adeudaba. 

Se llamó la causa á prueba, no habiéndose sustanciado la 
reconvención, y producidas las pruebas por ambas parles, se 
dictó el siguiente ; 

Rosario, Adusto 19 de 1870. 

Y vistos, considerando: 1" Que el demandante IX Ambrosio 
Olmos no ha jnsiilicado en estos autos el hecho en que 
funda su demanda, esto es, la orden general dada á su con- 
signatario I». Joaquín Ferrer, de asegurar indefectiblemente 
las remesas que le hiciera de frutos, con destino á Buenos 
Aires : pues los párrafos de carta que obran á & 5, son de 
(echa posterior al conocí m i en lo que luvo de haberse peni i fio 
los ■'[."> fardos de lana, por naufragio de la goleta o Antonia Lczica:* 
— 2" O l,e aun cuando Ferrer no niega que alguna ve?, luvo la 
orden de asegurar las remesas, califica su confesión, espre- 
sando haber convenido después con Olmas, que no se hi- 
ciesen tales segurúF, y lo comprueba con varias (adoras, cartas, 
papeles y cuentas pasadas sin ellas, y que no han sida ob- 
jetadas, ni reclamadas por aquel, no habiéndolo sido tampoco 
por esa causa, ni la misma remesa sobre que versa este re- 
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clamo, liasta que conocida la averia, se hace servir la falta 
de seguro, como causa de ella: siendo asi que no es el 
buque en que cargó Ferrer los frutos el que lia su Trido el 
siniestro, sino la goleta en que se trasbordó parte de ellos» 
sin intervención alguna de Ferrer, lo que le exime de res- 
ponsabilidad cu el caso. — 3" Que en presencia de esos hechos 
no son aplicables al caso Jusarticulus 308, M i f 318 y 333, 
que ínvuca el demandante para apoyar sus pretcnsiones, pues 
no ha Tallado Ferrer, esta vez, á las obligaciones que por 
ellas están impuestas al mandatario.— I'or tanto, no ha lugar 
con costas á lo solicitado en la demanda, declarándose no 
.•star obligado I). Joaquín Ferrer, al pago de los perjuicios 
que el naufragio de la goleta t Antonia Le/.ica » ha causado 
Ú parte de los frutos enviados por Olmos en la precitada remesa. 

Kn cuanto al saldo ele cuentas por negociaciones anteriores 
habidas entre Olmos y Ferrer, reclamado por este, y que no 
aparece de autos objetado, ni resisiido por aquel, quedan al 
demandado esneditas sus ac iones para hacerlas valer en el 
modo i forma que viere conveniente. — Y hágase saber. 

/. 3/. Zuviria. 

Apeló Olmos y concedida el recurso libremente, acompañó 



á la expresión de agravios tres* carias de Ferrer de los anas 
de 1860 y 1807 que dijo no haber presentado atilcs por ha- 
bérsele extraviado, jurando lo necesario. 

Corrido traslado contestó Ferrer pidiendo ta certificación 
de la sentencia y la no admisión de dichas cartas, que dijo 
no tener ninguna importancia por ser anteriores alano 18<¡8, 
Tumlándosc en el art, Id de la ley nacional de procedimientos. 



Dueños Aires, Octubre 50 de 1870. 
Vistos: considerando que según lo dispuesto en el artículo 
diez de la ley de procedimientos, no son admisibles las canas 



I «lio d> la Naprema Corle. 



T. I*. 
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últimamente presentadas, en osla instancia, |ior «! apelante; ¡ior 
cnanto son de fecha muy anterior a la demanda, y no Ita 
podido ignorar el demandante su mslcncia; sin «me puedan 
por consiguióme tomarse en consideración aun cuando su 
contenido alterarse en algo, lo r|iie no sucede, las cnustaneias 
de autos: por estoy los limdami'ulus déla seiilciieia apelada 
de foja cien se conlirina con costas y satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvador M' del Cauri l - l'nANCiscn 

ÜKLGADO, — JoSK lUlillOS I'a/jjS - 
BKNtTO CaIUIASCO. 



C'ALSA < XVIII 



Lv$ Stes. Arning Hi'rfs, contra la Srcs, Itttgki v C\ 
por cobro tic pesos, 



Sumario. — i" Xo corresponde á la Justicia Nacional ratio- 
ne malcrhc el conocimiento de una cuestión sobre pago de 
efectos comprados á bordo, ni sobre el de estadías por no 
haberlos recibido en el tiempo determinado en el contrato de 
compra- ven ta. 
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2" La cláusula do estadías cu ese caso debe considerarse 
como un incidí' nlc de la compra- ve ni a, j esta no constituye 
un contrato marítimo. 



Coso. — I.os Sres, Arning liéis demandaron xi los Sres, Itnglii 
y f. a y en su delecto á sus fiadores h. Manui-I Lebrero v 
© pOÍ v\ pa.,o di; MUS lis. impune del saldo de ÜJIOíf la- 
im-jíjis de íal recibidas por dirlm* ÜiijJií y (/' y di' las cs- 
ladías á que se Im1u.hi ubicado mi i I «msih de no con- 
cluir la descarga de la sal el día Mi de febrero. 

El juzgado mandó arredilar que el cotinc li intento de la causa 
respecto al cimiplimiuiilo del roulralo, lucia de su rompe- 
tencia. 

Notificados los demandantes de este nulo, dijeron ipie siendo 
el juzgado compéleme en la demanda «rfíW la parle de las 
estadías, dehia ser rómpeteme también en la otra liarte de 
la demanda, por ser eslas dos [.arles couevas v por poderse 
acumular acciones no contradictorias. 

Pidiéronse diera p<n- jusiilirada la coiiiprieiiria \ se cor- 
riera traslado de su demanda. 



brt: becbo t ó contrato concerniente al comercio marítimo, y la 
otra versa sobre cumplimiento de un coulraio de cuiupra- 
venta. 2" Une respecto de la primera es competente este 
juzgado para conocer de ella con arreglo al inciso décimo 
del arl. 2' de ia ley de U de Setiembre de 1X03; no siéndolo 
de la segunda, que es causa puramente civil, sino en el 
caso, cu que según el inciso segundo del mismo articulo citado 



Fallo <1< l Jnrz ftrrriaiiitl. 



itiienos Aires, Setiembre 27 de 18 TÚ. 
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nesen partes vecinos de diferentes provincias*, 6 un ciudadano 
argentino y un estrangero, 'ó Qjue ia jurisdicción de los Tribunales 
y Juzgados Nacionales no es prorogabte sobre personas ó cosas 
ageuasá el los aunque las parles litigantes convengan en laproro- 
gacíon, y por consecuencia respecto de (a segunda acción in- 
tentada, d sea ta tlcl cumplimiento dul contrato, no puede 
estenderse la jurisdicción de este juzgado, si no se probase, 
que es compéleme por razón de las personas, por bailarse 
comprendida en el inciso segundo del art. 10 citado en d 
precedente considerando. A" üue las razones apuestas en ti 
precedente escrito tender ian mas bien á demostrar,, que t-1 
juzgado no es competente para decidir en ninguna de las 
acciones que le lian sido sometidas, por cuanto del docu- 
mento acompañado resultaría, que la acción por osladlas es 
mas bien un inciden lo de la del cumplimiento del contrato; 
puesto que las estadías concedidas no importan otra cosa, 
que el plazo dentro del cual debe el comprador recibir á 
bordo la cosa comprada; por estos fundamentos no ha lugar 
á lo jedido y estése á lo mandado eon fecba 22 del cor- 
riente. Repóngase el sello. 

/avale ta. 

Apelada esta sentencia por los demandantes y concedido 
el recurso en relación, se dicto el siguiente : 

Fallo fe I» Bu|»r*m« Corte. 



liuenos Aires, Octubre dO de 1K70. 

Vistos: Considerando Primero. Que las que se dicen csia- 
dias no provienen de un contrato de llelaineuio, sincí simple- 
mente como lo establece el juez ú <¡uo en el cuarto consi- 
derando del auto de loja diez y ocbo, un incidente del cum- 
plimientu del contrato civil ó comercial de compra-venta que 
aparece á loja siete. Segundó. Que en lal caso la 
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de plazo para recibir la cosa vendida y la pena impuesta al 
comprador si no lo verilica es una condición del eonlralo, y 
por consiguiente no corresponde á la jurisdicción marítima, 
por el sob hecho de liallarse la sal á bordo de un buque: 
por islos fundamentos y los eoner>rdanies del auto apelado 
de foja diez y odio, se coulirrna en cuanto manda que se 
arredile que corresponde á la justicia nacional por razón de 
las personas, con di cljraciou ijue en ninguna de Jas acciones 
deslucidas es competente por razun de la materia, y satis- 
fechas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Sai-vaühh M* w.l Cáhuil.— Fiian- 
ciscíi UiacADo. — José Humos 
Pazos. — ü-.Nito Ca musco. — 
Makcelinü Ugaute. 



«MIMA t'*l* 



Loó Sres. Ikspaux y de Andréis contra D, José 6\ Ihtet 
sobre nombramiento de arbitros. 



Sumario. — Kn los arbitramientos voluntarios, la jurisdic- 
ción arbitral conduje con el plazo sen a lado por las parles, 
salvo que estas convengan en prorogarlo, 
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Caso.— Los Sres. Despaui y de A miréis demandaron á D. 
José li. IJolel por el pago de M?0 P s - r » importe de co- 
tnisiouea y desembolsos |>or compra de pasto y lleta monto 
de buques. 

Después de contestada la demanda, las parles convinieron 
en someler la resolución del asunlo á la decisión inapelable 
de un arbilro arbilrador, dándole para laudar ei término de 
diez días. 

Se nombraron por las parles varios árbilros que no acep- 
taron, quedando por último nombrado dclinilivaiueulc, como 
arbitro, I). Eduardo Madero. 

Este señor tramito la causa y recibió acunas pruebas, pero 
cueste estado bi/o presente al juez que tenia que ausentarse 
para Europa y renunció el cargo, para que las partes nom- 
brasen ú otro arbitro. 

La parle de los demandantes pidió entonce» que el Júz- 
galo resolviera eou las pruebas producidas, por no estar 
conforme en prologar el compromiso. 

Corrido traslado « ouleMó llmei que debía nombrarse otro 
arbitro p.»r no existir causa suli. ¡ente para dejar sin efecto 
un convenio á que los demandantes se balitan sujetado espon- 
táneamente. 



Fallo del Jiirz flrrrlounl. 



1 'uenos Aires, Octubre :t de 1870. 

V vistos, considerando: 1 Que en el presente caso se traía 
de un arbitramiento voluntario, en el que la jurisdicción ar- 
bitral solo subsiste en tanto cuanto las partes determinaron 
en la escritura de compromiso. Que en la escritura de 
compromiso, se determinó t-l pln/.o, dentro del cual el ar- 
bitro debía cumplir su cometido, y que dicho plazo ba espi- 
rado. 3" Que el poder du los jueces Arbitros según la ley 
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27, lít. 4, parí ida 8*j concluye «na vez vencido ol plazo, ijne 
se lo señaló, salvo que las parles conviniesen en prorogar oí 
tóruitnu. I Que la parle do Despeaux y de Andrcts lia 
maiulcstadtj y ti volunUl ilo no conceder nuevo plazo; por 
estos fund ámenlos declárase caducado el compromiso en que 
ambas parles sometieron su?i diferencias ;i juicio arbitral ; y 
ejecutoriado que sea o>to auto, vuelva el espediente* al des- 
pacho para resolver lo que corresponda á su oslado. — ííe- 
póngase el sello. 

Manuel '/nvakta. 

Apelada esla semencia por Hotel y concedido el recurso 
cu relación, su dictó el siguiente 

S Hilo de Ir Nii|irn»n € orle 

Buenos Aires, Odnbre -¿i de iH7u. 

Vistos: por sus fundamentos se conlirma, con costas, el 
auto apelado de toja sesenta y cuatro vuelta, y satisfechas Y 
repuestos los sellos, dcwiV-kaiisc : 

SALVUJnU -M ;i ItFX CvitlUL. — FUAM ISCU 

Delgado.— ími Barros Pazos, ük- 

m ío Cahivasco, Maucki.ino l\,AUTK. 
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Ftfrrer 1/ ¡ioris contra la Provincia de Santa Fé t 

de daño* y 



Sumario, — Los gobernadores de Provincia son mandatarios 
do sus pueblos, y no pueden obligarlos sino* por los actos 
que ejecuten en la esfera legal de sus atribuciones; ñor 
consiguiente los excesos de poder de un gobernador respon- 
sabilizan á ¿I personalmente sin imponer i la provincia obli- 



cuo.— D. Jostí Ferrer y lioris t extra ngero, demando 1 ante 
la Suprema Corte á la Provincia de Santa Vé por indemniza - 
cion de daños y perjuicios que dijo haberle causado 1). ílo- 
sendo Fraga, ex-goberuador de la provincia, invadiendo y 
destruyendo su propiedad particular. Corrido traslado con- 
testó el apoderado de ¡a Provincia negando los cargos del 
demandante y pidiendo se declarara no estar obligada la pro- 
vincia á coniestar la demanda, por no corresponderle Ja in- 
demnización reclamada, aun supuesta cierta la existencia de 
los perjuicios. 

Dada vista al Sr. Procurador General y de acuerdo con lo 
espuesto por el, se dicld el siguiente: 
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•> I» Buprf-m* Corte. 

nuenos Aires, Octubre 22 de 1870. 

Visla ta presente demanda inicrpuesia por el ciudadano 
español Don José Ferrer y Roris coníra ta Provincia de Sania 
Fé, reclamando indemnización de prrjuicins que asegura ha- 
berle sido inleridos por hechos ordenados ó consentidos por 
el ci-Cobernador de esa Provincia, D. líosendo Fraga, con 
lo expuesto por el representante de la Provincia demandada 
y por el Sr. Procurador General de la Nación, y consideran- 
do ! Pri mero, que los tiobernadores de Provincia no son sino 
mandatarios de sus pueblos, á los que solo pueden obligar, 
según los principios generales del derecho, por los actos qu& 
ejecutan dentro de las facultades con que les está conferido 
su mandato, es decir, por tos actos que ejecutan en la esfera 
de atribuciones que les están señaladas en las respectivas 
Constituciones Provinciales. Segundo que no son de ese carác- 
ter los hechos en que lunda su acción el demandante, porque 
en Constitución alguna puede darse á ninguno de toa Poderes 
públicos la atribución de invadir y destruir la propiedad 
particular, que tienen por ti contrario, el deber de defender 
y amparar, como uno de los objetos primordiales con que 
son constituidos los Gobiernos. Tercero, que los excesos de 
poder, la violación del derecho, Ja depredación y destruc- 
ción de la propiedad particular, son asi hechos que ejecu- 
tadus no obligan al Pueblo de las Provincias, y solo sirven 
pan responsabilizar personalmente al que los ejecuta, los 
ordena d los consiente, pudiéndolos impedir. Cuarto, que la 
de Santa Fe* no es, por consiguiente, parle en la presente de- 
manda, aun suponiendo probados los hechos en que se fun- 
da, y por los cuales debe perseguirse la responsabilidad del 
que la tenga, en la forma y ante quien corresponda ; por 
estos fundamentos se declara que la Provincia de Santa Fe* 
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no está obligada á contestar la demanda ; satisfechas por el 
demandante las costas y los sellos que del o reponerse, ar- 
chívese el espediente. 

Salvador M* del C atir i l. — Fu as- 
cisco Delgado, — José IUhuos 
Pazos. — Benito Carrasco. — 
Marcelino Ugarte. 



D. Guillermo Forrees, contra D. Agustín Rodríguez, 
¡w cobro ejecutivo de pesos. Recurso de ¡¡neja. 



Sumario.— No puede otorgarse revocatoria ni apHarion de 
providencias dictadas en cumplimiento de rcsoluci s eje- 
cutoriadas. 

Caso.— En un juicio ejecutivo seguido ante el juzgado de 
Sección de Buenos, Aires por O. Guillermo Forgiu-s contra 
D. Agustín Rodríguez se procedió al remate de una casa de 
propiedad de este último, habiendo sido el comprador de 
ella D. Francisco Boero. 

No se hizo tugar á una petición de Rodríguez sosteniendo 
la nulidad del remate y se mandó eslendei la correspondiente 
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escritura á favor del comprador que depositó el precio en el 
Banco de la Provincia. 

El ejecutado se negó á presentar los títulos de propiedad 




reclamados por el comprador y á pedido de este se ordenó 
su presentación, pero, manifesté mío el ejecutado no tener 
títulos (pie jusiilicar3n su dcrcclio de propiedad, quedó re- 
vocada la orden. 

Kn cstt estado, el comprador puesto ya en posesión del 
terreno vendido ocurrió al Juez de Sección, exponiendo que 
Rodríguez habia demandado á los inquilinos de dicha finca 
ante el Juzgado de Paz de San Cristóbal por los arriendos de- 
vi ufados y pidió se librara oficio á dicho juzgado haciéndole 
saber que. Rodríguez no podía percibir los arriendos. 

Pro vis! ose di' conformidad á esta solicitud y habiéndose 
pedido por Itndriguez revocatoria de esta providencia, apelando 
in subsidinm, el Juez de Sección proveyó «siendo el auto de 
« que se reeurre una consecuencia necesaria de resoluciones 
*. ejecutoriadas qne corren en autos, no hn lugar con costas 
4 á la revocatoria ni á la apelación que se interpone : en 
« so consecuencia líbrese el oficio, como está mandado.» 



Ilndriguez recurrió directamente á la Suprema Gjrle, pidiendo 
la revocatoria del decreto anterior. 



Vistos: devuélvanse al juez de la causa para que lleve 
adelante sus providencias. 





Fallo 4e 1» fluprrm* Corte. 



ítuenos Aires, Octubre 2" de 1870. 



Salvadoh M" del Carril.— Fran- 
cisco Dklcauo. — José Barros 




Marcelino Ugarte. 
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CAUSA mu. 



La repartición Fiscal y Pagadora de la Marina Brasilera 
contra el vapor t Rio de la Plata*, por cobro de pesos. 



Sumario. — I o Cuando los agentes de un vapor no con- 
tratan á su nombre en el conocimiento, sumí al del capitán, 
las acciones resultantes solo pueden deducirse contra osle d 
contra los dueños del vapor. 

2 o Una compañía eslrangera 411c contesta una demanda 
ante la Justicia Nacional, sin declinar de jurisdicción sobre 
materia de jurisdicción nacional, esta queda prorogada, cual- 
quiera que sea la vecindad ó domicilio de la compañía. 

3 o Determinándose en el conocimiento que el capitán no 
responde de los riesgos de mar en el embarque, se reconoce 
que no exceptúa los demás que provengan, do otras causas. 

4" No es de los esceptúados, un siniestro acaecido en 
un bulto que al trasbordarlo de la lancha del vapor, cae al 
agua por el esfuerzo hecho para levantarlo produciéndose la 
separación violenta de la lancha. 



Caso.— El Dr. D. Bernardo de Irigoyen en representación 
de la Repartición Fiscal y Pagadora de la Marina Brasilera 
en el Rio de la Plata, se presentó al Juzgado de Sección 
esponiéndo : 
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Que á fines de Noviembre <icl año la repartición 

convino con los agcnlcs del vapor díiode la Piala» en que 
recibieran y trasportaran á Montevideo, iros cajones conten ieudo 
117,000 fis. en oro. 

Que el capitán firmo 1 los conocimientos, obligándose á en- 
tregar el dinero en el Puerto de Montevideo á la íleparti- 
cion Fiscal Brasilera. 

(Joe firmado así el contrato se presentaron al Consulado 
Brasilero en esta ciudad los Sres. Domingo RUso y hermano, 
espuniendo que en el momento de subir al vapor los cajones 
espresados, uno bahía caidr ¿\ agua y que era urgente pagar 
la cantidad de 5,000 # fis. en que habían ajustado con An- 
drds Ausaldo y O por la eslraccion de diebo cajón y mas 
— 1 M * patacones por gastos de balleneras. 

(,)ne el comisionado de la Repartición Brasilera rechazo 
tal pretensión, porque el vapor babia tomado á su cargo 
la conducción de los cajones, cstendiendo documento en que 
constaba que se babia recibido de ellos y porque d embar- 
que era por su cuenta y riesgo, cobrando natuialinente lodo 
esto en el Hele ó comisión que percibía. 

Que ademiis de esto, el articulo 1210 del Lddigo es tan ter- 
minantemente que no da logar á dudas cuando declara que 
»jI conocimiento en forma trae aparejada ejecución y no 
admite á tos capitanes la excepción de que firmaron el co- 
nocimiento confidencialmente y bajo promesa de que se les 
entregaría la carga designada en ellos. 

Que siendo tan dará esta disposición, la Repartición rechazó 
las pretensiones de l0-¡ agentes del vapor; pero en la nece- 
sidad de atender al salvamento, se convino ante el Ministro 
del Brasil, en facilitar los 5,200 ¿ As. necesarios para la 
extracción del cajón, declarando que se hacia con la reserva 
de exijir ante los tribunales la devolución de esa cantidad, 
reserva que aceptaron los agenies del vapor. 

Uue en virtud de lo expuesto, demandaba á los Agentes 
del vapor Rio de la Plata, Sres. Risso y O la devolución de 
Jos 5,200 fts. prestados al vapor para la salvación del cajón 
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referido, con mas los intereses desde la fecha del préstamo 
y las costas del juicio. 

A mas del poder, el demandante acompaña á la demanda 
dos docn men los. 

£1 primero es testimonio de una acia depositada en el 
Consulado I tras-i loro,- fecha 3 de Diciembre de IHfii), en que 
I), Jusií Bernarilino de Qticiroz, Comisionado de la Henar- 
lición Fiscal Rrasilera en Monte video y D. Esteban Domingo 
Risso y li orina t>o, agentes de la Compañía Sal leña de Navega- 
ción, declaran que siendo urgente pagar á D. Andrés Ausaldo 
y C a la suma de 5.1 km) # lis. ajustada por Risso y hermano 
con conocimiento del Minislro Urasilero y -íM* pesos mas 
por gastos de balleneras, todo destinado al salvamento del 
cajón referido, y pretendiendo los agentes del vapor que no 
tenían responsabilidad por esos gastos que tampoco quería 
lomar sobre si la repartición, convinieron en pedir al Manco 
Mauá y C" que tomara & su cargo el cumplimiento del con- 
trato de salvamento hasta que los tribunales decidiesen á 
quien correspondía hacer el pago, aceptando el lianco el con- 
venio cu las condiciones indicadas. 

El segundo es un conocimiento que se dice lirmado por 
el capitán del vapor Rio de la Plata, en que consla el re- 
cibo de los trea cajones para conducir á Montevideo por 
cucnla y riesgo de quien corresponda, con la nota de « se 
< ignora contenido y no se rcsjwtide ¡m riesgo de mar al 
« embarque y descmbartfiu. t 

Corrido traslado, 1). Esteban Ü. Risso y hermano opusieron 
' las escepciones de incompetencia de jurisdicción por ser lus 
dueños del vapor vecinos del Estado Oriental del Uruguay, 
y dirigirse contra ellos la demanda, y defecto legal en el 
modo de promover la demanda por no acompañarse el co- 
nocimiento original, y dirigirse la demanda contra quien no 
tiene poder para contestarla. 

Rechazada la articulación, D. Esteban D. Risso y hermano 
con poder de la Compañía Sal ir ña de navegación á vapor, 
después de hacer una relación de los hechos, salvando el 
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error de que el conocimiento es firmado por el capitán, 
cuando lo filó pur los aguí los, Estiman Hisso y C" dice que 
la cuestión única :i resolver es ¿ quilín debe sufrir los per- 
juicios ocasionados por el salvamento del cajón caído al agua? 

i hn' el hecho de haberse caíalo al agua el rajón y los gastos 
que de esto resultaron, son un caso fortuito debidamente 
calificado, son consecuencia directa 6 inmediata de nn riesgo de 
mar al tiempo di-I embarque, y tic lus que ni el cantan, ni 
la agencia, ni el buque, ni la Compañía tienen responsa- 
bilidad, potque expresamente se pació al tiempo de recibir 
el dinero en tierra y firmar el conocimiento, que no se res- 
pondía por riesgos de mar al embarque y desembarque. 

i,hic es insostenible la pretensión de quo la obligación nace 
del conocimiento que dice haberse recibido á bordo los tres 
cajones, porque posteriormente el l)r. Irígoyen dice que no 
funda su acción en el conocimiento, sinó en lus hechos que 
efectivamente hubiesen ocurrido, y porque los tres cajones 
fueron efectivamente entregados en tierra en la agencia, y si 
se Jirmó el conocimiento como recibidos á bordo fué por 
la costumbre que hay en este puerto de que los agentes 
firman conocimientos por el capitán, siendo de advertir que 
en esto Ja costumbre tiene fuerza de ley, según el inciso tí 
del articulo 2 l JÍ¡ del Código. 

Que además, el mismo Dr. Irígoyen ha convenido en que 
no se trata de hacer efectivas las ublígacioues del cono- 
cimiento, siuií de determinar por cuenta de quien quedaron 
y deben quedar los riesgos del embarque, lo que por otra 
parle se declaró también en el acia levantada cu el Consu- 
lado Brasilero, acompañada á la demanda. 

Finalmente, que aun cuando no se tratase de un hecho acce- 
sorio, sitió de la entrega misma de los efectos, es sabido 
que si bien el conocimiento produce acción ejecutiva, no 
escluye según el arl. 1210 la prueba en contra, y mucho mas 
cuando esa prueba ha de resultar de la confesión del de- 
mandante. 

Pidió se rechazara con costas la demanda interpuesta. 
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rail* «el J«rz de Af-cclon. 

Buenos Aires, Setiembre 17 de i 870. 

Vislos estos autos seguidos por el Dr. I). Bernardo de 
Irigoyen representante de la Repartición Fiscal y Pagadora 
de la Marina Brasilera en el Hio de la Plata, contra D. 
Estéban D. Risso y hermano, agentes del vapor tRio de la 
Plata, i por cobro de la cantidad de 5,200 pesos Tuertes pro- 
cedentes de gastos hechos por dichos agentes y adelantados 
por la Repartición Fiscal para extraer de nuestro puerto un 
cajón eon dinero, que dicho vapor debía conducir á Mon- 
tevideo y que cayó al agua cu el momento de ser entregado 
á bordo por dichos agentes, y resultando : 

í° Que en el mes de Abril último D. Francisco de Paula 
Senna Pereyra entregó en la agencia del vapor filio de la 
Plata» tres cajones con 147,000 pesos fia. en oro, para re- 
mitir por dicho vapor á Montevideo y entregarlos en su des- 
tino á la Repartición Fiscal Brasilera y mediante un flete 
pagado aquí, otorgando los agentes Sres. Bisso Unos, á nom- 
bre del capilan, recibo como si los cajones fueran recibidos :í 
bordo, pero agregando la cláusula de no responder por riesgo 
de mar al embarque y desembarque (Recibos de í. 7 y 
escritos de demanda y contestación). 

2 Ü Que embarcados dichos cajones en la falúa de la Ca- 
pitanía del Puerto para ser conducidos á bordo del vapor, 
en el momento de entregarlos en este, cayó uno de los ca- 
jones al fondo del rio, siendo inútiles los esfuerzos que en 
el primer momento se hicieron para extraerlo, pero con si- 
guiéndose hacerlo en los dias subsiguientes con un costo de 
5,000 pesos fls., que el remitente entregó á los Sres. Es- 
léban D. Risso y hermano, sin perjuicio de lo que los tri- 
bunales del país decidieren a quien correspondía hacer estos 

^3 6 IflS • 
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3° Que el accidente fué producido con buen tiempo, y 
sin que pueda atribuirse á infortunios de mar y siendo esc) usi- 
vameute motivado por haber la lancha ó falúa conductora 
separádose de la escalera del vapor al tomar el cajón para 
alcanzarlo ó subirlo al mismo vapor, separación que se efectuó 
á causa del esfuerzo que tuvieron que hacer para levantarlo 
del fondo. (Parle del ayudante de la capitanía, y declaración 
prestada ante dicha oficina por í). Esteban liissu, cuyos tes- 
timonios corren de f. 62 a 05.) 

A° Que demandados los Srcs. Estéban Domingo Risso y 
hermano, agentes del vapor, por el representante !e la Re- 
particion Pagadora, opusieron las esrepciones de uo parte, 
que no estando autorizada por el art. 72 de la ley nacio- 
nal de Procedimientos, no les fué admitida, intimándoseles 
contestasen derechamente á la demanda. 

5° Que contestando el demandado, lo hacen en represen- 
tación de la compañía propietaria del buque, no desconocien- 
do la jurisdicción del juzgado, y negándose á lodo pago 
fundándose en los hechos ames mencionados y en haberse 
estipulado, por cláusula especial, que no respondían por riesgos 
de mar en el embarque. 

Y considerando : 1 nue de la esposicion de los hechos 
resulta que los Srcs. Estéban D. ltisso y hermano, agentes 
en esta ciudad del vapor tRiode la Piala» no han contraído 
obligación alguna que les sea personal, por cuanto no fueron 
ellos los cpie se obligaron á conducir ú Monteviedo los cajo- 
nes de dinero á que se refiere la copia del conocimiento que 
espidieron, sind que la obligación contraída por el conD- 
cimiento, es á nombre del capitán del vapor y habiendo el 
remitente aceptado en esos términos la obligación, solo pueden 
deducir las acciones que de dicho conocimiento procedan contra 
el capitán ó dueños del vapor. 

2" Que habiendo la compañía propietaria del vapor cons- 
tituido su apoderado en esta ciudad, y contestado por sí á 
la demanda, haciendo suyo el juicio, y sin desconocer la 
m de esle juzgado, siendo este competente por ra- 
t. ix. SB 
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ion de li materia, su jurisdicción queda prorogada, cualquiera 
que sea la vecindad ó domicilio de la compañía propietaria 
del buque, lanío mas cuanto que la obligación fué contraída 
en esta ciudad. 

3 a Que la cuestión principal sometida i la resolución de 
este juzgado puede encararse bajo dos taces, ya sea )a de 
las clausulas del conocimiento, ya la de las obligaciones que 
la lev mercantil impone á los fletantes. 

4 a Que habiendo ocurrido el siniestro en el momento de 
trasudarse el cajón de la lancha al vapor que debia con- 
ducirlo á Montevideo, debe antes examinarse á cargo de quien 
van los riesgos do embarque, 

5" Que por el hecho de haberse determinado en el co- 
nocimiento que el capitán no respondía de los riesgos de 
mar al embarque, se reconocía que los demás que proviniesen 
de otro causa no quedaban escepluadus, y por consecuencia 
eran i cargo del capitán ó del vapor. 

<>" Que en el presente caso, como anteriormente se ha 
espuesto, ei siniestro no ha procedido de riesgos de mar, 
puesto que según los mismos demandados lué producido por 
la separación de la lancha de la escalera del vapor, hecho 
que no se liga con los riesgos de mar y cuya causa Fué el 
esfuerzo que hicieron para levantar del fondo de la lancha un ca- 
jón del peso del que cayó, y por consecuencia, á estar al cono- 
cimiento, los perjuicios provenientes de dicho accidente son ¿ 
cargo del capitán del vapor «Rio de la Plata» d de sus dueños 

7 a Qne prescindiendo de ta citada cláusula del conocimiento, 
por el hecho de obligarse el capitán á conducir hasta su 
buque el cajón caído al agua, quedó aceptada la obligación que te 
impone el Código de Comercio en su art. 1 0457 de indem- 
nizar á los cargadores los daños que sobreven; an á las mer- 
cancías, ó no ser que provengan de vicio propio de la cosa, 
fuerza mayor, d culpa del cargador, obligación que, según el 
irt. 1070, pesa también sobre el buque y tictes, sin per 
juicio de la acción de indemnización que contra el capitán 
les corresponde á los dueños y participes del buque. 
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8° Que ademas de no haber acreditado los demandados 
que el daño hubiera ¡ ro venido de vicio propio de la cosa, 
fuerza mayar ó culpa del cargador, consta que otra ha sido 
la causa que lo produjo, y por consecuencia, según los ar- 
tículos citados, el buque y fletes, por estos, sus dueños y 
armadores, están en eldiberde indemnizarlo, salvo sus accio- 
nes contra el capitán. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo á los Sres. Ks- 
tevan D. Risso y hermano, y condenando á la compañía pro- 
pietaria del vapor «Rio de la Plata» á pagar á la Repartición 
Pagadora de la escuadra Brasilera en el Plata, dentro del 
termino de diez dias, la cantidad de cinco mil doscientos pesos 
fuertes con los intereses de banco desde la demanda y sin 
especial condenación en costas.— Repónganse los sellos. 



Apelada esta sentencia por !a Compañía de navegación se 
confirmó por el 

F»II* de U iupreaaa t en*. 

Buenos Aires, Noviembre 3 de 1810. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas al 
sentencia apelada de foja cienio veinte y cinco, satisfechos 
estas y repuestos los sellos, devuélvanse. 



Manuel Zavaleta. 
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cursi chiii. 



D. Angel Texo con U. Félix Dufourg, por cobro de jtesos. 



Sumario.— En el juicio ejecutivo tío hay mas autos apela- 
tiles que los declarados tales por la ley. 

Ctiso.— Ü. Manuel Granados por D. Félix Diifourg, esi ra li- 
gero, demando á D. Anjei Texo, argentino, la suma de diez 
mil pesos fuerles y los intereses, provenientes de un préstamo 
que decía haberle hecho. 

Teio, al contestar, se excepcioné diciendo que esa canti- 
dad habia sido introducida por Duloury como parle de su 
capital en un negocio de proveeduría de caballos al ajércitu 
brasilero que tenían ambos en participación, y que habiendo 
dicho negocio producido pérdidas considerables, divisibles por 
mitad entre ambos socios, y no alcanzando el capital intro- 
ducido por Dufourg para cubrir su parle en las pérdidas, 
resultaba deudor á Teito por la cantidad de 19.731 $1. 4« t\ 
fuertes, por cuyo cobro deducía reconvención. 

Dufourg al contestar la reconvención, reconoció* la existen- 
cia de la sociedad y el hecho do haber producido pérdidas: 
pero sostuvo que por su parte fué meramente industrial, sin 
obligación por consiguiente de introducir capital, ni de par- 
ticipar de las pérdidas. 
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Sustanciada la causa, el Juzgado falló declarando que ha- 
hia habido socicdaJ en participación, y condonando á Dufourg 
¡i pagar á Texo ^ 10.G3I 58 el*, fuertes y sus intereses des- 
líe el día de ta reconvención. 

Pasada en autoridad de <:osa juzgada la semencia, y hedía 
la liquidación, se libreí mandamiento contra Dufourg por 
21. n¡)f>a ««Cls. fuertes, (jue esta importaba. 

No habiéndose encontrado á Dufonrg en su don; ¡cilio para 
hacerle la notificación, el Juzgado mandó se hiciera saber, 
nt cuyo oslado I). Manuel (¡ra nados por Jhifourg espuao que 
el mandamiento hahia sido espedido a consecuencia de ha- 
Iicfsu declarado a su representado, socio de Teso, en cuya 
virtud pedia se declarase que gozaba del beneficio de com- 
petencia, y se hiciera así saber al oficial ejecutor. 

Fallo del Juet de Neeeion. 

Hueuos Aires, Setiembre 3Ü de 1870. 

Como se pide. 

/aválela. 

Habiendo apelado ta oartc de hufourg, se dictó esle 

Fallo de la Suprema Corte 

Dueños Aires, Noviembre J de 1870. 
Visios : no siendo apelable el aulo de foja trescientos treinta 
y nueve vuelta, con arreglo al artículo trescientos de la Ley 
de Procedimientos, devuélvase. 

Salvador W del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Benito Carrasco. — 
Marcelino Ucarte. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



C'AVftA CMIV. 



El Redor del Colegio Nacioml de Catatnarca mitra l), Juan 
Ignacio Narvae$> sobre resewan de un contrato de 
arrcndatniei. 



Sumario. — 1" No habiendo leyes especiales »jue determi- 
nen la forma de arrendamientos de los bienes de Colegios, 
debe estarse á las que reglan el contrato de arrendamiento 
en general. 

Cojo.— En t° de Agosto de 1868, el Presbítero D. Jacome 
Cardo», Rector del Colegio de la Merced en Catamarca, y 
D. Juan Ignacio Ñames, celebraron un contrato por el que 
el primero dió al segundo ¿n arriendo una charra del Cole- 
gio, ubicada en el Valle Viejo, por el término de \ años y 
por el eanon anual de 450 |. 

Habiéndose nacionalizado posteriormente este Colegio, su 
Héctor, D. Crisanto Agole se presentó al Juigado Federal, 
pidiendo se declarase nulo el contrato anterior y se conde- 
na» en consecuencia á Narvaes á entregar al Colegio la 
chacra arrendada. 

Funda su acción diciendo, que los contratos de arrenda- 
miento de fincas de Colegios, Iglesias y menores, cuyos de- 
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rechos se equiparan, necesitan para ser válidos, que se hagan 
prévia licitación pública, ó por propuestas cerradas, circuns- 
tancia que en este caso no se ba llenado. 

Corrido traslado, Narvaes contesto* que la finca que tenia 
arrendada no está comprendida en la disposición de la ley 
que prescribe la licitación pública, como tampoco lo están 
los bienes de ta Iglesia ni de menores ; pues aquellos solo 
requieren tina causal justa y el consentimiento del Superior y 
estos pueden ser arrendados por el encargado de su admi- 
nistración, siendo en uno y otro caso válidos los contratos 
que se celebren. 

Oue aun en el supuesto que el caso presente se encon- 
trase incluido entre los que comprende la ley que exije li- 
citación, no por eso seria nulo el contrato, pues esa ley al 
ilictarse, tuvo por objeto evitar que los administradores, por 
favorecer á sus parientes ó allegados, les arrendasen los bie- 
nes de su administración por vil precio, lo que no se puede 
alegar ahora pues la merced que paga es la justa. 

Agrega que una vez nacionalizado el Colegio se presentó 
al Rector Dr. Castro, dictándole que pensaba hacer en la cha- 
cra algunos trabajos, pero que para su realización necesitaba 
saber sí se respetaría el contrato que tenia. 

yue el Dr. Castro, previa consulta al Gobierno Nacional, 
tu contestó que podía seguir en la chacra, seguro que no 
habría novedad, con cuya seguridad ha hecho gastos de que 
no podrá indemnizarse sino en todo el tiempo del contrato. 

Finalmente, que aun en el supuesto que el contrato fuese 
rt scindible, la rescisión no podrá tener efecto, sino un año 
después de dictada, considerado el contrato como si fuera por 
tiempo indeterminado. 

Pidió se rechazara la demanda, con espresa condenación 
en costas. 

En seguida se puso la causa á prueba, y no habiéndose 
producido ninguna, el Juez llamó autos y pronunció el si- 
guiente : 
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F«il© del Jiim de 8eeeion. 



Catamarca, Agosto 5 de 1*10. 



Vistos estos aulos seguidos por el Héctor del Colegio Na- 
cional ilc esta ciudad coutra I). Juan Ignacio Narvaez, vecino 
de la Sección Departamental del Valle Viejo, sobre rescisión 
del contrato de arrendamiento de la chacra de díclto estable- 
cimiento ubicada en ta misma sección, celebrado con el de- 
mandado por el presbítero l>. Jacome Cardoso, como Héctor 
que lud del citado establecimiento ames de su nacionalización, 
bajo las bases establecidas en el documento Toja 3. 

Y considerando : l"Oue la única razón aducida por el deman- 
dante como fundamento de sus prelencioncs, es la de no haberse 
efectuado diclio arrendamiento en rímate público ó por me- 
dio de propuestas cerradas. — 2" <,íue no habiéndose acredi- 
tado la existencia de ley ni practica alguna especial al esta- 
blecimiento, por la que se exijan tales formalidades para el 
arrendamiento de sus propiedades, debe estarse á los prin- 
cipios establecidos sobre el particular por el derecho común. 
3° Que según consta de las leyes del titulo octavo, partida 
5» y demás aplicables al presente caso á que el demandante 
alude, el contrato en cuestión, lejos de adolecer del vicio 
de nulidad alegado, está ajustado á sus disposiciones en lo 
referente á las formalidades con «pie se ha celebrado, l'or lo 
tanto se declara : ijuc el antedicho contrato de foja 3, lia 
sido celebrado con la solemnidad debida, y en consecuencia 
se absuelve de fa demanda á la paite de D. Juan Ignacio 
¡Narvacz, sin especial condenación en costas. llágase saber, 
devuélvase el título acompañado, dejando la respectiva cons- 
tancia, y repónganse los sellos. 



En la apelación el representante del Colegio pidió la revo- 
cación de ta sentencia anterior, alegando las disposiciones 
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de las Leyes 7", Til. 7'\ Pan. ,V; y -i», Til. o\ Ub. 7", 
Rcc. Castellana. 

Fallo de la Suprema forte. 

UueitOS Aires, Noviembre 3 ile 

Vistos : considerando ijmc desde que. no hay leyes que de- 
terminen la lorma de. arrendamientos de los bienes de Cole- 
gios, purque las que se ciian en la esprcsiou de agravios se 
refieren á las rentas de los portazgos ó las de propios y ar- 
bitrios do las villas ó ciudades que administran los ayunta- 
mientos ó municipalidades, debe estarse á las que reglan el 
contrato de arrendamiento en general, como se establece en 
la sentencia apelada; por esto y sus fundamentos se confir- 
ma con costas la de foja trece, y satisfechas y repuestos los 
sellos devuélvanse, 

Francisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Benito Carrasco. — 
Marcelino Ugarte. 
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D* Boni facía Méndez fie Aguilera solicitando ta libertad de 
su hijo Cándido Sosa. 



Sumario.— l n El Gobierno Federal no lieue potestad y 
jurisdicción permauenle sobre la Guardia Nacional de las 
Provincias. 

2" Son tas Provincias las que ejercen la jurisdicción per- 
manente para el enjuiciamiento y castigo de tos delitos y 
Tallas que cometa ta Guardia Nacional contra la disciplina. 

3° La disciplina es prescrita por el Congreso, pero el 
nombramiento de los Jefes y iniciales así como la aplica- 
ción de la disciplina corresponde ;í las Provincias. 

V La jurisdicción militar nacional no puede aplicarse á 
los enrolados en la milicia si nú transitoriamente, mientras 
la guardia nacional se encuentra movilizada en servicio de 
la Nación, ni retenerse después que la movilización ha ce- 
sado, sino* en el caso de qoe los procedimientos hubiesen 
empezado mientras ella subsistía, 

5" lin delito común, no siendo perpetrado en campamento, 
en cuartel ó en acto de servicio militar, es de carácter or- 
dinario, cualquiera que sea la calidad personal del ofensor ó de] 
paciente. 

6* El juigamiento de ese delito, cuando no es ejecutado 
en lugar sometido a la jurisdicción esclusiva de los Poderes 
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Nacionales, corresponde por su naturaleza á los Tribunales 
de la Provincia en donde el hecho ha ocurrido. 

7" Los Juzgados de Sección son competentes para cono- 
cer de un recurso sobre prisión ilegal hecha por una auto- 
ridad nacional 



Caso. — En 29 Uc Junio de 1870, se présenlo" ante el Juez 
Federal de San Luis, D a Ronifacia Méndez de Aguilera, es- 
poniendo que el día anterior Itabia sido reducido á prisión su 
hijo Cándido Sosa, por el Teniente I'antaleon Homero, del pi- 
quete estacionado cu la ciudad perteneciente á la guardia na- 
cional movilizada en servicio de la Nación. 

Que el proceder de este olicial era arbitrario por carecer de 
jurisdicción sóbrela persona de su hijo, por mas que falsamente 
se diga que es desertor. 

Pidió: 1" Se amparasepor el Juzgado la libertad de su hijo; 
y L 2" que habiéndose usado de toda crueldad al reducirlo á pri- 
sión y al tenerlo incomunicado y atormentado en cepo de lazo, 
se le mudase intcrtanlo de guarnición. 

El Juzgado proveyó pidiendo informe al Teniente Romero en 
el termino de 21 horas, previniéndole suspendiera c) tormento de 
cepo de lazo si tu ese cierto, y que se conservara á Sosa en esa 
ciudad hasta que se resolviera sobre la legalidad de su prisión. 

El Teniente Homero informó que ignoraba la causa de la 
prisión del desertor Cándido Sosa, á quien había prendido por 
dnlen del Capitán Serrano. 

Se corrió vista á la madre de Sosa, quien dijo que la res- 
ponsabilidad de Romero no quedaba á cubierta con la díscul- 
pa de decir que la prisión se había verificado por drden superior, 
porque los militares no tienen jurisdicción para aprehander ciu- 
dadanos que no están enrolados en sus cuerpos y mucho me- 
nos sin érden escrita de autoridad competente. 

Que si por haberoc quedado cuando el primer batallón de 
guardias nacionales marchó para el Rio 4\ se le quiere llamar 
desertor, el Juzgado debe tener presente que después de ese 
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hecho hubo indulto general para lodos y especialmente para su 
hijo lo qnc se demuestra con el hecho de haber servido después 
cerca de dos años en la Inspección de Armas, habiendo sido 
enrolado posteriormente en el 2" Hatallon por el Gobierno de 
la Provincia, lo que puede justificar con los informes corres- 
pondientes. 

Que no es de eslrañarsc que Homero ó su superior co- 
metan la arbitrariedad de aprehender á un ciudadano inde- 
fenso, cuando hurlando la orden anterior del juzgado, de im 
sacar de ta ciudad á su hijo, en la misma fecha ipie esa 
rirden fué notificada á Romero, el mismo Homero lo ha lo- 
mado á las diez de la noche, y en medio de la nieve, des- 
pués de maniatado, lo ha puesto sobre el lomo limpio de un 
caballo y lo ha llevado á la villa de Mercedes. 

Pidió . i" Que informaran el Gobernador de la Provincia y 
el Coronel f). Juan Karheito para demostrar que su hijo no 
hahia sido desertor, Que sin perjuicio do esos informes 
se ordenara la devolución de su hijo á la capital, en el caso 
de haber llegado con vida á la Villa de Mcrdcdes, li- 
hrándose oficio al Jefe de los cuarteles nacionales de aquella 



Villa, $ 3» Se hiciera comparecer al Teniente Homero á res- 
ponder á los cargos que resultaban contra él por haber bur- 
lado la drden del juzgado y por los tormentos que liabia hecho 
sufrir á su hijo. 

El Juzgado estimando como una demanda el tercer pedi- 
mento del escrito anterior, corrió traslado, y fundado en lo 
dispuesto en el articulo 13 de la ley sobre jurisdicción )■ com- 
petencia de los Tribunales Nacionales, diríjió olicio a! Gefe Su- 
perior de las fuerzas nacionales de Mercedes, requiriéndolc 
compeliese al Teniente Homero el cumplimiento de lo mandado 
y dispusiera la restitución del preso Cándido Sosa á la capital 
en donde se conservaría preso hasta la resolución del asumo. 

El Coronel Iseas, Comandante en Getc de la Frontera Sud 
de San Luis, á quien se dirigió el oficio, contestó que en la mis- 
ma fecha de recibido, lo había elevado á la Comandancia Ge- 
neral para su resolución, y que como la interposición del Juz- 
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gado en el asunto es motivada por el supuesto de que la 
prisión hecha liabia sido arbitraria por no ser desertor del 
ejército Cándido Sosa, en el deseo de satisfacer al juzgado, 
mandaba levantar una sumaría información con el objeto de 
veniiear la identidad de Sosa, y de la que, una vez termi- 
nada, remitiría una copia al juzgado. 

líceibida esta nota, el juzgado proveyó" mandando requerir 
nuevamente el auxilio del Comandante" de la Frontera, para 
el cumplimiento del auto en que se mandó restituir á la 
ciudad á Cándido Sosa, y ordenando se pidiera informe al 
Gobernador de la Provincia y al Inspector de Armas, sobre 
los puntos antes mencionados. 

El Inspector de armas informó que Cándido Sosa pene- 
neciú al Batallón I ' de Guardias Nacionales de San Luis, quien 
quedó en esa ciudad en la marcíia al Kio A" del ejército del 
interior. 

ijuc me* indultado por el Gobernador de la Provincia y agre- 
gado á la inspección Nacional, á cuyo (rente se encontraba el 
informante. Que de esto tuvo conocimiento el Comisionado 
Nacional y I jefe dul Ejórc i lo, General !>. Wenceslao Paunero, 
q nten aprobó el indulto. Que Sosa sirvió fielmente en la ins- 
pección nacional donde revistaba, basta que el Gobierno decretó 
su suspensión, con cuyo mo'ivo Sosa se enroló en el 2" lia- 
tallon de Guardias Nacionales de la capital á la que le consta 
lia pertenecido. 

El Gobernador de la Provincia informó, que Sosa había for- 
mado parle del batallón l u de Guardias Nacionales .te su mundo 
en el ejórcito del interior. Que se quedó en el pueblo como 
desertor, pero sin plegarse al enemigo. f¿ue después de la ba- 
talla de San Ignacio, habiendo quedado el cuerpo del inlormanle 
de guarnición en la capital, como Gobernador y Jefe de él, 
y haciendo uso de la facultad que le liabia acordado el co- 
misionado nacional, indultó á Cándido Sosa y lo agregó á 
la inspección, quedando desde entónces separado absolutamente 
del cuerpo ú que ames babia pertenecido. Qne cuando el Go- 
bierno Nacional decretó la suspensión de la inspección, Sosa 
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se enroló en el fc» batallón de Guardias Nacionales en el que 
. ha permanecido hasta la fecha de su indebida captura, ha- 
biendo trascurrido como tres años y medio entre el indulto 
y la separación referida. 

El Comandante de la Frontera contestó que siendo extra- 
ordinario un caso en que un Juez Federal reclame un de- 
sertor de uno de los cuerpos de su mando, ha tenido que 
llevar el asunto á consulta de la Comandancia General de la 
Frontera de Córdoba, San Luis y Mendoza, y que hasta tanto 
ella no resuelva, no puede dar otra esplicacion, y mas cuando 
Cándido Sosa se encuentra á disposición de un Fiscal. Y que 
en cuanto al oficial Romero, se encontraba preso. 

De estas dilijencias se díó vista á la interesada, quien des- 
pués de sostener la competencia del juzgado pasa á^couocer 
del asunto, pidió se insistiese en mandar cumplir los autos 
anteriores, y que bi el Comandante de la frontera persistía en su 
negativa, se remitiese el espediente á la Corle Suprema para su 
resolución. 

Fallo del Juea de fleceUra. 

San Luis, Julio de 1870. 

Como se pide : insístese en exigir del Comandante en Geftt 
de la Frontera, mande dar cumplimiento á lo dispuesto por 
auto de 29 de Junio y de 4 del présenle, compeliendo al te- 
niente Romero restituya el preso Candido Sosa íi e«ta ciudad, 
de conformidad á lo mandado. 

Deduciéndose del sentido de la nota fecha 14 de estemes, 
que el Sr. Comandante en Gefe de l;t Frontera, desconoce en 
este juzgado la facultad de reclamar de las autoridades milita- 
res á un individuo, ain embargo, de estarse conociendo suhre 
la legalidad de su prisión ; y constar de su nota anterior ( sin 
fecha) que se habia mandado abrir juicio al referido Sosa, lo 
que importa la gran irregularidad de que un individuo esté á 
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un mismo tiempo subordinado á juicio ante dos distintas auto- 
ridades: considerando esle juzgado que su jurisdicción en 
preferente; y formalizando la competencia respectiva; requiérase 
al Sr. Comandante en Gefe, suspenda todo procedimiento res- 
pecto de Sosa, y remita á esle juzgado sus obrados a la 
vez que al mencionado Sosa, d en caso contrario, si iua 
persiste en desconocer la competencia de este juzgado para 
conocer del presente asunto, los envié á la Suprema Curte de 
Justicia, á donde con su aviso remitirá este juzgado el es* 
pediente de la materia, para que en bu vista resuelva el Su- 
premo Tribunal lo que fuere de justicia. 

Saravia. 

Al oficio librado á consecuencia de este auto, el Coronel 
Iseas contesto : que hallándose en la Villa de Mercedes el Co- 
mandante General de la Frontera de Córdoba, San Luis y Men- 
doza, á quien babia elevado todos los antecedentes de este 
asumo, le babia manifestado haberlos elevado en consulta al 
Gobierno Nacional, y que esperaba resolución para contestar 
lo que hubiere lugar. 

Elevados los autos en esle estado, la Suprema Corle los pasó 
en vislaaISr. Procurador General, quien be espidió diciendo : 

< Considero que los procederes del juez se han estraviado, 
perdiendo de vista el objeto de la demanda. 

La madre del detenido se quejó de que su hijo había sido 
reducido á prisión por un oficial militar y pidió al juez que lo 
mandara poner en libertad, por ser ilegal la prisión. Usnba 
del derecho qie acuerda el artículo 2(1 de la ley sobre competen- 
cia de los Tribunales Nacionales, y el juez para resolverlo de- 
bió reducirse á investigar si la persona que ordenó la prisco 
estaba ó no facultada por la ley para hacerlo. 

Así es que desde que el Coronel Iseas le informó á f . 12 
que Sosa babia sido aprehendido por ser un soldado desertor, 
el juez debió no hacer lugar á la demanda; porque losGefes 
militares están autorizados por ley para prender desertores, 
y los jueces no deben intervenir en el ejercicio de esta facultad. 
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Pero el juez se empeño en seguir procediendo, porque la 
demandante le espuso que su hijo no había sido desertor: 
es decir que ha creído que á su jurisdicción correspondía 
decidir si Sosa ba sido ó no desertor del ejército; y ahora 
consulta á V. E, á qué jurisdicción compete el terminar el 
asunto. 

Pero si hubiera hecho atención al artículo 20 de la ley 
citada, que la jurisdicción del Juez está terminada desde que 
aparece que la prisión lia sido efectuada por quien podía 
hacerlo ; y que concluido el objeto de la demanda no tiene 
para qué continuar en procedimientos, ni ha debido intervenir 
en procedimientos, que solo competen á la autoridad militar. 

Creo pues, que V. E. debe contestar ú la consulta diciendo 
al juez que se limite í resolver la demanda con arreglo á la 
ley. 

Rúenos Aires, Setiembre 21 de 1870. 

Francisco Pico. 

En este estado ta Suprema Corte pidió al P. E, los actuados 
por la jurisdicción militar y con ellos á la vista se dicld el si- 
guiente 

Fallo de I» »»|irema Corle. 

Huenos Aires, Noviembre 3 de 1870. 

Visto el presente recurso promovido por Doña Bonifacia Mén- 
dez de Aguilera, ante el Juez de Sección en la Provincia 
de San Luis, al efecto de que se mande poner en libertad á 
su hijo Candido Sosa, preso por el Teniente Don Panlaleon 
Romero, con lo espuesto por el Señor Procurador General : 

Resultando : — Primero. Que, deducido el recurso y habién- 
dose pedido informe al aprehenaor, con prevención de que con- 
servara al preso en la ciudad hasta que se resolviera sobre la 
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legalidad de la prisión, el teniente Romero manifestó que ha- 
bía procedido á la captura de Sosa, á quien llama desertor, 
en cumplimiento de una Orden recibida del capitán Serrano, 
y desatendiendo la prevención hecha por el Juzgado, condujo 
al detenido á la Villa Mercedes. — Segundo, Que el Juez de la 
Sección libró entonces oficio al gefe superior de las fuerzas 
acantonadas allí, requiriéndole para que compeliese al tenien- 
te Homero al cumplimiento de lo mandado, y dispusiera la 
restitución de Sosa á la ciudad de San Luis, en donde se 
conservaría preso basta la resolución definí ti va. — Tercero. 
Que el comandante de la frontera Sud contestó anunciando que 
elevaba para su resolución los documentos á la Comandan- 
cia General, y ofreciendo que remitiría copia al Juzgado de 
la sumaría información que habia raandaJo levantar para com- 
probar la identidad de t Andido Sosa y el hecho de que era 
desertor. — Cuarto. Qué á un nuevo olido del Juez, el mismo 
Comandante respondiú que, basta la resolución de la Coman- 
dancia General, no podía cumplir la requisición hucha por el 
Juzgado, cuando el individuo Cándido Sosa babia sido pues- 
to á disposición de un Fiscal. — Quinto. Que insistiendo el 
Juez de la Sección en exigir el cumplimiento de lo ordena- 
do para que Cándido Sosa fuese restituido á la ciudad de 
San Luis ; reputando que el hecho de haberlo puesto á dis- 
posición de un liscat importaba la apertura de un juicio y la 
consiguiente sumisión del preso á dos jurisdicciones diver- 
sas ; considerando preferente la de su juzgado, y lormalizando 
la competencia respectiva, re(]uirió al Comandante en Gefe 
para que suspendiese todo procedimiento i especio de Cándido 
Sosa, y remitiese sus actuaciones al juzgadu juntamente con el 
preso, y para que, si persistía en desconocer la jurisdicción Sec- 
cional, remitiese sus antecedentes á esta Suprema Corte, á 
la que con su aviso, elevaría el Juzgado su espediente para 
la resolución que mese de justicia.— Sexto, (jue el Coman- 
danle se limitó á decir en respuesta que, habiéndose elevado 
en consulta al Poder Ejecutivo Nacional los antecedentes del 
asunto por el Comandante General de las írouleras de Cór- 
r. ix. 32. 
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dota, San Luis y Mendoza» esperaba la resolución para la con- 
testación i que hubiera lugar.— Séptimo. Que en ese estado 
han sido elevados los autos por el Juzgado de Sección» y 
habiéndose pedido at Poder Ejecutivo los actuado por la 
jurisdicción militar» ba remitido los que se encuentran agre- 
gados; resultando de estos : — Primero. Que Cándido Sosa 
sargento segundo de la compañía de granaderos del Batallón 
San Luis de Guardias Nacionales, movilizado entonces y forman- 
do parte del ejército del interior que marchaba en retirada 
al Rio Cuarto, deserté de su cuerpo acampado en los Cerri- 
llos, acompañado por el soldado Juan Mendoza,— Segundo. Que 
posteriormente, y acompañado también por Juan Mendoza, 
hiríd á los soldados Ramón Lorea y Miguel Zavala, del mis- 
mo Batallón, dejándolos inutilizados para continuar el servi- 
cio.— Tercero. Que el Fiscal Militar, encargado de levantar el 
sumario, ha espedido su dictamen, pidiendo que Sosa sea 
destituido de su empleo y destinado á un cuerpo de línea por 
seis años, debiendo los dos primeros meses servir con gri- 
llete en trabajos forzados.- Cuarto. Que en ese estado, el 
Comandante General de la (romera elevó lodo en consulta al 
Poder Ejecutivo, que do ha dictado resolución alguna todavía: 
Resultan do por último, de los informes dados al Juez de la 
Sección por el Señor Gobernador de la Provincia y el ei- 
Inspector de Armas Coronel Don Juan Barbeito: — Primero. 
Que Cándido Sosa, después de haber desertado del Batallón 
primero de Guardia Nacional de San Luis, fué indultado con 
aprobación del General en Gefe del Ejército del interior, Bri- 
gadier Don Wenceslao Paunero, y agregado á la Inspección de 
Armas, en donde continué con fidelidad su servicio hasta que 
se dispuso la cesación de esa Oücina.— Segundo, Que desde 
entonces basta la fecha de su captura lia permanecido en- 
rolado en el segundo Batallón de Guardias Nacionales, consi- 
derando ; Primero. Que la competencia suscitada no procede 
porque el Juez Federal pretenda tener jurisdicción para juzgar 
el delito de deserción perpetrado por Sosa, sino simplemente 
por el obstáculo que se le opone en el conocimiento del re- 
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curso sobre legalidad de su prisión, desatendiendo el requi- 
rimiento que hizo para que fuese el preso restituido al lugar 
en que se hallaba cuando el recurso se interpuso, y some- 
tiéndolo á enjutciamicnln diverso antes que el resurso se de- 
cida,— Segundo. Que sin embargo, para decidir el conflicto 
formulado en esos términos, es necesario decidir también si 
la jurisdicción militar del ejército permanente es competente 
para procesar á Sosa por el delito de deserción, ó" por el de 
las heridas inferidas á Lores y /abala ; porque, si no lo fuera 
resultaría injustificada la negativa á cumplir el reqnirimienlo 
hecho por el Juez de la Sección, y si los luera, no podría 
este continuar en el conocimiento del recurso interpuesto por 

cirio simultáneo de las dos jurisdicciones, una de las cuales 
podría declarar ilegítimo el arresto, al mismo tiempo que la 
otra impusiese pena al arrestado, con manifiesta imposibili- 
dad de cumplir esas rcsolucionKS opuestas.— Tercero. Que el 
examen de la jurisdicción militar entra como elemento ine- 
vitable del juicio, por la naturaleza del recurso sometido á la 
resolución de) Juzgado federal, en que debe decidirse si ta 
autoridad que reclama la pristo», está <í no facultado por la 
ley, es decir, si es autoridad competente ó incompetente para 
ordenarla : Considerando respecto de la competencia para el 
enjuiciamiento por el delito de deserción : — Primero. Que Cán- 
dido Sosa, era, al perpetrarlo, Sargento de la Guardia Nació- 
nal. — Segundo. Que, según el articulo ciento cuatro de la 
Constitución, t las Provincias conservan lodo el poder no 
delegado al Gobierno Federal. » — Tercero. Que en parle al- 
guna de la Constitución se encuentra delegado al Cohieno 
Federal, potestad y jurisdicción permanente sobre la Guardia 
Nacional de las Provincias. — Cuarto. Que por el con- 
trario, i las provincias corresponde, conforme al párrafo 
veinte y cuatro del artículo sesenta y siete, el nombra- 
miento de los Gefes y Oficiales y el cuidado de establecer 
en su respectiva milicia la disciplina prescrita por el Con- 
greso.— Quinto. Que á esa obligación impuesta álasProviu- 
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cías, se encuentra ancua la potestad sin la cual no se podría 
cumplir y ellas son, por consiguiente las que ejercen la jurisdic- 
ción permanente para el enjuicíame!] Lo y el castigo de los 
delitos y Taitas que cometan contra la disciplina prescrita, 
los individuos incritus en la respectiva milicia. — Sesto. Que 
esta deducción se confirma por la cláusula del citado párrafo 
veinte y cuatro» artículo 07, que solo otorga al Congreso la 
faculta de (.disponer la administración y gobierno de la ¡kirie 
de la miliciinfut esi tibíese empleado en servicio de la nación.* 
Séptimo,— i)nc \% jurisdicción militar nacional no puede, por 
tanto, aplicarse á los enrolados en la milicia, sínd transito- 
riamente, mientras la guardia nacional se encuentra movili- 
zada en servicio de la Nación, ni retenerse después que la 
movilización ha cesado, sino en el caso de que los procedi- 
mientos hubieran empezado mientras ella subsistía. Octava. 
— Que no habiéndose iniciado el enjucia miento dn Sosa bas- 
ta después que cesó la movilización del llalallon primero de 
(ruardias Nacionales de San Luis, se ha iniciado cuando la ju- 
risdicción militar de la nación estaba ya revocada á su res- 
pecto, quedando solo vigente lo de tas autoridades provin- 
ciales encargadas de mantener la disciplina en su milicia, a" 
las cuales compete juzgar y castigar, si á ello hubiese tugar, 
la deserción de Sosa, y tomar en consideración el mérito del 
indulto que le fué acordado : Considerando respecto al en- 
juiciamiento por el delito de heridas: — Primero. Que tal 
delito, no siendo perpetrado en campamento, en cuartel, ó 
en acto de servicio, es de carácter ordinario, cualquiera que 
sea la calidad personal del ofensor ó del paciente.— Segun- 
do. Que el juzgamiento de ese delito, cuando no es eje- 
cutado en logar sometido á la jurisdicción esclusiva de los 
poderes nacionales, corresponde por su naturaleza á los Tri- 
bunales de la Provincia cu donde el hecho ha ocurrido : Con- 
siderando finalmente respecto de la jurisdicción sostenida por 
el Juez de Sección en la Provincia de San Luis :— Primero. 
Que ella le está clara, patente y espresameme atribuida 
por el articulo veinte de Ja ley de catorce de Setiembre 
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cuitad indisputable do adoptar las rnoiJidas conservatorias, 
<|u tiendan á impedir que se eluda los efectos del recurso 
por ese artículo creado, — Tercero. (Jue la prevención hecha 
al oficial Homero para que conservar.! al preso en la eiu- 
0*3(1 de San Luis hasta la resolución dcliniliva, ha sido un 
acto legítimo y bien justificado, que no debió .ser, como lo 
iué, desatendido. — Cuarto. Que imponiendo ul artículo tre- 
ce de la citada ley i c todas las autoridades dependientes del 



para la ejecución de las sentencias del Poder Judicial, pudo 
hacer legalmente el referido Juez el requerimiento ijue hizo 
el Comandante de la frontera, para que compeliese al Te- 
Diente Romero á restituir al preso al lugar de donde bahía 
sido trasportado, y que esc requerimiento tm debió ser tam- 
poco, como lo fué* desatendido, — Quinto. Que de este mo- 
do, al mismo tiempo que resulta clara la competencia del 
Juez de Sección en San Luis, resulta clara también, la le- 
galidad de todos sus procedimientos. IV estos fundamentos: 
se declara que el Juez Federal de San Luis ha sido y es com- 
pétente, para conocer y decidir en id recurso interpuesto por 
Doña llmiüacia Mcmb*?. de Aguilera, y que la jurisdicción 
militar que, á nombre de la Nación, ejerce el Comandante 
íieneral de la Frontera, no loes para el eiijuiciamíente áque 
pretende someter á Sosa : en consecuencia trascríbase esta 
resolución al Poder Kjecutívo, para que, en observación del 
articulo trece de la ley de ra torra de Setiembre de mil ocho ■ 
cientos sesenta y tres, se sirva ordenar al Comandante (le- 
ñera! de la frontera del distrito, que, suspendiendo lodo ul- 
terior procedimiento respecto a Cándido Sosa, lo baga res- 
tituir á la ciudad de San Luis, y no oponga impedimento al 
libre ejercicio de la jurisdicción en ta Provincia : en segui- 
da, devuélvanse los autos, con los remitidos por el Poder 




Ejecutivo, que corren ¡ 



al espresado Juez para < 
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continúe conociendo hasta su resolución definitiva, en el re- 
curso pendiente. 

Salvador M' del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Iíénito Carrasco. — 
Marcelino Ugarte. 



« ai»4 tmii 



Frctuklburg Scfmtz y contra el Capitán de la barca in- 
glesa *Seotland*i 



Sumario. — i° Et contrato de Aclámenlo impone obligacio- 
nes reciprocas, y por consiguiente, para exigir una parle de la 
•tira ct cumplimiento de sus obligaciones, debe haber cumplí, 
do con lasque el contrato le imponía, y no puede demandar 
ante un tribunal al otro contratante sin someterse a la juris- 
dicción dd mismo para la decisión de fas acciones que contra 
ella se deduzcan. 
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2 o Demandando el Capitán anís el Juzgado de Sección por 
cobro del flete t el consignatario de ia carga , debe contestar ante 
el mismo juez la demanda deducida por este, por daños y per- 
juicios provenientes de falta de cumplimiento al contrato de 

3° Tratándose de un contrato de flelamenio que debe tener 
ejecución en ia República, «Jebe juzgarse por nuestro Código de 
Comercio, aun cuando se estipule en pais esiranjero. 

4° El consignatario de la carga, contra quien se lia deman- 
dado por los deles, tiene personería para exigir las obligacio- 
nes contraídas por el Helante. 

5" Confesando el Capitán que hubo demora en la salida del 
buque, puede exigirse el arraigo del juicio promovido por da- 
nos i perjuicios provenientes de esa demora. 



Caso. — En 3 de Agosto de 4870 los Sres. Frendelburg 
Schatz y C. a se presentaron a) Juzgado de la Sección de Buenos 
Aires esponiendo: Que había llegado á su consignación la 
barca inglesa tScotland », Capitán Roche, con un cargamento 
de carbón procedente de Cardifl", habiendo sido fletada en aquel 
puerto por los Sres. Cory Broas y C a . 

Que el Capitán, faltando al deber que le impone el artículo 
1078 del Código de Comercio, retardé la partida del buque 
sin motivo justificado, por cerca de un mes, es decir, desde 
el 26 de Marzo en que estuvo completa la carga, hasta el 20 
de Abril en que emprendió bu viaje. 

Que á causa de no haber estado el Capitán en el puerto 
de CardifT, cuando el buque acabó de cargar, los cono- 
cimientos no se firmaron basta el 11 de Abril, 

Que esta dein ra en la partida del buque ha venido á pro- 
ducir para los cargadores un perjuicio de consideración por 
la baja que eapcrimenlrí el artículo en esta plaza de tres 
pesos fuertes por tonelada como lo justificaría oportunamente. 

Que siendo el Capitán el responsable de este perjuicio 
ocasionado con su negligencia, y ademas también el buque 
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y fleto, enlabiaba demanda en forma con ira él, por los per- 
juicios mencionados, cuya importancia se establecería en el 
término de prueba. 

A la demanda se acompañó: un ejemplar del contrato de 
flelamento; y testimonio de una protesta en forma bocha 
por los cargadores contra el capitán por no haher firmado 
los conocimientos y pudstose á ia vela el dia 26 de Marzo 
en que concluid la targa, y por permanecer el buque aun 
el 20 de Abril en el puerto. 

Acompañó también una declaraciou prestada por el Capitán 
ante la Comandancia de Marina de Buenos Aires á solicitud 
del demandante: dijo que le parecía, sin estar seguro, que 
el cargamento estuvo listo el 2 de Abril. 

Que él no estuvo en CardilT hasta el 10 de Abril en que 
firmo* los conocimientos. Que de la aduana de CardilT fué 
despachado el 18 de Abril y salid de los docks el 19. 

Corrido traslado, D. José M" liuergo por el Capitán, pro- 
movió artículo prévio, oponiendo tres escepcioues: 

1 B Falta de competencia en el juzgado. 

2" Falta de personería en los demandantes, y 

3 a Defecto legal en el modo de proponer la demanda. 

Fundó la incompetencia diciendo que siendo un principio 
de derecho i¡ue las obligaciones se rigen por las leyes del 
país en que han sido celebradas, correspondiendo á los tri- 
bunales de ese país las controversias que se susciten, el Ca- 
pitán, en cuanto á tas obligaciones del contrato de fletamento, 
no puede ser demandado sinó ante tos Tribunales Ingleses ; 
y además en que en el caso presente no se trata de un juicio 
marítimo, sinó de una acción civil de daños y perjuicios, en 
que el demandante y demandado son estrangeros . 

Fundó la falla tic personalidad de los demandantes en que 
el rol de estos respecto á los compromisos contraidos por 
el Capitán, es de meros consignatarios, es decir, represen- 
tante de los cargadores para recibir la carga, pagar los fletes 
y los incidentes que nazcan de estas funciones, pero que 
carecen de facultad para deducir demanda por hechos que 
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ninguna relación tienen con 
loa que fundan la demanda. 

Que la personería de los consignatarios no comienza sino* 
en tos actos que tengan lugar después de la salida del buque 
del puerto de la carga, correspondiendo á loa cargadores los 
ejercidos hasta esc momento. 

Dice que hay delecto legal en la demanda porque no se 
dice á cuánto ascienden los perjuicios, punto que se deja 
para la prueba, cuando el inciso 6" del art. 57 de la ley 
de procedimientos manda que la demanda se ponga en tér- 
minos claros y precisos, á lo que dehe agregarse que no se 
fundan los hechos de que provengan esos perjuicios. 

Pidió que á mérito de estas ' escepciones se rechazara la 
demanda con empresa condenación en casias. 

Corrido traslado de las escepciones, Frendelburg Schalz 
y C* pidieron que se rechazaran con costas, y se orde tiara 
al represéntame del Capitán que contestara derechamente la 
demanda dentro ilcl termino de la ley. 

De la primera escepcion dijo que el Procurador Iluergo 
saca una consecuencia falsa de un principio verdadero, por- 
que de que el juez deba tener presente las leyes del país 
en que se celebro" un contrato, no se desprende que las con- 
troversias que se susciten sean del esclusivo resorte r> juris- 
dicción del lugar del contrato; que ta doctrina de Huergo 
está en completa oposición con el Código de Comercio y 
con los principios mas vulgares del derecho internacional 
privado. 

De la segunda escepcion dijo que el Capitán los ha re- 
conocido como legítimos representantes del cargador, no solo 
para cobrar el Hete estipulado sinó también para demandar- 
los ante el Juez de Sección por perjuicios, hechos que lo 
harían en lodo caso perder el derecho de escepciones, porque 
no se comprende que haya de haber dos jurisdicciones para 
conocer de acciones que nacen de un solo contrato, el de 
iletamento. 

siendo consignatarios de la carga, tienen la 
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suficiente representación para demandar y ser demandados, 
como lo disponen los arts. 300 y 335 del Código de Co- 
meicio. tiendo indivisible el mandato en este caso con arre- 
glo al art. 344. 

Finalmente que hay contradicción entre las dos primeras 
excepciones y la tercera, porque si se niega jurisdicción al 
jues y personalidad en el demandante, no hay para qué exa- 
minar la demanda en su fondo. 

Que por lo demás, no puede ofrecer diGcultad ni duda 
alguna una demanda en que se cobran 3 pesos fuertes por 
cada tonelada de carbón como indemnización del perjuicio 
causado en el retardo culpable de la partida del buque. 

En un otrosí dijo que habiendo hecho oblación del im- 
porte del flete reclamado por el Capitán en un juicio ejecu- 
tivo, pedia que para hacer efectiva la responsabilidad que im- 
pone el art. 4070 del Código al Capitán, se conservase en 
depósito la suma oblada á resulta» de este juicio, no solo 
por estar aJect&dos los fletes á la responsabilidad de los daños 
causarlos, sínd también por ausentarse el Capitán sustrayen- 
do su persona del juicio sin dejar bienes conocidos sobre 
qué ejecutar la sentencia que se pronuncie. 

El juzgado proveyó: en lo principal autos, al otrosí como 
se pide. 

Notificada la parte del Capitán, pidió revocación ó apelación 
en subsidio de la parle del auto que manda retener en el 
Banco la suma oblada por los consignatarios. 

Dijo: que pendiente aun la articulación en que se niega la 
competencia del juzgado, este no ba podido proveer la pe- 
tición de embargo por carecer de jurisdicción para ello. 

Que ademas, este juicio no es de los que puedan empezarse 
por embargo, por no haberse acompañado los requisitos exi- 
jidos por la ley 66 de Toro y por el artículo 55 de la ley de 
procedimientos. 

Que ademas, sobre los fletes devengados, sobre lo que se 
había demandado a los consignatarios, el juez ha dictado sen- 
tencia de trance remate, después de la que, con arreglo al 
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artículo 294 de la ley de procedimientos, solo ha podi.lo orde- 
narse se hiciera entrega al ejecutante del importe ríe la de- 
manda, ordenándose cuando mas que se otorgara caución en 
caso que la hubiese solicitado el ejecutado. 

Que el articulo 1070 citado por los consignatarios, no au- 
toriza el embargo decretado, sino solo establece Ja responsa- 
bilidad del buque y flete á mas de Ja del Capitán, pero úni- 
camente por los daños causados á la carga, por dolo ó culpa 
del capitán, disposición en que no está comprendido el caso 
presente en que se demanda por perjuicios que se dicen oca- 
sionados por no haber salido el buque en tiempo oportuno. 

Corrido traslado de la revocatoria, Frendelhurg Scbatz y C a 
contestaron que las escepciooes pendientes no privan ipso fado 
al Juez de toda jurisdicción, ni surten ios efectos de una reso- 
lución ejecutoriada. Que mientras el juez, declarándose in- 
competente, no resuelva el articulo, tiene completa jurisdic- 
ción para providenciar en la causa, y por consiguiente para 
dictar todas aquellas medidas que se consideran de precaución 



Que de acuerdo con lo dispuesto en la ley 4i,Ut. 2°, par- 
tida 3', el Juez puede impedir que empeore la condición 
del demandante si se dispone de la única cosa con que el 
demandado puede responder á las obligaciones que ha con- 
traído en el contrato de íleiamento, ya que el Capitán no tie- 
ne bienes en el país y trata de ausentarse con el buque. 

Que por otra parte, el hecho de afectar, el art. 1070 del 
Código, al buque y Heles per los daños causados á la carga 
por dolo ó culpa del Capitán, supone indudablemente que se 
pueden emplear todos los medios necesarios para hacer efec- 
tiva esa responsabilidad, que seria ilusoria en este caso, si 
el Capitán se fuera llevándose el buque y los fletes. 

Pidió no se hiciera lugar á la revocatoria. 

El Juzgado para mejor proveer mandó agregar ad efectum 
vtdendi los autos ejecutivos seguidos por el Capitán con ira los 
consignatarios del buque por cobro de fletes. 



De ellos consta queD. José M. Uuergo por el Capitán Roche 



y arraigo del juicio. 
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entabló demanda ejecutiva contra los Sres Frcndelbure Schatz 
y Ca. por la suma de 2315 pfts M cls. por flete de 753 to- 
neladas de carbón. 

yue noli lira do el anio de sol vendo, los ejecutados con- 
signaron la cantidad demandada, Om citados de remate y no 
habiendo opuesto escepcion alguna, el Juez dictó sentencia de 
trance y remate por la suma demandada intereses y cosías. 
Finalmente, i|ue no habiéndose apelado se declaró ejecutoria- 
da dicha sentencia. 



rallo ilrt Juez ftrrrtonal. 



filíenos Aires» Octubre lt ile 1870. 

Vistos: Considerando I". Que el contrato de Aclámenlo im- 
pone obligaciones recíprocas, v por consecuencia para exijir 
una parte do fa otra el cumplimiento de sus obligaciones debe 
haber cumplido con lasque el contrato le imponía, ni puede 
demandar ante un Tribunal al otro contratante sin someterse 
á la jurisdicción del mismo, para la decisión de las acciones 
que contra ella se dedujeren. 2», Que consta por los autos 
agregados que el Capitán [loche ha cobrado ejecutivamente 
el dele á los Sres. Freudelbutg y Scharz, esto es lia hecho 
efectivas las acciones que como delante tiene contra el Hela- 
dor, | por consecuencia no puede desconocer la jurisdicción 
de este juzgado para que emienda y resuelva en el juicio 
que ante el mismo sr promoviere para hacer efectivas tas ac- 
ciones que correspondan al Helador. .T. Que en ¡el présenle 
caso ec trata precisamente de hacer efectivas las obligacio- 
nes ib l fletador, puesto que se reclama la indemnización de 
daños y perjuicios ocaeío nados á los cargadores por culpa del 
Capitán, invocando los artículos um y 1070 del Código de 
Comercio en apoyo rio sus prctcncifmes. 4*. Que tratándose 
por otra parte de un contrato de ílelamenlo que debía leuer 
ejecución en nuestro territorio, debe ól ser juzgado por las 
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reglas establecidas en nuestro Código do Comercio aun que 
haya sido esli ¡miado, como lo fué, fuera de ta República, de 
acuerdo con la prescripción terminante del arC t2lK) de dicho 
Código; y esto importa dedar.ir la competencia de nuestros 
tribunales para decidir ludai las contiendas que de dicho 
contrato surgieren, pues si solo fuesen competentes los Tri- 
bunales del país en que se celebró, nuestra lejislacion no po- 
dría regirlo por cuanto no tiene vigor sino dentro de los li- 
mites de su jurisdicción, y no puede presumirse que nuestra 
legislación tratase du eslemier su imperio fuera de nuestro 
territorio, 5". Qm: no puede admitirse la doctrina sosteni- 
da por el Capitán Roche de que el contrato ha sido ejecu- 
tado en la parte que á él le concierne en Inglaterra, y que 
en dicho país deben deducirse las acciones del Helador, y que 
los Tribunales de este país solo son competen les para deci- 
dir las acciones que al flétame le compeliesen, por cuanto 
esto importaría admitir para su mismo acto dos legislaciones 
y jurisdicciones distintas, lo cual está en oposición con el ar- 
tículo 12íiíl citado, y porque es falso que el contraía sea 
ejecutado por el Helante en el puerto de la carga pues don- 
de queda verdaderamente consumado es en el punto donde se 
entregan la*, mercaderías y se paga el líete. <» '. y ue | ; , es- 
ce pcion de falla de personería en los demandantes 'es lambí en 
inadmisible: — !». Porque habiéndose exijído á los deman- 
dantes el pago del flete ó sea el cumplimiento de las obli- 
gaciones del Helador, no se le puede desconocer el dere- 
cho de exigir j hacer efectivo el cumplimiento de las obli- 
gaciones que al fletante con ciernen.— 2» Porque no solo por 
la naturaleza misma del contrato los consignatarios de la car- 
ga son los verdaderos representantes del cargador 6 Helador, 
y en esle caso lo son especialmente porque la protesta se hi- 
zo también á nombre de los mismos y porque el hecho de 
encontrarse dicho documento en su poder revela ó que el He- 
lamento se hiato por su cuenta, ó que los fletadores los en- 
cargaron de gestionar por ellos las acciones a que diera lugar, 
siendo de notar que no habría equidad cu acordar 
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ó fletante el derecho de reclamar el flete y de hacerlo electivo 
sobre la misma carga y en obligar al fletador á hacer efectivas 
las obligaciones del (Unante en el puerto de la carga que pue- 
de no ser el domicilio del fletante y después de desaparecer 
el previlegio que sobre los (leles del buque tiene para ha- 
cer electivas sus acciones. 7°. Que la escepcion de defecto 
legal en el modo de proponer la demanda no aparece justifi- 
cada por cuanto los demandantes determinan los hechos en 
que se apoyan como igualmente lo que en su mérito piden pues- 
to que reclaman indemnización de perjuicios provenientes de 
demora del Capitán en cumplir el contrato y que determinan 
el monto de todos esos perjuicios, y considerando (¡nal men- 
te respecto á Ja fianza de arraigo que independientemente de 
la protesta formulada en Inglaterra por la demora del Capi- 
tán después de cargado su buque, consta por la declaración 
del mismo Capitán ante la Capitanía del Puerto, como se ve* 
á f,... que es cierto que el Capitán demoró su salida lo que 
no siendo por causa justificada le impone responsabilidad co- 
mo se deduce del articulo 1225 del Código de Comercio, á lo 
que se agrega que si el Capitán recibiese el precio del fle- 
te y no diese lianza de arraigo no tendría medios ei fletador para 
hacer efectivas las obligaciones del Capitán tanto mas cuanto 
que diebo Capitán es transeúnte. 

Por estos fundamentos, uo ha lugar á las escepciones dilá- 
talo rus opuestas por el Capitán Roche y en cuanto á la re- 
vocatoria solicitada por el mismo del auto de f. 33 no ha lu- 
gar y se concede en relación la apelación interpuesta en sub- 
sidio. Repóngase Eos sellos. 

Manuel '¿aválela. 

Notificada la parte del Capitán apeló en cuanto no se hizo 
lugar á las escepciones opuestas. 
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NI» d* |* Suprema Cmrt: 

Buenos Aires, Noviembre Q de 1870. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma con cosías el au- 
to apelado de foja cuarenta y tres vuelta y el de su referencia 
de foja teínta y tres* pudiendo recibir el demandado la cantidad 
depositada si diera lianza de juzgado y sentenciado, y devuél- 
vanse satisfechas las costas y respuestas los sellos. 

Salvador M' del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Bünito Carrasco. — 
Marcelino Ugarte. 

— m m m — 



t AIS* CX* Vil 



Los herederos de D. Manuel Olazcoaga, contra D. Nicolás 
Sotomayor f por cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario, — i* Para que un contrato celebrado por una 
mujer casada sin la venia de su marido sea anulado, es ne- 
cesario que este lo desapruebe espresamenle. 
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2» No habiendo existido esa desaprobado!», pueden los he- 
rederos ratificarlo ejerciendo las acciones que nacen de él- 



Caso. — En 20 de Octubre de i 857, D* Micaela Geadas 
de Olazcoaga y D. Nicolás Soiomayor, vecinos arabos de ta 
Provincia de Mendoza, celebraron un contrato por el cual la 
primera vendió* al segundo un terreno con su edificio y plan* 
laciones, por la cantidad de 9.000 £ plata, que quedaron en 
poder del comprador al interés del uno por cíenlo mensual 
hasta que la vendedora exijiese esa cantidad. — La escritura 
contiene al final la siguiente cláusula : — < Y en atención á 
que la compareciente D a Micaela Geadas no tiene poder en 
forma para el otorgamiento de la presente escritura, convie- 
nen ambos comparecientes en que regresando á este país el 
citado D. Manuel Olascoaga, (irme la escritura para su com- 
pleta validación^ 

Con este antecedente I). Eudoro Carrasco con poder de 
I)' Carmen Olazcoaga de trigo ven, de l>» Irene Olascoaga de 
Narvaja j de I). Manuel José Olazcoaga, hijos y herederos 
de D. Manuel Olazcoaga, justificando el fuero nacional por la 
diBiinta vecindad, se presentó cu 24 de Noviembre de 1805 
al Juez Nacional de Santa Fé\ demandando ejecutivamente á 
1). Nicolás Sotomayor por la cantidad de la esentura, sus 
intereses y costas, protestando acoplar los pagos legítimos y 
declarando haber recibido como tres mil pesos. 

Citado de remate, I). Nicolás Soiomayor opuso la cscep- 
cion de inhabilidad del título diciendo : 

1* Que no habiendo constancia de la autorización que tu- 
viese D 8 Micaela Geadas para contratar, pusieron la condi- 
ción de ser ratificada por su esposo ausente entonces, de 
acuerda con la ley h\ Til. 3% Lib. 5°, Rec. Castellana, cuya 
condición no se ha cumplido, quedando por tal defecto nu- 
los y de ningún valor el contrato y título, como lo establece 
la ley, Tit. y Lib. citados. 
2" Que lambicn es inhábil el titulo, porque constando de 
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su lenor que la linca vendida pertenecía á II» Micaela Geadas. 
pretenden cobrar su precio los herederos de su esposo D. 
Manuel Olascoaga. que ningún derecho han tenido á dicha 
finca, linjeii una obligación sin causa, contra la razón, Ja le> . 
) I;j justicia . 

Por tanto, y reservándose H derecho de repetir por las 
cantidades, que indebidamente pagó en la esperanza que el 
tinado Olazeoaga ratificara el céntralo para legitimarlo, pidió 
se rechazara la ejecución con cusías, etc. 

Corrido traslado, ll. (liijllormn Itodríguez por los ejecutan- 
tes jiidió se rechazara la escepcion con espresa condenación 
en costas. 

Dijo que la habilidad y suficiencia del título y la exactitud 
y certeza de la obligación en él contenidas, han sido reco- 
nocidas por el ejecutado en dos épocas distintas. — La pri- 
mera al firmar la escrilura en la ciudad de Mendoza, y la 
segunda en el momento en que, exigiéndole el Oficial de 
jnsiicia la cantidad demandada, contesto que no podía satis- 
facerla en c) momento por falta de londos; j que estos re- 
conocimienlos espresos no pueden ser desvirtuados con las 
frivolas razones que ahora se alegan 

Que cuando Sotomajor firmó la escrilura no fué sorpren- 
dido ni engañado, sino que h suscribió libre y espontánea- 
mente, porque él sabia que en ese entonces, y sabe actual- 
mente, que el título mencionado era suficiente y hábil para 
los objetos que en él se esprosan. 

Que por otra pane. Jas diversas cantidades de dinero que 
Soiomayur ha entregado ron posleiioridad al otorgamiento 
de la escritura, demuestran concloyentemenlc que sus po- 
derdantes llenaron por su parle las obligaciones y condicig- 
nes que se impusieron en la escritura y que Sotomayor se 
recibió del terreno y lo poseyó. 

Con la prueba producida se dictó este: 



r. ii. 



34 
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del Jum 4e fteecten. 



Agosto M de 1870. 

¥ vistos; resultando de ella que la escepcion do inhabili- 
dad del título, deducida por el ejecutado, está comprobada 
en amos, pues la escritura de f. 20, fué celebrada por D a 
Micaela G. de Olascoaga, y contiena ta siguiente cláusula: 
i Y en atención á que la compareciente D" Micaela Giradas, 
i no tiene poder en legal forma para el otorgamiento de la 
* presente escritura, convienen ambos comparecientes en que 
«i regresando á este país c! citado D, Manuel Olascoaga, Hr- 
i me la escritura [.ara su completa validación. * 

Que el ejecutante no ha presentado ese poder, ni la ra- 
tificación posterior de! esposo, para constituir un título 
bastante á la ejecución solicitada. 

Por tanto: no Ita lugar á ella con costas. 

J. M. Zitviria. 



tallo de le NiprfBl Cert* 



Aires, Noviembre Ti «le 1870. 

Vistos : Resultando que la escepcion opuesta á la ejecución 
es la de inhabilidad del titulo, porque se dice que la es- 
critura de foja veinte e£ nula por haberse otorgado por una 
mujer casada sin la venia de su marido, espresándose en ella 
misma que por i no tener la vendedora poder en legal forma 
c para el otorgamiento de la presente escritura, convienen 
« ambos comparecit-ntes en que regresando á este pais el ci- 
* tado Don Manuel Olascoaga, lirme la escritura para su com- 
« píela validación.» — Y considerando. — Primero. Que para 
que el contrato celebrado entre Iloíia Micaela Gladas de Olas- 
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coaga con Don Nicolás Soiomayor fuese nulo, seria necesario 
que el marido de la vendedora to desaprobase ocrosa monte, 
porque la cláusula transcrita en nada altera et consentimiento 
espresado libremente por los contraíanles, quienes al con- 
venir que se firmaría también la escritura por Don Mannel 
Olascoaga, lo hicieron con la intención manifiesta en el mis* 
mo instrumento, de darle mayor validación á las obligacio- 
nes que mutuamente se imponían, y no como una condi- 
ción rescísoria de que ellos mismos pudieran servirse para des* 
ligarse del contrato. Segundo. Que además de espresarse así 
los contratantes, han confirmado su intención por los hechos 
posteriores, pues que el comprador tomó posesión del terre- 
no vendido y la vendedora recibid parle del precio, como 
aparece de la confesión de las parles. Tercero, Que por con* 
siguiente ninguno de Jos contratantes puede desligarse en 
adelante por hechos supervinientes, ají-nos a lo que estipu- 
laron para mayor solemnidad de sus obligaciones.— Cuarto. 
Que aun cuando es cierto que la ley dos, Ululo tres, libro 
cinco, Itecupilacion Castellana, establece que no valga el con- 
trato hecho por una mujer casada sin la venia de su man- 
do, también lo es que la quinta del mismo título y libro 
manda que si el marido raiílica lo hecho por su mujer sin 
su licencia, el acto sea válido. Quinto. Que es principio 
de derecho que la ratificación puede ser espresa ó tácita, y 
en el presente caso ha tenido lugar tácitamente por el sim- 
ple hecho, establecido por las parles, de haber vuelto á 
Mendoza Don Manuel Obscoaga vjr as veces y mucho antes 
del terremoto en que falleció y q.ie acaeció en mil ocho- 
cientos sesenta y uno» teniendo la escritura de venta la fe- 
cha de veinte y seis de Octubre de mil ochocientos cincuenta 
y siete, sin que se haya probado por el ejecutado, que cu 
iodo esc tiempo hubiera desaprobado el contrato que la se- 
ñora de Olascoaga hizo en su ausencia, ni que ninguno de 
los interesados hubiera deducido la nulidad de la venta, ni 
redamádose la parle de precio entregada, ni la devolución 
del terreno : porque los declarantes de foja ciento y cuatro 
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y ciento y cinco al decir que desaprobó, no dan razón sufi- 
ciente de cómo lo saben, pues sin especificar hecho alguno 
que muestra la desaprobación, dice Ahumada que lo sabe 
por la relación que tenia con la familia, y Alvarez por la 
fama pública. — Sesio. Que no constando que el marido de 
l>mia Micaela desaprobase hasta su fallecimiento el contrato, 
corresponde á los demandantes hacer la ratificación, y estos 
la hacen por el hecho de usar de las acciones que dicho 
contrato les acuerda, l'o'r estos fundamentos se revoca ta 
sentencia apelada de foja ciento diez y siete, y se declara 



que el ejecutado Don Nicolás Sotomayor no tía prohado su 
escepcion. como le correspondía ; en consecuencia debe lle- 
varse la ejecución adelante basta hacerse completo pago de 
la cantidad demandada, intereses y costas, y satisfechas las 
de esta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 



Salvador M* del Carril. — Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos. — Be- 
sito Carrasco. —Marcelino Ugartií. 
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ti d" la goleta * Marta i coniut 
por cobro <it¡ fkh's. 



Sumario. — En el contrato de (letauicnlo no puede el fle- 
tante cobrar ejecutivamente el ílele sin acreditar que ha en- 
Iregadn la carga en el estarlo en que ta recibió. 



Caso. — Pendientes unos autos seguirlos por los Sres. Sie- 
vers y Mever contra el lapilau llazeiviiikel ile la Goleta ho- 
landesa t Mana » sobre averias en los efectos conducidos en 
su limpie, Lh Juan «1 acolio Lieslc por el Capitán inició jui- 
cio ejecutivo por la suma de I3Ü¡> plts. y 85 cts. valor del 
Hete. 

Dijo que estando preseuiados los conocimientos, tiene de- 
techó para cobrar ejecutivamente los Heles, sin que esta ac- 
ción tonga nada que ver con el pleito pendiente, y que cuan- 
do mas el cargador tendría derecho á exigir caución que 
garantiera las resullas del juicio de averias. 

Pidió se ordenara á Stevers y Meyer el pagu de los fletes 
dentro de tercero dia, bajo apercibimiento de ejecución y 
embargo. 



509 FAI LOS RE LA SUPREMA CORTE 



Buenos Aires, Octubre 14 de 18*70. 

Siendo el contrato de fletamenio un contrato bilateral, en 
que ninguna de tas partes puede exigir de la otra ejecuti- 
vamente el cumplimiento de sus obligaciones sin haber acre- 
ditado previamente el de las qun le corresponde ; y no con- 
tando en este caso, que el Helante hubiere entregado las mer- 
cancías en el estado, en que las recibid, que es una de las 
obligaciones, que tiene como tal, no ha lugar á la demanda 
ejecutiva y repóngase el sello. 

Zavnteta. 

La parle del Capitán apeló y el recurso se le otorgó en re- 
lación. 



Buenos Aires, Noviembre 40 de 1870. 

Vistos: por sus fundamentos, sa confirma con costas el auto 
apelado de foja diez y seis, y satisfechas y repuestos tos 
sellos devuélvanse. 

Salvador ÉL del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — Josrt Barros 
Pazos. — Benito Carrasco. — 
Marcelino Ugarte 



I 

DE JUSTICIA NACIONAL 503 



U, Pablo Fernandez contra D. Eugenio Codazzi por daño 

y perjuicios. 



Sumario.— i- Las acusaciones y denuncias declaradas ca- 
lumniosas por sentencia ejecutoriada, son castigadas con las 
penas de los testigos falsos. 

2 o Para que una acusación ó denuncia sea calumniosa es 
menester que resulte probado que el que b hizo procedió 
eon malicia. 



Caso.— En 21 de Noviembre de 18G8, [>. Eugenio Codazzi, 
italiano, denunció ante el Administrador de Rentas Naciona- 
les de Goya, al Receptor de la Esquina, I). Pabln A. Fer- 
nandez, de haber falsificado la lirma del Comisario del vapor 
• Ta ragú i > en un manifiesto. 

El Administrador mando" levantar *d correspondiente su- 
mario, y en él Codazzi, después de ratificarse en su denun- 
ria, agregó que la lirma en una letra de Aduana que apa- 
recía firmada por Juan B. Elena, era falsificada por Fer- 
nandez. 

Esta denuncia dió origen á un juicio criminal contra Fer- 
nandez, que lué constituido en prisión. 
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Tramitado el juicio, et Juzgado pronuncié semencia abso- 
lutoria, fundado en que no estaba plenamente probado que 
Hernández hubiese puesto la iirma falsa. 

Ejecutoriado este fallo, D. Aníbal Cliiasa por ü Pablo A 
Fernandez espuso ante el Juez que la imputación cálumoioM 
de D. Eugenio Codazzi dio origen al proceso mencionad.» en 
el que bahía sufrido 8 meses y 17 dias de prisión, gastando 
en ella crecidas sumas para mantenerse y sufrido los gran* 
des perjuicios que causa el abandono de los intereses v la 
imposibilidad de trabajar. 

Que habiendo sido la acusación d delación de Codazzi la 

que le ha ocasionado lautos perjuicios, de a< rdo con lo 

dispuesto en la lev 6, til. (i; y ü, til. IJb. (2, Xov 
Rec. entablaba formal demanda civil centra él por los m-n- 
cionados perjuicios, que avaluó en 1 5! »8 ¿*r, els. fuertes. 

Kn rebeldía del den «andado se dictó este 



Corrientes, Ae«>stu 11 de 1870. 
Vista esta demanda entablada por I). Aníbal Cl.iasa, apo- 
derado de Ü. Pablo rVrnaudez, contra U. Eugenio Codatóí, Lr 
danos y perjuicios, que dice le ha orijinadu á su repr^ei*. 
laducon una denuncia calumniusa, á eonseiueueia de laque 
ha sufrido ocho nieges de prisión, haciendo «astos conside- 
rables y desatendiendo sus negocios, á tuja demanda no 1.a 
contestado Codazzi, habiendo sido en consecuencia declarado 
rebelde, por habérsela acusado aquel y considerando: I" Qiw. 
el fundamento de Ja demanda entablada contra Codazzi es 
una declaración prestada por este ante el Olrc.al del Res-nardo 
de la Aduana de Uoya, en el sumario mandado levantar por or- 
den del Administrador de fa misma, corriente ú r. 7 de los 
amos, en la que dice aquel : < que existe en la Receptoría una 
letra de fianza firmada con el nombre de Juan 11. Elena. Que 
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» Elena M negd a pagar la Mra á su vencimiento, declarando 
* st-r folia la firma que habia en ella. Que la fin na es talsifi- 
rada por D. Pablo Fernandez», "i" Que aunque á esta decla- 
i ación se le dé el carácter de una denuncia, no seria esta ca- 
lumniosa, j)in*siH <|u.' di? Ins auins confita que fie hizo aparecer 
¡i Kk'tia como dador en el permiso de cnihanjue á qut» se rcuV 
re arpie! la, que aquel negó la filma que aparecía como suya, 
y porque otros tesligos declaran que Fernandez fué id autor 
de Ir. firma falsa, según R e vé por Ja sentencia de f. i 1 7, y 
aunque este líltimo Iteeliu un liaya resultado plenamente com- 
probado, lampoco puede decirse que sea falsa, ilesile que hay 
tlecíaraeioties que Id confirman, las que no lian sida desvir- 
luadasenel plenario H" Qio; según el articulo 73 de la ley 
penal nacional, las acusaciones ó denuncias que hubieren sido 
declaradas calumniosas por sentencia ejecutoriada, serian cas- 
tigadas con las penas de los testigos falsos, contra el acusado, 
y segtiu la doctrina de los jurisconsultos* para que una acusa- 
ción ó denuncia tea catu miñosa, es mcnesUT que resulte pro- 
hado, que el que la hizo procedió con malicia, lo que no ha 
sucedido en este caso como queda demostrado por los anterio- 
res considerandos. i° Que ademas es un principio reconocido 
que el denunciante, no queda sugeto á responsabilidad alguna, 
aunque no resulte probado el delito denunciado, á meiius que 
haya procedido con malicia. Por estos fundamentos, defini- 
tivamente juzgando fallo : Que debo absolver como absuelvo á 
O Kugt'uio Coda/.zi, de la demanda interpuesta por Uiiesa, 
apoderado de Fernandez por daños y perjuicios.— llágase sa- 
ber j repónganse los sellos. 

Lárlos Luna. 

Habiendo apelado en relación el demandante, se dicid 
esle : 
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Buenos Aires, Noviembre, 10 de 1870 

Vistos por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento treinta y dos vuelta, y satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador líf del 
cisco Delgado. — 
Pazos— Benito Carrasco.— Mar- 




VACIA C11X 



Da. Josefa Laciar, á nombre de sus hijos menores contrtt /)» 
Lázaro Qticirolo, sobre alimentos. 



Sumario. — i n . Todo padre está obligado á dar alimentos 
á sus hijos menores y basta la prueba de ta paternidad para 
fundar el derecho á exigirlos. 

2". No alegándose ninguna circunstancia relativa al cstad<> 
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de fortuna del padre ó da ta madre, la obligación debe cum- 
plirse en la forma que lo determine el árbitro judicial. 



Caso. — Da, Josefa Laciar, argentina, demandó ame al Juez 
Federal en San Juan á D. Lázaro Queirolo, exirange.ro, pi- 
diendo se le condenase á suministrarle 80 # mensuales para 
aliinenios de tres hijos naturales que había tenido con el, 
los que se hallaban en la infancia. 

Queirolo, contestando negó la paternidad, y dijo que los 
hijos naturales solo tenían derecho á alimentos del padre, cuan- 
do eran reconocidos por él, ó cuantío la madre presente 
documentos que acrediten la paternidad. 

IMdid se rechazara ta demanda con costas. 

Con .a prueba producida por las parles se dictó el siguiente : 



San Juan, Agosto 16 de 1870. 

Vistos estos autos entre D, Josefa Laciar y D. Lázaro Quei- 
rolo, pidiendo la primera alimentos para sus tres hijos pe- 
queños habidos del segundo, con Jo alegado y probado por 
las parles y considerando por su mérito, 

í" Que de los testigos presentados por la demandante en 
el término probatorio, corrientes desde f. II hasia 31, cons- 
ta clara y evidentemente que D. Lázaro Queirolo es el padre 
natural de los tres hijos pequeños de D* Josefa Laciar, ha- 
bidos duranteel tiempo que vivió con ella en relaciones ilícitas, 
y que los ha reconocido como tales, tratándoles como á hi- 
jos suyos. 

2" Que si bien Queirolo ha negado el hecho y ha opuesto 
tachas á algunos de los testigos, que ha arredilado en tiem- 
po, esas tachas, no destruyen la evidencia jurídica que se 
délos autos; pues la mala vida de Del fina Várela 
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y Mercedes Ortiz, y la enemistad de esta y de Tránsito Lei- 
te, que aparecen jtist i liradas, no las iühahiltla de lodo punto 
para declarar en el presente juicio en el que se trata de 
acreditar actos interiores y rasi ocultos (Ir familia sobre los 
que solo pueden declarar las personas que viviendo en la mis- 
ma casa pudieron presenciarlos. 

3"\ Que las demás taclias opuestas á otros testigos, no es- 
tán suficientemente probadas como la opuesta al testigo Ja- 
vier Sarmiento, ni son bastante* á inhabilitar su diclto como 
la opuesta á í). Juan Balaguer, y aun pie lo fueran, siem- 
pre existe una prueba cumplida en :iutos, con los demás tes- 
tigos no tachados, y díligenria de cotejo de letras, acumu- 
lada con la de los testigos nombrados. 

4°. (Jue la Ley t\ Ul. 5", libro 10, N. H. y once de 
Toro invocadas por Queirol» y que exigen el reconocimien- 
to de los hijos del padre, no son aplicables en el presente 
raso en que se trata pura y simplemente de alimentos, que 
todo padre está obligado á dar á sus propios lujos y basia 
la prueba de paternidad para fundar este derecho que trae 
su orijen del natural, y está separada de las demás regalías 
que la ley acuerda á Jos hijos con respecto á sus padres, 
como terminantemente lo establece U iey 7 o , til. í% P. 4*. 

5 o . Que no habiéndose alegado por el demandante ningu- 
na circunstancia relativa al estado de su fortuna, ni el de la 
adora, como pudo y debió hacerlo, para eximirse de una 
obligación perfecta á que eslá sujeto por Jas leyes naturales 
y riviles, del>e cumplirlo como corresponde y en la forma 
que se determine á arbitrio judicial. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, Jallo defi- 
nitivamente juzgando esta cansa de alimentos y declaro que 
D. Lázaro (¿ueirolu V8 obligado & dar por via de alimentos á 
los hijos de D" Josefa Lanar la cantidad de treinta pesos men- 
suales, durante la vida de estos, quedando su derecho á salvo 
para pedir la disminución ó eslineion total de esta cantidad 
alimenticia, según las circunstancias que ocurran en lo fulu- 
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m y sea de derecho, ron rostas. ^Hágase saher.original y re- 
(Hfoganse los sellos. 

Natantiel Mora! fu. 

Habiendo apelarlo Qucirolo se concedió el recurso en reía- 
don y en el electo devolutivo solamente. 



Fallo de I* Suprema Corle. 



Buenos Aires, Noviembre 10 de 1810. 

Vistos: por sus fundamentos se coGrraa, con costas, el 
auto apelado de foja sesenta y nueve y sastífeclias v repues- 
tos los sellos devuélvanse. 



Salvador M. del Carril.— Francisco 
Delgado. José Iíauros Pazos. — 
Benito Carrasco. Marcelino 
U f. arte. 
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CACHA 



El Procurador Fiscal de la Sección de Mendoza, contra 
Correan >t Casas, sobre infracción de la ley de sellos . 

Samaría.— I o El espíritu del artículo 1 tí tic la ley ile papel 
sellado de 1870, es terminar murriamente y en una sola 
instancia las cucst iones que se susciten sobre el pago del 
impuesto del papel sellado. 

2" Por consiguiente son inapelables los autos que al res- 
pecto se pronuncien por los Jueces de Sección, 



Caso. — Correas v Casas de Mendoza solicitaron ante el Juez 
de Sección el reconocimiento de unos pagarés firmados por 
D. Antonio L'rixar Garfias, como apoderado de I). Joan Anto- 
nio Pando, para iniciar con un ellos juicio ejecutivo. Los paga- 
rés estaban cstendidos en papel común. 

El Procurador Fiscal, sosteniendo que la obligación debió 
estendarse en el papel sellado nacional correspondiente, pidió 
se impusiera á los firmantes la multa correspondiente. 

Fallo del Juez dr üevrlun. 

Mendoza, Agosto 22 de 1870. 

Antes de proveer, consigne el ocurrente la mulla que le 
corresponde pagar en aduana, y con su certificado de ha- 
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berla satisfecho tendrá providencia. Igual pagará multa el fir- 
mante, así que haga el reconocimiento, 
forreas j Casas apelaron y el recurso se les otorgó en 



Fallo de la Suprema Corte. 

líuenos Aires, Noviembre 12 de 1870, 

Vistos: Considerando que el espíritu del artículo ú\vz y 
seis de la ley de Papel Sellado, es terminar sumariamente y 
oh una sula instancia tas cuestiones que se susciten sobre el 
pago del impuesto del papel sellado, se decora inapelable el 
amo de foja tres vuelta, y saiislecbas las costas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvador VI' del Carril. — Fran- 
cisco Delgado.— José Barros 
Pazos. — Benito Carrasco. — 
Marcelina Ugarte. 
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t Al »A CIUII 



í> Hosa Muurut, contra b. José Olmt/s, por cobro éjecutiw 



Sumario. I " La esccpcion ¡Ip incompetencia puede de- 
ducirse al empezarse pI juicio y resolverse ante todo. 

Ü" No puede decirse giie&e consienta en prorogar 'a ju- 
risdicción por el hecho de concurrir á reconocer un documento 
ante el Juez de Sección antes de iniciarse una acción en 
lorma. 



Caso.— En la ciudad de San Juan á tí de Noviembre de 
lítííO, D, llamón Couuino con la garantía de I». José Olmos, 
firmó un pagaré á ti meses ú hi urden de D' llosa Mauriu 
por la suma de 1,000 J> con el imeres del uno y medio 
por cíenlo mensual. 

Kl <> de Mayo de 1870 D. Pascual Ituiz por la Sra. Maurin 
pidió del fiador Olmos, anie el iuez Nacional de Mendoza, 
el reconocimiento de este documento y una vez obtenido 
inició juicio ejecutivo contra él. 

Dictado el auto de solvendo, I). Desiderio Puebla por Olmos 
se presentó oponiendo las recepciones de litis pendencia é 
incompetencia. 

Dijo que antes del juicio Olmos había hecho cesión de 
bienes en la Provincia de San Juan, que sus acreedores la 
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habían aceitado, nombrando ellos un sindico y administrador 

de los bienes. 

Que como el juirio universal de concurso aboca todas lab 
acciones que se. dirijan contra el deudor, la demandante den* 
ir al concurso en prevención «le un derecho. 

Que por otra parte, habiendo cedido todos sus bienes al 
concurso, y no teniendo en Mendoza ningunos intereses, el 
jnirio seria de todo punto estéril, porque ademas de asistirle 
e! beneficio de competencia por la cesión admitida, y por 
su calidad de sacerdote y cura de San Vicente, nunca seria 
justo que se dividiera la continencia del juicio universal del 
concurso. 

Corrido traslado sin perjuicio, Ruiz contestó que siendo 
de todo punto impertinentes é inaceptables las escepcíones 
cuyos bechos negaha y contradecía, debía pedir como pedia 
se Librase el correspondiente mandamiento. 



Fallo del Juei de Sección, 



Mendoza, Setiembre i" de 1870. 

Autos y vistos : Como la escepcion de incompetencia no está 
señalada por el articulo 270 de la ley de procrdtnitr nios* . Ha- 
biendo podido el ejecutado deducir psta escepcion desde el 
primer momento que se le notificó" el primer decreto. 

El juez no se encuentra con jurisdicción suficiente para 
oir en esto estado la eicepcion opuesta, desde que ella no 
está prevista por la ley para el cuso de una oposición al trá- 
mite ejecutivo en el encargado rita la ley. 

Teniendo presente también : que la cesión de bienes á que 
se refiere el ejecutado (es según dice) beclia en San Juan. 

Siendo el término del encargado final, improrogable, es 
insuficiente para poder el ejecutado probar su escepcion or~ 
'finaría. Por tanto : 

t, H. 35. 
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Se declara con arreglo al articulo citado 270, sin lugar Ja 
escepcíon opuesta ; en su virtud, llévese adelante la ejecu- 
ción por aue trámites de derecho hasta hacer cumplido pago 
al acreedor por capital, intereses y costas, con reserva de 
su derecho al reo para el ordinario. Repóngase. 

Juan Palma. 

La parte de Olmos apeló y el recurso se otorgó en re- 



r«li» de I« «uprcm» Corle 

Humos Aires, Noviembre 12 de 1810. 

Vistos: Considerando que la escepcíon de incompetencia 
puede deducirse al empezarse el juicio y resolverse ante todo: 
"•■e. en el presente caso no ha consentido el demandado en 
[ i oroj-ar la jurisdicción por el hecho de concurrir al re- 
conocimiento ; porque estaba obligado á obedecer el mandato 
del jue¿ para un acto que no importaba sinó un tramite por 
el que nada decidía, ni el demandado se sometía á su juris- 
dicción para que conociera en una acción que aun no se 
había entablado : por estos fundamentos dejase sin efecto el 
auto de Coja doce, satisfechas las costas y repuestos los sellos 
devuélvanse, para que se resuelva como corresponde la escep- 
cion deducida. 



Salva do ii M. del Cáhuil. — Fhakcislo 
Delgado.— José Baimos Pazos. ■•- Be- 
nito CaKRASCO.— SiAnCELlNO UCABTE 
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Contienda de competencia entre el Juez Federal de Buen 
Aires y d de 1 3 Instancia en b Civil de ta Provincia. 



Sumario. — T La jurisdicción del Juzgado que conoce dn 
un concurso ó juicio de partición de herencia es univrrsal y 
avoca á sí el conocimiento de todas las acciones que contra 
él se promuevan ó existan en tela de juicio por otros juz- 



2" El conocimiento de estas causas corresponde á los Juz- 
gados de las Provincias, aun cuando se ejerciten acciones 
<|ii(] por razón de la materia sean do jurisdicción nacional. 



Cam — Ante el Jtu-z federal en Buenos Aires se entabla- 
ron ires demandas contra I). Francisco Uorzonc: — La pri- 
mera por Pedro Saviñon y \\. Domingo llerdiiia, por 7.000 
pesos m c. valor de trabajos en la construcción de la ba- 
llenera «Silencio y Respeto» ; la segunda por I* Antonio Ca- 
mngli y C*, por 25,754 $ m c, importe de materiales su- 
ministrados para la construcción de dicho buque; y la ter- 
rera por D. N. Rossi, reclamando li 318 g m e, importe 
de composturas hechas en buques de propiedad de Borzone. 

No habiendo comparecido Borzone se le nombró un defen- 
sor, ií solicitud de quien se libro* un eihorlo al Juez de i* 
Infancia de l a Provincia, l)r. 0. Miguel tlarcía Fernandez, 



gad 



los. 
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ante quien Borzone había hecho cesión de bienes, pidién- 
dole no dispusiera del precio de la ballenera i Silencio y 
Respeto ii que ha tita sido vendida judicialmente, hasta que 
no se resolviese los autos iniciados en la jurisdicción fede- 
ral, por tratarse de crédiios que una vez justílieados, ten- 
drían privilegio sobre el precio obtenido. 

En el eslado presentólo con la i-esion de bienes, apare- 
cían como acreedores Camoglí, Saviñon y Kossi. siendo »>l 
pasivo (nial 265,983 #m'c, y el aciivo único la Roleta «Si- 
lencio y Respeto. » 

Recibido el oficio por el Juez de Provincia, se corrió tras- 
lado al defensor de los bi.-ncs, y este sosteniendo la compe- 
tencia esclusiva del Juzgado, invocando el arL 12, inciso *> 
de la Ley Nacional de 1863, los principios declarados por 
tas leyes generales, y la interpretación constante que la Su~ 
prema Corte Nacional había hecho del inciso citado, pidió 
que se pidieran al Juez Nacional los autos seguidos ante él. 
y que no se pusiera á su disposición el dinero, producto de 
la venta. 



F.llo del Jun Provincial 



Buenos Aires, Setiembre 10 de 1870 

Y vistos, considerando ; — 1* Que p0 r las leyes generales 
la jurisdicción del Juzgado que conoce de un concurso ú 
juicio de partición de herencia, es univeisal y avoca á si el 
conocimiento de todas las acciones que contra él se pro- 
muevan ó exítan en tela de juicio por otros juzgados. 

2 o Que por el inciso 2" del art. 12 de la Ley Na- 
cional de U de Setiembre de 1863, se reconoce ese mismo 
carácter privatoho á la jurisdicción de los Juzgados de Pro- 
vincia, ««luyendo espesamente á la de los Tribunales Na- 
cionales; sin que sea de aceptarse la interpretación que el 
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Señor Juez Federal de Sección de Buenos Airea dá á ese in~ 
cisn en el auto transcrito en su oficio foja 3t>, Éé ser la es- 
eepeion del inciso referente solo á la nacionalidad y vecin- 
dad tle las personas ¡ingresadas; pues (al interpretación es 
contraria:! la jurisprudencia práctica, establecida por la misma 
Suprema Corte de la Justicia Federal eu casos análogos; y 
especialmente en caso idéntico al presente, tratándose del 
r uieurso de Cor ti II i va y C 4 con Hermán n Van Monten, en 
que se reconoció ser incompetente la justicia nacional, se- 
gún se vé en los «Palios de h Suprema Corle», páj, Hr-J, 
lomo ¡I", entrega I a . 

1»nr estos y los demás fundamentos que aduce i-I defen- 
sor de los !) iones on su escrito de foja 38, contéstese al 
Juez de Sección, míe este } uzgndo sostiene su jurisdicción, 
y que no solo rspera se sirva aquel remitirle los espedientes 
que corren ante su Juzgado y á que se refiere su oficio f. 'Mi, 
sino que no puede poner á su disposición id dinero, producto 
dtí la venta del buque de ISorzone j finalmente, si insis- 
tiese en su competencia, se sirva elevar los autos de la ma- 
teria á quien corresponde, avisándolo á este Juzgado para ele- 
var también los presentes, á fin de que se resuelva la con- 
tienda suscitada. Repónganse ios sellos. 

Miguel García Fernandet. 

Comunicado este auto al Juez de Sección, este insistió en 
sostener su competencia, como se ve por este 



No habiendo analogía entre el presente caso y el citado 
por el Señor Juez de 1* Instancia en lo Civil, Dr. D. Miguel 
García Hernández, por cuanto en el último se trataba de una 
acción personal, dirijida contra el es-consul de Holanda, 



Fallo del Jurz Scrrionnl 



Buenos Aires, ürtuhre 5 de 1 STO 



51=8 PILLO» DE LA SlTPftBMA CORTE 

mientras en el preséntese traía de acción real dirijida con- 
tra la ballenera «Silencio y Respeto» , procedente de construc- 
ción de dicho buque y provisiones suministradas al mismo, 
en que la jurisdicción nacional es esc! u divamente competente 
por razón de la materia, de acuerdo con el aitícnlo 100 de 
la Constitución de la Nación, inciso 10 del art. 2", y arl, 12 
de la Ley de I I de Setiembre de 1803, sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Nacionales, y á lo que se 
agffg». 4«e la Suprema Corle inlérprete dHinilivo de la Cons- 
titución Nacional, por sentencia de 10 de Noviembre de 18f>0, 
confirmatoria do la de este Juagado, de 20 de Agosto del 
mismo, en la causa de la iMarineüa», lia declarado que la 
Justicia Nacional es competente para conocer en causas de 
la naturaleza anteriormente espresada, aun cuando los deu- 
dores estuvieren concursados. Por estos fundamentos, y los 
del auto de 17 de Junio último, foja 38 del espediente se- 
guido por l>. Antonio Camugli y C\ contra D. Francisco Bor- 
zone, el Juzgado insiste en sostener ser el único competente 
para continuar entendiendo en los autos ante si pendientes, y 
para pedir se ponga á su disposición el precio de venta de 
la ballenera «Silencio y Respeto », no baciendo por conse- 
cuencia lugar á la remisión de autos; y ordenando pasen á 
la Corte Suprema, para que resuelva la cuestión de com[iu- 
tencia, comunicándose al Sr. Juez, Dr. D. Miguel Garfia Fer- 
nandez, para que remita los suyos por su parle. Repónganse 
los sellos. 

Manuel Zavateta. 
Elevado uno y otro espediente se dictó el 

rail* de I* taprcm» Corlo. 

Buenos Airas, Nofiemhre 15 de 1870. 

Visto»: por los fundamentos del auto que se registra á 
foja cuarenta y cinco del espediente seguido ante U Jurís- 
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dicción Provincial, se declara que á esta corresponde el co- 
nocimiento de la présenle causa con lodos sus incidentes, á 
cuyo efecto se remitirán al .lut-z de Primera Instancia en lo 
Civil, <jue lia sosienidn la competencia, haciéndose saber al 
Juez de esla Sección con el correspondiente oficio 

Salvador M* drl Carril. — Frah- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — BbNiTO Carrasco.— 
Marcelino Ucarte. 



cal» a cixxiv 



D. Guillermo Quin y ü. Esteban Sultivan, contra //. José 
& Lezama, por cobro tie satvataje. 



Sumario. — Aspirando el lamino de un cnnirato de sal* 
vamenlo de un buque por el que dche ponerse ;i (lole en 
tiempo determinarlo, n<> hay acciones que pueda ejerciiar el 
qur debió salvarle, aun cuando el salvamento posterior se deba 
en parle á los trabajos lícitos eon moiívo del coniralo. 



Cuso. — 1) Guillermo guin ; I) Kstéban Su llívati celebraron 
un contrato con D. José Gregorio Lezama por el cual se 
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comprometieron i sacar el vapor «Brasil oí roí de una enca- 
lladura en que se encontraba en el rio Paraná, frente á San 
Nicolás de los Arroyos bajo la base de que el boque *eria 
puesto i flote, sin sufrir nada su casco, dentro del término 
de cuarenta días, perdiendo en caso contrario lo> Sres. Quin 
y Su! I i van, todo derecho á la compensación convenida fie 
100,000 o me., como igualmente á toda indemnización por 
gastos, y debiendo quedar á favor del buque las maderas que 
se empleasen en dichos trabajos. 

En Julio de 1868, Quin y Su Ni van se presentaron al Juz- 
gado de Sección esponieudo que emprendidos los trabajos 
tuvieron mal resultado á causa de un fuerte temporal que 
hubo antes de espirar el término convenido y cuando espe- 
raban de un momento á otro poner á flote el vapor. Que 
habiéndote negado Lozama á prorogar el contrato y no que- 
riendo ellos perder los grandes trabajos que tenían hechos 
y la esperiencia adquirida en la obra, resolvieron seguir, no 
ya en virtud del contrato que había caducado, sinó en la 
esperauza de que, en caso de buen éiito, serian recompen- 
sados, cu la forma que espregan los arts. 1462 y 1463 del 
Código de Comercio. Que con estos nuevos trabajos que 
duraron 20 di as, hechos con consentimiento de Lezama y 
del Capitán, el buque fué puesto á nueve piés mas bajo 
qoe el terreno en que encalló, cun lo que, á la primera marea 
el buque quedó á flote, saliendo al canal del rio por el 
artificial que se habia practicado. Que habiéndose negado 
Lezama ú pagarles la cuenta que le habían pasado, impor- 
tante. 5,200 pesos fts. se vefan en el caso de demandarlo. 

Lezama, contestando, pidió se rechazara la demanda etn 
costas, dijo : 

1« Que no era parte en el asunto, pues los nuevos tra- 
bajos, si se hubiesen hecho, seria por cuenta de la Com- 
pañía aseguradora del buque, el que por lo demás ja no era 
de su propiedad, sinó de Ferreira Lavalle y O, 

2« Que no era cierto que después de caducado el cuu- 
trato que habia sido renovado 'infructuosamente, hubiesen los 



i 
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demandantes realizado nuevos trabajos para salvar el buque, 
ni que en caso contrario se hubiesen hedió con su consen- 
timiento espreso d el nel cuntían y menos que á ellos se debiese 
el salvamento. 

Con ta prueba producida poi las partes, se dicid el si- 
guiente : 



Buenos Air.'?, Setiembre 28 de Í870. 

Victos estos autos seguidos por I). Guillermo (Juin y D. Es- 
léban Sullivan comra D. José Gregorio Liza m a |jor cobru 
de cantidad de pesos procedente del salvataje dd vapor *üra- 
sileyro* y resultando : 

1' Que el 3 de Setiembre de 1867 los demandantes y el 
demandado celebraron el conlralo corriente á f. 57, en que ios 
primeros se comprometieron á sacar el vapor «Brasileyro» do 
di; la encalladura en que se encontraba en el rio Paraná frente 
á San Nicolás, bajo la base de que el buque seria puesto á 
flote, sin sufir nada su casco, dentro del término de cuarenta 
días, perdiendo en caso contrario los Sres, Sullivan y Quin 
lodo derecho á la compensación convenida de 100,000 pesos 
moneda corriente como igualmente i toda ind-mnizacion por gas- 
tos, y debiendo quedar á favor del buque las maderas que se 
em [deasen en dichos trabajos. 

2 S Une caducado dicho contrato, los demandantes preten- 
den haber continuado por al término de veinte días próxi- 
mamente con consentimiento de Lezama y del Capitán, 
los trabajos para salvar el buque, y que á dichos trabajos 
se debió su salvamento, lo que los autorizaba para cobrar 
salaria de salvamento con arreglo al art. 1443 del Código 
de Comercio. 

3 o Que el demandado opuso las siguientes eserprinnes : 
1' No ser pane, por corresponder los gastos de salvamento 
* 3fi. 
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á la compañía aseguradora, ni haber pertenecido á e"l sinó 
áFerreyra, La valle y C a el vapor «Ilrasileyro». 2* No ser 
cieno que después de caducado el contrato de tres de Se- 
tiembre, hubiesen los demandantes realizado nuevo;-, trabajos 
para poner á ilole el vapor, y que en caso contrario se hu- 
biesen practicado con su consentimiento y el del capitán y 
que á ellos se debiese la salvación del buque. 

i' Que de la prueba producida por los demandantes y que 
corre de f. 38 vía. á 40, 53 á 55 y 67 a 69 mi resultan 
justificados los hechos que sirven d<> fu nd amento ¡i la demanda, 
siendo de notar que el capitán del vapor * María * I). Luis 
N. de María, testigo presentado por los demandantes, atribuye 
t'l salvamento á tos esluerzos que con su vapor hizo par» 
sacar al «Brasileym» de la baratura y principalmente á una 
gran creciente del río. 

Y considerando : l u Que no existí: con ir al» que autorizo á 
los demandantes para cobrar salario de salvamento. 

2" Que aunque es verdad que según el arl. i 4 13 del Cridigo 
puede una persona, con consentimiento rspreso del capitán 
ó del oficial que baga sus veces, salvar el buque encallado, 
y que en tal caso tendría derecho á cobrar salario de sal 
vamento, como lo previene el arl. 1463 del mismo Código, 
no estando probado que lo* demandantes hicieran trabajos 
para salvar el vapor con posterioridad á la espiración del contrato 
de 3 de Setiembre, ni que tales trabajos en caso de ser cierto:*, 
se practicasen con consentimiento del capitán y que á ellos se 
debiese la salvación del buque, falta la base en que podría 
apoyarse la demanda de salarios de salvamento, pues aun supo- 
niendo que el vapor se hubiese salvado debido en parle á los 
trabajos practicados por los demandantes, no constando oíros 
que los hechos según el contrato que caducó, no tendrían 
tampoco derecho para cobrar recompensa de ninguna especie. 

Por estos fundamentos fallo, absolviendo á I). Gregorio Le/.ama 
de 'a demanda interpuesta por D. Guillermo Quin y D. Estébau 
Sullivau, con costas á los demandantes. Repónganse los sellos. 

Manuel lava leía . 
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Habiendo apelado los demandantes, se dictó este : 



Huenoj Aires, Noviemhre 17 de 181U. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con cosías lasen- 
terina apelada de foja noventa y siete vuelta, y satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M» del Cáhuil. - Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos.— Be- 
nito Carrasco, — Marcelino L'cahTl, 



C %U9A C111V 



Han i he jo Aginar contra /><m Conrado /ticu, svbr'e interdicto 

de retener la posesión. 



Sumario. —En el interdicto de retener, probada la actual 
posesión > el hecliu de que se intenta ii. quietarlo, el Juez 
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debe ampararlo y condenar al que lo perturba, en daños y 
perjuicios y cosías. 

Caso. — En 9 dü Agosto de 1870 se presentó Don Diego 
Aguíar ante el Juez Nacional de la Ser c ion de San Juan es- 
poniendo : que había poseído desde mas de (rehila años una 
suerte del agua del manantial del Acequión co donde tiene 
una estancia» con potreros y huertos labrados y regarlos con 
esa agua. — Que en el año de IKlU, habiendo tenido díli- 
cultades con ü. Amero Barriga y (I a , colindantes y copro- 
pietarios del agua del Acequión, tranzaron por el momeólo 
reconociéndosele un turno semanal de. dos dias consecutivos. 

Que en la semana anterior á la demanda, I). Conrado 
Ríos á su nombre y como apoderad» de í). iti cardo Hume 
res, ambos chilenos, había cumplido la amenaza que le ha 
bia hecho, de tapar á tierra la suerte de agua que corres- 
ponde á su estancia, prevalido de la fuerza difícil de re- 
sistir en lugares despoblados. 

uim- importando este liecbu un despojo arbitrario, pedia 
que previa la información del raso, se librase mandamiento 
contra D. Conrado Kjos, para que usándose de la tuerza, 
se restituyese en la posesión del agua de que antes disfru- 
taba, condenándosele en los daños y perjuicios sufridos y 
en las costas del juicio. 

Convocados á juicio verbal, D. Ramón tionzale*, por Ki"s t 
contestó que el interdicto inlcrpaeslo estaba desnudo de fun- 
damento fie derecho, pues se dice que el despojo es de un 
derecho, cuando no se ha probado la existencia de ese de- 
recho, <Jne en el caso presente, como el a^ua no es sus- 
ceptible de posesión verdadera ni lictii ia, porque la que viene 
en un instante pasa y se renueva con otra, era preciso 
para que el derecho hubiera preexislido al acto que se supone 
despojado, que la servidumbre hubiese estado adquirida de 
antemano, lo que tampoco se ha probado, pueslo que Barriga 
como arrendatario no podía reconocer servidumbres en el 
fundo arrendado. 
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Que el agua naco y mucre en la propiedad de su pan?, 
por lo que tapándola no ha hecho mas que usar de su de- 
recho, y eslo dentro del mismo finido sin necesidad do en- 
trar en el de Aguiar, y que quien usa de su derecho á 
nadie perjudica. 

La parle de Aguiar replicó, ojie estando disfrutando del 
agua que salía del manantial del Aseq ui-jit, como el contra- 
rio lo reconoce, el hecho confesado de haberla tapado im- 
portaba un verdadero despojo de un derecho de que goza, 
y de que solo podría privársele en virtud de sentencia ju- 
dicial. 



Fftllo del Juei dr ^rrlnn 



San Juan, Neliemlre 9 de i 870. 

Vistos estos aulos, en el juicio de interdicto por acción 
de despojo promovido por I). luego Aguiar contra I>. Con- 
rado Ríos, con lo espueslo por ambas partes, y conside- 
rando : 

\ n Que el hecho en que Aguiar funda su demanda ó ac- 
ción de despojo consiste en que Kins, encarado de la es- 
tancia Del Durazno, de propiedad de I), Ricardo Numeres, 
y en cuyo terrena nace el agua del manantial del <Azequíon> 
saliendo al terreno eontiguo de propiedad de Aguiar, ha 
obstruido la salida, privando á este del goce del agua que 
tenia en posesión en virtud de arreglo hecho entre él y los 
poseedores anteriores á ítios, del Durazno, 

2" Que Ríos contestando á la demanda, dice, que no 
eiiste despojo, pues el hecho de haber obstruido la salida 
del agua del fundo que está á su cargo, para que no pase 
al de Aguiar no importa un despojo, pues el agua que corre 
no es susceptible de posesión material, y no teniendo dere- 
cho Aguiar al uso y goce de dicha agua, no ha podido ser 
despojado por un acto propio ejecutado dentro de los lími- 
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tes del Durazno, siendo necesario que acreilite tener dere- 
cho á servil lumbre ile agna para considerarse despojado. 

3 o Que Aguiar por su parte sostiene que estando disfru- 
tando <le1 agua que salia del manantial leí » Asequion » co- 
mo consta del convenio cutre á\ y los anteriores poseedo- 
res del Durazno, la obstrucción de la salida del agua por 
parle de Ríos importa un verdadero despojo de. un derecho 
que goza actualmente, y que solo podrió quitársele en vir- 
tud de sentencia judicial, j no por el solo lu cho y voluntad 
de Rio que intenta hacerse justicia por si mismo. 

4" Que los úeuiás argumentos de las parles, relativos á 
los derechos al agita disputada, según los títulos prcsmla- 
dos v la posesión inmemorial, son inconducentes á este juicio 
de simple interdicto, en que no se trata del derecho real y 
legítimo sino de la posesión actual. 

5* Que el interdicto propuesto, no es de despojo ó de re- 
cobrar como se intenta por Aguiar, para el que se necesita 
una real y efectiva eyección, la que no ha tenido lugar en 
este caso, pnrs el aclo de obstrucción de la salida del Agua 
por parle de Rios, la ha hecho en su terreno, y solo ha 
producido el efecio de impedir á estorbar el uso de un de- 
recho que Agujar crea tener y poseía al tiempo de la ohs- 
Iruccion. 

fj 6 Que en este ¡aso el interdicto no es de ir cobrar sino 
de retener, y para deducir la acción respectiva están en el 
préseme caso, llenadas las condiciones que oxije el arl. 327 
de la Ley de procedimientos de 1 t d-i Setiembre de 18íi3, 
pues consla de autus y de los hechos alegados y no con- 
tradichos, que hay actual posesión y que se ha tratado de 
impedirla por actos que la perturben. 

Por estas consideraciones y oirás que se omiten — fallo 
el presente juicio de inieniicio, y declaro: que 1). Conrado 
Rios no licué derecho a obstruir la salida del agua del 
i Asequion» sin mandato de autoridad competente, debiendo 
abrirla en el término de ires días, con las cosías del juicio 
y la satisfacción de daños y perjuicios o,ue la parle de 
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Apiñar justifique haber sulrulu por la privación del agua 
desde el dia en que fué obstruida la salida hasta el de su 
apertura, y quedando íí salvo el derecho de las partes con 
relación á la propiedad de dicha a«tn para ventilarla en 
ció ordinario.— IIá»a9'i saher el original. 

Ntifuuud Murcitto. 
!.a pane de Rios apeló ni rclaeion. 



Fnllo de I» Aii|»rrm» €'ort«* 



Hiienos Aires, Noviembre 17 de 1810. 

Vistos; por sus fundamentos, se confirma ron rosUs, la 
semencia apelada ilc fuja treinta y chairo, y satisfechas y rc- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M* ukl Cáhuil. Fran- 
CISCO DtLCAUO. Justó Huiros 

Pazos. — \hx\:a Carrasco. 
Marcelino LY.arte. 



FU LOS l'K LA SUPKEMA COftTB 



CAUSA C**\VI 



D. Dtó'jntes Mañero t wctamtindo sur ptu'sto en libertad 



Sumario, —Puesto en libertad mi individuo que reclama 
de ilegal su prisión se archiva el espediente. 



(Áiso. — 0, Diógenes Maulero, vecino de Knlre-Itios, se pré- 
senlo anie la Suprema Cdrte, invocando el art. 20 «lela ley 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Naciona- 
les y pidiendo que se le mandara (muer eu lilierlad, de la 
que había sido privado por el Coronel XcUoit, que por la lej 
no eslaba facultado para aprehender ciudadanos jue no habían 
cometido delito atenuó. 

Pedido informe al P. lv Nacional, <d Ministril de la (Hierra 
informó que por dalos privados se tenia la sospecha que el 
recurren! h en combinación con los rebeldes de Entre-Hios, 
cooperó al pasaje de Luengo á Sania F*5 4 y fué comprendido 
en las medidas de segundad adoptadas en represión de la 
ayuda que se daba á los rebeldes ; que posteriormente a la 
aclamación que había entablado halda Milu puesto en libertad 
con la prohibición de salir de esta ciudad sin un permiso 
especial del Ministro de La Guerra. 
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Fallo de la flu|ir*mn Corte 



Buenos Aires, Octubre 20 de 1870 



Rf&uliamlo del prectulunin ¡ufurme ipie se encuentra el 
recurrente en libertad, archívese este espediente. 



f). Pedro fíomrro rPrlamawln t,r punta en libertad. 



Sumario. 1.a prrrogaiiva consignada en o\ arliculo 20 de 
la ley sobre jnrisdicrinn y romitétencía de los Tribu nales 
Nacionales, no es estensiva á ios militares (irosos como bom- 
beros del enemigo. 



Salvador M. rkl Carril.— Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos. — 
Benito Garramo. Marcelino 
(Toarte. 



r*i*% ct&mvu 
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Casa. --(>. Pedro Homero, vecino de Sania Fc*. preso en 
un ealahozo del Cuartel del ftctirn, se presentó anle la Su- 
prema Corte, csponiemlo que por asninos ¡lariiculares ii 1 
trasladó de Sania Fe al Paraná, — Que alli á su llegada fué 
preso por el ge re militar de la Plaza, sin hacérsele conocer 
la causa de su prisión. Que se le tuvo engrillado por mu- 
chos dias en un calabozo y después se le había conducido á 
Buenos Aires, donde aun estaba preso y con grillos. Invo- 
cando el arliculu 20 de la Ley sobre Jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales Nacionales, pidió se le mandara po- 
ner en libertad, previo el informe correspondiente del Minis- 
terio de la Guerra. 

Kl Ministerio de la Guerra informó : 

* El Allerez Pedro Romeio fué tomado en la ciudad del 
Paraná como bombero del enemigo, l as operaciones del 
ejército impidieron su enjuiciamiento segur» correspondía, y 
para tenerlo en seguridad lia*ta la oportunidad debida» lué 
remitido aquí, hallándose aun pendiente su juicio. » 

Buenos Aires, Noviembre Í0 de 1870. 

U. fie Gainza 

Fallo o> la Suprema Cnrte 

Rueños Aires, Noviembre 19 de 1870. 

Visto en el acuerdo. Por lo que resulta del informe dado 
por el Poder Ejecutivo a (cija cuatro vuelta, no hj lugar á 
la escarcelacion solicitada, y archívese pré%io pago de costas 
y reposición de sellos. 

Salvadu» M 4 del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Benito Carrasco.— Mar- 
celino Ugaivte. 
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fi. José .»/• €mpiñt mlamaniln ser pusstn ™ libertad. 



Sumario. — La prerogaliva consignada en el articulo 20 tic 
lo Iry sobre jurisdicción y competencia tic los Tribunales Nn- 
ríonates, no es extensiva i los militares prisioneros de guerra 



Caso.- D, José M* Crispin, Sárjenlo Mayor de Guardias 
Nacionales i)e la Provincia de Entre-Rios, se présenlo ante 
la Suprema Orle esponiendo: que habiendo ido á la Villa 
Crquiza á restablecer su salud quebrantaría, fue* lomado preso 
y conducido á la ciudad del Paraná en donde al cabo de 
algunos dias se le puso en libertad. Que cuando del Paraná 
debia marchar á campana rl ejército, el Comandante en Gefe 
le mando" esleuder pasaporte por el Coronel Borjes, quien lo 
redujo nuevamente á prisión, remitiéndolo posteriormente á 
Rueños Aires. Que no alcanza el motivo de este proceder, 
pues separado del ejército de la Provincia á consecuencia de 
su enfermedad, no poríia ser considerado como prisionero de 
guerra, y que cuando así fuese ya había sido puesto en li- 
bertad por rirdeii del Ministro de la Guerra, la que el Co- 
ronel Borje» no dibié ríeseonoier. 

Invocando el articulo 20 de la ley sobre jurisdicción y com- 
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petencia de los Tribunales Narionales, pidió se le pusiera en 
libertad, previo informe del Ministerio de la Guerra. 

El Ministro de la Guerra informó : 

« El Sarje mo Mayor José" M a Crispin fué lincho prisionero 
de Guerra en la Villa Urquiia en En t re- R i os, y remitido anuí 
por el Jefe Militaren seguridad, con otros que sr hallan 
en iguales coodiciom-s. ü. 

Gainsa. 



Vallo d* la AuprrmR Cort* 



Buenos Aire*, Noviembre 19 ile 1810. 

I'or lo que resulta del informe dado por el Poder Ejecutivo 
á foja seis <-ueMa, no ha lugar ú la esearcelauon solicitada 
y archívele, previo papo de costas y reposición de sellos. 

Salvador M* del Carril. — Francisco 
Delgado, — Jo¿É Barros Pazos. -- 
Benito Carrasco* — Marcelino 
Ugarte. 
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CAUSA l'»!Kim. 



D.Juan Bautista Candía, nclamamUf d? su prisión ordenada 
par el Jun del Crimen de Corriente*. 



Sumario. — I" Por el artículo Mí de la Constitución Naeio- 
ual y por la ley de Buenos Aires iir de Julio di* 18'J3, 
fueron aludidos los lucros personales, quedando sujetos ;í la 
jurisdicción ile ios Tribunales do los Lstadns, los delitos co- 
munes de los militares que no sean sometidos dentro délos 
ruárteles, en mn retía á en arlo de servicio. 

2° Los Tribunales Provinciales pueden capturar á l<* pre- 
Minios delincuentes, aunque sean militares ó se hallen de- 
sempeñando una comisión nacional, sin que precisen auhi- 
ri/aeíon právia de sus jefes. 

3" La Cédula lleal de I" de Agosto tic ITHt que disponía 
que cuando la justicia ordinaria procediese couira un militar 
debia verificar su prisión por conducto de su jefe, está 
abolida. 

■í" La prerogaliva establecida por el articulo 20 de la lej 
nacional de 14 de Setiembre de f8t)3, solo se reíiere á pri- 
siones ordenadas por autoridad ó persona que no eslé fa- 
cultada por la ley. 
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Caso. — En el año <!c 1870, el Dan Juan Bautista Candía, 
Teniente Coronel de fiuardus Nacionales «le la Provincia de 
Corrientes, movilizadas en servicio de la Nación contra el re* 
beldé D. Ricardo López Jordán , fué al pueblo de Helia- 
Vista, con pasaporte del General en Gefe, con el ohjeio de 
reponer su salud y con la comisión de conducir ai Ejército 
Nacional á los ciudadanos míe voluntariamente quisieran en- 
grosar sus lilas. 

Encontrándose en dicho pueblo faé preso, engrillado y re 
milido ú la Capital de la Provincia en virtud de una orden 
uVl Ju«7 del Crimen de la misma. 

En este estado el mencionado Jefe ocurrid al Juzgado di- 
sección esponiendo: que ningún delilo había cometido do- 
rante su permanencia en Hi lla-Vi>ta ; que pfac^íieridó su 
prisión de bichos acaecidos muchos años airas, ella era 
ib-gal y aleniaioria de las prerognlivas de la autoridad na- 
cional en cuyo servicio se encontraba cuando fué preso; que 
ningún Jefe que esté en servicio activo puede ser arrancado 
de su puesto por autoridad ¡dguna provincial, sin consentimiento 
del General & cuyas órdenes esté. 

Pidió invocando el art. 20 de la ley de U de Seticmbrt- 
de 1803, que se le mandase poner en libertad por haberle 
privado de ella un Juez que carecía de facultad para hacerlo, 
y sin e> consentimiento de su superior. 

El Juez del Crimen de la Provincia informó que Candi a 
bahía sido preso á requisición flseal, por estar procesado 
por tentativa ¡le asesinato, usurpación de autoridad y heridas 
inferidas á presos, dentro di- los calabozos de la CárcH 
Pública de «ella -Vista, el 25 de Febrero de 1868, no ha- 
biéndosele aprehendido antes porque fugó de la Provincia. 

El Procurador Fiscal dictaminó que Candía había sido ¡le- 
galmente preso put-s nadie podia hacerlo sin el consenti- 
miento ó aviso cuando menos de su jefe inmediato, y pidió 
se accediera á lo solicitado por él. 
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ful lie del Juez itv Secrion 

Corrieotes, Setiembre 9 fie 187U. 

Vista la solicitud del Teniente Coronel D. Juan Bautista 
Dandi?, esponíendo que hallándose sirviendo en el Ejercito 
que opera Contra el rebt-lde Lope/. Jordán, al mando del 
General Géíty, vino ni pueblo de liHia-Visia con el doble 
objeto «le n-parar su salud, y de llevar aquellos individuos 
que quisieran ir voluntariamente á engrosar sus filas, según 
lo comprueban el pasapnrie otorgado ¡mr el espresado Ge- 
neral, y la ñola (Je lecha 20 de Julio dirijida al Juez «le Paz 
«le Bi'lla-Visia, que présenla; que bailándose en este punto 

hié rspiiirailü pnr órd leí Juez del Crinen, y remitido ron 

una barra de grillos á la Cárcel Pública ele esta Ciudad; 
tpie la causa de su prisión se remooia á algunos años antes, 
pues durante su permanencia actual, no lia intervenido hecho 
alguno <le su parle que pudiera motivarla ; que por tin, ha- 
biendo sitio aprehendido sin autorización ni aviso del jefe 
que lo mambí en comisión, su prisión era ilegal, y debía 
el Juzgado ordenar su iuiuediaia libertad de conformidad al 
arliculo 20 de la ley de competencia uieional. El Procurador 
V i se al á quien se le corrió traslado de esia petición, opina 
igualmente, que la prisión de Uúiuiiü es ilegal por haberse, 
veri Orado sin autorización ni aviso de su jefe inmediato. 

Y considerando: l u Que pnr el artículo 10 de la Cons- 
titución Nacional, y por la ley de 5 de .folio del año 23. 
dictada en Buenos Aires, la que se lia convertido en juris- 
prudencia en la República por su constante aplicación, lian 
sido abolidos los fueros personales, quedando sujetos á la 
jurisdicción de -los Tribunales de Estado los delitos comu- 
nes ile los militares que no hubiesen sido cometidos dentro 
de los cuarteles, en marcha ó acto de servicio, y por lo 
tanto, no puede dudarse que el Juez del Crimen sea com- 
petente para proceder contra un militar por un delito come- 
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tido antea de serlo, d de hallarse al servicio de la Guardia 
Nacional, como sucede en et presente caso, según lo rrvvln 
el informe de dicho Juez, corriente á f. 10, 

2° Que siendo la jurisdicción de loe Tribunales Provinciales 
independiente de cualquier olra autoridad, pueden captura» 
á los presuntos delinenentes, aunque estos sean militares, <i 
se bailen desempeñando una comisión nacional, sin que pre 
cisen autorización previa de sus Jefes, pues de lo contrario 
quedarían sometidos ú la buena o mata disposición de aquellos, 
desde que no hay ningiiu Tribunal que pudiese obligarlos a 
cumplir con este deber, á requisición de los Jueces Provinciales 
:i* Que la Cédula Real de I o de Agosto de I7si, que 
disponía que cuando la justicia ordinaria procediese contra 
un militar, debía verilicar su prisión pnr conducto de su 
(¿efe, está abolióla, pues no existe ningún tribunal que dirim í 
las competencias que se suscitasen entre el Juez ordinario > 
aquel, como lo había en Esparía, ni eiisten tampoco entiv 
nosotros los fueros personales, que eran el fundamento d.- 
esa disposición, y es por eslo que la ley del año 2:í citada 
solo manda que se dé aviso al Jefe respectivo, cuando lu.^ 
jueces ordinarios procedau contra un militar por delitos su- 
jetos á su jurisdicción. 

4" Que el art. 20 de la ley nacional citada, ordena que 
cuando ana autoridad provincial, pusiese presa á alguna per 
sona que obre en comilón del Gobierno Nacional, la jtwti- 
cia nacional investigue sobre el origen de la prisión, y en 
caso de que esta haya sido ordenada por autoridad ó per- 
xana ijtie no e.vfe fttculUuh por la L'y mandara poner al preso 
en libertad. En cuyos términos no se baila comprendido el 
caso de Cándia, pues la autoridad que le ha aprehendido, 
tiene jurisdicción para jnzgarlo por el delito que lia motivado 
su prisión, como no lo desconoce aquel. 

Por estos fundamentos, fallo, que debo declarar, que do 
se hace lugar á ta solicitud de Camila, pidiendo su libertad 
saber y repónganse los sellos. 

Carlos Luna. 
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de I» Suprema Carie. 



liutínüs Aires, Noviembre 19 de 1870. 
Vistos: por sus Jim da me» los, se confirma con cosías la re- 
solución apilada, corritmlo de foja veintiocho á foja treinta, 
v devuélvanse. 

Salvador M* ijel Carril.— Fran- 
cisco Delgído.— Jus¿ Barros 
Pazos, — Benito Carrasco. — 
Marcelino L'garte. 



E! Procurador Fiscnl de la Sección de San Luis, contra el 
Gobernador de la misma Provincia. — Incidente 
sobr- competencia. 



Sumario.— ['.a f.ancrnador de Provincia, ni ion Iras dura en 
el ejercicio de sus mneionrs, no puede ser criminalmente 
enjuiciado ante el Poder .hidicial de la Nación. 
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Caso. — De un sumario mandado levantar por el General 
Arredondo, gefe de la ["ruinera de San Luis, Córdoba y 

Mendoza, ampliado después por óidrU del Jiir.'. de Sección 
rcsoluí : que eó el año 1X117 cuando el Cieneral Paum-ro, J ri'u 
del Ejtii rito del Interior contra l.i rebelión, rt-gr^sij de San 
Luis desunes itel contrasta de la Uinnmada , dejó en aquel 
pueldu tres cairelas > dos carros i-n poder ile José* H' Mlet< 
de los pe al ario siguiente, uno finí entregado j lleudo ;'< 
Villa (íe Mercedes por el Teniente l'.ornm l I) Dalmiro Her- 
nán d i7. ; i|ue el <itro carro y las (res carretas ex ¡Miau en po- 
der ile h. Cedro \nli>riio L'dio i¡n icn los tomó con consenti- 
miento del UobTiiadoi 1». Itultim Liircr ; Sosa, con la t>bli- 
gaciun de hacerlas componer y cmismarlas en buen estado. 

Con i-íLoa antecedentes tñ Procnrador Fiscal de aquella 
Sección cnlaldó demanda contra I». l'edn> Lobo por la ni- 
trera de las tres carretas y un ono, las ipie imitó se [in- 
sieran á deposición del Gefe de I* romera ; y pof cuanto 
resulta, dice, que el Sefinf Gobernador de la l'rovhiria lia 
dispuesto de olijetoa de propi "dad nacional, sin que conste 
que para rilo estaba aulurizadu, cediéndoles á particulares, 
pedia se declarare haber lugar á formación de causa contra 
el Gobernador. 

Sustanciado el juicio con un escrito de Lobo eu que dice 
no poder por mas tiempo conservar esos objetos, pidiendo 
que el Fiscal se recibiese tic ellos, el Juez llamó auto* y 
pronuncio el siguiente 



rallo dvl Juez df fferrlon 



San Luis, Agosto "27 de l*7n. 

Vistos: cu la causa seguida á petición Fiscal para averi- 
guar eu cuyo poder existan tres carretas y un carro tic 
nacional que quedaron en esta ciudad cuando el 
l'aunero coutramarchaba al Itio i' después de la 
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batalla de la llinconada, en nueve de Enera del 11*7 . Consta 
'' t; alllos 'I'"' cuandu el Ceiu-ral l'annero regresó de los 
Chosmes can el «jé, dio fi sus órdenes en dirección al liio 
4°. dejo á su paso por la ciudad ir.& carreias y das carros, 

[oa <l la ron dcjiOSi lados en poder de !). Jns<j María 

PabM, de los ,¡ue un carro fui- reeojilu y llevado ú Villa 
de Mercedes - r , | fo&jenits Coronel I* Daliníro Hernández 
y etoiro roiu y tres cúrrelas aislen cu poder ile I». Cedro 
Anloiiio LoIiii$, se-jun corista di- su declaración de f. 10 á 
l<> quien lomó Isa carretas con anuencia del Gobernador h. 
Unliii'j Lucero, |iara conservarlas en su poder; con c3rgo de 
hacerlas reparar y inanimcrlas en buen estado, habiendo 
posieriornifiiie depósiíadose en su poder un carro, 

Considerando : i tttí habiendo se reclamado por el Sr. 
General Arredondo por toiidnci.* de este juzyadu dichas 
carretas y carro. 

2" Que constando de autos ipie I» IVdn. Lobo*, en cuyo 
fioder M» cir-untir; sos chics, no soto no hace resis- 
tencia a eUiregarli-s sir.ti .pie eslá pronto á ello 

Respecto de la |iciicoin l'isi al para *pir se abra d inicie 

J"'"" ' "<»' "o.ua el i i.dicrnador li. Kulino Lucero y 

^os¡] Considerando. 

^ <fr> «te eornn m iodo juicio el primer? principal 

deber dt-l Juez c caminar su < oin¡Hiciic¡a ; hammdose en 
el presenil caso mas apremiante ote rei|iiisilii por la sin^ula- 
riilad de él t ij ue sale entupí. -lamente del orden regular, pre- 
sentando un., especialidad juriiliea, tal vez sin precedente 

igual* I'or este vo es preciso entrar en ciertas considera- 

clones para deducir C elias la competencia ó incompetencia 
de ene juzgado, 

Las Provincias Argentinas, sin embaan de estar libadas 
por el pacto A Ghisi ¡ilición Federal, para formar una Na- 
ción, no fior esto lian abdicado su independencia de Estado* 

soberanos, halo lo renunciado tan solo arpie! la limitada 

liarte de su soberanía necesaria á formar sus vínculos entre 
sí y formar tin lodo; pero conservando el resto, en cuyo 
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ejercicio particular 6 íntimo no pueden inmiscuirse las unas 
en las ot as ni tomar parle la Nación. 

En este concepto cada una de las provincias, siendo un 
eslado hoherano tiene para que la represemu interior y vsw- 
ríormeuic un man dala rio que no us responsable de sus actos, 
siuo ante el Estado mismo á quien representa, quien ú su wt 
rs, solidariamente responsable de los actos di 1 su maiidaiiirio, 
para ante los otros Estallos, ó la Nación misma, no pudieiidn 
ni debiendo por esle iliotívo ser llevado el Gobernador «le 
una Provincia al banco da los anisados, sitió por y ante bs 
auioridadcs dtd pueblo q»e lo conliara sus destinos. 

El Gobernador de un Estado como una consecuencia Injira 
emanada de su nombramiento, y para 110 ser periurliado en 
el ejercicio de sus funciones, queda sustraído absolutamente 
y la jurisdicción ordinaria de los Tribunales, ante los que 
no vuelve sino cuando por un juicio político es desnudado 
de su autoridad y reducido al estado llano de un simple 
ciudadano; ; si esio es así en lo rela..vo al orden interno 
de un Estado ¿ con cuáma mas razón no la será cuando se 
trata de asuntos que tengan tendencias este rio res, en cuyo 
caso el Estado es el responsable por li conduela de su man- 
datario? 

Concretando estos principios generales ú h Cnnlederueum 
Argentina, tenemos la declai ación siguiente, articulo HH de 
Li Constitución .Nacional. « Las provincias conservan todo el 
poder no delegado por esta Constitución al Gobierno Fede- 
ral, k. Las provincias no han delegado al Gobierno Fede- 
ral, por consiguiente, la Nación no tiene esa facultad, > 
cuando un Gobernador delinca ó infrinja disposiciones na- 
cionales, debe ser requerido por el Gobierno de la Nación 
para su reparación, y aun puede pe Hr á la Provincia misma 
la reparación del mal cansado por su mandatario, peí o jamas 
sngclarlo de hecho á un juicio crimina! $ín automación ni 
anuencia del Estado á que representa : mas si ese manda- 
tario se negase á cumplir el requirimicnto del Gobierno .Na- 
cional, por este hecho se constituiría en rebelde contra la 
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Nación, para cuyo caso la ley marea la conduela que dolió 
u humar el Gobierno Xjcinnal y la pena en que incurre el 
rebelde. 

Tenemos Mino un principio de jarlspriiOencia nacional, 
establecido r or rtiotttciltfl.es «le la Suprema Corte de Justicia, 
qm l,i jori&dieejon criminal de la Nación es rt'Slrinjida por 
t , jurisdirrimi de la Provincia i por consiguiente la Nación 
no ejerce jurisdicción criminal, sino en los delitos cuya 
penalida i se establece por la ley de 14 de Setiembre de 
1863* mas para que un J«€í Seccional conozca de un delito, 
no es bástanle que éste sea de aquellos cuya penalidad está 
COrtsiguiida en la n-ferida ley ; pues además boy que obser- 
vjir sí el qiif es denunciado como delincuente raí 1 ! per razón 
d'- su piísima bajo la jurisdicción áe esc Juez; pata esto 
es indispensable tener á la vista la ley solí re jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Nacionales. 

(laminada esla ley cu toda su eslension, no se encuentra 
un solo articulo de cuyo sentido se deduzca que los Jueces 
ib- Si-ciion tengan jurisdicción sobre la persona ib* los (¡o- 
b-itia-luri-s; deduciéndose por el contrario, de la b-tra y 
sentido ile esa ley que, cuando una Provincia es parí", los 
jueces seccionales no son competentes, y habiéndose demos- 
trada aiiU-s que nn listado es responsable por los actos 
.le su mandatario, resulla que en el presente asunto es 
parte rst.i Provincia, por consiguiente está fuera de la juris- 
dicción de este .lo/gado 

Por f-sias consideraciones, ilríinmvamenle juzgando, tallo , 
á lo principal, noiiliqnese ú I). Pedro Antonio Lobos baga 
turma! entrega de tres carrei s corrientes y snb jugos res- 
petivos de propiedad nacional \ del carro que tiene en su 
I ...f. i , al Sr. Vdminísirador de la Itmla de. Correos Don 
Andrés Ihiirogn, quien los tendrá á disposición del Sr. 
Comandante en (Jefe de las fronteras General, D José M. 
Arredondo, sin perjuicio de los reclamos que p* 'ieran hacer- 
se pnr qub-ii corresponda por el carro (|ue dice el Sr. Lobos 
un ser de la Nación. 
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Respecto de la segunda parte de la solicitud en que se 
pide el enjuiciamiento del Sr. Gobernador D. .lose* Rnliuo 
Lucero y Sosa, declarándose incompetente este juzgado no 
h.i lugar, llagase saiier á quien curres p-jnd a, y con copia 
de la présenle de*se aviso al Sr. General Arredondo del re- 
sultado de este juicio. 

J. Pable Suravia. 

Nulificado p| Procurador KíscíI apeló de la semencia en la 
parle que el Juzgado se dechra iuconipelentc para enjuiciar 
al Gobernador '' tí ' a Provincia. 

Vista la causa, para mejor pro ver se dio vi si a :\\ Sr. Pro- 
curador General y esle se espidió" diciendo : i Lo primero 
que se eslraña en esla causa es el lialn-r elJue/ suspendido 
el procedimiento comra el individuo, en cuto poder se en- 
contraron las carretas robada», y que se habia servido de 
ellas . 

<h La escusa que lia dado este individuo os que el Gober- 
nador de San Luis le permitió lomarlas: pero ni eslo esta 
prohado, ni aunque lo estuviera lo libraría de responsabilidad; 
porque til sabia muy bien T según su confesión, que las car- 
retas pertenecían al Gobierno Nacional; y además solo éj 
que se lia aprovechado de ellas es el responsable de sus 
fletes. No se descubre qué ra/.ou pueden luber tenido 
el Fiscal y el Juez para no acusar y juzgar á esle indi- 
viduo . 

« Pero como el punto apilado es solamente si el Juez ha 
debido admitir una acusación criminal contra el Gobernador 
de San Luis, á di solamente contraeré mi respuesta, di- 
ciendo que el juez no ha debido admitir semejante acusación, 
no por las razones quee"! aduce en su sentencia, sino porque 
es un principio constitucional, apoyado en el buen sentido, 
que un Gobernador, mientras está en ejercicio de sus fun- 
ciones, no puede ser acusado crimiualiiieutc ante los jueces. 
Es por esto que es necesario previamente enlabiar el juicio 
político para deponerle de su cargo, y dejar entontes á los 
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Tribu nal os ordinarios, nacionales y provinciales, según el caso, 
en aptitud de proceder contra é\, 

* Pur tanto, pido á V. K. que asi se sirva declararlo, y 
inanilar dt volver la causa al Juez ilc Succión fiara que proce- 
da conira quien corresponde v. 

Francisco Pico. 
Fallo ile I» Sunrrm» Corte. 

Hiipnos Aires, Noviembre 10 de 1870. 

Vistos: con lo cspuesio por el Señor Procurador General, 
v considerando: /'f/w'Yí, que do las declara*- ion o prestadas 
\.- r Don José María Poldei ¡i f'ija cuatro, Don José Parellada, 
fi>ja diez, Don José María 'Se la Turre, f«ja catorce vuelta, I). 
Pedro Aiii"iiio Lobo, foja diez y seis, y Don Fernando Gálica, 
a líija diez y su Le. no resulta muí | h mli;nlu la intención de 
sustraer las carretas y carros de propiedad nacional, de que 
trata este e$ped ¡etilo. Seynmío, que, por el contrario, de 
esas declaraciones resolta ijue. al mandarlas entregar el tiu- 
. liernador de la Provincia I), llulino Lucero y Sosa a* D. 
Pedro Aiiini.io l.obo, eit calidad de depósito, cem autorización 
l<ara que se sirviere de ellas y con la obligación de com- 
ponerlas y conservarlas en buen estado, basta que tu fuese n 
reclamadas, lo ti i /.o para evitar que continuase el deterioro 
ijuu habían empezada á sufrir y para binarlas de una des- 
trucción completa. Tercero, que, procediendo asi, ejecutó un 
acto de buena administración, que tenia facultad de ejercitar 
por el caráclcr de agente del tiobieriio Federal, que le alri- 
bu\e el articulo ciento diez de la Constitución. Cumio, que 
no hay, en consecuencia, delilu alguno que perseguir, ni 
materia para el procedimiento criminal que ha pretendió o 
iniciar el Procurador Fiscal de la Sección. Quinto, que, 
aunque los be<hos constantes en lo actuado revistieren otro 
carácter, el Gobernador de la Provincia de San Luis, nom- 
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brado sin intervención alguna del Gobierno Federal, confor- 
me A lo dispuesto en el articulo cíenlo cinco di* la Consli- 
lucion, delegado y representante de un poder independíenle, 
no podría, mientras dura en el ejercicio de sus funciones, 
ser criminalmente enjuiciado ante el Poder Judicial de la 
Nación, sin que, por el hecho mismo, quedase comprome- 
tida la independería de los Poderes Provinciales, que es 
esencial en el urden de la Constitución l'edeial 

Por estos fundamentos, si; continua la resolución corriente 
de foja veinticuatro vuelta á foja veintiséis vuelta, en la 
parte apelada, y devuélvanse los autos. 

Salvador M. del Cáhuil.— Fran- 
cisco Delgado.— José Barros 
Pazos. — Uenitü Cauhascu, - 
Marcelino I'gahte 



hiha '«mu. 



l>. Tibtircio Penaüillo contm D. Santiaga Filiarte y üiw, 
Incidente sobre competencia 



Sumario. — El estranjero que, contra un argentino, ocurre 
ante el Juc/ de Provincia, proroga la jurisdicción provincial. 
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y no piíédi', pendiente o! asunto, ir con la misma arción á 
l.i jusiieia riuleul. 

Caso. - l). Tiburcio IVnailillo, csiraniorn, se presentó al 
Juzgado de la Sección de Mendoza, itócien Ai : i¡ue rl ,hie/ 
ÍH-mTíil de Afinas i ■ t i \,i l't'íniuria. le l.'il- .1 'techo una con- 
cesión para re:ar unas tierras » 1 1* su propiedad cu < t ],;iriiJ<> 
Ar Junio, concesión ipie no halda sido contradicha por nirt - 

«uno de Ins vecinos, ih i cousei uem ia de esiu hahn 

hwfeo trabajos di i sideral ion hasta concluir una loma, 

mu i|iü' halda empezado á labrar romo 1 .MI cuadras de tierra 
i|in* estaban pnmlaa para sembrarse. 

Hm* il dia U de Junio de 1N7H, |J. Santiago línaiie. I>, 
J ii a ti ftuev&ra \ Luis Olivares, mu sus piones, después de 
amenazar ¡i Ins miuis con r>0 pesos de inulta si se oponían 
á sn propósito, dolniyron la loma é in ittilLaron su tra- 
bajo. 

One importando este hecho una violencia y un despojo 
criminal, por haberse empleado la fuerza, ¡nierpooia el in- 
terdicte de despojo contra aquellos individuos, pidiendo fueran 
condenados á la reposición de la loma, y al pago de costas, 
daños y perjuicios. 

VÁ Juzgado dando por interpneslo el interdicto de recuperar 
la posesión, convoco a juicio verbal, 

Kn él juicio verbal I). Felipe Correas por los demandados 
declinó la jurisdicción federal, por hallarse el asunto librado 
á los Tribunales de la Provincia, por sometimiento espreso 
^ no halda hecho JVnailillo. 

Negado este hecho por el demanda ule, se puso ¡i prueba 
e| incidente, 

florante el término probatorio 1. ocreas presentó testimonio 
en forma de una solicitud hecha por l'enailillo al Juzgado 
(lene.ral de Apjias con fecha anterior á la demanda, tn t ila 
decia que después du trascurridos cerca de í meses después 
de la concesión, I». Salvador González Jm-z del Canal del 
Melanio v 1). Juan din-vara Juez del i anal del Mundo Nuivo. 
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habían ordenado á los encardarlos de sos Iranios que sus- 
pendiesen la obra. Que envolviendo esle procedimiento una 
verdadera impelía y abuso .le autoridad, y para eviiar que 
se consumen j cumplan las amer aos he- lias, pedia el amparo 
para que se le respetara la posesión que tenia legítimamente 
adquirida. 

Se pidió informe al Juez de Paz dtd Relamo quien lo 
evacuó diciendo que era eierto que habia dado la orden que 
indica PenailiHo, por las razones de conveniencia que había 
para ello y por los perjuicios que á terceros se irruyan 
con sus trabajos. 



Fallo del Ju*t dr Sercl«n. 



M^inli/.i. setiembre rio |K7íT. 

Autos y vistos: las piezas que corren de fe. íil á a3 de 
este cuaderno remitida por ti Juez (ieneral de Ají ñas y auh> 
rizadas por su Escribano rcsi ectivo, dan luz sulieieiiie para 
juzgar el caso de competencia ifue se recibió á prueba por 
acia de trvinta de Junio de este año, r. lií. 

Acreditándose pues por ellos que It. Tibrtrcío Pcftaíljllo 
ocurrió primero al Juez de Provincia que al de Sección 
Importando el ocurro, al primero, pro toga de jurisdicción y 
litis pendencia. 

El Juez Nacional se declara incompetente para entender en 
este asunto; en su virtud I), Tiburno Penailillo ocurra con 
su interdicto ante quien corresponda, ton costas. Impón- 
gase. 

Palma. 



Habiendo apelado PenailiHo, se dictó este 
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Fallo de I» Mipremí Cort* 

Rúenos Aires, Noviembre 22 de 1870. 
Vistos: j.orsus fu adámenlos se confirma con cosías el nulo 
apHaüu de (..ja irci,„ a y sc ¡s vueha, y saliüA-cli» y renuevos 
los sellos, de vuélvanse. 

Salvado» M' del Carril. — . Francisco 
Di-lgado. J.i,,é Barros Pazos.— 
Besito Carrasco. - Marcelino 
Ugarte. 



caí»* rxcn 



P. ñtarem Tárrago, contra A D^vio y //->, , sof)re entr , gi[ 

de mercaderías. 



»nmarto.-V Compróme! ¡ernlosc el cargador de mern . 
teriuj bordo de i, U(|Ue , á [ia , ar IJna Slima üfl (íínwo 
al recibo de usas mercaderías, h oblación no puede hacera 
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electiva con la entrega tic una parte «le la carfja solamente. 

2- 1 Kl derecho del (leíante, en este caso se limita á cxijir 
fianza ó depósito por el importe total de la deuda. 

fufú. En 21 de Knero de 1870 |>. .1. A. Davirci, ajenie 
en el Puerto tic Barcelona ilel vapor iiaüaiio ■■ IVh'um, re- 
cibió de I». Narciso Tarrago, IL bultos (pie ihbia mandará 
esta ciudad, parle en vapor y partí' en bn<| le vela, com- 
prometiéndose Tarrago á - reembolsar contra tflcjios bullesen 
* llegando al Puerto de (tornos Aires la cantidad di; -i IT 

duros, mas los Heles V gastos pie ha\an oraMonado,» en - 
tendiéndose que en dicha suma estala incluida la de "il i 
pesos fuertes, saldo del pasaje de cuatro personas qtie Tarrago 
enviaba á esta ciudad en el va;<or 'Kmilia>. 

Llegados á este puerto, ocho de los mencionados Indios 
venidos en el vapor «-(banca PeNica*. (Mulo v ¡l pasaron á 
Tarrago la cuenta por :A) MU. o; ; i de Ib te \ rapa de los 
ocho cajones y de .V-7 por deuda de Sebastian Noli, 

manifestándole, que, en cumplimiento di: instruniones de los 
armadores, tío entregarían los mencionados ocho bultos, mien- 
tras esa cuenta no si? pagase, \ que yon otaban depuestos 
á rean barcarios en el mismo vapor. 

tn este estado, el Sr. Tarrago, se presento al Juzgado 
diciendo i|ue no halda llegado aun la oportunidad de pagar 
la cuenta, puesto que los ti bultos no estaban en el puerto, 
j pidieudo se librase oficio á la Aduiinisiracinn de Heñías 
Nacionales, á efeclos de (jue retuviera lo» referidos ocho 
bultos y protestando al mismo tiempo por los danos v per- 
juicios que le ocasionaba la no entrega. 

I.a Administración de Heñías, por orden del Ju/gado. in- 
formó que los ocho bultos habían venido consignados a llon 
Narciso Tarrago, pero que en la copia del manifiesto, el de- 
pendiente de Devoto H M consignatarios de entrada del vapor 
i It janea Púnicas, babia testado indebidamente el nombre de 
Tarrago, poniendo la consignación á la orden, y que en vir- 
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tud del auto del Juzgado que asi lo ordenó, relcnia los ocho 
cajones, 

l'i.Mr; iurmcnie l u rag i s »lii,hi huí- i-sits bollos lt* liii'scn 
i Diregados, previa consignación de la canlidad cobrada pnr 
llevóla M . dejando espédilas Lis acciones (¡lie hubiese sobre 

t i particular, 

M ,li;/g.ob» onleió que lícvolo II " manifestaran la rnns.i 
I- -ifjiir ri-sUiiaii l,i entrega de Us bullo*, y eslos expusieron 
i|i¡r hahian rrluisadu l r»-fí:*r á Tarrago lo> ot lio bultos 
llegados \ oíros i n-iiila y irüS <|iie mi\m < u eini buque, de 
c.\,is inriciiiii i.is h-ni.iti los eoiiocnnienlos en su pod.-r, porgue 
ellos estaban aléelos al pago de í;t cw "la reclamada, porque 
■ , las iusliiti ciónos ■■ leuia del rt-jtnl+'iili 1 , BC le ordenaba 
ijitC no euircgasc ni tos ijiii-iiiin'iiL'S ni las tui rí amias sin 
ni' esUlVÍl se 5%tÍs|i'idlJ dicha silill.i V «b'ioas gastos <|UC llll- 

hicseii ocasionada^ a lo tjue se lutbta negada táffagí», 

Kl J-u/gado onbnó ipir pievía rousignacton itc l03 577 
|.vsi.s lurrh s sr entregasen ;'i Tarrago Ion X buhos llegados; 
\ recibí Ins ,->\u*. t i l'rm-ur.nbir Jorras. |n*r 'Uirrago. enlabió 
demanda contra lus consignatarios hcvolo H" pidiendo' 1^ Se 
|f rtrv-iU i lo» Intuios consignados provisoriamente; ti" Se 
< (trub'iiasc .i | levoi o If ; '< pagarle otMI pesos bu rles en o,uc 
estima los perjuicios qui* dice haber subido á causa ¡le la 
demora en entregarle sus electos, y :I U , (iih; su les ordenase 
jnsliuYar <a enrula de gastos ipu- e:ir(ían. 

Corrido traslado, Devoto 11 eoiile&lafon pidiendo se les 
mandase entregar b>s fondos depositados, y se condenase en 
rusias á Tarrago reí lia/ando por consiguiente su demanda 

I tilín «leí Jue* dr Nerrioil 

Hnenos í\irus, Setiembre -ii de 18Tu. 

Vistos eslos autos seguidos por el Procurador .lonas, en 
representación de 1), Narciso Tarrago y los Srcs A. Devoto 
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y ll""" por devolución do cantidad de pesos, depositados en 
ei Banco por cuenta de Heles é indemnizar-ion de daños * 
perjuicios, y resultando . | ü tjne I). Davieci, ajante en fiar- 
celona del vapor italiano r 'Bkaua Perl ¡ni, s consignado 
en este Puerto ¡i los Sivs. A. Devoto y II \ recibió en el 
primer punto de í>. Narciso Tarrago 41 uollos inercanefas para 
conducir á esta ciudad, parte en *apnr i parte en un limpie 
*le vela, comprometiéndose el ti tu ño de las meream ias a 
reembolsar contra ellas una tú que le fuesen entregadas, la 
cantidad ile ilU pesos tuertes, mus los Heles y gastos ipie 
Iludiesen ocasionado espresámlose, ipie en ilu ln cantidad está 
comprendida la de 21 1 pesos tuertes como saldo del pasaje, 
de \ personas rpte debían venir en el upor «Kmilía». 

2* Que [ior el vapor "Blanca fMrticni llegaron 8 de los 
enarcóla y un bultos, negándose lus Sre>, A. Den. lo y II *. 
consignatarios de dicho limpie, ú entregarlos ¡i sti din-ñu Don 
Narciso Tarrago, mientras no se les abonase la cuenta de f. 3, 
importe a" cuyo pago <-si.ili.iu aléelos lus cuarenta y un bultos 
espresados, bebiendo rl Juzgarlo ordenado La entrega, \ el'ee- 
tuádose esta previa oblación en e! Raneo de la Pnnincia de 
la cantidad reclamada por Devoto II ' , todo I i cual consta 
de las diligencias, f, lü y vuelta y auto de t 20 vuelta. 3 o 
Que en la co.iia y original del mamltesto del vapor n liianea 
IVrlira a, constan espresados á la eoiisignueinn de Tarrago, 
los ocho cajones de ejue antes se lia hecho mérito, peni en 
el segundo documento el nombre de Tarrago Iné indehida- 
menle borrado por el dependiente de los Sres, Devoto ü"\ 
poniendo la consignación á la orden (informe, de f. Mi. i 1 Une 
Tarrago sostiene que las prelusiones de los Sres. A Devoto 
H" son conirarias á lo convenido por un haber llegado todavía 
todas las mercaderías, único caso en ijue, según los docu- 
mentos exhibidos, debia el primero aligar lo ipie sobre ellas 
adeudaba y apoyándose en los hechos espuestns, entabla de- 
manda pidiendo la devolución de la cantidad oblada ó depo- 
sitada, el pago de indemnización de daños y perjuicios que 
eslima en ofiO pesos fuertes, y la justificación de los gastos 
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da carga en la cuenta de C H. 5' Que V, Devoto ÍJ», con- 
leslondo ];i demanda, piden se les h:i¿<n entrega de la can- 
tidad depnsii.iria en el fl una d<> l,i provincia por Tiirrufío, 
poniendo ¡i i|¡s|insii ion de este los ocho rajuñes mercancías, 
lundümlose en que dirtta pretensión es ajustada ¡i Lis itis- 
Inin-iuiirs <|r su nmiHi-iite y á las criiislaucias del rono- 
ntnieuto, a<ljtiritajhin ¡.1 efecto ta rana y cmincímientn de t. 45 
y 4tí que corren traducidas á I'. W, y el conocimiento, do- 
mínenlo y cumia Corriente de I'. 21 ;i 27. t>" Que dichos 

dociitticíiios son los siguientes : I 1 l'n a Amiento firmado 

el 1."> de l-Ybivrn, en Barcelona, por el capitán de la barca ¡la- 
liana «Formua Promesa* |mr ^12 cajo n es naru entregar en 
Buenos Aires á I), N.miso Tártago, lo> mismus que según 

ia conl'eMun d.' los Sres. A, Dovoiii \ H d f. m> han 

llegado a:in ;í este puerto, siendo de nm;ir, <|«ii* pcrleuecen 
a los 41 entogados por Tárr.igo en Barechuia. 2 Kl de i 88, 
segun rl ipii' Tarrago cordhsa haber recibido un bullo de 
los 41 oníriigadfla pop él á Da vi ce i en liare -lona . ,T Do- 
cumento de l 27 e(i que I) Narciso Tarrago conliesa haber 
entregado ;i |> Jn.m Davrcei enarcóla y mi bollos con Ja 
marea y numeración que en él se esprrsa para embarrarlos 
con destino £ Buhaos Aires. parle en vapor y parte en buque 
di; vela á su consignación < de Tarrago), comprometiéndose 
esleá n'rndii.lsar conira dichos Uv.hm ú su llegada á este ¡mer- 
lo, cuatro tientos diéí y sirte duros, mas los fletes y gastos 
que hubiesen ocasionado durante su viaje, espresaudo el (lele 
que debía pagar por los bultos que vinieran en finque de 
vrta. i' Nula de tos gastos hechos por Uavicci para el em- 
barque y espedkion á tiénuva do varias cajas que vinieron 
ild Himno puniu ¿este puerto por el vapor i Bianca Púnica j. 
"*" til conocimiento (É 45) de los bultos conducidos por el 
vapor < Bianca Púnica» en que I). J, p.¡rlica por el capitán 
espresa lialn-r recibido en el puerto de üénova de los Señores 
Sebastian l'oli y V ocho cajones mercaiu'ias para Ber cn- 
: regados en Buenos Aires ú la orden de H. Narciso Tarrago 
contra el Hete de ír» y 1 * pesos fuertes, mas el diez por 
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cíenlo tic capa y dos mil seiscientos treinta y cinco Traucos, 
El conocí míen lo no esiá firmado por 'f árrago ni por Poli, v 
las mercancías no lian ! legado aun a cite puerto según Id 
afirman los mismos Sres. A. Devoto y 11", at absolver p li- 
gninas á f. 50 vuelta. 

Considerando: I 1 Que la única obligación contraída por 
I). Narciso Tarrago es la (pie r.onsia del conocimiento de 
I. 27 firmado por él, en el «jih; s.r cí.mpromi-lo á pagar a 
I). Joan Davicci la cantidad de 117 pesos Inertes mas jo» 
líeles y gastos que hayan ocasionado durante v\ viaje de Itar- 
celona á Unenos Atri'S, H bultos i]i¡ü entregó ú dictlO Davici i 
en el primer punto ; pago ijttr debia Cfectoarsn cuando se 
le entregasen en este pnerlo dichos Imllos. 

2" Que no consta que Tarrago luya recibido dichos 41 
ludios, ni consta que hubiesen llegado ú esic puerto sino los 
ocho bollos que condujo ei vapoi «Hiauea l'éi tiran y puf 
consecuencia no está obligado Tarrago, según el documento 
diado, á pagar la cantidad que se le cobra, toda vea que 
solo debia pagarla cuando hubiese recibido sus mercancías 
y que esl3s no le han sido aun entregadas. 

3 o Que el hecho de tener los Jijeóles del vapor <■ ttiam-a 
Pánica» el documento que Tarrago otorgó á favor de Davicci, 
como igualmente el de haber coiducido parte de los bultos 
que el último recibió en Barcelona, prueban que los con- 
signatarios de dicho vapor ó sus comitenies se sostiluyeroii 
en el lugar de Davicci y por consecuencia no podían preieó- 
der mas derecho que aquel, suponiendo «pie esle hubiese 
hecho cesión Irgal del espresadu documento, ó que Davicci 
hubiese comralado con Tarrago eomu repri-senlanlc ó agente 
de bis armadores del « liianea l'énica*, porque el cesionario 
no tenia mas derecho míe el eedenle, y el representado está 
obligado á respe lar lo que hizo so represéntame legítimo. 

A° Que en consecuencia de lo cspueslo en los preceden ■ 
tes considerandos no licúen derecho ios cofuilcnles de los 
Sres. A. Devoto y ir° para exigir el pago de la cantidad míe 
reclaman, cualesquiera que sean los términos en que está 
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concebido el conocimiento «lelas mercancías conducidas por 
el vap?r «Bhnca Pértica», porque no estando firmado por 
Tárrago ni por persona que lo représenle, las obligaciones 
en él espresadas no surten electos contra terceros que fue- 
ron esttaiiosá su otorgamiento. 

5 o Que aunque las mercancías ( inducidas por el «Pénica* 
han sitio entregadas á Tarrago, y aun que tanto ellas como 
las demás cumiadas por el último á Davicci, están afectos 
al pago ilc la deuda que reclaman a Devoto y H°, esto solo 
les acordaría derecho para exigir fianza ó depósiio por el 
importe de la deuda, toda vez que le lucran e tragarías las 
mercancías en su totalidad, como se deduce del artículo 1IÍ5 
del Código, pero de ningún modo para exigir su pago actual 
é inmediato, 

6 a Que por consecuencia la negativa de A. Devoto y H', 
para entregar las mercancías conducidas por el vapor c Dianca 
PeVticai, si no se pagaha no solo el flete de ellas, sfud una 
deuda procedente de otro contrato, ha sido injustificada, como 
lo es la pretensión que manifiestan actualmente de que se 
les entreguen los fondos deposiiados en el Banco. 

7 o Que sin embargo, tienen A. Devoto y i!" el derecho 
de garantir el pago del crédito que reclaman y por conse- 
cuencia tampoco tiene derecho D. Narciso Tárrago para exí- 
Kir la devolución de la cantidad depositada, sin garantir pre- 
viamente la deuda que él mismo reconoce, 

8" Que el depósito es una de las garantías autorizadas 
por el art. i 115 del Código, y por consecuencia no tiene 
derecho Tárrago para es'f-ir daíios y perjuicios por dicho 
depósito, tanto mas cuanto que pudiendo ofrecer lianza satis- 
factoria no la ha ofrecido. 

9'* Que sin embargo, las instrucciones que los comitentes 
de A. Devoto y II* dieron á los úJlimos de reembarcar los 
efectos, si Tárrago no abonaba inmediatamente el crédito que 
adeudaba, ha dado margen á que siguiera el presente juicio. 

Por estos fudarnentos, fallo ordenando se entregue á D. Nar- 
ciso Tárrago la cantidad depositada en el Banco de la Pro- 
t. u. 38 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



viñeta, previa fianza que prestará, de pagar la deuda pnntlienie 
y la procedente de los domas IMes j gasios, Cuando se les 
entreguen todas las mercancías de cuyo transporte á esle 
puerto se encargo" D. Juan Üavicii, con cosías á los comi- 
tentes de A. Devoto y H°. Repónganse los sellos. 

Manuel Zuvaleta. 

Habiendo apelado Devoto II" en el fondo del asunto y I» 
parte de Tártago en cuanto no se condena al conirario en 
los danos y perjuicios provenientes de la retención, se dictó este : 

Fello de I» Suprema Carie. 

Buenos Aires, Noviembre 20 de 1870. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma la sentencia ape* 
lada, con ¡ente de foja cincuenta y siete vuelta á foja sofría 
y una ; satisfechas las cestas y repuestos los sellos devuélvanse. 

Salvador M. del Cáhuil, — KitiNcisi.:n 
Delgado. — Josjí Rumos Pazos. — 
Benito Carrasco. — Marcelino 
Ucarte. 
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Fusmi tinos, y Mweroff contra el capitán del m)m ti'foto* 

por miro de pesos. 



.Sumario,— i: n un con (ra lo de H ota memo de un buque en 
que se conviene que lodos los g.islos de csic serán por 
cuenta del Helador, no pueden los consignatarios en el ptier- 
10 «le la descarga «ijir del caniiun el pago de los «asios 
hechos. 

Casn.-Kn 5 fie Abril de 1*70, se presentaron al Wido 
de Sección de BncnoB Aires, los Sres. Fas- ni linos, y \h- 
verolT, esf.ONien.lo: que |„ s Sres. Kaselli de hirís Ics'con- 
signaron H vapor inglés « (Mato i sin mas insimccioms ni 
buidos que U carias que les dirijian, y que creyendo poder 
atender ¿ l.i comisión, empoparon a adelantar fondos hasta 
la suma de 662 & fies. 51 eis. Que el capilan h-s ha ma- 
mfesiado después, que según el emirato de llelamenlo dd 
buque, él debía percibir el producio de los Heles y pasages 
de jila y vadla del vapor. Que creciendo .le foniío de los 
constantes, se uhsluviemn de seguir adclaiiie, exijiendo para 
continuar, la conformidad escrita del capiian para deducir 
como correspondía, los {-asios y anticipaciones que lucieran 
con motivo de la cspcdktinn. Que habiéndose negado el ca- 
pitán, se ven en el caso de renunciar el encargo, y que 
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siendo estos gastos por causa del viagc del vapor, entablarían 
demanda contra el capitán por la suma de 662 pesos lúe nos 
54 cía, qoe importaban los gastos hechos. 

En un otrosí pidieron se impidiese la salida del capitán 
del vapor, mientras no afianzara el juicio. 

Acompañó esta parle justificativos bastantes para compro- 
bar que los gamos que liabia hecho eran por salarios pa- 
gados al piloto, fondos entregados al sobrecargo, salarios dr 
obreros que trabajaron á bordo etc. 

Se libró oficio a la Capitán ia para que no permitiera la 
salida del capitán, mientras no afianzara el juicio, y se cor- 
rió traslado de la demanda. 

El capitán protestó por la órden dada á la Capitanía, y 
nombró apoderado á D. Enrique E. Green quien afianzó tas 
resullas del juicio. 

Contestando la demauda pidió que se rechazara con espresa 
condenación en costas, y reconvino á Fusoni Hnos. y Ma- 
veroff por la suma de 200 ps. fies, que importan los gastos 
de dos días de demora en ia salida del vapor. 

Dijo que del mismo escrito presentado por los demandan- 
tes y de la carta que dírijieron al capitán , resulta que re- 
cibieron ta comisión sin que se les hiciera remesa de fundos, 
ni se les diese facultad para percibir el importe de los fletes. 
Que ante esa esposiciou, cualquiera comprenderá que ios 
gastos hechos por ellos solo podrán ser cobrados de qnieo 
dió la comisión que es quien solo se obligó por ella. Que 
los mismos demandantes lo han entendido así, puesto que 
en su carta nada reclaman al capitán, y solo le dicen que 
no pudiendo percibir los fletes no pueden seguir con h 
consignación sin hacer previamente un atreglo con él, para 
poder reembolsarse con lo que paguen los pasageros ó con 
el valor de los fletes. 
Que los demandantes tampoco pueden hacer valer el pri- 
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los oíros que la Jey repula á cargtt del buque, gastos que 
deben pesar sobre los demandantes como representantes de 
los Heladores. 

Finalmente que habiéndose instaurado la demanda por Fu- 
soni Hnos. con conocimiento de lodos estos antecedentes, 
elfos sin derecho han hecho demorar por dos días la salida' 
del vapor, ocasionándole un gaslo de 100 ps. fies, diarios 
que con las costas del juicio pide se declaren á cargo de 
Fusoni linos, y MaveroiT. 

El contrato de Aclámenlo presentado por esta parle fué 
celebrado en Ldndres el 7 de Enero de 1870 enire los 
dueñas del vapor c Pialo > y el Sr. E. Ilascui de Taris. 
El Orlador se comprometió á proporcionar carbón, comodi- 
dad para pasageros, provisiones, servicio, cocinero j agua, 
gaslos de puerto y prácticos, trabajo, carga y descarga, de- 
rechos de faro y dique, agregándose que co ningún caso el 
buque se responsabilizaría por estos gastos. 

Corrido traslado de la reconvención, Fusoni Hnos. y Ma- 
veroiT con testaron que ella era injusta: i» porque la orden 
de detención no fué librada contra el buque sino contra el 
capitán que pudo en e! mismo dia nombrar apoderado y 
dar la' lianza decretada, y no evadir su notificación como 
lo hizo, y 2° porque no es exacto que el buque se haya de- 
morado 2 días á causa de esle asunto, pues que si salid dos 
dias déspues del señalado fue porque oportunamente no pidió 
en la Aduana sus papeles de salida. 

El Juzgado para mrjor proveer ordeno que los demandan- 
tes presentaran la correspondencia ó documento en que los 
fletadores les consignaron el vapor «Platos. 

Fusoni linos, y Miveroff presentaron tres cartas fechadas 
en Marsella el 6 de Enero y el 13 y U de Febrero de 1870. 

La primera es de Jules Lemailrc agente del vapor «Plaio» 
en que dirije y recomienda á Fusoni Hnos. y Maveroff el 
referido buque. 

La segunda es de los mismos presen lando al contramaestre 
del referido vapor y la tercera es de E. Rasetti, en que les 



5S8 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

consigna el referido vapor, y les recomienda quí den buena 
acojida al sobrecargo Sr. Rabión, con quien debían enten- 
derse en lo relalivu al desembarque y reembarque del vapor, 
agregando que Raybon les baria conocer las bisecciones que 
iraia. 

También para mejor proveer el Juzgado ordenó que los 
demándame» manifestaran quien dio la orden para el pa^o 
de las caniidades que reclaman, y manifestaron que los pagos 
babian sido hechos á virtud de exigencias que como á con- 
signatarios se les hacían, y cuyas cuentas se le presentaban 
como resultaba de las exhibidas en el espediente; y no con- 
siderando el Juzgado cumplido el decreto anterior, mambí 
se hiciera la manifestación dentro de 21 horas. 

Entóneos Fusoni Unos, dijeron que creían haber dado 
eMetG cumplimiento A lo ordenado : primero, porque en el 
primer escrito manifestaron cómo y en qué sentido hicieron 
los pagos que se les exrjian y que eran indispensable [mm 
gravitar sobre el buque; segundo, porque las cartas exhibidas 
io comprueban, y tercero, porque como se vé cu las cuentas, 
ellas son por pilotaje, corredores y gastos de entrada y 
demás del buque, que gravitaban por eousigiiienic sobre él. 

Fall* 4*1 Jurx de 8errl»n. 



Buenos Aires, Octubre 3 de lH"fi, 

Vistos estos autos seguidos por los Srcs, Fusoni linos, v 
Mavcwff contra D. Tomás Word, capitán del vapor ¡ngl¿ 
< Plato * por cobro de fondos suministrados á dicho buque 

Y resultando: i* Q„ e el Sr. Itaseiti de IVis, fle la ,Jor 
del vapor inglés i Plato i consignó dicho vapor á los Srcs. 
Fusoni linos, y Maveroff con instrucciones de entenderse con 
su apoderada y sobrecargo el Sr. Raybon para las opera- 
ciones del negocio y especialmente para efectuar el desem- 
barque con toda la celeridad posible, debiendo dicho Raybon 
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manifestarle las instrucciones que había recibido (carta de 
i, 2 y escrito de f, 8). 

2 o Que los demandamos lian hecho los gastos espresados 
en la cuenta de f. i' al objeto de llenar su comisión, con- 
sistentes d i chos gastos en salarios pagados al piloto, en 
fondos entregados al sobrecargo, salarios de obreros que 
trabajaron á bordo por cuenta del fletador y demás que se 
detallan en dicha cuenta. 

3 o Que los Aviadores no hicieron esos gastos en virtud 
de ordenes del capiian, como se deduce de que habiéndo- 
seles ordenado por dos veces manifestaran categóricamente 
si los baldan hecho por orden del capitán, no lo hicieron, y 
contestaron evasivamente, como se \é en la diligencia de f!,,. 
y escrito de f.... 

i" Que el demandado ha opuesto la escepcion de ser 
diebos gastos de cuenta del fletador, según la póliza ríe He- 
la memo, cuyo original y traducción corren de f. 70 á Hl y 
cuya autenticidad no ha sido negada por los demandamos, 
deduciendo á la vez contrademanda por daños y perjuicios 
procedentes de la detención del capitán, ordenada por el 
.luzjííido á petición de los demandantes y bajo su responsa- 
bilidad. 

Y considerando: i Que los demandantes han hecho les 
desembolsos que cobran, no por drefen del capitán sind por 
cueula del Hela.lor, y por consecuencia no tienen acción di- 
recia que ejercer conlra el último. 

2* Que los mismos demandantes confiesan en su escrito 
de f. 8 qnr. hicieron los adelantos y gastos que reclaman 
sin mas inslriicciones ni fondos que las cartas que les iliri- 
jió el fletador, y por consiguiente habiendo el último pre- 
venidnos que se entendiesen para todas las operaciones con 
su apoderado y [sobrecargo el Sr. Raybon, no debieron 
adt'Iamar fondos sin eiijir ta garantía del capitán, si es que 
pretendían adquirir derechos conlra el buque, porque el 
hecho ilc entenderse esclusivameute con el apoderado y sobre^ 
cargo del fletador constituía a los demandantes en 
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■usías puramente del ultimo, y por consecuencia sin mas 
derechos que para exíjirdel comitente, según el art. 381 del 
Código, que Ies saiiefaga al cornado el importe de todos los 
gastos y desembolsos verificados en el desempeño de la co- 
misión, con los intereses respectivos. 

#» Üue aunque es verdad que verificados dichos pagos por 
cuenta del comitente, podría el comisionista ejercer los mis- 
mos derechos que aquel podría ejercer contra el callan, para 
esto seria indispensable establecer previamente si el comi- 
tente d fletador tenia derecho para que el fletante te rem- 
bolse los gastos que por cuenta de aquel hicieron los Sres. 
Fusoni litios, y MaverofT 

A* Que según la póliza de flelamento, el fletador se com- 
prometió á proporcionar carbón, comodidad para pasageros, 
provisiones, servicio, cocinero y agua, gastos de puerto y 
prácticos, trabajo, carga y descarga, derechos de laro y dique, 
agregándose que* el capitán antes de tomar á sn bordo carga 
ó pasageros tendría una garantía de que dichos gastos se 
pagarían y que en ningún caso se responsabilizaría el buque 
por ellos. 

5° Que lodos los gastos cargados en las cuentas de f, 1 
y 3 se hallan comprendidos entre los menrinnados en el 
precedente considerando» y son por consecuencia á cargo del 
fletador 

6 o Que los mismes Sres. Fusoni Hnos. y MaverofT, con 
conocimiento de la contraía de fletamenlo, se dirijieron al 
capitán con fecha 30 de Marzo manifestándole que no con- 
tinuarían la consignación del vapor sin hacer un arreglo que 
los garantiera de que todos los gastos que hicieran les serian 
reembolsados por el capitán, lo que prueba que al entablar 
la demanda lenian ya conocimiento de la contrata de flela- 
mento y que so consideraban sus adelantos garantidos por 
el buque y fletes, 

7" Considerando respecto á la reconvención deducida, que 
no habiendo sido embargado el buque, ni demorado en la 
salida de este puerto por el arraigo del capitán, no puede 
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sostenerse que el último liava sufrido daños y perjuicios á 
vtriud de ta inhibición do salida del capitán, siendo todos 
los gastos que le ocasionó los del otorgamiento de la fianza. 

Por estos fundamentos, fallo, absolviendo al capitán D. 
Tomás Word de la demanda interpuesta por los Srea. Fusoni 
Hnos. y Maveroff, sin hacer lugar a* la conlrademamla y con 
declaración de que las costas son á cargo de los demandantes, 
muño* las que hayan sido causadas eselusivamenle por la 
cooirademanda. Repónganse los sellos. 

Manuel Zavalcia. 

Habiendo apelado la pane de Fusoní Hnos, v Maveroff, 
se dictó este 
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Buenos Aires, Noviembre 34 de 1870. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada, corriente á foja ciento catorce ; satisfechas 
las de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los 
autos. 

Salvador M' del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Bahros 
Pazos. — Bsnito Carrasco. — 
Marcelino Ugarte. 
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CAUSA CIUW 



Don Fabián Correas contra D. Juan Antonio Pando por 



Sumario.— I" Solo puede hipotecar el dueño de un bien 
raiz ó su apoderado con automación especial para ello. 

2^ El mandante no cMi obligado á cumplir las obli gacio- 
nes conlr .i.ías á su nombre por el mandatario, fuera de los 
límites del mándalo, sino en el caso que ratifique lo hecho 
por esle, espresa ó laníamente, 

3 o Un acreedor que recibe Ululo hipotecario de apoderado 
que no tiene facultad de otorgarlo, debe cargar con el daño 
que recibe por su culpa. 

4 o Pagando el poderdante una parle de la deuda contraída 
por el apoderado sin facultad de tomar á mutuo ui hipote- 
car, el erédiio vale como titulo escriturado y no como hi- 
potecario. 



Caso. -En la ciudad de Mendoza á U de Junio de1H6i t 



sentando su propia persona, derechos y acciones conociera 
en todos los pleitos del poderdante, con todas las faculta- 
des de un poder general ; y además para que administrase 
todos sus intereses, recaudando loa que se hallaran en cual- 



cobro ejecutivo dú pesos. 
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quicr poder, exigiendo y lomando cuentas de quienes debie- 
ran liárselas, con la facultad He transigir, de lomar posesión, 
dar recibos y finiquitar, y en fin, para que hiciera y prac- 
ticara cuanto el otorgante pudiera practicar en sus iníereseü, 
sin que por falla de cláusula, requisito ó circunstancia que 
se hubiese omitido 6 debiera espresarse, dejara ,J (Í iccr la 
fuerza y valor á los fines á que es dirigido, pues did por 
insertos lodos cuantos fueran necesarios como si á la letra 
lo estuvieran. 

En uso ,le este poder, D. Amonio Urizar Garfias recibid de 
». Fab.an Correas, en 27 de Agosio de I8f><>, la suma 
de n.üriO pesos monmla chilena para entregarla en Chile 
5,500 pesos en iodo el mes de Setiembre, y los 5 500 fú- 
tanles en Noviembre. A (asegundad de esla deuda, trizar 

nombre de Pando, hipotecó el fundo denominado « Pal- 
mira» y se obligó también á pagar un inierés inonsual de 
uno y medio por cíenlo. 

Vencido el plazo convenido, sin que Trizar hubiese dado 
cumplimiento á esta obligación, Correa, entabló demanda eje- 
cutiva conira Pando por los 11,(101» pesos, sus iniereses v 
coitos. J 

Lmbargado el bien hipotecado y citado de remate, D Pa- 
blo Salas por Pando, opuso la escepcion de nulidad ó inha- 
miniad del limlo, sin espresar los fundamentos de la escep- 
cion. r 

Corrillo traslado, Correa conteste, que como Salas no es- 
pinaba en que- consistía la inhabilidad del título, presumía 
qtte se refiriese á la falla de racullades en Urizar. 

Que aun cuando en el poder no se espresa con especiali- 
dad la facultad de hipotecar, tiene sin embargo Ja suficiente 
autorización para otorgar recibos v finiquites, que es de ío 
que procede su creólo. 

Que por mas que se restrinjan las facultades de trizar, no 
puede negarse á la acción ¡mentada, el carácter de un cré- 
dito escrih.rario, por lo que cu ningún caso puede lacharse 
de inhábil el. lítelo. 
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Que por lo demás, aun cuando el poder conferido no de- 
talle con especialidad la facultad de hipotecar, designa que 
confiere poder para lodo lo que el apoderado ejerza en 
nombre del poderdante, lo cual dá por firme de antemano, 
y en materia de coligaciones, de cualquier manera que apa- 
rezca que uno quiere obligarse, queda obligado. 

Hizo presente, por dliimo, que el poder contiene la fa- 
cultad de transigir, j que es naro que al conferirla se con- 
fiere implícitamente la de hipotecar, porque sobre aquello se 
puede disponer con mas amplitud de los derechos del poder- 
dante que sobre esto, y que es claro que se pudo hipotecar, 
por la regla : de que quien puede lo mas puede lo menos. 

Pidid se rechazara la escepcion con espresa condenación 
en costas . 

Con la prueba que produjeron las partes, se dictó el si- 



ffttto del Jues de ««celen 

« 

Hendota, Junio 8 de 1870. 

Y Vistos : En juicio ejecutivo instaurado por D. Fabián Cor- 
rea, ciudadano Argentino, contra D, Juan Antonio Pando, 
chileno, por cobro de once mi! peses j sus intereses, mo- 
neda chilena, que coostan de la escritura hipotecaria de 27 
de Agosto de 1800. corriente, f. i ; el deudor por medio de 
apoderado asf que fué citado de remale salid al juicio opo- 
niendo excepciones de nulidad ó inhabilidad del título porque 
se ejecuta. 

El ejecutante responde: t Sostengo que mi escritura no 
i es inhábil, porque por mat que se restrinja el poder con 
i que D. Antonio trizar Garfias, apoderado y administrador 
t general de Pando, procedió a otorgar dicha escritura de 
t finiquito, el poder es bastante, por ser general, muy lato, 
* contener cláusulas de percibir, transijir, finiquitar, etc.. 
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< etc., cuyas facultades contienen implícitamente ja de At- 
« poteear. i 

• Si en el poder susodicho no aparece esta última, aquellas 
suplen por esta, por la regla de derecho: que quien puede 
lo mas puede lo menos. * 

c En et raso supuesto que la hipoteca sea nula, mi crédito 
quedará siempre en su calidad de escriturario, por lómenos.* 

En suma, el tema obligado es difinir judicialmente: 

i" Si el Sr. Drizar, en uso del poder conferido á él por 
Pando el U de Junio de mi, que se tiene á la vista, cons- 
tante á f. 65; pudo d no valerle para formalizar á favor de 
Correa la escritura de reconocimiento de deuda por vía de fi- 
niquito de sus cuentas anteriores á ella con hipoteca especial 
del establecimiento y fundo de «Palmirat perteneciente i tu 
mandante. 

2° Si despojada dicha escritura de la garantfa disputada, 
seguirá aquella ó no la suerte de esta última. 

Oidos los alegatos en pro* y en contra, y en mérito de las 
pruebas rendidas en autos. 



Considerando: I o Que el poder con que ha procedido 
D. Antonio Urizar Garfias á levantar el préstamo hipotecario 
de f. I a importa un verdadero mandato judicial general, ya 
sea para pleitos ó para todos los negocios del mandante sin 
importar la facultad de enageoar, hipotecar d cualquier otro 
acto de dominio, salvo acuellas especiales que están señala- 
en él, como sea el de transar, percibir y finiquitar 

2" Que es principio reconocido en jurisprudencia, que so- 
lo puede hipotecar el dueño de los bienes ó su apoderado, 
con autorización especial, por la razón que la constitución de 
hipoteca se considera como especie de enagenacion, por causa 
del derecho que se dá al acreedor sobre los bienes hipote- 
cados. Leyes once, párrafo 7°, t, 7, lib. ii del Digesto, 7, 
T. 13, ParL5\ 10 íít. 33, p. 7." 

3° Que si el principal está obligado á cumplir los empe- 
ños y tratos que el mandatario hubiere hecho con arreglo 
al poder, no lo está á lo que se hubiere hecho fuera de loa 
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límite» de este último, con tal que el mándame no aprobare 
ó ratificara después, ó habiendo guardado silencio en fraude 
de un tercero (que en este caso es el acreedor Correal - Le- 
yes» y 9, lit. 13, Part, 5*. art. 380 del Cod. de Com. 

*• Que no hay constancia en autos que Pando hava sabido 
espresa ó tácitamente la constitución de hipoteca á" favor de 
Correa por U rizar en et fu n tío y molinos de Pal mira, cuyo 
hecho se corrobora mas por las facultades especíalos que el 
ultimo pidió al primero cuando se trató de someter al con- 
curso de D. Ramón Godoy i arhttrage, de comprará i) a Ra- 
mona Correa una parte del fundo de Pal mi ra, y li nal mente de 
hipotecar esa misma parte en pro de su misma vendedora. 

5° Que el ejecutante ha debido ser mas cauto cuando ad- 
mitió la hipoteca sin constarle loa términos del poder ó con- 
sultar á su vista con persona de ciencia para no espoiicrse 
á cargar con un daño que lo recibe por su culpa y que es 
imputable á si mismo; % fffaü y tíluh treinta y cita- 
fro, Partitfit sétima. 

0° Que si bien es nula la hipoteca, no su ce «le lo misino 
con la obligarion ú contrato de mutuo que contiene ta es- 
critura de f. 1' i despecho del poder, una vez que parece de 
facultad para tomar dinero á interés, pero que se suple con 
haber Pando pagado á Correa una pane de la acreencia de 
este antes de otorgarse la escritura de Agosto, como lo con- 
desa el ejecutado en varios parages de estos autos. 

7* Que este considerando loma mayor comprobación y fuer- 
za en razón q:ie el mandante lia permitido a su comisionista 
lodos los giros que aparecen á í. Kr.i de este espediente, de 
donde se infiere lógica y jurídicamente, que el segundo no 
ha estado limitado al negocio de Molinos, sitió que se ha 
eslendido también al de ganados, como lo acreditan varias 
guias de Aduana, y la de f. 103, etc., etc, 

8 o Que en nada amengua la responsabilidad del ejecuta- 
do para con el ejecutante, la circunstancia alrgada que Trizar 
tuvo negocios propios que bien se han podido confundir con 
los ágenos, y á que et crédito que se persigue suena á nom- 



DE JUSTICíA NACIONAL 567 

brc ile Pando y que si el factor abusó .Je su confianza, loca 
a el probarlo repitiendo por la indemnización como mejor 
viene conveniente y nada eunlra el tercero que no tiene pur 
qué pagar culpas ajenas. Ley 13, título 34, P. 7». 

9° Que el argumento que se Jiace por el apoderado de Pan- 
do, que la deuda que se cobra no es de su comitente sino 
personal de l'rizar, por los documentos señalados A. B. C. D, 
que corren de f. 52 á 55, no es legítimo, desde que su valor 
se refundió después en un solo ti lulo, y usó de la facultad 
_qtie contiene el mandato de finiquitar cuentas, y que la luirá 
de f. 5 i esta aceptada por Pando, 

10" Finalmente, que si nula es la hipoteca como obliga- 
ción accesoria, no destruye la principal que es distinta, por 
cuanto aquella no tit'iie mas objeto que asegurar la ejecu- 
ción de esta por contraposición, sigun regla gem-ral del de- 
recho, quo lo principal puede subsistir sin lo accesorio, y 
no vi re -versa. 

Pos estos fundamentos y otros que se han tenido presen- 
tes en hecho y derecho : 

Por la analogía q„ c tienen los artículos I3C, Lí7, 1U8, 
130 y 143 del Indigo de Comercio con el presente caso. 

Se dechira nula la hipoteca que relaciona el titulo de f, i* 
y subsistente y válido este en su carácter de crJJiio escri- 
turado puramente. 

En su consecuencia, llévese adelante la ejecución hacién- 
dose trance y remate de los bienes embargados hasla enterar 
capital é intereses insolutos, y por esta sentencia de remate 
así se provee y manda. 

Cada parte pagtif» sus costas por no ser aplicable el arti- 
culo 277 de la Ley du Procedimientos, en razón que eí eje- 
cutado no se puede calificar de litigante temerario al dispu- 
tar el título de foja primera. 

Repóngase un sello. 

Juan Palma. 

Habiendo apelado la parte de Pando, se dictó este 
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Buenos Aires, Noviembre Í9 de 1870 

Vinos, por sus fundamentos, le confirma, con coilas, el au- 
to apelado de foja ciento cuarenta j cinco, j satisfechas y 
repuestos ios sellos, devuélvanse. 



£1 Dr. D. Eduardo Feniandet Garcia % contra D. Federico 
Corvalaitt sobre mejor derecho* Incidente sobre personería. 



Sumario.— Cuando la eacepciou de falla de personal i Jad 
en el demandante no es en rigor una negaciou de su per- 
sonería sinó del derecho que reclama como materia principal 
del pleito, no puede oponerse en forma de un articulo de 



Salvador M' del Carhil. — Fran- 
cisco Delgado, — José Runos 
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Caso - El Dr. D, Eduardo Fernandez (¡arda, estrargero 
ces,onario dc »■ Aspiazn y de Francisco \\1 
i anueva en n„ crédito reconocido por el (iobierno Nacional 

z 1 L at,, r i 1 íle . Seccion á n - 

quien ame d M.msteno de Hacienda había impelido se le 
entrasen los relcridos fondos, so prelesto de que con anterio- 
ridad halna» Sl< | cefJ|(ks á m man(|an[ , s f> 

'*ny I). Josii Lima, vecinos de Mendo/a; que hfttfaadn este 
^ o acMioilád^ perjoirio. quc estimo en tros mil pesos 
n«. les, p,d, fuese condenado á perpc.no silencio en cuanto 
- su pretensión y en la suma indicada con intereses v costas 
1) A 3; ,J Amanda: 1- , „ contr.Uo privado eo qne 
; MM mbu v ¡:- vende á 1>, BhteAsplasú 40,000 pelos 
- 1) fondos pubitcos de los 7tí,70íi peses .17 centavos oue le 
corresponden de los créditos que detalla. f> (Jila sustitución 
poder hecha por I>. Juan Villanueva apoderado de Bilbao 
y - para ífesuonar anie ehlobu roo Nacional el pago de ciertos 
irtdtius, en la persona de lh lilas Aspia/ú 

Corrido traslado de la demanda, D. Federico Corvalan en 
representación de los herederos de f». Julia.. Ahcrñsiain v de 
U. Jm. L.rna, vecinos de Mendoza, pidió no se hiciera lugar 
i ella, manirás el Dr. Fernandez Careta no acreditara la per- 
dería en el asunto, formando sobre esto artículo de prév o 
pronunciamiento, 1 

Dijo que los documentos exhibidos no daban á Fernandez 
Carca personería bastante para que se le considerase como 
esmnano de Aspiazú y de D. Francisco Villanueva como se 
pretendía, y que mientras ese documento no se presentara no 
mm ser oído, puesto que invocaba títulos d derechos que 
decía se le habían cedido, ] 

Corrido traslado de Ja excepción el Dr. Fernandez (Jarcia 
presentó dos nuevas escrituras. Una fecha W de Julio de 
m q»e D. Blas Aspiazú traspasd en favor del Dr. I). Eduardo 
rernandez Carda, la acción y derechos que le competían al 
percibo de la cantidad de siete m¡| nucvccienlos treinta y nueve 
pesos, cuarenta y seis centavos, de deuda pública reconocida 

39 
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en decreto de 5 de Julio de ese año en el espediente nú- 
mero 40, por suministros hechos al Regimiento Un Dragones 
en el fuerte de San Rafael, por la cantidad recibida de 2128 
pesos fuertes, debiendo Fernandez García entregarle el resto 
cuando le fueran abonados los fondos públicos que se ena- 
genarian al precio de plaza. Y la otra fecha 18 de Agosto del 
mismo ano en que D. Francisco Yillanueva. diciéndose tener 
una parte en el espediente relacionado y habiendo Aspiazú 
enageuado la suya á favor del Dr. Fernandez García, el com- 
pareciente lo hace también bajo las condiciones que se es- 
presan y por la suma de 50,000 pesos moneda corriente. 

Con estos documentos dijo; que los londos públicos Oblaban 
para recibirse por di, y que no era presumible que el P. E. N. 
fuese á entregar los fondos á quien no tuviera derecho de 
recibirlos y que si los iban á entregar á di, antes de la pre- 
sentación de Cúrvalait, era porque habia justificado su derecho 
en debida forma. 

Que por otra parte, la oposición que hizo Corvalan ante el 
Gobierno no fué á Aspiazú ni á Yillanueva, cuyos derechos 
estaban bien justificados, sinó á él, que los justifica á su vez 
para mayor abundamiento con las transferencias que presentaba. 

Pidió se rechazara la cscepcion con espresa condenación 
en costas. 

Se corrió traslado de los nuevos documentos, y evacuándolo 
D, Adolfo Aldao por Comían, dijo que ellos no tenían la 
fuerza necesaria para desvirtuar las razones en que fundó la 
excepción de falla de personería. 

Qae Aspiazú se presentó al Gobierno Nacional como apo- 
derado de Rilbao en virtud de sustitución que le bahía hecho 
D. Juan Yillanueva. Que mas Uirde aparece 0. Francisco 
Villanueva suslistulo de Aspiazú para seguir jeslionando el 
cobro y que en esle carácter y como simples apoderados 
de Rilbao, Aspiazú y Villanueva siguieron las diligencias ne- 
cesarias. 

Que sicudo esto así, ellos han carecido de facultad para 
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este espediente, porque permaneciendo la propiedad en 
Bilbao solo él podia transferirla. 

Que el comraio de f. I a no importa el traspaso «leí espe- 
diente, sind la venta de cierta cantidad de fondos que deben 
sacarse de lo que resulte de la liquidación de los espedientes 
y que importando ese espediente una cantidad mayor que el 
precio de la venta, no puede invocarse el contrato como un 
título de transferencia de todos los créditos. 

Que los derechos de Aspiazú se reducen á esijir el pago 
de su crédito una vez pagados los fundos públicos, v sus 
facultades enmo apoderado de Bilbao so limitan a las* ges- 
tiones necesarias para el cobro, por lo que no lia podido 
ceder espedientes de que no era propietario. Que ta cesión 
de Villanueva se encuentra menos justificada, puesto que su 
iiuervenrion fué la de simple apoderado paro jestionar y aun 
así su poder era nulo, porque un sustituto no puede á su 
vez sustituir. 

I'tdió que declarándose Irgal la escepcion, se rechazara la 
demanda con espresa condenación en costas. 



Fallo del Juez de 



ttuenos Aires, Noviembre 3 de 1870. 

Y vistos, considerando: I o Que de los ilocumciiientos acom- 
pañados resulta que tanto I). lilas J, Aspíazú como D. Juan 
Villanueva fueron solo^poderados de los Sres, Rafael Bilbao 
y compañía para gestionar ante el Gobierno Nacional el re- 
conocimiento de los libramientos mencionados en el contrato 
corriente á f, i" y su conversión en fondos públicos naciona- 
les, y por consecuencia ninguno de ellos ha podido ceder *S 
traspasar á favor del Dr. D. Eduardo Fernandez García do - 
cumentos de crédito que no les pertenecían. 

2" Que una de las csrepcíones permitidas por la ley de 
Procedimientos es la de falta de personería en el 
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y que dicha escepcion ha sido opuesta contra el demandante 
Dr. García. 

3 o Que según lo espuesto en el primer considerando care- 
ce el demandante de personería para reclamar toa fondos 
públicos que cobra ; pue*to que los documentos de que dichos 
fondos proceden no pertenecen á él ni á sus cedenles, ni 
los londos públicos han sido enajenados ií su favor ni al de 
sus cedenles. 

Por estos fundamentos se declara que el demandado no está 
obligado á contestar la demanda, niicnttas el demandante no 
acredita su personería en la forma que corresponda. Itepdn- 
ganse los sellos. 

Manuel '¿aválela. 

Habiendo apelado el Dr. Fernandez García, la sentencia an- 
terior fué revocada por el 

Falla de la Suprema Carla 

Buenos Aires, Diciembre 1° de i 870. 
Vistos : Considerando, primen*. Que el Doctor Don Eduardo 
Fernandez García lia interpuesto la demanda en nombre pro- 
pio, sin que se le pueda negar personería para represéntale 
á sí mismo. Segundo. Que la escepcion opuesta no es en 
rigor una negación de la personería del actor, sind una ne- 
gación del derecho que reclama como materia principal del 
pleito, que no puede hacerse en la lorma de un artículo de 
previo y especial pronunciamiento: por estos fundamentos, 
se revoca el auto apelado, corriente á foja treinta y ocho vuelta 
y se devuelven, prdvio pago de costas y reposición de sellos, 
para que, contestada la demanda, se provea y determine como 
corresponda en derecho. 

Salvador del Cariul. — Francisco 
Delgado.— Jo s¿ Barros Pazos. — Be- 
nito Carrasco. —Marcelino Ucarte. 
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CAUSA CILVI 



D. Fernando Raffo contra D. Lucas Rodríguez por cobro 

ejecutivo de pesos. 



Stonario. — La excepción de pago no puede justificarse con 
la autorización dada al acreedor para reclamar un crédito 
existente ú favor del deudor. 



Cas». -En 30 dr Spliomhre de 1864, D. Lucas Rodríguez 
firmó un pagan! á cuatro meses, á la orden Je D. Fernan- 
do RalTo por 428 ¿f 80 cts. piala. 

Reconocido judicialmente este documento, Raffo inicio' jui- 
cio ejecutivo contra Rodríguez, el queso sustanció hasta la ci- 
tación de remate. 

En este estado, el deudor se opuso á la ejecución opo- 
niendo la escepcion de pago, por la suma de 420 p as. deposi- 
tando los ocho restantes. 

Dijo que en el año 1865 se presento" al Juzgado de Co- 
mercio haciendo proposiciones de convenio á sus acreedores 
ó en su defecto cesión de bienes. 

Que antes de deliberar sobre esto, Raífo le pidió le diese 
en pago el valor de siete meses de sueldo íjue le debia el Go- 
bierno Nacional en su empleo de Capitán de Guardia Nació- 
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nal movilizada. Que convenidos en la cesión dio* á Raflu po- 
der para que recibiera del Comisario pagador hasla la suma 
de 420 pfts. obligándose Rafia a hacer todas las diligencias 
necesarias para el cobro. 

Que después de dados a Raflb eti pago los sueldos de que 
hace mérito hubo varias personas que quisieron comprárse- 
los, pero que como los tenia cedidos no pudo venderlos; 
y que no seria justo que hoy se desprendiese Ruño de la 
obligación coutraiila. 

Que importando la cesión un verdadero pago, pedia no se 
hiciese lugar á la ejecución con espresa condenación en 
costas. 

Esta parte presentó un recibo de Rallo en que dice haber 
recibido de Rodríguez un poder para cobrar del comisario 
pagador siete meses de sueldo do capitán, los que serian re- 
bajados del documento de f. \\ una vez abonados. 

Corrido traslado, Rafto pidió" no se hiciera lugar á ja ei- 
cepcion y se dictara sentencia de trance y remate. 

Dijo que lo que Rodríguez le dio fué una simple autori- 
zación para que recabase por medio de sus relaciones, el pago 
de los haberes que le adeudaba la Nación, y no una cesión 
en pago. Que con el objeto de hacer un bien al deudor, 
practicó" todas las diligencias que consideró oportunas para el 
cobro ; pero que esas diligencias fueron infructuosas como le 
consta al mismo Rodríguez. 

Con la prueba producida por las partes, se dictó el si- 
guiente : 

lucí Mtrrioiiftl, 

Mendoza, Setiembre 14 de 1870. 

Y vistos : D. Fernando RalTo italiano, ejecuta á D. Lucas 
Rodríguez por 428 pfts. 80 cts. que consta del pagaré cor- 
riente á f. i 1 . 

El ejecutado sale al juicio > opone la escepciou, pago de 
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la deuda habiendo depositado en Aduana el aaldo de ocho 
pesos para igualar la deuda. 

El opositor funda la excepción en que el año 18fi5, ha- 
biendo hecho á sus acreedores proposiciones de convenio d 
en subsidio cesión de bienes, ames de entrará deliberar so- 
bre aquellas, Rano se intereso" en que Rodríguez, le cediese 
420 pasos i que motilaban siete meses de sueldo como Ca- 
pitán de fluardia .Nacionales movilizadas por la Nación. 

Qne en efecto convino en la proposición dicha, dándole po- 
der á su acreedor para que diligenciase el cobro de los suel- 
dos y con ellos se pagare. Pero Rallo, no ha hecho nada, 
así que me ha perjudicado porque contando por sasüfecha (adeu- 
da con la cesión de los sueldos, no he podido vender estos 
ni cobrarlos yo y ahora tal vez son perdidos. 

Kl ejecutante responde: <en autos existe original la simple au- 
torización para que recabase por medio de mis relaciones el 
payo de sus haberes que le debe la Noción. Ilize cuanto pu- 
de y todas mis diligencias fueron infructuosas . 

t La comisión de cobrar que consta del papelito constante á 
f... nos induce á creer que yo recibiese en pago los dichos 
haberes y di quedase libre de toda obligación para conmigo. 

« Mi propósito no fué otro que si me pagaban, pagarme, y 
sind dejar salvo el derecho contra mi deudor que por el pre- 
sente juicio pongo ahora en ejercicio, i 

Considerando: 1". (Jue el recibo lechado en dos de Noviem- 
bre de 1865 corriente á f. tí, presentado por el ejecutado y 
reconocido por el ejecutante á solicitud de aquel es contrapro- 
ducente, es decir, que es justamente contra lo alegado y 
probado por la parle de Rodríguez por cuanto se conlirma la 
aserción de Ra fío, de pagarse si k pagaban. 

2°. Que este documento es muy cierto que solo importa 
comisión de cobranza y no cesión de Ja deuda nacional á 
favor del comisionista, lo cual eslá mas patente todavía en el 
podercilo reconocido, datado el mismo dos de Noviembre de 
1805, f. 10. 

3". Que el argumento de haberse perjudicado Rodríguez por 
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no haber poriido cobrar él ó vender á otro su acción, es in- 
conducente al caso en disputa y la culpa se la debe impu- 
tar ¡i si mismo por haberse descuidado en llamar á enemas 
Á su apoderado, activarlo ó quitarle el poder, allá cuando 
pudo negociar la acción á un tercero, y si Rano se resistía 
entonces obligarlo ú que lomase la deuda en pago de su 
cuenta i riesgo. 

4". Que aunque es verdad que Celerino Medina, D. Luciano 
Villanueva y Ü. Estanislao Pelliza tcslihcan que liaflb reci- 
bió los haberes en pago ó comprados, el último se refiere á 
oídas del mismo Rodrigue* que se lo contó así, lo cual 
constituye su dicho de mera credulidad. 

■V. Que comparando el metilo que tienen el recibo y 
poder de I. 1* Cu n el de los testigos dichos, es sin disputa 
mejor el de la prueba documental, mucho mas si se tiene 
préseme el descrédiio en que ha caido la testimonial en la 
práetica de los TribunaL-s del país, á que se agrega, que el 
nifjor (Villanueva; como acreedor de Hoilrigucz es interesa- 
do en este negocio y por consiguiente sospechoso su dicho. 

Unsidcrando en Jin, que sea cesión de bienes <í esperas 
las pedidas por el ejecutado, este punto no está claro, hay 
contradicción en los testigos y por último, el Escribano de 
Comercio ccriiüca é i. 50 y da el golpe de gracia diciendo: 
que el espediente anda perdido, no está en su olicina, ni en 
el Tribunal etc. etc. 

Considerando en conclusiun que este punto os también im- 
pertinente a la cuestión que se agita, ya que ella solo versa, 
* sobre si está ó no pago el documento con que se ejecuta. » 

Por estos fundamentos y otros que se han tenido presentes 
en hecho y derecho. 

Se declara por improbada la escejicion opuesta en el es- 
crito de r. 28, cu su consecuencia, llévese adelante la eje- 
cución, y por esta mi sentencia de trance y remate, mando 
que se haga cumplido pago al acreedor Kaflb, conforme al 
decreto de soivendo, con costas al ejecutado, v reserva á este 
de su derecho para el ordinario. Jttan Mma. 
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De esta seiencia apeld el ejecutado. 

Fallo de I» fluprrm» Cártm. 

Buenos Aires, Diciembre 3 de 1870. 
Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas Ja sen- 
lenua apelada de foja nóvenla y tres, y satisfechas y respues- 
tos los sellos devuélvanse. 

Salvador M. del Carril, — Francisco 
Delgado— José Barros Pazos. — Be- 
nito Carrasco,— Marcelino Ugarte. 




h, Luis Castro contra U. Jo$¿ tiodriguei, por cobra de ¡mos. 



Humano. — i° No hay ningún artículo de la ley de proce- 
dimientos que prohiba calificar con espresion de las circuns- 
tancias que sean relativas, el reconocimiento que el firmante 
de un documento simple sea llamado á practicar. 

2 rt El Jue?. debe examinar cuidadosamente el instrumento 
con que so deduce una acción ejecutiva para decidir si la 
ejecución debe ; 0" no tener lugar. 

3* Cuando la calificación opuesta en el reconocimiento es 
una de las csctpciones del juicio ejecutivo y se prueba m 
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amtiMnli de manera que destruya la fuerza de la obligación, 
no debe librarse auto de sol vendo. 

A 9 La escepcion de prescripción es una de las que puede 
oponerse en el juicio ejecutivo, y puede demostrarse m 
continenti por la confrontación de las fechas. 

5 a Los pagarés á la orden son considerados como letras 
de cambio y se prescriben como estas por cuatro años, cuan- 
do no ha mediado condenación judicial d no ba sido reco- 
nocida especialmente la deuda en documento separado. 

6 o En los documentos de fecha anterior á la sanción del 
Cddigo de Comercio, los cuatro años se cuentan desde la 
sanción de diebo Cddigo. 



Caso. — En 5 de Junio de 18K), -D. José Rodríguez firmó 
un pagaré á la orden de D. Luis Castro por la suma de 
404 ps. i'/,», procedentes de una yerba mate que le había 
entregado el 25 de Mayo del año anterior, comprometiéndose 
i abonar esa suma en el término de ocho meses con el in- 
terés del medio por ciento. 

En Junio 8 de 18Q5, Rodríguez escribid á Castro una 
carta en que le decia que sus circunstancias eran sumamente 
criticas; que la cuenta habría sido pagada como lo habían 
sido las demás que se le habían presentado en Buenos Aires, 
y que le estimaría guardara silencio basta que infjorase su 
situación. 

A solicitud de D, Clodomiro López, representante de ilastro, 
el Juzgado mandó que Rodríguez reconociera su firma en 
estos documentos. 

Rodríguez reconoció por suyas las Grmas del pagare" y 
de la carta, pero agregó que el documento estaba proscripto, 
tanto por ia íecba de su otorgamiento cuanto porque sus 
negocios en ese tiempo habían sido concursados. Que Cas- 
tro dehid presentar su documento al concurso legalmente 
formado en aquella época, y que su omisión no le autori- 
zaba para ocurrir á una jurisdicción negada por el inciso 1 \ 
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arl. 12 y por el art. U de la ley de jurisdicción nacional. 
Que además, él había pagado oportunamente los documentos 
que se le habían presentado, y que si Castro do fué pagado 
lo debia á su omisión. De esta diligencia w dio vista al 
ejecutante, y D. Víctor Gómez, apoderado sustituto de Castro, 
pidid auto de solv^ndo en virtud del reconocimiento, 

Dijo que Id diligencia, según la ley del juicio ejecutivo 
debió concretarse á confesar ó negar la firma en los docu- 
mentos exhibidos; pero que ya que el deudor empezaba 
cscepcionándosc, quería desvanecer sus inoportunas obser- 
vaciones. 

Que la prescripción supone et abandono, ta remisión de 
la deuda, y no tiene lugar cuando, como en este caso, Ja 
morosidad del deudor es marcada con la reconvención del 
acreedor y el deudor reconoce siempre la deuda. 

Que la carta de foja % en que se solicita un término 
para hacer el pago, importa la renuncia de la prescripción 
si esta hubiese tenido lugar (Escrich verb. Prescripción), y 
que por consiguiente con mas razón debe importar también 
no estando esta vencida. 

Que los artículos que cita Rodríguez de la ley nacional 
de jurisdicción no son aplicables al caso, porque este juicio 
no está radicado de ningún modo en los tribunales provin- 
ciales ; y sobre lodo que no es aun llegada la oportunidad 
de oponer excepciones. 

De este escrito se corrió traslado sin perjuicio al ejecutado, 
quien pidió" no se hiciera lugar á la ejecución, en vista de 
la fundada escepcion de prescripción de la deuda con que 
ha calificado el reconocimiento. 

Dijo que habiendo trascurrido 21 anos desde la fecha del 
documento hasta la de la demanda, y siendo aquel de prés- 
tamo de que nace acción personal» esta está proscripta según 
la ley 63 de Toro. 

Que su contrario iuterpreta mal á Escrich, porque su carta 
de f. 2 no puede importar una renuncia de la prescripción, 
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porque cuando ella fué escrita el documento no estaba aun 
preBcripto . 

Que esa caria tampoco puede considerarse como una inter- 
rupción de la prescripción, porque para esto las leyes solo 
señalan la demanda judicial ó el protesto cuando no se puede 
demandar» es decir, que exijen un acto público emanado 
del acreedor, cosa muy diferente de lo que significa la carta 
aludida. 

Fallo ««1 Jum á> Seeeften. 

Jujuy, Agosto 2 de 1870. 

Y vistos, considerando: I o que la cscepcion de prescrip- 
ción opuesta en et reconocimiento de f. fl, es legítimamente 
admitida conforme al artículo 25i de la Ley de Procedimien- 
tos de los tribunales nacionales, por cuanto autorizando dicho 
artículo para negar el contenido del documento después de 
reconocida la firma, autoriza también para espresar la causal 
por la que se niega al pago, 

2° Que esa escepcion legal no se destruye por el contenido 
de la caria de f. 2, pues estando espresamentc señalado por 
la ley 20, tít. 29, parí. 3 a , los únicos procedimientos que 
interrumpen la prescripción cuando se emplean por el actor, 
ello do prueba que esos no se hayan cumplido. 

3° Que la prescripción liberatoria de una deuda procedente 
de venta de comestibles, tiene lugar cuando ella tío se ha 
cobrado en el término de tres años conforme á la ley O, tít. 
13* lib. I, R. C. y las acciones personales se prescriben por el 
silencio inacción del acreedor durante los 20 años señala- 
dos en la ley 6, tít. 15, lib. 4, R. C, 63 de Toro. 

4° Que la prescripción corre desde el reconocimiento cuan- 
do este recae sobre documento de obligación válida y exijiblc, 
pero en el presente caso el de f, 9 se lia liecbo á los veinte 
años y meses después de vencido el plazo que se otorgó en 
el documento simple de f. 1, para pagar el valor de una 
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yerba-mate vendida, y el reconocimiento no d:í existencia á 
una obligación cstinguida por el ministerio de la le;. 

Por estos fundamentos, no lia lugar á la demanda inter- 
puesta. Repónganse los sellos. 

Macedonio Gwz. 

■ De esta sentencia apeld t<\ ejecutado j el recurso se le 
otorgó en relación. 

Anli! la Suprema Corto el Secretario observo* que el poder 
presentado pur D. Viclor Gómez ante el Juez de Sección 
no estaba en el sello correspondiente, y que se habla omitido 
la reposición de nueve sellos de veinticinco centavos. 



Fallo de la «iiprtm* Corle. 

Buenos Aires, Diciembre 3 de 1870. 

Vistos: Considerando. Primero. Que articulo alguno déla ley- 
de procedimientos, prohibe calilicar con espresion de fas cir- 
cunstancias que le sean relativas el reconocimiento que el 
firmante de un documento simple sea llamado ü practicar en 
virtud de lo dispuesto en el doscientos cincuenta. 

Segundo. Que esa prohibición no puede deducirse como 
implícita, de los términos en que se encuentra concebido el 
doscientos sesenta y ocho, que, al señalar la época en que 
puede el deudor oponerse a la ejecución, se refiere á los 
casos en que exisla ya el procedimiento ejecutivo, y no com- 
prende el caso en que, no babiendo empezado ese proce- 
dimiento todavía, se trata solo de actos preparatorios, como 
clasifica el del reconocimiento el doscientos cincuenta citado; 
porque los términos restrictivos del derecho son de ínter- 
pretacioo rigorosa, á qué no debe darse una eslension mayor 
de la que literalmente tengan. 

Tercero, yuc el Juez debe, conforme al articulo doscientos 
cincuenta y dos, examinar cuidadosamente el instrumento con 
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que se deduce ta acción, para decidir si ta ejecución debe 
ó no tener lugar. 

Cuarto, Que, cuando la calificación opuesta en el acto del 
reconocimiento, es una de las escepciones señaladas en el ar- 
ticulo doscientos setenta, y se prueba ó se demuestra ía con- 
tinenti, de manera que destruya la tuerza de ta obligación, 
no debe librarse el auto de sotvmdo, porque non cutis nuil® 
sunt qualitates, y no existiendo la obligación, no puede exis- 
tir el carácter ejecutivo que le pretende atribuir el que se 
supone acreedor ; y porque seria contrario á toda idea de 
justicia colocar al pretendido dcudnr bajo la presión de un 
procedimiento ejecutivo» cuando se sabe de antemano que ese 
procedimiento ba de quedar sin erecto, en el instante en que 
se le permita alegar la escepcion, probada d demostrada 
continenti, con que ha caliticado el reconocimiento, y con la 
cual queda la acción enervada. 

Quinto, une la objeción de prescripción con que se ba ca- 
lificado el reconocimiento prestado á foja ocho, es una de las 
escepciones señaladas en el mencionado artículo doscientos 
setenta, y puede demostrarse in continenti por la confronta- 
ción de las fechas, habiendo debido, por tanto, tomarse en 
consideración, como lo ha hecho el Juez a que, para decidir 
sí la ejecución debe ó no tener lugar, en virtud del ins- 
trumento con que se funda la acción. 

Sexto. Que, estando concebido á la orden el documento de 
foja una, conforme á lo dispuesto en el primer párrafo del 
articulo novecientos diez y seis del Código de Comercio, debe 
ser considerado como letra de cambio, y le es aplicable, con- 
forme al novecientos diez y siete, lo dispuesto respecto de 
esas letras. 

Séptimo, Que las»acciones provenientes de letras ií otros 
papeles endosables, se prescriben por cuatro anos, cuando no 
ha mediado condenación judicial, ó no ba sido reconocida 
la deuda en documento separado, conforme al artículo mil tres 
del espresado Código, 

Octavo. Que el reconocimiento de que esc artículo habla 
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debe entenderse que es un reconocí míen lo especial de la 
obligación contenida en la letra, y ese carácter de especia- 
lidad no se encuentra en la carta presentada á foja dos, en 
la cual tullía Don José Rodríguez de su cuenta que no lia 
sido paga4a, sin hacer mención alguna espresa del pagaré de 
foja una, ni reconocer que sea esa la cuenta á que su refiere. 

Noveno. Que desde la sanción del Código de Comercio hasta 
Ja fecha en que se presentó ta solicitud de foja cinco, para 
que fuese reconocido el pagare* de foja una y carta de foja 
dos, ha pasado un termino mayor de los cuatro años reque- 
ridos por el antes citado artículo mil tres. 

Décimo, (jue, por consiguiente, cuando lué aquella solicilul 
presentada, estaba ya la prescripción consumada, aun pres- 
cindiendo de computar el plazo anteriormente transcurrido desdi* 
la otorgacion del pagaré hasta la fecha de la sanción del Código. 

Once, i}uc á esta manera de computar el tiempo necesario 
para la prescripción en este caso, no se opone lo dispuesto 
en ei artículo mil trece del Código de Comercio, según el 
cual, las prescripciones empezadas al tiempo de la publicación 
deben determinarse conforme á las antiguas leyes; porque ese 
artículo se refiere á las prescripciones en que se cuente e) 
término corrido con anterioridad á la sanción del Código, 
que son las únicas en que se puede decir que hay prescrip- 
ción empezada al tiempo de la publicación ; pues, cuando deja 
de contarse el término corrido con anterioridad, la prescrip- 
ción no está empezada, sino empieza recien al tiempo de Ja 
publicación. 

Doce. Que esa manera de computación es conforme á la 
doctrina, que establece el artículo final del Código Civil, que, 
aun antes de la fecha en que debe entrar en vigencia, tiene 
la autoridad que le dá la sanción del Honorable Congreso 
Nacional, según la que, c las prescripciones comenzadas antes 
« de regir el nuevo Código, están sugetas á las leyes ante- 
c riores: pero si por esas leyes se requiriese mayor tiempo 
« que el que fijan Jas nuevas leyes, quedarán sin embargo 
c cumplidas, desde que haya pasado el tiempo designado por 
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i las nuevas leyes, contado desde el día en que rija el nuevo 
« Código ■. 

Por estos fundamentos, se confirma ron costas la resolu- 
ción apelada, corriente á foja diez y ocho, y previo pago de 
las causadas en cala instancia, con reposición de los sellos 
que a ella corresponden, se devuelven los autos, y se reco- 
mienda al Juez a quo que, teniendo presente el certificado 
de foja veintitrés vuelta, proceda como previene la ley vigente 
para el impuesto de papel sellado. 

Salvador M* del Carhil. — Kranciscu 
Delgado.— José Barros Pazos— 
Benito Carrasco. — Marcelino 
Ucarte. 



